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LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
LIBRO SEGUNDO 
De la jurisdicción contenciosa. 
(Coaati. °c ióaa .) 
TÍTULO XII 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 
Nuestros antiguos códigos, al paso que explicaron con minucio-
sidad los trámites de algunos juicios, apenas se ocuparon en trazar 
la marcha del concurso de acreedores. Una ley del Fuero Juzgo 
(la 5.a, tít. 6.°, lib. 5.°); otra del Fuero Real (la 17, tít. 20, lib. 3.°); 
el titulo 15 de la Partida 5.a; dos leyes de las Ordenanzas Reales 
(4 y 5.", tít. 13, lib. 5.°); los títulos 32 y 33, lib. 11 de la Novísi-
ma Recopilación, y algunas otras leyes que marcan la prelación de 
los acreedores; he aquí toda la legislación antigua que se refería á 
la materia de que tratamos. Y aun de esas leyes deben descartarse 
las que hacen relación á los efectos de la cesión de bienes, á los al-
zamientos y á las moratorias que concedía el Rey ó su Consejo; de 
modo que son muy pocas las disposiciones que se encuentran rela-
tivas al procedimiento que debe observarse en los concursos de 
acreedores. 
Este silencio de nuestras leyes dió campo inmenso, como era 
natural, á la divagación de los expositores y á la arbitrariedad de la 
jurisprudencia: así es, que en cada juzgado, ó cuando menos en 
cada territorio de Audiencia, se tenía un sistema especial de proce-
der, que sólo se parecía al de otro territorio en su indeterminada 
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duración. En los puntos donde las transacciones comerciales habían 
hecho conocer las disposiciones del Código de Comercio y ley de 
Enjuiciamiento mercantil, habla ido aceptando la jurisprudencia la 
misma marcha que aquéllos trazan para las quiebras; pero en la 
mayor parte de los juzgados de España el caos continuaba, y la 
necesidad de la reforma se había hecho sentir más urgentemente 
en este juicio que en otros. 
No podían remediarse esos males sino estableciendo reglas cla-
ras y precisas para el juicio de que se trata. «La Comisión encar-
gada del proyecto de ley de Enjuiciamiento civil—decía el Sr. Gó-
mez de la Serna, vocal de aquella Comisión, en su exposición de 
Motivos de la ley de 1855—no podía vacilar en este punto: buscó 
en otra ley análoga (la de Enjuiciamiento mercantil) lo que la ex-
periencia había acreditado como bueno; aceptó del derecho escrito 
y de la jurisprudencia antigua todo lo que podía ser aprovechado 
para la obra nueva; y reformando siempre, y corrigiendo y aten-
diendo á las lecciones de lo pasado, procuró que al caos sucediera 
la luz; que pasara á la historia el adagio que consideraba como 
eternos los concursos; que se salvaran los derechos de los acreedo-
res, sin negar á.los deudores la protección que de justicia se les 
debe; que se extirpara el semillero de abusos que la jurisprudencia 
hacía fáciles, y  que se introdujera más moralidad en esta clase de 
juicios.» 
Desgraciadamente no se realizaron por completo tan laudables 
propósitos, no tanto por deficiencia de la ley, como por la malicia 
de los litigantes, que siempre encuentran medios para eludirla 
cuando les interesa. Mucho se adelantó, para corregir los abusos 
de la práctica antigua y uniformarla, con haber establecido reglas 
fijas para estos procedimientos; pero la ley no podía evitar los ma-
nejos é, inteligencias fraudulentas para que concurran acreedores 
inverosímiles que imponen la ley en las votaciones á los legítimos 
y de buena fe en beneficio del deudor, ni otros abusos que después 
se han tocado en la práctica. A. corregirlos, en lo posible, se diri-
gen las reformas que se han hecho en la nueva ley, y algunas dis-
posiciones del Código civil, de las que nos haremos cargo en sus 
respectivos comentarios. 
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También se ha modificado el método para mayor claridad, di-
vidiendo en siete secciones la materia que en la ley de 1855 esta-
ba incluida en dos, tituladas «del concurso voluntario» y «del con-
curso necesario.» Y se ha dado á la vez cumplimiento á lo ordena- 
do en la base 10.a de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 
1880, estableciendo como principio general, que todas las cuestio-
nes que surjan en estos juicios, como accesorias de los mismos, que 
antes se ventilaban en la vía ordinaria d e . mayor cuantía, se sus-
tancien por los trámites de los incidentes, á fin de hacer más corto 
el procedimiento y que se reduzcan las costas en cuanto sea posible. 
SECCIÓN PRIMERA 
DE LA QUITA I ESPERA 
Estas dos palabras tienen su significación propia en el lenguaje 
forense, y en ese sentido los emplea aquí la ley. Se entiende por 
quita la gracia ó beneficio que conceden los acreedores á su deu-
dor común, perdonándole una parte del total de sus créditos res-
pectivos, á condición de que les pague el resto sin necesidad de re-
clamaciones judiciales; y por espera, el plazo ó respiro que los 
acreedores conceden á su deudor común para el pago de sus deudas. 
Por nuestro antiguo derecho, y mientras estuvo sujeta la na-
ción al Gobierno absoluto de los Reyes, éstos, por sí, y después por 
su Consejo de Castilla, tenían la facultad de conceder espera ó mo-
ratorias á los deudores que las solicitaban, por razones de equidad 
ó por tener que ausentarse en servicio del Rey, si bien se dejaba 
á salvo el derecho de los acreedores para cobrar sus créditos des-
pués de transcurrido el plazo de la moratoria (1). No podía soste-
nerse esa facultad por ser atentatoria al derecho privado, y mucho 
menos después de modificada la constitución política de España, y 
por Real decreto de 21 de Marzo de 1834, para «sostener la fir-
meza de las obligaciones contraídas legalmente, y que no se hagan 
ilusorios los derechos que de ellas emanan, con menoscabo de la 
(1) Leyes 33 y 35, tít. 18, y 4. a, tít. 2 de la Partida 3.°; y las del tít. 33, 
libro 11 de la Novísima Recopilación. 
F^ 
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fe pública y de la santidad de las leyes», se mandó «que no se dé 
curso á ninguna solicitud sobre concesión de plazo ó moratorias 
para retardar ó suspender el pago de las deudas.» 
- 	 No sucedió lo mismo respecto de la quita: siempre se consideró 
que sólo á los acreedores correspondía otorgarla. La ley 32, tít. 18, 
Partida 3 á, después de indicar que hay algunos que piden al Rey 
cartas «magüer entiendan que son contra derecho», añade: «Ca ta-
les y ha que le piden cartas en que les otorgue que el debdo que 
deben á otro, que nunca sean tenudos de gelo dar, nin de les res-
ponder por ello; é porque tal carta como esta es contra el derecho 
natural, tenemos por bien é mandamos, que el judgador ante quien 
paresciere, non consienta que sea creyda nin vala.»  
Según las circunstancias en que se halle el deudor, que no puede 
cumplir sus compromisos al vencimiento de cada deuda, así solici-
tará de sus acredores la quita ó la espera, ó las dos cosas á la vez, 
que es lo más común. Cuando hay conformidad entre todos ellos, . 
no es necesario acudir á la autoridad judicial, pues privada ó par-
ticularmente pueden realizar ese convenio y ejecutarlo; pero si no 
media esa conformidàd, y son los menos los que se oponen al pro-
yecto de convenio, que la mayoría de los acreedores y el deudor 
 
común consideran conveniente para que éste salve su situación y
cobrar aquéllos el todo ó parte de sus créditos, ó cuando por cir-
cunstancias especiales no pueda el deudor entenderse privadamente 
con todos sus acreedores, ya porque alguno de éstos carece de ca-
pacidad legal para obligarse, ó bien por estar ausente ó ignorarse 
 
su paradero, es indispensable, para que todos queden obligados, 
buscar la intervención de la autoridad judicial por los trámites es-
tablecidos en la presente sección. 
Cuando el deudor procede de buena fe, el recurso es útil y 
equitativo, puesto que evita el mal mayor; pero, desgraciadamente,
. 
no siempre sucede así: se amaña la quita y espera con lamenta-
ble frecuencia para salvarse el deudor, perjudicando, si no arrui-
nando, á los acreedores legítimos, que tienen que someterse á la 
ley de la mayoría, compuesta en tales casos de acreedores simula-
dos y siempre de amigos del deudor. El mal es conocido , pero el 
remedio muy difícil ó imposible, y no hay otra solución que supri- 
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mir la quita y espera judicial, rompiendo con nuestras tradiciones, 
ó reglamentarla, como lo hace la ley, con las precauciones conve-
nientes para evitar en lo posible esos abusos. 
El Código civil ha optado también por este segundo extremo, 
ordenando lo siguiente en su art. 1912: «El deudor puede solicitar 
judicialmente de sus acreedores quita y espera de sus deudas, ó 
cualquiera de las dos cosas; pero no producirá efectos jurídicos el 
ejercicio de este derecho sino en los casos y en la forma previstos 
en la ley de Enjuiciamiento civil.» Y en los artículos 191,7, 1918 
y 1919 determina los efectos de ese convenio y las personas obli-
gadas á cumplirlo, con restricciones encaminadas á corregir los 
abusos antes indicados, como demostraremos en los comentarlos de 
esta sección. 
Por consiguiente, todo deudor, no siendo comerciante, que se 
vea imposibilitado de pagar sus deudas en el día de su vencimiento 
respectivo, puede hacer uso del expresado derecho, solicitando ju-
dicialmente de sus acreedores la quita ó la espera, ó las dos cosas 
á la vez, tanto antes como después de haberse incoado el juicio de 
concurso, ya sea voluntario, ya necesario: si lo hace antes, habrá 
de sujetarse el procedimiento á las reglas establecidas en la pre-
sente sección; y silo hace después, á las condiciones y reglas orde-
nadas para el convenio entre los acreedores y el concursado en la 
sección 8.a  de este mismo título. En el primer caso conserva el 
pleno ejercicio de sus derechos civiles con la administración de sus 
bienes, que ha perdido en el segundo, conforme al art. 1914 del 
Código civil y al 1161 de la presente ley: por esto, y para evitar 
el embargo de sus bienes, le conviene hacer uso de ese derecho 
antes de ser declarado en concurso. 
Nuestros prácticos antiguos calificaron la quita y espera de 
una especie de concurso voluntario, y así debieron considerarlo 
también los autores de la ley de 1855, puesto que las incluyeron 
en la sección que trata de dicho juicio. Aunque por la concurren-
cia de acreedores y promoverse á instancia del deudor, puede dár-
sele en sentido lato dicho carácter de concurso voluntario, la rea-
lidad es que el deudor se propone evitar este juicio y sus conse-
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para que no se le declare en concurso. Por esto, con más lógica y 
mejor método, en la nueva ley se han incluido en la sección La del 
título que trata del concurso de acreedores, todas las disposiciones 
que concretamente se refieren á la quita y espera, cuando se pro-
mueve antes de presentarse en concurso, cuyas disposiciones vamos 
A, examinar. 
ARTÍCULO 1130 
Todo deudor que no sea comerciante, ántes de pre-
sentarse en concurso, podrá solicitar judicialmente de 
sus acreedores quita y espera, ó cualquiera de las dos 
cosas. 
Acompañará necesariamente á esta solicitud: 
1. 0 Una relacion nominal de todos sus acreedores, 
con expresion del domicilio de los mismos, de la proce-
dencia y antigüedad ó fecha de los créditos, y del im-
porte de cada uno de ellos. 
2. ° Otra relación circunstanciada y exacta de sus 
bienes, con el valor en venta en que los estime. Sólo 
podrá excluir de ella los bienes que con arreglo al ar-
tículo 1449 no pueden ser objeto de embargo. 
Estas relaciones serán firmadas por el deudor, ó 
por quien lo represente con poder especial. 
Art. 1128 de la ley para Cuba y Puerto hico.—(La referencia del nii- 
mero 2. ° es al art. 1447 de esta ley, sin otra variación.) 
Concuerda en parte con los artículos 506 y 507 de la ley de 
1855, pero con modificaciones y aclaraciones importantes. Es la 
primera, la de ser aplicable su disposición á «todo deudor que no 
sea comerciante», porque si lo fuese, no puede pedir quita ni es-
pera en la forma que aquí se determina, sino que ha de sujetarse 
al procedimiento de las quiebras, como se ordena en el art. 1318, 
en cuyo comentario indicaremos las personas que se hallan en 
este caso. 
Otra aclaración, tampoco consignada expresamente en la ley 
anterior, es la de que, para dar la quita y espera, ó á cualquiera 
de las dos cosas, la tramitación y efectos que aquí se determinan, 
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ha de solicitarla el deudor antes de presentarse en concurso: si la 
solicita después de haber sido declarado en concurso voluntario á 
necesario, tendrá que sujetarse á las condiciones y al procedi-
miento que para el convenio se establecen en los artículos 1303 y 
siguientes, como ya se ha dicho. Y el adverbio judicialmente de-
nota, que esta disposición de la ley es aplicable solamente á los 
casos en que el deudor tenga que acudir á la autoridad judicial 
para solicitar de sus acreedores la quita ó espera. 
Para ello, debe el deudor acudir por escrito al juez de primera 
instancia de su domicilio, que es el competente según la regla 8 
del art. 63, como lo era también antes, conforme al 505 de la ley 
de 1855, solicitando la convocación de sus acreedores á junta para 
hacerles las proposiciones de quita ó de espera, ó de ambas cosas, 
que formulará en el mismo escrito, el que deberá presentar por me-
dio de procurador y con dirección de letrado. Á este escrito debe 
acompañar necesariamente, y de otro modo no puede ser admitido, 
las dos relaciones que previene el artículo que estamos comentan-
do, bajo los números 1.° y 2.°, y á cuyo texto nos remitimos por 
expresarse en él con toda claridad los pormenores que han de con-
tener. Sin embargo, bueno será llamar la atención sobre algunos 
puntos para que se vea su importancia; y téngase también presen-
te, que esas dos relaciones han de estar firmadas por el mismo 
deudor, sin que pueda hacerlo otro en su nombre, á no ser que le 
haya conferido poder especial para ello, de suerte que no basta el 
poder general para pleitos con que podrá personarse en los autos 
el procurador que le represente. 
En la relación nominal de acreedores ha de comprender el deu-
dor todos los que tenga en aquella fecha, con expresión de sus nom-
bres y apellidos ó razón social, y sus domicilios. Los que no estén 
mencionados en esa relación, no deben ser citados para la junta ni 
pueden tomar parte en ella, pero tampoco les obligan los acuerdos 
de la misma (artículos 1133 y 1152). Ha de expresarse también la 
procedencia ó razón de los créditos, con indicación, por consi-
guiente, en su caso, de la garantía con que estén asegurados, cuyo 
dato servirá para apreciar si alguno de ellos es privilegiado ó hi-
potecario, á los efectos del art. 1140, respecto de abstenerse de con- 
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currir á' la junta ó de tomar parte en la votación. Asimismo ha de 
expresarse la antigüedad ó fecha de cada crédito, dato no exigido 
en la ley anterior, y que servirá para apreciar la conducta del deu-
dor, á los efectos ulteriores si llega á ser declarado en concurso, y 
aun también para la presunción de si son ó no simulados algunos 
créditos. Y por último, ha de consignarse el importe de cada cré-
dito, sacándolo al margen en guarismos para facilitar la suma de 
todos ellos. 
Y la relación de los bienes ha de ser exacta, sin ocultaciones, 
de suerte que contenga todo lo que pertenezca al deudor, y además 
circunstanciada ó hecha con individualidad, como decía la ley an-
terior, y por consiguiente, en la misma forma que se hacen los in-
ventarios (art. 1066), expresando respecto de cada cosa el valor en 
venta en que la estime el deudor, y sacándolo al margen en gua-
rismos para hacer la suma. Sólo puede excluir de ella el lecho co-
tidiano del mismo deudor, de su mujer y de sus hijos, las ropas del 
preciso uso de los mismos, y los instrumentos necesarios para el 
arte ú oficio á que aquél esté dedicado, que son los objetos excep-
tuados de embargo por el art. 1449. 
La exactitud de esta relación demostrará la buena fe del deu-
dor, y será una prueba de que procede de mala fe y hasta con 
fraude punible, si oculta bienes ó les da un valor exagerado, supe-
rior al que pueda obtenerse en la venta. 
La ley anterior exigía además una memoria en que se consig-
nasen las causas que hubieren motivado la necesidad de solicitar 
la quita y espera: esta memoria se exige ahora solamente para la 
presentación en concurso voluntario (art. 1157), y no se ha creído 
necesaria para el caso de que tratamos, en consideración, sin duda, 
A que en el escrito solicitando la quita y espera, naturalmente ha-
brá manifestado el deudor las causas que le obligan á deducir esta 
pretensión, y porque, tratándose de un convenio entre el deudor y 
sus acreedores, en el acto de la junta puede dar aquél las explica-
cion es que éstos exijan, sin necesidad de consignarlas previamente 
en una memoria. 
Indicaremos, por último, que cuando se solicite la quita y es-
pera á nombre de un menor ó incapacitado, que esté sujeto á tu- 
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tela, además de las dos relaciones antedichas, será necesario que el 
tutor acompañe á la solicitud la autorización del consejo de familia 
para deducirla. Creemos necesaria esta autorización, porque según 
el art. 269 del Código civil, sin ella no puede el tutor transigir ni 
entablar demandas en nombre de los sujetos á tutela; y demanda 
es la petición de quita y espera, y una transacción su resultado, 
acaso con enajenación ó gravamen de los bienes, lo cual tampoco 
puede hacer el tutor sin dicha autorización. 
ARTfCULO 1131 
El Juez proveerá á 
 la  anterior solicitud mandando 
inmediatamente convocar junta de acreedores, seña-
lando término bastante, sin que exceda de treinta dias, 
para que puedan concurrir á ella los que residan en 
la Peninsula, y el sitio, dia y hora en que deba cele-
brarse. 
Art. 1129 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(En lugar de «los que 
residan en la Península», se dice en esta ley «los que residan en el 
territorio respectivo de las islas de Cuba ó de Puerto Rico», sin 
otra variación.) 
ARTÍCULO 1132 
Tambien serán convocados, citándolos personalmen-
te cuando lo solicite el deudor, los acreedores que resi-
dan fuera de la Peninsula, ampliándose en este caso el 
término ántes expresado, por el tiempo que el Juez 
estime necesario para que puedan concurrir á la junta. 
Art. 1130 para Cuba y Puerto Rico.—(En lugar de las palabras «que 
residan fuera de la Península», se dice aquí «que residan fuera del 
territorio expresado en el artículo anterior», que es respectivamente 
el de la isla de Cuba ó de la de Puerto Rico, sin otra novedad.) 
ARTÍCULO 1133 
(Art. 1131 para Cuba y Puerto Rico.) 
Sólo serán citados para esta junta y Todrán tomar 
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parte en ella los acreedores comprendidos en la rela-
cion presentada por el deudor. 
La citacion se hará personalmente por cédula á los 
que tengan domicilio conocido. Los que no lo tengan 
serán citados por edictos en la forma prevenida en el 
art. 269. 
ARTÍCULO 1134 
(Art. 1132 para Cuba y Puerto  Rico.) 
Tanto en las cédulas de citacion como en los edictos, 
además de expresarse lo que ordena el art. 272, se 
prevendrá que los acreedores se presenten en la junta 
con el titulo de su crédito, sin cuyo requisito no serán 
admiti dos. 
En el supuesto de que se habrá presentado la solicitud de quita 
y espera en la forma y con los documentos prevenidos en el artícu-
lo interior, pues no puede ser admitida de otro modo, ordena el 
primero de los de este comentario, que el juez provea inmediata-
mente mandando convocar á junta de acreedores, señalando térmi-
no bastante, pero sin que exceda de treinta días, para que puedan 
concurrir á ella los que residan en la Península (en Cuba ó Puerto 
Rico, los que residan en el territorio respectivo de cada isla), y el 
sitio, día y hora en que deba celebrarse. Lo mismo disponía el ar-
tículo 507 de la ley de 1855, pero dejando en absoluto al arbitrio 
judicial la fijación del término, sin la limitación de los treinta días 
como maximum, que ahora se establece para evitar todo abuso en 
la dilación. 
Después de ordenar la ley al juez que mande convocar sin di-
lación la junta de acreedores, determina la forma en que ha de ha-
cerse la citación y designa los que han de ser citados. Aquí se ini-
cia ya la reforma capital hecha en la nueva ley sobre esta materia, 
fundada en que la quita y espera no puede tener otro carácter ju-
rídico que el de un convenio entre el deudor y sus acreedores, y 
por consiguiente, no pueden tomar parte en ese convenio más que 
los acreedores con quienes el deudor quiera contratar
- 6 convenir-
se, que son los designados taxativamente en su relación: con esto 
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no se perjudica á los demás, á quienes quedan expeditos todos sus 
derechos. 
La ley de 1855 no respetó este principio: hacía obligatorio el 
acuerdo de quita y espera para todos los acreedores, estuviesen ó 
no comprendidos en la relación ó estado presentado por el deudor,
. 
con exclusión tan solo de los privilegiados é hipotecarios que se 
hubieren abstenido de votar, y por esto mandaba que se les citase 
á todos para la junta, individual ó personalmente á los expresados 
en el estado de deudas, y por edictos á todos los demás (arts. 508 
y 509 de dicha ley), y todos tenían el derecho de concurrir á la 
junta, con tal de que presentasen el título de su crédito. Y la pre-
sente ley, sujetándose á aquel principio, ordena en su art. 1133, . 
que «sólo serán citados para esta junta y podrán tomar parte en 
ella los acreedores comprendidos en la relación presentada por el 
deudor», declarando después en el 1152, como consecuencia legí-
tima, que el convenio de quita y espera sólo será obligatorio para 
todos los acreedores comprendidos en la relación del deudor, con: 
exclusión de los privilegiados é hipotecarios que se hubieren abs-
tenido de votar, y también de los que, no habiendo sido citados 
personalmente para la junta ni comparecido en ella, no se les hu-
biere lecho la notificación del acuerdo favorable al deudor; refi-
riéndose, por supuesto, á los comprendidos en la relación, y no á . 
los demás. Este cambio de sistema exigía también nuevas dispo-
siciones respecto de las personas que han de ser citadas para la 
junta. 
Para acordar el juez y ejecutar el actuario estas citaciones, es 
preciso atenerse á lo que resulte de la relación de acreedores pre-
sentada por el deudor. Ya hemos visto que en ella ha de compren-
derlos á todos, sin excluir, por consiguiente, á los hipotecarios ni 
á los privilegiados, como se deduce del art. 1140, ni tampoco á su 
mujer, en su caso, pues aunque, según el 1141, no puede tomar 
parte en la discusión ni en la votación, su crédito forma parte del 
pasivo: los omitidos en la relación deliberadamente ó por olvido no• 
hay que tpmarlos en cuenta para nada; como si no existiesen, sin 
perjuicio de sus derechos. Y ha de expresarse también el domicilio. 
de cada acreedor, ó que se ignora, de cuyo dato resultará si tienen 
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su residencia en la Península ó fuera de ella (o en Cuba ó Puerto 
Rico, si se incoa el procedimiento en Ultramar). Pues bien: para 
determinar los que han de ser citados y en qué forma, hay que di-
vidirlos en tres grupos. 
1.° Acreedores residentes en la Peninsula con domicilio cono-
cido.—Todos estos han de ser citados personalmente por medio de 
cédula, en la forma que establecen los artículos 266, 268, 270 y 271, 
consignándose en la cédula, además de lo que ordena el 272, la 
prevención de que el citado ha de presentarse en la junta con el tí-
tulo justificativo . de su crédito, sin cuyo requisito no será admitido 
en ella, como previene el art. 1134. Esta citación se hará por el 
actuario á los acreedores que residan en la cabeza del partido, y á 
los demás por medio de despacho ó de exhorto, según el punto de 
su residencia, entregándolo al procurador del deudor para que ges-
tione su cumplimiento, conforme á lo que se ordena en los artícu-
los 285 y siguientes. 
2.° Acreedores que residan fuera de la Peninsula con domicilio 
conocido.—Están comprendidos en este grupo todos los que tengan 
su residencia fuera de la Península española, aunque la tengan en 
las islas Baleares ó Canarias, ó en las posesiones españolas de 
Africa, y con mayor motivo en Ultramar ó en el extranjero, como 
se deduce de los artículos 1147 y 1148. Ninguno de estos acreedo-
res ha de ser citado personalmente para la junta, á no ser que lo 
solicite el deudor al proponer la quita y espera, como se previene 
en el art. 1132, en cuyo caso el juez debe acordar la citación am-
pliando el término de los treinta días, que como máximum se con-
cede para la Península, por el tiempo que estime necesario, aten-
didas las distancias y los medios de comunicación, pero nada más 
que por el indispensable para que puedan concurrir á la junta, para 
cuya celebración señalará el juez el sitio, día y hora en la misma 
providencia. La cédula de citación contendrá la prevención y de-
más requisitos antes indicados, y si hubiere necesidad de dirigir 
exhorto á país extranjero, se tendrá presente el art. 300 y su co-
mentario. Aunque con estas citaciones podrá dilatarse en algún 
caso la celebración de la junta con perjuicio para los acreedores, 
era de equidad conceder esa facultad al deudor, porque podrá ocu- 
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rrir con frecuencia que no puedan reunirse las mayorías de votos y 
cantidades que exige la regla 6•a del art. 1139 sin la concurrencia 
de los acreedores que residan fuera de la Península. 
3.° Acreedores sin domicilio conocido.—Los que se hallen en este 
caso, según la relación del deudor, ó porque así resulte de la dili-
gencia en busca practicada por el actuario, deben ser citados por 
medio de edictos en la forma que previene el art. 269 (véase con 
su comentario). Así lo ordena el 1133; pero téngase presente que 
se refiere, no á los acreedores desconocidos ó ignorados, sino á los 
designados por sus nombres y apellidos en dicha relación y que ten-
gan su residencia en la Península, que son los que han de ser cita-
dos personalmente, como ya se ha dicho, á no ser que el deudor 
hubiese solicitado que se cite á todos ó algunos de los que residan 
en las islas Baleares ó Canarias, en Ultramar ó en el extranjero, 
en cuyo caso también serán éstos citados por edictos cuando sea 
desconocido su domicilio. Estos edictos no han de ser generales, 
convocando á todos los que sean acreedores del deudor de que 
se trate, como antes se hacía conforme al art. 509 de la ley ante-
rior, sino individuales, citando, aunque en un mismo edicto, y no 
uno para cada individuo, por sus nombres y apellidos y demás cir-
cunstancias, al acreedor ó acreedores, cuyo domicilio sea descono-
cido, para que concurran á la junta, si les conviene, en el sitio, día 
y hora que se hubiere señalado y que se expresará, y con la pre-
vención ya dicha de que han de hacerlo con los títulos de su crédito. 
Según el espíritu de la ley, tenemos por indudable que cuando 
se solicite la quita y espera en algún juzgado de las islas Baleares 
ó Canarias, ó de Ultramar, el territorio á que ha de estarse para 
considerar á los acreedores dentro ó fuera de él á los efectos ante-
dichos de las citaciones, ha de ser el de la isla ó grupo de islas 
respectivas, como está declarado para las de Cuba y Puerto Rico 
en su ley especial. 
Concluiremos este comentario indicando, que la prevención 
que, según el art. 1134, ha de hacerse á los acreedores, tanto en 
las cédulas de citación como en los edictos, para que «se presenten 
en la junta con el título de su crédito, sin cuyo requisito no serán 
admitidos», fué una novedad introducida contra la práctica anti- 
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gua por el art. 510 de la ley de 1855. Al comentar dicho artículo, . 
manifestamos nuestra opinión sobre el resultado que esa novedad,. 
hecha con plausible propósito, podría dar en la práctica, y creemos 
oportuno reproducir aquel juicio en este lugar, copiando lo que 
entonces decíamos, que es lo siguiente: 
«El objeto de esta innovación, dice el Sr. La Serna en su ex-
posición de Motivos, es poner una barrera más á los fraudes, evitare 
»confabulaciones criminales del deudor con los que realmente no 
»sean acreedores suyos para aparentar un pasivo mayor que el que 
»en realidad exista, é impedir que una mayoría falsa y amañada 
»decida de la suerte de los créditos verdaderos.» ¿Se habrán conse-
guido estos deseos de la Comisión de Códigos con lo dispuesto en 
el art. 510? Desde luego podemos contestar que no: algo se conse-
guirá, con la obligación de presentar los títulos á la junta, como el 
billete de ingreso que le da derecho á sentarse en ella y deliberar;-. 
pero el fraude no está en carecer de título, sino en tenerlo ilegí-
timo, y aun siendo legítimo, en que no proceda de una deuda ver-
dadera. Si el deudor quiere presentar en la junta una multitud do 
acreedores fraudulentos que secunden sus intenciones, en su mano 
está expedirles los títulos que justifiquen una deuda cualquiera, 
ora sean escriturarios ó comunes, pues todos ellos tienen entrada 
en la junta, y buen cuidado tendrá entonces de hacerlos figurar en 
el estado de deudas para que se sospeche menos de su ilegitimidad.» 
Por desgracia se han confirmado nuestras presunciones, y como 
el art. 1134 de la ley actual dispone lo mismo que el 510 de la an-
terior, tenemos que decir de aquél lo que hemos dicho de éste; que 
la presentación del título del crédito servirá para atenuar el mal, 
pero no para cortarlo de raíz. Algo contribuirá también á dicho
-, 
fin la obligación que se impone ahora al deudor de consignar en 
la relación de los créditos la procedencia y la fecha de cada uno 
de ellos, pues no será tan fácil simularlos sin que aparezca la pre-
sunción del fraude. La Comisión encargada de la reforma de la ley 
conocía todos esos abusos, y no encontró otro medio práctico para 
evitarlos en lo posible que lo indicado, y amparar á los acreedores 
perjudicados para que puedan impugnar los acuerdos de la junta 
por las causas 3.° y 4.a del art. 1149. Ya lo hemos dicho: no ha-- 
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bía otro camino, que suprimir el recurso de quita y espera, 6 con-
servarlo con esos defectos, que no se producen por deficiencia de 
la ley, sino por la malicia de los hombres, y entre esos dos extremos 
se ha optado por conservar la institución con las precauciones in-
dicadas. 
ARTÍCULO 1135 
(Art. 1133 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si hubiere ejecuciones pendientes contra el deudor, 
no se acumularán á este procedimiento; pero se sus-
penderá su curso cuando se hallen en la via de apre-
mio ántes de procederse á la venta de los bienes, si el 
deudor lo solicitare del Juez que conozca de la quita 
y espera, el cual lo comunicará á los otros por medio 
de oficio. 
ARTÍCULO 1136 
(Art. 1134 para Cuba y Puerto Rico.) 
Exceptúanse de la disposicion anterior las ejecucio-
nes despachadas contra bienes especialmente hipote-
cados. 
La suspension que se acuerde en virtud de lo orde-
nado en el artículo anterior, se tendrá por alzada de 
derecho cuando hayan trascurrido dos meses sin que 
hubiere sido otorgada la quita 6 espera, 6 luego que 
fuere denegada. 
Nada se ordenó en la ley de 1855 sobre lo que es objeto de es-
tos dos artículos, dando lugar á dudas y á prácticas contradicto-
rias. Deducían unos del silencio de la ley y de la naturaleza de la 
quita y espera, cuyos procedimientos se dirigen á preparar un con-
venio, que no debían acumularse las ejecuciones que hubiera pen-
dientes contra el deudor; al paso que otros sostenían lo contrario, 
fundándose en que, habiendo dado la ley á estas actuaciones el ca-
rácter de concurso voluntario, en cuya sección las había incluido, 
procedía dicha acumulación por concurrir la causa 3.a del art. 157 
de dicha ley (161 de la actual) y ordenarla expresamente en el 523 
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de la misma para el juicio de concurso, agregando á esta razón le-
gal la de la necesidad de suspender las ejecuciones para poder rea-
lizar y ejecutar el convenio. La nueva ley ha resuelto esa cuestión, 
adoptando el temperamento más equitativo y adecuado al caso. 
Declara, en primer lugar, que no son acumulables á estos proce-
dimientos las ejecuciones que haya pendientes contra el deudor, y 
prohibe esta acumulación, con lo cual se evitarán gastos y dilacio-
nes que serían inútiles si no se realiza el convenio; pero como pue-
den ser un obstáculo insuperable para los efectos de la quita y es-
pera, ordena que se suspenda el curso de las mismas, no de todas, 
sino de aquellas solamente «que se hallen en la vía de apremio an-
tes de procederse á la venta de los bienes.» De suerte que, según 
este precepto de la ley, no debe suspenderse el curso de los juicios 
ejecutivos incoados contra el deudor antes de solicitar la quita y 
espera, ni de los que se incoen después, hasta que recaiga en ellos 
sentencia firme de remate, por la cual se reconoce el derecho del 
acreedor, y se entre en la vía de apremio, en cuyo estado deben ya 
suspenderse; ni tampoco el de aquellos en que, al deducirse dicha 
solicitud, esté ya realizada la venta de los bienes embargados, por-
que no sería justo en este caso privar al acreedor del derecho que 
tiene á cobrar el todo ó parte de su crédito con el producto de los 
bienes vendidos á su instancia. Lo mismo habrá de entenderse 
cuando los bienes se hubiesen adjudicado al ejecutante en pago de 
su crédito. Se exceptúan también de la suspensión del procedi-
miento «las ejecuciones despachadas contra bienes especialmente 
hipotecados», y lo mismo habrá de entenderse de las despachadas 
contra valores dados en prenda, en razón á que los acreedores que 
se hallan en estos casos no están obligados á pasar por los acuer-
dos de la junta si se abstienen de votar. 
Para que pueda y deba acordarse la suspensión del procedi-
miento en los casos en que procede, es necesario qué el deudor la 
solicite del juez que conozca de la quita y espera, único competente , 
 por medio de otrosí en el mismo escrito. Para esto no es necesario 
justificar la existencia de la ejecución: basta alegarla con expresión 
del estado en que se halle. Si por lo que alegue el deudor, el juez 
estima procedente la suspensión, deberá acordarla y comunicarlo 
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por medio de oficio al que conozca de la ejecución para los efectos 
consiguientes. 
Nada más dice la ley respecto de este incidente; pero el orden 
natural de los procedimientos exige que el juez requerido mande 
unir el oficio á los autos á que se refiere y que se dé conocimiento 
al ejecutante, quedando en suspenso el curso de la ejecución. Si se 
opone el ejecutante (lo que deberá hacer dentro de cinco días para 
que no se entienda consentida la providencia), bien porque la eje-
cución no haya llegado á la vía de apremio, ó porque estén ya ven-
didos ó adjudicados los bienes, ó porque sólo se persigan los espe-
cialmente hipotecados, se dará copia del escrito al ejecutado, si es 
parte en el juicio, para que dentro de tres días pueda impugnar la 
oposición, y sin más trámites el juez resolverá lo que estime proce-
dente. Si estima que no procede la suspensión, acordará que siga 
el curso de los autos, poniéndolo en conocimiento del requirente 
por medio de oficio. No puede dar lugar este incidente á una cues-
tión de competencia, porque no se disputa la jurisdicción de nin-
guno de los dos jueces, ni tampoco á la de acumulación, porque la 
prohibe la ley; pero los interesados podrán hacer uso de los recur-
sos ordinarios que ésta permite. 
La suspensión de los procedimientos ejecutivos en los casos in-
dicados no es indefinida; sólo ha de ser por dos meses, término su-
ficiente en la generalidad de los casos para que se reuna y delibere 
la junta sobre la quita y espera. Podrá no serlo en el caso del ar-
tículo 1132, cuando se amplíe el término de los treinta días para 
que puedan concurrir 'á la junta acreedores que residan fuera de 
la Península; pero como esto no puede hacerse sino á instancia del 
deudor, él calculará lo que más le convenga. La ley no podía des-
amparar los legítimos derechos de los acreedores, dejando la sus-
pensión á merced del deudor, que de buena ó mala fe podría pro-
curar dilaciones para hacerla indefinida. Si él no pone obstáculos, 
son más que suficientes los dos meses para que delibere la junta: 
cuando ésta otorgue la quita y espera, ó cualquiera de las dos co-
sas, se hace definitiva la suspensión de las ejecuciones, teniendo 
que sujetarse los acreedores que las instaron al acuerdo de la junta; 
pero si transcurren los dos meses sin que se haya otorgado la quita 
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ó espera, cualquiera que sea la causa de ello, de derecho queda alza-
da la suspensión, y expedito el de los acreedores para:instar la con-
tinuación de los procedimientos ejecutivos; y lo mismo cuando el 
acuerdo sea denegatorio de la quita ó espera, aunque no hayan 
transcurrido los dos meses. Este término se contará desde el día si-
guiente al de la notificación de la providencia en que se haya acor-
dado la suspensión, y será de dos meses naturales, sin excluir los 
días inhábiles, como se previene en el art. 305. 
La única duda que sobre este punto podrá ocurrir, será la de 
si procede o no alzar la suspensión transcurridos los dos meses, 
cuando otorgada la quita ó espera, sea impugnado el acuerdo de la 
junta: en este caso, como la oposición ha de sustanciarse por los 
trámites de los incidentes, con la apelación en ambos efectos, claro 
es que no podrá ser confirmado ni revocado el acuerdo dentro de 
los dos meses. Si sólo nos fijamos en las palabras de la ley «cuando 
hayan transcurrido dos meses sin que hubiere sido otorgada la quita 
espera», parece que debe continuar la suspensión en dicho caso, 
puesto que dentro de los dos meses se ha otorgado la quita ó espe-
ra; pero si atendemos al espíritu de la ley, de suspender sólo por 
dos meses el ejercicio de los legítimos derechos de los acreedores, 
creemos que de derecho queda alzada la suspensión en ese caso, 
puesto que no es ejecutivo el acuerdo, y no se sabe si será otorga-
da ó negada la quita ó espera. Esta es nuestra opinión, con lo cual 
se evitará también el peligro y el abuso de que el deudor de mala 
fe se ponga de acuerdo con un acreedor para que formalice la opo-
sición, á fin de dilatar por meses y por años la ejecución del conve-
nio, teniendo imposibilitados á sus acreedores para perseguirle, 
mientras él queda en el pleno ejercicio de sus derechos civiles y 
disfrutando y acaso dilapidando un caudal, que de derecho perte-
nece á sus acreedores. La ley no ampara ni puede amparar seme-
jante iniquidad, y por esto insistimos en que su objeto ha sido con-
ceder un respiro de dos meses al deudor para que se arregle con sus 
acreedores; si no lo consigue en ese tiempo, cualquiera que sea la 
causa; no hay razón ni justicia para impedir á los acreedores el 
ejercicio de sus derechos. 
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ARTÍCULO 1137 
(Art. 1135 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los acreedores podrán ser representados en la junta 
por tercera persona, autorizada con poder bastante, 
•cuyo documento deberá presentarse para que se una 
á los autos.  
Los apoderados que lleven más de tina representa-
cion, sólo tendrán un voto personal; pero los créditos 
que representen se tomarán en cuenta para formar la 
mayoría de cantidad. 
Es tan clara la disposición de este artículo que no necesita de 
explicación alguna. Con él se ha suplido una omisión de la ley an-
terior, aunque en la práctica se ejecutaba lo que ahora se manda. 
'Sólo indicaremos que para ser admitido en la junta y tomar parte 
en sus deliberaciones y acuerdos en representación ajena, no basta 
un poder general para pleitos ó negocios, ó para administrar; es 
preciso que sea especial ó que contenga esas facultades: puede con-
ferirse á cualquiera persona con capacidad legal para ser manda-
tario, y también á uno de los acreedores; y una persona puede te-
ner la representación de varias, pero en este caso sólo tendrá un 
voto personal en la junta, si bien se tomarán en cuenta todos los 
-créditos que representa para formar la mayoría de cantidad. 
ARTÍCULO 1138 
(Art. 1136 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para que pueda celebrarse dicha junta, se necesitará 
que el número de los acreedores concurrentes repre-
.sente por lo ménos las tres quintas partes del pasivo. 
ARTÍCULO 1139 
(Art. 1137 para Cuba y Puerto Rico.) 
La junta se celebrará en el dia señalado bajo la pre- 
•sidencia del Juez y con asistencia del actuario, suje-
tándose á las reglas siguientes: 
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1.a El actuario tomará nota que insertará en el 
acta, de los concurrentes y de sus créditos, y á la vez 
el Juez examinará los títulos de crédito y poderes en 
su caso. Si los que hayan 
 . 
 llenado esta formalidad re- 
presentáran cuando ménos los tres quintos del pasivo, 
el Juez tendrá por constituida la junta. 
2.a Acto continuó se dará lectura de los artículos 
de esta Ley que se refieran al objeto de la convocato-
ria, de la solicitud del deudor, y de las relaciones de 
deudas y bienes que con ella se habrán presentado, y 
se abrirá la discusion. 
3.3 Despues de haber hablado dos acreedores e n . 
contra y dos en pro si se hubiere pedido la palabra en 
estos sentidos, y el deudor 6 su representante cuantas 
veces se consideren necesarias para contestar á las ob-
servaciones y aclarar las dudas que puedan ofrecerse, 
el Juez, cuando estime suficientemente discutidas las 
proposiciones, declarará cerrado el debate. 
4.3 El deudor podrá modificar su proposicion 6 
proposiciones en vista del resultado del debate, 6 in-
sistirá, en las que anteriormente haya presentado, y 
sihi más discusion el Juez las pondrá á votacion, formu-
lando en términos claros y precisos lo que haya de 
votarse. 
5.a Las votaciones serán siempre nominales y se 
consignarán en el acta, formando acuerdo el voto de 
la mayoría. 
6.3 Para que haya mayoría, se necesitará precisa-
mente: 
Primero. Que se reunan dos terceras partes de vo-
tos de los acreedores que tomen parte en la votacion.. 
Segundo. Que los créditos de los que concurran 
con sus votos á formar la mayoría, importen, cuando 
ménos, las tres quintas partes del total pasivo del 
deudor. 
7 	 Publicada la votacion, se admitirán y consigna- 
rán las protestas que se hicieren contra el voto de la 
mayoría, y se dará por terminado el acto. 
8.a Se extenderá la oportuna acta, haciendo una 
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relacion sucinta de todo lo ocurrido en la junta, inser-
tando literalmente la proposicion 6 proposiciones que 
se hayan votado y la votacion nominal; y leida y apro-
bada, la firmarán el Juez, todos los que hayan votado, 
y por los que no sepan, uno de los concurrentes á su 
ruego, y el actuario. 
ARTÍCULO 1140 
(Art. 1138 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los acreedores por trabajo personal y alimentos, 
gastos de funeral, ordenacion de última voluntad y 
prevencion de ab-intestato 6 testamentaría, así como los 
hipotecarios con hipoteca legal 6 voluntaria, podrán 
abstenerse de concurrir á la junta, 6 de tomar parte en 
la votacion. 
Si se abstuvieren, no quedarán obligados á estar 
y pasar por lo acordado. 
Si tomaren parte en la votacion, quedarán obliga-
dos como los demas acreedores. 
ARTÍCULO 1141 
(Art. 1139 para Cuba y Puerto Rico.) 
La mujer del deudor no podrá tomar parte en la 
discusion ni en la votacion de la junta en que se trate 
de la quita 6 espera. 
En el art. 511 de la ley de 1855 se dictaron reglas para la 
constitución y deliberación de la junta de acreedores que ha de re-
solver sobre la quita y espera solicitada por el deudor común. 
Aquellas reglas eran deficientes, y ahora se han ampliado y orde-
nado en estos cuatro artículos con tanta claridad y con tan buen 
sentido práctico, que sujetándose á su texto, al que nos remitimos, 
será difícil que ocurra ninguna dificultad. Haremos, sin embargo, 
algunas observaciones. 
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I. 
Número de acreedores necesario para constituir la junta.—
«Para que pueda celebrarse dicha junta—dice el primero de estos 
artículos, ó sea el 1138,—se necesita que el número de los acreedo -
res concurrentes represente por lo menos las tres quintas partes 
del pasivo.» No se olvide que, según el art. 1133, sólo pueden to-
mar parte en esa junta los acreedores comprendidos en la relación 
presentada por el deudor: á esta relación, por tanto, es preciso ate-
nerse para apreciar el pasivo y admitir á los acreedores que, estan-
do incluidos en ella, presenten el título de su crédito, pues sin estos 
dos requisitos no pueden ser admitidos. Para que la junta se  cons-
tituya legalmente y pueda deliberar, no atiende la ley al número 
de acreedores, sino al importe de los créditos que representen, y 
por consiguiente el juez ha de tener por constituida la junta con 
los acreedores que concurran, cualquiera que sea su número, siem-
pre que representen, por lo menos, las tres quintas partes del pasi-
vo que figure en la relación del deudor: si los créditos de los con-
currentes no llegan á esta suma, es inútil pasar adelante, porque no 
puede tomarse acuerdo. 
Un comentarista increpa á los redactores de la ley en su comen-
tario al art. 1138 que estamos examinando, por la evidente contra-
dicción que, según él, existe entre dicho artículo y la regla 6.a del 
1139; pues exigiendo aquél para que pueda celebrarse la junta, 
que el número de acreedores concurrentes represente por lo menos 
las tres quintas partes del pasivo, supone que, según dicha regla, 
para que haya mayoría y pueda adoptarse acuerdo, se necesitan los 
votos de las dos terceras partes de los acreedores y que estos vo-
tantes representen dicha suma del pasivo, deduciendo de aquí que 
si son nueve los acreedores y tres de ellos representan esa canti-
dad, con estos tres solamente podrá constituirse la junta, pero 
inútilmente, porque no podrá adoptarse acuerdo alguno, en razón 
á que no pueden reunirse los seis votos, que siendo nueve los 
acreedores cree se necesitan para que haya mayoría. Esto es un 
error muy notable, que sólo por distracción ha podido cometerse, 
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y sobre el cual llamamos la atención para que no pueda incurrirse 
en él. La regla 6.a no exige la mayoría absoluta, sino la relativa: 
no exige para que haya mayoría las dos terceras partes de votos 
de todos los acreedores, sino solamente de los acreedores que tomen 
parte en la votación: estas son sus palabras. ¿Y cuáles son los que 
pueden tomar parte en la votación? Naturalmente tan sólo los que 
concurran á la junta, los que la constituyan: si son tres de nueve 
acreedores, los votos de dos harán mayoría y valdrá lo que acuer-
den, siempre que sus créditos importen las tres quintas partes del 
total pasivo. ¿Dónde está, pues, la contradicción? 
II. 
Constitución de la junta: reunión de los acreedores y examen 
de sus títulos. —E1 art. 1139 comienza previniendo que ala junta se 
celebrará en el día señalado», y lo mismo habrá de entenderse res-
pecto de la hora y del sitio. Como en las cédulas de citación ha de 
expresarse necesariamente, por exigirlo la ley, el sitio, día y hora 
en que deban comparecer los acreedores, cualquiera variación so-
bre este punto haría necesaria una nueva citación, con las dilacio-
nes y gastos consiguientes; y de no hacerla, podría alegarse ese de-
fecto en la forma para impugnar los acuerdos de la junta, confor-
me á la causa 1. a del art. 1149. Está, pues, obligado el juez á 
constituir y celebrar la junta en el sitio, día y hora señalados, sin 
que pueda de oficio, ni aun por otras atenciones del juzgado, tras-
ladarla ó dejarla para otro día; pero no vemos inconveniente en 
que lo acuerde á instancia del deudor, puesto que han de ser de su 
cuenta todas las costas (art. 1154), siempre que lo solicite por jus-
tas causas y con la anticipación necesaria para que pueda hacerse 
á los acreedores la nueva citación antes de que concurran en vir-
tud de la primera, que se dejará sin efecto. 
Para celebrar la junta se constituirá el juez en audiencia pú-
blica con asistencia del actuario á la hora señalada y en el sitio 
designado, que deberá ser proporcionado al número de los que tie-
nen derecho á concurrir. Corresponde la presidencia al juez, en 
cuyo concepto tiene las facultades necesarias para ordenar y diri- 
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gir todos los actos, hacer que se guarde el orden y corregir 
disciplinariamente al que lo perturbe ó falte á la consideración, 
respeto y obediencia que se deben á los tribunales, conforme á lo 
prevenido en el título «de las correcciones disciplinarias». El 
actuario hace de secretario, levantando acta y dando fe de todo lo 
que ocurra en la junta. Y tienen derecho á concurrir á ella todos 
los acreedores comprendidos en la relación presentada por el deu-
dor, aunque sean privilegiados ó hipotecarios, pudiendo hacerlo 
por sí mismos ó por medio de apoderado con poder especial y 
acompañados de sus respectivos letrados para que les dirijan y 
aconsejen, si les conviene, ó usen la palabra en su nombre, pues 
aunque para concurrir á estas juntas los acreedores no tienen ne- 
cesidad de valerse de procurador ni de abogado, pueden hacerlo 
por no estar prohibido (artículos 4 y 10). 
No es obligatoria la concurrencia del deudor á estas juntas, ni 
necesaria, puesto que no es él quien ha de resolver sobre sus mis-
mas proposiciones; pero rara vez dejará de concurrir por el interés 
que tiene en llegar á un acuerdo con sus acreedores. Si concurre, 
como decía la ley anterior y da por supuesto la actual, tiene dere-
cho á tomar parte en la discusión, por sí ó por medio de su repre-
sentante, que será su abogado é su procurador; y si no concurre, 
los acreedores discutirán y votarán las proposiciones presentadas 
por aquél. 
Reunidos los acreedores, cualquiera que sea su número, el juez 
dispondrá que tomen asiento según vayan entrando en el local, ó 
que se coloquen del modo más conveniente, y abrirá la sesión, man-
dando al actuario que tome nota de los concurrentes y de sus cré-
ditos, por el orden en que vayan presentando sus títulos respecti-
vos. Para esta operación será necesario que el juez tenga á la vista 
la relación nominal de acreedores presentada por el deudor, 
puesto que sólo los comprendidos en ella pueden tomar parte en la 
junta (art. 1133), y los llamará por el orden de dicha relación ó 
por el en que están colocados en el local, según estime más conve-
niente para evitar confusión, á fin de que cada uno presente el tí-
tulo de su crédito, sin cuyo requisito tampoco pueden ser admitidos 
(art. 1134), y el poder bastante los que comparezcan en represen- 
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tación ajena. El juez examinará por sí mismo estos documentos, y 
si los encuentra corrientes, admitirá al acreedor, ordenando al 
actuario que dé lectura del título de crédito, para conocimiento y 
satisfacción de los demás acreedores, y que lo anote en la lista de 
los admitidos con expresión de la cantidad que represente, la que 
se sacará al margen en guarismos para facilitar la suma. Y si el 
acreedor no presenta título, ó poder en su caso, ó es ineficaz ó in-
suficiente el presentado, el juez declarará que aquel acreedor no 
tiene derecho á tomar parte en la junta, anotándolo en otra lista 
para incluirla también en el acta, con expresión de si el interesado 
se conformó ó protestó contra esa resolución. 
En el examen de los títulos de crédito, el juez debe proceder 
con mucha atención y recto criterio. No es de su incumbencia re-
solver en ese acto sobre la validez de los títulos ni sobre la legiti-
midad de los créditos: ha de limitarse á examinar los documentos, 
sean públicos ó privados, para ver si en sus formas externas ado-
lecen de algún vicio que los invalide, y si concuerdan con la rela-
ción presentada por el deudor. Existiendo esta concordancia, es 
ineludible su admisión para el acto de la junta; y si no existe, no 
se deberá permitir al acreedor que tome parte en ella. Ya hemos 
dicho que la quita y espera tiene el carácter jurídico de un conve-
nio entre el deudor y los acreedores por él designados, sin que pue-
dan ser admitidos los que no estén comprendidos en la relación del 
deudor. Por esto entendemos, que si el título presentado no con-
cuerda con dicha relación en cuanto á la persona del acreedor 6 á 
la procedencia de su crédito, ó á su fecha, ese título no autorizará 
al que lo presente para tomar parte en la junta, porque se refiere 
á un crédito no comprendido en la relación del deudor, á no ser 
que se justifique en el acto, á satisfacción del juez, que es el mismo 
crédito. Y si la diferencia consiste en la cantidad, habrá de admi-
tirse por la que resulte del título, si es inferior á la relación; y . por 
la consignada en ésta, si excede de ella la del título. Creemos que 
de este modo se llena el objeto de la ley, y se resolverán conforme 
á su espíritu-las dificultades que puedan ocurrir, sin perjuicio para 
nadie, puesto que siempre quedan á salvo los derechos respectivos. 
Terminado el examen de los títulos y formada la lista de los 
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acreedores con derecho á tomar parte en la junta, se hará la suma 
del total de los créditos admitidos, y si resulta que representan, 
cuando menos, las tres quintas partes del total pasivo, ó sea del to-
tal de las deudas incluidas en la relación presentada por el deu-
dor, el juez tendrá por constituida la junta, cualquiera que sea el 
número de los concurrentes. Pero si resultare que los créditos de 
todos los concurrentes no llegan á los tres quintos del pasivo total, 
el juez dará por terminado el acto en razón á no haberse reunido 
el número necesario para constituirse la junta. 
Indicaremos, por último, sobre este punto, que los poderes de 
los que comparezcan á nombre de otro, deben unirse á los autos, 
como se previene en el art. 1137. No existe igual prevención res-
pecto de los títulos de crédito, en consideración sin duda á que á 
los interesados les conviene conservarlos para el uso de sus dere-
chos ulteriores: por esto entendemos, que después de reconocidos 
por el juez y de producir su efecto para la admisión del acreedor 
en la junta, debe devolverse el suyo á cada interesado, haciéndolo 
constar en el acta, si bien convendrá tomar la precaución de se-
llarlos con el del juzgado, 6 de que los rubrique el actuario. Pero 
si se promoviese cuestión sobre la falsedad de algún título, ó por 
otro motivo, lo procedente será retener ese título en el juzgado 
para los efectos del procedimiento ó de la cuestión que se pro-
mueva con relación concreta al mismo. 
Celebración de la junta de acreedores: discusión: votación. 
—Luego que el juez declare constituida la junta, debe ordenar al 
actuario que lea, en primer lugar, los artículos de la ley que se refie-
ren al objeto de la convocatoria, que serán desde el 1130 al 1141, 
y en seguida la solicitud del deudor y las relaciones de deudas y 
bienes presentadas por el mismo. Concluida esta lectura, abrirá la 
discusión sobre las proposiciones hechas por aquél. 
Abierta la discusión, podrán hablar «dos acreedores en contra 
y dos en pro, si se hubiere pedido la palabra en estos sentidos, y 
el deudor ó su representante (su abogado 6 su procurador) cuantas 
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veces se consideren necesarias para contestar á las observaciones 
y aclarar las dudas que puedan ofrecerse». Así lo dispone la re= 
gla 3.a del art. 1139, para cuya ejecución se tendrá presente que la 
mujer del deudor no puede tomar parte en la discusión (art. 1141), 
y que corresponde al juez dirigir el debate, no pudiendo hablar na-
die sin su venia ó permiso. El juez concederá la palabra al primero 
de los acreedores, ó su abogado, que la hubiere pedido en contra; 
después al deudor, si la pide, y si no, al primero de aquellos que la 
hubiere pedido en pro, y así sucesivamente hasta que hablen dos 
acreedores en contra y dos en pro, y el deudor cuantas veces lo 
solicite. Cuando sean más de dos los que hayan pedido la palabra 
en un mismo sentido, podrán cederla los unos á los otros, y si la 
hubieren pedido simultáneamente de suerte que no pueda saberse 
quién fué el primero, á falta de acuerdo entre los interesados, de-
cidirá el juez, el cual cerrará el debate cuando estime suficiente-
mente discutidas las proposiciones. Por el art. 511 de ,la ley de 
1855 se sometía este último punto al acuerdo de la mayoría de los 
asistentes, lo cual daba lugar á que se hicieran interminables estas 
juntas, y á que quedase á merced de los acreedores el quebrantar 
el precepto de la ley de que sólo pudiesen hablar dos en contra y 
dos en pro: por esto, con mejor acuerdo, se concede ahora al juez 
presidente esa facultad, de la que sin duda hará uso con imparcia-
lidad y con más prudencia que los mismos interesados. 
Abusaría el juez de dicha facultad si ahogase la discusión hasta 
el punto de impedir que se llegue á un acuerdo posible, que debe 
favorecer, por ser este el objeto de la ley. Podrá promoverse algún 
incidente que requiera resolución previa, y el buen sentido y l a . 
justicia exigen que se permita la discusión sobre aquel punto. Po-
drán ser dos ó más las proposiciones presentadas por el deudor, 
que exijan discusión y deliberación separadas. Podrá presentarse 
alguna proposición que modifique las del deudor, al cual será nece-
sario oir para que manifieste si la acepta, ó presentarla éste antes 
de cerrarse el debate, y preciso será abrir nueva discusión. Por esto 
la ley deja á la prudencia y recto criterio del juez el declarar ce-
rrado el debate, no después de haber hablado dos acreedores en 
contra y dos en pro, sino cuando estime suficientemente discutidas 
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las proposiciones, dando con esto á entender que puede ser conve-
niente dar más amplitud al debate, como sucederá en los casos in-
dicados, y facultando aljuez para que pueda y deba hacerlo siem - 
pre que lo estime necesario para dilucidar los puntos controverti-
dos y llegar al acuerdo entre el deudor y sus acreedores. 
Cerrado el debate, preguntará el juez al deudor si insiste en 
su proposición ó proposiciones ó si las modifica, como puede hacer-
lo en virtud de la regla 4.a Si su proposición de quita fué del 50 
por 100, por ejemplo, podrá reducirla al 30, ó á lo que crea que 
aceptarán los acreedores por lo que hubieren manifestado en la 
discusión, y lo mismo respecto de la espera en cuanto á los plazos 
para el pago. En estos casos, ya no permite la ley nueva discusión, 
por creerla innecesaria si está cerrado el debate, y ha de proceder-
se desde luego á la votación de la proposición ó proposiciones mo-
dificadas por el deudor, ó de las primeramente presentadas, si in-
siste en ellas. 
Para proceder á la votación, debe el juez formular en térmi-
nos claros y precisos la proposición ó proposiciones que hayan de 
votarse. Esto es de la mayor importancia, porque constituye el 
convenio entre el deudor y sus acreedores, y debe consignarse de 
suerte que no pueda dar lugar á dudas ni interpretaciones. Pero 
al conceder la ley esa facultad al juez, no le autoriza para alterar 
ni modificar las proposiciones: debe sujetarse á las presentadas é 
modificadas por el deudor, y á la sumo podrá hacer alguna correc-
ción de estilo á fin de que resulten con más claridad y precisión. 
De todos modos, deberá fori ularlas por escrito para insertarlas en 
el acta, y las pondrá á votación después de manifestar el deudor 
que está conforme con ellas. 
«Las votaciones serán siempre nominales y se consignarán en 
el acta, formando acuerdo el voto de la mayoría.» Esto dice la re-
gla 5 del art. 1139, y de ella se deduce, que aunque todos los 
acreedores manifiesten su conformidad en uno ú otro sentido, es 
indispensable proceder á la votación nominal, consignando los 
nombres de los votantes y el voto que en público dé cada uno de 
ellos. Y como el acuerdo lo forma el voto de la mayoría, y ésta ha 
de ser de votos y cantidades, según luego veremos, el actuario to- 
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marl nota de los votantes en dos listas, incluyendo en la una los 
que digan Sí, y en la otra los que digan No, con expresión de sus 
nombres y apellidos, y sacando al margen el importe del crédito 
que cada uno represente para sumarlos, y ver de este modo si  con-
curren las dos mayorías de votos y cantidades que exige la ley. 
Esas listas se insertarán en el acta con la misma separación. 
Por regla general, bastará una sola votación, pues aunque el 
deudor haya presentado dos ó más proposiciones, la una de quita, 
y la otra de espera, con las condiciones y plazos en que hayan de 
cumplirse, si lo hace conjuntamente, sería inútil la votación sepa-
rada, por ser preciso aceptarlas todas para que haya convenio. 
.Otra cosa será si son alternativas ó subsidiarias las proposiciones, 
por ejemplo, si propone la quita pagando el resto al contado, ó la 
espera para pagar á plazos, pues en tal caso pueden los acreedo-
res rechazar la una y aceptar la otra. A la discreción del juez es 
preciso que quede el resolver si ha de haber una sola votación, ó 
i ha de votarse por partes ó proposiciones, para cuya resolución 
tendrá también en cuenta las indicaciones ó reclamaciones de los 
interesados. 
Sobre el modo de constituir la mayoría, aceptando la reforma 
que en nuestro derecho antiguo (1) introdujo la ley de 1855, en su 
art. 511, á fin de salvar los inconvenientes de aquel sistema, y con-
ciliar del modo más equitativo los intereses de los acreedores en. 
tre sí y con el deudor, se ordena en la regla 6.a, que «para que 
haya mayoría, se necesitará precisamente» que concurran los dos 
requisitos siguientes: 
1.° «Que se reunan dos terceras partes de votos de los acreedo-
res que tomen parte en la votación», y no de los concurrentes á la 
junta, como decía la ley anterior, dando ocasión á que se dudase 
(1) La ley b.", tit. 15 de la Partida 5." disponía sobre este punto, que la 
mayoría se regulase por los que reuniesen «mayor quantia en los debdos»; 
que si habiendo desacuerdo, fuesen iguales las personas y el haber que repre-
sentaban, debía entenderse otorgado el beneficio, eporque semeja que se mue-
ven á fazerlo por piedad quo han de éla; y que si fuesen iguales las cantida-
des representadas, y desiguales las personas, «aquello que quisiese la parte 
do fueren más personas, esso debe valer â . 
TOMO V 	 s 
i 
34 	 LIB. II-TIT. XII-ARTS. 1138 á 1411 
sí  habrían de computarse numéricamente, para determinar la ma-
yoría,  los concurrentes á la junta, que se abstuviesen de votar. 
Ahora  es claro y terminante el precepto de la ley: se contarán los 
votos  emitidos, y si resultan conformes dos terceras partes de ellos, 
se  tendrá la mayoría de personas, sin tomar en consideración para 
esto  el número de los concurrentes á la junta, ni el número total de 
acreedores, pues la ley no establece la mayoría absoluta, sino la 
relativa, y ésta limitada á los que tomen parte en la votación. 
2.°  «Que los créditos de los que  concurran con sus votos á for-
war  la mayoría, importen, cuando menos, las tres quintas partes 
del total pasivo del deudor.» Fijándose en las palabras subrrayadas, . 
se  comprenderá fácilmente el alcance de esta disposición. El total . 
pasivo del deudor lo constituyen todos los créditos comprendidos 
en  la relación presentada por el mismo, y como en ella debe in-
cluir á todos sus acreedores, sin omitir á los privilegiados é hipo-
tecarios, ni á su propia mujer, claro es que á la suma total de to-
dos ellos debe atenderse para determinar los tres quintos del pa. 
sivo que se necesitan para que haya mayoría de cantidad. Y esos 
tres quintos han de estar representados, no por todos los acreedo-
res concurrentes á la junta, ni siquiera por los que tomen parte en 
la votación; sino por los que concurran con sus votos d formar la 
mayoría de personas. 
Terminada la votación, se hará el recuento de votos y de 
 can-
tidades, ó sea de los créditos que representen la mayoría y la mi-
noría de los votantes, y se publicará en seguida por el actuario de 
orden del juez, leyendo la nota ó relación nominal de los que ha-
yan dicho Si, con expresión del importe del crédito que cada uno 
represente, y de la suma total de votos y de cantidades; y lo mismo 
de los quo hayan dicho No. Y si resulta que cualquiera de esos dos 
grupos reune las dos terceras partes de votos de los acreedores 
que hayan tomado parte en la votación y que sus créditos impor-
tan, por lo menos, los tres quintos del pasivo total, habrá acuerdo; . 
y no lo habrá, si falta alguno de esos dos requisitos, esto es, si re-
sultando dos terceras de votos en un sentido, no representan éstos 
los tres quintos del pasivo, ó viceversa. Así se publicará también 
como resultado de la votación, sin perjuicio de dictar después, en: 
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su caso, el auto, teniendo por desechada la proposición, conforme 
á los artículos 1142 y 1143, ó de practicar lo que se ordena en 
el 1144 y siguientes. 
Puede suceder, y ha ocurrido ya, que después de cerrada y pu-
blicada la votación, se presenten algunos acreedores adhiriéndose 
al voto de la mayoría ó al de la minoría. Estas adhesiones sólo po-
drán servir para sujetarse tales acreedores al acuerdo de la mayo-
ría, si hubiere sido favorable á la quita ó espera; pero de ningún 
modo para alterar ó modificar el resultado de la votación, que ha 
de sujetarse á los votos emitidos en la junta con las solemnidades 
de la ley. Si de la votación resultare que no concurrieron en uno ú 
otro sentido las dos mayorías de votos y cantidades que exige la ley, 
no puede suplirse esta falta con adhesiones posteriores, y es inelu-
dible en tal caso la declaración de haber sido desechada la propo-
sición de quita y espera, sin ulterior recurso, conforme al precepto 
terminante de los artículos 1142 y 1143, según tiene declarado el 
Tribunal Supremo en sentencia de 10 de Diciembre de 1888. 
Se previene, por último, en las reglas 7.a y 8 del art. 1139, 
que publicada la votación, se admitirán y consignarán las protes-
tas que se hicieren contra el voto de la mayoría. Estas protestas 
son las exigidas por el art. 1144 para poder impugnar el acuerdo 
de la mayoría. Consignadas en el acta, si se hicieren, el juez dará 
por terminado el acto, y se cerrará aquella, firmándola, después de 
leída y aprobada, el juez, todos los que hayan votado, y por los 
que no sepan uno de los concurrentes á su ruego, y el actuario, 
el cual dará fe de la certeza de lo en ella consignado, como se 
practica, sobreponiendo á su firma las palabras Ante mí, confor-
me á lo prevenido en el art. 252. Con la prevención de que la fir-
men todos los que hayan votado, se corrige la práctica abusiva de 
autorizar, en las reuniones numerosas, á tres ó más de los concu-
rrentes para que firmen á nombre de los; demás: hoy han de fi r-
mar el acta todos los votantes, para lo cual no debe permitir el 
juez que se ausente ninguno de ellos hasta que haya firmado. 
Del acta debe resultar con fidelidad y exactitud todo lo ocu-
rrido en la junta, pero en relación sucinta, fuera de lo que consti-
tuye el convenio del deudor con sus acreedores, que ha de inser- 
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tarse literalmente para su ejecución y efectos ulteriores. El actua-
rio se ajustará para ello á lo que con toda claridad ordenan las re-
glas que estamos examinando: según ellas, después de la nota de 
los concurrentes y de sus créditos y de lo demás relativo á la cons-
titución de la junta, ha de contener el acta una relación sucinta 
de todo lo ocurrido, insertando literalmente la proposición ó pro-
posiciones que se hayan votado y la votación nominal, en la forma 
que ya se ha explicado, y por último, en su caso, las protestas que 
se hicieren contra el voto de la mayoría. Para redactarla y exten-
derla no debe esperar á que se termine el acto; conviene que lo 
haga según vayan ocurriendo los hechos, á fin de evitar las moles-
tias y perjuicios que puedan ocasionarse con la detención á los que 
han de esperar para firmarla. 
Ir 
Acreedores que pueden abstenerse de votar: efectos de esta abs-
tención.—En el art. 1140, que vamos á comentar, se reproduce 
casi literalmente la última parte del 511 de la ley anterior, orde-
nando que «los acreedores por trabajo personal y alimentos, gastos 
de funeral, ordenación de última voluntad y prevención de abintes-
tato ó testamentaría, así como los hipotecarios con hipoteca legal 
ó voluntaria, podrán abstenerse de concurrir á la junta, ó de to-
mar parte en la votación.» Todos estos acreedores, si están inclui-
dos, como deben estarlo, en la relación del deudor, deben ser cita-
dos para la junta, conforme á lo prevenido en los artículos 1131 
al 1133, y á lo expuesto al comentarlos, y pueden concurrir á ella 
y tomar parte en la discusión y en la votación. Si así lo hacen, que-
dan obligados á estar y pasar por lo acordado sobre la quita ó es-
pera, perdiendo el privilegio ó derecho preferente de sus créditos. 
Pero puede convenirles no perder este derecho, y la ley les concede 
para esto dos medios: ó no concurrir á la junta; ó si concurren, 
abstenerse de tomar parte en la votación. La ley de 1855 se limitó 
á este segando extremo, dando lugar á la duda de si estaban obli-
gados á concurrir á la junta en virtud de la citación: más explícita 
la actual, declara que «podrán abstenerse de 
 concurrir á la junta, 
ó de tomar parte en la votación», si concurren. 
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El Código civil concede ese mismo derecho á los acreedores 
privilegiados ó con preferencia para su pago. Después de declarar 
en su art. 1917, que «los convenios que el deudor y sus acreedores 
celebraren judicialmente, con las formalidades de la ley (las esta-
blecidas en la de Enjuiciamiento civil), sobre ' la quita y espera, 6 
en el concurso, serán obligatorios para todos los concurrentes y 
para los que, citados y notificados en forma, no hubieren protesta-
do en tiempo» (6 sea conforme á lo prevenido en el art. 1146 de 
esta ley), añade: «Se exceptúan los acreedores que, teniendo dere-
cho de abstenerse, hubiesen usado de él debidamente. Tienen de-
recho de abstenerse los acreedores compreñdidos en los artículos 
1922, 1923 y 1924». Con esta declaración ha quedado modificada 
la del artículo que estamos comentando; pues aunque una y otra 
responden al principio de respetar el derecho preferente de los 
acreedores privilegiados é hipotecarios, en el Código se hace la re-
lación circunstanciada y taxativa de todos ellos, incluyendo algu-
nos no expresados en la ley de Enjuiciamiento y que pudiera 
dudarse si estaban comprendidos en la disposición de que tra-
tamos. 
El Código civil divide en tres grupos esas clases de acreedores: 
comprende en el 1.° (art. 1922) á los que gozan de preferencia con 
relación á determinados bienes muebles del deudor: en el 2. ° (ar-
tículo 1923) á los que la tienen con relación á determinados bie-
nes inmuebles y derechos reales; y en el 3.° (art. 1124) á los que 
gozan de ella con relación á los demás bienes muebles é inmuebles 
del deudor. En estos últimos están incluídos los acreedores privi-
legiados por trabajo personal, alimentos, gastos de funeral y de-
más á que se refiere el artículo que estamos comentando, y en los 
otros dos grupos los prendarios y los hipotecarios, exceptuados 
también por dicho artículo, de suerte que en el fondo no se ha he-
cho novedad, salvo la que luego indicaremos; pero como en el Có-
digo se detallan y enumeran todos esos acreedores, es preciso con-
sultar los tres artículos citados del mismo para saber cuáles son 
los acreedores que tienen hoy el derecho de abstenerse de concu-
rrir á la junta, ó de tomar parte en la votación, si concurren, á fin 
de no quedar obligados al acuerdo de quita y espera. Véanse, pues,, 
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dichos artículos y lo que expondremos sobre la graduación y pago 
de los créditos en la sección 6.' del presente título. 
La novedad antes indicada consiste en haber concedido el Có-
digo el derecho de abstenerse á los acreedores, cuyos créditos, sin 
tener privilegio especial, consten en escritura pi blica ó por senten-
cia firme, comprendidos en el núm. 3.° del art. 1124; derecho que 
no les concedía el que estamos comentando ni la legislación ante-
rior, y quedaban por tanto obligados al acuerdo de quita y espera, 
cuando habían sido citados en forma. Esta novedad es de la mayor 
importancia, pues conduce á impedir, y con ese objeto se ha esta-
blecido, que se formen mayorías ficticias con amigos del deudor, y 
el escándalo demasiado frecuente de concurrir acreedores invero-
símiles, que al amparo de la ley, por estar incluidos en la relación 
del deudor y presentar un pagaré firmado por éste ú otro docu-
mento privado como título de su crédito, tenían derecho á tomar 
parte en las discusiones y deliberaciones dé la junta, y constitu-
yendo ellos las mayorías de votos y cantidades, imponían la ley á 
los acreedores legítimos, inclusos los escriturarios, que se veían 
obligados á estar y pasar por la quita y espera, cuando carecían de 
medios de prueba para perseguir esas maquinaciones fraudulentas 
y criminales. Hoy podrá esto ocurrir entre acreedores comunes sin 
ninguna preferencia; pero los que tengan reconocido su crédito en 
escritura pública ó por sentencia firme, lo mismo que los demás 
que gozan de preferencia, si se someten al acuerdo de quita y es-
pera, será por su voluntad, puesto que la ley les concede el medio 
sencillo de no quedar obligados y conservar íntegros todos sus de-
rechos y acciones contra el deudor, con sólo abstenerse de concu-
rrir á la junta, ó de tomar parte en la votación, si concurriesen. 
Así se ha puesto un correctivo eficaz á los abusos indicados en la 
introducción de esta sección. 
Los efectos de la abstención ya quedan indicados: consisten ea 
no quedar obligados á estar y pasar por el acuerdo de la junta los 
acreedores que tengan ese derecho y lo hayan utilizado, conser-
vando íntegras sus acciones contra el deudor y sus bienes; pero si 
toman parte en la votación, quedan obligados á someterse á lo 
acordado por la mayoría, aunque hubieren votado en contra, por- 
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que se entiende que renuncian su derecho de preferencia. Así lo 
disponen el art. 1140 de la ley y el 1917 del Código civil. 
En el art. 1141, último de este comentario, se declara que «la 
mujer del deudor no podrá tomar parte en la discusión ni en la 
votación de la junta en que se trate de la quita ó espera', aunque 
podrá concurrir á ella en virtud de la citación que se le habrá he-
cho, si está incluida, como debe estarlo, en la relación de los acree-
dores. No es, pues, voluntaria, sino impuesta por la ley, la absten-
ción de la mujer del deudor; pero no podrá menos de producir á su 
favor los mismos efectos que respecto de los demás acreedores que 
tienen el derecho de abstenerse, y por consiguiente, no estará obli-
gada á estar y pasar por el acuerdo de la junta en cuanto á lo que 
se le deba por sus aportaciones al matrimonio que gocen de prefe-
rencia, á no ser que se adhiera expresa ó tácitamente á dicho 
acuerdo (art. 1153). 
ARTICULO 1142 
Se tendrá por desechada la proposicion de quita 6 
espera cuando no concurran acreedores en número su-
ficiente para constituir la junta, 6 no reuna á su favor 
las dos mayorfas expresadas en la regla 6.a del ar-
tículo 1139, aunque tampoco las reuna el voto con-
trario. 
Art. 1140 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d 
la regla 6.a del art. 1137 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1143 
(Art. 1141 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el acuerdo de la junta fuere denegatorio de la 
quita 6 espera, 6 no hubiere podido tomarse por falta 
de número, quedará terminado el incidente sin ulterior 
recurso, y los interesados en libertad para hacer uso 
de los derechos que puedan corresponderles. 
Además del caso en que el acuerdo de la junta de acreedores 
sea denegatorio de la quita ó espera, ó de ambas cosas, único men-
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de este comentario, pueden ocurrir otros dos casos que dan el mis-
mo resultado, cuales son: que no pueda celebrarse la junta por no 
concurrir el número necesario de acreedores para constituirla; ó 
que no se reunan á favor de la proposición del deudor las dos ma -
yorías de votos y cantidades que exige la ley para que haya acuer-
do, aunque tampoco las reuna el voto contrario, como puede suce-
der, pues si las reuniese, habría acuerdo denegatorio. En los tres 
casos ha de tenerse por desechada la proposición de quita ó espe-
ra, ó de ambas cosas, quedando terminado este incidente, siga ulte-
rior recurso, cóndenando en todas las costas al deudor (art. 1154) 
y quedando en libertad los interesados para hacer uso de los dere-
chos que puedan corresponderles. 
Hará el juez estas declaraciones por medio de auto, contra el 
cual no cabe recurso de ninguna clase, dentro de los cinco días si-
guientes al de la terminación de la junta ó al de haberla intenta-
do, y desde luego podrán los acreedores continuar las ejecuciones 
que hubieren quedado en suspenso conforme al art. 1135, ó promo-
ver las acciones que tengan contra el deudor; así como éste no ten-
drá más remedio que presentarse en concurso voluntario, l3i real-
mente carece de recursos para pagar á sus acreedores, sin que pueda . 
solicitar de nuevo judicialmente la quita y espera, porque la ley da 
por terminado este incidente sin ulterior recurso. 
Puede suceder que, al hacer el recuento de votos y cantidades,, 
se padezca error, y se tenga por otorgada la quita y espera, cre-
yendo equivocadamente haber concurrido las dos mayorías que 
exige la ley. Si contra ese acuerdo se formalizó oposición dentro 
del término legal, fundándola en la causa 1 del art. 1149, y se de-
muestra el error, procede dejarlo sin efecto, por haber sido tomado 
ilegalmente, y hacer las declaraciones antes indicadas, conforme á . 
los dos artículos de este comentario, sin que puedan tomarse en 
consideración, para completar los tres quintos del pasivo, los cré-
ditos que representen acreedores que no tomaron parte en la vo-
tación, y que se adhieren después con ese objeto al voto de la ma-
yoría, como hemos expuesto en el comentario anterior, y tiene de-
clarado el Tribunal Supremo en sentencia de 10 de Diciembre 
de 1888. 
i 
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ARTÍCULO 1144 
(Art. 1142 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el acuerdo fuere favorable al deudor, podrá ser 
impugnado dentro de los diez dias siguientes al do la 
junta por cualquier acreedor de los citados personal-
mente, que no hubiere concurrido á ella, 6 que, concu-
rriendo, hubiere disentido y protestado contra el voto 
de la mayoría. 
A este fin, los acreedores que se hallen en aquel 
caso podrán examinar en la escribanía el acuerdo de 
la junta. 
ARTICULO 1145 
A los acreedores que no hubieren sido citados per-
sonalmente para la junta, se les notificará el acuerdo 
favorable de ésta, si lo solicitare el deudor dentro de 
los tres dias siguientes al de la celebracion de la mis-
ma, y se hallaren en alguno de los puntos indicados 
en el art. 1147. 
Art. 1143 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1145 
de esta ley, sin otra variación.) 
ARTICULO 1146 
(Art. 1144 para Cuba y Puerto Rico.) 
Al hacerles la notificacion se les prevendrá, consig-
nándolo en la diligencia bajo pena de nulidad, que si 
no protestan contra dicho acuerdo en el mismo acto, 6 
por comparecencia dentro de los tres dias siguientes, 
será obligatorio para ellos y no podrán impugnarlo. 
ARTICULO 1147 
En los casos á que se refieren los dos artículos ante-
riores, el término para formular la oposicion será: el 
de diez dias para los acreedores que residan en la Pe-
nínsula: el de quince para los que se hallen en las Is- 
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las Baleares y posesiones españolas de Africa; y el de 
treinta para los que residan en las Islas Canarias, á 
contar todos desde el de la notificacion. 
Art. 1145 para Cuba y Puerto Rico.—« En los casos d que se refieren 
los dos artículos anteriores, el término para formular la oposición 
será: el de quince días para los acreedores que residan en el terri-
torio respectivo de cada una de las islas de Cuba y Puerto Rico, y 
elle treinta para los que, residiendo en cualquiera de ellas, hubie-
ren de ejercitar su derecho en la otra, á contar todos desde el día 
de la notificación.» 
ARTÍCULO 1148 
Lo dispuesto en los tres artículos anteriores no será 
aplicable á los acreedores que residan en Ultramar 6 
en el extranjero, á los cuales quedará á salvo su dere-
cho contra el deudor, no obstante el convenio, si no 
hubieren concurrido á la junta. 
Art. 1146 para Cuba y Puerto Rico.
—«LO dispuesto en los tres ar- 
tículos anteriores no será aplicable d los acreedores que residan en 
la Península y demás territorios españoles de Europa ó Africa, ó 
en el extranjeró, á los cuales quedará á salvo su derecho contra el 
deudor, no obstante el convenio, si no hubieren concurrido á la 
junta.» 
En estos cinco artículos y en los seis que siguen se ha refundi-
do, ampliándolo, lo que la ley de 1855 dispuso en sus 'artículos 513 
al 518 acerca del derecho para impugnar el acuerdo de la junta fa-
vorable al deudor, causas en que puede fundarse la oposición y pro-
cedimiento para sustanciarla. Ahora se ordena esta materia con 
mejor método y más claridad, se suplen deficiencias de dicha ley y 
se hacen también algunas reformas. Principian los artículos de este 
comentario declarando, como es natural, que puede ser impugnado 
el acuerdo favorable al deudor, y determinan con precisión cuáles 
son los acreedores que pueden hacer uso de ese derecho, y el tér-
mino para verificarlo. A estos puntos nos limitaremos en el pre- 
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sente comentario, reservando para los siguientes los motivos de 
oposición y el procedimiento para sustanciarla. 
La ley no permite la impugnación del acuerdo denegatorio de 
la quita ó espera, porque con él no se lastiman los derechos del 
deudor ni de los acreedores; es un beneficio ó gracia que aquél so-
licita de éstos, y nadie puede obligarles á que lo otorguen. En el 
comentario anterior hemos expuesto lo que ha de hacerse en taI 
caso. No sucede lo mismo con el acuerdo favorable al deudor, por-
que al concederle la quita ó espera, se priva á los acreedores del 
derecho que tienen á cobrar la totalidad de sus créditos y en el 
plazo estipulado, y justo es concederles la defensa de sus derechos 
A intereses cuando no quiepan someterse al acuerdo de la mayoría 
y haya motivos para impugnarlo. 
Partiendo de los principios jurídicos de que á nadie es permi-
tido impugnar sus propios actos, y de que no debe ser parte en un 
juicio el que no tenga interés en el asunto,--no se concede el dere-
cho de impugnar el acuerdo de la junta á los acreedores que lo 
aprobaron ó se hubieren conformado con él expresa ó tácitamente, 
ni á aquellos para quienes no sea obligatorio y tengan expedito su 
derecho para continuar ó entablar sus acciones contra el deudor y 
sus bienes, no obstante el convenio con los demás acreedores. 
Se encuentran en el primer caso, y por consiguiente no pueden 
impugnar el acuerdo: 1. 0, los acreedores concurrentes á la junta 
que hubieren votado con la mayoría: 2.°, los concurrentes que, ha-
biendo disentido é votado en contra de la quita y espera, no hu-
bieren protestado contra el voto de la mayoría en la misma junta 
después de publicada la votación: 3 °, los acreedores á quienes, por 
no haber concurrido á la junta, se les notifique á instancia del deu-
dor el acuerdo favorable de ésta, y no protesten contra él en el 
acto de la notificación, ó dentro de los tres días siguientes (artícu-
los 1145 y 1146). Los del núm. 1.° prestaron su aprobación ex-
presa, y los demás quedaron sometidos al acuerdo de la mayoría 
por el hecho de no haber protestado contra él, lo cual supone el 
asentimiento ó aprobación tácita, y por esto no les permite la ley 
el que puedan impugnarlo. 
Tampoco pueden impugnar el acuerdo de la junta: 1°, los 
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acreedores no comprendidos en la relación del deudor: 2.°, los ci-
tados por medio de edictos, á quienes no se haya notificado el 
acuerdo de la junta: 3.°, los residentes en Ultramar (y si el juicio 
se sigue en Ultramar, los residentes en la Península) ó en el ex-
tranjero que no hubieren concurrido á la junta, aunque se les haya 
citado personalmente: 4.°, los que, por gozar de preferencia sus 
créditos, no hubieren concurrido á la junta, y si concurrieron, se 
hubiesen abstenido de votar. Todos estos acreedores están com-
prendidos en el caso segundo de los dos antes indicados, y como 
no les obliga ni perjudica el acuerdo de la junta, no se les permite 
el que puedan impugnarlo. 
Veamos ahora los que pueden hacer uso de ese derecho, y el 
término para utilizarlo. Podríamos limitarnos á decir que puede 
impugnar el acuerdo de la junta otorgando la quita y espera cual-
quier acreedor de los incluidos en la relación del deudor, que no 
pertenezca -á ninguna de las siete clases de los dos grupos que aca-
bamos de exponer, y remitirnos á los artículos de este comentario; 
pero como no todos están sujetos al mismo término y condiciones, 
será conveniente hacer relación de ellos. Son los siguientes: 
1.0 Los acreedores citados personalmente que no hubieren con-
currido á la junta, ó que, concurriendo, hubieren disentido y pro-
testado contra el voto de la mayoría (art. 1144). Para formalizar 
la oposición, tienen de término diez días (la ley anterior sólo con-
cedía ocho), á contar desde el siguiente al de la terminación de la 
junta, cuyo acuerdo pueden examinar en la escribanía los que no 
hubieren concurrido á ella. Nótese que la ley exige conjuntamente 
el disentimiento y la protesta. El disentimiento habrá de resultar 
del acto de la votación, porque puede muy bien suceder que un 
acreedor hable en contra y después vote en pro, quedando impo-
sibilitado por este voto para impugnar el acuerdo. Si después de 
hablar en contra se abstuviese de votar (caso raro, estando pre-
sente), ya consta su disidencia, y con la protesta contra el voto de 
la mayoría tendrá expedito su derecho para impugnarlo. Pero si 
concurriendo á la junta, no toma parte en la discusión ni en la vo-
tación, aunque proteste, si no ha hecho constar su disentimiento, 
le faltará uno de los dos requisitos que exige la ley para hacer uso 
1 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 45 
de aquel derecho, lo mismo que al que vote en contra y no proteste 
acto continuo de la votación. En cuanto á la protesta, la ley no 
previene que sea motivada: bastará, por consiguiente, manifestar y 
consignar en el acta que tal acreedor, expresando su nombre, pro-
testa contra el voto de la mayoría para impugnarlo dentro del tér-
mino legal. 
2.° Los acreedores que no hubieren sido citados personalmente 
para la junta (esto es, los que fueron citados por edictos, confor-
me al art. 1133, por no ser conocido su domicilio), si se les noti-
fica el acuerdo otorgando la quita y espera y protestan en el acto, 
consignándolo en la diligencia de notificación, ó por comparecen-
cia dentro de los tres días siguientes (arts. 1145 y 1146).—Para 
que pueda acordarse y hacerse dicha notificación, es preciso que lo 
solicite el deudor dentro de los tres días siguientes al de la junta, 
y con referencia á acreedores que residan en la Península 6 en las 
islas Baleares y posesiones españolas de Africa, o en las islas Ca-
narias, y no á los que residan en Ultramar ó en el extranjero, pues 
á éstos queda á salvo su derecho contra el deudor, no obstante el 
convenio, siempre que no hubieren concurrido á la junta, aunque 
hayan sido citados personalmente (art. 1148). Al hacerles la noti-
ficación, ha de prevenírseles por el actuario, consignándolo en la 
diligencia bajo pena de nulidad, que si no protestan contra el 
acuerdo de la junta en el mismo acto, ó por comparecencia dentro 
de los tres días siguientes, como ya se ha dicho, será obligatorio 
para ellos dicho acuerdo y no podrán impugnarlo. Para dar cum-
plimiento á esta disposición del art. 1146, cuando la notificación 
se haga en virtud de despacho ó exhorto, deberá retenerlo el juez 
exhortado hasta que transcurran los tres días, para consignar la 
comparecencia de protesta, si se hiciere. 
Para formular la oposición en estos casos, se fijan en el artícu-
lo 1147 diferentes plazos ó términos, según el lugar en que se ha-
llen los acreedores: á los que residan en la Península se les conce-
den diez días; quince á los que se hallen en las islas Baleares y 
posesiones españolas de Africa, y treinta días á los que residan en 
las islas Canarias, á contar desde el siguiente al de la notificación, 
con exclusión de los inhábiles 6 feriados. Todos estos términos, y 
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lo mismo el del art. 1144, son improrrogables, como comprendidos 
en el núm. 10 del 310, puesto que, según los arts. 1151 y 1152, 
transcurridos sin haberse hecho oposición, ha de llamar el juez lo s 
 autos á la vista y dictar el auto aprobando el convenio, sin ulterior 
recurso. 
Si las actuaciones se siguen en cualquier juzgado de la isla de 
Cuba, los términos son: de quince días para los acreedores resi• 
dentes en la misma isla, y de treinta para los que residan en la 
de Puerto Rico; y lo mismo cuando se sigan en Puerto Rico, res-
pecto de Cuba, no debiendo hacerse la notificación á los que se ha-
llen en la Península, ó en cualquier otro punto del territorio espa-
ñol ó en el extranjero. Por el justo principio de reciprocidad, ha-
brá de entenderse, como ya hemos dicho en otro lugar, que cuando 
las actuaciones se sigan en las islas Baleares, habrá de concederse 
el término de quince días, y el de treinta, si en Canarias, á los 
acreedores que residan en la Península. 
ARTÍCULO 1149 
(Art. 1147 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las únicas causas por las que podrán ser impugna-
dos los acuerdos sobre quita 6 espera serán: 
1.3 Defecto en las formas empleadas para la con-
vocatoria, celebracion y deliberacion de la junta. 
2.a Falta de personalidad 6 de representacion en 
alguno de los que hayan concurrido con su voto á for-
mar la mayoría. 
3.a Inteligencias fraudulentas entre uno ó más 
acreedores y el deudor para votar á favor de la quita 
6 la espera. 
4.a Exageracion fraudulenta de créditos para pro-
curar mayoría de cantidad. 
Las cuatro causas que se señalan taxativamente en este artícu- 
• 
lo como las únicas por las que pueden ser, impugnados los acuer- 
dos de la junta sobre quita ó espera, que sean favorables al deu- 
dor, pues contra los adversos no cabe impugnación (art. 1145), 
1 
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están tomadas literalmente del art. 513 de la ley de 1855. Fún-
danse las dos primeras en defectos sustanciales de forma, que son 
motivo de nulidad en todos los juicios, porque el procedimiento es 
la garantía del derecho de las partes, y las otras dos en fraudes y 
maquinaciones ilícitas que nunca puede amparar la ley, y menos si 
llegan á constituir delito. Remitiéndonos al texto del artículo, ha-
remos algunas observaciones para su mejor inteligencia: 
1.a Defectos e^e la forma para la convocatoria, celebración y 
deliberación de la junta.—Si se ha omitido la citación de alguno 
de los acreedores comprendidos en la relación del deudor, ó si no 
se han hecho las citaciones en la forma y con los requisitos que 
previene la ley, y no hubiere sido subsanada la falta por el intere-
sado dándose por enterado y tomando parte en la junta sin protes-
ta (art. 279); si se constituye la junta sin que el número de los con 
currentes represente, por lo menos, los tres quintos del pasivo (ar-
tículo 1138); si en la celebración de la misma no se han observado 
las solemnidades prevenidas en el art. 1139; si en la votación hu-
biere habido confusión y desorden de suerte que no pueda apre-
ciarse con exactitud su resultado, ó se hubiere hecho con error el 
recuento de votos y de cantidades, dando por aprobada la propo-
sición de quita y espera cuando realmente no habían concurrido 
las dos mayorías que exige la ley; en todos estos casos existe el de-
fecto en la forma, á que se refiere la causa 1.a del presente artículo, 
que puede servir de fundamento para impugnar el acuerdo. 
2.a Falta de personalidad ó de representación.—Existirá aqué-
lla en el acreedor que no tenga capacidad legal para comparecer 
en juicio conforme al art. 2.°, y aunque la tenga, en el que no 
presente en el acto el título de su crédito, puesto que la ley lo exi-
ge como requisito indispensable para ser admitido en la junta; y 
carecerá de representación el que comparezca á nombre de otro, ó 
en representaciún legal de alguna persona ó corporación, ó recla-
mando un crédito que haya adquirido por herencia ú otro título, 
sin acompañar el poder especial ó los documentos necesarios para 
acreditar el carácter con que se presenta en la junta. Pero téngase 
presente que esta falta sólo puede alegarse para impugnar el acuer-
do de la junta, con referencia á acreedores que hayan concurrido 
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con su voto d formar la mayoría. No se encuentran en este caso 
los que han votado con la minoría, porque su voto no ha tenido 
influencia alguna en el acuerdo. Y si rebajando ó excluyendo el 
voto del acreedor que carezca de personalidad ó representación, 
resta el número suficiente de votos y cantidades para formar la 
mayoría, creemos scrá inútil impugnarlo, puesto que, aun con esa 
exclusión, resultará válido el acuerdo. 
3.a y 4 	 Inteligencias fraudulentas para votar d favor del deu- 
dor, ó exageración fraudulenta de créditos para procurar mayo- 
ría de cantidad.—La ley no puede amparar el fraude, ni esas con-
fabulaciones inmorales y punibles entre el deudor y algunos de sus 
acreedores verdaderos ó simulados en perjuicio de loa demás, y en 
el terreno del derecho civil les impone el correctivo de anular el 
acuerdo de la junta; pero esto ha de entenderse sin perjuicio de 
perseguir criminalmente tales maquinaciones, si llegan á constituir 
alguno de los delitos previstos en los arts. 543, núm. 1. °; 545, nú-
meros 1.° y 4.°; 551, núm. 2.°, ó cualquier otro del Código penal. 
En estos casos, como habrá de fundarse la sentencia en el supues-
to de la existencia del delito, deberá suspenderse el fallo sobre el 
acuerdo de la junta hasta la terminación del procedimiento crimi-
nal, conforme á lo prevenido en el art. 362 de la presente ley, y si 
se entabla querella, se hará lo que ordena el 514. Casi siempre 
quedan impunes estos delitos por la dificultad de probarlos. 
ARTÍCULO 1150 
La oposicion se formulará conforme á lo prevenido 
en el art. 524, y se sustanciará por los trámites esta-
blecidos para los incidentes, siendo parte demandada 
el deudor y los acreedores que comparezcan manifes-
tando su propósito de sostener el acuerdo de la junta. 
Deberán litigar unidos y bajo una sola direccion 
todos los que sostengan una misma causa. 
La sentencia que recaiga será apelable en ámbos 
efectos. 
Art. 1148 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 523 de esta ley, sin otra variación.) 
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Con los arts. 517 y 518 de la ley de 1855 concuerda el presente, 
pero con modificaciones importantes, encaminadas á hacer más 
breves estos procedimientos sin menoscabo de la defensa. Consiste 
la primera en ordenar que la oposición al acuerdo de la junta fa-
vorable al deudor se sustancie por los tî-dmites establecidos para 
los incidentes, en lugar del juicio ordinario de mayor cuantía que 
exigía la ley anterior. Y la segunda, no menos importante que 
aquélla para evitar gastos y dilaciones, en declarar que en estos 
incidentes será parte demandada el deudor, que es el principal 
interesado en sostener el acuerdo, y además «los acreedores que 
comparezcan manifestando su propósito de sostener el acuerdo de 
la junta,» en vez de ser éstos los demandados, y el deudor si se 
presentaba en el pleito, como prevenía la ley anterior. 
De las palabras y del espíritu del artículo que estamos comen-
tando se deduce con toda claridad, que los acreedores de la mayor 
ría no han de ser parte en estos incidentes, sino en el casó de que 
comparezcan en-los autos manifestando su propósito de sostener el 
acuerdo de la junta. Por consiguiente, si ningún acreedor ha ma-
nifestado este propósito, la oposición se sustanciará solamente con 
el deudor, que es la parte demandada según la ley, dando á los 
acreedores que, comparezcan con dicho objeto el carácter de 
coadyuvantes voluntarios; y aun en este caso, obligándoles á que li-
tiguen unidas al deudor y bajo una sola dirección, por sostener 
una misma causa, de suerte que constituyen con el deudor una sola 
parte en el juicio. Se incurriría, por tanto, en error, con infracción 
de la ley, si de la oposición se diese traslado, además del deudor, 
por su orden á todos los acreedores que hayan votado el acuerdo, 
como dice un comentarista: ese traslado ha de darse sólo al deudor, 
y también al acreedor ó acreedores cuando hayan comparecido ma-
nifestando dicho propósito, pero previniéndoles que litiguen unidos 
con aquél. 
El eserito de oposición ha de formularse conforme á lo preve-
nido en el art. 524 para las demandas ordinarias, exponiendo su-
cintamente y numerados los hechos y los fundamentos de derecho, 
y fijando con claridad y precisión lo que se pida, que deberá ser, 
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por desechada la proposición de quita y espera, y en libertad á los , 
interesados para hacer uso de los derechos que puedan correspon-
derles, condenando en todas las costas al deudor. Ha de fundarse 
precisamente en alguna de las cuatro causas determinadas en el 
art. 1149. Si son dos ó más los opositores deben litigar unidos, y si 
por no haberse puesto de acuerdo, ó por tener distintos términos 
para formular la oposición (arts. 1144 y 1147), presentase cada uno-
su escrito, debe mandarles el juez que en adelante litiguen unidos 
y bajo una sola dirección. Y al escrito ha de acompañarse una co-
pia del mismo, y en su caso de los documentos que se presenten, 
puesto que sólo hay un demandado obligado, que es el deudor, y 
que, si quiere algún acreedor sostener el acuerdo de la junta,  ha • 
de litigar unido con aquél. 
Presentado el escrito, que se unirá á los autos, y luego que 
transcurra el término de los diez días que fija el art. 1144, é en su. 
caso loedel 1147, por si se presentara algún otro escrito de oposi- 
ción, se dará traslado por seis días al deudor, entregándole par a . 
que lo evacue la copia ó copias, y quedando los autos en la escri-
banía. Si se hubiese personado en los autos algún acreedor de l a, 
 mayoría manifestando su propósito de sostener el acuerdo de la 
junta, se entenderá también con él el traslado, pero con la preven. 
ción de que litigue unido al deudor y bajo una sola dirección. 
Evacuado el traslado, se recibirá á prueba el asunto, si lo hubiere 
solicitado alguna de las partes y fuere procedente, y se sustanciará 
la oposición por los trámites establecidos para los incidentes en los 
arts. 749 al 757, hasta dictar sentencia, la cual será apelable en 
ambos efectos, procediendo también el recurso de casación contra
.. 
la de segunda instancia, si hay motivos para interponerlo. 
ARTÍCULO 1151 
Trascurridos los diez dial señalados en el artículo 
1144, y en su caso los términos concedidos en el 1147, 
sin haberse hecho oposicion, el Juez llamará los autos 
á la vista y dictará auto mandando llevar á efecto el 
 , 
convenio, y declarando que los interesados deberán 
estar y pasar por O. 
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Dictará tambien para su ejecucion las providencias 
que correspondan, siempre á instancia de parte legi-
tima. 
Art. 1149 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La primera de las 
referencias es al art. 1142 y la segunda al 1145 de esta ley, sin 
otra variación.) 
ARTfCULO 1152 
Contra el auto mandando llevar efecto el convenio 
en el caso del artículo anterior, no se admitirá recurso 
alguno, y será obligatorio para todos los acreedores 
comprendidos en la relacion del deudor, con exclusión 
solamente de los expresados en el art. 1140 que se hu-
bieren abstenido de votar, y de los que no habiendo 
sido citados personalmente para la junta ni compare-
cido en ella, no se les hubiese hecho la notificacion 
autorizada por el art. 1145. 
Art. 1150 para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias son respecti-
vamente d los arts. 1138 y 1143 de esta ley, sin otra novedad.) 
ARTÍCULO 1153 
(Art. 1151 para Cuba y Puerto Rico.) 
A todos estos acreedores, y á los no incluidos en di-
cha relacion, quedará á salvo é íntegro su derecho con-
tra el deudor, no obstante el convenio, á no ser que se 
hubieren adherido á él expresa 6 tácitamente. 
Transcurrido el término señalado en el art. 1144, y en su caso 
los del 1147, sin haber sido impugnado el acuerdo de la junta fa-
vorable al deudor, debe el actuario acreditarlo por diligencia y dar 
cuenta al juez, el cual dictará desde luego providencia llamando 
los autos á la vista (sin citación de las partes) para dictar la reso-
lución que proceda. Esta no puede ser otra, en tales casos, que la 
de tener por conformes á los interesados con el convenio de quita . 
y espera, mandando que se lleve á efecto, y declarando que deben . 
estar y pasar por él los acreedores, para quienes es obligatorio con- 
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forme á la ley, y que son de cuenta del deudor todas las costas. 
Esta resolución ha de dictarse por medio de auto, contra el cual no 
cabe ni puede admitirse recurso de ninguna clase , en razón á que 
no hace más que prestar su sanción á lo aprobado por la mayoría 
de la junta para que se lleve á efecto, mediante á que no ha sido 
impugnado por ninguno de la minoría. Y como es firme ese auto, 
deberá también el juez dictar desde luego las providencias que co-
rrespondan para su ejecución, no de oficio, sino á instancia de 
parte legítima. Así se dispone en los dos primeros artículos de este 
comentario, de acuerdo sustancialmente con lo prevenido en los ar-
tículos 514 y 515 de la ley anterior. 
, Ordénase también en ellos que el convenio de quita y espera, 
después de dictado dicho auto mandando ¡levarlo á efecto, «será 
obligatorio para todos los acreedores comprendidos en la relación 
del deudor»: luego no lo es para los que no estén incluidos en ella, 
cualquiera que sea el motivo de la exclusión, como ya se ha dicho. 
Y de los comprendidos en dicha relación se exceptúan: 1.° Los que 
para conservar la preferencia de sus créditos, se hubieren abste-
nido de votar. (Véase el comentario del art. 1140, pág. 36 de este 
tomo, en el que hemos indicado cuáles son los acreedores que pue-
den hacer uso de ese derecho, conforme á lo establecido en el Có-
digo civil.) 2.° Los que no hubieren sido citados personalmente 
para la junta ni comparecido en ella, si no se les ha hecho la noti-
ficación del acuerdo que autoriza el art. 1145, con la prevención 
que ordena el 1146. (Véase también el comentario de estos artícu-
los.) A todos estos acreedores, para quienes no es obligatorio el 
acuerdo de la junta, queda á salvo é íntegro su derecho contra el 
deudor y sus bienes, no obstante el convenio, á•no ser que se hu-
bieren adherido á él expresa ó tácitamente, como se declara en el 
art. 1153 de este comentario y en el 1917 del Código civil. 
Con relación á la materia de que estamos tratando, ordénase 
además en el art. 1918 de dicho Código, que «cuando el convenio 
de quita y espera se celebre con acreedores de una misma clase, 
será obligatorio para todos el acuerdo legal de la mayoría, sin per-
juicio de la prelación respectiva de los créditos.» Dadú3ese de esta 
disposición que, cuando todos los acreedores sean de una misma 
s 
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clase, escriturarios por ejemplo, quedan obligados al acuerdo de la 
mayoría todos los que se hallen incluidos en la relación del deudor 
y hayan sido citados personalmente para la junta, sin que puedan 
hacer uso del derecho de abstenerse de votar para eximirse de esa 
obligación, puesto que el ejercicio de este derecho tiene por ob - 
jeto conservar la preferencia de que gocen sus créditos, y esa pre-
lación la reserva la ley expresamente. Por consiguiente, en dicho 
caso será obligatorio para los acreedores el acuerdo de la mayoría 
concediendo la quita ó la espera, ó ambas cosas; pero el pago se 
verificará por el orden de preferencia de los créditos, á no ser que 
hubieren renunciado á él los interesados. Para determinar si son ó 
no de una misma clase todos los acreedores, deberá estarse á la 
clasificación que de ellos se establece en los artículos 1922, 1923 
y 1924, y para la preferencia en el pago á lo que se ordena en los 
artículos 1926 y siguientes del mismo Código civil. • 
ARTÍCULO 1154 
(Art. 1152 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Todas las costas de estos procedimientos serán de 
cuenta del deudor que los haya promovido. 
Las del incidente de oposicion al acuerdo de la 
junta, podrán imponerse al que lo haya promovido con 
temeridad. 
Es bien notoria la justicia de esta disposición, sin concordante 
en la ley anterior. La quita y espera se solicita por el deudor y en 
su propio y exclusivo beneficio: justo es, por tanto, que sean de su 
cuenta todas las costas que con tal motivo se causen, como se or-
dena en este artículo. Pero la impugnación del acuerdo de la junta 
ha de hacerse por alguno de los acreedores, y ya no bstá en el 
mismo caso; es un incidente, que deberá regirse por las reglas ge-
nerales. Del verbo podrán, empleado en el segundo párrafo del ar-
tículo, puede deducirse que es potestativo en los tribunales impo-
ner las costas de ese incidente á quien estimen procedente, según 
la apreciación que hagan de la buena ó mala fe con que se haya 
litigado, pero que sólo pueden imponerlas al acreedor que promo- 
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vió el incidente, cuando estimen que lo hizo con temeridad ó mala 
fe, debiendo imponerlas en los demás casos al deudor. Sin embargo, 
podrán ocurrir casos en que no sea justo esto último, y creemos 
que en virtud de dicha facultad podrán declarar los tribunales que 
debe pagar cada parte las costas por sí causadas en el incidente de 
oposición, y también condenar en ellas á los acreedores juntamente . 
con el deudor que hayan sostenido con temeridad el acuerdo de la 
j unta. 
ARTÍCULO 1155 
(Art. 1153 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el deudor no cumpliese, en todo 6 en parte, el 
convenio de quita ó espera, recobrarán los acreedores 
todos los derechos que contra aquél tenian ántes del 
convenio. 
En este caso podrá el deudor ser declarado en con-
curso necesario á instancia de los acreedores 6 de cual-
quiera de ellos, aunque no haya pendiente ninguna 
ejecucion contra el mismo. 
De conformidad con esta disposición, última de las relativas á 
la quita y espera, y en la cual se hizo una declaración de derecho 
para suplir la deficiencia de la legislación anterior, en el art. 1919 
del Código civil se ordena lo siguiente: «Si el deudor cumpliere el 
convenio (de quita y espera), quedarán extinguidas sus obligacio-
nes en los términos estipulados en el mismo; pero, si dejare de 
cumplirlo en todo ó en parte, renacerá el derecho de los acreedo-
res por las cantidades que no hubiesen percibido de su crédito pri-
mitivo, y podrá cualquiera de ellos pedir la declaración ó conti• 
nuación del concurso.» Son tan claras estas disposiciones y están 
tan en armonía con los principios que rigen para el cumplimiento 
de las obligaciones, que es innecesario explicarlas, y nos remitimos 
á su texto. 
La declaración más importante que en orden al procedimiento 
se hace en el artículo que estamos comentando, es la relativa á 
que el deudor que no cumpla, en todo ó en parte, el convenio de 
quita ó espera, «podrá ser declarado en concurso necesario á ins- 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 55 
tancia de los acreedores ó de cualquiera de ellos, aunque no haya 
pendiente ninguna ejecución contra el mismo.» Conforme al artícu-
lo 521 de la ley anterior y á la antigua jurisprudencia, para decre-
tar el concurso necesario era preciso acreditar que se habían des-
pachado dos ó más ejecuciones contra el mismo deudor, y que al 
hacer el embargo en alguna de ellas, no se habían encontrado bie-
nes libres de otra responsabilidad que fueren suficientes á cubrir 
la cantidad reclamada. Esto daba lugar, en el caso de que se trata, 
á que el deudor se burlara impunemente de sus acreedores, los cua-
les no habían de aumentar sus pérdidas con los gastos de las ejecu-
ciones para preparar la declaración de concurso cuando ya no ha-
bía bienes en que hacer el embargo; y para evitarlo, y obligar más 
al deudor á que no falte á lo pactado, se ordena ahora que, en tales 
casos, se haga la declaración de concurso necesario á instancia de 
cualquier acreedor, aunque no haya pendiente ninguna ejecución 
contra el deudor. Este ha confesado ya que no puede pagar á sus 
acreedores, y esto basta para que se le declare en concurso nece-
sario, si él no solicita el voluntario. 
SECCION SEGUNDA. 
DE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO, 
Modificando el método de la ley anterior, como ya se ha dicho, 
se Incluyen en esta sección las disposiciones relativas á la declara-
ción de concurso de acreedores, ya sea voluntario, ya necesario, 
ordenando el procedimiento que ha de seguirse en uno y otro caso, 
hasta que sea firme dicha declaración, reservando para las seccio-
nes siguientes los procedimientos posteriores, que son enteramente 
iguales en ambos juicios. 
El Código civil contiene también algunas disposiciones relati-
vas á esta materia: de ellas nos haremos cargo en los lugares co-
rrespondientes al comentar los artículos á que se refieren. 
En el art. 505 de la ley anterior, sección del concurso volunta-
rio, se designó como juez competente para conocer de este juicio 
al del domicilio del deudor; y en el 522, para el concurso necesa-
rio, á cualquiera de los jueces que estén conociendo de las ejecucio- 
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nes, dando la preferencia al del domicilio del deudor, si éste 6 el 
mayor número de los acreedores lo reclamasen. En la presente ley 
se han excluido de este lugar dichas disposiciones, trasladándolas 
filas reglas 8." y 9.a del art. 63, sin otra novedad que la de hacer-
las extensivas á las quiebras, y la declaración de que será prefe-
rente el juez por quien antes se decrete el concurso ó la quiebra,. 
cuando no deba conocer el del domicilio. 
ARTÍCULO 1156 
(Art. 1154 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El juicio de concurso de acreedores podrá ser volun-
tario 6 necesario. 
Será voluntario, cuando lo promueva el mismo deu-
dor cediendo todos sus bienes á sus acreedores. 
Será necesario, cuando se forme á instancia de los 
acreedores 6 de cualquiera de ellos. 
Las definiciones que, de acuerdo con el tecnicismo del foro, 
se hacen en este artículo, sirven de base á las disposiciones que 
subsiguen para determinar la forma en que ha de solicitarse por el 
deudor el concurso voluntario, y por los acreedores el necesario. . 
La claridad y precisión con que están redactadas en el artículo ha-
cen innecesarias la ampliación y explicación de las mismas. 
Con la del concurso voluntario se resuelve la duda sobre si se 
había refundido en este juicio la cesión de bienes que autorizaban 
nuestras leyes (1). Hoy ya no cabe esa duda: si el deudor ha de 
promover el concurso voluntario cediendo todos sus bienes d los 
acreedores, como dice la ley, claro es que esta cesión ha de suje-
tarse al procedimiento de dicho juicio, con los mismos efectos que 
para éste se establecen, y sin las diferencias y excepciones que los 
prácticos deducían de dichas leyes. 
El Código civil, en su art. 1175, autoriza también al deudor 
para que pueda ceder sus bienes á los acreedores en pago de sus- 
(1) Leyes 1." it 4.", tit. 15, Part. 5."; 4.° y 5.°, tít. 13, lib. 5.° de las Orde-
nanzas Reales, y 7.", 8." y 9.°, tít. 32, lib. 11 de la Novísima Recopilación. 
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deudas; pero declarando que esta cesión sólo librará á aquél de 
respo nsabilidad por el importe de los bienes cedidos, salvo pacto 
en contrario, cuyo pacto ó convenio se ajustará á las disposiciones 
del tít. 17, libro 4.° del mismo Código, que trata de la concurren-
cia y p relación de créditos, y á lo que establece la ley de Enjuicia- 
miento civil para la quita y espera, si se solicita antes del concurso, 
ó para el convenio entre los acreedores y el concursado, si se soli-
cita después. Resulta también, conforme al Código, que la cesión de 
bienes ha de hacerse solicitando la quita y espera ó el concurso vo - 
lu ntario, con los efectos jurídicos y con el procedimiento estable-
cidos para estos juicios. 
ARTÍCULO 1157 
El que se presente en concurso voluntario deberá 
acompañar necesariamente a su solicitud, sin lo cual 
no será admitida: 
1. 0 .Relacion firmada de todos sus bienes, hecha 
eon individualidad y exactitud, y con expresion del 
valor en que los estime. Sólo se exceptuarán de ella 
los bienes que, con arreglo al art. 1449, no pueden ser 
objeto de embargo en las ejecuciones. 
2. ° Un estado 6 relacion individual de las deudas, 
con expresion de su fecha y procedencia y de los nom-
bres y domicilios de los acreedores. 
3. 0 Una memoria en que se consignen las causas 
que hayan motivado su presentacion en concurso. 
Art. 1155 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del nit- 
mero I.° es al art. 1447 de esta ley, sin otra variación) 
Concuerda este artículo casi literalmente con el 506 de la ley 
de 1855, añadiendo tan sólo que en la relación de bienes se ex-
prese el valor en que los estima el deudor, á fin de que pueda apre-
ciarse para los efectos ulteriores por su propia confesión el estado 
de su activo y de su pasivo. Determínanse en él con claridad y 
precisión los requisitos ó documentos de que ha de ir acompañada 
la solicitud del deudor que se presente en concurso voluntario, y 
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sin los cuales no puede ser admitida por el juez. Los de los núme-
ros 1.° y 2.°, ó sea la relación de bienes y el estado de deudas, son 
iguales á los que deben presentarse con la solicitud de quita y es-
pera, conforme al art. 1130 y á lo expuesto en su comentario (véase); 
y en la memoria, exigida por el núm. 3.°, ha de consignar el deu-
dor las causas que hayan motivado su presentación en concurso. 
Como esta memoria es un dato importante para la calificación del 
concurso, es natural que el deudor procure en ella demostrar su 
inculpabilidad; pero no debe hacerlo con argucias ni hechos falsos, 
que desvanecidos después, puedan demostrar su mala fe y agravar 
su situación, incurriendo en la responsabilidad criminal que deter-
mina el Código penal en el núm. 1.° de su art. 543. 
La relación, estado y memoria que quedan indicados, han de 
presentarse firmados por el deudor, y sólo con poder especial po-
drá hacerlo otra persona en su nombre y representación, como se 
previene expresamente en el art. 1130. Presentado el escrito con 
dichos documentos por medio de procurador y con dirección de 
letrado, el juez dictará el auto que previene el art. 1160, haciendo 
la declaración de concurso; pero si estima que no se han llenado 
todos los requisitos exigidos por la ley, denegará dicha declara-
ción, ó prevendrá al deudor que luego que cumpla con lo que or-
dena el art. 1157, ó supla la falta en que haya incurrido, se acor-
dará lo que corresponda. 
Como complemento de esta materia, y por la íntima relación 
que con ella tienen, nos haremos cargo de dos particulares, que en 
algún caso podrán ser objeto de duda. 
¿Quién puede presentarse en concurso voluntario? «Todo deudor 
que no sea comerciante», como dice el art. 1130 para la quita 6 
espera. Habrá de tener capacidad legal para comparecer en juicio, 
y por el que no la tenga deberá hacerlo su representante legítimo, 
ó la persona que deba suplir su incapacidad con arreglo á derecho 
(art. 2.°). Respecto de los que estén sujetos á tutela, véase lo que 
liemos dicho al final del comentario del citado art. 1130. También 
pueden ser declaradas en concurso las testamentarías, y lo mismo 
los abintestatos, como se previene en el art. 1053, y hemos ex-
puesto en su comentario. 
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¿Cuándo ó dentro de qué término deberá solicitar el deudor la 
declaración de concurso voluntario? No fija plazo la ley, ni podía 
fijarlo, porque eso dependerá de las circunstancias en que el deu-
dor se halle, y del crédito, negociaciones ó recursos con que cuente 
para pagar sus deudas; pero si procede de buena fe, debe hacerlo 
luego que su pasivo sea mayor que el activo y se vea en la lamen-
table situación de no poder cubrir sus obligaciones corrientes. Así 
lo ordena el Código civil en su art. 1913: «El deudor, dice, cuyo 
pasivo fuese mayor que el activo y hubiese dejado de pagar sus 
obligaciones corrientes, deberá presentarse en concurso ante el tri-
bunal competente luego que aquella situación le fuere conocida.» 
Muy abandonado será el que no la conozca, pero no podrá alegar 
ignorancia desde el momento en que, requerido para el pago de 
una deuda, se encuentre sin recursos para pagarla, y entonces, si 
tiene otros acreedores, es llegado el caso de presentarse en con-
curso. Si no lo verifies, se apreciará su conducta al hacer la califi-
cación del concurso para determinar su responsabilidad. El Código 
penal, en el nítm. 5.° de su art. 542, define y castiga como delito 
en el concursado no comerciante el «retardo en haber dejado de 
presentarse en concurso, cuando su pasivo fuese tres veces mayor 
que su activo». 
ARTÍCULO 1158 
La declaracion del concurso necesario sólo podrá 
decretarse á instancia de uno 6 más acreedores legíti-
mos, que acrediten los dos extremos siguientes: 
1.° Que existen dos 6 más ejecuciones pendientes 
contra un mismo deudor. 
2.° Que no se ha encontrado en alguna de ellas, 
bienes libres de otra responsabilidad, conocidamente 
bastantes á cubrir la cantidad que se reclame. 
En el caso del art. 1155 no será necesaria la justi-
ficacion de estos dos extremos para decretar la decla-
racion de concurso. 
Art. 1156 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia delpá- 
rrafo último es al art. 1153 de esta ley, sin otra variación.) 
GO 	 LIB. II—TIT. XII—ARTS. 1158 y 1159 
ARTÍCULO 1159 
(Art. 1157 para Cuba y Puerto Rico.) 
El acreedor que solicite la declaracion de concurso, 
deberá justificar además su personalidad acompañando 
el titulo de su crédito con fuerza ejecutiva, ó testimo-
nio del auto por el que á su instancia se hubiere des-
pachado la ejecucion, si no pretende en los mismos au-
tos ejecutivos la declaracion mencionada. 
Según el art. 1156, se da á este juicio universal el nombre de 
concurso necesario, cuando se forma á instancia de los acreedores 
ó de cualquiera de ellos. Para este caso se determinan en los dos 
artículos de este comentario los extremos que han de justificar el 
acreedor ó acreedores que soliciten la declaración en concurso del 
deudor común, para que el juez pueda y deba acceder á esa pre-
tensión. El primero concuerda casi literalmente con el 521 de la 
ley anterior, que exigía también los dos requisitos que ahora se 
establecen, de que existan dos ó más ejecuciones pendientes contra 
el mismo deudor, y que no se han encontrado en alguna de ellas 
bienes libres de otra responsabilidad, conocida ó notoriamente bas-
tantes para cubrir la cantidad que se reclame; y se adiciona la ex-
cepción del párrafo último , de acuerdo con la declaración hecha 
en el art. 1155, de no ser necesarios dichos requisitos para decla-
rar en concurso al deudor que no cumpla el convenio de quita ó 
espera. Se exigen conjuntamente los dos requisitos antedichos por-
que, si falta el primero, no hay concurrencia de acreedores, y si 
existen bienes bastantes para pagar á todos, no cabe cuestión so-
bre la preferencia en el pago, ni motivo, por tanto, para el juicio 
universal de concurso. 
En la ley de 1855 se dijo que sólo podría decretarse el concurso 
necesario d instancia de parte legítima, y ahora, para evitar las du-
das á que daba lugar la generalidad de esta frase, se concreta la 
idea diciendo d instancia de uno ó más acreedores legitinios, adi-
cionándose el art. 1159, segundo de este comentario, para declarar 
cuáles son los acreedores legítimos ó que tienen personalidad para 
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deducir dicha pretensión. Según él, si se hubiere despachado ya la 
ejecución á instancia del acreedor que pida la declaración de con-
curso, y deduce esta pretensión en los mismos autos, de ellos resul-
tan su personalidad y su derecho, y no necesita otra prueba sobre 
este punto; pero si pide dicha declaración ante otro juez que tenga 
dompetencia preferente, habrá de justificar su personalidad con 
testimonio del auto por el que á su instancia se hubiere despa-
chado la ejecucion. Y si ese acreedor no ha entablado todavía su 
acción en juicio, tiene que justificar su personalidad, y también su 
derecho, acompañando el título de su crédito; no un título cual-
quiera, sino de los que tienen fuerza ejecutiva, determinados en el 
art. 1429. 
La justificación de los otros dos extremos, relativos á la exis-
tencia de dos ó más ejecuciones y á la falta de bienes libres, bas-
tantes para el embargo, habrá lie hacerse acompañando al escrito 
el testimonio ó testimonios necesarios, librados por los actuarios 
respectivos, que contengan el auto mandando despachar la ejecu-
ción y la diligencia de'embargo; y si el acreedor no hubiere podido 
adquirirlos por no ser parte en las otras ejecuciones, solicitará 
del juez que los reclame por medio de exhorto ó de mandamiento. 
Si las dos ejecuciones penden en el mismo juzgado en que se soli-
cite el concurso, podrá pedirse que el juez los llame á la vista para 
resolver, ó que con referencia á ellas se ponga dicho testimonio en 
los autos del concurso. 
En el caso del art. 1155 se llenarán todos los requisitos que 
exige la ley, presentando testimonio del acta de la junta en que se 
otorgó la quita y espera, y justificando que el deudor no ha cum-
plido el convenio. Esta justificación podrá hacerse por medio de 
acta notarial ó de requerimiento judicial para el pago sin resulta-
do, por confesión del mismo deudor, ó por cualquier otro medio, y 
en su defecto creemos bastará la simple afirmación del acreedor 
de no haber sido cumplido el convenio, en razón á que es un hecho 
negativo y tiene el deudor el derecho de oponerse, si no fuere cier-
to, y de reclamar daños y perjuicios. 
112 LIB. II—TIT. XII 
ARTÍCULO 11.60 
(Art. 1158 de la ley para Cuba y Puerto Rièo.) 
Si gel Juez estimare que se han llenado los requisitos 
exigidos para sus respectivos casos en los dos artículos 
anteriores, dictará auto haciendo la declaracion dé 
concurso y acordando las medidas que se expresarán 
en la seccion siguiente. 
En otro caso denegará dicha declaracion, siendo 
este auto apelable en ámbos efectos. 
Este artículo, sin concordante en la ley anterior, contiene una 
errata; la referencia que en él se hace á los dos artículos anteriores, 
debe ser á los tres, como se deduce de las palabras para sus res-
pectivos casos. Estos casos no pueden ser otros que los del concurso 
voluntario y los del necesario: á los dos es aplicable su disposición. 
Presentada la solicitud, el juez debe examinarla y resolver sin más 
trámites: si la presenta el deudor para que' se le declare en con-
curso voluntario, y acompaña la relación, estado y memoria que 
exige el art. 1157, accederá á ella, denegándola en otro caso, ó 
aplazando la resolución para cuando llene dichos requisitos; y si la 
presenta algún acreedor para la declaración del concurso necesa-
rio, verá el juez si, á su juicio, resultan acreditados los extremos 
determinados en los artículos 1158 y 1159, para concederla ó 
negarla. 
Estas resoluciones han de dictarse en auto motivado. Contra 
la que deniegue la declaración de concurso, procede la apelación 
en ambos efectos por la parte que la hubiere solicitado. Y contra 
la que otorgue dicha declaración, proceden la oposición y demás 
recursos que se consignan en los artículos siguientes, con los efec-
tos que en ellos se determinan. 
Téngase presente que en el mismo auto en que se haga la de-
claración de concurso, ya sea voluntario, ya necesario, han d e. 
acordarse las medidas que se expresan en el art. 1173, con las dis-
posiciones consiguientes para su ejecución, determinadas en el 
1174 y siguientes. 
	iN 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 fia 
ARTÍCULO 1161 
(Art. 1159 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El auto en que se acceda a la declaracion . de con-
curso se notificará inmediatamente al concursado, el 
cual quedará, en su virtud, incapacitado para la admi-
nistracion de sus bienes. 
El objeto principal de este artículo es la declaración, no hecha 
expresamente en la ley anterior, de que desde el momento en que 
se notifique al concursado la declaración de concurso, lo cual debe 
hacerse sin la menor dilación, inmediatamente después de dictado 
el auto, queda aquél incapacitado para la administración de sus 
bienes, y privado por tanto del pleno ejercicio de sus derechos ci-
viles para todos los efectos legales que se relacionen con dicha ad-
ministración. Los mismos efectos atribuye á la declaración de con-
curso, ya sea voluntario ó necesario, el Código civil, el cual dispo-
ne en su art. 1914 lo siguiente: «La declaración de concurso in-
capacita al concursado para la administración de sus bienes y para 
cualquiera otra que por la ley le corresponda.» Por consiguiente, 
queda también incapacitado para administrar los bienes de la so-
ciedad conyugal, los de los hijos que estén bajo su potestad, y 
cualesquiera otros bienes, cuya administración le corresponda por 
la ley. 
ARTÍCULO 1162 
(Art. 1160 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El deudor podrá oponerse á la declaracion de con-
curso, hecha á instancia de sus acreedores, dentro de 
los tres dias siguientes al en que le haya sido notifi-
cada. 
Pasados los tres dias sin oponerse, quedará firme 
de derecho dicha declaracion. 
ARTÍCULO 1163 
(Art. 1161 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el deudor se opusiere en tiempo, se entregarán 
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los autos á su procurador por término de cuatro dias 
improrogables para que formalice la oposicion, for-
mándose préviamente la pieza separada que se ordena 
en el artículo que sigue. 
ARTÍCULO 1164 
(Art. 1162 para Cuba y Puerto Rico.) 
Miéntras se sustancia y decide la oposicion del deu-
dor, se continuará la ejecucion de las medidas acorda-
das y las demas que procedan, conforme á lo estable-
cido en la seccion siguiente, para la ocupacion de los 
bienes, libros, papeles y correspondencia. 
Para llevarlo á efecto se formará pieza separada 
con testimonio del auto de declaracion de concurso y 
de las diligencias que se hubieren practicado con aquel 
objeto. 
ARTfCULO 1165 
(Art. 1163 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dicha oposicion se sustanciará por los trámites esta-
blecidos para los incidentes, pero limitando á cuatro 
dias el término del traslado que habrá de conferirse, 
con entrega de los autos, al acreedor á cuya instancia 
se hubiere hecho la declaracion de concurso, y á diez 
dias improrogables el término de prueba. 
ARTÍCULO 1166 
(Art. 1.164 para Cuba y Puerto Rico.) 
Podrán ser parte en dicho incidente los demas acree-
dores, debiendo litigar unidos al deudor, y bajo una 
misma dirección, los que como 
 , éste se opongan á la 
declaracion del concurso, y unidos del mismo modo al 
acreedor contrario los que quieran sostenerla. 
La sentencia que recayere será apelable en ámbos 
efectos, sin que se suspendan los procedimientos de la 
pieza separada á que se refiere el articuló anterior. 
El sagrado derecho de la defensa exige que el deudor pueda 
oponerse á la declaración de concurso necesario, así como pueden 
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hacerlo los acreedores á la del voluntario según el art. 1170. El 
primero de estos artículos le reconoce ese derecho, fijándole el tér-
mino de tres días improrrogables para utilizarlo, como lo hizo 
 
también la ley anterior en su art. 531, y en los demás se ordena el 
 
procedimiento para sustanciar y decidir esa oposición, sin perjui-
cio de llevar efecto las medidas acordadas para la ocupación de 
 
los bienes, libros, papeles y correspondencia del deudor; á fin de  
asegurar el activo y que no queden defraudados los derechos de los 
acreedores, de acuerdo también en este punto con el art. 533 de la 
ley de 1855. 
El procedimiento que para ello se establece, reformando el del 
art. 534 de la ley anterior, está ordenado con tanta claridad, y los 
términos se fijan con tal precisión, que creemos excusado todo co-
mentario, y nos remitimos al texto de los artículos. Sólo adverti-
remos, que el término de tres días improrrogables que fija el ar-
tículo 1162, es sólo para que el deudor manifieste ó anuncie su 
oposición á la declaración de concurso. Presentado este escrito, 
debe acordar el juez que con testimonio del auto y acaso también 
de la relación de bienes, se forme pieza separada para el embargo 
y depósito de los bienes, y ocupación de los libros, papeles y co-
rrespondencia,y hecho, que se entreguen los autos al procurador  
del deudor para que dentro de cuatro días improrrogables forma-
lice la oposición. De este escrito ha de darse traslado por otros 
Cuatro días sólo al acreedor ó acreedores á cuya instancia se hu-
biere hecho la declaración de concurso, y si hay otros que quieran 
sostenerla misma causa, han de comparecer y litigar unidos á aquél 
y bajo una misma dirección, así como han de hacerlo con el.deudor 
los que quieran sostener su causa; y como ese traslado ha de ha-
cerse con entrega de los autos, según previene el art. 1165, es ex-
cusada la copia del escrito de oposición. No así la del escrito de 
contestación, la que habrá de acompañarse para entregarla á la 
parte del deudor, como está prevenido para los incidentes, á cuya 
sustanciación han de acomodarse estos procedimientos en los trá-
mites sucesivos, sin otra limitación que la de reducir á diez días 
improrrogables el término de prueba, cuando la hayan solicitado 
oportunamente las partes y sea procedente. 
TOMO V 	 9 
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Si contra la sentencia que recaiga se interpusiere apelación, se 
admitirá ésta en ambos efectos, remitiendo al tribunal superior los 
autos originales; pero quedando expedita la jurisdicción del juz-
gado para continuar en la pieza separada, que se habrá formado 
conforme al art. 1164, las diligencias relativas á la ocupación de 
los bienes, libros, papeles y correspondencia, hasta terminarlos y 
dejar asegurado todo lo que constituya el activo del deudor. 
ARTfCULO 1167 
(Art. 1165 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si se dejare sin efecto la declaracion de concurso, 
así que sea firme la sentencia, se pondrá testimonio 
de su parte dispositiva en las demas piezas de autos 
del concurso, y cesando la intervencion judicial se 
hará entrega al deudor por el depositario y actuario, 
de los fondos, bienes, libros, papeles y correspondencia 
intervenidos. 
El mismo depositario, si hubiere desempe í^ado ac-
tos de administracion, rendirá cuentas al deudor. 
ARTfCULO 1168 
(Art. 1166 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando se hubiere publicado la declaracion de con-
curso, se publicará tambien en la misma forma la sen-
tencia dejándola sin efecto, si lo solicitare el concur-
sado. 
El primero de estos artículos concuerda sustancialmente con 
el 536 de la ley anterior, y se ha adicionado el segundo por ser de 
notoria justicia lo que en él se ordena. Si se publicó por edictos ó 
en los periódicos la declaración de concurso, justo es que, cuando 
se deje sin efecto, se haga público este hecho en la misma forma 
y en los mismos periódicos, silo solicita el deudor, para que que 
- 
den reparados su crédito y su honra, y conste que ha sido re-
puesto en el pleno ejercicio de sus derechos civiles. Ambas dispos 
siciones son tan claras y corrientes en la práctica, que no necesi-
tan más explicaciones, y basta atenerse á su texto. 
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ARTÍCULO 1169 
En el caso del art. 1167, quedará á salvo su derecho 
al deudor para reclamar del acreedor, á cuya instancia 
se hubiere declarado el concurso, la indemnizacion de 
daños y perjuicios, cuando el último haya procedido 
con dolo ó falsedad. 
Esta reclamacion se deducirá en los mismos autos 
en que haya recaido dicha sentencia, y se sustanciará 
por los trámites del juicio ordinario de mayor cuantía. 
Art. 1167 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1165 de esta ley, sin otra variación.) 
Cuando se deje sin efecto la declaración de concurso necesario 
en virtud de la oposición del deudor, que es el caso del art. 1167, 
justo es que el agraviado pueda reclamar la indemnización de los 
daños y perjuicios que se le hayan causado en su crédito y nego- 
cios, contra el causante de ellos, que lo será el acreedor 6 acreedo-
res, á cuya instancia se hubiere hecho aquella declaración. Este 
derecho se le reserva expresamente por el presente artículo, de 
acuerdo con el 537 de la ley anterior; pero con una limitación im-
portante, que es su objeto principal, encaminada á evitar reclama-
ciones y pleitos, nacidos de la pasión y del encono, que no pueden 
prosperar. Esa limitación consiste en la declaración que se hace 
de que el deudor sólo podrá reclamar del acreedor la indemniza-
ción de daños y perjuicios, cuando el último haya procedido con 
dolo ó falsedad. Habrá dolo, según la definición del art. 1269 del 
Código civil, cuando con palabras ó maquinaciones insidiosas hu- 
biese conseguido el acreedor la declaración de concurso; y false-
dad, cuando sean falsos el crédito 6 los hechos alegados ó los do-
cumentos aducidos con dicho objeto. 
Dedúcese de lo expuesto que sólo podrá prosperar la acción de 
daños y perjuicios cuando la sentencia, dejando sin efecto la decla-
ración de concurso, se funde, aunque se aleguen á la vez otras ra-
zones, en que el acreedor procedió con dolo ó falsedad al solicitar 
dicha declaración. Y como la prueba ó presunción de este hecho 
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ha de resultar de los mismos autos del concurso, por esto, y para 
evitar la duda de si como demanda nueva debería sujetarse á re-
partimiento, se ordena que se deduzca en dichos autos, y que se 
sustancie por los trámites del juicio ordinario de mayor cuantía, 
cual corresponde á la índole de la reclamación. Para este juicio no 
es necesario el acto previo de conciliación, por estar comprendido 
en la excepción 2.'  del art. 460, y tampoco el emplazamiento del 
demandado cuando se dirija la acción contra el mismo acredor que 
promovió el concurso, puesto que figura como parte en los autos; 
pero si por haber fallecido hubiera que dirigirla contra sus  here-
deros, como éstos no habían sido parte en el juicio, sería preciso 
emplazarlos para que comparezcan á contestar la demanda. 
Cuando el dolo ó la falsedad constituyan delito, lo más conve-
niente para el deudor será hacer uso de la acción criminal, porque 
así será indemnizado sin los gastos del juicio ordinario. De todos 
modos, si sólo ejercita la acción civil, y la sentencia ha de fundarse 
exclusivamente en la existencia del delito, habrá de suspenderse el 
fallo del pleito hasta la terminación del procedimiento criminal, si, 
oído el Ministerio fiscal, estima el juez ó el tribunal procedente la 
formación de causa, como se previene en el art. 362. 
ARTÍCULO 1170 
(Art. 1168 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cualquier acreedor legítimo puede oponerse á la de-
claracion de concurso, ya sea voluntario 6 necesario, 
para que se deje sin efecto . por ser improcedente el 
juicio universal, 6 para que se haga en su lugar la de-
claracion de quiebra y se siga el procedimiento esta-
blecido por la ley para las quiebras mercantiles. 
ARTÍCULO 1171 
Esta oposicion deberá deducirse dentro de los tres 
dias siguientes al de la citacion del opositor , y si no 
hubiese sido citado personalmente, dentro del término 
de los edictos, citando á los acreedores para el juicio: 
Trascurridos estos términos no será admitida. 
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Se sustanciará por los trámites establecidos para 
los incidentes, en pieza separada, que se formará con-
forme á lo prevenido en los artículos 747 y • 748, sin 
que se suspenda el curso del juicio principal. 
Art. 1169 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del último pa-
rra fo es d los artículos 746 y 747 de esta ley, sin otra variación.) 
Nada se dispuso en la ley anterior sobre lo que se determina 
en estos dos artículos, y si bien no se desconoció nunca el derecho 
que tiene cualquier acreedor legítimo para oponerse á la declara-
ción de concurso, ya sea voluntario ó necesario, cuando haya sido 
dictada sin su intervención y le cause perjuicio, no era uniforme la 
práctica sobre el término y procedimiento para hacer uso de ese 
derecho. A fin de evitar esta irregularidad se adicionaron dichos 
dos artículos, declarando el derecho y las causas en que puede fun-
darse, y el tiempo y modo de utilizarlo. 
Todo acreedor legítimo—debiendo entenderse por tal el que 
tenga á su favor un título de crédito con fuerza ejecutiva ó un 
mandamiento de ejecución, como se declara en el art. 1159 y he-
mos expuesto en su comentario—tiene el derecho de oponerse á la 
declaración de concurso, ya sea voluntario ó necesario, lo cual ha-
brá de entenderse en el caso de que no haya sido hecha á su ins-
tancia dicha declaración, ni haya sido parte en la oposición for-
mulada por el deudor (art. 1166). Y el objeto de su oposición ha 
de ser para que se deje sin efecto la antedicha declaración por 
uno de estos dos motivos: 1. 0, por ser improcedente el juicio uni-
versal de concurso; ó 2.°, porque procede la declaración de quie-
bra conforme á las leyes mercantiles, y no la de concurso. 
Concurrirá el primer motivo siempre que pueda probarse que 
en el concurso voluntario ha habido ocultación de bienes ó exage-
ración de deudas, en la relación y estado presentados por el deu-
dor (art. 1157), y que falta, por consiguiente, el requisito que pre-
viene el art. 1913 del Código civil para presentarse en concurso; 
y en el necesario, que falta alguno de los requisitos determinados 
en los artículos 1158 y 1159 de la presente ley, como podrá suce-
der si no es acreedor legítimo el que promovió el juicio, ó si exis- 
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ten bienes libres de otra responsabilidad suficientes á cubrir la de 
la segunda ó tercera ejecución. Y concurrirá el segundo motivo 
cuando el deudor haya ocultado su cualidad de comerciante, como 
sucede con frecuencia, para eludir el mayor rigor de las leyes sobre 
quiebras mercantilès. (Véase el art. 1318 y su comentario.) 
La oposición á la declaración de concurso, en los casos de que 
se trata, ha de deducirse dentro de los tres días siguientes al de la 
citación del deudor, cuando ésta le haya sido hecha personalmente 
por ser conocido su domicilio, conforme al art. 1198, y en otro 
caso, dentro del término de los edictos, que, según los artículos 
1193 á 1197, deben publicarse citando á los acreedores para que 
comparezcan en el juicio con los títulos de sus créditos. En esos 
edictos ha de fijarse el día para la celebración de la junta de acree-
dores; pero como según el art. 1206 ha de cerrarse la presentación 
de éstos cuarenta y ocho horas antes de la señalada para la junta, 
á este término habrá de estarse para deducir la oposición, y no al 
total del señalado para la junta. Esos términos son improrrogables, 
puesto que, transcurridos, no puede admitirse la oposición, según 
prevención expresa de la ley. 
Del verbo deducir empleado en el art. 1171, y del procedí-
miento que en el mismo artículo se establece, se infiere que el tér- 
mino de los tres días, ó de los edictos, no es sólo para anunciar la 
oposición, sino también para formalizarla, alegando los hechos y 
los fundamentos de derecho en que se apoye. De este escrito y de 
los documentos que se acompañen, deberán presentarse tantas co-
pias cuantas sean las partes personadas en el juicio del concurso. 
Por medio de otrosí se pedirá la formación de la pieza separada 
para sustanciar este incidente, designando los particulares que ha-
ya de contener, conforme á lo prevenido en el art. 747, y en su 
caso, que se reciba á prueba (art. 750). 
Dada cuenta de este escrito, el juez acordará la formación de 
la pieza separada con el mismo escrito y documentos, y con los par - 
ticulares designados por el opositor y los que en su caso adicione 
la parte contraria, conforme á dicho artículo y al 748; y formada, 
dará traslado por seis días á la parte ó partes contrarias, que eva-
cuarán en vista de las copias y sin entrega de los autos originales, 
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y se sustanciará la oposición hasta dictar sentencia, que será ape-
lable en ambos efectos, todo conforme á lo establecido para los in-
cidentes en los artículos 749 y siguientes. A la vez seguirá su cur-
so ordinario el juicio de concurso. 
ARTÍCULO 1172 
(Art. 1170 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En virtud de la declaracion de concurso se tendrán 
por vencidas todas las deudas pendientes del concur-
sado. Si llegara á verificarse el pago ántes del tiempo 
prefijado en la obligacion, sufrirán el descuento que 
corresponda al interés legal del dinero. 
Aunque es propia del Código civil la disposición de este ar-
tículo, se adicionó en la reforma deja ley de Enjuiciamiento para 
suplir la deficiencia de la legislación común anterior sobre este 
punto importante, tomándola del art. 1043 del Código de Comer-
cio de 1829, el cual contenía una disposición igual para las quie-
bras mercantiles. Hoy ya no rige la del presente artículo, sino la 
análoga del 1915 del Código civil, que ordena lo siguiente: «Por 
la declaración de concurso vencen todas las deudas á plazo del con-
cursado. Si llegaren á pagarse antes del tiempo prefijado en la 
obligación, sufrirán el descuento correspondiente al interés legal 
del dinero.» 
Nótese que el Código concreta ó limita su precepto á las deu- 
das d plazo, y no á todas les deudas pendientes, como dice el ar-
tículo de este comentario: así queda resuelta la dada y cuestión so-
bre las deudas condicionales, excluyéndolas, como era procedente, 
de la disposición de que tratamos. Estas deudas, como toda obliga-
ción condicional, no son eficaces ni exigibles mientras no se cumpla 
la condición; pero si ésta llega á realizarse, se retrotrae la deuda al 
día en que se contrajo la obligación (art. 1120 del Código civil). 
Por consiguiente, tales deudas habrán de incluirse en el pasivo del 
concurso, si así lo solicita el acreedor (art. 1121 del mismo Có-
digo), considerándolas como de plazo vencido. Si al hacerse algún 
dividendo está ya cumplida la condición, se entregará á ese arree- 
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dor la parte que le corresponda; y en otro caso, se conservará ei r . 
depósito para entregarla al interesado cuando aquella se cumpla, . 
ó para aplicarla á la masa del concurso cuando quede extinguida -
la obligación por haber pasado el tiempo determinado ó ser ya in-
dudable que no tendrá lugar el acontecimiento á que la condición 
se refiera. 
Tampoco están comprendidas en aquella disposición las deudas 
que contengan condición resolutoria, porque estas deudas son exi-
gibles desde luego, sin perjuicio de los efectos de la resolución. 
(art. 1113 del Código civil). 
Son tan evidentes la razón y la justicia de la disposición del 
 artículo de este comentario, reproducido en el 1915 del Código ci 
vil, que es innecesario demostrarlas. Si el acreedor cobra antes del 
tiempo prefijado en la obligación, justo es que abone el interés le-
gal del dinero por todo el tiempo que medie desde el día en que 
lo reciba anticipadamente, hasta el del vencimiento, puesto que de 
él se utiliza. Ese descuento se limitará á la parte que reciba de s it . 
crédito, si no se le paga por completo. 
SECCIÓN TERCERA 
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DILIGENCIAS CONSIGUIENTES A LA DECLARACIÓN DE CONCURSO 
Los procedimientos que se ordenan en esta sección y en las de-
más que subsiguen del presente título, son aplicables á las dos cla-
ses de concurso, así al voluntario como al necesario. Ya hemos in
-
dicado que la diferencia entre el uno y el otro consiste en la for-
ma de incoar el juicio: hecha la declaración de concurso, ambos se 
dirigen á un mismo fin y por los mismos medios, y no había razón 
para establecer diferencia en el procedimiento. 
Se conserva el establecido en la ley de 1855, pero con las re-
formas y modificaciones aconsejadas por la experiencia, que se han 
creído convenientes para simplificar algunos trámites y evitar las 
dilaciones y abusos á que estos juicios se prestaban. La claridad y 
precisión con que están redactados los artículos nos permitirá ser 
breves en su exposición; daremos, sin embargo, la amplitud nece- 
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saria á los comentarios que lo requieran, y en particular á los que 
se relacionan con el Código civil. 
ARTÍCULO 1173 
(Art. 1171 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En el mismo auto en que se haga la declaracion de 
concurso, se dictarán las disposiciones siguientes: 
1.a El embargo y depósito de todos los bienes del 
deudor; la ocupacion de sus libros y papeles, y la re-
tencion de su correspondencia. 
2.a El nombramiento de depositario que se encar-
gue de la conservacion y administracion de los bienes 
ocupados al deudor. 
3.a La acumulacion al juicio de concurso de las 
ejecuciones que haya pendientes contra el concursado 
en el mismo Juzgado ó en otros, con la excepcion esta-
blecida en el art. 166. 
El auto á que este artículo se refiere es el que ha de dictarse, 
conforme al 1160, haciendo la declaración de concurso, cuando sea 
procedente. En ese mismo auto ha de acordar el juez, aunque na 
lo hubiera solicitado la parte que promueva el juicio, y lo mismo 
en el voluntario que en el necesario, los tres particulares que se 
determinan en el presente artículo, con las medidas necesarias para 
Su ejecución, prevenidas en los artículos siguientes, como podrá 
verse prácticamente en los formularios. 
En los arts. 523 y 524 de la ley de 1855 se dispuso sustancial-
mente lo mismo que ahora se ordena en el presente con mejor mé-
todo que en aquéllos, y con tanta claridad y precisión que excusa el 
comentario, y basta remitirnos al texto del artículo y á lo que se 
previene en los siguientes para la ejecución de cada uno de los 
tres particulares que han de comprenderse en el auto antes in-
dicado. 
ARTÍCULO 1174 
La ocupacion y embargo de los bienes, libros y pa-
peles del deudor, se llevará á efecto con citation del 
TOMO V 	 10 
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mismo, si no se hubiere ausentado, en la forma más 
adecuada y ménos dispendiosa, siguiendo las reglas'es - 
tablecidas para la intervencion del caudal en los ab- 
intestatos. 
Sólo se dejarán á disposicion del concursado los 
bienes exceptuados de embargo por el art. 1449. 
Art. 1172 de la ley para Cuba y Puerto Ribo.—(La referencia del úl-
timo párrafo es al art. 1447 de esta ley, sin otra variación) 
ARTICULO 1175 
(Art. 1173 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para el depósito de los bienes se observarán las re-
glas siguientes: 
La El metálico y efectos públicos se depositarán en 
el establecimiento público destinado para ello, y tam-
bien las alhajas, si fuesen en él admitidas. 
Del resguardo del depósito se pondrá testimonio en 
los autos, quedando el original bajo la custodia del de-
positario para entregarlo á los síndicos. 
2.a Los frutos y demas bienes muebles y los semo-
vientes, se entregarán al depositario para su custodia, 
bajo el correspondiente inventario. 
3.a - Los bienes inmuebles se pondrán bajo la admi-
nistracion del depositario, tomándose anotacion pre-
ventiva del embargo en los respectivos Registros de la 
propiedad. 
4.a De los libros de cuentas y papeles, se formará 
el oportuno inventario, con expresion del estado en que 
se hallen, y se conservarán en la escribanía hasta en-
tregarlos á los síndicos, á no ser que el Juez estime 
que pueden guardarse en el escritorio ú oficina en que 
se hallen, sin temor de abusos. 
En todo caso, adoptará las medidas que estime ne-
cesarias para evitar los que en ellos pudieran come-
terse. 
Ya hemos visto que la primera medida que debe adoptar el 
juez luego que acuerde la declaración de concurso, y en el mismo 
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auto, es la ocupación y embargo de los bienes, libros y papeles del 
deudor, á fin de asegurar el activo para que no sean defraudados 
los acreedores. Sobre este punto, sólo se previno en la ley ante-
rior (art. 524), que el juez dictase las providencias necesarias á 
dicho fin, sin exigir la intervención del concursado, de suerte que 
se dejaba amplitud al arbitrio judicial. Ahora con mejor acuerdo 
se ordena lo que ha de hacerse en tales casos. 
Se proviene, en primer lugar, que se lleve á efecto dicha ocu-
pación con citación del deudor, si no se hubiere ausentado. Se en-
tenderá que se ha ausentado, cuando haya desaparecido de su do-
micilio sin dejar procurador ni persona que le represente, como 
se previene en el art. 1177. Si así resulta de los autos, se prescin-
dirá de su citación; pero si hubiere dejado procurador ú otra per-
sona encargada de sus negocios, con esa persona se entenderá la 
citación, y en otro caso se le hará personalmente en su domicilio, ó 
por medio de cédula si á la primera diligencia en busca no fuere 
hallado en su habitación, como so previene en el art. 266. Tén-
gase presente, que en todo caso estas citaciones han de hacerse 
por cédula, conforme á los artículos 271 y 272. 
Hecha la citación del concursado, 6 sin ella en el caso de au-
sencia, se procederá sin dilación á llevar á efecto la ocupación y 
embargo . de los bienes, libros y papeles, «en la forma más adecuada 
y menos dispendiosa, siguiendo las reglas establecidas para la in-
tervención del caudal en los abintestatos». Estas reglas son las 
que se determinan en el art. 959 y hemos expuesto en su comenta-. 
rio. Por consiguiente, lo primero será dejar en lugares seguros, ce-
rrados y sellados, los bienes, papeles, libros y efectos que sean •sus-
ceptibles de ocultación, sustracción, abusos ó fraude. Esto es lo 
más urgente, sin perjuicio de formalizar después el inventario de 
todo lo embargado, levantando los sellos, como se hace en los ab-
intestatos, para lo cual será conveniente y aun necesario esperar á 
que el depositario nombrado acepte y jure el cargo y esté legal-
mente habilitado para el ejercicio de sus funciones, á fin de que 
pueda hacerse cargo de los bienes que han de entregársele con-
forme al art. 1175, según se vayan inventariando, y evitar la du-
plicidad de diligencias. Se llevarán á efecto estos actos, aunque ao 
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concurra el concursado, asistiendo el juez para ocupar y guardar 
lo que deba colocarse en lugar seguro y sellado, y á las demás di-
ligencias en que estime conveniente su presencia, dando comisión 
al actuario para formalizar bajo inventario el embargo de los bie• 
nes, el que deberá practicarse por el orden establecido en el ar-
ticulo 1447. 
Para el depósito de cada clase de bienes se observarán las re-
glas que se establecen con precisión y claridad en el art. 1175, se-
gundo de este comentario, á cuyo texto nos remitimos. Puede con-
sultarse también, como de aplicación al caso, lo que para practicar 
estas diligencias en los abintestatos hemos expuesto al comentar 
los artículos 966 y 968, en la página 286 y siguientes del tomo 4.° 
Téngase también presente que no han de incluirse en el em-
bargo los bienes exceptuados de él por el art. 1449, que son, M 
lecho cotidiano del deudor, de su mujer é hijos, las ropas del pre-
ciso uso de los mismos, y los instrumentos necesarios para el arte 
ú oficio á que aquél esté dedicado: estos bienes son los únicos que 
han de dejarse á disposición del concursado ó de su familia. 
ARTÍCULO 1176 
(Art. 1174 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para la retencion de la correspondencia se oficiará al 
Administrador de Correos, previniéndole que la ponga 
disposicion del Juzgado. 
ARTÍCULO 1177 
(Art. 1175 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el dia y hora que al efecto se señale, el deudor 
abrirá la correspondencia en presencia del Juez y del 
actuario. Se retendrá en poder de éste la que pueda in-
teresar al concurso, entregando al deudor la restante. 
Si éste no compareciese 6 se hubiere ausentado sin 
dejar apoderado, el Juez abrirá la correspondencia en 
presencia del actuario, acreditándolo en los autos. 
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ARTÍCULO 1178 
(Art. 1176 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si por el resultado de la correspondencia fuere ne-
cesario adoptar alguna medida urgente para la seguri-
dad de los bienes, la decretará el Juez, dando conoci-
miento al concursado. 
En estos tres artículos se dan reglas para la retención, aper-
tura y destino de la correspondencia dirigida al concursado, que 
se reciba después de la declaración de concurso. Concuerdan con 
el art. 527 de la ley anterior, aclarándose ahora, que el juez abrirá 
la correspondencia en presencia del actuario cuando el deudor, ci-
tado para ello, no comparezca ó se hubiere ausentado sin dejar 
apoderado, haciéndolo constar así en la diligencia que ha de exten-
derse en los autos. 
La disposición de estos artículos es tan clara y su ejecución 
tan sencilla, que basta atenerse á su texto. Sólo indicaremos, que 
la retención de la correspondencia no ha de limitarse á la postal, 
sino también á la telegráfica, . hoy tan usual y frecuente: ambas es-
tán comprendidas en el espíritu y aun en la letra de la ley, que 
habla en general de correspondencia. Por consiguiente, el juez de-
berá acordar la retención de la una y de la otra, oficiando para 
ello á quien corresponda, y observar para su apertura las formali-
dades prevenidas; y como la telegráfica suele suponer urgencia, 
deberá abrirla sin dilación, haciendo comparecer ó citando para 
ello al deudor, si no se hubiere ausentado. 
Como complemento de este punto puede verse lo expuesto en 
la pág. 291 del tomo 4.°., al comentar el art. 969, que contiene una 
disposición análoga para los abintestatos. 
ARTÍCULO 1179 
(Art. 1177 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El nombramiento de depositario administrador del 
concurso deberá recaer en persona de crédito, respon-
sabilidad y aptitud, sea 6 no acreedor del concursado. 
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No será necesario que preste fianza, si el Juez le re-
leva de ella bajo su responsabilidad.  • 
ARTÍCULO 1180 
(Art. 1178 para Cuba y Puerto Rico.) 
Aceptado y jurado el cargo y prestada la fianza, si 
el Juez la hubiere exigido, se pondrá en posesion de 
 sus funciones al depositario administrador, entregán-
dole testimonio de su nombramiento, con el V. 0 B.° del 
Juez, y haciéndolo saber á las personas que el mismo 
designe, para que le reconozcan como tal admistrador. 
ARTÍCULO 1181 . 
(Art. 1179 para Cuba y Puerto Rico ) 
El depositario administrador tendrá la representa-
cion del concurso hasta que los síndicos tomen pose-
sion de su cargo. 
Además será de su obligacion y atribuciones: 
1.0 Administrar los bienes del concurso, custodiar- 
los y conservarlos de suerte que no sufran menoscabo. 
2.0 Cobrar los créditos que tuviere á su favor el 
concursado. 
3.0 Proponer al Juez la enajenacion de los bienes 
muebles que no puedan conservarse. 
ARTÍCULO 1182 
(Art. 1180 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para la cobranza de los créditos obtendrá prévia-
mente el depositario la vénia del Juzgado, que se con-
signará, bajo la firma del Juez y del actuario, en los 
títulos de los mismos créditos, si los hubiere, y no ha-
biéndolos, se acreditará con testimonio de la providen-
cia en que se haya concedido la vénia. 
Para lo demas expresado en el artículo anterior, se 
observará lo prevenido para iguales casos en la admi-
nistracion de los ab-intestatos. 
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ARTÍCULO 1183 
(Art. 1181 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los fondos que recaude el administrador del con-
curso, se depositarán sin dilacion á disposicion del Juz-
gado, en el establecimiento público destinado al efecto. 
El Juez, sin embargo, podrá dejar en poder de aquél 
la cantidad que estime indispensable para cubrir 1as 
atenciones del concurso. 
ARTÍCULO 1184 
El Juez podrá señalar al depositario dietas propor-
cionadas á la entidad y circunstancias de los bienes 
confiados á su custodia, y teniendo en cuenta lo que 
podrán importar los derechos de administracion. En 
ningun caso pasarán de 50 rs. diarios. 
En todo caso, el depositario administrador tendrá 
derecho á percibir: 
1. 0 Medio por 100 sobre la cobranza de créditos. 
2.° Uno por 100 sobre el producto liquido de la 
venta de frutos, bienes muebles 6 semovientes que se 
enajenen. 
3.0 Cinco por 100 sobre los productos líquidos de 
administracion, que no procedan de las causas expre-
sadas en los párrafos anteriores. 
Art. 1182 para Cuba y Puerto Rico.—(Al final del primer pdrrato 
de este articulo se dice: «En ningún caso pasarán de 35 pesetas» las 
dietas del depositario; y sin otra variación se reproduce el 1184 de 
la ley de la Peninsula.) 
ARTÍCULO 1185 
(Art. 1183 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cesará el depositario el mismo dia en que los síndi-
cos tomen posesion de su cargo, á quienes hará entrega 
de la administracion y de los bienes puestos bajo su 
custodia. 
II 
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En los quince dias siguientes rendirá cuenta justifi-
cada, correspondiendo su aprobacion al Juzgado con 
audiencia de los síndicos. 
Todo lo que se refiere al nombramiento, posesión, atribuciones, 
retribución, duración del cargo y rendición de cuentas del deposi-
tario administrador de los bienes del concurso, se ordena en estos 
siete artículos, por cuya razón hemos creído conveniente exami-
narlos en un solo comentario. Disposiciones análogas se dictaron 
en los artículos 525, 526, 528, 529 y 530 de la ley de 1855; pero 
ahora se han ampliado supliendo algunas deficiencias notadas en 
la práctica, y dándoles mejor método y más claridad. 
El cargo de depositario administrador en los concursos, aunque 
de corta duración, se impone por la necesidad de atender, hasta que 
sean nombrados los síndicos, al cuidado y conservación de los bie-
nes del deudor, el cual ha de ser privado de ellos desde el momen-
to en que se le declara en concurso. Si no se procuran entorpeci-
mientos en la marcha natural del juicio, dentro del mes siguiente 
al día en que sea firme dicha declaración, debe hacerse el nombra-
miento de los síndicos, y en el mismo día en que éstos tomen po-
sesión de su cargo, debe cesar el depositario: Es, pues, un cargo 
provisional, y á esta consideración responde, sin duda, el que sea 
de libre elección del juez; el que esté relevado de fianza, si éste no 
se la exige; el que se le den dietas, porque podrá ser mucho el 
trabajo y exiguos ó nulos los ingresos de su administración, con lo 
demás que se dispone en estos artículos, separándose de lo que res-
pecto de esos mismos puntos se estableció para la administra-
ción de los abintestatos en los artículos 967, 1009, 1010 y 1033, 
porque son distintos los casos, aunque para lo que son análogas 
una y otra administración, se rigen por unas mismas disposiciones. 
I 
Nombramiento y posesión del depositario.—Ya hemos visto que 
el art. 1173 confiere al juez la facultad de nombrar el depositario, 
encargándole que lo verifique en el mismo auto en que haga la de-
claración de concurso. Es, pues, de libre elección del juez, lo mismo 
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<que su separación, si bien deberá recaer él nombramiento «en per-
sona de crédito, responsabilidad y aptitud», como dice el art. 1179, 
primero de este comentario, y por supuesto que tenga capacidad 
civil para obligarse. Queda también al criterio del juez la aprecia--
ción de esas circunstancias (la de aptitud habrá de ser con relación 
á los bienes de cuya administración se encargue), y si ha de pres-
tar ó no fianza el depositario: no tendrá obligación de prestarla si 
no°se la exige el juez, siendo en tal caso éste responsable de la 
gestión del depositario. Si éste no hubiere sido relevado de fianza, 
deberá prestarla antes de tomar posesión, á satisfacción y bajo la 
responsabilidad del juez, y por consiguiente sin audiencia del deu-
dor, ni de los acreedores, como se deduce de dicho artículo y está 
prevenido en el 967 para un. caso análogo. Al hacer el nombra-
miento deberá el juez consignar que es con relevación do fianza, ó 
fijar la cantidad en que haya de prestarla. 
Hecho el nombramiento de depositario administrador, debe no-
tificarse al elegido para que acepte el cargo y jure desempeñarlo 
bien y fielmente, y pera que preste la fianza si el juez se la hubie-
re exigido; y llenados estos requisitos, se le pondrá en posesión de 
sus funciones, entregandole testimonio de su nombramiento y dán-
dole á reconocer á las pérsonas que el mismo designe, en la forma 
que ordena el art. 1180, cuya disposición es igual en este punto á 
la del 1007, y no puede ofrecer dificultad en la práctica. 
II 
Atribuciones del depositario. —Una declaración importante, no 
consignada en lb. ley anterior, pero admitida por necesidad en la 
práctica, se hace en el art. 1181, cual es la de que «el depositario 
administrador tendrá la representación del concurso hasta que los 
síndicos tomen posesión de su cargo». Por consiguiente, corres-
ponde al depositario, mientras no sea reemplazado por los síndicos, 
representar al concurso en juicio y fuera de él, defendiendo sus de-
rechos y ejercitando las acciones y excepciones que le competan, 
tanto en el mismo juicio universal como en los pleitos que estén 
pendientes contra el deudor, y en los demás que puedan promover-
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este punto tiene el depositario las mismas atribuciones que confiere 
á los síndicos el núm. 1.° del art. 1218. 
Además de dicha representación, se declara que son de la obli-
gación y atribuciones del depositario los tres particulares que se 
determinan en el mismo art. 1181 que estamos comentando, y que 
en este punto concuerda casi literalmente con el 526 de la ley an-
terior. Son las mismas atribuciones que se confieren á los síndicos 
en los núms. 2.°, 3.° y 4.° del art. 1218 antes citado, pero con dier-
tas limitaciones que conviene tener presentes, y que responden al 
carácter provisional y transitorio del cargo de depositario. Dichas 
atribuciones, que á la vez constituyen una obligación según la 
misma ley, dando con esto á entender que es ineludible su cumpli-
miento, son las siguientes: 
1.a «Administrar los bienes del concurso, custodiarlos y con-
servarlos de suerte que no sufran menoscabo.» Recuérdese que se-
gún las reglas 2.° y 3." del art. 1175, han de entregarse al depo-
sitario para su custodia y bajo inventario los frutos recolectados y 
demás bienes muebles y los semovientes, y han de ponerse bajo su 
administración los inmuebles: pues á todos estos bienes se refiere 
la disposición de que tratamos, y no al metálico y efectos públicos, 
porque estos bienes han de depositarse en el establecimiento pú-
blico destinado para ello, ni tampoco á las alhajas cuando, por ha-
ber en la localidad establecimiento público que las admita en 
 de-
pósito, no se entreguen al depositario para su custodia y conser-
vación. No se hace mención de los libros de cuentas y papeles, 
porque, según la regla 4." de dicho artículo, han de conservarse en 
la escribanía ó en la oficina donde se hallen para entregarlos á los 
síndicos, de suerte que no han de entregarse al depositario, y de 
aquí la diferencia entre la atribución de que tratamos y la 2." del 
artículo 1218 relativa á los síndicos. 
En el párrafo segundo del art. 1182 se previene que respecto 
de la administración de los bienes del concurso «se observará lo 
prevenido para iguales casos en la administración de los abintesta-
tos». Véanse, por tanto, los artículos 1016 al 1029 y sus comenta-
rios, cuyas disposiciones son aplicables á la administración de que 
tratamos en los diferentes casos que pueden ocurrir. 
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Opina algún comentarista que la audiencia que según los ar-
ticulos 1017 y 1028 debe darse en los abintestatos á los herederos 
reconocidos para resolver sobre las reparaciones extraordinarias 
que necesiten las fincas, ó sobre autorizar al administrador para 
arrendarlas privadamente cuando en la subasta no se hagan propo-
siciones admisibles, habrá de concederse á los acreedores en los 
concursos. No somos de esta opinión: el depositario administrador 
tiene por la ley la representación del concurso, y promoviéndose á 
su instancia dichos incidentes, sería irregular dar audiencia á los 
acreedores á quienes representa, aparte de las dificultades, dilacio-
nes y gastos á que daría lugar ese trámite, no establecido ni auto-
rizado por la ley en consideración, sin duda, á las razones indica-
das. Sólo en el caso de que algún acreedor se persone voluntaria-
mente para oponerse á la pretensión del administrador, deberá ser 
oído, como sucede en los demás incidentes de los concursos. Será 
más procedente oir verbalmente al concursado, que es la parte con-
traria, y si se hubiere ausentado sin dejar apoderado, al ministerio 
fiscal. Lo mismo habrá de entenderse para la venta de bienes 
muebles, en el caso del núm. 3.° del art. 1181, que luego examina-
remos. 
2.° «Cobrar los créditos que tuviere á su favor el concursado.» 
Esta atribución no es absoluta, como se establece para los síndi-
cos, sino que está subordinada á lo que se ordena en el art. 1182, 
según el cual el depositario ha de obtener previamente la venia 
del juzgado, consignada, bajo la firma del juez y del actuario, en 
el mismo título del crédito, y si no lo hubiere, se acreditará con 
testimonio de la providencia. Sin llenar este requisito, el deposita-
rio no puede exigir, ni sería legítimo el pago de letras, pagarés y 
demás créditos á favor del concursado; pero como tiene la obliga-' 
ción de procurar la cobranza, incurriría en responsabilidad si con 
la anticipación oportuna al vencimiento no acudiese al juzgado 
para que le conceda la venia. Al otorgársela, habrá de prevenírsele 
que realizada la cobranza, consigne sin dilación el metálico á dis-
posición del juzgado en el establecimiento público correspondiente, 
como se previene en el art. 1183. 
3.» «Proponer al juez la enajenación de los bienes muebles 
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que no puedan conservarse.» El depositario tiene la obligación de 
conservar los bienes del concurso, así muebles como inmuebles, 
para entregarlos á los síndicos luego que sean nombrados; pero 
entre los muebles, inçluyendo en ellos los semovientes, puede ha-
ber algunos que no puedan conservarse sin menoscabo, ya por su 
naturaleza, ó bien porque sean de difícil y costosa conservación. 
Respecto solamente de estos bienes, puede y debe el depositario 
proponer al juez la enajenación, como está mandado también para 
los abintestatos en el art. 1030. Para la venta se empleará el pro- 
cedimiento establecido en los artículos 1031 y 1032, según se pre-
viene en el segundo párrafo del 1182, oyéndose en comparecencia 
verbal al concursado ó su representante, y en su ausencia al minis-
terio fiscal por escrito, y no á los acroedoreá, como hemos dicho 
anteriormente. 
4.a Cubrir las atenciones del concurso. Aunque de esta obliga. 
ción, y atribución á la vez, no se hace mención expresa en el ar-
tículo 1181, se da por supuesta en el 1183, al ordenar en su pá-
rrafo segando que de los fondos que recaude el administrador, «el 
juez podrá dejar en poder de aquél la cantidad que estime indis-
pensable para cubrir las atenciones del concurso». Estas atencio-
nes serán: las reparaciones ordinarias de los edificios, el cultivo de 
las fincas rústicas que no estén arrendadas, pago de contribucio-
nes, el de las costas del concurso y de los demás pleitos, y cuantos 
gastos sean indispensables para cubrir las atenciones ordinarias, 
y las extraordinarias que el juez hubiere autorizado, y deban pe-
sar sobre los bienes del concurso, como para los abintestatos está 
prevenido en los artículos 1016, 1017 y 1019. Si los ingresos ordi-
narios no bastasen para cubrir esas atenciones, se sacará, por man-
dato del juez, del dinero depositado la cantidad necesaria. Véanse 
los comentarios de dichos artículos. 
IL1 
Retribución del depositario.—Se determina con claridad y pre
-. 
 cisión en el art. 1184 al que nos remitimos. Como ha de ser de 
corta duración el cargo de depositario, según ya se ha dicho, y debe 
 DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 85 
conservar los bienes bajo su responsabilidad para entregarlos á los 
síndicos, puede suceder que tenga que invertir mucho tiempo y 
trabajo para desempeñar el cargo, y que los emolumentos ó dere-
chos de administración sean nulos ó de escasa importancia: por 
esto se faculta al juez para que, teniendo en cuenta todas esas cir-
cunstancias, pueda señalarle dietas, si las estima necesarias para la 
justa retribución de su trabajo y responsabilidad, pero sin que 
puedan exceder en ningún caso de 50 reales diarios, ó sean 12 pe-
setas 50 céntimos. Y además de las dietas, si se le señalan, pues en 
otro caso no puede cobrarlas, percibirá: el medio por 100 de los 
créditos que cobre con la venia del juzgado; el 1 por 100 del pro-
ducto líquido de la venta de frutos, bienes muebles y semovientes 
que se enajenen, de los que hubiesen sido embargados y no puedan 
conservarse, y el 5 por 100 sobre los productos líquidos de admi-
nistración, que serán de las rentas, frutos y demás que produzcan 
los bienes y derechos del concurso, y cuya recaudación ó cobranza 
sea inherente al cargo de administrador, y haya realizado. No se 
señalan derechos para el depositario sobre los efectos públicos y 
los inmuebles, porque estos bienes han de conservarse para entre-
garlos á los síndicos, y supone la ley que en ningún caso pueden 
venderse á propuesta del depositario. 
iv 
Cesación del depositario y rendición de cuentas.—Según el ar-
tículo 1185, último de este comentario, el depositario administra-
dor del concurso debe cesar en su cargo el mismo día en que los 
síndicos tomen posesión del suyo: desde ese momento terminan 
las funciones de aquél y pasan á éstos la representación y adminis-
tración del concurso. Deben, por consiguiente, hacerse cargo de 
todos los bienes, cuya entrega les hará sin dilación el depositario, 
enterándoles del estado de cobranza de las rentas, si las hubiere, y 
de cuanto pueda conducir al.mejor desempeño de la administración. 
Dicha entrega se hará por inventario, como previene el art. 1228: 
si los síndicos, para evitar gástos, se dan por entregados de los 
bienes que resulten del inventario hecho para ponerlos bajo la cus- 
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todia del depositario, creemos cumplido el objeto y precepto de la 
ley, y bastará consignarlo así en la diligencia de entrega que se 
extenderá en los autos bajo la fe del actuario, consignando tam-
bién la relación de los resguardos de los depósitos hechos, que el 
depositario debe entregar á los síndicos, conforme á la regla 1 a 
del art. 1175. 
Como todo el que administra bienes ajenos, el depositario debe 
rendir cuenta justificada de su administración. El mismo art. 1185 
le señala para ello el término de quince días, á contar desde el si-
guiente al en que hubiere cesado, y declara, para evitar las dudas á 
que se prestaba la ley anterior por su omisión sobre este punto, que 
corresponde al juzgado la aprobación de esas cuentas con audien- . 
cia de los síndicos. Por consiguiente, el depositario presentará sus 
cuentas justificadas al juzgado que le nombró: se dará audiencia á 
los síndicos por el término que el juez estime necesario para su 
examen según la importancia de las cuentas: si no son impugnadas, 
el juez dictará auto aprobándolas, y declarando exento de, respon-
sabilidad al administrador con cancelación ó devolución de la fianza 
si la hubiere prestado; y si fueren impugnadas, se sustanciará . la 
impugnación por los trámites de los incidentes, todo en la forma 
establecida para los abintestatos en los artículos 1013, 1014 y 1015. 
ARTÍCULO 1186 
Para llevar á efecto la acumulacion ordenada en la 
disposicion 3.a del art. 1173, se observará lo siguiente: 
1. 0 Si los autos ejecutivos radicaren en la misma 
escribanía del concurso, el Juez mandará al actuario 
que los acumule al juicio universal, poniendo en ellos 
testimonio de la providencia, y citando al ejecutante 
para que comparezca en este juicio á hacer uso de su 
derecho. 
2.0 Si radicasen en otras escribanfas del mismo 
Juzgado, mandará al actuario que requiera á sus coln-
pañeros con testimonio de la providencia, á fin de que 
le entreguen los autos para acumularlos al concurso, 
citando tambien a los ejecutaf.tes con el objeto ante-
dicho. 
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3. 0 En ámbos casos, si el ejecutante se opusiere á 
la acumulacion, pedirá en los autos ejecutivos, dentro 
de tercero dia, reposicion de la providencia en que se 
haya mandado, y oyendo al depositario-administrador 
del concurso por otros tres dias, para lo cual se le en-
tregarán los autos, resolverá el Juez lo que estime 
procedente, siendo apelable esta resolucion en ámbos 
efectos. 
4.e Si las ejecuciones pendieren en otros Juzgados, 
el Juez remitiendo testimonio del auto de la declara-
cion de concurso y demas que estime necesario, les ofi-
ciará reclamándoles los autos para acumularlos al jui-
cio universal. 
En este caso se procederá en la forma ordenada por 
los artículos 175 y siguientes; y si el Juez requerido 
denegase la acumulacion, se formará pieza separada 
del concurso, con testimonio de lo necesario para los 
procedimientos ulteriores. 
Art. 1185 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pá-
rrafo 1.° es d la disposición 3.a del art. 1171 de esta ley, sin otra 
variación) 
ARTÍCULO 1187 
Serán tambien acumulables á estos juicios las accio-
nes y pleitos expresados en el art. 1003. 
Estas acumulaciones se decretarán en la forma or-
dinaria, á instancia del depositario-administrador 6 de 
los síndicos del concurso. 
Art. 1185 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia delpárrafo 1.° 
,es al art. 1002 de esta ley, sin otra variación.) 
En el art. 161 se estableció la regla general de que deben acu-
mularse al juicio de concurso ó al de quiebra todas las demandas 
que se dirijan contra el caudal sujeto al juicio universal, formula-
das ó incoadas tanto antes como después de la declaración del con-
curso ó de la quiebra: Cualquier demanda, dice dicho artículo en 
su núm. 3. °, comprendiendo por tanto las ejecutivas y las ordina-
rias, en el supuesto de que se hallen en estado de ser acumuladas 
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conforme á las demás disposiciones de esta materia. Pero en 
cuanto al procedimiento para la acumulación, se establece notable 
diferencia entre unas y otras, como resulta de la disposición 3.® 
del art. 1173, y de los dos de este comentario, sin concordantes 
en la ley anterior, dictados para llevar á efecto dicha disposición. 
Según ella, en el auto en que se haga la declaración de concurso 
(y lo mismo ha de entenderse respecto de la de quiebra conforme 
al art. 1319), ha de decretarse la acumulación á estos juicios uni-
versales de las ejecuciones que haya pendientes contra el  concur-
sado en el mismo juzgado ó en otros, sin otra excepción que la es-
tablecida en el art. 166, relativa á las ejecuciones en que sólo se 
persigan los bienes hipotecados. Estas acumulaciones han de de-
cretarse en dicho auto aunque no las haya solicitado la parte que 
promueva el juicio, y para llevarlas á efecto ha de observarse el 
procedimiento que con toda claridad se establece para uno y otro 
caso en el art. 1186 de este comentario y que hemos expuesto ya 
al comentar el 1004 en la pág. 356 y siguientes del tomo 4.° 
Y además de las ejecuciones pendientes, son también acumula-
bles á los juicios de concurso y de quiebra las acciones y pleitos 
expresados en el art. 1003, ya se sigan en el mismo juzgado ya en 
otro. Cuáles sean estos pleitos y acciones, lo hemos explicado en 
el comentario de dicho artículo (véase pág. 351 y siguientes del 
tomo 4.°). Pero téngase presente que estas acumulaciones no pue- 
den decretarse sino después de hecha la declaración de concurso 
ó de quiebra, y sólo á instancia del depositario-administrador ó de 
los síndicos, y por el procedimiento ordinario de las acumulacio-
nes, como se declara en el art. 1187. También hemos explicado 
este procedimiento en el comentario antes citado. 
Sobre esta materia tiene declarado el Tribunal Supremo en 
sentencia de 28 de Febrero de 1885, que la disposición 3.& del ar-
ticulo 1173 de la ley de Enjuiciamiento civil ordena la acumula-
ción á los concursos de los juicios ejecutivos pendientes, pero no 
la de los declarativos en período de ejecución de sentencia, lo cual 
seria contrario á la naturaleza de éstos y á la disposición expresa 
del art. 165 de la misma ley. 
Y en otra, sentencia de 17 de Junio de 1887, se declaró que la 
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pretensión de los síndicos de una quiebra condenados al pago del 
importe de obras contratadas por la empresa quebrada, de que el 
demandante acreedor de aquélla, favorecido por la sentencia, sea 
considerado como cualquiera otro acreedor legítimo y reconocido 
de la empresa, debiendo por lo mismo acudir á la quiebra para que 
en ella sea su crédito reconocido sin discusión y graduado á lo a 
efectos legales, presupone la acumulación al juicio universal de 
quiebra de las diligencias sobre ejecución de la mencionada sen-
tencia; y que aun prescindiendo de otras razones, ea improcedente 
la acumulación en tal estado de cosas, porque á ella se oponen, no 
sólo el precepto general establecido en los artículos 163 y 165, y 
no modificado en los 1003,1187 y 1319 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, de que ha de pedirse antes de la citación para sentencia da-
finitiva, sino á los actos realizados por los síndicos, personándose 
en el pleito después de haber desistido de su primer requerimiento 
para la acumulación, y gestionando su prosecución con separación 
del juicio universal de quiebra, sin haber solicitado la acumulación 
cuando pudieron hacerlo legalmente, siendo por tanto imputable 
á los mismos síndicos la dificultad para realizarla. 
Después de estas declaraciones y de otras análogas del Tribu-
nal Supremo, ajustadas sin duda á la ley de Enjuiciamiento civil 
en los casos especiales á que las mismas se refieren, se ha publicado 
el Código civil, el cual creemos las modifica hasta cierto punto. 
En el tít. 17, libro 4.° de dicho Código, que trata «de la concurren-
cia y prelación de créditos», está el  art. 1921, por el que se ordena 
que, en los concursos de acreedores, «los créditos se clasificarán, 
para su graduación y pago, por el orden y en los términos que en 
este capítulo (el 2.° de dicho título) se establece»; y después de de-
clarar cuáles son los créditos que gozan de preferencia con rela-
ción á determinados bienes del deudor, enumera en el art. 1924 los 
que gozan de preferencia con relación á los demás bienes, colocan-
do en tercer lugar «los créditos que sin privilegio especial consten 
en escritura pública, ypor sentencia firme, si hubieren sido objeto 
de litigio», declarando que «estos créditos tendrán preferencia en-
tre sí por el orden de antigüedad de las fechas de las escrituras y 
de las sentencias.» No vemos posible el cumplimiento de estas  dis- 
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posiciones, sino concurriendo al concurso los créditos declarados 
por sentencia firme, no para su reconocimiento, sino para su gra - 
duación y pago en el lugar que les corresponda con relación á los 
demás créditos. 
Por consiguiente, ahora, lo mismo que antes, no serán acumu-
lables á los concursos, ni á las quiebras, los pleitos ordinarios en 
reclamación de créditos que se hallen en la segunda instancia, ni 
los que estén conclusos para sentencia en la primera, conforme al 
precepto general de los artículos 163 y 165, ya se sigan en el mismo 
juzgado, ya en otro; pero luego que recaiga sentencia firme recono-
ciendo el crédito, deberá el interesado acudir á los autos del con-
curso con testimonio de la misma para que se le gradue y pague en 
el lugar que le corresponda, fuera del caso en que sólo se persigan 
bienes especialmente hipotecados ó pignorados. Si no lo hace así 
insta por la vía de apremio el cumplimiento de la ejecutoria, co-
mo ésta no podrá llevarse á efecto sino con bienes embargados en 
el concurso y sujetos á las resultas del mismo, el juez que conozca 
del juicio universal podrá requerir de inhibición al otro juez, á 
instancia de los síndicos, para que se abstenga de proceder contra 
los bienes del concurso y prevenga al acreedor que acuda ante 
aquél á hacer uso de su derecho, ó que le remita las actuaciones 
practicadas en la vía de apremio ó las que estime necesarias para 
hacer en el concurso la graduación y pago de ese crédito conforme 
A la ley. Este conflicto da lugar á una verdadera cuestión de com-
petencia sobre á quién corresponde ordenar y realizar la venta de 
los bienes embargados por uno y otro juzgado, y conocer de la gra-
duación y pago de ese crédito en concurrencia con los demás acree-
dores del concursado, cuestión que ha de ventilarse y decidirse por 
los trámites establecidos para las de competencia. 
No pueden ocurrir estos conflictos respecto de pleitos ordina-
rios no acumulados, en que se ejerciten acciones reales. Si el fallo 
es favorable al actor, como no se trata del pago de un crédito cuya 
graduación ha de hacerse en el concurso, sino de la reivindicación 
ó entrega de la cosa litigiosa, no existe inconveniente alguno, legal 
ni material, para que ejecute y haga cumplir la sentencia el mismo 
juez que la hubiere dictado. 
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En cuanto á los juicios ejecutivos que se hallen en la vía de 
apremio, téngase presente lo que se ordena en los artículos 167 y 
1256: son acumulables al concurso ó á la quiebra, aunque haya re-
caído sentencia firme de remate y se hallen en la vía de apremio, 
si bien ha de tenerse el crédito por reconocido. 
ARTfCULO 11 88 
Luego que sea firme la declaracion de concurso, si 
éste fuese necesario, mandará el Juez se haga saber al 
concursado que en el término de tercero dia presente 
la relacion de sus acreedores y la memoria prevenidas 
en los números 2. 0 p 3. 0 del art. 1157. 
Art. 1186 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d 
los números 2. ° y 3.° del art. 1155 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1189 
(Art. 1187 de la ley para Cuba y Pueito Rico.) 
El Juez podrá ampliar este término por el tiempo 
que crea indispensable, cuando sea notoria su insufi-
ciencia, átendidas la importancia y circunstancias espe-
ciales del concurso. 
ARTÍCULO 1190 
(Art. 1188 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el concursado no cumpliese lo prevenido en el ar-
tículo anterior dentro del plazo que se le señale, 6 no 
pudiera cumplirlo por haberse ausentado, seguirá el 
juicio adelante, teniéndose en cuenta ese hecho como 
indicio de culpabilidad al hacer la calificacion del 
concurso. 
ARTÍCULO 1191 
Cuando el concursado sea una colectividad 6 compa-
ñía que no se rija por el Código de Comercio, si su di-
rector é gerente no cumple lo prevenido en el art. 1188, 
podrá el Juez nombrar una persona experta para que 
forme el balance general y una memoria de las causas 
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que puedan haber ocasionado la insolvencia de aquélla, 
facilitándole para ello los libros y papeles de la com-
pañía concursada. El Juez fijará el término que estime 
necesario para ello, sin que pueda exceder de treinta 
dias. 
Art. 1189 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1186 
de esta ley, sin otra novedad) 
El primero de estos artículos concuerda con la primera parte 
del 538 de la ley anterior, y se han adicionado los otros tres para 
suplir deficiencias de dicha ley y evitar las dudas y dificultades 
que ocurrían en la práctica. 
Cuando el deudor se presenta en concurso voluntario, no puede 
darse curso á su solicitud si no acompaña á la misma la relación 
de todos sus bienes, el estado 6 relación individual de sus deudas 
y la memoria en que se consignen las causas que hayan motivado 
su presentación en concurso: así lo previene el art. 1157. No sucede 
ni puede suceder lo mismo en el concurso necesario, cuyo procedi-
miento se incoa á instancia de los acreedores, y para este caso se 
ordena en el art. 1188, primero de este comentario, que luego que 
sea firme la declaración de concurso necesario, debe mandar el juez 
al concursado que en el término de tercero día presente la relación 
de sus acreedores y la memoria prevenidas on los números 2.° y 3 
de dicho art. 1157 (véase con su comentario), y no la del núm. 1.0 , 
ó sea la relación de bienes, porque éstos resultarán del embargo 
de todos ellos, que ha de practicarse desde luego. 
Por regla general será suficiente el término de tres días que se 
fija para que el deudor presente la relación y memoria indicadas, 
trabajos que puede y debe tener preparados; pero, podrá suceder 
que por la importancia y circunstancias especiales de algún con-
curso, sea notoria su insuficiencia, y en previsión de este caso, el 
art. 1189 autoriza al juez para ampliar dicho término por el tiempo 
que crea indispensable. Esta ampliación podrá decretarla de oficio 
al señalar el término, 6 á instancia del concursado, si en tiempo 
pide prórroga del primeramente fijado; pero una vez concedida 
esta prórroga ó ampliación, adquiere el término el carácter de im- 
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prorrogable, como comprendido en el núm. 10 del art. 310, en vir-
tud de lo que ordena el 1190. 
Conforme á la ley anterior, se creía indispensable la presenta-
ción de la relación y memoria de que se trata, y se apremiaba para 
ello al concursado, dando lugar á dilaciones y gastos en perjuicio de 
los acreedores. Para evitarlo, se declara ahora en dicho art. 1190, 
que si el concursado no llenase ese requisito en el plazo señalado, 
ó no pudiera cumplirlo por haberse ausentado sin dejar apoderado 
que le represente en el juicio, seguirá éste adelante, si bien se ten-
drá en cuenta ese hecho ú omisión del concursado como indicio de 
su culpabilidad al hacer la calificación del concurso, conforme al 
art. 1295 y siguientes. La providencia acordando que sigan los au-
tos su curso á pesar de no haberse presentado la relación y memo-
ria indicadas, habrá de dictarse á instancia del depositario admi-
nistrador, á quien corresponde en este estado la representación del 
concurso. 
El procedimiento expuesto se modifica algún tanto por el ar-
tículo 1191, último de este comentario, para el caso en que el con-
cursado sea una colectividad, asociación ó compañía, quo se rija 
por el Código civil, y no por el de Comercio, pues rigiéndose por 
éste habría de aplicarse el procedimiento establecido para las 
quiebras mercantiles. En tales casos, el director, gerente ó repre-
sentante de la sociedad concursada, está obligado á cumplir lo pre-
venido en el art. 1188 presentando la relación de acreedores y la 
memoria antes indicadas. Pero puede suceder que no lo cumpla por 
negligencia, por malicia ó por ausencia, y como no sería justo, por 
una parte, que recayera sobre la colectividad la presunción ó in-
dicio de culpabilidad de que habla el art. 1190, y por otra, podrá 
ser conveniente depurar la conducta de los que hayan intervenido 
en la gestión de aquella compañía por si hubieren incurrido en la 
responsabilidad criminal ó civil á que se refieren los artículos 1301 
y 1302, se faculta al juez para nombrar una persona experta que 
forme el balance general y una memoria de las causas que puedan 
haber ocasionado la insolvencia de aquélla. Podrá nombrar, dice la 
ley, dèjándolo por consiguiente al prudente criterio del juez para 
que proceda según las circunstancias de cada caso. Si se trata, por 
1 
• 
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ejemplo, de un circulo literario ó de recreo que no puede cubrir 
sus compromisos por no haberse reunido el número de socios nece-
sario para cubrir sus gastos, sería inútil aquella investigación, y 
con las dilaciones y gastos de la misma se agravaría la situación de 
los acreedores: por esto la ley lo deja á la prudencia del juez, el 
cual podrá acordar que siga el juicio su curso, ó el nombramiento 
de dicha persona experta para que forme el balance y la memoria. 
Si la nombra, acordará á la vez que se le faciliten los libros y pa-
peles de la compañía concursada, y le fijará el término que estime 
necesario para evacuar su cometido, sin que pueda exceder de 30 
días, hasta cuyo máximum podrá prorrogarlo. 
ARTÍCULO 1192 
(Art. 1190 de in ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el concursado se ausentase del lugar del juicio sin 
dejar persona con poder bastante para que le repre-
sente en el concurso, se le llamará por edictos en la 
forma prevenida en el art. 269, para que dentro de 
nueve dial se persone en el juicio por medio de procu-
rador, y si no lo verifica, será declarado en rebeldía, 
practicándose lo que ordena el art. 281. 
Por no hallarse previsto este caso en la ley anterior, ocurrían 
con frecuencia dudas y dificultades para hacer al concursado las 
notificaciones y citaciones necesarias, cuando se ausentaba del lugar 
del juicio, teniendo que emplear el medio de exhortos si era cono-
cida su residencia, ó el de edictos en los periódicos oficiales cuando 
se ignoraba su paradero; y como esto había que repetirlo para cada 
notificación, se ocasionaban muchas dilaciones y gastos. Para evi-
tarlos, se ordena por el presente artículo que siempre que el con-
cursado se ausente del lugar del juicio sin dejar persona con poder 
bastante para que le represente en el concurso, se le llamará por 
edictos para que dentro de nueve días se persone en el juicio por 
medio de procurador, bajo apercibimiento de declararlo en re-
beldía. Este edicto se fijará en el sitio público de costumbre y se 
publicará en los periódicos oficiales conforme á lo prevenido en el 
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artículo 269. Y transcurridos los nueve días sin haberse personado 
en forma, se le declara en rebeldía, haciéndole en los estrados del 
juzgado todas las notificaciones y citaciones, sin volver á practicar 
diligencia alguna en su busca, como se ordena en el art. 281. Todas 
estas diligencias habrán de practicarse á instancia del depositario 
6 de los síndicos. 
Podrá suceder que sea temporal la ausencia del concursado, 6 
que conste el lugar á donde ha trasladado su domicilio ó residen-
cia: esto no obsta para declararlo en rebeldía con todas sus conse-
cuencias legales: basta para ello el hecho de haberse ausentado del 
lugar del juicio sin dejar persona con poder bastante para que le 
represente en el concurso, como dice la ley. La ausencia se justifi-
cará con la diligencia en busca que debe consignar el actuario 
cuando tenga que hacerle alguna notificación ó por cualquier otro 
medio legal. Y aunque después regrese el concursado al lugar del 
juicio, será considerado en rebeldía mientras no se persone en los 
autos por medio de procurador. En cualquier estado del juicio en 
que comparezca en esta forma, se le tendrá por parte para las ac-
tuaciones sucesivas, sin retroceder nunca en el procedimiento, como 
se previene en el art. 766. 
SECCIÓN CUARTA 
DE LA CITACION DE LOS ACREEDORES Y NOMBRAMIENTO 
DE SÍNDICOS 
ARTÍCULO 1193 
(Art. 1191 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Sin perjuicio de continuar ejecutando las diligencias 
ordenadas en la seccion anterior, luego que sea firme 
la declaracion de concurso, el Juez mandará publicarla 
por medio de edictos con la prevencion de que nadie 
haga pagos al concursado, bajo pena de tenerlos por 
ilegítimos, debiendo hacerlos al depositario, 6 á loa 
síndicos luego que estén nombrados. 
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ARTÍCULO 1194 
(Art. 1192 para Cuba y Puerto Rico.) 
Al mismo tiempo acordará citar á los acreedores por 
los mismos edictos, á fin de que se presenten en el jui-
cio con los títulos justificativos de sus créditos, y con-
vocarlos á junta general para el nombramiento de sín-
dicos en el dia, hora y sitio que el Juez señale. 
ARTÍCULO 1195 
(Art. 1193 para Cuba y Puerto Rico.) 
Entre la. convocatoria y la celebracion de la junta 
deberán mediar veinte dias cuando menos, á contar 
desde la publicacion de los edictos, sin que puedan ex-
ceder de cuarenta. 
ARTÍCULO 1 . 196 
El Juez fijará el dia para la celebracion de la junta, 
teniendo en consideracion el número y residencia de 
los acreedores, de suerte que todos los que se hallen 
en la Península é Islas adyacentes tengan tiempo para 
Concurrir á la junta 6 dar poder á persona que los re-
presente. 
Art. 1191 para Cuba y Puerto Rico.—(En lugar de las palabras  que 
 se hallen en la Peninsula é Islas adyacentes», se dice:  que se ha-
llen en el, territorio respectivo de cada una de las islas de Cuba ó 
Puerto Rico», sin otra variación.) 
ARTICULO 1197 
Los edictos á que se refieren el art. 1193 y siguien-
te, se publicarán y fijarán en los sitios de costumbre 
del lugar del juicio Ÿ del domicilio del concursado, é insertarán en el Diario de Avisos, si .lo hubiere, y en el 
Boletín oficial de la provincia, y tambien en la Gaceta 
de Madrid cuando el Juez lo estime conveniente, aten-
didas la importancia y circunstancias del concurso. 
Art. 1195 para Cuba y Puerto Rico.—(La diferencia entre este ar-
ticulo y su correlativo 1197 de la Península, consiste en que la re- 
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ferencia es al art. 1191 de esta ley, y respecto de la publicación de 
los edictos, se dice que se «insertarán en los Boletines oficiales de las 
provincias, donde los hubiere, y en la Gaceta del Gobierno gene-
ral, como también en la de Madrid, cuando el Juez lo estime», etc.) 
ARTÍCULO 1198 
(Art. 1196 para Cuba y Puerto Rico.) 
Sin perjuicio del llamamiento por edictos, serán ci-
tados personalmente por cédula todos los acreedores 
cuyos domicilios sean conocidos, comprendidos en la 
relacion presentada por el concursado, expidiéndose 
al efecto las cartas-órdenes y exhortos que sean nece-
sarios. 
Si se comparan estos seis artículos y los que siguen hasta 
el 1209 con los 538, 539 y 540 de la ley de 1855, únicos que en 
ella se consagraron á la citación y convocación de los acreedores, 
se notarán las importantes modificaciones que se han hecho en este 
procedimiento, encaminadas á evitar dilaciones, abusos y gastos, y 
á encauzarlo, uniformando la práctica, con reglas tan claras, pre-
cisas y concretas, que basta atenerse al texto de la ley sin necesi-
dad de otras explicaciones, pues todo está previsto en ella con 
buen sentido práctico. 
En la sección anterior se han determinado las diligencias que 
han de practicarse como consiguientes á la declaración de concurso, 
las unas, que han de llevarse á efecto desde luego, como preventi-
vas y de carácter urgente, cuales son el embargo y depósito de los 
bienes del concursado y la acumulación de los juicios ejecutivos 
pendientes; y las otras, que no deben practicarse hasta que sea 
firme dicha declaración. Aquéllas han de llevarse á efecto en todo 
caso, sin suspenderlas por ningún motivo, y it ellas se refiere el ar- 
ticulo 1193, primero de este comentario, al prevenir que «sin per-
juicio de continuar ejecutando las diligencias ordenadas en la sec-
ción anterior», se llevará á efecto lo demás que ordena. Esas dili-
gencias no son ni pueden ser otras que las indicadas del embargo 
y depósito de los bienes y acumulación: cualesquiera que sean los 
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incidentes que ocurran en el juicio, han de llevarse á efecto dichas. 
diligencias hasta su terminación, formándose para ello las piezas 
separadas que sean necesarias, cuando puedan servirles de emba-
razo las actuaciones de la pieza principal. 
Sin perjuicio, pues, de continuar dichas diligencias, y luego que 
sea firme la declaración de concurso, y se hayan presentado en su 
caso la relación y memoria que previene el art. 1188, ó que pase 
el término fijado al concursado para presentarlas sin haberlo cum-
plido, el juez dictará providencia á instancia del depositario, man-
dando publicar por medio de edictos la declaración de concurso, 
«con la prevención de que nadie haga pagos al concursado, bajo 
pena de tenerlos por ilegítimos, debiendo hacerlos al deposita-
rio,—si hubiere obtenido la venia del juzgado, conforme al ar-
tículo 1188,-6 á los síndicos, luego que sean nombrados». Esta 
prevención, no ordenada en la ley anterior, es la consecuencia le-
gal de aquella declaración, en cuya virtud queda el deudor inca-
pacitado para la administración de sus bienes, según el art. 1161 
y lo expuesto en su comentario. 
A la vez y en una misma providencia debe acordar el juez que -
por los mismos edictos se cite á los acreedores para que se presen-
ten en el juicio con los títulos justificativos de sus créditos, y se 
les convoque á junta general para el nombramiento de síndicos,
. 
fijando el día, hora y sitio en que ésta haya de celebrarse. Por .la 
ley de 1855, primero se llamaba á los acreedores por medio de 
edictos para que dentro de veinte días se presentasen con los títu 
los de sus créditos, y pasado ese término se les convoca á junta ge-
neral para el nombramiento de síndicos con nuevos edictos y 
 cita-
ciones personales, y por un término que no había de bajar de veinte 
días sin limitación en el máximum. Este procedimiento largo y dis-
pendioso ha sido reformado del modo antes indicado, sin que pueda 
ofrecer inconveniente en la práctica ni confusión en las actuaciones.
. 
Entre la convocatoria y la celebración de la junta han de me-
diar de veinte á cuarenta días, á contar desde la publicación de los 
edictos, fuera del caso extraordinario á que se refiere el art. 1205,. 
en el que podrá ampliarse dicho plazo; y como debe el juez, al acor-
dar la convocatoria, fijar el día, hora y sitio en que haya de cele 
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brarse la junta, tendrá para ello en consideración, no sólo la índole 
de los créditos y el número y residencia de los acreedores, de suerte 
que puedan concurrir por sí ó por apoderado todos los que se ha-
llen en la Península é islas adyacentes, como previene el art. 1190, 
sino también el tiempo que racionalmente será necesario para la 
inserción de los edictos en los periódicos en que hayan de publi-
carse. 
Podrá suceder que los acreedores más importantes residan en 
el extranjero ó en Ultramar, y algún comentarista tacha de injusta 
á la ley porque no les concede el tiempo necesario para que pue-
dan concurrir á dicha junta. Nos parece infundada esta censura. 
Con los medios de comunicación que hoy existen y su rapidez, esos 
acreedores pueden tener noticia del concurso ó de la quiebra al día 
siguiente de su publicación, y podrán concurrir á la junta, si les 
conviene, los que residan en Europa y en algunos puntos de Africa 
y América. Aparte de esto, como el objeto de esa junta es sólo el 
nombramiento de síndicos, no les perjudica su falta de asistencia, 
y en todo caso siempre les queda á salvo su derecho para pedir 
después el reconocimiento de su crédito y su graduación y pago en 
el lugar que corresponda, como puede verse en los artículos 1283 
y 1284. Todo está previsto en la ley, de suerte que á nadie se 
priva de su derecho, y la ampliación del término con el objeto in-
dicado daría ocasión á dilaciones y gastos en perjuicio de la masa 
general de acreedores. Estas y otras consideraciones justifican cum-
plidamente la disposición del art. 1196, igual en este punto á lo 
que ya estableció el Código de Comercio de 1829 en su art. 1062 
para las quiebras, reproducido en la ley de 30 de Julio de 1878. 
La citación ha de hacerse personalmente, por medio de cédula, 
conforme á los artículos 271 y 272 y en su caso al 266, á todos los 
acreedores cuyos domicilios sean conocidos, cualquiera que sea el 
punto en que lo tengan del reino ó del extranjero, que se hallen 
comprendidos en la relación presentada por el concursado, y caso 
de no haberla presentado, á los que hubieren promovido el juicio, 
y á los demás que de los autos resulte ser acreedores legítimos, ex-
pidiéndose al efecto las cartas-órdenes y exhortos que sean necesa-
rios. Así creemos debe entenderse el art. 1198. Y en general á to- 
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dos, inclusos los comprendidos en dicha relación sin designación 
de su domicilio, lo mismo que á los ignorados, se les citará por 
medio de edictos para los dos fines expresados en el art. 1194, cu-
yos edictos se publicarán y fijarán en la forma que ordena el 1197, 
á cuyo texto nos remitimos. 
ARTÍCULO 1199 
(Art. 1197 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El concursado será citado tambien por cédula para 
esta primera junta y para las demas que se celebren 
durante el juicio, á fin de que pueda concurrir á ellas 
por sí 6 por medio de apoderado, si le conviniere. 
Aunque el concursado hace cesión de sus bienes á favor de sus 
acreedores, no deja por eso de tener interés en el juicio, y es justo 
darle la intervención en él que le concede la ley. Aunque no ha 
de tomar parte en las votaciones, su presencia en las juntas de 
acreedores podrá ser conveniente y hasta necesaria en algún caso, 
para dar explicaciones sobre asuntos que sólo él podrá conocer á 
fondo. Por estas y otras consideraciones, es indiscutible la justicia 
con que se ordena en el presente artículo, sin cdncordante en la 
ley anterior, que sea citado el concursado, tanto para la primera 
junta en que han de ser nombrados los síndicos, como para todas 
las demás que se celebren durante el juicio, á fin de que pueda con-
currir á ellas por sí ó por medio de apoderado, si le conviniere. No 
es, pues, obligatoria, sino voluntaria su asistencia. La citación se 
hará al concursado por medio de cédula, como está prevenido para 
todas las citaciones, en su domicilio, entregándosela el actuario 
personalmente ó dejándola en él á la primera diligencia en busca 
sin ser habido; ó en los estrados del juzgado, en la forma que pre-
viene el art. 282, si estuviere declarado en rebeldía conforme 
al 1192. 
ARTÍCULO 1200 
(Art. 1193 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La presentation de los acreedores en el juicio con 
los títulos de sus créditos se hará por comparecencia 
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ante el actuario, ó por medio de escrito, á election del 
interesado. 
ARTÍCULO 1201 
(Art. 1199 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la presentacion fuere por comparecencia, se  ex-
tenderá en los autos la oportuna diligencia para hacerlo 
constar, consignando en ella el nombre, apellidos, es-
tado, profesion y domicilio del acreedor, las señas de 
su habitacion, la naturaleza del documento, su fecha, y 
en su caso el notarié que lo hubiese autorizado, y el 
importe líquido del crédito que se reclame, expresando 
además el interesado si tiene á su favor prenda ú otra 
garantía en su poder, 6 en el de un'tercero. Esta dili-
gencia será firmada por el acreedor, y si no supiere, 
por un testigo á su rùego, y por el actuario. 
ARTÍCULO 1202 
(Art. 1200 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la presentacion se haga por escrito, se con-
signarán en él los mismos particulares ántes expresa-
dos, extendiéndolo en el papel sellado que corresponda, 
y firmándolo el interesado, ú otro á su ruego si no su-
piere. 
Si el acreedor compareciere por medio de apoderado, 
se unirá el poder á los autos con los títulos del crédito. 
ARTÍCULO 1203 
(Art. 1201 para Cuba y Puerto Rico.) 
El actuario dará recibo de los títulos de crédito que 
se presenten, aunque no lo exija el interesado, consig-
nándolo en la misma comparecencia 6 en la nota de 
presentación del escrito. 
ARTÍCULO 1204 
(Art. 1202 para Cuba y Puerto Rico.) 
Con los títulos de los créditos y las comparecencias 
ó escritos de su presentacion se formará un ramo sepa- 
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rado, al que se agregarán aquellos por el órden en que 
se presenten, y por el mismo 6rden serán numerados 
los acreedores. 
En estos cinco artículos, sin concordantes en la ley anterior, se 
determina la forma en que los acreedores han de presentarse en el 
concurso con los títulos de sus créditos, en virtud de la citación 
que á este fin se les habrá hecho conforme al art. 1194. Para evitar-
les gastos, se les permite hacerlo por medio de comparecencia ante 
el actuario ó por medio de escrito, á su elección, sin necesidad en 
este caso de valerse de procurador ni de letrado. Todo está ordena-
do con tal claridad y precisión en estos artículos, que basta atenerse 
á su texto. Sólo indicaremos ser indispensable que cada acreedor 
presente, además de su cédula personal, un título ó documento del 
que resulte ser tal acreedor, pues sin este requisito no puede ser 
admitido, ya lo verifique por comparecencia ó por escrito; pero 
sin que el actuario ni el juez tengan facultad para calificar la 
validez ó legitimidad y eficacia del título: esto vendrá después, 
cuando se trate del reconocimiento de los créditos. 
ARTÍCULO 1205 
(Art. 1203 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En casos extraordinarios en que por ser muy consi-
derable el número de acreedores, 6 por la índole de los 
créditos, se presuma racionalmente que no será posible 
ejecutar lo que se previene en los artículos anteriores, 
dentro del plazo de los cuarenta dias fijado en el 1195 
para la celebracion de la junta, podrá el Juez ampliar 
este plazo por el tiempo que juzgue necesario. 
No discutiremos si este artículo estaría mejor colocado á con-
tinuación del 1195, por ser una excepción de la regla general que 
en él se establece; pero como esta excepción ha de fundarse en la 
imposibilidad de ejecutar dentro del término ordinario de los cua-
renta días lo que se previene en los artículos 1200 al 1204, 
 . no es 
irregular haberlo colocado á continuación de éstos. De todos mo- 
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los es claro su precepto, y no puede ocurrir duda en cuanto á su 
aplicación en el caso extraordinario á que se refiere. 
Puede suceder, y ha ocurrido ya, declararse en concurso una 
sociedad que no se regía por el Código de Comercio, con centena-
res de acreedores y multitud de títulos, siendo, por tanto, imposi-
ble extender las comparecencias de todos ellos con los requisitos 
-que exige el art. 1201, y dar á cada uno el recibo de los títulos de 
su crédito, dentro de los cuarenta días, á contar desde la publica-
ción de los edictos, que como máximum concede el 1195, y de los 
.cuáles hay que descontar las cuarenta y ocho horas á que se refiere 
el 1206. En previsión de este caso, que aunque no sea frecuente, 
tampoco es imaginario ni inverosímil, puesto que ya ha ocurrido, 
faculta la ley al juez por el artículo que estamos examinando, para 
que, cuando presuma racionalmente que no será posible ejecutar lo 
'que se previene en los artículos anteriores dentro del plazo de los 
cuarenta días, pueda ampliar este plazo por el término que juzgue 
necesario. Claro es que no ha de hacerlo arbitrariamente, sino 
tan sólo en el caso raro y extraordinario á que la ley se refiere, y 
cuando resulte- de los mismos autos la necesidad de ampliar el 
término. 
Nótese que dice la ley que podrá el juez ampliar el plazo, y 
no que podrá prorrogarlo, deduciéndose de haber empleado aquel 
verbo y no éste, que la ampliación del plazo ha de hacerse al fijar 
el día para la celebración de la junta de acreedores: si se hiciere 
después, sería una prórroga del término, para lo cual no autoriza 
la ley. Después de citados los acreedores y de convocados para un 
^día determinado, no puede variarse este día, ni podría llevarse á 
efecto la prórroga sin hacer nuevas citaciones personales y por 
edictos, con el aumento de dilaciones y gastos consiguientes, que 
es precisamente lo que la ley se ha propuesto evitar. 
ARTÍCULO 1206 
(Art. 1201 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuarenta y ocho horas antes de la señalada para la 
çelebracion de la junta, se cerrará la presentation de 
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acreedores para el efecto de concurrir á ella, y tomar 
parte en la eleccion de los síndicos. 
Los que se presentaren despues, deberán hacerlo 
por escrito, y serán admitidos para los efectos ulterio-
res del juicio. 
ARTÍCULO 1207 
(Art. 1205 para Cuba y Puerto Rico.) 
El actuario, á medida que se vayan presentando los 
acreedores con los títulos de sus créditos, formará un 
estado ó relacion individual de ellos, que deberá tener 
concluido para el acto de la junta. 
ARTÍCULO 1208 
(Art. 1206 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dicha relacion comprenderá los nombres y apellidos 
de los acreedores y el importe de los créditos que cada 
uno reclame, con el número de órden de su presenta-
cion y el fólio de los autos donde se hallen los docu-
mentos respectivos, é indicacion además de si, cada 
uno, está 6 no incluido en la relacion presentada por 
el concursado. 
Con estos tres artículos se cierran las diligencias preparatorias 
para la primera junta de acreedores. Preciso es conceder al actua-
rio el tiempo necesario para que termine el estado ó relación indi-
vidual de los acreedores, con los requisitos que determina el ar-
tículo 1208, pues aunque debe formar esa relación á medida que 
éstos se vayan presentando, tendrá que completarla con los  que 
comparezcan á última hora y comprobarla para asegurarse de su 
exactitud, y tenerlo todo preparado para que pueda celebrarse la 
junta sin confusión ni entorpecimientos. A este fin se ordena que 
se cierre la presentación de acreedores cuarenta y ocho horas an-
tes de la señalada para la celebración de la junta, pero sólo para 
el efecto de concurrir ella y tomar parte en la elección de los sín-
dicos, y sin que por esto pierdan su derecho para reclamar el reco-
nocimiento, graduación y pago de sus créditos. Los que se presen-
ten después, deberán hacerlo por escrito y no por comparecencia, 
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y serán admitidos para los efectos ulteriores del juicio, como lo de-
clara también el mismo art. 1206, de suerte que por esa morosidad 
sólo se les priva de tomar parte en la elección de síndicos. 
También la ley anterior, en el párrafo 2.° de su art. 541,or-
denó que sólo pudieran concurrir á la junta para el nombramiento 
de síndicos los acreedores que hubieren presentado los títulos de 
sus créditos; pero añadía: ó que los presenten en el acto; y como con 
raras excepciones todos esperaban á presentarlos en el acto, no 
podía terminarse la junta en el mismo día cuando eran muchos los 
acreedores, por el tiempo que se invertía en formar la relación y 
examinar los títulos, con molestias y perjuicios para todos los que 
tenían necesidad de concurrir. Estos inconvenientes se han salvado 
con la disposición del art. 120G, expuesta anteriormente. 
En los otros dos artículos de este comentario se determina 
cuándo ha de formar el actuario la relación individual de los acree-
dores y los datos que ha de comprender: véanse dichos artículos, 
pues no necesitan de ninguna explicación. 
ARTÍCULO 1209 
Lo dispuesto en el art. 1137 será aplicable á la junta 
para el nombramiento de síndicos y á las demás que se 
celebren en estos juicios. 
Art. 1207 de la ley para Cuba y Puerto Rieo.—(La referencia es al 
artículo 1135 de esta ley, sin otra variación.) 
Tanto en la junta para el nombramiento de síndicos como en 
todas las demás que se celebren en estos juicios, los acreedores 
pueden comparecer por sí mismos, ó conferir su representación á 
otra persona que tenga capacidad legal para ser mandatario, por 
medio de poder especial, que debe presentarse en el acto para que 
se una á los autos, si no obrase ya en ellos. Una misma persona 
puede llevar la representación de dos ó más acreedores, pero aqué-
lla sólo tendrá en la junta un voto personal, si bien se tomarán en 
cuenta todos los créditos que represente para formar la mayoría 
de cantidad. Esto es lo que ordena el presente artículo en su refe-
rencia al 1137. 
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ARTfCULO 1210 
(Art. 1208 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para todo concurso se nombrarán tres síndicos, sin 
que se pueda disminuir ni aumentar este número. 
Exceptúase el caso, en que todos los acreedores con-
currentes á la junta convengan en nombrar uno 6 dos' 
síndicos y hagan la eleccion precisamente por unani-
midad. 
ARTÍCULO 1211 
(Art. 1209 para Cuba y Puerto Rico.) 
Fuera de este caso, la eleccion de los tres síndicos 
se hará en dos votaciones nominales por los acreedores 
que concurran á la junta, cualquiera que sea su nú-
mero y el pasivo que representen. 
ARTfCULO 1212 
(Art. 1210 para Cuba y Puerto Rico.) 
El nombramiento del primero y segundo síndico se 
verificará en una misma votacion, quedando elegidos 
los dos que hubieren obtenido á su favor la mayor 
suma del capital 6 del pasivo, cualquiera que sea el 
.número de los votantes que la representen. 
Si resultaren más de dos por igual suma de capital, 
se dará la preferencia al que hubiere obtenido mayor 
número de votos; y si tambien fuere igual el número 
de votos, se tendrá pyr elegido el que designe la suerte 
catre los que se hallen en este caso. 
ARTfCULO 1213 
(Art. 1211 para Cuba y Puerto Rico.) 
En la votación del tercer síndico, no tomarán parte 
los acreedores que con sus votos hubieren formado la 
mayoría del capital que sirvió para el nombramiento 
de los dos primeros. Se verificará esta segunda vota-
ción sólo por los acreedores restantes, y quedará ele- 
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gido sindico aquel que hubiere obtenido mayor número 
de votos. 
Si resultaren dos 6 más con igual número de votos, 
será síndico tercero el que de ellos hubiere obtenido á 
su favor mayor suma del capital; y si tambien ésta 
fuere igual, se procederá al sorteo de los que se hallen 
en el mismo caso, y quedará elegido el que designe la 
suerte. 
Se determina en estos cuatro artículos el número de síndicos 
que ha de haber en cada concurso y la forma de su elección, mo-
dificando esencialmente lo que sobre estos puntos ordenó la ley 
anterior en sus artículos 541 y 543, y aceptando el nuevo sistema 
establecido para las quiebras por la ley de 30 de Julio de 1878 
publicada cuando la Comisión de Codificación se ocupaba en esta 
reforma, por lo cual y por estimar justa y conveniente la represen : 
 tación que por ella se daba á las minorías y de que antes carecían, 
se creyó que debía ser aceptada y refundida en la nueva ley sin 
modificación alguna. 
Según la ley de 1855, en cada concurso se nombraban dos sín-
dicos, pudiendo aumentarse este número al de tres por acuerdo de 
dos terceras partes de los acreedores concurrentes á la junta, lo 
cual exigía una votación previa. Y se verificaba la elección de todos 
ellos en una sola votación por mayoría de votos y cantidades, ne-
cesitándose para formar acuerdo los votos conformes de dos terce-
ras partes de los concurrentes, y que representasen tres quintos 
del total .pasivo del concurso; circunstancias que rara vez podían 
reunirse, siendo necesaria una segunda votación, en la que se es-
taba al resultado de las dos mayorías relativas, de suerte que, en 
todo caso, las minorías tanto de votos como de cantidades queda-
ban sin representación en el concurso. 
Según la ley actual (art. 1210), para todo concurso han de 
nombrarse precisamente tres síndicos, ni más ni menos, á fin de 
evitar empates y las dificultades de las discordias. Únicamente «se 
exceptúa el caso en que todos los acreedores concurrentes á la 
junta convengan en nombrar uno ó dos síndicos y hagan la elección 
precisamente por unanimidad», de suerte que han de estar todos 
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conformes, no sólo en cuanto al número de síndicos, si han de ser 
uno ó dos, sino también respecto de la persona ó personas que ha-
yan de desempeñar el cargo. Esta uniformidad podrán manifestarla 
por aclamación, ó en votación nominal, á propuesta de uno ó más 
acreedores, formulando el juez la pregunta para que contesten si ó 
2Io. Bastará la contestación negativa de un sólo acreedor, ó quo 
manifieste su discrepancia antes de procederse á la votación, ya se 
refiera al número, ya Alas personas, para que sea inevitable la elec-
ción de los. tres síndicos en la forma que establece la ley. Esa ex-
cepción es de utilidad y conveniencia, y de fácil aplicación á los 
concursos de poca importancia, y justa en todo caso, puesto que se 
respeta la voluntad de los acreedores, que son los únicos interesa-
dos en la elección de los síndicos, á quienes confieren su represen-
tación. Por esta razón creemos conforme al espíritu de la ley y á 
los principios generales del derecho, que si todos los acreedores 
concurrentes á la junta convienen por unanimidad en nombrar tres 
síndicos (nunca pueden pasar de este número) y en la designación 
de las personas que hayan de desempeñar el cargo, debe estarse á 
ese acuerdo, sin sujetar la elección á las dos votaciones que pre-
viene, para cuando no hay conformidad, el art. 1211. 
Ordena este artículo que, fuera de los casos de conformidad ab-
soluta antes indicados, «la elección de los tres síndicos se hará en 
dos votaciones nominales por los acreedores que concurran á la 
junta, cualquiera que sea su número y el pasivo que representen.» 
La ley anterior exigía para la mayoría de cantidad las tres quintas 
partes del total pasivo del concurso, lo cual era un embarazo, por-
que rara vez podía reunirse esa mayoría: esto ha sido modificado, 
de acuerdo con la ley antes citada de 30 de Julio de 1878, previ- 
siéndose que se proceda á la votación, en la forma que luego ve-
remos; cualquiera que sea el número de acreedores concurrentes á 
la junta y el pasivo que representen. No se olvide que sólo pueden 
tomar parte en esta votación los acreedores que hubieren presen-
tado los títulos de sus créditos cuarenta y ocho horas antes de la 
señalada para la celebración de la junta. (art. 1206). 
En la primera votación ha de hacerse conjuntamente la elección 
de los síndicos primero y segundo, designando cada elector dos 
• 
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nombres para dicho cargo: podrá limitarse á designar uno, pero no  
debe permitírsele que designe más de dos. Como la votación es  no-
minal y pública, el actuario tomará con exactitud nota del nombre 
 
de cada acreedor, según vayan votando, y de las personas que elija 
 ó designe para síndicos. Concluida la votación, leerá en alta voz la 
lista ó nota que haya formado, para satisfacción de los concurren-
tes y poder rectificar cualquier equivocación que se hubiese pade-
cido, y en seguida procederá el juez á hacer el escrutinio, del que  
resultará quiénes son los elegidos para síndicos primero y segundo, 
 
en el caso de ser más de dos los candidatos.  
Según el art. 1212, quedarán elegidos los dos que hubieren ob-
tenido á su favor la mayor suma del capital ó del pasivo, no con  
mayoría absoluta ni con relación al total del concurso, sino al que  
representen los votantes y por mayoría relativa. En el caso de em-
pate, por haber obtenido más de dos igual suma del capital, ha d e . 
darse la preferencia al que hubiere obtenido mayor número de  
votos; y si también fuese igual el número de votos, se practicari . 
un sorteo entre los que se hallen en este caso, y se tendrá por ele-
gido el que designe la suerte.  
Del escrutinio han de resultar dichos datos, y para ello será 
 
preciso formar una relación nominal de los votos que hubiere ob-
tenido cada candidato, con expresión del pasivo que represente 
 
cada uno de los votantes, según la relación formada por el actua- 
 
rio, conforme al art. 1208, sacando al margen las cantidades en gua- 
 
rismos para facilitar la suma, de la cual ha de resultar el pasiva 
 
que representen los votos de cada candidato. Hecha esta opera-
ción, el juez proclamará síndico primero al que hubiere obtenido 
 
á su favor la mayoría relativa de cantidad, cualquiera que sea el  
número de votantes, y síndico segundo al que le siga en dicha ma-
yoría. Si resultaren dos elegidos por igual suma del capital, que 
 
constituya la mayoría relativa, ellos serán los síndicos, siendo acci-
dental la denominación de primero ó de segundo , que podrán adop-
tar por el orden en que los hayan designado los votantes. Si fue-
ren más de dos los que se hallen en dicho caso, so dará la prefe-
rencia al que hubiere obtenido mayor número de votos personales,  
y lo mismo cuando concurra aquella circunstancia en dos designa- 
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dos para síndico segundo; y si también fuere igual el número de 
votos, se tendrá por elegido el que designe la suerte entre los que 
se hallen en el mismo caso. Están, pues, previstos cuantos casos 
puedan ocurrir, de suerte que no ha de haber más de una votación 
para la elección de los dos síndicos primeros. 
Hecho el escrutinio de la primera votación y proclamados los 
que resulten síndicos primero y segundo, ha de procederse acto 
continuo á la segunda votación para la elección del síndico tercero. 
Esta votación ha de ser nominal y pública, como la anterior; pero, 
según el art. 1213, último de este comentario, no pueden tomar 
parte en ella los acreedores que con sus votos hubieren formado la 
mayoría del capital que sirvió para el nombramiento de los dos pri-
meros. Cuáles sean los acreedores que se hallen en este caso resul-
tará de las relaciones formadas para el escrutinio de la primera 
votación: ninguno de los que hayan dado su voto á favor de cual-
quiera de los dos síndicos primeros que resulten elegidos, puede 
tomar parte en esta segunda votación, que se reserva para dar par-
ticipación en la representación del concurso á los acreedores que 
hubieren quedado en minoría, no numérica de personas, sino del 
capital, en la primera. De este modo todos los acreedores tienen su 
representación en el concurso, dándose dos síndicos á la mayoría 
del capital, como es justo, y uno á la minoría, sin tener para nada 
en cuenta el número de votantes. Podrá suceder que un solo acree-
dor haya negado su voto á los dos primeros síndicos, elegidos por 
el voto unánime de los demás; pues ese solo acreedor nombrará el 
tercero: así como podrá suceder también que los dos primeros sín-
dicos resulten elegidos por el voto de un solo acreedor, cuyo cré-
dito sea superior á los de todos los demás reunidos, y represente, 
por tanto, la mayoría del capital, y en tal caso todos estos acreedo-
res, que estuvieron en disidencia con aquél, tomarán parte en la 
votación del tercero. 
Por consiguiente, en esta segunda votación sólo han de tomar 
parte los acreedores que no hubieren contribuido con su voto á la 
elección de ninguno de los dos síndicos primeros, esto es, los que 
hubieren votado designando otros candidatos que no alcanzaron 
los votos de la mayoría del capital, y los que por abstención ú otra 
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motivo no hubieren tomado parte en la primera votación; y se lle-
vará á efecto en la misma forma que la anterior, quedando elegido 
síndico tercero aquel que hubiere obtenido mayor número de votos. 
personales, cualquiera que sea el pasivo que representen. Si  en el 
 primer escrutinio resultare empate, ó sea dos ó más candidatos con 
igual número de votos, se dará la preferencia, y se tendrá por ele-
gido para el cargo, al que de ellos hubiere obtenido á su favor 
mayor suma del capital; y si también ésta fuere igual, decidirá la 
suerte. 
Queda expuesto el nuevo sistema de elección de síndicos, adop-
tado por la ley para que las mayorías y las minorías de los acree-
dores tengan participación en la representación del concurso. Se 
halla establecido con tanta claridad en los artículos de este comen-
tario, que nos admira el que se inventen combinaciones de votos 
para suponer dificultades imaginarias. Cualquiera que sea la com-
binación de las votaciones, no puede ofrecer dudas su resultado 
aplicando literalmente la ley, y teniendo en cuenta que ésta en 
ningún caso exige para estas elecciones la concurrencia de la ma-
yoría absoluta del capital ó del pasivo, ni la de votos en su caso 
sino la relatíva, con referencia á los acreedores que tomen parte 
en la votación, como se consigna claramente en el art. 1214. Que-
darán elegidos síndicos primero y segundo los que obtengan á su 
favor la mayor suma del pasivo con relación á los otros candida-
tos, cualquiera que sea el número de los votantes que la.represen-
ten, y síndico tercero el que obtenga mayor número de votos per-
sonales, sin atender al pasivo que representen sine en el caso de 
empate. 
Concluiremos este comentario indicando que la capacidad legal 
para ser síndico se rige por el art. 1215, y si careciese de ella al-
guno de los elegidos, habrá de procederse á su reemplazo en la 
forma que se ordena en el artículo que sigue. 
ARTÍCULO 1214 
(Art. 1212 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando por fallecimiento o por otra causa sea nece-
sario proceder al reemplazo de alguno de los síndicos, 
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la eleccion de cualquiera de los dos primeros se hará 
por la mayoria relativa del capital, y la del tercero por 
la mayoria relativa de votos de los acreedores que con- 
curran á la junta, conforme á lo prevenido en los ar-
tículos anteriores. 
Este artículo, sin concordante en la ley anterior, se limita å 
ordenar la forma en que ha de hacerse la elección parcial de sín-
dicos, cuando alguno de ellos haya de ser reemplazado, bien por 
que no hubiere aceptado el cargo, ó por que cese en él por fa-
llecimiento, renuncia ó destitución, ó por encontrarse en alguno 
de los casos determinados en el art. 1225. En tales casos, la elec-
ción de los dos síndicos primeros se hará por la mayoría relativa 
del capital, y la del tercero por la mayoría relativa de votos de los 
acreedores que concurran á la junta en que se haga la elección, ó 
sea en igual forma que se hubiere hecho la del síndico ó síndicos 
que deban ser reemplazados, conforme á lo prevenido en los ar-
tículos expuestos en el comentario anterior. Como complemento 
del presente, véase el art. 122G. 
ARTÍCULO 1215 
(Art. 1213 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La eleccion de síndicos ha de recaer necesariamente 
en acreedores varones, mayores de veinticinco años 
que se hallen presentes, que lo sean por derecho pro-
pio y no en representacion de otro, que no tengan co-
nocida preferencia ni la pretendan, y que residan en el 
lugar del juicio. 
Sólo á falta de acreedores por derecho propio podrán 
ser elegidos los representantes de otros. 
Si no hubiere más que acreedores conocidamente 
preferentes, ó que sostengan serlo, y representantes de 
otros comunes, la eleccion deberá recaer en éstos. 
Los acreedores no son árbitros en la elección de síndicos del 
concurso para conferir este cargo á las personas que tengan por 
conveniente: según este articulo, que concuerda literalmente con 
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el 542 de la ley anterior, fuera de la adición que luego indicaremos, 
la elección ha de recaer necesariamente en acreedores del mismo 
concurso, en quienes concurran los requisitos siguientes: 
1.° Que sean varones, mayores de 25 años.—Esta es la adición 
á que antes hemos aludido, pues la ley anterior no exigía esta cir-
cunstancia, aunque la daba por supuesta. Cuando se publicó la ley 
que estamos comentando, el derecho común fijaba la mayor edad 
en los 25 años: hoy empieza á los 23 años cumplidos, según el 
art. 320 del Código civil, y como á la vez se declara en el mismo 
artículo que «el mayor de edad es capaz para todos los actos de 
la vida civil, salvas las excepciones establecidas en casos especiales 
por este Código», en las cuales no se halla la de que tratarnos, te-
nemos por indudable que en este punto la ley de Enjuiciamiento 
civil ha sido modificada por el Código, y que hoy pueden ser 
síndicos los acreedores que sean varones y mayores de 23 años, 
siempre que reunan los demás requisitos que vamos â exponer, 
y el general de hallarse en el pleno ejercicio de sus derechos ci-
viles. 
2.° Que se hallen presentes en el acto de la elección.-6Y por 
qué no los ausentes? Porque se supone que miran con poco interés 
el asunto, y porque podrá resultar inútil y baldía la elección si no 
aceptan el cargo. El que está presente, como la votación es públi-
ca, al oir su nombre, podrá manifestar su resolución de no aceptar, 
rogando á sus compañeros que desistan de su persona para que sea 
otro el elegido, como podrá serlo en la misma junta, y así se evi-
tarán perturbaciones y perjuicios. 
3.° Que sean acreedores por derecho propio, y no en represen-
tación ajena, cualquiera que sea esta representación. Sólo d falta 
de acreedores comunes por derecho propio, ya porque no hayan 
concurrido á la junta, ó bien porque, estando presentes, manifies-
ten su resolución de no aceptar el cargo, podrán ser elegidos los 
representantes de otros, y también cuando los concurrentes por de-
recho propio sean conocidamente preferentes ó pretendan serlo, 
pues éstos no pueden ser síndicos, mientras haya acreedores comu-
nes que puedan serlo por sí ó por sus representantes. 
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acreedores preferentes los que se determinan en los artículos 1922, . 
1923 y 1924 del Código civil, y se llaman comunes los demás á que 
se refiere el art. 1925. Como éstos no pueden cobrar sino después 
de satisfechos aquéllos, son los principales interesados en la admi-
nistración y resultado del concurso, y por eso la ley les concede el 
derecho de ser síndicos, excluyendo, por la razón contraria, á los 
que tengan preferencia ó la pretendan. Sólo en el caso raro de ser 
privilegiados todos los acreedores de un concurso, podrán ser nom-
brados síndicos los de esta clase, porque la necesidad se impone; 
pero entonces creemos conforme al espíritu de la ley, que la elec-
ción debe recaer en los que no tengan privilegio especial, que son 
los que deben pagarse con el remanente del caudal por el orden que 
se establece en el art. 1929 de dicho Código. 
5.° Que residan en el lugar del juicio.—Por lugar del juicio se 
entiende aquel en que tiene su residencia el juez ó tribunal que de 
él conoce. En sentido lato puede extenderse á los pueblos del par- 
tido judicial, y nos parece conforme al espíritu de la ley que así se 
entienda respecto del pueblo en que el concursado tuviera su'resi- 
dencia, bienes y negocios, si allí, y no en la cabeza del partido, 
tienen también su residencia el acreedor ó acreedores, elegidos 
para síndicos. 
Tales son los requisitos que deben concurrir necesariamente en 
los acreedores para que puedan obtener el cargo de síndico en los 
concursos: el adverbio subrrayado demuestra que es imperativo é 
ineludible el precepto de la ley. No se entienda por esto que el 
juez está facultado para anular de oficio la elección, cuando en-
tienda que alguno de los elegidos no reune todos los requisitos que 
exige la ley: se trata de asunto civil en que debe proceder á ins- 
tancia de parte, y silos interesados, que son los acreedores y el 
concursado, no protestan ni reclaman en la forma y término que 
se establecen en el art. 1220, el juez habrá de respetar la confor-
midad de los mismos y tener por síndicos á los que hubieren ele-
gido, fuera del caso en que falte el primero de dichos requisitos, 
que por su índole implica incapacidad legal absoluta é insubsa- 
nable. 
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ARTICULO 1216 
Eu el dia y hora señalados se procederá á celebrar 
la junta, bajo la presidencia del Juez y con asistencia 
del actuario. 
Tomada nota de los acreedores que concurran, y re-
sultando ser de los comprendidos en la relacion for-
mada por el actuario conforme á lo prevenido en el ar- 
tículo 1207, el Juez tendrá por constituida la junta, 
cualquiera que sea el número de los concurrentes. 
Principiará la sesion leyéndose las disposiciones de 
esta ley que tienen relacion con el nombramiento de 
síndicos; y acto continuo el actuario dará cuenta de los 
antecedentes de la declaracion del concurso, del resul-
tado de las diligencias de ocupacion de bienes, libres 
y papeles, y de cualesquiera otros incidentes que ha-
yan ocurrido. 
Cumplidas estas formalidades se procederá al nom-
bramiento de síndicos en la forma prevenida en los ar-
tículos 1210 y siguientes. 
Del resultado de la junta, con expresion circunstan-
ciada de las votaciones nominales, y en su caso de las 
protestas que se hubieren hecho, se extenderá la opor-
tuna acta, que despues de leida y aprobada la firma-
rán el Juez, los acreedores concurrentes, el deudor si 
hubiere asistido, y el actuario. 
Art. 1214 do la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pd- 
rrafo 2.° es al art. 1205 y la del 4.° al 1208 de esta ley, sin otra 
variación.) 
Se determina en este artículo la forma en que ha de verificarse 
la junta de acreedores para el nombramiento de síndicos y la re-
dacción del acta de la misma, con los particulares que ésta ha de 
contener, y se ordena todo con tal claridad y con tan buen sentida 
práctico, que basta atenerse á su texto, al que nos remitimos. Sólo. 
indicaremos que los artículos de la ley, de que ha de darse lectura . 
al comenzar el acto, después de declarar el juez constituída la junta, 
^ 
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son el 1210 al 1213 y el 1215, y también el 1214 cuando se trate  
de una elección parcial. La ley anterior, en su art. 544, con el que  
concuerda en parte el actual, ordenaba que se leyeran también las  
disposiciones relativas å la impugnación del nombramiento de sín-
dicos: esto se ha suprimido en la nueva ley por creerlo innecesario.  
Ha de  cuidarse de consignar con claridad las protestas que se  
hagan, para los efectos del art. 1220. Sobre la forma en que ha de  
verificarse la elección y consignarse en el acta, véanse los artícu-
los 1210 al 1213 y su comentario. Y téngase también presente que  
en esta junta sólo' puede tratarse del nombramiento de síndicos,  
sin que sean admisibles en ella las proposiciones de convenio que  
antes se permitían, por prohibirlo el art. 1303, y que han de fir-
mar el acta todos los acreedores concurrentes á la junta, que se-
pan hacerlo, á cuyo fin debe el juez encargarles que no se ausen-
ten hasta verificarlo, cesando la práctica abusiva de firmar dos ó  
tres de ellos á nombre de los demás, como antes solía practicarse.  
ARTÍCULO 1217 
(Art. 12l5 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Nombrados los síndicos, s e . les pondrá en posesion 
 
de su cargo, prévia su aceptacion y el juramento de 
 
desempeñarlo bien y fielmente, y se.les dará á recono-
cer donde fuere necesario.  
Su nombramiento se publicará además por edictos, 
 
que se fijarán en los sitios de costumbre é insertarán 
 
ele. los periódicos oficiales en.que se hubiere publicado 
 
la convocatoria para la junta. 
 
En estos edictos se prevendrá que se haga entrega 
A los síndicos de cuanto corresponda al concursado. 
 
El acuerdo de la junta sobre nombramiento de síndicos ha de 
 
llevarse á efecto desde luego, no obstante las protestas é impugna-
ciones que contra él se hagan. Cualesquiera que éstas sean, y sin 
 
perjuicio de sustanciarlas en pieza separada, terminada la junta ha 
 
de dictar el juez providencia mandando se haga saber el nombra-
miento á los quo resulten elgidos para que acepten el cargo y ju-
ren desempeñarlo bien y fielmente, y hecho que se les ponga en po- 
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sesión del mismo, haciéndolo saber al administrador depositario 
para que cumpla lo que previene el art. 1185, y á las demás perso-
nas que ellos designen para que les reconozcan como tales síndicos, 
y que se publique su nombramiento por edictos, que se fijarán en 
los sitios de costumbre del lugar del juicio y del domicilio del con-
cursado, é insertarán en los periódicos oficiales en que se hubiere 
publicado la convocatoria para la junta, haciéndose en los edictos 
la prevención de que se haga entrega á los síndicos de cuanto co-
rresponda al concursado. Así lo dispone el presente artículo de 
acuerdo con el 547 de la ley anterior. Camplida esta providencia,' 
se ejecutará lo que ordena el art. i228. 
ARTÍCULO 1218 
(Art. 1216 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Son atribuciones de los síndicos: 
1.a Representar al concurso en juicio y fuera de él, 
defendiendo sus derechos y ejercitando las acciones y 
excepciones que le competan. 
2.a Administrai los bienes del concurso, hacién-
dose cargo de ellos y de los libros y papeles. 
3.a Recaudar y cobrar todos los créditos, rentas y 
pensiones que pertenezcan al concurso, y pagar los 
gastos del mismo que sean indispensables para la de-
fensa de sus derechos y para la conservacion y benefi-
cio de sus bienes. 
4.a Procurar la enajenacion y realizacion de todos 
los bienes, derechos y acciones del concurso en las con-
diciones más ventajosas y con . las formalidades de de-
recho. 
. 5.a Examinar los tftulos justificativos de los crédi-
tos, y proponer á la junta de acreedores su reconoci-
miento y graduacion. 
6.a Promover la convocatoria y celebracion de Jas 
juntas de acreedores, en los casos y para los objetos 
que lo crean necesario, además de los determinados 
expresamente en esta ley. 
Aunque este artículo no tiene concordante en la ley anterior, 
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no por eso dejaban de tener por ella los síndicos las mismas atri-
buciones que ahora se les reconocen, como se deducía de las dispo-
siciones de la misma sobre esta materia y estaba admitido en la 
práctica. Ejercerán la primera de dichas atribuciones desde el 
momento en que toman posesión del cargo, y en las secciones si-
guientes se determina cuándo y cómo han de llevar á efecto las 
restantes, según lo vaya exigiendo el estado del juicio, y como ex-
pondremos en sus respectivos comentarios. No creemos necesarias 
otras explicaciones para la recta inteligencia del presente artículo, 
y nos remitimos á su texto. 
ARTÍCULO 1219 
(Art. 1217 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los síndicos tendrán colectivamente derecho á la si-
guiente retribucion, qne dividirán entre sí por iguales 
partes si no hubieren convenido cosa en contrario: 
Sobre la realizacion de efectos públicos, medio por 
100 de su valor efectivo. 
Sobre el valor líquido en la venta de alhajas, mue-
bles, semovientes 6 frutos que no sean producto de su 
administracion, 2 por 100. 
Sobre el producto líquido de venta de bienes raí-
ces y realizacion de créditos 6 derechos del concurso, 
1 por 100. 
Sobre los productos líquidos de la administracion 
que no procedan de las causas expresadas en los párra-
fos anteriores, 5 por 100. 
Si con motivo del desempeño de su cargo tuvieren 
que hacer algun viaje, se les abonarán los gastos que 
les ocasionare, en virtud de providencia del Juez y de 
mandamiento que se librará al efecto. 
Concuerda este artículo con el 544 de la ley anterior, sin otra 
modificación que la de elevarse al 1 por 100, que por aquél era el 
medio, la retribución que han de percibir los síndicos por la reali-
zación de créditos y derechos, teniendo en consideración las moles- 
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tias, tiempo y trabajo á que suelen dar lugar las reclamaciones ne-
,cesarias para conseguir dicha realización. 
Los síndicos no tienen derecho á otra retribución por su tra-
,bajo y responsabilidad de administrar y representar el concurso, 
más que á la que se les señala colectivamente en el presente ar-
tículo, debiendo dividirla entre sí por partes iguales, á no ser que 
convengan en darle otra distribución, por no ser igual el trabajo 
que preste cada uno de ellos. Dicha retribución es la misma que se 
señaló al administrador del abintestato por el art. 1033, aunque 
con la diferencia de fijar ahora el 5 por 100 sobre los productos lí-
quidos de la administración, respecto de los cuales se concedió al 
juez la facultad de señalar del 4 al 10 por 100 en los abintestatos. 
Como son iguales los conceptos, la doctrina expuesta y las explica-
ciones dadas en el comentario de dicho art. 1033, son aplicables al 
presente y á él nos remitimos para evitar repeticiones. (Véase en la 
pág. 402 y siguientes del tomo 4.°) 
ARTÍCULO 1220 
(Art. 1218 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La eleccion de los síndicos 6 dé cualquiera de ellos, 
podrá ser impugnada por el deudor 6 por cualquiera 
de los acreedores personados en el juicio que no hu-
biere asistido á la junta, 6 que hubiere disentido de la 
mayoría y protestado en el acto contra la eleccion. 
Deberá presentarse la impugnacion para que sea ad-
mitida, dentro de los tres dias siguientes al de la cele-
bracion de la junta, si hubiere asistido á ella el deudor 
6 el acreedor que la deduzca, y en otro caso dentro del 
mismo término, á contar desde la publicacion del nom-
bramiento de síndicos. . 
ARTÍCULO 1221 
(Art. 1219 para Cuba y Puerto Rico.) 
No serán admisibles para la impugnacion otras cau-
sas que las siguientes: 
l.a Tacha legal que obste a la persona nombrada 
para ejercer el cargo. 
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2.3  Infraccion de las formas establecidas para la 
convocatoria, celebracion y deliberacion de la junta. 
3.a Falta de personalidad ó de representacion en 
alguno de los que hayan concurrido á formar las ma- 
yorfas, de tal suerte, que excluyendo su voto no habría 
resultado la de número 6 la de capital. 
ARTÍCULO 1222 
(Art. 1220 para Cuba y Puerto Rico.) 
La impugnacion se sustanciará con el sindico á quien 
se refiera, en pieza separada, que se formará, á costa 
del actor, con el escrito en que se haya anunciado y 
testimonio del acta de la junta y demás particulares 
que el Juez designe. 
ARTÍCULO 1223 
(Art. 1221 para Cuba y Puerto Rico.) 
Formada la pieza separada, se comunicará al que hu-
biere hecho la oposicion para que la formalice dentro 
de cuatro dias, y se sustanciará por los trámites esta-
blecidos para los incidentes. 
La sentencia que recaiga será apelable en ámbos 
efectos. 
ARTÍCULO 1224 
(Art. 1222 para Cuba y Puerto Rico.) 
No se suspenderá la sustanciacion del juicio de con-
curso por la oposicion hecha al nombramiento de sín-
dicos. 
Tampoco obstará para que los nombrados entren en 
el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio del resultado 
de la oposicion. 
De la impugnación á la elección de los síndicos tratan estos 
artículos, determinando por quién puede hacerse, el término para 
deducirla, causas en que ha de fundarse, el procedimiento para sus-
tanciarla y decidirla y sus efectos. La ley de 1855 se limitó á decir 
11) 
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en su art. 545, que «la elección de los síndicos podrá ser impug-
nada por los acreedores ó por el deudor», concediendo, al parecer, 
esa facultad á todos los acreedores, lo cual estaba en contradicción 
con otras disposiciones de la misma ley, y sin fijar plazo ni causas 
para la impugnación. Estas deficiencias daban lugar en la práctica 
á dudas y dificultades, que han quedado resueltas por estos artícu-
los, reformando á la vez el procedimiento que en aquella ley se  es-
tablecí a. 
Según el art. 1220, la elección de los tres síndicos ó de cual-
quiera de ellos puede ser impugnada por el deudor, ó por cual-
quiera de los acreedores presentados en el juicio que no hubiere 
asistido á la junta; y si asistió, que hubiere disentido de la mayo-
ría y protestado en el acto contra la elección: de suerte que no 
basta manifestar el disentimiento votando en contra ó abstenién-
dose de votar; es preciso además que en el acto de la junta, antes 
de darla el juez por terminada, se proteste contra la elección, re-
servándose el derecho de impugnarla, y que esta protesta se con-
signe en el acta, pues sin ella se entiende que aquel acreedor se ha 
sometido al voto de la mayoría. 
Nótese que la ley sólo exige dicha protesta respecto de los 
acreedores, y no del deudor, en consideración sin duda á que éste 
no toma parte en la votación; por consiguiente, el deudor que haya. 
asistido á la junta, puede impugnar la eleccion aunque no haya 
protestado contra ella, lo mismo que cuando no hubiere asistido, 
siempre que lo verifique dentro del término que luego indicaremos. 
Concede la ley ese derecho á cualquiera de los acreedores per-
sonados en el juicio, que no hubiere asistido d la junta, y como, se-
gún el art. 1206, no pueden asistir á la junta los que no se hubie-
ren personado con los títulos de sus créditos cuarenta y ocho horas 
antes de la señalada para celebrarla, de aquí deduce algún comen-
tarista que los que se presenten después no pueden impugnar la 
elección de los síndicos. No somos de esta opinión. El mismo ar-
tículo 1206 declara que los que se presenten en forma después de 
dicho plazo serdn admitidos para los efectos ulteriores del juicio: 
efecto del juicio, ulterior á la junta, es la impugnación de la elec-
ción de los síndicos en ella realizada; luego los acreedores que se 
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presenten después, aunque no pueden tomar parte en la elección, 
tienen expedito su derecho para dicha impugnación, como asunto 
de su interés, siempre que puedan verificarlo dentro del término 
que la ley señala para el ejercicio de ese derecho á los que no hu-
bieren asistido á la junta. 
La impugnación ha de hacerse en dos actos, para los que se-
ñala la ley términos diferentes; el uno para anunciarla, y el otro 
para formalizarla. El término para anunciarla es de tres días im-
prorrogables, á contar desde el siguiente al de la celebración de 
la junta, para los que á ella hubieren asistido, y desde el siguiente 
al de la publicación de los edictos que previene el art. 1217, ha-
ciendo saber el nombramiento de los síndicos, para los que no hu-
bieren asistido á la junta, ya sea el deudor ó cualquiera de los 
acreedores quien deduzca la impugnación. Esta debe anunciarse 
por medio de escrito, indicando la causa en que se funde, pero sin 
necesidad de razonarla. Como ese escrito sólo tiene por objeto lle-
nar una formalidad, y además ha de presentarse en un plazo tan 
corto, la equidad y el espíritu de la lay aconsejan que sea consi-
derado como de mera tramitación, y comprendido en las excepcio-
nes de los números 5.° del art. 4.° y 4.° del 10, para el efecto de 
no ser necesaria la intervención de letrado ni de procurador, de la 
que están exentos los acreedores para presentarse en estos juicios, 
según el art. 1202. Tampoco debe acompañarse copia de dicho es-
crito. Todos estos requisitos habrán de llenarse al formalizar la 
impugnación. 
Es indispensable la presentación de dicho escrito dentro del 
término legal para la admisión del incidente, sin que baste la pro-
testa hecha en el acto de la junta. Aunque con esa protesta se re- 
vela el propósito de impugnar la elección, como puede haber sido 
hecha irreflexivamente por la sorpresa ó excitación del resultado 
del escrutinio, no la estima bastante la ley, y exige que se ratifique 
anunciando por escrito que se insiste en diche propósito, después 
de haberlo meditado y calculado sus consecuencias. Es, pues, ne-
cesario en todo caso el escrito anunciando la impugnación: si se 
presenta dentro del término antedicho, debe el juez admitirla y 
mandar que para sustanciarla se forme, á costa del que la deduzca, 
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la pieza separada, que previene el art. 1222; pero si se presenta 
después de los tres días, no puede admitirla y debe rechazarla de 
plano. Así se deduce del párrafo 2.° del art. 1220. 
Formada la pieza separada con el escrito en que se haya anun-
ciado la impugnación y testimonio del acta de la junta y de los de-
más particulares que el juez estime necesarios, el actuario lo acre-
ditará por nota en los autos principales y dará cuenta al juez, el 
cual dictará providencia mandando que se comunique dicha pieza 
al que hubiere hecho la oposición para que la formalice dentro 
de cuatro días, cuyo término es prorrogable. Este segundo escrito 
habrá de formularse numerando los hechos y los fundamentos de 
derecho, y exponiendo concisa y claramente la causa 6 causas en 
que se funde la impugnación, y de él, y en su caso de los documen-
tos que se presenten, habrá de acompañarse copia para entregarla 
al síndico ó síndicos, cuya elección sea impugnada. 
Dicha impugnación ha de fundarse precisamente en alguna de 
las tres causas que determina el art. 1221, sin que sea admisible 
ninguna otra. La primera de ellas consiste en la «tacha legal que 
obste á la persona nombrada para ejercer el cargo». Concurrirá 
esa tacha en el síndico que no reuna todos 6 alguno de los requi-
sitos que exige el art. 1215 y hemos explicado en su comentario. 
Consiste la segunda en la «infracción de las formas estableci-
das para la convocación, celebración y deliberación de la junta». 
Si en el señalamiento del día para la celebración de la junta el juez 
no se hubiese ajustado á lo que ordenan los artículos 1195 y 1196, 
y en su caso el 1205; si no se hubieren hecho las citaciones en la 
forma que previenen los artículos 1197, 1198 y 1199; si se hubiere 
permitido que tomen parte en la junta y en sus deliberaciones 
acreedores sin derecho para ello, por no haberse presentado den-
tro del plazo que marca el art. 1206, ó en la forma que previenen 
el 1201 y el 1202; si en la celebración y deliberación de la junta 
no se hubieren observado todas ó alguna de las disposiciones con-
tenidas en los artículos 1207 al 1213; cualquiera de estas faltas 
constituye infracción de las formas establecidas por la ley, á que 
so refiere dicha causa segunda. 
Y en cuanto á la tercera, que consiste en la «falta de persona- 
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lidad ó de representación en alguno de los que hayan concurrido 
á formar las mayorías s, téngase presente ser indispensable  que 
haya influido en el resultado de la elección, ó sea necesario para 
formar la mayoría, el voto del acredor de cuya exclusión se trate. 
Si descontando este voto como si no hubiera sido emitido, resulta 
la mayoría de cantidad que exige la ley para la elección de los sín-
dicos primero y segundo, é la de número de votos para la del ter-
cero, la elección es válida, porque la exclusión de aquel voto no al' 
tera su resultado, y no puede, por tanto, prosperar la impugnación 
que se funde en esa causa. 
La impugnación de que tratamos es un verdadero incidente del 
juicio principal, y es lógica la ley al ordenar, en los artículos 1222 
y 1223, que se sustancie y decida por los trámites establecidos 
para los incidentes, y que se ventile con el síndico ó síndicos á que 
se refiera. Por consiguiente, del escrito en que se formalice la opo-
sición, se dará traslado por seis días al síndico ó síndicos cuya 
elección se impugne, con entrega de la copia del escrito y docu-
mentos en su caso, para que con vista de ella evacue el traslado, y 
se observarán los demás trámites establecidos en los artículos 749 
y siguientes. Si interesa á alguna de las partes el recibimiento á 
prueba, deberá solicitarlo en su escrito respectivo. La sentencia 
que recaiga es apelable en ambos efectos. 
Indicaremos, por último, que la formación de pieza separada 
para sustanciar este incidente tiene por objeto y produce el efecto 
de que no se suspenda el curso del juicio principal: continuará, 
pues, la sustanciación del juicio de concurso á pesar de la oposi-
ción hecha al nombramiento de los síndicos, y entrarán éstos desde 
luego en posesión de su cargo, sin perjuicio del resultado del inci-
dente. Así lo ordena el art. 1224, último de este comentario, con 
notoria justicia y conveniencia. 
ARTÍCULO 1225 
El síndico cuyo crédito no sea reconocido, en todo 
ni en parte, por la junta de acreedores, 6 por el Juez 
en su caso, ó deduzca alguna accion contra el caudal 
concursado, 6 impugne alguno de los acuerdos de las 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 125 
juntas de acreedores, quedará de derecho separado de 
la sindicatura, y se procederá a su reemplazo en la for-
ma prevenida en el art. 1214. 
Art. 1223 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
artículo 1212 dee esta ley, sin otra variación.) 
ARTICULO 1226 
(Art. 1221 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando por las causas expresadas en el artículo an-
terior, por fallecimiento ú otro motivo, haya que pro-
ceder al reemplazo de alguno de los síndicos, se veri: 
ficará la eleccion en la primera junta que se celebre, 
ya sea la de reconocimiento, 6 ya la de graduacion de 
créditos. 
Si el hecho hubiere ocurrido despues de celebradas 
estas juntas, y no estuviese convocada ninguna otra, 
el Juez acordará convocar junta para proceder al 
reemplazo del síndico que haya cesado. 
Miéntras tanto el síndico 6 síndicos que queden en 
ejercicio, tendrán la representacion legal del concurso. 
Se resuelven en estos dos artículos dudas y cuestiones suscita-
das en la práctica y no previstas en la ley anterior. Determínanse 
en el primero las causas por las que el síndico ó síndicos en quienes 
concurran deben cesar en el ejercicio de su cargo: «quedará de 
derecho separado de la sindicatura», dice la ley, y por co nsiguiente 
desde el momento en que ocurra el hecho, queda el síndico sepa-
rado de su cargo y privado de la representación del concurso, sin 
necesidad de declaración judicial, y debe procederse á su reempla-
zo en la forma prevenida en el art. 1214. Dichas causas son: 
La Que el crédito del síndico no haya sido reconocido, en todo 
ni en parte, por la junta de acreedores conforme al art. 12.55, ó por 
el juez en el caso del 1257. Luego, no se halla en este caso el sín-
dico cuyo crédito sea reconocido en todo ó en parte. Para ser sín-
dico es requisito indispensable ser acreedor del mismo concurso, y 
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faltará este requisito al síndico cuyo crédito no sea reconocido en 
su totalidad. No sucede lo mismo cuando el crédito no ha sido re-
conocido en parte, pues sigue siendo acreedor respecto de la parte 
reconocida, y por consiguiente con aptitud legal para el cargo, si 
se conforma con este acuerdo: si lo impugna, estará comprendido . 
en la causa 2.a, y por este motivo quedará de derecho separado de 
la sindicatura. ¿Y si se deja en suspenso el reconocimiento del cré-
dito para completar su justificación, conforme al art. 1258? Enton-
ces lo lógico y natural es que quede también en suspenso el síndico, . 
sin tomar parte en los actos de la sindicatura, como lo exige su 
decoro, hasta que, completada la justificación, se le reconozca el 
crédito; pero si sobre ello promueve cuestión para que se le reco-
nozca el crédito sin otras pruebas, por creerlo debidamente justi-
ficado, debe cesar desde luego, porque con ese acto impugna el 
acuerdo de la junta ó el supletorio del juez. 
2.a Que el síndico «deduzca alguna acción contra el caudal 
concursado, ó impugne alguno de los acuerdos de las juntas de 
acreedores.» La razón es bien sencilla: los síndicos tienen la re-
presentación del concurso, y en tal concepto la obligación de sos-
tener los acuerdos de las juntas de acreedores: si un síndico impug-
na alguno de estos acuerdos, ó deduce cualquiera acción contra el 
caudal concursado, se hace incompatible para el cargo, porque lo 
son las dos representaciones que tendría en tal caso, y por esto 
manda la ley que de derecho quede separado de la sindicatura con 
la cual se propone litigar. 
Tal es la recta inteligencia del art. 1225, conforme á su letra 
y á su espíritu. Llegado el caso de que quede separado un síndico 
por alguna de dichas causas, como su separación es de derecho, no 
puede el juez consentir que siga funcionando como tal síndico, y 
al admitirle la demanda ó reclamación que deduzca contra el con-
curso ó contra el acuerdo de la junta, y lo mismo cuando no se le 
reconozca el crédito, deberá acordar que se proceda al reemplazo 
de ese síndico conforme á la ley, en atención á que de derecho ha 
quedado separado de su cargo. Si el juez no adoptase este proce-
dimiento, á los otros síndicos corresponde instar lo necesario para 
que se cumpla la ley. 
1  
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Siempre que por alguna de dichas causas, por fallecimiento, re-
nuncia ú otro motivo, sea necesario proceder al reemplazo de al- 
guno de los síndicos, se hará la elección en la forma que previene 
el art. 1214 y hemos expuesto en su comentario. Para llevarla á 
efecto, no se convocará una junta especial con ese solo objeto, como 
antes se practicaba, sino que ha de verificarse en la primera junta 
de acreedores que se celebre, ya sea la de reconocimiento, ya la de 
graduación de créditos. Así lo dispone el art. 1226 con notoria 
equidad para evitar gastos y molestias, añadiendo que sólo en el 
caso de que ocurra el hecho después de dichas juntas y sin estar 
convocada ninguna otra, se acordará la convocación de la junta 
para proceder al reemplazo del síndico que haya cesado. A los 
otros síndicos corresponde instar lo necesario para ello, según la 
atribución 6.a del art. 1218. 
Podrá suceder, aunque sea raro el caso, que cesen á la vez to-
dos los síndicos antes de las juntas antedichas, y que hayan que-
dado sin hacer ó sin terminar los trabajos preparatorios que la ley 
encomienda á los síndicos, ya para el reconocimiento ó bien para 
la graduación de los créditos. En tal caso, no habrá más remedio 
que convocar junta sólo para el reemplazo de los síndicos, y si 
no hay acreedor que lo pida, habrá de acordarlo el juez de oficio, 
porque de otro modo no puede darse al juicio la tramitación que 
previene la ley. No sucederá así cuando el reemplazo sea de uno ó 
dos de los síndicos, porque entonces el síndico ó síndicos que que-
den en ejercicio tienen la representación legal del concurso, y á 
ellos corresponde formar los estados de que ha de darse cuenta á 
la junta de reconocimiento ó á la de graduación de créditos, y por 
consiguiente, sin embarazo en el procedimiento, puede esperarse á 
la celebración de cualquiera de dichas juntas para hacer en ella la 
elección del síndico que deba reemplazar al que hubiere cesado. 
Concluiremos este comentario llamando la atención sobre la 
importante declaración que se hace en el párrafo último del ar-
tículo 1226, con la cual se han resuelto las dudas que ocurrían en 
la práctica anterior. Cuando por cualquier motivo cese alguno de 
los síndicos, mientras no se proceda á su reemplazo, el síndico 6 
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drán la representación legal del concurso, con todas las atribucio-
nes y obligaciones que corresponden á la sindicatura. 
ARTÍCULO 1227 
(Art. 1225 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Puestos los síndicos en posesion de su cargo, se di-
vidirán los procedimientos en tres piezas separadas. 
La primera, que contendrá las actuaciones anterio-
res, se denominará de administracion del concurso. Eu 
ella se sustanciará todo lo que se refiera á la misma 
administracion, sin perjuicio de formar los ramos sepa-
rados que sean necesarios para evitar confusion en los 
procedimientos. 
La segunda se destinará al reconocimiento y gradua-
cion de los créditos. 
La tercera á la calificacion del concurso. 
Concuerda este artículo con el 548 de la ley anterior: las 
mismas tres piezas de autos, la 1.a de administración, la 2 de re-
conocimiento y graduación de los créditos, y la 3 de calificación 
del concurso, que en él se establecieron para evitar la confusión 
que la práctica antigua había introducido en estas actuaciones, se 
conservan ahora, añadiendo que de la pieza La se formarán los 
ramos separados que sean necesarios para evitar confusión en los 
procedimientos. Se dice también que «puestos los síndicos en po-
sesión de su cargo, se dividirán los procedimientos en tres piezas 
separadas.» Este precepto ó regla general se desenvilelve en las 
secciones siguientes, ordenando cuándo y cómo ha de formarse 
cada una de dichas piezas, los actos del juicio que han de ser ob-
jeto de las mismas y su procedimiento: para evitar repeticiones, 
allí ampliaremos esta materia, en cuanto sea necesario para la recta 
aplicación de la ley. 
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SECCIÓN QUINTA 
PIEZA PRIMERA.—DE LA ADMINISTRACIÓN DEL CONCURSO 
ARTÍCULO 1228 
(Art. 1.226 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Publicado el nombramiento de los síndicos, se les 
hará entrega, por inventario, de los bienes, efectos, li-
bros y papeles del concurso. 
El dinero continuará depositado en el establecimien-
to destinado al efecto á disposicion del Juez, entregán-
dose á los síndicos el resguardo 6 resguardos, bajo re-
cibo que se extenderá en esta pieza. 
Se reproduce en este artículo casi literalmente el 549 de la ley 
de 1855. En ambas leyes es la primera de las disposiciones que de-
terminan las actuaciones particulares de la pieza 1.0 , y realmente 
á ella corresponde por referirse á la administración del concurso 
lo que en él se ordena; pero téngase presente que mientras no se 
lleve á efecto la entrega á los síndicos de los bienes, libros y pape-
les, que ha de acordarse en cumplimiento de este artículo, no pue-
den formarse las piezas 2.a y 3.' como se deduce de los arts. 1249 
y 1295. 
Su disposición es bien clara y terminante. Publicado el nom-
bramiento de los síndicos conforme á lo prevenido en el art. 1217, 
se dictará providencia mandando hacer entrega á los mismos de 
los bienes, efectos, libros y papeles del concurso, y de los resguar-
dos de los depósitos, no sólo del dinero, sino también de los efectos 
públicos y alhajas, si los hubiere. La entrega de los bienes y de-
más efectos, como también la de los resguardos de los depósitos, se 
hará por el depositario, el cual debe custodiarlos para entregarlos 
á los síndicos, según los arts. 1175 y 1185, y la de los libros y pa-
peles por el actuario, ya se conserven en la escribanía, ya en el es-
critorio ú oficina (regla 4.a del art. 1175). Todo se acreditará en los 
autos por medio de la diligencia ó diligencias oportunas, que firma-
rán los interesados y autorizará el actuario, dando fe de la entrega. 
TOMO V 	 17 
130 	 LIB. II-TIT. XII-ART. 1228 
Previene el artículo que comentamos, que la entrega de los bie-
nes, efectos, libros y papeles se haga por inventario, y la de los res-
guardos de depósitos bajo recibo que se extenderá en esta pieza. 
Téngase presente que, según el art. 1175, se habrán entregado los 
bienes al depositario bajo el correspondiente inventario, y de los li-
bros y papeles se habrá formado también el oportuno inventario. 
Si están ya hechos los inventarios, ¿á qué repetirlos? Por esto no 
se dice en el presente artículo que se haga la entrega bajo inven-
tario, sino por inventario, dando á entender con esta locución que 
debe hacerse por el inventario formado anteriormente, y con refe-
rencia al mismo. Por consiguiente, la diligencia de entrega se limi-
tará á hacer constar que los síndicos han recibido los bienes, libros 
y papeles descritos en los inventarios formados anteriormente, ci-
tando las fechas y los folios en que se hallen, pero sin describirlos 
de nuevo, si bien consignando en su caso las modificaciones que 
puedan haber sufrido por ventas de los que no hayan podido con-
servarse, ó por recaudación de frutos existentes, ó por cualquier 
otro motivo; y en otra diligencia se hará constar la entrega y re-
cibo de los resguardos de depósitos. Debe, pues, corregirse el 
abuso, que hemos visto en la práctica, de hacer la entrega á los sín-
dicos bajo nuevo inventario, repitiendo la descripción detallada de 
los bienes, libros y papeles, y causando con ello molestias, dilacio-
nes y gastos inútiles de mucha consideración. Los jueces celosos (le 
su deber y del decoro y prestigio de•la administración de justicia 
no tolerarán esos abusos, y caso de cometerse, les aplicarán el 
 co-
rrectivo del art. 424, además de la corrección disciplinaria que es-
timen procedente. 
Contra la opinión de algún comentarista, entendemos que no 
debe citarse al concursado para la entrega de que se trata. No or-
dena la ley tal citación por ser innecesaria, en razón á que no se 
trata más que de trasladar á los síndicos el depósito y custodia de 
los bienes que estaba á cargo del depositario, y por tanto no debe 
practicarse: ya se hizo, conforme al art. 1174, para la ocupación y 
embargo de esos mismos bienes. Pero, aunque no se cite al concur-
sado, podrá concurrir al acto, del que tendrá noticia por la notifi-
cación de la providencia á su procurador, si es parte en el juicio. 
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Previene, por último, el presente artículo que «el dinero con-
tinuará depositado en el establecimiento destinado al efecto d dis-
posición del juez», lo cual significa que, aunque se entrega á los 
síndicos el resguardo del depósito, éstos no pueden disponer de 
cantidad alguna sin la autorización del juez, á quien tendrán que 
acudir en su caso para que mande sacar del depósito, y se les en-
treguen, las cantidades que necesiten para atender á los gastos del 
concurso, como se previene en el art. 1230. 
t 
ARTÍCULO 1229 
Los síndicos estarán obligados, bajo su responsabi-
lidad, á conservar y administrar con diligencia los bie-
nes del concurso, procurando que den las rentas, pro-
ductos 6 utilidades que correspondan hasta realizar la 
venta. 
A dicho fin serán aplicables á la administracion de 
los concursos las disposiciones establecidas en los ar-
tículos 1016 al 1029 para la administracion de . los ab-
intestatos, sin necesidad de dar audiencia al concursado. 
Art. 1227 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es d los 
artículos 1015 al 1028 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1230 
(Art. 1228 para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez dejará en poder de los síndicos la cantidad 
que estime indispensable para atender á los gastos or-
dinarios del concurso, mandando sacarla del depósito 
si fuere necesario. 
Se tendrán por gastos de dicha clase todos los que 
exijan la custodia y conservacion de los bienes, el pago 
de contribuciones y cargas á que estén afectos los in-
muebles, los pleitos y demas atenciones ordinarias del 
concurso. 
Por la analogía de los casos, y para evitar repeticiones, en el 
primero de estos artículos se declaran aplicables á la administra- 
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ción de los concursos las disposiciones establecidas para la de los 
abintestatos en los artículos 1016 al 1029, después de imponer á 
los síndicos, bajo su responsabilidad, la obligación de conservar y 
administrar con diligencia los bienes del concurso, procurando que 
den las rentas, productos ó utilidades que correspondan hasta rea-
lizar sus venta. A este fin se les faculta, como á los administrado-
res de abintestatos por el art. 1016, para hacer en los edificios las 
reparaciones ordinarias que sean indispensables para su conserva-
ción, y en las fincas rústicas que no estén arrendadas, las 4bores 
y abonos que exija su cultivo; para hacer también las reparaciones 
ó cultivos extraordinarios, que sean de necesidad, con los requisi-
tos y en la forma que previenen los artículos 1017 y 1018; para dar 
en arrendamiento unas y otras fincas, y los establecimientos fabri-
les, industriales, ó de otra clase, con las formalidades prevenidas 
en los artículos 1021 al 1029, y para vender los frutos que recolec-
ten, conforme al 1020. En cada uno de estos actos de administra-
ción se sujetarár. los síndicos á lo ordenado respectivamente por 
dichos artículos y expuesto en sus comentarios, pero con la modi-
ficación que vamos á indicar. 
Según los arts. 1017, 1018, 1028 y 1029, se necesita autoriza-
ción judicial para hacer en las fincas reparaciones ó cultivos extra-
ordinarios; para ejecutar estas obras por administración, cuando el 
presupuesto exceda de 2.000 pesetas; para otorgar privadamente 
el arrendamiento de fincas y establecimientos que deba celebrarse 
en subasta pública, cuando no se hubiesen presentado en ella pos-
turas admisibles, y para explotarlos ó cultivarlos por administra-
ción. En todos estos casos, para conceder el juez su autorización 
en los abintestatos, debe oir previamente en comparecencia á los 
herederos reconocidos, y en su defecto al Ministerio fiscal por es-
crito, y era de suponer que al aplicar esas disposiciones á los Con-
cursos se habría entendido que debía concederse dicha audiencia 
al concursado. Para evitar esta interpretación, y los gastos y dila-
ciones consiguientes, y teniendo en consideración que no son igua-
les los casos, pues, si bien es justo oir los herederos por ser los 
dueños de los bienes, no concurre esta circunstancia en el concur-
sado, porque los ha cedido á los acreedores, y aunque tenga dere- 
^ 
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cho al sobrante, es muy eventual y raro que lo haya, se declara y 
ordena en el art. 1229, que se aplicarán esas disposiciones á los 
concursos, pero sin necesidad de dar audiencia al concursado, y por 
consiguiente tampoco al Ministerio fiscal. Deberá, pues, el juez re-
solver sólo en vista de lo que expongan y propongan ó soliciten los 
síndicos; y únicamente en el caso de que se oponga el concursado 
solicitando se le oiga, será procedente concederle esta audiencia 
verbal y no por escrito, señalando el juez el día y hora en que haya 
de celebrarse con ese objeto la comparecencia de aquél y de los 
síndicos, y resolverá después lo que estime procedente en vista de 
lo que aquél y éstos expongan. 
Para formar el juez su juicio en estos casos y especialmente en 
el primero, deberá tener presente, que en los abintestatos deben 
conservarse los bienes para entregarlos á los herederos, por lo que 
está prohibida su enajenación (art. 1030), al paso que en los con-
cursos deben enajenarse desde luego para pagar á los acreedores 
(art. 1234). De este distinto destino de los bienes se deduce racio-
nalmente, que así como, por regla general, en los abintestatos debe 
el juez conceder la autorización para las reparaciones extraordina-
rias que sean necesarias para la conservación de una finca, por el 
contrario, en los concursos debe negarla, mandando á los síndicos 
que insten la venta, á no ser que estos justifiquen que los gastos 
de reparación serán compensados ventajosamente con el aumento 
de precio que se obtendrá de la finca. 
Indicaremos, por último, que el objeto principal del art. 1230, 
segundo de este comentario, debe haber sido definir, como lo hace 
con toda claridad, lo que ha de entenderse por gastos ordinarios 
del concurso, puesto que la disposición de su primer párrafo es 
igual á la del 1019, comprendido entre los que se declaran aplica-
bles á la administración de los concursos por el 1229. Aunque en 
aquél se dice podrá dejar, y en este dejará, en ambos casos tendrá 
el juez que dejar en poder de los síndicos 6 del administrador los 
fondos que estime indispensables para atender á dichos gastos or-
dinarios, mandando sacarla del depósito si fuere necesario. Lo mis-
mo disponía el art. 553 de la ley anterior. Como ampliación de 
este punto, véase el comentario al art. 1019 antes citado. 
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ARTÍCULO 1231 
(Art. 1229 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los síndicos presentarán un estado 6 cuenta de ad-
ministracion el dia último de cada mes, á no ser que 
el Juez, teniendo en consideracion los ingresos del 
concurso, estime conveniente ampliar este período. 
Si resultaren existencias en metálico que, sin ser 
necesarias para las atenciones del concurso, no hubie-
ren sido depositadas por los síndicos en el estableci-
miento público correspondiente, el Juez les obligará, 
bajo su responsabilidad, á que lo verifiquen. 
ARTÍCULO 1232 
(Art. 1230 para Cuba y Puerto Rico.) 
Con los estados 6 cuentas de administration se for-
mará un ramo separado de la pieza primera, la cual, 
con dicho ramo y los demás que de ella se formen, se 
tendrá en la escribanía á disposition de los acreedores 
y del deudor que quieran examinarla. No se devenga-
rán derechos por esta exhibition. 
Con los artículos 550 y 551 de la ley anterior concuerdan los 
dos que vamos á examinar, pero con modificaciones encaminadas á 
hacer más práctica y menos dispendiosa su aplicación. Por aqué-
llos, se imponía á los síndicos la obligación de presentar al juzgado 
en el día último de cada mes un estado ó cuenta de administración, 
sin exceptuar los casos muy frecuentes de no haber ingresos en al-
gunos meses por ser trimestrales ó á plazos más largos los venci-
mientos de las rentas, ó por no producirlas los bienes. Se mandaba 
también que esos estados se unieran á la pieza primera, y que ésta 
se hallase siempre en la escribanía á disposición de los acreedores, 
lo cual era impracticable, dando lugar, además, á la exacción in-
justificada de los derechos de exhibición, de que hemos hablado en 
la página 364 del tomo 4.°, al comentar el art. 1006. Estos defec-
tos se han corregido con la nueva redacción dada á los artículos 
de este comentario. 
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Se establece en ellos, como regla general, que los síndicos pre-
senten un estado ó cuenta de administración el día último de cada 
mes; pero se faculta al juez para que amplie ese período, si lo esti-
ma conveniente, teniendo en consideración los ingresos del concur-
so, esto es, los plazos ó períodos en que se recaudan las rentas se-
gún la clase de los bienes. A falta de otros datos, podrá apreciarlo 
por los mismos estados ó cuentas que presenten los síndicos, y lue-
go que advierta que no puede haber recaudación todos los meses, 
ampliará el período de las cuentas, si no lo hubiere acordado des-
de el principio. No se fijan límites para esa ampliación, dejándolo 
á la prudencia del juez, pero es de sentido común que el mínimum 
se ajuste al período en que hayan de realizarse los ingresos, y que 
el máximum no pase de un año, como para los abintestatos se pre-
viene en el art. 1010. 
Se ordena también, como en la ley anterior, que las existencias 
on metálico, que no sean necesarias para las atenciones ordinarias 
del concurso, se depositen en el establecimiento público correspon-
diente, previniendo al juez que, bajo su responsabilidad, obligué á 
los síndicos á que lo verifiquen, si no lo hubiesen hecho voluntaria-
mente. Da por supuesto la ley que los síndicos, procediendo digna 
y honradamente, y para evitar maledicencias y responsabilidades, 
no tendrán en su poder los fondos que recauden, sino que los con-
signarán sin dilación en la Caja do Depósitos ó en el Banco de 
España, ó sus sucursales, á disposición del juzgado, como deben 
hacerlo, sin retener en su poder más cantidad que la indispensable 
para atender á los gastos ordinarios del concurso. Cuando así lo 
hagan, presentarán con las cuentas los resguardos de los depósitos 
para que se testimonien en los autos, si ya no lo estuvieren, y se les 
devuelvan. Pero si de las cuentas resultan existencias en metálico, 
que no sean necesarias al fin antedicho, debe el juez, bajo su res-
ponsabilidad, obligar á los síndicos á que verifiquen el depósito, 
apremiándoles para ello con apercibimiento, niulta, suspensión del 
cargo y hasta formación de causa, no sólo por la desobediencia, 
sino también por aplicación en su caso de los artículos 407 y si-
guientes del Código penal. 
A diferencia de lo establecido para los abintestatos en el ar- 
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titulo 1010, estas cuentas no han de ser justificadas: los compro-
bantes se guardarán para presentarlos con la cuenta general jus-
tificada, que han de rendir después los síndicos conforme al ar-
ticulo 1242: han de limitarse, pues, á un estado de entrada y sa-
lida de fondos en el período á que se refiera, con indicación de 
los conceptos, arrastrando el saldo del estado anterior; no así en 
los abintestatos, que ha de ser cuenta formal. Cuando se presente 
el primero de esos estados ó cuentas, se acordará que con él se 
forme ramo separado de la pieza primera, agregándose los sucesi-
vos, y que se tenga en la escribanía á disposición, no sólo de los 
acreedores, como decía la ley anterior, sino también del concursa-
do. Tanto aquéllos como éste, sin necesidad de escrito ni de otra 
providencia, pueden exigir del actuario que en las horas de des-
pacho les ponga de manifiesto dicho ramo para examinarlo, y éste 
está obligado á hacerlo, sin devengar derechos por esa exhibición, 
ni permitir que se saquen los autos de la escribanía. Ese ramo ha 
de formarse sólo con los estados ó cuentas períodicas, en virtud de 
la providencia que para ello se dictará á continuación de la prime-
ra cuenta que se presente, sin testimonio de ninguna actuación, y 
para que conste en la pieza primera, se pondrá nota de su forma-
ción. 
No tiene por objeto dicha exhibición la impugnación de las 
cuentas, que ha de reservarse para cuando se presente la cuenta 
general justificada; sino el de que los acreedores y el deudor se en-
teren de la marcha y estado de la administración del concurso, y 
puedan pedir la corrección de cualquier abuso que en ella se ad-
vierta, conforme á lo prevenido en el artículo siguiente. 
Nótese, por último, que en el art. 1232 que estamos exami-
nando, se previene que se pongan de manifiesto en la escribanía, y 
se tengan en ella 6. -disposición de los acreedores y del deudor que 
quieran examinarlos, no sólo el ramo separado de cuentas, sino 
también todos los demás que se formen de la pieza 1.° Tanto esta 
pieza, como los ramos separados que de ella se formen, han de es-
tar siempre á disposición de dichos interesados, para que inspec-
cionen y vigilen la administración á que se refieren, y fuera del 
caso en que no obren en la escribanía por haberse comunicado á 
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los síndicos ó al fiscal en virtud de providencia del juez, el actua-
rio está obligado á exhibirlos sin devengar derechos. 
ARTÍCULO 1233 
El Juez, por sf ó á instancia de los acreedores 6 del 
concursado, podrá corregir cualquier abuso que se ad-
vierta en la administracion del concurso, adoptando 
cuantas medidas considere necesarias, inclusa la de 
suspender al sindico o síndicos que lo hubieren come-
tido. 
En este último caso, el Juez, sin admitir recurso al-
guno contra su providencia, convocará inmediatamen-
te á junta de acreedores para que determinen lo que 
crean más conveniente. 
Si el acuerdo de la junta fuere confirmatorio de la 
suspension del síndico, en el mismo acto se procederá 
á su reemplazo en la forma prevenida en el art. 1214. 
En otro caso, se tendrá por alzada la suspension 
acordada por el Juez. 
Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin per-
juicio de procederse criminalmente, cuando á ello hu-
biere lugar. 
Art. 1231 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(Lareferencia es al ar-
tículo 1212 de esta ley, sin otra variación.) 
Los dos primeros párrafos de este artículo concuerdan con 
el 552 de la ley de 1855, adicionándose ahora la prevención de 
que el juez no admitirá recurso alguno contra la providencia sus-
pendiendo á los síndicos. También se han adicionado los otros tres 
párrafos para determinar los efectos del acuerdo de la junta de 
acreedores sobre dicha suspensión, y lo que ha de practicarse se-
gúxl sea confirmatorio o revocatorio. Aunque el artículo está redac-
tado con claridad y bastará atenerse á su texto, creemos conve-
nientes algunas explicaciones. 
Si los síndicos cometen abusos en el desempeilo de su cargo, ya 
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demostrar que deben ser corregidos según la gravedad del caso, y 
procesados criminalmente si el hecho constituye delito. Así se de-
clara en el presente artículo, reconociendo en los acreedores y en 
el concursado el derecho como interesados á denunciarlos, y en el 
juez la facultad de corregirlos, no sólo á instancia de aquéllos, sino 
también de oficio. La existencia de esos abusos podrá descubrirse 
por el examen de los estados 6 cuentas periódicas á que se refiere 
el artículo anterior, ó por cualquier otro medio. Y en cuanto á la 
clase de corrección, procedimiento y recursos, tendrán que acomo-
darse á la naturaleza y circunstancias de cada caso. 
Por regla general, el juez deberá imponer de plano esas correc-
ciones, conforme el art. 451, sin dar audiencia previa á los síndi-
cos, consignando en la providencia el hecho que constituya la falta 
ó el abuso cometido. Podrá hacerse también por medio de auto, 
puesto que, según el art. 369, han de dictarse en esta forma las re-
soluciones que puedan producir las partes un perjuicio irrepara-
ble. Por analogía con lo dispuesto en el 449, las correcciones po-
drán ser las que en dicho artículo se determinan, puesto que los 
síndicos tienen el carácter de funcionarios que intervienen en el 
juicio, y la ley les impone los deberes que deben cumplir como ta-
les síndicos. Y teniendo, por tanto, esas correcciones el carácter de 
disciplinarias, procederá contra ellas el recurso de audiencia en 
justicia, que concede el art. 452, y por los trámites determinados 
en el 453 y siguientes, con la excepción que establece el que esta-
mos comentando al ordenar, que el juez no admita recurso alguno 
contra la providencia suspendiendo á los síndicos en el ejercicio 
de su cargo, en razón á que esta suspensión ha de someterse á la 
deliberación y acuerdo de la junta de acreedores. 
Así, por ejemplo, si la falta consiste en haber hecho los síndicos 
sin la debida autorización gastos, que no pertenecen á los ordina-
rios del concurso, el juez de oficio, ó á instancia de cualquier 
acreedor ó del concursado, les prevendrá que en lo sucesivo se 
abstengan de hacer gastos de esa clase, sin perjuicio del derecho 
de los interesados para impugnar su abono cuando aquéllos rindan 
su cuenta general justificada. Si los síndicos solicitan que se les 
oiga en justicia contra esa providencia, como este recurso ha de 
 
     
    
     
     
     
 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 139 
sustanciarse por los trámites de los incidentes (art. 453), en él se 
ventilará y resolverá si están bien o mal hechos los gastos. Pero, 
si por reincidencia ó por otro motivo, el juez estima que es de tal 
gravedad el abuso que merece la suspensión de los síndicos, y así 
lo acuerda—medida que sólo deberá adoptar en casos muy justifi-
cados, para no exponerse al desprestigio de que los acreedores de-
jan sin efecto su resolución,—deberá mandar á la vez que se con-
voque la junta de acreedores para que éstos determinen lo que 
crean más conveniente, sin admitir recurso alguno contra esta pro-
videncia. Otra cosa será si el abuso constituye delito, y manda el 
juez que se proceda á la formación de causa, con suspensión de los 
síndicos: entonces deberá esperarse al resultado del procedimiento 
criminal, si bien habrá de convocarse también inmediatamente la 
junta de acreedores para el reemplazo del síndico é síndicos que ha-
yan sido suspendidos en el ejercicio de su cargo, sin perjuicio de 
yu reposición si fueren absueltos, á no ser que la junta de acreedo-
res acordase otra cosa. 
Cuando la reclamación de los acredores ó del concursado, sin 
limitarse á la corrección de algún abuso, tenga por objeto una 
cuestión incidental de previo pronunciamiento sobre facultades 
de los síndicos ó sobre cualquier  otro punto relacionado con la 
administración del concurso, no deberá emplearse el procedimiento 
antes expuesto, sino que desde luego se ventilará la cuestión por 
los tramites establecidos para los incidentes, conforme á otras dis-
posiciones del presente título y á lo ordenado en la base 10 de las 
aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1880. 
Ordena la ley que en el caso de acordarse la suspensión de los 
síndicos é de alguno de ellos, convoque el juez inmediatamente á 
junta de acreedores para que determinen lo que crean más conve-
niente. Así deberá hacerse siempre que la suspensión sea de todos 
los síndicos; pero si sólo es de alguno de ellos, creemos debe apli-
carse el art. 1226, puesto
. que no queda el concurso sin representa-
ción legal y puede dilatarse sin inconveniente la deliberación sobre 
ese asunto para la primera junta que se celebre, sin necesidad de 
convocar una especial, conforme á lo expuesto en el comentario de 
dicho artículo. La citación para esta junta se hará en la forma pm- 
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venida en el art. 1253, expresándose en las cédulas y edictos el 
objeto de la misma. - 
Las únicas dudas á que, á nuestro juicio, podrá dar lugar el 
presente artículo, serán, sobre el número de acreedores necesario 
para que se constituya la junta, y sobre la forma en que ésta ha de 
confirmar ó revocar el acuerdo del juez suspendiendo á los síndi-
cos. Siguiendo el espíritu de la ley, y aplicando lo que la misma 
dispone para las juntas de nombramiento de síndicos, reconoci-
miento y graduación de créditos, que son las ineludibles en estos 
juicios, entendemos que la junta debe constituirse y celebrarse con 
los acreedores que concurran, cualquiera que sea su número y el 
pasivo que representen, y que en la votación sobre si se confirma 
la suspensión del síndico ó síndicos acordada por el juez, á falta de 
unanimidad, se estará á lo que determinen las mayorías de votos y 
cantidades, combinadas en la forma establecida en la regla 6.a del 
art. 1139, como se previene en los arts. 1235, 1241, 1255 y 1271, 
y para los demás casos análogos. Por consiguiente, si resulta una-
nimidad, deberá estarse á lo que acuerden los concurrentes, y si no 
hay unanimidad, al acuerdo de la mayoría; pero en este caso para 
que haya mayoría es necesario que se reunan dos terceras partes 
de votos de los acreedores que tomen parte en la votación, y que 
los créditos de los que concurran con sus votos á formar la mayo-
ría, importen, cuando menos, las tres quintas partes del total pa- 
sivo del concurso. Si de la votación no resultan estas dos mayo-
rías, como será fácil que suceda por falta de concurrencia, no ha-
brá acuerdo. 
¿Qué se hará en este caso? En los de reconocimiento y gradua-
ción de créditos, cuando no hay unanimidad ni concurren las dos 
mayorías, el juez resuelve (arts. 1257 y 1272); pero no puede apli-
carse el mismo criterio al caso actual, porque se trata de confir-
mar ó revocar una resolución del juez, y de apreciar hechos y no 
una cuestión de derecho. Por esto no se establece la misma solu-
ción en el artículo que comentamos: lejos de ello, se ordena que 
«si el acuerdo de la junta fuere confirmatorio de la suspensión del 
síndico, en el mismo acto se procederá á su reemplazo», y que «en 
otro caso, se tendrá por alzada la suspensión acordada por el juez», 
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sin perjuicio de procederse criminalmente, cuando á ello hubiere 
lugar». Aplicando, pues, en su recto sentido estas disposiciones de 
la ley, siempre que por unanimidad de los acreedores concurrentes 
á la junta, ó por la mayoría de votos y cantidades, no se confirme 
la suspensión del síndico, ó síndicos, acordada por el juez, ha de 
tenerse por alzada dicha suspensión: así ha de hacerse en todo otro 
caso, que no sea el de acuerdo confirmatorio. Por consiguiente, si 
no hay acuerdo por no concurrir las dos mayorías, lo mismo qu e . 
cuando éste sea revocatorio, se tendrá por alzada la suspensión, 
sin perjuicio de procederse criminalmente, cuando á ello hubiere 
lugar, en cuyo caso se estará al resultado de la causa, como ya se 
ha dicho, continuando la suspensión, si en ella se hubiere confir-
mado, no obstante el acuerdo contrario de la junta. La razón de 
esta doctrina nos parece lógica y patente: los síndicos son elegidos 
por los acreedores como sus mandatarios, y no puede estimarse re-
vocado el poder si no lo revoca el mismo mandante: por esto la ley 
no autoriza al juez para la remoción, sino sólo para la suspensión, 
y si ésta no es confirmada por los acreedores en la forma que or-
dena la ley, confirmación que envuelve la revocación de los pode-
res, debe tenerse como una corrección disciplinaria de la falta que 
á juicio del juez hayan cometido los síndicos, cuya duración será 
desde que se impuso hasta que se reunen los acreedores y no la 
confirman. 
Cuando el acuerdo de la junta sea confirmatorio de la suspen-
sión, ésta se convierte en la separación ó remoción del cargo, y en 
el mismo acto, ó sea en la misma junta, debe procederse al reem-
plazo del síndico ó síndicos á que se refiera, cuyo reemplazo se 
hará en la forma que previene el art. 1214. Esto no puede ofrecer 
dificultad, sujetándose á lo que se ordena en dicho artículo y he-
mos expuesto en su comentario. 
ARTÍCULO 1234 
(Art. 1232 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Puestos los síndicos en posesion de los bienes y efec-
tos del concurso, procederán á su enajenacion, en la 
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misma pieza primera, ó en ramos separados de ella, 
exceptuando solamente: 
1.0 Los bienes respecto de los cuales se halle pen-
diente demanda de dominio, promovida por un terce-
ro, en cuyo caso se esperará á que recaiga sentencia 
firme. 
2.° Los inmuebles que por hallarse hipotecados es 
pecialmente, hayan sido embargados en ejecucion no 
acumulada al concurso. 
En este caso se oficiará al Juez que conozca del jui-
cio ejecutivo para que ponga á disposicion del concur-
so el sobrante, si lo hubiere, despues de pagar al acree-
dor hipotecario. 
ARTÍCULO 1235 
Cuando en interés del concurso creyeran los síndi-
cos que deben suspender 6 aplazar la enajenacion de 
algunos bienes, lo pondrán en conocimiento del Juez, 
el que accederá á ello si lo estima conveniente, a re-
serva de dar cuenta en la primera junta que se cele-
bre, de las causas 6 motivos que hayan aconsejado la 
suspensión, para que la mayoría de los acreedores, 
computada del modo que se determina en la regla 6.a 
del art. 1139 acuerde lo que más convenga á sus inte-
reses. 
Art. 1253 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es á la regla 6.» 
del art. 1137 de esta ley, sin otra variación.) 
Una de las atribuciones de los síndicos (4.a del art. 1218) es 
:procurar la enajenación y realización de todos los bienes, dere-
chos y acciones del concurso en las condiciones más ventajosas; y 
con las formalidades de derecho»; de otro modo no podría realizar_ 
se el objeto y fin de estos juicios. Cuándo y cómo han de ejercer esa 
(atribución, que es una obligación á la vez, se determina en los dos 
artículos de este comentario y en los siguientes. Se ordena en el 
primero de ellos, que procederán los síndicos á dicha enajenación 
(por supuesto, no por sí, sino con las formalidades de derecho, 
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como se previene en el artículo citado y explicaremos en el comen-
tario siguiente), luego que sean puestos en posesión de los bienes 
y efectos del concurso, y que esto lo soliciten en la misma pieza pri-
mera ó en ramos separados de ella: sustancialmente lo mismo que 
ordenó el art. 554 de la ley anterior. Para la formación de ramos 
separados, servirá de criterio la regla establecida en el art. 1227, 
limitándolos á los que sean necesarios para evitar confusión en los 
procedimientos: faltaría á su deber el juez que autorizase la forma-
ción de los que no sean indispensables á dicho fin, y sería respon-
sable del aumento de gastos y costas que con ello se ocasionen al 
'concurso. 
Es, pues, regla general la enajenación inmediata de todos los 
bienes del concurso; pero esta regla tiene las tres excepciones que 
se establecen en estos artículos. Las dos del 1234, son de sentido 
común: por la primera se exceptúan de la venta los bienes, cuyo 
dominio esté en litigio, hasta que recaiga en el pleito sentencia 
firme; y por la segunda, los inmuebles especialmente hipotecadas, 
que hayan sido embargados en un juicio ejecutivo no acumulado al 
concurso, aunque hayan sido comprendidos entre los bienes propios 
del concursado, respetando así, de acuerdo con la ley Hipotecaria, 
el derecho preferente que tiene el acreedor hipotecario: el sobran-
te, si lo hubiere, pertenecerá al concurso, y es lo único que se per-
mite reclamar al juez que de este conozca, del que esté conociendo 
del juicio ejecutivo, con lo cual se reconoce y declara implícitamen-
te, que á éste y no á aquél corresponde la venta de tales bienes. 
La tercera excepción establecida en el art. 1235, es sólo en in-
terés del concurso, y está, por tanto, subordinada á la voluntad ó 
acuerdo de la mayoría de los acreedores. También la estableció el 
art. 554 de la ley anterior; pero limitándose á decir que se proce-
diera inmediatamente á la venta de los bienes, si la mayoría de los 
acreedores no acordase lo contrario. Esto se ha modificado hasta 
cierto punto para evitar las dilaciones y abusos á que se prestaba, 
y se ha determinado el procedimiento que para ello ha de seguirse. 
Es atribución de los síndicos, como se ha dicho, procurar la ena-
jenación de los bienes en las condiciones más ventajosas: á ellos, 
pues, corresponde en primer término apreciar si por circunstancias 
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especiales conviene suspender ó aplazar la venta, no de todos, sino 
de determinados bienes, para sacar mejor partido en interés del 
concurso; suspenderla, si está ya anunciada al público ó acordada 
por el juez; aplazarla, en otro caso. Si en interés del concurso, y 
no por fines particulares, entienden los síndicos que conviene sus-
pender ó aplazar la enajenación de algunos bienes, lo pondrán en 
conocimiento del juez, exponiendo las razones que para ello tengan: 
éste apreciará esas razones con su recto é imparcial criterio, y re-
solverá lo que estime más conveniente á los intereses del concurso. 
Si desestima la pretensión de los síndicos, éstos están en el deber 
de procurar la venta de esos bienes, como la de todos los demás; y 
si accede á ello, ha de acordar á la vez que se entienda sin perjui-
cio de lo que resuelva la mayoría de los acreedores, mandando se 
dé cuenta en la primera junta que se celebre para que acuerden lo 
que más convenga á sus intereses. 
Esto es lo que ordena con toda claridad el art. 1235, añadien-
do que la mayoría de los acreedores se computará del modo que se 
determina en la regla sexta del art. 1139. ¿Y qué se hará si no 
concurren las dos mayorías de votos y de cantidades que exige di-
cha regla para que haya acuerdo? Creemos que en tal caso no hay 
otra solución que aplicar la regla general, y proceder á la venta 
de esos bienes: la suspensión ó aplazamiento autorizado por el juez 
fué, según ordena la ley, á reserva de dar cuenta en la primera 
junta de acreedores, para que la mayoría de éstos acuerde lo que 
más convenga á sus intereses; si no resulta este acuerdo, no puede 
aplicarse la excepción, y es ineludible el cumplimiento de la ley 
que ordena la venta de todos los bienes, derechos y acciones del 
concursado. 
Indicaremos, por último, que como por regla general el aplaza-
miento de la venta se solicitará antes de las juntas de acreedores 
para el reconocimiento y graduación de créditos, partiendo de este 
supuesto ordena el artículo que estamos examinando, que se de 
cuenta en la primera junta que se celebre, á fin de evitar gastos; 
pero esto no puede obstar para que, si se hubieren celebrado ya 
dichas juntas, soliciten los síndicos la convocatoria de otra especial 
con dicho objeto, en virtud de la facultad que para ello les confiere 
^ 
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el art. 1218 en su núm. 6.°, y como lo autoriza el 1238 para acordar 
el destino que ha de darse á los bienes cuando no puedan venderse 
por falta de postor. 
ARTÍCULO 1236 
(Art. 1234 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
 
La enajenacion se llevará á efecto con las formali-
dades establecidas para la venta de cada clase de bie-
nes en la vfa de apremio del juicio ejecutivo. • 
ARTÍCULO 1237 
El avalúo se practicará por un perito elegido por el 
 
Juez en la forma que se determina en el art. 616, sien-
do tambien aplicables á este caso el 617 y siguientes. 
 
A propuesta de los síndicos podrá el Juez acordar 
 
que sean tres los peritos, elegidos del mismo modo, 
 
cuando á su juicio lo requiera la importancia de algu-
na finca.  
Para el acto de la insaculacion y sorteo de los peri-
tos, se citará á la representacion de los síndicos y del 
 
concursado, con señalamiento de dia y hora. Si com-
parecen, y se ponen de acuerdo en el nombramiento 
 
de perito 6 peritos, se tendrán por nombrados los que 
 
designen. En otro caso se hará la eleccion conforme á  
dicho art. 616.  
Art. 1235 para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias son los ar- 
tículos 615 y 616 y siguientes de esta ley, sin otra variación.)  
ARTÍCULO 1238  
(Art. 1236 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no hubiere postura admisible, se anunciará se-
gunda subasta con la rebaja de 25 por 100 de la ta-
sacion. 
Si tampoco hubiere postor, se convocará á junta de  
acreedores para que acuerden la manera en que hayan  
de adjudicarse los bienes no vendidos, si no prefieren  
la tercera subasta sin sujecion á tipo.  
TOMO V 19 
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En el caso de optar por la adjudicacion, ésta se ve-
rificará por las dos terceras partes del precio que hu-
biere servido de tipo en la segunda subasta. 
ARTÍCULO 1239 
(Art. 1237 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien podrán enajenarse en pública subasta los 
créditos, derechos y acciones, cuando por ser litigio-
sos, de difícil realizacion, 6 de vencimiento á largo 
plazo, 6 por tener que demandarlos en la via judicial, 
hubiera de dilatarse indefinidamente la terminacion 
del concurso para realizarlos. 
En estos casos, á propuesta de los síndicos, el Juez 
acordará el medio que estime más adecuado para fijar 
la cantidad que como precio de la venta haya de ser-
vir de tipo en la subasta. 
ARTÍCULO 1240 
(Art. 1238 para Cuba y Puerto  Rico.) 
Aprobado el remate, los síndicos otorgarán la co-
rrespondiente escritura á favor del rematante, luego 
que éste consigne el precio de la venta, el que se cons-
tituirá en depósito á disposicion del Juzgado de la ma-
nera antes prevenida. 
De las formalidades para la venta de los bienes del concurso 
tratan estos cinco artículos, que concuerdan con el 555 y siguien-
tes hasta el 564 de la ley de 1855, haciendo en ellos algunas 
modificaciones relativas al nombramiento de peritos, retasas y 
términos para las subastas, como podrá verse comparando unas 
disposiciones con otras. Se ha adicionado, además, el art. 1239, 
autorizando la enajenación en pública subasta de ciertos créditos, 
derechos y acciones, sobre lo cual nada se dispuso en la ley ante-
rior. Todas estas reformas van encaminadas á evitar dilaciones y 
gastos, y á facilitar la realización de los bienes para el pago de los 
acreedores en el plazo más breve posible. Haremos algunas obser- 
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vaciones para la aplicación de estos artículos, aunque pudiéramos 
remitirnos á su texto por estar redactados con toda claridad. 
En el primero de ellos se ordena, que «la enajenación (de los 
bienes del concurso) se llevará á efecto con las formalidades esta-
blecidas para la venta de cada clase de bienes en la vía de apremio 
del juicio ejecutivo». Con esta referencia no ha habido necesidad 
de repetir aquí lo que ha de hacerse respecto de cada clase de bie-
nes, separándose también en esto de la ley anterior: deberá, pues, 
observarse lo dispuesto en los artículos 1482 y siguientes, pero ve-
rificándose el nombramiento de peritos para el avalúo, no en la 
forma que se ordena en los artículos 1483 al 1486 y en el 1494, 
sino conforme á lo que se previene en el 1237 de este comentario. 
Tampoco puede aplicarse lo que se dispone en los artículos 1504 y 
1505 para cuando no haya postor en la primera ni en la segunda 
subasta, puesto que en el 1238 se ordena lo que ha de hacerse en 
tales casos. Con estas modificaciones ha de aplicarse á la venta de 
los valores y efectos cotizables, alhajas, muebles é inmuebles del 
concurso lo que para la de cada una de estas clases de bienes se 
halla prevenido en la vía de apremio del juicio ejecutivo, tanto res-
pecto de términos, anuncios y demás formalidades para las subas-
tas, como á la forma de suplir ó completar los títulos de propiedad 
de los inmuebles. 
En cuanto al nombramiento de peritos para el avalúo, así de 
bienes muebles como inmuebles, ya hemos dicho que ha de estarse 
á lo que ordena el art. 1237. Según él, por regla general ha de 
nombrarse un solo perito; pero, si por la importancia de alguna 
finca, y creemos que también cuando por su riqueza ó mérito ar-
tístico pueda ser de gran valor alguno de los bienes muebles, creen 
conveniente los síndicos proponer que sean tres los peritos, el juez 
acordará sobre ello lo que estime más conveniente, sin dar audien-
cia al concursado. La elección se hará por insaculación y sorteo en 
la forma que establece el art. 616, á no ser que los síndicos y el 
concursado se pongan de acuerdo para el nombramiento. En la 
misma providencia en que el juez resuelva si han de ser uno ó tres 
los peritos, acordará que para el acto de la insaculación y sorteo de 
éstos se cite á la representación de los síndicos y á la del concursado, 
 ï^ 
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con señalamiento de día y hora; si comparecen éstos ó sus procu-
radores, el juez les invitará para que se pongan de acuerdo sobre  
el nombramiento de perito ó peritos: si hay conformidad, se ten-
drán por nombrados los que ellos designen; y en otro caso, esto es,  
si no se ponen de acuerdo, á no comparece alguno 6 ninguno de  
ellos, se hará la elección conforme á dicho art. 616, por medio de la  
suerte, cuando haya número suficiente de peritos para la insacula-
ción, ó por el juez, si no lo hubiere. Son también aplicables á estos  
casos los artículos 617 y siguientes relativos á la recusación de los  
peritos, su aceptación y forma en que han de evacuar su cometido.  
Justipreciados los bienes, mandará el juez sacarlos á pública  
subasta por el término que para cada clase se señala en los artícu-
los 1488 y 1495, anunciándolo por edictos en la forma que ordenan  
los mismos artículos. Podrá celebrarse también la doble subasta y  
remate que permite el art. 1502, respecto de los inmuebles que es-
tén situados fuera del partido judicial en que se siga el juicio. Para  
tomar parte en la subasta deberá hacerse el depósito que exige el  
art. 1500. Según se deduce del 1501, podrán tomar parte en ella  
los acreedores del concurso; pero no los síndicos, á quienes está  
prohibido (1). El acto del remate se celebrará con las formalida-
des que previene el 1503. En una palabra, se aplicarán á estas  
enajenaciones las disposiciones establecidas para la venta de bie-
nes en la vía de apremio del juicio ejecutivo, salvas las modifica-
ciones indicadas, una de ellas la que resulta del art. 1238, que  
vamos á examinar. 
 
Según él, si en la primera subasta no ,se presentare postura ad- 
  
(1) El art. 1459 del Código civil prohibe á los mandatarios, cuyo carácter 
tienen los síndicos, adquirir por compra, aunque sea en subasta pública ó 
judicial, por si ni por persona alguna intermedia, los bienes de cuya admi-
nistración ó enajenación Estuviesen encargados, como lo están los síndicos 
respecto de los del concurso. En las quiebras existe la misma prohibición, que-
dando á beneficio de la misma quiebra los efectos adquiridos por los síndicos 
y su precio, según el art. 1089 del Código de Comercio antiguo, cuyo artículo 
ha de considerarse como vigente por la referencia que á ól hato el 1359 de 
la presente ley. Y hasta podrán darse casos en que deba aplicarse la san-
ción penal del art. 412 del Código penal. 
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misible (no lo será la que no cubra las dos terceras partes del ava-
lúo, art. 1499), «se anunciará segunda subasta con la rebaja de 25 
por 100 de la tasación», y con las mismas formalidades que la an-
terior; y «si tampoco hubiere postor, se convocará á junta de acree-
dores para que acuerden la manera en que hayan de adjudicarse 
los bienes no vendidos, si no prefieren la tercera subasta sin suje-
ción á tipo». Esto dice el art. 1238, y necesita alguna explicación. 
Es de notar que no se diga en qué forma ha de tomarse ese acuerdo 
de la junta, ni si será obligatorio para todos los acreedores caso de 
adoptarse por la mayoría de votos y cantidades que exige la regla 6.a 
del art. 1139, y sin duda se ha cometido esa omisión deliberada-
mente. La adjudicación de los bienes no puede ser forzosa; ha de 
aceptarse voluntariamente: ni aun en el juicio ejecutivo, en que po-
dría estar justificada, se obliga al acreedor á que reciba en pago 
los bienes embargados que no han podido Venderse (arts. 1505 
y 1506); mucho menos en los concursos, en que por ser varios los 
acreedores, ofrece gravísimos inconvenientes y hasta podrá ser im-
practicable esa adjudicación. Por tanto, la reunión de los acreedo-
res en el caso de que se trata no tiene ni puede tener otro objeto 
que el de enterarles de la falta de postor por si á alguno de ellos 
le interesa quedarse con los bienes por las dos terceras partes del 
precio que hubiere servido de tipo en la segunda subasta, en cuyo 
caso se le adjudicarán á cuenta de su crédito, y sólo en la parte 
proporcional que le corresponda, entregando en metálico el exceso, 
si lo hubiere, para que se reparta entre los demás acreedores. Si 
ninguno de los concurrentes acepta la adjudicación del todo ó parte 
de los bienes con esa condición, se entenderá que prefieren la ter-
cera subasta sin sujeción á tipo. Pero nada de votaciones, ni de to- 
mar acuerdos por mayoría, porque no pueden ser obligatorios. 
Como la ley anterior no previó el caso del art. 1329, había que 
dilatar indefinidamente la terminación del concurso cuando exis-
tían á su favor créditos de vencimiento á largo plazo, ó de difícil 
realización, hasta hacerlos efectivos, y lo mismo cuando era pre-
ciso acudir á la vía judicial para reclamarlos, ó para ejercitar otros 
derechos y acciones. Esto servía de motivo, y á veces de pretexto, 
para hacer interminable el juicio universal, consumiéndose en cos- 
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tas lo que debía repartirse á los acreedores, con notorio perjuicio 
de éstos, y con desprestigio para la administración de justicia. A. 
 fin de evitar estos inconvenientes, se ha adicionado dicho artículo, 
por el que se autoriza la enajenación en pública subasta de los cré-
ditos, derechos y acciones que se hallen en dicho caso. La dificultad 
está en fijar la cantidad que haya de servir de tipo para la subasta: 
no era posible establecer reglas precisas, aplicables á los diversos 
casos que pueden ocurrir; y por esto deja la ley al prudente crite-
rio del juez la facultad de acordar, á propuesta de los síndicos, «el 
medio que estime más adecuado para fijar la cantidad que como 
precio de la venta haya de servir de tipo en la subasta». Ese me-
dio podrá ser el dictamen de uno ó tres peritos, elegidos conforme 
al art. 1237, que deberán ser letrados cuando se trate de créditos, 
derechos ó acciones, que sean ó puedan ser litigiosos, ó el que el 
juez crea más adecuado al caso. Para evitar gastos de subastas in-
útiles, lo más conveniente y práctico será que los síndicos gestio-
nen extrajudicialmente la enajenación del crédito, derecho é acción, 
y cuando la tengan concertada, que la propongan al juzgado exp o-
niendo las razones que tengan para aceptar el precio estipulado; y 
si el juez, por su propio criterio ú oyendo el dictamen de peritos, 
lo estima justo, lo fijará como tipo para la subasta, acordando la 
enajenación en esta forma. El temor de confabulaciones, amaños 
y fraudes se aleja con la subasta, en la que podrá mejorarse la 
postura. 
Celebrado el remate, ha de aprobarlo el juez, en la forma y con 
los procedimientos que se ordenan en los artículos 1509 al 1515, 
según sean muebles ó inmuebles los bienes rematados, con exclu-
sión del 1514, puesto que la escritura de venta no ha de ser otor-
gada por el deudor, sino por los síndicos, como se previene en el 
1240, último de este comentario. Se dice en él, que «aprobado el 
remate, los síndicos otorgarán la correspondiente escritura á favor 
del rematarte», lo cual habrá de entenderse para los casos en que 
corresponda, como decía el art. 560 de la ley anterior. Según el 
1280 del Código civil, deberá otorgarse escritura pública siempre 
que la enajenación sea de bienes inmuebles ó de derechos reales 
sobre los mismos, ó de acciones ó derechos procedentes de un acto 
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consignado en escritura pública; pero si es de bienes muebles ó se-
movientes, bastará la consignación del precio para que se entregue 
la cosa al rematante, como se previene en el art. 1509 de esta ley, 
sin necesidad de dicha escritura, á no ser que la exija el compra-
dor. En todo caso, antes de otorgarse la escritura ó de hacer la en-
trega de los muebles, ha de consignarse el precio de la venta á dis-
posición del juzgado en la Caja de Depósitos ó en el Banco de Es-
paña, entregándose el resguardo á los síndicos después de hacerlo 
constar en los autos. 
ARTÍCULO 1241 . 
Los síndicos podrán transigir los pleitos pendientes, 
6 que se promuevan por el concurso, 6 en contra del 
mismo, y las demás cuestiones que puedan ser litigio-
sas en que éste tenga interés, siempre que se hallen 
autorizados para transigir por la Junta de acreedores. 
Si no lo estuviesen, someterán la transaccion, des 
pues de concertada, á la aprobacion de la primera jun-
ta que se celebre 6 que se convoque para ello, la cual 
resolverá por mayorfa computada, como se determina 
en la regla 6.a del art. 1139. 
En ámbos casos, los síndicos presentarán la tran-
saccion, en pieza separada, á la aprobacion judicial, 
sin cuyo requisito no será válida. El Juez dará audien-
cia por seis dias al concursado, y sin más trámites re-
solverá lo que estime conveniente. 
El auto, aprobando 6 desaprobando la transaccion, 
será apelable en ámbos efectos. 
Art. 1239 de la ley para Cuba y Puerto R.ico.— (La referencia del 
pdrrafo 2.° es d la regla G.a del art. 1137 de esta ley, sin otra va-
riación.) 
Se ha adicionado este artículo por la misma razón que lo ha 
side el 1239, y que hemos expuesto en el comentario anterior. Está 
redactado con tan buen sentido práctico, que no puede ofrecer 
dificultades y nos remitimos á su texto. Sólo nos permitiremos dar 
un consejo á los síndicos, fundado en la propia experiencia. Cuando 
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haya pleitos en el concurso, y crean conveniente transigirlos, como 
lo es por regla general, deben pedir la autorización en la primera 
junta de acreedores que se celebre; si es posible en la de nombra-
miento de síndicos: si esperan á tener concertada la transacción 
para someterla á la aprobación de una junta especial convocada 
para ello, aparte de la discusión á que dará lugar, raro será el caso 
en que consigan su buen propósito, por la dificultad de que con-
curran acreedores en número suficiente para que el voto de la ma-
yoría represente los tres quintos del total pasivo; y como sin este 
requisito no hay acuerdo, y sin la aprobación de la junta no puede 
llevarse á efecto la transacción, serán inútiles sus esfuerzos y las 
molestias y gastos á que siempre dan ocasión esas juntas cuando 
son muchos lo's acreedores. 
ARTÍCULO 1242 
(Art. 1240 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecho el pago de todos los créditos, 6 de la parte 
de ellos que los bienes del concurso alcanzaren á cu-
brir, los síndicos rendirán una cuenta general justifi-
cada, que se unirá al ramo de cuentas y estará de ma-
nifiesto en la escribanía durante quince dias á disposi-
cion del deudor y de los acreedores que no hayan co-
brado por completo. 
ARTICULO 1243 
(Art. 1241 para Cuba y Puerto Rico.) 
Trascurridos los quince dias sin hacerse oposicion, 
el Juez aprobará la cuenta, y mandará dar á los síndi-
cos el oportuno finiquito. 
ARTICULO 1244 
(Art. 1242 para Cuba y Puerto Rico.) 
Las reclamaciones que se hicieren contra la cuenta, 
se sustanciarán con los sfndicos en el juicio ordinario 
que por su cuantfa corresponda. 
El que las promueva litigará á sus expensas y bajo 
su exclusiva responsabilidad, sin perjuicio de la con- 
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dena de costas, que podrá imponerse en definitiva á 
los sfndicos si fueren vencidos. 
Los que sostengan una misma causa, litigarán uni-
dos bajo la misma direccion. 
Concluye la misión de los síndicos, y de hecho y de derecho 
cesan en su cargo, luego que se realiza el pago de todos los crédi-
tos, ó de la parte de ellos que los bienes del concurso alcanzaren á 
cubrir. Llegado este caso, deben cumplir la obligación, que tiene 
todo el que administra bienes ajenos, de rendir cuenta general jus-
tificada de las entradas y salidas de caudales, ó de la inversión 
dada á los bienes del concurso. De la forma en que han de presen-
tarse y aprobarse esas cuentas tratan estos tres artículos, los cuales 
concuerdan con los 565, 566 y 567 de la ley anterior, con ligeras 
modificaciones que no afectan al fondo y que luego indicaremos. 
En el art. 1242, primero de este comentario, se impone á los 
síndicos la obligación de rendir dicha cuenta general, con la pre-
vención, no contenida en la ley anterior, de que ha de ser justifi-
cada, de suerte que con esa cuenta general han de presentarse los 
documentos ó comprobantes que la justifiquen, y no con los esta-
dos ó cuentas periódicas á que se refiere el art. 1231, como hemos 
dicho en su comentario. No se fija aquí término para la presenta- 
ción de dicha cuenta; pero deberá entenderse el de quince días 
que para caso análogo señala el art. 1245; y si dentro de este plazo 
no cumpliesen los síndicos dicha obligación, deberá el juez apre-
miarles de oficio, dada la índole de estos asuntos, si no hay parte 
que inste, fijándoles el término que estime suficiente, según las cir-
cunstancias del caso. 
Presentada la cuenta general, se unirá al ramo de cuentas, 
para poder compararlas y apreciar la exactitud de aquélla y de és-
tas, y «estará de manifiesto en la escribanía durante quince días á 
disposición del deudor y de los acreedores que no hayan cobrado 
por completo», por ser éstos los únicos interesados en el asunto, y 
no de todos los acreedores, como decía la ley anterior: si todos hu-
bieren cobrado por completo, el examen y aprobación de las cuen-
tas se entenderá solamente con el concursado. Si transcurren los 
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quince días sin hacerse oposición, el juez aprobará la cuenta y 
mandará dar á los síndicos el oportuno finiquito; y si se impugna, 
las reclamaciones que contra ella se hicieren por el deudor ó por 
cualquiera de los acreedores que no hubieren cobrado por com-
pleto, se sustanciarán con los síndicos, como cuentadantes, en el 
juicio ordinario que por su cuantía corresponda, con los recursos de 
apelación y de casación en su caso, pues se trata de una cuestión 
entre partes, que aunque sea consecuencia del juicio de concurso, 
no puede considerarse como incidente del mismo por estar ya ter-
minado. En esa contienda judicial, deberán litigar unidos y bajo la 
misma dirección los que sostengan una misma causa. 
Esto es lo que disponen en conjunto los artículos de este co-
mentario, de acuerdo con los citados de la ley anterior, añadién-
dose ahora en el párrafo segundo del 1244, que el que promueva 
el litigio, ó sea el que impugne la cuenta, «litigará á sus expensas 
y bajo su exclusiva responsabilidad», cuya declaración tiene por 
objeto evitar la pretensión de alguno de los acreedores de que, li-
tigando en beneficio de la masa común, debe entenderse á expen-
sas de la misma. Los que promuevan estas cuestiones, ya saben que 
han de litigar á sus expensas y bajo su responsabilidad, «sin perjui-
cio de la condena de costas, que podrá• imponerse en definitiva á 
los síndicos, si fueren vencidos», en cuyo caso tendrán éstos que 
pagar las costas de su propio caudal, y no con fondos del concurso, 
aunque los haya. Esto es lo justo, y se hace esa declaración para 
evitar cuestiones. 
El juez tiene el deber de aprobar la cuenta luego que transcu-
rran los quince días sin haberse hecho oposición, lo cual dá á este 
término el carácter de improrrogable. Sin embargo, como podrá 
suceder que no sea suficiente dicho término para examinar las 
cuentas, cuando sean extensas y complicadas, y reunir los docu-
mentos y datos necesarios para impugnarlas, creemos de equidad, y 
la ley no se opone á ello, que se tenga por llenado aquel requisito 
anunciando la oposición dentro de los quince días, y que el juez 
conceda el término necesario para formalizarla, como se previene 
para casos análogos. Este escrito se formulará como las demandas 
ordinarias, acompañando copias del escrito y documentos, sin nece- 
t 
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sidad de acto de conciliación por ser consecuencia de otro juicio. 
Se dará traslado á los síndicos con las copias, sin nuevo emplaza-
miento, para que contesten dentro de veinte días (art. 530), cuan-
do haya de seguirse el juicio como de mayor cuantía, ó dentro de 
nueve (art. 681) si es de menor cuantía, y se continuará después 
por los trámites establecidos para el juicio ordinario que corres-
ponda, según la cuantía de las cuentas é de las partidas que sean 
objeto de la impugnación. 
ARTICULO 1245 
(Art. 1243 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando los síndicos cesen en su cargo  Antes de con-
cluirse la liquidacion del concurso, rendirán igualmen-
te su cuenta general en el término de quince dias, la 
que se someterá al 
 examen y aprobacion de la primera 
junta de acreedores que se celebre, prévio informe de 
los nuevos síndicos. 
Si no hubiera de celebrarse ninguna junta, corres-
ponderá al Juez la aprobacion con audiencia de los 
nuevos síndicos; y si hubiere oposicion, se sustanciará 
por los trámites establecidos para los incidentes, pu-
diendo ser parte los acreedores que lo soliciten. 
El auto o sentencia que recaiga en estos incidentes 
será apelable en Ambos efectos. 
Siempre que los síndicos cesen en su cargo deben rendir cuenta 
general justificada, ya lo verifiquen por haberse terminado la li-
quidación del concurso, que es el caso expuesto en el comentario 
anterior, ya por renuncia ó por cualquier otro motivo durante el 
juicio antes de concluirse dicha liquidación. A este segundo caso, 
no previsto en la ley anterior, se refiere el presente artículo, or-
denando con sencillez el procedimiento que ha de seguirse para la 
aprobación de esas cuentas. Fija para rendirlas el término prorro-
gable de quince días, contados desde el siguiente al en que hubie-
ren cesado los síndicos, y concede la facultad de aprobarlas á la 
primera junta de acreedores que se celebre, ó al juez del concurso, 
si no hubiere de celebrarse ninguna junta, como sucederá si ocu- 
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rre el hecho después de la de graduación de créditos, que es la úl-
tima que establece la ley, y no está acordada la convocación de 
otra, con audiencia de los nuevos síndicos en uno y otro caso. Por 
consiguiente, presentada la cuenta, deberá mandar el juez que se 
una al ramo de cuentas, y que se comunique á los nuevos síndicos, 
si estuvieren ya nombrados, para que emitan su dictamen: emitido 
éste, si hay que celebrar alguna junta de acreedores, acordará el 
juez que se de cuenta en ella, quedando mientras tanto el ramo 
de cuentas en la escribanía á disposición del deudor y de los acree-
dores; y en otro caso resolverá el juez sobre la aprobación de la 
cuenta. Si los síndicos están conformes con ella, y no hay oposi-
ción de parte del deudor ni de los acreedores, la aprobará sin mas 
trámites por medio de auto; y si hay oposición, se sustanciará ésta 
por los trámites establecidos para los incidentes, dictando á su 
tiempo el fallo que corresponda por medio de sentencia. Tanto 
esta sentencia como aquel auto son apelables en ambos efectos, y 
contra el fallo . de la Audiencia procederá el recurso de 'casación 
(art. 1690, núm. 1.°). 
Podrá suceder que los síndicos cesantes presenten la cuenta 
general antes del día señalado para la celebración de la junta en 
que ha de hacerse la elección de los nuevos síndicos; en tal caso, 
al examen y aprobación de esta junta deberá someterse dicha 
cuenta; pero como ha de preceder el informe de los nuevos síndi-
cos, según la misma ley, lo procedente será que, hecha la elección 
de éstos, se ponga á discusión la cuenta;` si los nuevos síndicos, 
por haberla examinado en la escribanía, pueden dar su dictamen 
en el acto, se procederá á su examen y al acuerdo de la junta; y si 
no, habrá que suspender éste por el tiempo preciso para que se 
enteren aquéllos y den su informe verbal ó por escrito, señalando 
el juez para continuarla el día y hora que mejor estime, si no 
puede ser en el mismo día, lo cual dependerá de la extensión é im-
portancia de la cuenta. 
El acuerdo de la junta aprobando la cuenta solo será ejecutivo 
cuando no haya oposición: si la hubiere, ya se anuncie en el mismo 
acto con la protesta correspondiente por cualquiera de los que hu-
bieren votado en contra, ya dentro de los ocho días siguientes por 
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el deudor 6 por alguno de los acreedores que no hubiere concu-
rrido á la junta, habrá de sustanciarse esa oposición por los trá-
mites establecidos para los incidentes, pudiendo ser parte los acree-
dores que lo soliciten, como previene el presente artículo, y el juez 
fallará lo que estime justo, pudiendo utilizarse los recursos de ape-
lación y de casación antes indicados. En tales casos, corresponde 
6. los síndicos sostener el acuerdo de la junta, sea favorable ó ad-
verso á la aprobación de las cuentas, pues si fuere adverso, re-
sulta la oposición que da lugar al incidente. Esto es lo que cree-
mos procedente en vista de lo que dispone la misma ley para ca-
sos análogos. 
Indicaremos, por último, que el presente artículo se refiere al 
caso en que cesen todos los síndicos antes de concluirse la liquida-
ción del concurso: si sólo cesa alguno de ellos, cuando sean tres, el 
que quedé en ejercicio sigue con la representación legal del con-
curso (art. 1226), y por tanto no ha cesado la sindicatura, ni es lle-
gado el caso de rendir la cuenta general. El que cese, en tal caso, 
ó sus herederos si hubiere fallecido, dará cuenta á sus compañeros 
de lo que hubiere hecho, y éstos podrán exigirle la responsabilidad 
que corresponda, para salvar la suya, cuando á la terminación del 
juicio rinda la sindicatura su cuenta general. 
ARTICULO 1246 
(Art. 1244 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Aprobada la cuenta de los sfndicos, se hará entrega 
al deudor de sus libros y papeles y de los bienes que 
hubieren quedado, en el caso de haber sido totalmente 
satisfechos los créditos y costas del concurso. 
Si no lo hubieren sido, se conservarán en la escri-
banfa los libros y papeles útiles unidos á los autos 
para los efectos sucesivos. 
Concuerda sustancialmente con los artículos 568 y 569 de la 
ley anterior. Es tan claro el precepto de este artículo que no nece-
sita de ninguna explicación, teniéndose presente que se refiere al 
caso del art. 1242, esto es, á la cuenta que han de rendir los síndi- 
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cos después de terminada la liquidación del concurso. Como en po-
der de estos obrarán los bienes, libros y papeles, á ellos corres-
ponderá hacer la entrega bajo el correspondiente resguardo, sin 
perjuicio de acreditarla también en los autos. Y á los mismos sín-
dicos corresponderá hacer, en su caso, la clasificación de los libros 
y papeles, sin perjuicio de someter las dudas á la resolución del 
juez, para entregar al actuario los que puedan ser útiles á fin de 
que los conserve y archive con los autos, y al concursado los que 
ningún interés puedan ofrecer para los efectos sucesivos de liqui-
dar y completar el pago de los acreedores. 
ARTICULO 1247 
(Art. 1245 do in ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El resultado definitivo del . concurso se notificará 
personalmente por cédula á los acreedores que tengan 
domicilio conocido y no hubieren cobrado por entero , . 
y en todo caso se publicará por edictos, que se inser-
tarán en los periódicos en que se hubiese publicado 
la declaracion del concurso. 
ARTICULO 1248 
(Art. 1246 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el auto en que se ordene la publicacion del re-
sultado definitivo del concurso, se declarará la rehabi-
litaeion del concursado, sin necesidad de instancia suya 
ni de audiencia de los síndicos. 
Esta rehabilitacion se entenderá sin perjuicio de los 
derechos de los acreedores cuyos créditos no hayan 
sido totalmente satisfechos, y de lo que se haya resuel-
to acerca de la culpabilidad del concursado. 
Modificaciones importantes han introducido estos artículos en 
los 570 y 571 de la ley anterior, con los que concuerdan. En am-
bas leyes se ordena, que el resultado definitivo del concurso se no- 
tifique á los acreedores y se publique por edictos en los mismos pe-
riódicos en que se hubiere publicado la declaración del concurso, y 
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que en el auto en que se acuerde dicha publicación, se declare la 
rehabilitación del concursado, sin necesidad de instancia suya ni 
de audiencia de los síndicos; pero no se aplican del mismo modo 
estos'principios. 
Respecto del primer extremo, téngase presente que la notifica-
ción personal del auto ordenando la publicación del resultado de-
finitivo del concurso, no ha de hacerse ahora á todos los acreedores 
reconocidos, cono decía la ley anterior, sino tan solo á los «que 
tengan domicilio conocido y no hubieren cobrado por entero», se-
gún se previene en el art. 1247, primero de este comentario. Los 
que han cobrado el total de sus créditos han dejado de ser acree-
dores; ningún interés tienen ya en el asunto, y á nada conducía di-
cha notificación sino al aumento de gastos. Se hará por cédula, que 
contendrá los particulares expresados en el art. 267, á los que no 
hayan cobrado por completo y tengan domicilio conocido, entre-
gándosela personalmente, y si no fueren habidos á la primera di-
ligencia en busca, se entregará á la persona que designa el art. 268: 
á los que tengan su domicilio fuera del lugar del juicio y carezcan 
en éste de representación, habrá de notificárseles entregándoles la 
cédula por medio de exhorto; y respecto de aquéllos cuyo domici-
lio no conste en los autos, no ha de practicarse diligencia alguna 
para notificarles: éstos podrán enterarse del resultado del concurso 
por los edictos, que en todo caso han de fijarse y publicarse en los 
mismos sitios y periódicos en que se hubiere publicado la declara-
ción del concurso. 
Es de más transcendencia la otra modificación relativa á la re-
habilitación del concursado. Según el art. 571 de la ley anterior, 
no podía declararse dicha rehabilitación sino «en el caso de haber 
sido pagados por entero los créditos y de haberse declarado la in-
culpabilidad del mismo concursado». Con esta rigidez, era raro el 
caso en que podía declararse la rehabilitación á no mediar conve-
nio, pues apenas habrá un concurso de ciento en que resulten pa-
gados por entero todos los créditos, y como el concursado seguía 
incapacitado para la administración de sus bienes, le faltaban 
medios legales y estímulo para procurarse con su trabajo ó indus-
tria los recursos necesarios para completar el pago de sus acreedo- 
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res y mejorar su propia situación: con ello nadie ganaba, y perdían 
mucho la moral y la sociedad. Por esto, al reformar la ley, se re-
formó dicho artículo, previniéndose en el 1248 de la presente, que 
ten el auto en que se ordene la publicación del resultado definitivo 
del concurso, se declarará la rehabilitación del concursado, sin nece-
sidad de instancia suya ni de audiencia de los síndicos»; de suerte 
que en todo caso ha de declararse dicha rehabilitación, aunque no 
la solicite el interesado, y si la solicita, se decretará de plano, sin 
dar audiencia á los síndicos ni á los acreedores, aunque la pidan, 
quedando á salvo á unos y otros los recursos ordinarios para la re-
posición ó reforma del auto, si entienden que no está ajustado á 
la ley. 
Pero, al ordenarlo así la ley, no podía ser con el propósito de 
lesionar los derechos de los acreedores, ni de dejar impune al con-
cursado culpable: deja á salvo lo uno y lo otro declarando en el 
mismo artículo que «es ta rehabilitación se entenderá sin perjuicio 
de los derechos de los acreedores cuyos créditos no hayan sido to-
talmente satisfechos, y de lo que se haya resuelto acerca de la cul-
pabilidad del concursado». Se entenderá, dice, y por tanto, aunque 
el auto de reabilitación no contenga estas reservas, producirán sus 
efectos lo mismo que si se hubieren consignado en él expresamente. 
Fúndase la primera de estas reservas legales en un principio de 
derecho y de estricta justicia, consignado como precepto en el ar-
tículo 1920 del Código civil. «No mediando, dice, pacto expreso en 
contrario entre deudor y acreedores, conservarán estos su derecho, 
terminado el concurso, para cobrar, de los bienes que el deudor 
pueda ulteriormente adquirir, la parte de crédito no realizada». 
Y aun mediando pacto expreso, celebrado con las formalidades le-
gales por medio del convenio que autoriza la ley, si el deudor de-
jare de cumplirlo en todo ó en parte, renace el derecho de los acre-
dores por las cantidades que no hubieren percibido de su crédito 
primitivo, como lo declaran el art. 1919 del mismo Código y el 
1155 de la presente ley. Tendrán, pues, este derecho, hágase hecho 
ó no la reserva en el auto de rehabilitación; pero no será obstáculo 
para esta el que los acreedores no hayan cobrado por completo. 
En cuanto á la otra reserva, hay que combinar la disposición 
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del artículo que estamos comentando con la del 1914 del Código 
civil. Ordénase en éste que el concursado «será rehabilitado en sus 
derechos terminado el concurso, si de la calificación de éste no re-
sultare causa que lo impida». Luego es preciso atenerse al resul-
tado de la pieza tercera del concurso, y se declarará la rehabilita-
ción del concursado, siempre que no resulte de dicha pieza causa 
que lo impida. Veamos lo que será procedente en cada uno de los 
casos en que pueden ocurrir. 
1.° Que en la pieza tercera haya sido declarada la inculpabili-
dad del concursado ó absuelto libremente, si se hubiere procedido 
á la formación de causa criminal que previene el art. 1300. En am-
bos casos es de derecho é ineludible la rehabilitación del con-
cursado. 
2.° Que declarada por sentencia firme la culpabilidad del con-
cursado ., en la causa criminal que en su virtud debe formarse con-
forme á dicho artículo, haya sido condenado por alguno de los de-
litos de alzamiento ó insolvencia punibles, definidos y penados en 
los artículos 536, 542 y 543 del Código penal vigente. Como nin-
guno de estos delitos se castiga con la pena de interdicción civil, 
única que priva al pinado de la administracción de sus bienes, 
tampoco podrá negársele la rehabilitación, á no ser que por cual-
quier.otro motivo se le+hubiese impuesto dicha pena. El Código 
civil no contiene para los concursados la declaración que para los 
comerciantes quebrados hace el art. 920 del Código de Comercio: 
«Los quebrados fraudulentos, dice, no podrán ser rehabilitados.» 
 . 
Esto no es aplicable á los concursados, y deben ser rehabilitados 
en dicho caso, por no haber causa legal que lo impida. 
3.° Que al tiempo de dictarse el auto ordenando la publicación 
del resultado definitivo del concurso, no esté terminado por sen-
tencia firme el juicio criminal contra el concursado. En este caso 
deberá declararse la rehabilitación, pero sin perjuicio del resul-
tado de dicha causa. La declaración de culpabilidad, hecha por sen-
tencia firme en la pieza tercera, sólo produce efectos civiles, según 
el art. 1300 ya citado de la ley: estos efectos son, la incapacidad 
para celebrar convenios con los acreedores (art. 1305) y para la 
administración de los bienes durante el concurso: terminado este 
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juicio, no tienen aplicación estos efectos, y procede la rehabilita-
ción sin perjuicio de lo que se resuelva en la causa criminal. 
Resulta, pues, que será raro el caso en que haya causa que im-
pida la rehabilitación del concursado en sus derechos civiles, ó sea 
en la administración de sus bienes y de cualquiera otra que por la 
ley le corresponda, para las que fué incapacitad o por la declara-
ción de concurso, según el art. 1914 del Código civil, y el 1161 de 
la ley. Y como ha de declararse dicha rehabilitación en el mismo 
auto en que se ordene la publicación del resultado definitivo del 
concurso, no podrá hacerse sino después de terminadas definitiva-
mente las tres piezas del concurso y todas sus incidencias. Llegado 
este caso, el juez las llamará á la vista, de oficio ó á instancia de 
parte, y dictará dicho auto en la pieza primera, consignando en 
sus resultandos lo que resulte de la segunda sobre el pago hecho 
á los acreedores total ó parcialmente, y de la tercera sobre la ca-
lificación del concurso, y en los considerandos los fundamentos de 
derecho que justifiquen su resolución, con los pronunciamientos 
que debe contener, conforme á los dos artículos de este comen-
tario. 
SECCIÓN SEXTA 
PIEZA SEGUNDA.—DEL RECONOCIMIENTO, GRADUACIÓN 
Y PAGO DE LOS CRÉDITOS 
ARTÍCULO 1249 
Puestos los síndicos en posesion de los bienes y de 
los libros y papeles del concurso, se formará la pieza 
segunda, destinada al reconocimiento, graduacion y 
pago de los créditos. 
Esta pieza se formará con testimonio literal del es-
tado o relacion de las deudas presentado por el deudor, 
y correrá con ella el ramo separado que se habrá for-
mado, segun lo prevenido en el art. 1204, con los tí-
tulos de los créditos presentados por los acreedores. 
Art. 1247 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1202 de esta ley, sin otra variación.) 
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Cuándo y cómo ha de foimarse la pieza segunda del concurso, 
destinada al reconocimiento, graduación y pago de los créditos, se 
determina con tanta claridad en este artículo, que basta remitir-
nos á su texto. Concuerda con el párrafo 1.° del art. 573 de la ley 
anterior. Sólo indicaremos que se formará esta pieza en virtud de 
providencia, que se dictará en la primera luego que de ella resulte 
haber sido puestos los síndicos en posesión de los bienes y de los 
libros y papeles del concursado, y que el testimonio para su for-
mación solo ha de contener literalmente lo que en este artículo se 
ordena y la providencia mandando formarla, con la relación su-
cinta en su encabezamiento del juicio á quo se refiere. 
Los juicios ejecutivos que hubieren servido de base para la de-
claración de concurso, y  los pleitos que se hubieren acumulado, 
deberán correr con esta pieza como parte del ramo separado for-
mado con los títulos de los créditos, puesto que en ellos obrarán 
los de los acreedores á que se refieran. No estamos conformes con 
la opinión de un comentarista que entiende deben ponerse en la 
pieza segunda testimonios de los títulos de créditos que obren en 
dichos pleitos: ni lo ordena la ley, ni es necesario, ni llenaría el 
objeto ese testimonio, pues siempre tendrían los síndicos que ver 
y examinar los títulos originales para el reconocimiento de tales 
créditos, y aun apreciar las razones alegadas en los autos, si hu-
bieren sido impugnados por el deudor. 
Reformando y mejorando el método de la ley anterior, para 
mayor claridad y facilitar su consulta, se ha dividido esta sección 
en los cuatro párrafos que vamos á examinar. 
§ 1° 
Del reconocimiento de los créditos. 
ARTÍCULO 1250 
(Art. 1248 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Formada la pieza segunda, se comunicará á los sin= 
dicos para que, dentro del término que el Juez les se-
ñale, proporcionado á las circunstancias del concurso, 
pero que no podrá pasar de treinta dias, y con vista 
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de los titulos presentados y de los libros .y papeles del 
deudor, practiquen el exámen y liquidacion de los cré-
ditos, dando su dictámen sobre el reconocimiento de 
cada uno de ellos. 
ARTÍCULO 1251 
(Art. 1249 para Cuba y Puerto Rico.) 
Por el resultado de dicho exámen y para dar cuenta 
a la junta de acreedores, los síndicos formarán tres es-
tados que comprenderán respectivamente: 
1. 0 Todos los créditos reclamados, por el 6rden en 
que se hubieren presentado. 
2.0 Los que en su opinion deban ser reconocidos. 
3. 0 Los que no deban serlo. 
En estos estados se comprenderán todos los créditos 
que se hubieren reclamado hasta la fecha en que se 
formen. 
ARTÍCULO 1252 
(Art. 1250 para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez apremiará de oficio, y si fuere necesario, 
con multa y lo demás que proceda, á los síndicos, para 
que verifiquen el exámen de los créditos y la presen-
tacion de los estados, dentro del término que les hu-
biere seh.aládo. 
En los artículos 573 y 574 de la ley anterior se previno que, 
formada la pieza segunda, se convocase á junta de acreedores para 
el reconocimiento de créditos, y que mientras tanto, previo el exa-
men de los títulos presentados, formasen los síndicos, para dar 
cuenta á la junta, un estado de todos los créditos, otro de los que 
en su opinión debieran ser reconocidos, y otro de los que no de-
bieran serlo. •o eran raros los casos en que los síndicos no podían 
evacuar ese cometido en el tiempo de treinta días, que debía me-
diar desde la convocación hasta la celebración de la junta, y no 
había mas remedio que aplazarla con los gastos y molestias de la 
nueva citación. Para salvar estos inconvenientes se ordena ahora 
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con mejor acuerdo, que primero hagan los síndicos esos trabajos, 
y luego que los tengan hechos, se convoque la junta, facultando 
al juez para que les apremie de oficio y les obligue á presentarlos 
dentro del plazo que les hubiere señalado, sin que pueda exceder 
de treinta días. Si se da algún caso en que sea corto este plazo, po-
drá tolerarse la dilación dentro de los límites de la prudencia, 
pero sin tener que suspender ni aplazar la junta, que era el incon-
veniente mas grave, puesto que todavía no ha sido convocada. 
Estos tres artículos se concretan á ordenar la forma en que los 
síndicos han de practicar el examen y liquidación de los créditos, 
dando su dictamen sobre el reconocimiento de cada uno de ellos, é 
incluyéndolos en los tres estados antes indicados, para dar cuenta 
á la junta de acreedores, que ha de ser convocada conforme al ar-
tículo siguiente. La claridad y precisión con que están redactados 
excusan el comentario, y nos remitimos á su texto, advirtiendo so-
lamente que, cuando sean tres los síndicos, si hubiere discordia so-
bre el reconocimiento de algún crédito, deberán hacerlo constar 
en el estado núm. 2.°, ó en el 3.°, según corresponda, consignando 
las razones en que cada uno de ellos funde su dictamen, para que 
la junta, ó el juez en su caso, resuelva lo que estime procedente. 
ARTÍCULO 1253 
Luego que los síndicos presenten los estados antedi-
chos, el Juez acordará convocar á junta de acreedores 
para el reconocimiento de créditos, señalando el dia, 
hora y sitio en que haya de celebrarse. 
Para esta junta serán citados, en su persona ó en la 
de sus apoderados, por cédula que se dejará en sus 
respectivos domicilios, los acreedores que lo tengan 6 
lo hubieren designado en el lugar del juicio. Los de-
mas lo serán por edictos en la forma prevenida en eI 
art. 1197. 
Art. 1251 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es at 
art. 1195 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1254 
(Art. 1252 para Cuba y Puerto Rico.) 
Entre la convocatoria y la celebracion de esta junta, 
deberán mediar de quince á treinta dias, durante los 
cuales los acreedores y el deudor podrán examinar. el 
dictámen de los síndicos y los títulos de los créditos, á 
cuyo fin se les pondrán de manifiesto en la escribanía. 
Del tiempo y forma en que ha de ser convocada la junta para 
el reconocimiento de créditos tratan estos artículos, modificando 
convenientemente lo que sobre el particular se estableció en el 573 
de la ley anterior. No puede acordarse la convocación de dicha 
junta mientras los síndicos no presenten los tres estados que pre-
viene el art. 1251, y en los que darán su dictamen sobre el reco-
nocimiento de cada uno de los créditos, después de examinados les 
títulos de los mismos y los libros y papeles del deudor. A conti-
nuación del escrito presentando dichos estados, dictará el juez pro-
videncia convocando á junta de acreedores para el reconocimiento 
de créditos, con señalamiento del día, hora y sitio en que haya de 
celebrarse, y mandando que se verifique la citación en la forma que 
ordena el art. 1253, y que esta pieza segunda se ponga de mani-
fiesto en la escribanía á los acreedores y al deudor que quieran 
examinar el dictamen de los síndicos y los títulos de los créditos. 
Previene el art. 1254, segundo de este comentario, que entre 
la convocación y la celebración de la junta de que se trata debe-
rán mediar de quince á treinta días. Y como después de señalado 
y publicado el día en que haya de celebrarse la junta, ya no debe 
alterarse, para fijarlo deberá el juez tener en consideración el 
tiempo que será necesario para hacer las citaciones y publicar los 
edictos en su caso, á fin de que aquélla se celebre quince 'días por 
lo menos después de la última de estas diligencias. 
Y en cuanto á las citaciones, ordena el primero de estos artícu-
los que se hagan personalmente por cédula á los acreedores que 
tengan su domicilio, ó lo hubieren designado, en el lugar del juicio, 
y á los demás por edictos en la forma prevenida en el art. 1197. 
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Dedúcese de esta disposición que el acreedor forastero puede do-
miciliarse en el lugar del juicio para que se le hagan en él perso-
nalmente las notificaciones y citaciones que procedan, designando 
por escrito ó comparecencia en los autos, y sólo á este fin, la habi-
tación de un pariente ó de un amigo que resida en dicho lugar; y 
que sólo á los que se hallen en este caso y á los que realmente ten-
gan su domicilio en el lugar del juicio, ha de citar personalmente 
el actuario para dicha junta, verificándolo por medio de cédula, 
que dejará en el domicilio del citado á la primera diligencia en 
busca, conforme á lo prevenido en los arts. 264, 266, 268 y 272. 
Respecto de los acreedores que tengan nombrado apoderado ó pro-
curador, con éste se entenderá la citación, si reside en el lugar del 
juicio. Todos los demás, si los hubiere, han de ser citados por edic-
tos, que se publicarán y fijarán en el lugar del juicio y del domi-
cilio del concursado y en los periódicos oficiales, conforme al ar-
tículo 1197. Nada de exhortos ni de despachos para la citación de 
los que no residan en el lugar del juicio, aunque sea conocido su 
domicilio; lo prohibe la ley para evitar gastos y dilaciones y por 
no ser necesario. Tampoco se publicarán edictos cuando todos los 
acreedores ó sus representantes tengan su domicilio, ó lo hubieren 
designado, en el lugar del juicio. Téngase también presente el ar-
tículo 1199, según el cual el concursado ha de ser citado para todas 
las juntas: véase el comentario de dicho artículo. 
ARTÍCULO 1255 
Constituida la junta bajo la presidencia del Juez y 
con asistencia del actuario, se leerán los artículos de 
esta ley relativos al reconocimiento de créditos y á la 
manera de impugnar los acuerdos que sobre el mismo 
recaigan, y se dará cuenta de los estados á que se re-
fiere el art. 1251, los cuales se pondrán á discusion 
partida por partida. 
Sobre cada una de las partidas deberá votarse con 
separacion, quedando reconocidos 6 excluidos los cré-
ditos por unanimidad, y en su defecto por mayorfa, que 
habrá de constituirse de la manera prefijada en la re-
gla 6.a del art. 1139. 
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El acta de esta junta, en la que en su caso se consig-
narán las protestas de los que hubieren disentido del 
voto de la mayoría, será firmada por todos los acree-
dores concurrentes, y por el deudor 6 su representan-
te, si asistiere, y por el Juez y el actuario. 
Art. 1253 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pá-
rrafo 1.° es al art. 1249, y la del 2.° d la regla 6 del art. 1137 
de esta ley, sin otra variación) 
ARTÍCULO 1256 
(Art. 1254 para Cuba y Puerto Rico ) 
No podrán someterse á discusion los créditos res-
pecto de los cuales hubiere recaido sentencia firme de 
remate en los juicios ejecutivos acumulados al con- 
curso. 
Estos créditos, se tendrán por reconocidos, aunque 
sin variar de naturaleza para el efecto de su gradua-
cion, y sin perjuicio del derecho de los síndicos para 
impugnarlos en el juicio declarativo que corresponda 
segun su cuantía. 
ARTÍCULO 1257 
Si no llegaren á reunirse las mayorías de votos y 
cantidades, el Juez, concluida la junta, llamará los au-
tos á la vista, y determinará, sin más trámites, lo que 
crea arreglado á derecho sobre el crédito á que se 
 re-
fiera la disidencia. 
Esto mismo se hará respecto de todos los eréditos, 
cuando no haya podido constituirse la junta, por no 
haber concurrido número suficiente de acreedores para 
tomar acuerdo conforme á lo prevenido en el art. 1138. 
Art. 1255 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia final es al ar-
tículo 1136 de esta ley, sin otra variación.) 
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ARTÍCULO 1258 
(Art. 1256 para Cuba y Puerto Rioo.) 
Podrá acordarse en la junta, 6 por el Juez en su caso, 
dejar pendiente el reconocimiento de cualquier crédito 
que no se presente bastante justificado. 
En este caso, el interesado completará su justifica-
cion en ramo separado, en el tiempo que trascurra 
hasta la junta en que se gradúen los créditos. 
I. 
Constitución de la junta para el reconocimiento de créditos.—
E sta junta ha de reunirse, como todas las de acreedores, en el sitio, 
día y hora señalados en las citaciones, bajo la presidencia del juez 
del concurso y con asistencia del actuario, al cual corresponde ex-
tender el acta y dar fe de lo que ocurre. Serán admitidos todos los 
acreedores comprendidos en los estados presentados por los síndi-
cos, ya concurran personalmente, ya por medio de apoderado ó 
procurador con poder bastante. Abierta la sesión por el juez, el 
actuario tomará nota nominal, para insertarla en el acta, de los 
acreedores que concurran, con expresión de lo que importe el cré-
dito de cada uno de ellos, sacando la cantidad al margen para fa-
cilitar la suma. En el encabezamiento del acta se hará mención de 
los letrados y procuradores de las partes que concurran, y del con-
cursado si asistiere, además de la relación nominal de los acreedo-
res en la forma indicada. 
Extendida y leída dicha relación para rectificar cualquier error 
que pueda haberse cometido en los nombres ó cantidades, compro-
bándola con lo que resulte del estado núm. 1 de los presentados 
por los síndicos, que es el que ha- de servir de base para esta ope-
ración, se sumarán los créditos representados en la junta. Si de esta 
suma resulta que dichos créditos ascienden á las tres quintas partes 
del total pasivo del concurso, por lo menos, el juez declarará cons-
tituida la junta, cualquiera que sea el número de los acreedores 
concurrentes, y mandará se proceda á lo demás que luego expon- 
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dremos. Pero si resulta que los acreedores concurrentes no repre-
sentan los tres quintos del pasivo, declarará no haber lugar á la 
constitución de la junta por falta de número, y levantará la sesión, 
consignándole en el acta, que firmarán los acreedores concurrentes, 
con el juez y el actuario. 
Esto es lo que debe practicarse, según se deduce, sin ningún 
género de duda, del párrafo 2.° del art. 1257 en su referencia al 
1138. En estas juntas, la ley no atiende al número de los concu-
rrentes, sino al importe de los créditos que representen, y no pue-
den constituirse legalmente -ni tomar acuerdo alguno si no están 
representadas las tres quintas partes del total pasivo del concurso, 
cualquiera que sea el número de aquellos. 
II 
Celebración, votaciones y acuerdos de la junta.— Cuando el juez 
declare constituida la junta de acreedores conforme á lo expuesto 
en el párrafo anterior, mandará al actuario que lea los artículos de 
esta ley, relativos al reconocimiento de créditos y á la manera de 
impugnar los acuerdos que sobre el mismo recaigan: estos artículos 
son el 1250 y siguientes hasta el 1265 inclusive. Terminada esta 
léctura, se dará cuenta á la junta, también por el actuario de orden 
del juez, de los tres estados presentados por los síndicos conforms 
al art. 1251, cuyos estados se pondrán á discusión partida por par-
tida. Sobre cada una de las partidas se votará con separación, que= 
dando reconocidos ó excluidos los créditos por unanimidad, y si no 
la hubiere, por mayoría, que habrá de constituirse de la manera 
prevenida en la regla 6. a del art. 1139, esto es, reuniendo las dos 
terceras partes de votos de los acreedores concurrentes á la junta, 
cuyos créditos importen, cuando menos, las tres quintas partes del 
total pasivo del concurso. Si no concurren estas dos mayorías, no 
hay acuerdo y corresponde la resolución al juez, como luego se 
dirá. A continuación de cada votación, ó á la conclusión del acta 
se consignarán las protestas de los acreedores que hubieren disen - 
tido del voto de la mayoría y se propongan impugnar el acuerdo, 
lo cual no puede hacerse sin dicha protesta (art. 1261). Y termina- 
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do el acto, levantará el juez la sesión, firmando el acta con los 
acreedores concurrentes ó sus representantes, el deudor si hubiere 
asistido, y el actuario, quien la autorizará con las palabras Ante mí, 
dando fe de lo en ella consignado. No es necesaria la firma de los 
letrados que concurran con los interesados, puesto que no la exige 
la ley. • 
Esto es lo que ordena para la celebración y votación de la junta 
de recocimiento de créditos el art. 1255, primero de este comenta-
rio, refundiendo en él sustancialmente lo dispuesto en los artículos 
575, 576 y 578 de la ley de 1855. Aunque está redactado con cla-
ridad y precisión, creemos convenientes algunas explicaciones para 
su mejor inteligencia y la resolución de algunas dudas que podrán 
ocurrir. 
Dice el artículo que «se dará cuenta de los estados á que se  re -
re el art. 1251, los cuales se pondrán á discusión partida por par-
tida.» Esto no puede entenderse literalmente, sino como aconseja 
el buen sentido. El estado núm. 1 ha de contener «todos los cré-
ditos reclamados, por el orden en que se hubieren presentado»: 
para formarlo, tienen los síndicos que ajustarse á lo que resulte de 
la pieza 2,a y del ramo de títulos y de Ios juicios acumulados que 
deben correr con ella; por consiguiente, no puede ser objeto de 
discusión: podrá serlo de alguna equivocación, facil de comprobar, 
y que como error de hecho debe rectificarse luego que se advierta. 
La discusión ha de versar sobre el reconocimiento de los créditos, 
que es el punto discutible, y sobre el que han de dar su dictamen 
los síndicos, incluyendo en el estado núm. 2 los créditos que en su 
opinión deban ser reconocidos, y en el núm. 3 los que no deban 
serlo. Son, pues, estos dos estados los que han de ponerse á discu-
sión partida por partida, votando con separación sobre cada una 
de ellas, siendo accidental que para esto se siga el orden de dichos 
estados, que parece lo más regular y expedito, ó el del general nú-
mero 1, en el que han de estar comprendidos todos los acreedores, 
si bien en• este caso, luego que se lea el nombre de un acreedor, 
será preciso acudir á los otros estados para dar cuenta á la junta 
del dictamen de los síndicos sobre el reconocimiento de aquel cré-
dito. Lo necesario es que se discutan y voten todos los créditos 
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partida por partida, y esto se conseguirá sin confusión ni embara-
rr discutiendo primero el estado núm. 2, y después el núm. 3. Res-
pecto del núm. 1 bastará consignar en el acta que leído y enterada 
la junta, no se hizo acerca de él observación ni reclamación alguna, 
ó la rectificación á que hubiere dado lugar. 
En el estado núm. 2 estarán incluidos los créditos, si los hubie-
re, respecto de los cuales haya recaído sentencia firme de remate 
en los juicios ejecutivos acumulados al concurso; pero estos crédi-
tos no pueden someterse á discusión, ni debe permitirla el juez: 
se tendrán desde luego por reconocidos, aunque sin variar de na-
turaleza para el efecto de su graduación, y sin perjuicio del dere-
cho de los síndicos, que en otro caso correspondería al deudor, 
para impugnarlos en el juicio declarativo que corresponda según 
su cuantía, que es el derecho concedido por el art. 1479 á todo el 
que es condenado en esos juicios. Así lo declara el 1256 que esta-
mos comentando, sin concordante en la ley anterior, pero de acuer-
do con la jurisprudencia. No se ha hecho ni debía hacerse exten-
siva esta declaración á los créditos reconocidos por sentencia firme 
recaida en juicio declarativo, porque se hallan en caso muy dife-
rente, tanto respecto de la acumulación, según ya se ha dicho en 
su lugar oportuno, como acerca de la graduación, según se dirá al 
tratar de ella. Habría sido un absurdo jurídico igualar ó confundir 
los efectos de unas y otras sentencias. 
Tres pueden ser los acuerdos de la junta sobre cada crédi-
to: 1.0 , reconocerlo como legítimo; 2.°, no reconocerlo; y 3 °, dejar 
pendiente su reconocimiento, por creer que no está bastante justi-
ficado. En este último caso, previsto en el art. 1258, último de 
este comentario, y en el 577 de la ley anterior, podrá el interesado 
completar la justificación en ramo separado de la pieza segunda, 
presentando en él los documentos y pruebas que conduzcan á dicho 
fin, durante el tiempo que transcurra hasta la junta de graduación; 
pero sin dar al asunto carácter contencioso, y sólo comunicando á 
los síndicos los nuevos comprobantes para que den su dictamen. En 
los otros dos casos es definitivo el acuerdo de la junta, sin perjui-
cio del derecho que el art. 1261 concede á los interesados para 
impugnarlo. En todo caso, los acuerdos han de tomarse por una- 
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nimidad, ó por mayoría de los acreedores concurrentes á la junta: 
si no ofrece duda la unanimidad, podrá excusarse la votación nomi-
nal; pero será ésta indispensable siempre que haya la menor duda, 
para poder apreciar si concurren las dos mayorías de votos y can-
tidades, antes indicadas, que exige la ley para que haya acuerdo. 
¿ l acreedor, cuyo crédito no sea reconocido poe- la junta, po-
drá tomar parte en las votaciones sucesivas de la misma? La ley 
concede el derecho de tomar parte en las deliberaciones y votacio-
nes de esta junta á todos los acreedores que se hubieren presen-
tado en el juicio con los títulos de sus créditos á tiempo de ser in-
cluidos en los estados formados por los síndicos: no hace exclusión 
de ninguna clase, y por consiguiente, tienen derecho á votar todos 
los que se hallen en dicho caso, sean ó no reconocidos sus crédi-
tos. Aparte de que el acuerdo de la junta sobre este punto no es 
definitivo, puesto que puede ser impugnado y revocado (art. 1261), 
resultaría una irritante desigualdad y una notoria injusticia si se 
privara del voto á aquellos cuyos créditos no sean reconocidos en 
la misma junta. A la exclusión de los que ocupen los números pri-
meros en los estados, concurrirán con sus votos todos los posterio- 
res, cuyos créditos no se han puesto todavía á discusión, y si cuan-
do les llegue su turno son también excluídos algunos de éstos, re-
sultaría que éstos habían contribuído con sus votos á la exclusión 
de aquéllos, y aquéllos no podrían votar contra éstos, de suerte 
que hallándose unos y otros en igual caso, valdría el voto de los 
últimos contra los primeros, y no se permitiría votar á éstos con-
tra aquéllos. ¡A cuántas cábalas y maquinaciones no se prestaría 
ese sistema! Acaso sin madura reflexión se sostenga lo contrario. 
Además, cuando se presentan proposiciones de convenio antes de 
celebrarse la junta de reconocimiento de créditos, ordena el ar-
tículo 1307, que en ella se de cuenta de esas proposiciones, «pero 
después de dicho reconocimiento, y sólo los acreedores, cuyos cré-
ditos hayan sido reconocidos, podrán deliberar sobre el convenio.» 
Así como aquí excluye del voto expresamente á los no reconocidos 
por la junta, la misma exclusión se habría establecido para el caso 
de que tratamos, si esa hubiese sido la intención del legislador: no 
los excluye porque no es justo, ni práctico siquiera. 
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¿Puede votar el acreedor de cuyo crédito se trate? Tampoco lo 
 
prohibe la ley por razones muy atendibles. Por delicadeza podrá 
 
abstenerse de votar el interesado, y así lo hará sin duda cuando  
su abstención no sea obstáculo para que haya acuerdo; pero podrá  
suceder que sin la concurrencia de ese crédito no puedan reunirse  
los tres quinto* del pasivo que exige la ley para la mayoría de  
cantidad, y entonces no puede exigírsele legal ni moralmente ese  
sacrificio. El caso no pudo pasar desapercibido para el legislador,  
porque necesariamente ha de ocurrir en todos los concursos, y sin  
embargo no establece la exclusión ni indica el medio de computar  
la mayoría en tales casos, lo que demuestra su voluntad de no  
prohibir que el interesado tome parte en la votación de su crédito.  
No se opone á esto el principio de que nadie puede ser á la vez  
juez y parte, porque la junta no juzga; no hace , mas que resolver  
sobre la legitimidad del crédito que afecta á la masa general, en  
la que están interesados todos los acreedores. Además, su resolu-
ción no es firme ni definitiva sino mediante la conformidad de to-
dos los interesados, y si alguno entiende que no es justa, expedito 
 
tiene el derecho para impugnarla, en cuyo caso se hace contenciosa 
 
la cuestión y la resuelven los tribunales de justicia enjuicio con-
tradictorio. La intervención, pues, del interesado en la votación 
 
no perjudica á nadie; no hace mas que confirmar su opinión de ser 
 
legítimo su crédito y llenar una formalidad de la ley, por lo cual 
 
esta no lo prohibe. Naturalmente el interesado votará que st; pero 
si los demás ó la mayoría votan que no, y no hay acuerdo, corres-
ponderá al juez resolver la cuestión.  
III 
Casos en que corresponde al juez resolver sobre el reconocimiento 
 
de créditos, y forma en que ha de hacerlo.—Siempre que en la 
 
junta de acreedores no lleguen á reunirse las dos mayorías de vo-
tos y cantidades que exige la ley para que haya acuerdo, corres-
ponde al juez resolver sobre el reconocimiento de los créditos, de 
 
suerte que en ningún caso puede convocarse segunda vez la junta
. 
con dicho objeto. Así lo dispone el art. 1257, de acuerdo con el 
 
^! I 
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párrafo 2.° del 576 de la ley anterior, ampliando su disposición á 
los dos casos que pueden ocurrir, y son: 1. 0, que no llegue á cons-
tituirse la junta por no haber concurrido número suficiente de, 
acreedores para tomar acuerdo, conforme á lo prevenido en el ar-
tículo 1138, y á lo expuesto en el párrafo 1.° de este comentario; 
y 2.°, que constituida la junta, haya habido disidencia sobre el re-
conocimiento de algún crédito, y no se haya tomado acuerdo res-
pecto de él, por no haber concurrido las dos mayorías de votos y 
cantidades. La ley anterior sólo se refería á este segundo caso. 
En ambos casos, concluida la junta ó levantada la sesión por 
no haber podido constituirse, llamará el juez los autos á la vista, 
y sin mas trámites, transcurridos los tres días que concede el ar- 
tículo 1265 para la reclamación de nulidad, determinará ó resol-
verá lo que crea arreglado á derecho sobre el reconocimiento de 
todos y cada uno de los créditos en el primer caso, y en el se-
gundo sobre el (del crédito ó créditos á que se refiera la disidencia. 
El juez viene a suplir la falta de acuerdo de la junta, y habrá de 
sujetarse en su resolución á lo prevenido para ésta en cuanto á se-
guir el orden establecido en los estados números 2.° y 3. ° dedos 
síndicos y acordar con ,separación lo que proceda sobre cada una 
de las partidas, reconociendo el crédito, ó no reconociéndolo, ó 
dejándolo pendiente de reconocimiento por no resultar bastante 
justificado; pero con la diferencia de que la junta se guía por el 
criterio de sus individuos, y el juez ha de sujetarse á lo que crea 
arreglado á derecho en vista de los títulos de los créditos, del dic-
tamen de los síndicos y dedo demás que resulte de autos. Esta re-
solución no es definitiva, puesto que puede ser impugnada para 
ventilar la cuestión ante el mismo juez por los trámites de los in-
cidentes (art. 1261 y 1263); pero aunque tenga el carácter de  in-
t erina y penda su eficacia de la conformidad de los interesados, 
dado su objeto é importancia deberá dictarse en forma de auto. 
Téngase presente lo que dispone el art. 1258, último de este 
comentario, y lo expuesto en el párrafo anterior, sobre el tiempo y 
forma en que ha de completarse la justificación del crédito que s e . 
deje pendiente de reconocimiento. 
176 
ARTÍCULO 1259 
(Art. 1257 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
A los acreedores reconocidos se les dará un docu-
mento en papel comun, firmado por los síndicos, con 
el V.0 B. 0 del Juéz, en el que se expresará la impor-
tancia, origen y reconocimiento del crédito. 
ARTÍCULO 1260 
(Art. 1258 para Cuba y Puerto Rico.) 
A los acreedores cuyo crédito no haya sido recono-
cido, se comunicará por los síndicos la decision de la 
junta 6 del Juez por medio de carta circular, que el 
escribano entregará á los que tengan su domicilio 6 re-
presentante en el lugar del juicio, del modo prevenido 
para las notificaciones, y dirigirá por el correo á los 
demas. 
Se extenderá en esta pieza la oportuna diligencia de 
haberse hecho, y copia de la carta circular. 
Además, el actuario les devolverá bajo recibo los 
títulos de sus créditos, sin necesidad de nueva provi-
dencia, cuando se presenten á recogerlos. 
Concuerdan estos artículos con el 584 de la ley de 1855, esta-
bleciéndose en ellos lo mismo que en este se ordenó; con la adición 
consignada en el párrafo último del 1260 al fin que luego indica-
remos. No tienen por objeto esos artículos determinar la forma en 
que ha de notificarse á los acreedores el acuerdo de la junta ó la 
resolución del juez sobre el reconocimiento de los créditos: su ob-
jeto es otro bien distinto y de una equidad y conveniencia mani-
fiestas. Por no entenderlo así un comentarista, censura duramente 
á los autores de la ley actual y de la anterior, suponiendo que en 
este caso, separándose de la forma de las notificaciones, han adop-
tado otra que él califica de deplorable y desacertada. Aparte de 
que estas censuras se fundan en un concepto equivocado, que con-
duce al error, las creemos inmotivadas é injustas dado el objeto de 
estos artículos que vamos á exponer. 
LIB. II—TÍT. %II 
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Cuando la ley estima necesaria la notificación individual á los 
acreedores de los acuerdos que pueden perjudicarles, para que 
 ha-
gan uso de su derecho, lo ordena expresamente, como puede verse 
en el art. 1274 respecto de la resolución del juez sobre la gradua-
ción de créditos. No ha dispuesto lo mismo para el caso de que tra-
tamos, porque no lo ha creído necesario, ni lo es en efecto. A todos 
los acreedores se ha dado noticia del día y hora señalados para la 
celebración de la junta de reconocimiento de créditos: los que á ella 
concurran, se habrán enterado por sí mismos de sus acuerdos, y los 
que no puedan ó no quieran concurrir, expedito tienen el medio de 
acudir Ja escribanía para enterarse: si no lo hacen, suya será la 
culpa y sufrirán las consecuencias de su negligencia ó abandono. Y 
cuando corresponda al juez la resolución, el actuario tiene el deber 
de notificar el auto á todos los que sean parte en el juicio, no á los 
mismos interesados, sino á sus procuradores ó representantes, que. 
dando así cumplido el requisito legal de la notificación; y como los 
síndicos tienen la representación de la masa general de acreedores, 
la notificación hecha á aquéllos produce sus efectos legales res-
pecto de éstos. Pero en este concepto los síndicos deben cumplir 
la obligación que tiene todo mandatario de dar cuenta á su man-
dante, y á determinar la forma más adecuada en que deben ha-
cerlo, según hayan sido reconocidos, ó no reconocidos, los créditos, 
se dirigen estos artículos. No se hace la distinción de acreedores 
concurrentes, y no concurrentes á la junta, que propone el comen-
tarista aludido, porque á nada conduciría para dicho fin. 
Ordénase en el art. 1259, primero de este comentario, que «á 
los acreedores reconocidos se les dará un documento en papel co-
mún, firmado por los síndicos, con el V.° B.° del juez, en el que se 
expresará la importancia, origen y reconocimiento del crédito». 
Como se deduce de estas palabras, no es el objeto de ese docu-
mento notificar al acreedor el reconocimiento de su crédito, sino 
otro de mayor utilidad y conveniencia. El acreedor no puede reti-
rar de los autos los títulos de su crédito después de reconocido, y 
ese documento le sirve de credencial, ó para justificar la existen-
cia á su favor del crédito que en él se expresa: podrá servirle 
para darlo en prenda, para cederlo ó enajenarlo, si le conviene, pu- 
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diendo transmitirlo por el medio sencillo y económico del endoso, 
como hemos visto en la práctica; y lo necesita también para cobrar  
su crédito por entero ó por dividendos, conforme á lo prevenido  
en los arts. 1291, 1292 y 1294. Cierto que podría suplirse con un  
testimonio del reconocimiento del crédito, que podría pedir el  in-
teresado cuando le conviniera; pero el testimonio le costaría di-
nero, y el documento no le cuesta nada, puesto que ha de estar ex-
tendido en papel común, y  ni el juez ni los síndicos pueden exigir  
derechos por firmarlo: precisamente ésta ha sido una de las razo-
nes para establecerlo.  
Y según se previene en el art. 1260, rd los acreedores cuyo  
crédito no haya sido reconocido, se comunicará por los síndicos la  
decisión de la junta ó del juez por medio de  • carta circular.: Esta  
denominación y la copia que de esa circular ha de quedar en los  
autos, indican que ha de ser igual para todos, participando senci-
llamente á cada uno para los efectos consiguientes, que no ha sido  
reconocido por la junta de acreedores celebrada en tal día, ó en su  
caso, por el juez en auto de tal fecha, el crédito que había recla-
mado en el concurso de que se trate. Esto llena el objeto de esa  
circular, y sería abusivo, por extralimitarse de lo que la ley ordena,  
insertar el acta de la junta ó el auto del juez, como alguno acon-
seja: el que tenga interés en saber lo demás que se haya acordado,  
expedito tiene el medio de acudir á la escribanía para enterarse,  
si no hubiere concurrido á la junta.  
Puede suceder que alguno de esos acreedores se crea con dere-
cho para impugnar el acuerdo, y á fin de establecer un dato seguro  
del que arranque el término señalado en el artículo siguiente para 
 
utilizar ese recurso, se previene en el que estamos examinando, que 
 
el escribano entregará la carta circular á los acreedores que tengan 
 
su domicilio ó representante en el lugar del juicio, verificándolo en 
 
la forma prevenida para las notificaciones, esto es, entregándoles 
 
personalmente la circular si fueren habidos, y en otro caso á la 
 
persona á quien corresponda, como se hace con la copia de las pro-
videncias, sin repetir la diligencia en busca, y la dirigirá por el 
 
correo á los demás que no se hallen en dicho caso, acreditándolo 
 
por diligencia extendida en la misma pieza segunda, en la que que- 
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dará' copia de la circular, y no de cada una de las cartas dirigidas 
á cada acreedor. Por este medio sencillo, adoptado ya por el Có-
digo de Comercio de 1829 en las quiebras mercantiles, se evitan 
los gastos y  dilaciones de los exhortos judiciales. Para realizarlo, 
los síndicos entregarán en la escribanía las cartas firmadas por 
ellos, con las direcciones ó sobres abiertos, para que el actuario les 
de curso. 
Ordénase, por último, y esta es la adición á que antes hemos 
aludido, que á los acreedores cuyos créditos no sean reconocidos, 
«el actuario les devolverá bajo recibo los títulos de sus créditos, 
sin necesidad de nueva providencia, cuando se presenten á reco-
gerlos»: A nada conduce la conservación de esos títulos en los au-
tos, y puede convenir á los interesados guardarlos para reclama-
ciones ó fines ulteriores. Antes se devolvían al que lo solicitaba 
por escrito: para evitarles estos gastos, se manda ahora con noto-
ria equidad, que los devuelva el actuario á los interesados que se 
presenten á recogerlos por sí ó por persona autorizada, bajo recibo 
que quedará en los autos, sin necesidad de escrito ni de nueva pro-
videncia, ni de actuaciones de ninguna clase, fuera de la diligencia 
de entrega, en la que se firmará el recibo. 
ARTÍCULO 1261 
(Art. 1259 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los acuerdos de estas juntas y las determinaciones 
que el Juez dictare en los casos en que no se reunan 
las dos mayorías, podrán ser impugnados dentro de 
ocho dias por los acreedores no concurrentes á la junta, 
6 por los que hayan disentido y protestado en el acta 
contra el voto de la mayoría. 
Dicho término se contará para estos últimos, desde 
el dia siguiente al de la junta, y para los demás, desde 
el dia siguiente al en que se les hubiere entregado 6 
dirigido la carta circular. 
ARTÍCULO 1262 
(Art . 1260 para Cuba y Puerto  Rico.) 
 
Pasados los ocho dias sin que haya impugnacion, 
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quedarán firmes los acuerdos de la junta, 6 las deter-
minaciones del Juez en su caso, y no se dará curso á 
ninguna reclamacion contra ellos. 
ARTÍCULO 1263 
(Art. 1261 para Cuba y Puerto Rico.) 
Sobre cada una de las impugnaciones que se inten-
ten, se formará ramo separado, que se sustanciará con 
los síndicos, y en su caso, con el interesado en el cre 
dito impugnado, por los trámites establecidos para los 
incidentes, siendo apelable en ámbos efectos la senten-
cia que recaiga. 
ARTÍCULO 1264 
(Art. 1262 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los síndicos están obligados á sostener lo acordado 
por la mayoría, áun cuando su voto haya sido contra-
rio; mas no las resoluciones dictadas por el Juez. 
El deudor podrá ser parte en los ramos separados 
que se formen. Si sostuviere lo acordado, litigará en 
union de los síndicos: si lo impugnare, en union del 
acreedor que lo haya hecho; yen ámbos casos, bajo la 
misma direccion. 
Los acuerdos de la junta de acreedores sobre reconocimiento 
de créditos pueden ser injustos en el fondo ó ilegales en la for-
ma, y por tanto impugnados en uno y otro concepto. De la nuli-
dad del acto, que produce la ilegalidad en la forma, se trata en el 
artículo siguiente, y los cuatro de este comentario se refieren á la 
impugnación por injusticia en el fondo, determinando con toda cla
. 
ridad las personas que pueden deducirla, el término para interpo-
nerla, y el procedimiento, teniendo en consideración para ello la ín-
dole 
 especial de esos acuerdos, que debiendo recaer con separación 
sobre cada uno de los créditos reclamados, podrán estimarse justos 
respecto de unos, y ser impugnados en parte solamente. Y como el 
juez suple á la junta, resolviendo sobre la totalidad cuando ésta no 
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ha podido constituirse, o sobre el crédito ó créditos para cuyo reco-
nocimiento no han concurrido las dos mayorías de votos y cantida-
des, se sujetan á unas mismas reglas los acuerdos de la junta y las 
resoluciones del juez para los efectos de la impugnación, sin permi-
tirse contra estas en ese estado el recurso ordinario de apelación 
porque todavía no ha tenido lugar el juicio contradictorio, el cual 
se promueve con la impugnación. 
Concuerdan estos artículos con los de la ley anterior 585 al 590, 
exclusión hecha del 589 por estar ya refundido en el 1225 de la 
presente. Las disposiciones de una y otra ley sobre este punto res-
ponden á un mismo principio y son iguales en el fondo, aunque con 
las modificaciones que indicaremos al conlentarlas. 
En cuanto al derecho para impugnar los acuerdos de la junta 
y las resoluciones del juez, en su caso, el art. 1261, primero de 
este comentario, lo concede expresamente á los acreedores no con-
currentes á la junta, y á los concurrentes que hubieren disentido 
del voto de la mayoría y protestado en el acto que querían hacer 
uso del expresado derecho, de modo que si no hicieron esta pro-
testa en el acto, esto es, acto continuo de la votación y antes de 
disolverse la junta, no podrán después impugnar sus acuerdos. 
Tampoco podrán impugnarlos en ningún caso los acreedores que 
hubieren votado con la mayoría: éstos han manifestado su confor-
midad, y aquéllos su asentimiento ó sumisión, y á nadie es lícito 
ir contra sus propios actos. Se refiere la ley á los acreedores per-
sonados en el juicio, como lo dice expresamente en el art. 1220, 6 
sea á los comprendidos en los estados presentados por los sín-
dicos. 
Aunque el precitado artículo exige iguales condiciones para 
impugnar los acuerdos de la junta y las determinaciones que el 
juez dictare en su caso, naturalmente no puede menos de haber al-
guna diferencia; pues si por no haberse reunido las dos mayorías, 
no hubo resolución de la junta, mal podría protestarse contra un 
acuerdo que no existía legalmente. Por esta razón, cuando corres-
ponda al juez decidir sobre el reconocimiento de un crédito, po-
drán impugnar su determinación todos los acreedores que en la 
junta hubieren votado en sentido contrario, sin necesidad de pro- 
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testa previa, que no podía hacerse sobre un hecho desconocido; y 
sino llegó á constituirse la junta, no cabe la distinción que esta-
blece la ley, y todos los acreedores que se crean perjudicados po-
drán-ejercitar ese derecho. 
Es de notar que el citado art. 1261 solo habla de los acreedo-
res, y hace caso omiso del deudor: no por esto ha de considerár-
sele excluido de la facultad de impugnar los acuerdos de la junta, 
ó del juez en su caso: nadie está- tan interesado en esa cuestión 
como el mismo deudor, á quien importa mucho quo  no se reconoz-
can créditos ilegítimos. El art. 1264 declara que puede ser parte 
 en los ramos separados que se formen sobre dichas impugnaciones: 
si puede ser parte, ¿por qué no ha de poder ser el actor principal, 
cuando no se haya opuesto ninguno de los acreedores? No vacila-
mos en asegurar que puede serlo, por ser conforme á los buenos 
principios y no prohibirlo la ley. 
No se determinan las causas en virtud de las cuales podrán im-
pugnarse los acuerdos de que tratamos, y es porque deben admi-
tirse todas las que con arreglo á derecho puedan influir en el fallo 
de la cuestión: podrá, pues, alegarse y probarse cuanto conduzca 
á demostrar la ilegalidad ó injusticia de la resolución adoptada. 
El término para impugnar los acuerdos de la junta, y las deter-
minaciones del juez en su caso, sobre el reconocimiento de créditos, 
que por la ley anterior era de quince días, se ha reducido á ocho 
días, por considerarlo suficiente, teniendo en consideración la ín-
dole y al estado del negocio. Ese término se contará desde el día 
siguiente al de la terminación de la junta .para los acreedores que 
á ella hubieren concurrido y protestado contra el acuerdo, y tam-
bién para el concursado si hubiere asistido; y para los acreedores 
no concurrentes á la junta, desde el día siguiente al en que se les 
hubiere entregado ó dirigido la carta circular conforme al ar-
tículo 1260. Habrá de regir esto último para todos los acreedores, 
cuando sea del juez la resolución por falta de acuerdo de la junta, 
A no ser que por ser parte en el juicio se les haya notificado el 
auto, en cuyo caso se contará el término desde el día siguiente al 
de la notificación. Pasados los ocho días sin que haya impugnación, 
quedan firmes los acuerdos de la junta, ó las determinaciones del 
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juez en su caso, y no se dará curso á ninguna reclamación contra 
ellos: así lo previene el art. 1262, con lo cual se da á ese término 
el carácter de improrrogable. 
Cada impugnación es un incidente ó nuevo juicio en el que ha 
de ventilarse la legitimidad del crédito sobre que verse, ó del 
acuerdo adoptado respecto de él: por eso previene el art. 1263, 
que sobre cada una de las impugnaciones se forme ramo separado, 
que se sustanciará con los síndicos, y en su caso con el interesado 
en el crédito impugnado; de suerte que los síndicos han de ser 
siempre parte en estos incidentes, y como representantes de los 
intereses generales del concurso tienen la obligación de sostener 
lo acordado por la mayoría, aun cuando su voto haya sido contra-
rio (art. 1264). Para proceder de otro modo, habrán de hacer an-
tes renuncia de su cargo, en el cual han de cesar desde el momento 
en que impugnen en cualquier sentido alguno de los acuerdos de 
la junta (art. 1225): no de otro modo podía conciliarse la repre-
sentación de los síndicos con su interés particular como acreedo-
res del concurso, y aun también con su conciencia. No están en el 
mismo caso respecto de las resoluciones dictadas por el juez, se-
gún se declara ahora en el mismo art. 1264, y por consiguiente 
podrán sostenerlas ó impugnarlas, según convenga á los intereses 
generales del concurso. Pero siempre se entenderá con los síndicos 
el traslado de la impugnación hecha por cualquiera de los acree-
dores; y cuando la cuestión se promoviese entre dos ó más de 
éstos, como sucederá si uno ó más impugnasen el reconocimiento 
hecho por el juez del crédito de un tercero, entonces serán parte 
sosteniendo lo que crean que más conviene á la masa general del 
concurso, y litigando unidos con el que defienda la misma causa, 
como debe hacerlo también el concursado cuando le convenga ser 
parte en esos ramos separados, según el mismo artículo antes 
citado. 
Por último, según la ley anterior, cada una de las impugnacio-
nes había de sustanciarle y decidirse en vía ordinaria: ahora se 
abrevian estos procedimientos ordenándose en el art. 1263, en cum-
plimiento de lo prevenido en la base 10 de las aprobadas para la 
reforma de esta ley, que se sustancien por los trámites estableci 
184 	 LIB. II—TIT. XII—ARTS. 1261 Á 1264 
dos para los incidentes, siendo apelable en ambos efectos la sen-
tencia que recaiga. Así no se embaraza la marcha del juicio prin-
cipal, ni de las otras impugnaciones si las hubiere, puesto que so-
bre cada una de ellas ha de formarse ramo separado. Por consi-
guiente, presentado el escrito de impugnación, que hará las veces 
de demanda y se formulará conforme al art. 524, con los documen-
tos que convengan, y las copias correspondientes para entregarlas, 
una á los síndicos, y otra, en su caso, al interesado en el crédito 
impugnado, que son los demandados en este juicio incidental, se 
mandará formar la pieza separada con ese escrito y testimonio del 
acuerdo de la junta ó de la resolución del juez sobre el crédito de 
que se trate, uniéndose también los documentos que á él se refie-
ran, y se dará traslado por seis días al demandado ó demandados, 
observándose los demás trámites establecidos en los artículos 749 
y siguientes. Si interesa á alguna de las partes el recibimiento á 
prueba, deberá solicitarlo en su escrito respectivo. 
ARTÍ CULO 1265 
Tambien podrá reclamarse la nulidad de los acuer-
dos de la junta, cuando se hubiere faltado á las formas 
establecidas para la convocatoria, celebracion y vota-
ciones de la misma. 
Sélo podrán hacer esta reclamation el deudor 6 los 
acreedores que, habiendo presentado oportunamente 
los títulos de sus créditos, no hubieren concurrido á la 
junta, 6 que concurriendo hubieren protestado contra 
la validez del acto, absteniéndose de votar; y deberán 
deducirla dentro de los tres dial siguientes al de la ce-
lebracion de la junta, trascurridos los cuales no será 
admitida. 
Se sustanciará conforme á lo prevenido en el ar-
tículo 1223, pero sin formar pieza separada, y con sus-
pension del curso de lo principal. 
Art. 
 1263 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia del p i-
rrofo último es al art. 1221 de esta ley, sin otra variación.) 
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Las formas esenciales de los juicios son la garantía del derecho 
de los litigantes, y cualquier vicio ó infracción de la ley en aqué-
llas produce la nulidad de lo actuado. Este principio, de aplicación 
general, lo sancionó la ley de 1855 respecto de la junta sobre quita 
y espera, pero nada dijo con relación á las demás juntas que han 
de celebrarse en estos juicios, y para evitar las dudas á que pu-
diera prestarse esa omisión, se subsanó en la presente ley, adicio-
nando el art. 1221 con relación á la junta para el nombramiento 
de síndicos, y el actual referente á la de reconocimiento de cré-
ditos. 
En él se ordena que «podrá reclamarse la nulidad de los acuer-
dos de la junta, cuando se hubiere faltado á las formas estableci-
d:as para la convocatoria, celebración ó votaciones de la misma». 
Como se ve, aquí se trata de la impugnación dirigida á que se de-
clare la nulidad del acto, y por consiguiente á invalidar todo lo 
acordado; no de la que tiene por objeto la revocación de un acuerdo 
sobre el reconocimiento ó exclusión de un crédito determinado: esta 
impugnación se rige por los artículos explicados en el comentario 
anterior, y se refiere al fondo de la resolución, y la de que ahora 
tratamos se refiere á la forma, ó sea á las irregularidades que pue-
dan haberse cometido en la convocatoria, celebración ó votaciones 
de la junta, con infracción de lo dispuesto para estos actos en los 
artículos 1253, 1254 y 1255. Y como estas irregularidades sólo 
pueden tener lugar con relación á la junta, por esto el presenté ar-
tículo se limita á la nulidad de los acuerdos de la misma, sin ha-
cer extensiva su disposición á las resoluciones que el juez dicte en 
su caso. 
La infracción de la ley en la convocatoria ó en la celebración 
de la junta, produce la nulidad de todo lo que en ésta se acuerde, 
por estar constituida ilegalmente, y es preciso subsanar la falta re-
poniendo el procedimiento al estado que tenía cuando se incurrió 
en aquélla. Lo mismo sucederá respecto de las votaciones, cuando 
se hubiere constituido la junta ilegalmente por no concurrir los 
tres quintos del pasivo; entonces será también nulo todo lo que se 
acuerde. Pero podrá suceder que, funcionando legalmente la junta, 
por error de cálculo ó de sima de votos ó de cantidades sea nulo 
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el acuerdo adoptado sobre el reconocimiento ó exclusión de algún 
crédito, sin que se haya incurrido en el mismo error respecto de 
los demás: en tal caso entendemos que podrá ser impugnado ese 
acuerdo parcial conforme al art. 1261 y siguientes, y que no pro-
cede la acción de nulidad á que se refiere el que estamos comen-
tando. Importa esta distinción, porque son distintos los plazos y 
los procedimientos en uno y otro caso. 
Sólo podrán ejercitar la acción de nulidad de que tratamos el 
deudor, y los acreedores que hubieren presentado oportunamente 
los títulos de sus créditos: éstos serán todos los comprendidos en 
los estados formados por los síndicos conforme al art. 1251, y que 
son los que tienen derecho á concurrir á esa junta. Mas, para que 
estos acreedores puedan hacer esa reclamación, es requisito indis-
pensable que no hayan concurrido á la junta, y si hubieren concu-
rrido, que hayan protestado en ella contra la validez del acto, abs-
teniéndose de votar; de suerte, que si votan aunque sea con protes-
ta, ó si se abstienen de votar pero sin hacer la protesta, supone la 
ley que reconocen la validez del acto, y no pueden reclamar por 
infracciones de forma, que para ellos quedan subsanadas, caso de 
haberlas. 
No pueden los síndicos reclamar la nulidad de los acuerdos d e . 
la junta, porque están obligados á sostenerlos (art. 1264), y si los 
impugnan, quedan de derecho separados del cargo (art. 1225): por 
esto no se mencionan en el presente artículo. Si en el concepto de 
acreedores quieren hacer uso de ese derecho, deberán renunciar la 
sindicatura. Pero como á los síndicos corresponde instar el proce-
dimiento, cuando adviertan que se ha cometido alguna infracción 
de forma, que podrá ser causa de nulidad, deberán exponerla sin 
dilación al juzgado, pidiendo que se subsane la falta, y éste deberá 
acordarlo de plano, si resulta de los autos la infracción; no ha-
ciéndolo así, se entiende que reconocen la validez de lo actuado y 
están obligados á sostenerlo. Sin embargo, cuando sea manifiesta 
la infracción, podrán y aun deberán allanarse á la demanda de nu-
lidad para no ser considerados como litigantes temerarios; pero no 
pueden reclamar como actores la nulidad de los acuerdos después 
de celebrada la junta, porque se lo prohibe la ley. 
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Se fija en tres días improrrogables, contados desde el siguiente 
al de la celebración y conclusión de la junta, el término para dedu-
cir la reclamación de nulidad de que se trata; término igual al es-
tablecido en el art. 1220 para impugnar la elección de los síndi-
cos; y como además se ordena en el que estamos comentando que 
se sustancie este incidente conforme á lo prevenido en el art. 1223 
para dicha impugnación, pero sin formar pieza separada, y con 
suspensión del  curso de lo principal, ó sea de la pieza segunda, es 
evidente que en ambos casos ha de seguirse el mismo procedimiento, 
sin otra diferencia que la indicada. Si prospera la acción de nuli-
dad, quedará sin efecto todo lo actuado posteriormente, debiendo 
reponerse los autos al estado que tenían cuando se cometió la falta, 
y por esto se ordena que se suspenda el curso de la pieza segunda, 
sustanciándose en ella el incidente sin formar el ramo separado 
que se previno para impugnación del acuerdo de la junta en que 
fueron elegidos los síndicos. 
Por consiguiente, en el escrito, que ha de presentarse dentro 
de los ares días, se limitará el actor á manifestar que tiene derecho 
á hacer la reclamación de nulidad, conforme al art. 1265, por ser 
el deudor, y si es acreedor, por haber presentado oportunamente 
los títulos de su crédito y no haber concurrido á la junta, ó si hu-
biere concurrido, por haber protestado en ella contra la validez 
del acto absteniéndose de votar; que entiende ser nulo el acto por 
tal motivo, indicándole sin necesidad de razonarlo, y que se le co-
muniquen los autos para formalizar su reclamación. Presentado 
este escrito, si de los autos resulta que el acreedor reclamante 
reune dichas circunstancias, dictará el juez providencia mandando 
que se una el escrito á la pieza segunda en que se comparece, y 
que con suspensión del curso de la misma se comunique original á 
dicho interesado para que dentro de cuatro días formalice su re-
clamación; y formalizada, se sustanciará por los trámites estableci-
dos para los incidentes. Si el acreedor no reune las circunstancias 
que exige el artículo antes citado, ó deduce su reclamación después 
de los tres días, deberá el juez rechazarla de plano en auto moti-
vado. Puede verse el comentario de los arts. 1220 al 1223, en el 
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Indicaremos, por último, que si el juez estima que se ha come-
tido la falta en que se funde la nulidad, hará en la sentencia la de-
claración correspondiente, mandando reponer los autos al estado 
que tenían cuando aquélla se cometió, en cuya virtud habrá que 
practicar de nuevo las diligencias anuladas y celebrarse otra junta 
para el reconocimiento de créditos. Por esto, cuando le corres-
ponda resolver sobre dicho reconocimiento conforme al art. 1257, 
no deberá dictar su resolución hasta que transcurran los tres días  
en que puede reclamarse la nulidad de la junta: si se accede á esta 
nulidad, ya no puede dictarse dicha resolución; y si se desestima, 
se dictará luego que sea firme la sentencia del incidente. Esta sen-
tencia es apelable en ambos efectos; pero no se admitirá contra 
ella el recurso de casación, porque no pone término al juicio (ar-
tículo 1690).  
§ 2.° 
De la graduación de créditos. 
ARTÍCULO 1266 
Luego que sea firme la sentencia recaida en el inci-
dente á que se refiere el articulo anterior, si se deses-
timase la nulidad, é pasados los ocho días que concede 
 
el 1261 para impugnar los acuerdos de la junta 6 del 
 
Juez, se convocará otra junta de los acreedores, cuyos 
 
créditos hayan sido reconocidos para su graduacion, 
 
sin perjuicio de continuar los ramos separados que se 
 
hubieren formado conforme á lo prevenido en el ar-
ticulo 1263. 
La citacion para esta junta se hará en la forma pre-
venida en el art. 1253. 
 
Art. 1264 para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias son relativa-




(Art. 1265 para Cuba y Puerto Rico.) 
Entre la convocatoria y la celebracion de esta junta 
deberán mediar de quince á treinta dias. 
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Cuando en algun caso extraordinario el Juez estime 
que será insuficiente dicho término para que los sín-
dicos formen los estados de que habla el artículo si-
guiente, podrá ampliarlo por el tiempo que crea abso-
lutamente indispensable. 
El orden natural de los procedimientos exige que, reconocidos 
los créditos, se proceda á su graduación para determinar la pre fe-
rencia respectiva y el orden con que han de ser satisfechos, lo cual 
es de necesidad é importancia cuando los fondos del concurso no 
son suficientes para pagar por entero le todos los acreedores, como 
sucede por regla general. Así se ordena en estos dos artículos, que 
concuerdan con el 591 de la ley anterior, aunque con las modifica-
ciones que indicaremos, determinándose en el primero de ellos 
cuándo ha de acordarse la convocación de la junta para dicha gra-
duación, las personas que han de ser citadas y la forma en que han 
de serlo, y en el segundo el plazo ó término que ha de mediar 
entre la convocatoria y la celebración de la junta. 
Aunque la junta de graduación ha de seguir á la de reconoci-
miento, para dictar la providencia mandando convocarla es pre-
ciso esperar á que los autos tengan estado para ello, y no lo ten-
drán mientras no transcurran los términos señalados para impug-
nar los acuerdos de la junta de reconocimiento ó las resoluciones 
del juez en su caso. Si transcurren los ocho días que fija el artícu-
lo 1261, sin que se haya hecho impugnación alguna, dará cuenta el 
actuario y sin más trámites ni dilaciones dictará el juez dicha pro-
videncia, puesto que han quedado firmes aquellos acuerdos con-
forme al art. 1262. No así en los otros casos que pueden ocurrir. 
Cuando la impugnación sea sobre el reconocimiento de algún 
crédito determinado, ó sea de aquellas á que se refiere el art. 1261 
antes citado, como cada una de ellas ha de ventilarse y decidirse 
en ramo separado, según se previene en el 1263, sin suspenderse 
el curso de la pieza segunda, es indispensable acordar ante todo 
la formación del ramo ó ramos separados, y luego que estén for- 
mados, se dictará en la pieza segunda la providencia mandando 
convocar la junta. Y si se funda en la infracción de las reglas es- 
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tablecidas para la convocatoria, celebración y votaciones de la 
junta, pidiendo la nulidad de lo actuado con ese vicio, como en 
virtud de esta reclamación se suspende el curso de la pieza segun-
da, según se previene en el art. 1265, no puede dictarse dicha pro-
videncia hasta que se resuelva ese incidente. Si se declara la nuli-
dad, hay que reponer el procedimiento al estado que tenía cuando 
se cometió la falta, y luego que ésta quede subsanada seguirá aquél 
su curso legal; y si es desestimada dicha pretensión, luego que sea 
firme la sentencia en que así se declare, se dictará la providencia 
mandando convocar la junta de acreedores para la graduación de 
créditos, que es el trámite que procede en tal caso. Eso es lo que 
dispone el art. 1266, que estamos comentando, con exacto conoci-
miento de los diferentes casos que pueden ocurrir en la práctica. 
En la misma providencia en que acuerde el juez la convocación 
de la junta, ha de fijar el día, hora y local en que haya de celebrar-
se. Tendrá en cuenta para ello que, según el art. 1267, «entre la 
convocación y la celebración de esta junta deberán mediar de 15 â 
30 días». Dentro del término que se señale han de formar los sín-
dicos los cuatro estados que previene el art. 1268 para dar cuenta 
á la junta, y en previsión de que puedan ocurrir casos en que sea 
insuficiente ese término, como sucederá cuando sean muchos los 
acreedores y de diferentes clases, el mismo art. 1267 autoriza al 
juez para que pueda ampliarlo por el tiempo que crea absoluta-
mente indispensable; ampliarlo al tiempo de señalarlo, no prorro- 
garlo despues de hechas las citaciones, como hemos expuesto en el 
comentario al art. 1205, que contiene una disposición análoga. 
En todo caso, al acordar el juez la convocación de la junta, debe 
mandar que sean citados el deudor (art. 1199), y los acreedores 
con derecho para concurrir ella, que, según el mismo art. 1266, 
son todos aquellos, cuyos créditos hayan sido reconocidos en la junta 
anterior, ó por el juez en su caso; ese hecho les da derecho á con-
currir á la junta de graduación y tomar parte en sus votaciones, 
aunque haya sido impugnado el reconocimiento, sin perjuicio del 
resultado del incidente en que ha de ventilarse la impugnación. 
Dedúcese como consecuencia necesaria de dicho precepto legal, que 
no deben ser citados, ni pueden tomar parte en las deliberaciones 
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de dicha junta los dueños de los créditos que no hayan sido reco-
nocidos, aunque el interesado haya impugnado ese acuerdo: dejan 
de ser acreedores, sin perjuicio de su derecho á serlo, que ejerci-
tan por medio de la impugnación; y como por la sentencia que re-
caiga en este incidente puede revocarse tal acuerdo, la ley les sal-
va de todo perjuicio con la ;disposición del art. 1288, pero no les 
permite tomar parte en la junta de graduación. 
Existe una tercera clase de acreedores, de los cuales no se hace 
mención en estos artículos, y podrá dudarse si han de ser ó no ci-
tados para esta junta: tales son todos aquellos, cuyos créditos estén 
pendientes de reconocimiento, ya por acuerdo de la junta ó del 
uez conforme al art. 1258, 6 bien porque hayan acudido al con-
curso después de formados los estados prevenidos en el 1251. Res-
pecto de estos acreedores, previenen los arts. 1270 y 1271, que los 
síndicos den su dictamen sobre el reconocimiento antes del día se-
ñalado para la junta de graduación, y que en esta junta se delibere 
sobre ellos en primer lugar, pudiendo después tomar parte en las 
deliberaciones sobre la graduación los dueños de los créditos que 
sean reconocidos en la misma junta; de suerte que esta junta es de 
reconocimiento para los acreedores que se hallen en dicho caso, y 
de graduación para todos los reconocidos. Ahora bien: según el ar-
tículo 1253, para la junta de reconocimiento deben ser citados to-
dos los acreedores que hubieren presentado los títulos de sus cré-
ditos antes de acordarse la convocatoria: luego deben ser citados 
para la junta de graduación los acreedores pendientes de reconoci-
miento, puesto que para ellos tiene esta junta el carácter de la de 
reconocimiento, y que, si son reconocidos sus créditos, tienen dere-
cho á tomar parte en las deliberaciones de la misma sobre la gra-
duación. Por consiguiente, al acordar el juez la convocatoria para 
la junta de graduación, debe mandar que sean citados los acreedo-
res reconocidos y los pendientes de reconocimiento, en razón á que 
unos y otros pueden tomar parte en las deliberaciones de la 
misma. 
Ordena por último el art. 1266 que «la citación para esta junta 
se hará en la forma prevenida en el art. 1253», esto es, personal-
mente y por medio de cédula á los acreedores que tengan su domi- 
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cilio, 6 lo hubieren designado, en el lugar del juicio, y á los demás 
por edictos, como se ha expuesto en el comentario de dicho ar-
tículo. 
 
          
          
          
          
ARTÍCULO 1268 
(Art. 1266 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
  
         
En el tiempo intermedio, los síndicos formarán, 
para dar cuenta á la junta, cuatro estados, que com-
prenderán: 
El primero, los acreedores por trabajo personal y 
alimentos. 
Si se tratase de un ab-intestato, ó testamentaria con-
cursada, se colocarán en este lugar los acreedores por 
los gastos de funeral proporcionado á las circunstan-
cias del finado, y por los ocasionados con motivo de la 
ordenacion de su última voluntad y formacion de in-
ventario, y diligencias judiciales á que haya dado lugar 
el ab-intestato 6 testamentaria. 
El segundo, los acreedores hipotecarios, por el órden 
de preferencia que en derecho les corresponda. 
Se comprenderán en este estado, tanto los acreedo-
res que tengan á su favor hipoteca legal, que se halle 
subsistente, como los que la tengan voluntaria, con la 
advertencia respecto de éstos, de que su preferencia se 
limitará á los bienes hipotecados especialmente; y si su 
valor no alcanzase á cubrir el importe total del credito 
asegurado con la hipoteca, serán considerados como 
escriturarios por la diferencia. 
También se comprenderán en este estado los acree-
dores con prenda, limitando igualmente su preferencia 
al valor efectivo de la misma, la que devolverán á la 
masa del concurso. 
El tercero, los acreedores que lo sean por escritura 
pública, por el órden de sus fechas . 
El cuarto, los comunes, comprendiendo en este estado 
todos los créditos no incluidos en los tres anteriores. 
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ARTÍCULO 1269 
(Art. 1267 para Cuba y Puerto Rico.) 
Por separado formarán los síndicos una nota de los 
bienes de cualquier clase que el concursado tuviere 
correspondientes á terceras personas, con expresion dé 
los nombres de sus dueños. 
Si éstos se hubieren presentado reclamándolos, se 
les entregarán, conviniendo en ello los síndicos y el 
concursado. Si alguno no conviniere, se sustanciará la 
demanda en ramo separado por los trámites del juicio 
declarativo que corresponda á su cuantía. 
I 
Clasificación de los créditos por los síndicos: término para 
hacerla.—No habría orden ni concierto en las juntas de acreedo-
res, como en las demás de su índole, si no se llevasen preparados 
los trabajos y estudiadas las cuestiones que han de someterse á su 
deliberación. De aquí la conveniencia y aun la necesidad de las 
ponencias, cuyas funciones encomienda la ley á los síndicos del 
concurso. Ya hemos visto que ellos han de emitir su juicio y dar 
dictamen sobre el reconocimiento de los créditos, para someterlo 
al acuerdo de la junta de acreedores, así como han de hacerlo 
también sobre la graduación, conforme á lo que se ordena en los 
dos artículos de este comentario. Grave y espinoso es ese encargo, 
que les obliga á hacer un estudio detenido y comparado de todos 
y cada uno de los créditos, para clasificarlos y determinar el orden 
en que han de ser satisfechos; y como esto ha de hacerse con arre-
glo á derecho, tendrán que valerse de letrados competentes, si 
ellos no lo son, pagando de los fondos del concurso los honorarios 
que devenguen ó abonen, como gastos ineludibles del juicio. 
Para practicar los síndicos esa clasificación y graduación de 
los créditos, les señala la ley el término que medie desde la convo-
catoria- hasta la celebración de la junta de graduación, á la que ha 
de darse cuenta de ese trabajo en la forma que ordena el artículo 
1268. Como ya habrán hecho el estudio de los créditos para su re- 
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conocimiento, por regla general será suficiente dicho término; pero 
si entienden los síndicos que no lo es por las circunstancias espe-
ciales del concurso, deberán hacerlo presente al juez antes de que 
se practiquen las citaciones, para que lo amplíe en uso de la facul-
tad que le concede el art. 1267, caso de no haberlo hecho de oficio 
al señalar el día para la celebración de la junta. Hechas las cita-
ciones, no cabe prórroga, ni debe ampliarse el término, como he-
mos expuesto en el comentario anterior. 
Según los dos artículos de este comentario, «en el tiempo in-
termedio»—que es desde la convocatoria hasta la celebración de 
la junta de graduación, como se ha dicho,—«los síndicos forma-
rán, para dar cuenta á la junta, cuatro estados», que comprenderán 
todos los créditos contra el concurso, debidamente clasificados, 
por el orden que se determina en el art. 1268 (véase su texto), y 
«por separado, una nota de los bienes de cualquier clase que el 
concursado tuviere, correspondientes á terceras personas, con ex-
presión de los nombres de sus dueños», en el supuesto de que se 
hubieren incluido en el embargo por creer que eran de la perte-
nencia de aquél. 
Lo mismo se había ordenado en los arts. 592 y 593 de la ley 
anterior, pero con la diferencia de que en aquélla se prevenía 
que fuesen cinco los estados, destinando el 2.° á los hipotecarios le-
gales, y el 3.° á los que lo sean por contrato, cuyas dos clases de. 
acreedores se han refundido ahora en una, por ser lo más conforme 
A la ley Hipotecaria, adicionándose los acreedores con prenda de 
que no hizo mención la ley anterior. 
II 
Clasificación y graduación de los créditos conforme al Código 
civil.—Al clasificar y determinar la presente ley los acreedores 
que debían ser comprendidos en cada uno de los estados, se atem-
peró al derecho civil entonces vigente, como lo hizo también la de 
1855, en atención á que por él debe regirse el de los particulares 
sobre la prelación de sus créditos, cuando los bienes del deudor 
leomún no sean suficientes para pagarlos por entero. Pero aquel 
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derecho quedó derogado por el Código civil, que rige desde 1.° de 
Mayo de 1889, siendo preciso atenerse hoy á lo que en él se dis- 
pone sobre esta materia. El título xvir, libro 4.° de dicho Código, 
trata «de la concurrencia y prelación de créditos», estableciendo 
reglas para su clasificación y graduación que, aunque no modifican 
sustancialmente el derecho antiguo, no están en armonía con lo 
que se dispone en el art. 1268, que estamos examinando, en cuanto 
al orden que deben seguir los síndicos para formar los cuatro es-
tados que en él se previenen. 
El art. 1921 del Código dice así: «Los créditos se clasificarán, 
para su graduación y pago, por el orden y en los términos que en 
este capítulo se establecen». Ese orden no es el mismo que esta-
bleció la ley de Enjuiciamiento civil en el art. 1268, y dada esta 
modificación, tendrán que sujetarse los síndicos, para formar los 
estados antedichos, á lo que ordena el Código, como ley posterior 
y por ser de su competencia la materia. 
El Código, en los arts. 1922 y siguientes, divide los créditos 
para su graduación y pago en cuatro clases: 1°, los que gozan de 
preferencia con relación á determinados bienes muebles del deu-
dor: 2.a, los que la gozan con relación á determinados bienes in-
muebles y derechos reales: 3.a, los que la tienen con relación á los 
demás bienes muebles é inmuebles, que no estén comprendidos en 
las dos clases anteriores; y 4°, los que no gozan de preferencia de 
ninguna clase, ó sean los créditos comunes. Tenemos, pues, y no 
podía ser de otro modo, las mismas cuatro clases de créditos que 
deben comprenderse en los cuatro estados que han de formar los 
síndicos conforme á la ley procesal, pero estableciendo distinto 
orden para su clasificación, y determinando además los créditos 
que pertenecen á cada clase y la preferencia entre ellos para su 
graduación y pago, cuando los bienes no alcanzan á cubrir todas 
las responsabilidades á que están afectos. Y como es preciso hacer 
dicha clasificación por el orden y en los términos que se estable-
cen en el Código, resulta modificado en este punto el art. 1268 de 
la ley, y creemos, por tanto, que los cuatro estados que han de 
formar los síndicos para dar cuenta á la junta de graduación, de-
ben comprender lo siguiente: 
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NÚM. 1.°—Estado de los créditos que gozan de preferencia con 
relación d determinados bienes muebles del deudor.—Conforme á 
los arts. 1922 y 1926 del Código, y combinando sus disposiciones, 
en este estado se comprenderán y graduarán con la debida separa-
ción, por el orden que vamos á indicar, y mencionando la cosa 
mueble que respectivamente les sirva de garantía, los créditos 
guientes: 
1.° «Los créditos por construcción, reparación, conservación 
(que son los refaccionarios), ó precio de venta de bienes muebles 
que estén en poder del deudor, hasta donde alcance el valor de los 
mismos.» Si éste no alcanza á cubrir todos esos créditos, cuando 
concurran dos ó más, el precio se distribuirá á prorrata entre ellos, 
conforme á la regla 4.» del art. 1926; y si hubiere remanente, se 
acumulará éste á la masa general del concurso. Pero téngase pre-
sente que dichos créditos pierden la preferencia, si la cosa mueble 
refaccionada ó vendida no se halla en poder del deudor por haberla 
enajenado ó empeñado, salvo el caso de dolo ó sustracción, en cuyo 
caso el acreedor podrá reclamarla dentro de treinta días, contados 
desde que ocurrió la sustracción; y lo mismo en los demás casos á 
que se refieren los números siguientes (párrafo último del ar- 
título 1922). 
2.° «Los créditos garantizados con prenda que se halle en po-
der del acreedor, sobre la cosa empeñada y hasta donde alcance 
su valor.» El acreedor que tenga en su poder la prenda, goza de 
preferencia, en cuanto al valor de ésta, sobre todos los demás 
acreedores, inclusos los refaccionarios, salvo el caso de dolo é sus-
tracción, como ya se ha dicho. 
3.° «Los créditos garantizados con fianza de efectos ó valores, 
constituida en establecimiento público ó mercantil, sobre la fianza 
y por el valor de los efectos de la misma.» Si unos mismos valores 
ó efectos públicos estuvieren constituidos legítimamente en fianza 
ó garantía de dos ó más créditos, la prelación entre ellos se deter-
minará por el orden de fechas de la prestación de aquélla; pero si 
hubieren sido entregados en prenda á un acreedor, éste tendrá 
preferencia  sobre los demás, conforme al número anterior, salvo 
pacto en contrario. 
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4.° «Los créditos por transporte, sobre los efectos transporta-
dos, por el precio del mismo, gastos y derechos de conducción y 
conservación, hasta la entrega y durante treinta días después de 
ésta.» Cuando sean varios los acreedores por estos conceptos, ó 
concurran con refaccionarios ó vendedores de la misma cosa, su 
valor ó precio se distribuirá á prorrata entre ellos, si no alcanza 
á satisfacerlos por entero. 
5.° Los créditos por razón de hospedaje, gozan de preferencia 
sobre los bienes muebles del deudor, existentes en la posada ó casa 
donde se hospedó. 
6.° «Los créditos por semillas y gastos de cultivo y recolección 
anticipados al deudor, sobre los frutos de la cosecha para que sir-
vieron.» Si concurren con los de alquileres ó rentas, á que estén 
r:fectos los mismos frutos, gozan aquéllos de preferencia sobre 
éstos. 
7.° «Los créditos por alquileres y rentas de un año (sólo del 
año último, y no de los anteriores), sobre los bienes muebles del 
arrendatario existentes en la finca arrendada, y sobre los frutos 
de la misma», salvo el derecho preferente que sobre éstos tienen 
los créditos por anticipo de semillas, gastos de cultivo y recolec-
ción, como se ha dicho en el número anterior. 
Tales son los créditos que gozan de preferencia con relación á 
determinados bienes muebles: cuando los haya de dos ó más de esas 
siete clases, los síndicos los incluirán en el estado por grupos, ha-
ciendo expresión de la cosa mueble ó bienes afectos al pago y del 
crédito ó créditos que gozan de preferencia sobre aquella cosa de- 
terminada. Si el valor de la misma no alcanza á cubrir el crédito 
ó créditos á que está afecta, por el déficit ó diferencia pasará 
aquel crédito á la clase de escriturario ó de común, según su na- 
turaleza, para completar su pago; y si hubiese remanente del valor 
de la cosa, se acumulará á la masa común para el pago de los de-
más acreedores (art. 1928 del Código). 
¿El acreedor con prenda tendrá la obligación de devolverla á 
la masa del concurso, que le impone el art. 1268 de la ley, para 
gozar de preferencia con relación á la misma? El Código no le 
impone esta obligación, y le da la facultad de enajenar la cosa 
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pignorada en subasta pública ante notario, ó por medio de agente 
de Bolsa si consiste en valores cotizables, para realizar su crédito, 
cuando no sea pagado á su vencimiento (art. 1872). Si el acreedor 
con prenda ha hecho uso de esa facultad, claro es que se había 
propuesto realizar su crédito sin concurrir al concurso, y no ten-
drá otra obligación que la de entregar el remanente si lo hubiere; 
pero si acude al concurso para cobrar en él con la preferencia que 
le corresponde, lo racional y justo será que devuelva la prenda, 
como ordena la ley procesal. 
NÚ1VI. 2.—Estado de los créditos que gozan de preferencia con 
relación d determinados bienes inmuebles ó derechos reales del deu-
dor.—Según el art. 1268 de la ley que estamos comentando, debían 
comprenderse en este estado los créditos hipotecarios y los garan-
tizados con prenda; pero estos últimos han de incluirse hoy en el 
estado núm. 1. 0 , como ya se ha dicho, comprendiendo en el 2.° so-
lamente los créditos con hipoteca legal ó voluntaria, que son los 
que gozan de preferencia con relación á determinados bienes in-
muebles ó derechos reales. Estos créditos están detallados en el 
art. 1923 del Código civil, estableciéndose en el 1927 la prelación 
relativa entre ellos, cuando concurran dos ó más sobre una misma 
finca; excluyen á todos los demás créditos hasta donde alcance el 
valor del inmueble ó derecho real á que la prelación se refiera; el 
remanente, si lo hubiere, se acumulará á la masa común del con-
curso; y si no fuesen pagados por completo, lo serán, en cuanto al 
déficit, por el orden y en el lugar que les corresponda, según su 
respectiva naturaleza, que por regla general será la de escritura-
rios, como lo ordena el art. 1928 del mismo Código, y se ha dicho 
ya respecto de los del núm. 1.° Son los siguientes: 
1.° «Los créditos á favor del Estado, sobre los bienes (inmue-
bles) de los contribuyentes, por el importe de la última anualidad, 
vencida y no satisfecha de los impuestos que graviten sobre ellos.» 
La ley Hipotecaria reconoció también esta preferencia con la mis-
ma limitación, estableciendo en el núm. 5.° de su art. 168 hipoteca 
legal sobre los bienes de los contribuyentes, y en su virtud estos 
créditos excluyen á todos los demás. En el mismo caso están los 
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créditos á favor de la provincia y del municipio para el cobro de 
la última anualidad de los impuestos que graven á los inmuebles, 
según se deduce del núm. 1. 0 del art. 1924 del Código y del 218 
de la ley Hipotecaria. Pero como la recaudación de los impuestos 
«5 contribuciones está encomendada á la Administración, la cual 
puede emplear la vía de apremio para exigirlos, y por otra parte 
los síndicos deben satisfacerlos de los fondos del concurso como 
atenciones ordinarias del mismo (art. 1230 de la ley), raro será el 
caso en que haya necesidad de incluir estos créditos en los. estados 
de graduación para su pago, puesto que deben pagarse á su ven-
cimiento. No están en el mismo caso los demás créditos á favor 
del Estado, de las provincias ó municipios, pues aunque el art. 168 
de la ley Hipotecaria establece también hipoteca legal sobre los 
bienes de los que contraten con ellos ó administren sus intereses, 
esta hipoteca ha de constituirse especialmente, y una vez consti-
tuída é inscrita, produce los mismos efectos que la voluntaria, se-
gún los arts. 158 á 161 de dicha ley, y por esto no se hace men-
ción de tales créditos en la disposición que estamos examinando, 
debiendo, por tanto, ser graduados y pagados en el lugar que les 
corresponda por la inscripción de la hipoteca. 
2.° «Los créditos de los aseguradores, sobre los bienes asegu-
rados, por los premios del seguro de dos años; y si fuere el seguro 
mutuo, por los dos últimos dividendos que se hubieren repartido.» 
Lo mismo había ordenado la ley Hipotecaria en el núm. 6.° de su 
art. 168. Estos créditos excluyen á todos los demás, excepto los 
del núm. 1. 0 , hasta donde alcance el valor del inmueble asegurado, 
en virtud de la hipoteca legal establecida á su favor. Véanse tam-
bién los arts. 219, 220 y 221 de dicha ley. 
3.° «Los créditos hipotecarios y los refaccionarios, anotados ó 
inscriptos en el Registro de la propiedad, sobre los bienes hipote-
cados ó que hubieren sido objeto de la refacción.» Estos créditos 
gozan de prelación entre sí y con los del número siguiente por el 
orden de antigüedad de las respectivas inscripciones ó anotaciones 
en el Registro, las que deberán hacerse para que produzcan este 
efecto en la forma que ordenan la ley Hipotecaria y su regla-
mento. Respecto de los refaccionarios y de los efectos que produce 
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su anotación preventiva durante la obra refaccionada, y después 
la inscripción de la hipoteca, con relación á los créditos hipoteca-
rios y demás obligaciones reales inscritas anteriormente, véanse 
los arts. 42, núm. 7.°, 59 á 64, y 92 á 95 de dicha ley. Han per-
dido estos créditos el privilegio sobre los hipotecarios anteriores 
y la prelación entre sí por el orden inverso de su antigüedad, que 
les concedieron las leyes 26 y 28, tít. 13 de la Partida 5. a, salvo 
lo dispuesto en el art. 64 ya citado de la ley Hipotecaria. 
4.° «Los créditos preventivamente anotados en el Registro de 
la propiedad, en virtud de mandamiento judicial, por embargos, 
secuestros ó ejecución de sentencias, sobre los bienes anotados, y 
 sólo en cuanto á créditos posteriores.» La ley de Enjuiciamiento
civil autoriza el embargo en los tres casos á que esta disposición 
se refiere (arts. 921, 1428 y 1442), previniéndose en el 1453 que, 
cuando sea de bienes inmuebles, se tomará anotación preventiva 
en el Registro de la propiedad, con arreglo á las disposiciones de 
la ley Hipotecaria y de su reglamento, expidiendo el juez para 
ello el correspondiente mandamiento por duplicado. El Código 
civil autoriza también el secuestro de bienes, tanto muebles come 
inmuebles, declarando que tiene lugar cuando se decreta el em-
bargo ó el aseguramiento de bienes litigiosos (arts. 1785 y 1786). 
Y la ley Hipotecaria, en los núms. 2.°, 3.° y 4.° de su art. 42, per-
mite asimismo la anotación preventiva en los casos antes indica-
dos. Pero téngase presente que la preferencia que da la anotación 
preventiva es sólo en cuanto d créditos posteriores, como dice la 
disposición del Código que estamos examinando, y como se pre-
vino también en el art. 44 de la ley Hipotecaria, declarando que 
«el acreedor que obtenga anotación á su favor en los casos de los 
núms. 2.°, 3.° y 4.° del art. 42, será preferido, en cuanto á los bie-
nes anotados, solamente á los que tengan contra el mismo deudor 
otro crédito contraído con posterioridad á dicha anotación» (1) - 
(1) El Tribunal Supremo tiene declarado que las anotaciones preventivas 
de embargo, ó que son resultado de una providencia judicial, y dirigidas úni-
camente á garantir las consecuencias del juicio, no crean ni declaran ningún 
derecho, ni modifican el carácter ó naturaleza de la obligación que garanti-
zan, ni mucho menos convierten en real é hipotecaria la acción que anterior-
mente no tenia este carácter, ni puede lastimar el derecho de dominio sobre 
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Estos créditos, cuando concurran con los del número anterior, go-
zarán de prelación entre sí por el orden de antigüedad de sus res-
pectivas inscripciones ó anotaciones, como ya se ha dicho. 
5.° «Los créditos refaccionarios, no anotados ni inscritos, 
sobre los inmuebles á que la refacción se refiera, y sólo respecto á 
otros créditos distintos de los expresados en los cuatro números 
anteriores.» Respetando las hipotecas legales y voluntarias, á que 
se refieren los cuatro números anteriores, esta disposición del Có-
digo conserva á los créditos refaccionarios, no anotados ni inscri-
tos en el Registro de la propiedad, la hipoteca legal y el privile-
gio que les concedieron las leyes de Partida antes citadas sobre la 
cosa construida ó reparada con el dinero del acreedor: en su vir-
tud han de ser pagados con preferencia á todos 1_Qs demás que no 
estén comprendidos en alguno de dichos casos, hasta donde alcance 
el valor del inmueble refaccionado; y gozan de prelación entre sí 
por el orden inverso de su antigüedad, por la razón de la ley de 
Partida de que con el dinero del último se conservó la cosa para 
los demás. 
Los créditos expresados en los cinco números que preceden, 
son los que deberán comprender los síndicos en el estado núm. `'2, 
agrupándolos con relación al inmueble que les sirva de garantía, 
y colocándolos por el orden de preferencia con que hayan de ser 
pagados del valor del inmueble á que estén afectos. 
NÚM. 3.—Estado de los creditos gue gozan de preferencia con 
relación d los demás bienes muebles é inmuebles del concursado, no 
comprendidos en los dos estados anteriores.—Han de comprenderse 
en este estado los créditos que no estén garantizados con prenda 
ni con hipoteca legal ó voluntaria, pero que por su índole especial 
gozan de preferencia respecto de los créditos comunes. El artículo 
las fincas, ni el de las hipotecas y gravámenes anteriores á la anotación, ni 
producen otros efectos, con arreglo al art. 44 de la ley Hipotecaria, que los 
d e que el acreedor quo las obtenga sea preferido, en cuanto á los bienes ano-
tados, solamente á los que tengan contra el mismo deudor otro crédito con-
traído con posterioridad á dicha anotación. (Sentencias de 20 de Marzo de 1874. 
la de Febrero de 1886, y otras.) 
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1924 del Código civil los designa concretamente, dividiéndolos en 
tres grupos, y en el 1929 se determina la prelación entre ellos, ó 
el orden por el que han de ser satisfechos; son los siguientes: 
1.eT grupo.—«Los créditos á favor de la provincia ó del munici-
pio por los impuestos de la última anualidad vencida y no pagada, 
no comprendidos en el art. 1923, núm. 1.°» Si estos impuestos 
gravitan sobre los bienes inmuebles, gozan de la misma preferen-
cia que los del Estado, y deben comprenderse en el estado ante-
rior, como ya se ha dicho en su lugar; pero si son personales, sin 
que graven á bienes determinados, se incluirán en el primer lugar 
del estado 3.°, por gozar de preferencia con relación á los demás 
créditos que han de comprenderse en este estado. 
2.° grupo.— in él han. de comprenderse los créditos que, según 
la antigua jurisprudencia, eran considerados como singularmente 
privilegiados, en razón á que, si bien son personales, eran preferi-
dos á los hipotecarios anteriores y posteriores y á todos los demás, 
en consideración á la naturaleza y origen del crédito. Aunque la 
ley Hipotecaria les privó de esa preferencia en cuanto á los hipo- 
tocarios, la conservaron respecto de los demás bienes muebles é 
inmuebles del deudor, privilegio que ha respetado el Código civil, 
como era justo, al determinar en los artículos antes citados el 
orden por el que han de ser pagados, dándoles preferencia sobre 
los escriturarios y comunes. No obstante esa modificación introdu-
cida por la ley Hipotecaria, en el art. 1268 de la de Enjuicia-
miento, que estamos comentando, se reprodujo lo dispuesto sobre 
este punto en el 592 de la de 1855, ordenando que se compren-
dieran, en el primero de los estados, los acreedores por trabajo 
personal y alimentos, considerando como tales los que lo sean, en 
los abintestatos y testamentarías concursadas, por los gastos de 
funeral, y por los ocasionados con motivo de la ordenación de la 
última voluntad del finado, formación del inventario, y diligencias 
judiciales, á que hubiere dado lugar el abintestato ó testamenta-
ría. Y ahora el Código, procediendo con más lógica, ha dispuesto 
que todos los créditos de esa clase se coloquen, para su graduación 
y pago, después de los garantizados con determinados bienes mue-
bles é inmuebles, puesto que éstos gozan de preferencia respecto 
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de ellos, que sólo la tienen con relación á los demás bienes no gra-
vados especialmente. Por esto creemos que deben ser colocados en 
el estado núm. 3.°, formando el segundo grupo del mismo, por el 
orden que determina el art. 1924, y por el que  han de ser paga-
dos según el 1929 del mismo Código. 
Además de esa novedad, para evitar las dudas ocurridas en la 
práctica sobre la inteligencia y extensión que debiera darse á la 
disposición antes citada de la ley de Enjuiciamiento civil en cuan-
to á los créditos de que tratamos, los ha detallado el Código en su 
art. 1924, designando taxativamente los siguientes: 
1.° «Los devengados por gastos de justicia y de administración 
del concurso en interés común de los acreedores, hechos con la de-
bida autorización ó aprobación.» Si se trata de una testamentaría 
ó abintestato concursado, deberán comprenderse en esta disposi-
ción los gastos judiciales para la prevención de aquellos juicios, 
poner en seguridad los bienes y administrarlos, como hechos en 
interés común de los acreedores. Pero como el art. 1230 de la ley 
autoriza á los síndicos para satisfacer esos gastos con los fondos 
del concurso, según se vayan devengando, raro será el caso en que 
haya necesidad de incluirlos en los estados para su graduación y 
pago, como hemos dicho respecto de las contribuciones é impuestos 
y de las demás cargas á que estén afectos los bienes. 
2.° «Por los funerales del deudor, según el uso del lugar, y 
también los de su mujer y los de sus hijos constituidos bajo su 
patria potestad, si no tuvieren bienes propios.» Así habrá de 
hacerse, lo mismo cuando ocurra el fallecimiento antes que des-
pués de la declaración de concurso, y en el supuesto de que no se 
hubieren pagado oportunamente dichos gastos. No vemos incon-
veniente en que el juez autorice el pago de estos gastos, luego 
que ocurran, sin esperar á la graduación y pago de los créditos, 
siempre que existan fondos y pueda hacerse sin perjuicio de los 
acreedores hipotecarios y de los demás que gocen de preferencia. 
3.° «Por gastos de la última enfermedad de las mismas perso-
nas (expresadas en el número anterior), causados en el último año, 
contado hasta el día del fallecimiento.» En estos gastos habrá de 
comprenderse todo lo que se deba por honorarios de los facultati- 
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vos y por salarios de las personas que en este concepto hubieren 
asistido al enfermo, por medicinas, alimentos y demás que hubiere 
sido indispensable para el cuidado del mismo. Como la ley sólo 
concede ese privilegio por los gastos causados en el último año, 
por lo que se reclame y se deba de fecha anterior, pasarán los in-
teresados á la clase de acreedores comunes. 
4.° «Por jornales y salarios de dependientes y criados domés-
ticos, correspondientes al último año.» En el lenguaje común y 
forense se da el nombre de jornal á lo que se paga diariamente á 
una persona por su trabajo personal en servicios que no son do-
mésticos, y el de salario la retribución que se da por sus servicios 
á los dependientes que, dentro ó fuera de casa, se ocupan en tra-
bajos mecánicos, y á los criados domésticos: todos están compren-
didos en esta disposición, como los comprendió la jurisprudencia 
antigua en la clase de acreedores por trabajo personal, y á todos 
alcanza el privilegio de que estamos tratando. Este privilegio, que 
antes no tenía limitación en cuanto al tiempo, lo limita ahora et 
Código, para evitar abusos, á los jornales y salarios devengados 
en el último alío. Este año habrá de contarse hasta el día de la de-
claración de concurso, pues desde este día queda el deudor privado 
de la administración de sus bienes, y no sería justo que con lo quo 
pertenece á sus acreedores se pagaran los criados y dependientes 
que quiera tener ó conservar para su servicio particular. 
5.° «Por anticipaciones hechas al deudor, para sí y su familia 
constituida bajo su autoridad, en comestibles, vestido ó calzado, en 
el mismo período de tiempo.» Se refiere al del último año, que 
habrá de contarse hasta el día de la declaración de concurso, por 
la razón expuesta en el número anterior. Los créditos de esta 
clase, ó sea por trabajo personal y por alimentos, que sean de 
fecha anterior al último año, no gozan hoy de privilegio, y habrán 
de pasar á la clase de comunes. 
B.° 
 «Por pensiones alimenticias durante el juicio de concurso, 
á no ser que se funden en un título de mera liberalidad.» Las 
pensiones alimenticias, que sean voluntarias, ó que no tengan otro 
motivo ni fundamento más que el de la mera liberalidad del do-
nante, deben cesar desde que éste es declarado en concurso, por- 
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que carece ya de bienes para pagarlas; pero las que proceden de 
un título obligatorio, cuales son los impuestas por la ley, por tes-
tamento, ó por contrato oneroso, no cesan por dicha declaración, 
y han de seguir pagándose durante el juicio de concurso. Podrán 
satisfacerlas los síndicos á su vencimiento, como cargas afectas á 
los bienes, conforme al art. 1230 de la ley; pero si por cualquier 
motivo no hubieren podido verificarlo, se incluirán en el estado 3." 
para su graduación y pago. Lo mismo habrá de entenderse, á 
nuestro juicio, respecto de las pensiones vencidas anteriormente y 
no prescritas, á no ser que gocen de preferencia con  relación á 
determinados bienes muebles ó inmuebles que les sirvan de garan-
tía, pues en este caso habrán de incluirse en el lugar que corres-
ponda de los dos estados anteriores. 
Estas seis clases de créditos, ó los que de ellos hubiere, son 
los que habrán de comprenderse en el segundo grupo del estado 3.° 
para ser pagados por el orden que queda designado, y con prefe-
rencia á los del grupo tercero que vamos á examinar. 
3. 0r grupo.—Se comprenden en él los créditos que, sin privile-
gio especial, esto es, que no teniendo á su favor privilegio ni hipo-
teca, consten: 1. 0, en escritura pública; y 2.°, por sentencia firme. 
Estos créditos, que son los llamados escriturarios, tienen preferen-
cia entre sí por el orden de antigüedad de las fechas de las escritu-
ras y de las sentencias. Así lo ordena el art. 1924 del Código civ'l 
en su núm. 3.°, de acuerdo con la jurisprudencia antigua, fundada 
en la ley 5.' , tít. 24, libro 10 de la Nov. Rec.; de suerte que estos 
créditos han de ser postergados á todos los que tengan á su favor 
privilegio ó hipoteca, que quedan reseñados, y sólo gozan de pre-
ferencia respecto de los comunes. Concurrirán con ellos, también 
por el orden de preferencia de las fechas de las escrituras, los 
hipotecarios, que no hubiesen sido totalmente satisfechos con el 
importe de los inmuebles hipotecados, por el déficit que resulte á 
favor de los mismos (arts. 1928 y 1929 del Código). 
La ley recopilada, antes citada, dividió en tres clases los cré-
ditos escriturarios, dándoles preferencia para el pago por el orden 
siguiente: 1. 0, los que constan por escritura pública, que son los 
llamados con propiedad escriturarios: 2.°, los consignados en do- 
206 	 LIB. II-TÍT. XII—ARTS. 1268 Y 1269 
cumento privado, pero extendido en el papel sellado correspon-
diente á la naturaleza y cuantía del negocio, á los que se da el 
nombre de quirografarios; y 3.°, los denominados comunes, que 
son los que constan por documento privado, extendido en papel . 
común ó por cualquier otro medio. Los primeros tenían preferen-
cia sobre las otras dos clases, y entre sí por el orden de antigüe-
dad de las fechas de las escrituras; y los segundos, por el mismo 
orden de fechas entre sí, tenían preferencia sobre los comunes, re-
partiéndose á prorrata entre éstos el remanente del caudal concur-
sado. El Código no ha aceptado esa distinción: considera como co-
munes, para que sean pagados en último lugar sin consideración á 
sus fechas, todos los créditos que no gocen de privilegio especial, 
ni consten en escritura pública ó por sentencia firme; y por consi-
guiente han de ser graduados y pagados como comunes todos los 
t 
 quirografarios, se hallen ó no extendidos en papel del timbre co- 
rrespondiente. 
«El documento privado, reconocido legalmente, tendrá el mis-
mo valor que la escritura pública entre los que lo hubiesen suscrito 
y sus causahabientes»: así lo ordena el art. 1225 del Código, y por 
consiguiente, el crédito que conste en documento privado, si éste 
ha sido reconocido legalmente, bien bajó juramento ante juez com-
petente, ó ya elevándolo á escritura pública con otorgamiento del 
deudor y del acreedor, deberá ser incluido en el estado núm. 3.° 
entre los escriturarios, graduándolo para su pago en el lugar que 
le corresponda por la antigüedad de la fecha, no del documento 
privado, sino de su reconocimiento, que es cuando adquiere el 
valor de escritura pública. Y lo mismo habrá de entenderse de los 
reconocidos por medio de la confesión judicial, aunque no existiera 
documento, puesto que el Código, de acuerdo con la jurispruden-
cia antigua, atribuye á dicha confesión, hecha ante juez compe-
tente, el valor y eficacia de prueba plena contra su autor (artículo 
1.232 y 1235), que es el valor que tiene la escritura pública. 
Pero téngase presente, que cuando el reconocimiento del do-
cumento privado el la confesión judicial se obtenga en el mismo 
juicio de concurso, no puede influir en la graduación del crédito, 
y sólo servirá para su justificación en el incidente que á este fin 
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se promueva, como era de jurisprudencia, fundada en la ley 11, 
tít. 14, Partida 5 R, y es de sentido común. Si sobre el reconoci-
miento de un crédito en el concurso se promueve el incidente que 
permite la ley, la sentencia que en él recaiga no puede producir 
otro efecto que el de tener, en su caso, por reconocido el crédito, 
sin alterar su naturaleza y condiciones, de suerte que si es común, 
no puede ser graduado como escriturario, ni con otras condiciones 
de privilegio que las que hayan sido objeto del debate y declarado 
en la sentencia. Y si el deudor hiciera el reconocimiento después 
de la declaración de concurso, no puede producir el efecto de al-
terar la naturaleza del crédito, por carecer aquél de capacidad 
legal para ello. 
En cuanto á la sentencia /irme, dice el Código que tendrán la 
prefere.ncia que concede á estos créditos por la antigüedad de su 
fecha, los que consten «por sentencia firme, si hubieren sido ob-
jeto de litigio». ¿A qué clase de litigio se refiere? Indudablemente 
al ordinario declarativo, ya sea de mayor ó de menor cuantía, ó 
verbal. Aunque también hay litigio en el juicio ejecutivo, como en 
todos los que pertenecen á la jurisdicción contenciosa, no puede 
referirse dicha disposición á la sentencia de remate, única que 
fuera de aquellos juicios podría ser aplicable al caso, porque en 
ella no se decide una cuestión litigiosa, sino que partiendo de la 
legitimidad del crédito reclamado, manda seguir la ejecución ade-
lante, ó la deniega en otro caso, quedando siempre á salvo su de-
recho á las partes para promover el juicio ordinario sobre la mis-
ma cuestión. Además, no puede despacharse la ejecución ni dic-
tarse sentencia de remate sino en virtud de un título que la lleve 
aparejada, y si ese título es una escritura pública, é el reconoci-
miento ó confesión judicial de la deuda, á la fecha de la escritura 
ó del reconocimiento, y no á la de la sentencia de remate, deberá 
estarse para la calificación y graduación de ese crédito, en el casa 
de haberse acumulado el juicio ejecutivo al de concurso, lo mismo 
que 8i se presentaran aquellos documentos sin haberse despachado 
la ejecución. Por consiguiente, el litigio á que se refiere la dispo-
sición citada del Código, no puede ser otro que el ordinario decla-
rativo, en el que se ventila y decide la legitimidad ó cuantía del 
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crédito y la obligación de pagarlo, y á la fecha de la sentencia 
firme que en él recaiga condenando al pago deberá estarse para 
darle la preferencia que le corresponda entre los de igual clase y 
los escriturarios. 
Indicaremos, por último, sobre este punto, que no tendrán ne-
cesidad los síndicos de formar en el estado 3.° los tres grupos, que 
quedan expuestos y que establece el Código para determinar la 
preferencia entre ellos, sino que los incluirán por el orden de pre. 
lación con que deban ser pagados, en el caso de no ser suficientes 
los bienes que resten después de haber satisfecho los créditos 
hipotecarios y con privilegio especial sobre determinados bienes 
muebles é inmuebles, comprendidos en los dos estados anteriores. 
NÚM. 4.°—Estado de los créditos comunes.—Según el párrafo 
último del art. 1268 de la ley que estamos comentando, en este es-
tado han de comprenderse todos los créditos no incluidos en los 
tres estados anteriores. Sobre este punto no ha hecho novedad el 
Código civil, el cual declara en su art. 1925, que «no gozarán de 
preferencia los créditos de cualquiera otra clase, ó por cualquier 
otro título, no comprendidos en los artículos anteriores» ; que son 
los que, según lo expuesto, han de incluirse en los tres primeros 
estados; y en el núm. 3.° del 1929 añade: «Los créditos comunes 
á que se refiere el art. 1925, se satisfarán sin consideración á sus 
fechas», y por consiguiente á prorrata, como se ha dicho, siemprcl 
quedos bienes é fondos que resten, después de pagados todos los 
demás créditos que gozan de preferencia, no sean suficientes para 
cubrirlos en su totalidad: así lo dispone también el art. 1290 de 
la presente ley. En este caso, los acreedores «conservarán su de-
recho, terminado el concurso, para cobrar, de los bienes que el deu-
dor pueda ulteriormente adquirir, la parte de crédito no reali-
zado», como lo declara el art. 1920 del Código respecto de todos 
los acreedores que no hubieren cobrado por completo en el con-
curso, á no mediar pacto expreso en contrario. 
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m. 
Nota de los bienes que no pertenezcan al concursado.—E1 ar-
tículo 1269,•segundo de este comentario, que concuerda casi literal-
mente con el 593 de la ley anterior, ordena que «por separado (d e . 
los cuatro estados de créditos) formarán los síndicos una nota de los 
bienes de cualquier clase que el concursado tuviese correspondien-
tes á terceras personas, con expresión de los nombres de sus due- ' 
ñora. Nuestros prácticos antiguos dieron á éstos la denominación 
de acreedores de dominio, admitida también en el lenguaje forense 
A pesar de su impropiedad, pues realmente son inconciliables los 
conceptos de dueño y acreedor de una misma cosa, por ser distin-
tas y do diferentes efectos la acción real reivindicatoria que aquél 
habrá de utilizar, y la personal ó hipotecaria que corresponde á 
éste para reclamar el pago de su crédito, sin que en ningún caso 
pueda ser objeto de graduación la demanda del dominio. Por esto 
en la nueva ley, lo mismo que en la de 1855, no se ha aceptado 
esa denominación irregular de acreedores de dominio, ni aun para 
distinguirlos de los verdaderos acreedores, mandando que no se 
incluyan en los estados de éstos y que los síndicos formen por se-
parado la nota de los bienes que pertenezcan á terceras personas, 
para entregarlos á su dueño con el procedimiento que luego indi-
caremos. 
En dicha nota ha de hacerse relación de los bienes de cual-
quier clase, reseñándolos sucintamente, que correspondan á terce-
ras personas, con expresión de los nombres de sus dueños. Puede 
suceder que el concursado tuviera en su poder bienes que no eran 
suyos y que por ignorarse esta circunstancia se incluyeron en el 
embargo y fueron entregados á los síndicos: esos bienes, sean mue- 
bles ó inmuebles, no pueden venderse ni destinarse á cubrir las 
atenciones del concurso, y luego que se justifique que no son del 
concursado, deben devolverse á sus respectivos dueños. En este 
caso se encontrarán los de  la dote inestimada y los parafernales 
que se conserven de los que la mujer hubiere aportado al matri-
monio, puesto que ésta conserva el dominio de unos y otros bienes 
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(arts. 1360 y 1382 del Código civil); los que sean de la propiedad 
de los hijos no emancipados y tenga en su poder el concursado 
como administrador legal de los mismos; y los que se hubieren 
dado al concursado en depósito, comodato, administración, arren-
damiento ó por cualquier otro título que no transmita el dominio. 
y obligue á devolverlos á su dueño. 
Pero no basta, para que tales bienes sean devueltos á sus due 
ños, que los síndicos los incluyan en la nota antedicha; es necesa-
rio que aquéllos los reclamen, segun se deduce del segundo párrafo 
del artículo que estamos examinando: «Si éstos (los dueños) se 
hubiesen presentado reclamándolos, dice, se les entregarán convi-
niendo en ello los síndicos y el concursado.» Mas esto habrá de 
entenderse respecto de los bienes embargados como de la propie-
dad del concursado: los que se retengan para cumplir el contrato 
de arrendamiento, comodato ú otro, que aquél hubiere celebrado 
legalmente, vencido el plazo deberán dejarse á disposición del 
dueño, como es procedente, sin necesidad de reclamación judicial_ 
Presentada, pues, la reclamación con las formalidades estable-
cidas para toda clase de demandas y acompañando dos copias del 
escrito y documentos, sin necesidad de acto previo de conciliación 
por ser incidente del concurso, el juez mandará que se una á la 
pieza 1.a, y que se dé traslado á los síndicos y al concursado por 
el término que corresponda para la contestación á la demanda, . 
según sea de mayor ó de menor cuantía, sin emplazamiento. Si< 
éstos se allanan á la petición, el juez dictará auto, sin más trámi-
tes, mandando entregar á su dueño los bienes reclamados. Y si se-
oponen, deberán contestar á la demanda en la forma correspon--
diente, exponiendo los hechos y fundamentos de derecho. En este 
caso el juez acordará que se forme ramo separado con las actua-
ciones originales que se refieran al incidente, y testimonio en su 
caso de lo que proceda, y dará al juicio la tramitación del decla-
rativo que corresponda, después de la contestación, según la cuan-
tía ó valor de la cosa reclamada, conforme á lo que se ordena en 
el párrafo segundo del art. 1269. Si por el valor de la cosa debe 
ventilarse el asunto en juicio verbal, lo procedente seráque se de-
duzca la reclamación por comparecencia verbal ante el juez que 
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con ozca del concurso, ó por escrito sin necesidad de firma de le-
trado ni de procurador; que se oiga á los síndicos y al concursado, 
y si alguno de éstos se opone, que el juez convoque á las partes á 
comparecencia y decida la cuestión por los trámites establecidos 
para los juicios verbales, sin ulterior recurso, conforme á lo pre-
v enido en el párrafo segundo del art. 488. 
Estos mismos procedimientos habrán de emplearse en cualquier 
estado del concurso en que se deduzcan reclamaciones de dicha 
clase, aun cuando sea antes de que los síndicos formen la nota que 
previene el art. 1269. Y excusado parecerá advertir que los síndi-
cos no deben incluir en dicha nota los bienes que con anterioridad . 
hubieren sido entregados á sus dueños, sino solamente aquellos 
que, al formarla, se hallen bajo su administración y cuidado como 
pertenecientes al concurso, y en cuya situación deberán continuar 
hasta que sean reclamados por sus dueños. 
Del procedimiento expuesto se deduce, y lo confirman los ar-
tículos 1271 y siguientes, que de la nota de los síndicos sobre los 
bienes pertenecientes á terceras personas no debe darse cuenta en 
la junta de graduacion. También se deduce de dicho procedimiento 
que no deben someterse á la deliberación de los acreedores las re-
clamaciones de los que demanden bienes del concurso por derecho 
de dominio; es una cuestión entre partes, cuya resolución corres-
ponde á los tribunales, y en ella están aquéllos representados por 
los síndicos. Sin embargo, como no lo prohibe la ley, creemos que 
cuando los síndicos lo estimen conveniente para salvar su respon-
sabilidad, por ser dudoso el caso ó por otro motivo, deberá darse 
cuenta de dicha nota en la junta de graduación, como también de 
las reclamaciones pendientes, para que los acreedores deliberen 
y resuelvan lo que estimen más conveniente á los intereses del 
concurso. 
ARTÍCULO 1270 
Antes del dia señalado para la junta, deberán los 
síndicos haber dado su dictámen en los ramos separa-
dos sobre los créditos que hubieren quedado pendien-
tes de reconocimiento, 6 que se hayan reclamado des- 
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pues de formados los estados prevenidos en el ar-
tículo 1251. 
Si los síndicos opinaren que deben ser reconocidos, 
los incluirán en los estados de graduation, sin perjui-
cio de lo que pueda acordar la junta sobre su recono-
cimiento. 
Art. 1268 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1249 de esta ley, sin otra variación.) 
Este artículo, sin concordante en la ley anterior, sirve de com-
plemento al 1258. Según éste, los interesados en los créditos, que 
por no estar suficientemente justificados, hubieren quedado pen-
dientes de reconocimiento por acuerdo de la junta, ó del juez en 
su caso, deben completar su justificación en ramo separado y en 
la forma que hemos expuesto al comentar dicho artículo (página 
172), durante el tiempo que medie desde aquel acuerdo hasta la 
junta de graduación. Y en el actual se ordena, completando aquel 
procedimiento, que antes del día señalado para esta junta deben 
los síndicos dar su dictamen sobre el reconocimiento de cada uno 
de dichos créditos, para que en ella se delibere sobre este punto; 
y lo mismo han de hacer respecto de cada uno de los créditos que 
se hubieren reclamado después de formados los estados preveni-
dos en el art. 1251; y que si los síndicos opinaren que deben ser 
reconocidos dichos créditos ó alguno de ellos, incluyan en los es-
tados de graduación y lugar que les corresponda los que se hallen 
en ese caso, sin perjuicio de lo que pueda acordar la junta sobre 
su reconocimiento. Este procedimiento es bien claro y sencillo, y 
no necesita de más explicaciones. 
Sólo advertiremos que en los estados de graduación no pueden 
comprenderse los créditos, de los no reconocidos anteriormente, á. 
cuyo reconocimiento se opongan loá síndicos: los dueños de estos 
créditos tendrán que ventilar su derecho en el juicio declarativo 
correspondiente á la cuantía, como se previene en el art. 1282. 
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ARTÍCULO 1271 
Reunida la junta en la forma prevenida para las an-
teriores, se principiará la sesion por la lectura de los 
artículos de esta Ley relativos á la graduacion de cré-
ditos y á la impugnacion de los acuerdos sobre este 
punto. 
Se pasará luego á deliberar sobre los créditos que 
haya pendientes de reconocimiento, poniéndose á vo-
tacion el dictámen de los síndicos, á que se refiere el 
articulo anterior. Los dueños de los créditos que sean 
reconocidos podrán tomar parte en las deliberaciones 
de la junta sobre la graduacion. 
Se dará despues cuenta de los estados de graduacion, 
y se pondrán á discusion los créditos que comprendan. 
Terminado el debate, se someterá á votacion el die-
támen de los síndicos respecto á cada crédito, quedan-
do aprobado lo que determinaren las mayorías de votos 
y cantidades combinadas en la forma establecida en la 
regla 6.a del art. 1139, si no hubiere unanimidad. 
Concluida la junta, se extenderá acta de lo que en 
ella hubiere ocurrido, que firmarán los concurrentes, 
con el Juez y el actuario. 
Art. 1269 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia del 
párrafo cuarto es á la regla 6 del art. 1137 de esta ley, sin otra 
variación.) 
Concuerda este artículo con el 594 de la ley anterior. Se dic-
tan en él las reglas convenientes para la celebración de la junta 
de graduacion de créditos, y como en su reunión, constitución y 
deliberaciones han de observarse las mismas formalidades que en 
la de reconocimiento, para evitar repeticiones, véase lo expuesto 
sobre estos puntos en el comentario al art. 1255 (págs. 169 y si-
guiente). Nos limitaremos, pues, á las precisas indicaciones de lo 
que es especial de ,esta junta. 
Sólo pueden concurrir á ella con derecho á tomar parte en sus 
votaciones los acreedores cuyos créditos hubieren sido reconocidos 
214 	 LIB. II-11T. XII-ART. 1271 
anteriormente, que son los únicos que han de ser convocados y ci-
tados según el art. 1266. Podrán asistir los pendientes de recono-
cimiento para exponer lo que conduzca á demostrar la legitimidad 
de su crédito, si hubiere discusión sobre este punto, puesto que de 
ello ha de tratarse en primer término, pero sin poder tomar parte 
en las votaciones para el reconocimiento de los créditos á que se 
refiere el art. 1270. Así se deduce de la adición hocha en el párrafo 
segundo del presente artículo, que dice: «Los dueños de los cré-
ditos que sean reconocidos, podrán tomar parte en las delibera-
ciones de la junta sobre la graduación»: luego no pueden tomar 
parte en las deliberaciones sobre el reconocimiento de créditos, 
que han de preceder á las de graduación. Y si, conforme á la ley, 
los acreedores pendientes de reconocimiento no han de ser citados 
para la junta de graduación, ni pueden tomar parte en las delibe-
raciones de la misma mientras no sean reconocidos sus créditos, 
tenemos por indudable que, aunque asistan á la junta tales acree-
dores, el importe de los créditos que representen no puede ser 
computado para el efecto de, determinar si los acreedores concu-
rrentes representan por lo menos las tres quintas partes del pa-
sivo, cuyo requisito es indispensable para que el juez pueda tener 
por constituida la junta y proceder á su celebración. 
Por lo demás, bien detallado está en el arículo lo que ha de 
practicarse en esta junta. Los artículos de la ley, que después de 
declararla el juez legalmente constituida, si concurren acreedores 
reconocidos, cualquiera que sea su número, que representen los 
tres quintos del pasivo, ha de leer de su orden el actuario, serán 
desde el 1268 al 1276. Acto continuo se procederá á lo demás que 
previene el presente artículo por el orden que en él se establece. 
Los créditos pendientes de reconocimiento, á que se refiere el 
art. 1270, de que ha de darse cuenta en esta junta, si los hubiere, 
antes de tratar de la graduación, han de discutirse y votarse par-
tida por partida, como es de sentido común y se manda expresa-
mente en el art. 1255. No puede procederse del mismo modo en 
la graduación, por ser relativo el orden en que deben colocarse los 
créditos, y no podrán graduarse sin hacer la comparación de los 
unos con los otros: por esto se ordena que se dé cuenta de los cua- 
I 
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tro estados formados por los síndicos y se pongan á discusión en 
su totalidad, y que terminado el debate, se someta á votación el 
dictamen de los síndicos respecto á cada crédito, sin 'nueva discu-
sión sobre el lugar 6 preferencia que á cada uno corresponda para 
el pago. 
Si se hallan presentes algunos de los acreedores, cuyos crédi-
tos hubieren sido reconocidos en esta junta, y deseen tomar parte 
-en las deliberaciones de la misma sobre graduación, se consignará 
en el acta, con expresión de sus nombres y del importe de sus cré-
ditos, para poder determinar en las votaciones ulteriores, á falta 
de unanimidad, la mayoría de votos y cantidades que exige, para 
que haya acuerdo, la regla 6.a del art. 1139. El acta será firmada 
por todqs los acreedores reconocidos antes ó en la misma junta, 
que hubieren concurrido, sin olvidarse de hacer constar en ella 
que no hubo protesta ni reclamación alguna, ó la que hubieren 
hecho los acreedores reconocidos concurrentes que hubiesen di-
sentido del voto de la mayoría y reservado su derecho para im- 
pugnarlo, por ser esta protesta un requisito indispensable para 
que pueda ser admitida la impugnación, según el art. 1275. 
ARTÍCULO 1272 
(Art. 1270 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no se reunieren las dos mayorías, llamará el Juez 
los autos á la vista, y determinará lo que crea confor-
me á derecho sobre el crédito 6 créditos que hayan 
dado lugar á la disidencia. 
ARTÍCULO 1273 
Se practicará tambien lo prevenido en el articulo 
anterior cuando no hubiere podido constituirse la jun-
ta por no haber concurrido el número de acreedores 
necesario conforme al art. 1138 para tomar acuerdo. 
En este caso, el Juez dictará la resolucion que es-
time justa en cada uno de los ramos separados sobre 
créditos pendientes de reconocimiento, si los hubiere; 
y en la pieza segunda hará sin dilacion la graduacion 
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de créditos por medio de auto, en el que aprobará los 
estados formados por los síndicos, 6 hará en ellos las 
rectificaciones que procedan en derecho. 
Art. 1271 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo pri- 
mero es al art. 1136 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1274 
En el caso del art. 1272, la resolucion del Juez será 
notificada á los síndicos y á los interesados en los cré-
ditos que hubieren dado lugar á la disidencia. 
En el del art. 1273, el auto de graduacion se notifi-
cará á los sfndicos y á los acreedores reconocidos 6 sus 
representantes, que tengan su domicilio 6 lo hubieren 
designado en el lugar del juicio. 
Si hubiere acreedores reconocidos que se hallen 
ausentes sin representacion legítima en dicho lugar, 
se les notificará en estrados el auto mencionado, por 
medio de un edicto que se fijará en los sitios públicos 
de costumbre. 
Art. 1272 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo  pri- 
mero es al art. 1270, y la del segundo al art. 1271 de esta ley, sin 
otra variación) 
El primero de estos artículos es igual al 595 de la ley anterior,. 
y se han adicionado los otros dos para uniformar la práctica y 
salvar las dudas á que se prestaba el silencio de dicha ley sobre el 
punto á que se refieren. 
Dos casos pueden ocurrir: 1. 0 , que en la junta de graduación . 
haya disidencia, ó no resulte acuerdo por no concurrir las dos ma-
yorías de votos y cantidades que para ello exige la regla 6.'  del 
art. 1139, sobre el reconocimiento en su caso, ó sobre la gradua-
ción de uno ó más créditos; y 2.°, que no pueda constituirse la 
junta por no haber concurrido el número de acreedores reconoci-
dos, que es necesario conforme al art. 1138 para tomar acuerdo. 
En ambos casos corresponde la resolución al juez del concurso,. 
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según los dos primeros artículos, lo mismo que respecto de la junta . 
de reconocimiento se previno en el 1257 (véase su comentario). 
En el primero de dichos casos, terminada la junta, llamará el 
juez los autos á la vista, sin citación de las partes, y por medio 
de auto determinará lo que crea conforme á derecho sobre el cré-
dito ó créditos que hayan dado lugar á la disidencia, ya se refiera 
ésta al reconocimiento, ya á la graduación: si se refiere al recono-
c imiento, dictará el auto en el ramo separado relativo al mismo 
crédito, teniendo presente lo que después diremos sobre este 
punto; y si á la graduación, lo dictará en la misma pieza 2.a, en 
que se habrá extendido el acta de la junta. 
Y en el segundo caso, terminada la junta, también llamará el 
juez los autos á la vista, sin citación, con los ramos separados sobre 
los créditos pendientes de reconocimiento, en su caso, puesto que 
queda sometido á su resolución todo lo que debía resolverse en la 
junta que no llegó á constituirse. Si no hay créditos pendientes de 
reconocimiento, dictará desde luego su auto en la pieza 2.a, apro-
bando los estados formados por los síndicos con la graduación de 
créditos hecha por éstos, ó haciendo en ellos las rectificaciones 
que procedan en derecho. No se fija término para dictar este auto, 
en consideración sin duda á que no puede ser igual en todos los 
concursos el número y clase de los créditos los medios para justi-
ficarlos, ni el volumen de los autos: sólo se ordena al juez que 
h aga sin dilación la graduación de créditos, y por consiguiente no 
empleando más tiempo que el indispensable para el estudio de los 
autos y de las cuestiones que haya de resolver: hará bien en no 
dilatarlo más de los doce ó quince días que como máximum fija el 
art. 678, por ser el término más largo que se concede para las re-
soluciones de los jueces. 
Pero si hay créditos pendientes de reconocimiento, antes de 
dictar el juez el auto antedicho de graduación, debe resolver lo 
que estime justo en cada uno de los ramos separados sobre aque-
llos créditos, y en seguida hará la graduación en la forma dicha, 
excluyendo de ella los créditos que no hubiere reconocido, caso de 
haberlos incluído los síndicos en sus estados. Para resolver dichos . 
ramos separados, habrá el juez de ajustarse á lo que ordena el ar- 
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tículo 1282: si los síndicos se oponen al reconocimiento del cré-
dito, no puede el juez resolver sobre este punto, sino que ha de 
limitarse á reservar al interesado su derecho para que lo ventile 
con los síndicos en el juicio declarativo que corresponda á la cuan-
tía, imponiéndole las costas del expediente 6 ramo separado; y si 
los síndicos están conformes, dictará el juez la resolución que es-
time conforme á derecho sobre el reconocimiento de aquel crédito. 
Esta resolución, lo mismo que la de la junta en su caso, podrá ser 
impugnada en el término y forma que diremos al comentar el ar-
tículo 1275. 
En el art. 1274, último de este comentario, se determina á 
quién y cómo han de notificarse las antedichas resoluciones del 
juez. Si la resolución es parcial ó limitada á uno ó más créditos, 
respecto de los cuales no hubiere resultado acuerdo de la junta 
por no haber concurrido las dos mayorías de votos y cantidades, 
ya verse sobre la graduación, ya sobre el reconocimiento de algún 
crédito, será notificada á los síndicos, en representación del con-
curso, y á los interesados en los créditos que hubieren dado lugar 
A la disidencia. Y si la resolución es sobre la totalidad, por no 
haberse podido constituir la junta, «el auto de graduación, dice el 
artículo, se notificará á los síndicos y á los acreedores reconocidos, 
ó sus representantes, que tengan su domicilio ó lo hubieren desig-
nado en el lugar del juicio». Todas estas notificaciones se harán 
por el actuario en la forma ordinaria, personalmente ó por medio 
de cédula á la primera diligencia en busca, como está prevenido. 
Y á los acreedores reconocidos, que se hallen ausentes, sin repre-
sentación legítima, y sin domicilio real ni designado en el lugar 
del juicio, manda dicho artículo que se les notifique en estrados el 
auto mencionado, por medio de un edicto que se fijará en los sitios 
públicos de costumbre, ó sea en la puerta del edificio del juzgado, 
sin publicarlo en los periódicos oficiales, conforme á lo prevenido 
en el párrafo primero del art. 283 para los litigantes que se cons-
tituyen en rebeldía. 
Esto en cuanto á la notificación del auto de graduación: nada 
se dispone expresamente para la de las resoluciones relativas al 
reconocimiento de cródítos, porque no había necesidad de decirlo, 
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puesto que se llena cumplidamente el objeto aplicando la regla 
general del art. 260. Sobre cada uno de los créditos que hubieren 
quedado pendientes de reconocimiento por acuerdo de la junta ó 
del juez, y sobre cada uno de los que se reclamen después, ha de 
formarse ramo separado para completar ó hacer su justificación, 
en el que deben ser parte el interesado en el crédito y los síndicos, 
y también el deudor cuando no aparezca comprendido el crédito 
en la relación de deudas por él presentada (arts. 1258 y 1281). Ya 
hemos dicho que la resolución del juez ha de dictarse en cada uno 
de esos ramos separados, y como el actuario tiene la obligación 
de notificarla á los que sean parte en el juicio, claro es que la no-
tificará á las personas antedichas, sin necesidad de mandato espe-
cial de la ley, llenándose de este modo esa formalidad respecto de 
todos los que tienen interés en el asunto, puesto que los síndicos 
representan á los demás acreedores. 
Además, ha de cumplirse en todo caso lo que ordenan los ar-
tículos 1259 y 1260, entregando á los acreedores reconocidos el 
documento que aquél previene, y comunicando los síndicos á los 
no reconocidos por medio de carta circular la resolución de la 
junta ó del juez, en la forma que se establece en el segundo de di-
chos artículos; de suerte que, además de la notificación del auto, 
por la circular de los síndicos tendrán conocimiento los acreedo - 
res no reconocidos de la resolución de la junta, ó del juez en su 
caso, negando el reconocimiento de su crédito, para que puedan 
hacer uso de su derecho. 
Indicaremos, por último, que no puede haber sido por olvido, 
ni es un vacío en la ley, como supone un comentarista, el que 
no se ordene en ella la notificación de los acuerdos de la junta de 
graduación á los acreedores que no hubiesen concurrido á la mis-
ma, ni la forma en que haya de hacerse. No puede, suponerse ol-
vido, puesto que en el art. 1274 se determina á quiénes y cómo 
han de notificarse esos acuerdos, cuando los dicte el juez. Y no es 
un vacío en la ley, porque es innecesaria tal notificación por las 
razones que, respecto de los acuerdos de la junta de reconoci - 
miento de créditos, expusimos en la pág. 177 de este tomo. Por 
consiguiente, nada tiene que suplir la jurisprudencia en este punto, 
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y si algún juez  se permitiese mandar ó tolerar esas notificaciones 
de los acuerdos de la junta de graduación, lo mismo que de la de 
re conocimiento, sería responsable de las dilaciones y gastos inúti-
les á que daría lugar contra el precepto de la ley, que ha querido 
evitarlos. 
ARTÍCULO 1275 
(Art. 1273 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de los ocho dias siguientes al de la celebra-
cion.de la junta de graduacion, podrán ser impugna-
dos sus acuerdos por los acreedores reconocidos no 
concurrentes á la misma, 6 que concurriendo hubieren 
disentido del voto de la mayoría y reservado su dere-
cho para impugnarlo. 
Tambien podrá ser impugnada la resolucion del 
Juez dentro de los ocho dias siguientes al de su noti-
ficacion. 
Trascurridos estos terminos no se dará curso á nin-
guna impugnacion. 
ARTÍCULO 1276 
(Art. 1274 para Cuba y Puerto Rico.) 
Todas las impugnaciones que se hagan á los acuer-
dos de la junta 6 decisiones del Juez sobre la gradua-
cion de créditos, sea por uno 6 por varios acreedores, 
ae sustanciarán á la vez en la misma pieza segunda, 
por los trámites establecidos para los incidentes. 
Los síndicos serán siempre parte en estas cuestio-
nes, y deberán sostener en su caso el acuerdo de la junta. 
Tambien serán admitidos como parte legitima los 
acreedores cuyos créditos sean objeto de la impugna-
cion, y los demás que quieran coadyuvar á sostener 6 
impugnar los acuerdos. 
Deberán litigar unidos y bajo una sola direccion to- 
dos los que sostengan unas mismas pretensiones. 
El concursado no 'será admitido como parte en estos 
incidentes. 
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ARTÍCULO 1277 
(Art. 1275 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para formalizar la oposicion se entregarán los autos, 
con todos los antecedentes relativos al reconocimiento 
y graduacion de créditos, al opositor ú opositores, por 
término de seis dias, y lo mismo se hará para la con-
testacion. 
Cuando por ser muchos los créditos cuya graduacion 
sea impugnada, el Juez lo estime necesario, podrá am-
pliar hasta doce dias los términos de los traslados, y 
tendrá ocho dias para dictar sentencia, observándose 
,en lo demás los trámites de los incidentes. 
Esta sentencia será apelable en ambos efectos. 
Los acuerdos de la junta de graduación de créditos pueden 
ser injustos en el fondo ó ilegales en la forma, como hemos dicho 
de la junta de reconocimiento al comentar los arts. 1261 y siguien-
tes. Serán injustos en el fondo cuando se infrinja la ley en la gra-
duación de algún crédito; é ilegales en la forma, cuando se hubiere 
faltado á las formas establecidas en la ley procesal para  la convo-
catoria, celebración y votaciones de la junta, como dice el artículo 
1265 con relación á la junta de reconocimiento. En el primer casa 
el agravio será relativo, y deberá enmendarse revocando el acuer-
do en la parte que se refiera al crédito graduado para su pago en 
lugar distinto del que le corresponda, dejándolo subsistente en lo 
demás en que no haya sido impugnado. En el segundo caso, la in-
fracción de la forma produce la nulidad de lo actuado con ese vi-
cio, como también hemos expuesto en el comentario de dicho ar-
tículo. En ambos conceptos pueden ser impugnados los acuerdos 
de la junta de graduación, como lo declara el art. 1287. 
Como el juez sustituye á la junta en la resolución de las cues-
tiones á ésta sometidas, ya en su totalidad cuando no ha podido 
constituirse por no concurrir los tres quintos del pasivo, ya par-
cialmente respecto del crédito ó créditos en que hubiere habido 
disidencia, es justo que su resolución pueda ser impugnada la 
222 	 LIB. n-TtT. XII-ARTS. 1275 A 1277 
mismo que la de la junta, sin permitirse el recurso de apelación, 
porque aquélla no recae en juicio contradictorio, el que se pro-
mueve con la impugnación. Por la sencillez de los trámites para 
dictarla, limitados á llamar los autos á la vista, no puede faltarse 
á ninguna de las formas esenciales del juicio, y por esto no cabe 
ni se establece para este caso la reclamación de nulidad, y si la, 
hubiere, habría de ventilarse ante el mismo juez por medio de un 
incidente. 
Estas indicaciones nos conducirán á la recta .inteligencia de los 
artículos de este comentario. En el primero de ellos se concede el 
derecho de impugnar los acuerdos de la junta de graduación á los 
acreedores reconocidos no concurrentes á la misma, y á los que, 
concurriendo, hubieren disentido del voto de la mayoría y reser-
vado su derecho para impugnarlo; y las resoluciones del juez en 
su caso, á todos los acreedores que por ellas se crean perjudicados, 
y no se pongan en contradicción con el voto que hubieren emitido 
en la junta. Y para presentar el escrito anunciando la impugna-
ción se fija el término de ocho días, contados desde el siguiente al 
de la celebración de la junta, ó al de la notificación de la resolu-
ción del juez en su caso, con la prevención de que, transcurridos 
los ocho días, no se dará curso á ninguna impugnación, lo cual da 
A ese término el carácter de improrrogable. 
El artículo habla en general de acuerdos y resoluciones, sin 
establecer ninguna excepción, y por consiguiente se refiere á todos 
los que pueden y deben adoptarse en la junta de que se trata, ya 
versen sobre la graduación, ya sobre el reconocimiento de los cré-
ditos de que en ella ha de darse cuenta. Y lo mismo ha - de enten-
derse respecto de las resoluciones que dicte el juez en su caso. 
No se establece aquí el término ni el procedimiento especial, 
que por exigirlo aquel caso estableció el art. 1265 para reclamar 
la nulidad de los acuerdos de la junta de reconocimiento de crédi-
tos, cuando se hubiese faltado á las formas prevenidas para la con-
vocación, celebración y votaciones de la misma; y como no puede 
menos de admitirse la impugnación por estas causas, tendrán que 
sujetarse al término y procedimientos que se ordenan en general 
para todas las impugnaciones de los acuerdos de la junta de 
 gra- 
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duación, como sucede, conforme á lo prevenido en el art. 1221, 
para impugnar la elección de los síndicos. 
En los otros dos artículos de este comentario (1276 "y 1277) se 
ordena detalladamente la sustanciación que ha de darse á estas 
impugnaciones, determinando las personas que deben y las que 
pueden ser parte legítima en tales incidentes, negando este dere-
cho al concursado porque ningún interés tiene en las cuestiones 
sobre graduación; cómo han de litigar los que sostengan unas 
mismas pretensiones; el término para formalizar la oposición y 
para contestarla, con todos los demás trámites, hasta que se dicte 
sentencia, declarándola apelable en ambos efectos. Las reglas que 
se dan para estos procedimientos, son tan claras y precisas, que 
basta atenerse al texto de dichos artículos, sin más explicaciones. 
Sólo advertiremos que, como se manda que para formalizar la 
oposición y para contestarla se entreguen á las partes los autos 
originales con todos los antecedentes relativos al reconocimiento 
y graduación de créditos, son excusadas y no deben presentarse 
las copias de los escritos y documentos que á ellos se acompañen: 
y lo mismo ha de entenderse respecto del escrito anterior, que 
habrá de limitarse á•anunciar la impugnación y las causas en que 
se funde, reservándose razonarlas en el escrito formalizando la 
oposición, que deberá redactarse con dirección de letrado en la 
forma prevenida para las demandas. 
Es de advertir, por último, que el procedimiento que se esta-
blece en dichos dos artículos es sólo para la impugnación de los 
acuerdos de la junta ó decisiones del juez sobre graduación de 
créditos; y por esto se manda que se sustancien en la misma pieza 
segunda, quedando por consiguiente en suspenso su curso, y se 
permite ampliar los términos para los escritos y la sentencia. Pero 
si la impugnación se refiere al acuerdo de la junta ó decisión del 
juez sobre el reconocimiento de algún crédito, entonces habrá de 
presentarse en el ramo separado formado anteriormente respecto 
de aquel crédito, y en el que se habrá dictado el auto del juez 6 
hecho constar el acuerdo de la junta, y se sustanciará por los trá-
mites ordinarios de los incidentes con los síndicos y el interesado 
en el crédito, pudiendo también ser parte el concursado, conforme 
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á lo prevenido en los arts. 1263 y 1264, que son los de aplicación 
al caso. 
Como complemento de este comentario véase el de los artícu-
los 1261 al 1264, en cuanto concuerdan con los que estamos exa-
minando. Estos concuerdan también con los arts. 596 á 601 de la 
ley de 1855, que sólo han sido modificados en cuanto por ellos se 
ordenaba que se formara ramo separado sobre cada una de las 
impugnaciones y que se sustanciaran en vía ordinaria; sistema di-
latorio y costoso, y que hacía impracticable la graduación de cré-
ditos con la formación de ramos separados, por lo cual lo impug-
nábamos en nuestros comentarios á dicha ley. 
Sobre lps efectos que producen estas impugnaciones en cuanto 
al pago de los créditos no comprendidos en ellas, véanse los ar-
tículos 1287, 1288 y 1289. 
3 . 0 
De la morosidad y sus efectos. 
ARTÍCULO 1 . 278 
Los acreedores residentes en el territorio español de 
la Peninsula, en las posesiones españolas de Africa 6 
en las Islas Baleares, que no hubieren comparecido en 
el juicio antes de la convocatoria para la junta de re-
conocimiento de créditos, si lo verifican despues serán 
considerados como morosos. 
Art. 1276 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—«Los acreedores resi- 
dentes en las islas de Cuba y Puerto Rico, ó en cualesquiera de 
ellas, cuando hubieren de ejercitar su derecho en la otra (1), que 
no hubieren comparecido en el juicio antes de la convocatoria para 
la junta de reconocimiento de créditos, si lo verifican después serán 
considerados como morosos.» 
(1) Aqni debe haber una errata, que no aparece salvada en la edición 
oficial. Donde dice: .cuando hubieren de ejercitar eu derecho en la otra., debiera 
decir: «cuando hubieren de ejercitar au derecho en la de 8U residenciar, ó suprimir 
aquellas palabras, para que no resulte este articulo en desacuerdo con el 1281 
de la misma ley. Si no existe tal errata, ambos articulos se refieren á acree- 
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ARTÍCULO 1279 
(Art. 1277 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los efectos legales de la morosidad serán: 
1. 0 Que el que haya incurrido en ella costee el re-
conocimiento de su crédito. 
2.0 Que pierda cualquiera prelacion que pueda co-
rresponderle, quedando reducido á la clase de acreedor 
comun, si comparece despues de celebrada la junta de 
graduacion. 
3.0 Que pierda la parte alícuota que pudiera haber-
le correspondido en los dividendos hechos ántes de su 
presentacion, no teniendo derecho á participar más que 
de los que se ejecuten en adelante. 
ARTÍCULO 1280 
(Art. 1278 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si entre la presentacion y el reconocimiento se re-
partiere algun dividendo, serán comprendidos en él 
los morosos, pero reteniéndose en depósito las sumas 
que les correspondan. 
Estas sumas les serán entregadas cuando sean reco-
nocidos sus créditos: si no lo fuesen, volverán á la masa 
del concurso. 
ARTÍCULO 1281 
(Art. 1279 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para el reconocimiento de los créditos de los acree- 
dores que se encuentran en igual situación, y según el uno, incurrirán en 
morosidad cuando no comparezcan antes de la convocatoria para la junta 
de reconocimiento de créditos, y según el otro, no incurrirán en morosidad 
hasta después de celebrada la junta de graduación. So salvará esta antino-
mia aplicando el art. 1276 á los acreedores residentes en Cuba y Puerto Rico, 
cuando hubieren do ejercitar su derecho . en la misma isla de su residencia, y 
el 1281, cuando hubiesen de ejercitarlo en la otra isla, ó sea los de Cuba on 
Puerto Rico, y viceversa. Esto es, sin duda, lo que se ha querido establecer 
y ordenar, por ser lo racional y justo, y lo que está en armonía con lo esta-
blecido en la ley do la Peninsula. 
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dores morosos, se formará un ramo separado con la so-
licitud y documentos que presente cada uno de ellos, 
en el que se hará constar, por testimonio del actuario, 
si el crédito se halla 6 no comprendido en la relacion 
de deudas presentada por el concursado. 
Si estuviere comprendido en dicha relacion, se co-
municará el expediente á los síndicos para que emitan 
su dictámen sobre el reconocimiento del crédito. 
Si no estuviere comprendido, se dará audiencia al 
concursado por tres dial, antes de comunicar el expe-
diente á los síndicos. 
ARTÍCULO 1282 
(Art. 1280 para Cuba y Puerto Rioo.) 
Cuando el acreedor moroso haya comparecido Antes 
 de la junta de graduacion, en ella se dará cuenta, para 
que resuelva sobre el reconocimiento del crédito, si lo 
hubiere verificado con la anticipacion necesaria para 
llenar los trámites del artfculo anterior. 
En otro caso, el Juez resolverá sobre dicho recono-
cimiento, si estuvieren conformes los síndicos. 
No mediando esta conformidad, reservará al intere-
sado su derecho para que lo ventile con los síndicos 
en el juicio declarativo que corresponda á la cuantfa, 
imponiéndole en todo caso las costas de aquel expe-
diente. 
ARTÍCULO 1283 
• Los acreedores que residan en las Islas Canarias, 
cualquiera que sea la forma en que hayan sido convo-
cados, no incurrirán en morosidad hasta despues de 
celebrada la junta de graduacion: á los que en adelan-
te se presentaren, se aplicará lo dispuesto en los ar-
tículos 1279 y 1280. 
• Art. 1281 para Cuba y Puerto Rico.—«Los acreedores que residan 
en las islas de Cuba y Puerto Rico, ó en cualquiera de ellas, cuan- 
do hubieren de ejercitar su derecho en la otra, cualquiera que sea 
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la forma en que hayan sido convocados, no incurrirán en morosi-
dad hasta después de celebrada la junta de graduación: d los que 
en adelante se presentaren, se aplicará lo dispuesto en los artículos 
1277 y 1278.» 
ARTÍCULO 1284 
Los acreedores residentes en las provincias de UI-
tramar, ó en cualesquiera otros paises, no incurrirán 
en pena alguna, aun despues de celebrada la junta de 
graduacion. 
Si se presentaren en adelante, se formará ramo se-
parado en el que deberán ser reconocidos sus créditos 
si son legftimos, y graduados por auto que se dicte, 
oyendo á los . síndicos y al concursado. Conservarán la 
preferencia que pudiera corresponder á sus créditos, y 
serán reintegrados en el lugar que se les señale; pero 
eñ ningun caso se podrá obligar á los demas acreedo-
res á que devuelvan lo que tuvieren recibido. 
Si sus créditos fueren graduados de comunes, se les 
igualará con todos los de la misma clase; y hecho esto, 
concurrirán á prorata con ellos á participar del haber 
del concurso que aún esté por distribuir. 
Art. 1282 para Cuba y Puerto Rico.—«Los acreedores residentes era 
la Peninsula, en las posesiones españolas de 
 Africa, 
 en las islas 
Baleares y  en las Canarias, ó en cualesquiera otros países, no incu-
rrirán en pena alguna aun después de celebrada la junta de gra-
duación.»—(Siguen los párrafos 2.° y 3.° del art. 1284 de la ley 
de la Peninsula, copiados literalmente.) 
ARTÍCULO 1285 
(Art. 1283 para Cuba y Puerto Rico ) 
No serán oidos en este juicio los acreedores moro-
sos, si se presentaren cuando ya estuviere repartido 
todo el haber del concurso. 
De los acreedores morosos, que son todos aquellos qyB se pre- 
sentan en el juicio de concurso á reclamar sus créditos después de 
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haber transcurrido los plazos señalados por la ley para compare-
cer en él con dicho objeto, tratan estos artículos, determinando 
con cla^idad y precisión los que se hallan en ese caso, y los efec-
tos que en perjuicio de los mismos produce su morosidad. Por la 
conexión que tienen entre sí será conveniente examinarlos en un 
solo comentario. Concuerdan los tres primeros y los 1283 y 1284, 
con los arts. 579 á 583 de la ley anterior, con ligeras modificacio-
nes; y se han adicionado los 1281 y 1282 para suplir la omisión 
de dicha ley respecto al procedimiento que ha de seguirse para 
sustanciar y decidir las reclamaciones de los acreedores morosos, 
y el 1285 para hacer la declaración que contiene, y que es una 
consecuencia natural y lógica de las disposiciones anteriores y de 
los hechos consumados. 
Después de haber adoptado la ley las medidas necesarias para 
que llegue it noticia de todos los acreedores la formación del con-
curso, y de haberles concedido el término que ha creído suficiente 
para que acudan á hacer uso de su derecho, no sería justo que 
fuesen de igual condición los que hayan comparecido en el juicio 
obedeciendo y respetando los llamamientos judiciales, y los que 
hayan dejado de hacerlo; como tampoco que éstos pudiesen entor-
pecer los procedimientos con perjuicio de aquéllos, ni privarles de 
los derechos adquiridos legítimamente: de otro modo serían inter-
minables estos juicios, y se dejaría la puerta abierta á la negligen-
cia ó mala fe de los morosos. En estas consideraciones se fundan 
las justas disposiciones de los artículos de que tratamos. 
Pero tampoco sería justo igualar la condición de todos los 
acreedores morosos, cualquiera que sea el punto en que residan, 
pues cuanto más lejos se hallen del lugar del juicio, mayores difi-
cultades tendrán naturalmente para comparecer, y aun para tener 
noticia de los llamamientos del juzgado. Por eso la ley, para los 
efectos de que tratamos, los divide en tres clases: en la 1.a , com-
prende á los acreedores residentes en territorio español de la Pe-
ninsula, en las posesiones españolas de Africa, y en las islas Ba-
leares; y los declara incursos en morosidad, para los efectos lega-
les quioluego explicaremos, cuando no hubieren comparecido antes 
de la convocatoria para la junta de reconocimiento de créditos (ar- 
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titulo 1278), modificando en este punto el art. 57$ de la ley ante-
rior, que comprendía en esta clase á los que comparecieren des-
pués de terminada dicha junta. En la 2. 8, á los que residen en las 
islas Canarias; y no los declara incursos en morosidad hasta des-
pués de celebrada la junta de graduación (art. 1283). Esto mismo 
deberá observarse, por identidad de razón, respecto de los acree-
dores residentes en la Península, cuando el juicio se siga en  Cana-
rias. Y en la 3. 8, se comprenden los residentes en las provincias 
de Ultramar, ó en cualesquiera otros países que no sean los expre-
sados anteriormente; y estos acreedores no incurren en pena algu-
na por su morosidad, aunque comparezcan después de celebrada . 
la junta de graduación (art. 1284), como luego veremos. 
La pena, ó los efectos legales de la morosidad, cuando incurran . 
en ella los acreedores de la 1 y 2. 8 clase en los casos que acaba-
mos de manifestar, según el art. 1279, son los siguientes: 
1.° Que el que haya incurrido en ella costee el reconocimien-
to de su crédito.» Así tendrán que hacerlo los acreedores de la 
clase 1. 8, siempre que presenten su reclamación después de con-
vocada la junta de reconocimiento de créditos, y los de la clase 2.a, 
ó sea los residentes en Canarias, si comparecen después de la junta 
de graduación. 
2.° «Que pierda cualquiera prelación que pueda correspon-
derle quedando reducido á la clase de acreedor común, si compa-
rece después de celebrada la junta de graduación.» Este segundo 
extremo ha sido adicionado en la presente ley, y en su virtud, loa 
acreedores de la clase 1. 8, que son los residentes en el territorio 
español de la Península, en Ceuta y demás posesiones española& 
de la costa de Africa y en las islas Baleares, no incurren en la 
pena de perder la prelación que pueda tener su crédito, aunque 
si en la de costear el reconocimiento del mismo, si comparecen 
antes de celebrarse la junta de graduación, ó de dictarse por el 
juez el auto correspondiente cuando aquélla no pueda constituirse: 
hecha la graduación de créditos, no sería justo alterarla, y debe . 
sufrir la pena de su morosidad el que en ella incurre, quedando. 
reducido á la clase de acreedor común. Esto mismo es aplicable á 
l os residentes en Canarias, pero con la diferencia de que éstos no. 
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han de pagar en ese caso las costas del reconocimiento de su cré-
dito. 
No obstante la generalidad de la disposición de que tratamos, 
entendemos que no es aplicable á los acreedores hipotecarios, que 
se limiten á perseguir la hipoteca, ni á los pignoraticios, que ha-
gan uso del derecho que les concede para vender la prenda el ar-
tículo 1872 del Código civil. Las leyes conceden á esos acreedores 
derechos especiales, de los que no pueden ser privados por su mo-
rosidad en reclamarlos mientras no prescriba la acción; pero si 
concurren al concurso sin utilizar esos derechos, tendrán que su-
frir los efectos de su morosidad. 
3.0 «Que pierda (el acreedor moroso) la parte alícuota que pu-
diera haberle correspondido en los dividendos hechos antes de su 
presentación, no teniendo derecho á participar más que de los que 
se ejecuten en adelante.» No sería justo privar á los otros acree-
dores de lo que ya habían adquirido legítimamente; pero como 
hasta que se verifique el reconocimiento del crédito no tienen de-
recho los acreedores á participar de la masa concursada, por eso 
dispone el art. 1280, que si entre la presentación y el reconoci-
miento se repartiere algún dividendo, serán comprendidos en él, 
aunque reteniéndose en depósito las sumas que les correspondan, 
las cuales les serán entregadas cuando sean reconocidos sus crédi-
tos, y si no lo fueren, acrecerán á la masa del concurso. 
Según el art. 1284, los acreedores residentes en Ultramar y en 
el extranjero no incurren en pena alguna por su morosidad, y 
 de-
ben ser admitidos en cualquier estado del juicio en que comparez-
can, aunque lo verifiquen después de la junta de graduación. No 
sería justo disponer otra cosa como regla general, si se tiene en 
cuenta que los términos que se conceden para personarse en el 
juicio serán insuficientes en muchos casos, y la dificultad además 
de que lleguen á su noticia los llamamientos del juzgado. No pier-
den, pues, dichos acreedores la preferencia que tengan sus crédi-
tos, ni el derecho á ser pagados en el lugar que les corresponda; 
si bien en ningún caso se podrá obligar á los demás acreedores á 
que devuelvan lo que hubieren recibido, de modo que sólo tienen 
derecho á lo que reste ó exista de la masa concursada. Así es que, 
1 
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si un crédito de esta clase fuese graduado, por ejemplo, de hi-
potecario, los que estén eu grado inferior, aunque retendrán lo 
que hayan percibido, no seguirán participando hasta que aquél 
quede completamente pagado; y si se le graduase de común, los 
demás do esta clase no podrán percibir cantidad alguna hasta que 
aquél se iguale con ellos, ó reciba otro tanto como éstos habían 
percibido, y luego concurrirán todos á prorrata á participar del 
haber del concurso, que esté aún por repartir. De lo cual se deduce 
que es también aplicable á este caso la disposición del art. 1280. 
Hemos visto que en cualquier estado del juicio de concurso 
pueden comparecer en él los acreedores morosos á reclamar el 
pago de su crédito, si bien quedando sujetos á las penas que la 
ley les impone por su morosidad, expuestas anteriormente; pero 
terminado ese juicio, y se termina, como es natural, luego que se 
verifica el pago de los acreedores, ó se reparte entre ellos todo el 
haber del concurso, que es el objeto del mismo, no cabe en él nin-
guna reclamación, como sucede en todo juicio terminado definiti-
vamente. Aunque esto es de sentido común y regla general de 
procedimiento, para evitar dudas, se ha adicionado en la presente 
ley el art. 1285, por el cual se hace dicha declaración, ordenando 
que «no serán oídos en este juicio los acreedores morosos—inclu-
sos los de Ultramar y el extranjero—si se presentasen cuando ya 
estuviere repartido todo el haber del concurso». En este juicio, 
dice la ley, refiriéndose al de concurso ya terminado: luego podrán 
ser oídos en otro juicio, que será el que corresponda á la natura-
leza y cuantía de la acción que se ejercite. 
Concluiremos indicando el procedimiento que lia de emplearse 
para el reconocimiento, y graduación en su caso, de los crédtios 
reclamados después de convocada la junta de reconocimiento. 
Respecto de los acreedores residentes en Ultramar y en el ex-
tranjero, que se presenten después de celebrada la junta de gra-
duación, dispone el art. 1284, copiándolo del 583 de la ley ante-
rior, que «se formará ramo separado, en el que deberán ser reco-
nocidos sus créditos, si son legítimos, y graduados por auto que 
se dicte, oyendo á los síndicos y al concursado». Pero este proce-
dimiento habrá de completarse con el que para los demás casos y 
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con aplicación á todos los acreedores morosos, se establece en los . 
arts. 1281 y 1282, adicionados en la presente ley. 
Estos dos artículos están redactados con tanta claridad y pre-
cisión, que basta atenerse á su texto, al que nos remitimos, para 
ordenar el procedimiento sin ninguna dificultad. Sólo advertiremos 
que, cuando corresponda al juez resolver, no "sólo sobre el reco-
nocimiento, sino también sobre la graduación del crédito,— lo cual 
sucederá siempre que éste se reclame antes de la junta de gradua-
ción, y no haya podido darse cuenta en ella por no estar ultimado 
el expediente con el dictamen de los síndicos, y respecto de los re-
sidentes en Ultramar y en el extranjero, aunque lo hayan recla-
mado después de dicha junta,—además de acordar su reconocimien-
to, si lo cree legítimo, determinará en el mismo auto el lugar de 
prelación que le corresponda con relación á los demás créditos 
comprendidos en los estados ó graduación hecha anteriormente, 
declarando en otro caso que pertenece á la clase de comunes, y 
condenará al acreedor en las costas del expediente ó ramo sepa-
rado, instruido á su instancia para el reconocimiento y graduación 
de su crédito, como pena de su morosidad en reclamarlo. Pero no 
podrá dictar dicha resolución, sino en el caso de que estén confor-
mes los síndicos con el reconocimiento del crédito: si éstos se opo-
nen, la resolución debe ser, «reservar al interesado su derecho 
para que lo ventile con los síndicos en el juicio declarativo que 
corresponda á la cuantía, imponiéndole en todo caso las costas de 
aquel expediente». No puede ser otra la resolución, cuando no 
estén conformes los síndicos, aunque el juez entienda que procede 
conceder 6 negar el reconocimiento, porque así lo ordena la ley, 
en razón á que de la oposición resulta una cuestión entre partes, 
que debe ventilarse y decidirse en la vía ordinaria correspon- 
diente. 
Como todas estas resoluciones se refieren al reconocimiento de 
créditos, podrán ser impugnadas en el plazo y forma que deter-
minan los arts. 1261 y 1263. Creemos sería justo y procedente no 
conceder recurso alguno contra la que reserve el derecho al inte-
resado para ventilarlo en juicio declarativo; es ineludible esta pro• 
videncia por ordenarla la ley para el caso concreto en que ha da 
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dictarse, y no podrá prosperar la impugnación, por lo cual acon-
sejamos que no se interponga, aunque nada se dispone sobre ello. 
Cuando la impugnación se refiera á la graduación solamente, se 
acomodará el procedimiento al que para este caso establece el ar-
ticulo 1277. 
§ 4 0 
Del pago de los créditos. 
ARTÍCULO 1286 
Pasados los ocho dias señalados en el art. 1275 sin 
haber sido impugnados los acuerdos de la junta 6 la 
resolucion del Juez, en su caso, sobre la graduacion, 
se procederá al pago de los créditos por el orden esta-
. blecido en la misma, hasta donde alcancen los fondos 
disponibles del concurso. 
Art. 1284 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1273 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1287 
(Art. 1285 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la impugnacion tenga por objeto la nulidad 
de los acuerdos de la junta, 6 se refiera á toda la gra-
duacion, Be suspenderá el pago hasta que recaiga sen-
tencia firme. 
Si se dirige sólo contra la graduacion de algunos 
créditos, se procederá al pago, formando para ello ramo 
separado con testimonio de los estados y acuerdos de 
la junta 6 resolucion del Juez, relativos á la gradua-
cion de los créditos. 
ARTÍCULO 1288 
(Art. 1286 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el . caso del párrafo segundo del articulo anterior, 
las cantidades que correspondan á los créditos impug-
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sentencia firme sobre la impugnacion, para darles la 
aplicacion que proceda. 
Lo mismo se hará con las que correspondan á los 
créditos cuyo reconocimiento hubiere sido impugnado, 
si no hubiere recaido todavía sentencia firme sobre 
este punto. 
ARTÍCULO 1289 
(Art . 1287 para Cuba y Puerto Rico.) 
Las cantidades que correspondan á los acreedores, 
que teniendo reconocidos y graduados sus créditos por 
la junta, hubiesen sido impugnados por un acreedor 
particular, les serán entregadas, no obstante esta im-
pugnacion, si dieren fianza suficiente, á satisfaeeion y 
bajo la responsabilidad dedos síndicos, para responder 
de lo que reciban. 
ARTÍCULO 1290 
(Art. 1288 para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecho por su orden el pago de los créditos compren-
didos en los tres primeros estados de graduacion, los 
fondos que resten se distribuirán a prorata entre los 
acreedores comunes por medio de dividendos, que se 
repetirán segun se vayan realizando los bienes del con-
curso y se reunan fondos bastantes para cubrir el 5 por 
100, cuando menos, de los créditos pendientes. 
Si llegado este caso, los síndicos demorasen propo-
ner al Juzgado el pago de un dividendo, podrá 
citarlo cualquiera de los acreedores interesados. 
ARTICULO f291 
(Art. 1239 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para verificar el pago, se expedirá por el Juzgado 
el oportuno libramiento contra los síndicos á favor de 
cada uno de los acreedores que hayan de cobrar por 
completo, acordando á la vez se pongan á disposicion 
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de aquellos los fondos necesarios, sacándolos del de-
pósito. 
Al entregar el libramiento al acreedor, se le recoge-
rá el documento de reconocimiento de su crédito, en el 
que se pondrá nota de cancelacion que firmará el inte-
resado con el actuario, y éste unirá dicho documento 
al ramo separado que contenga el título del crédito, 
anotándolo en la pieza segunda. 
Los síndicos, 6 el que de ellos esté comisionado por 
sus compañeros, pagará el libramiento, bajo recibo que 
en él pondrá el interesado, y lo recogerá para la justi-
ficacion de sus cuentas. 
ARTÍCULO 1292 
(Art. 1290 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando por medio de dividendos se haga el pago á 
los acreedores comunes, lo verificarán los síndicos, á 
cuya disposicion se pondrán los fondos necesarios. 
Los síndicos, 6 el que de ellos esté encargado, entre-
gará á cada acreedor, 6 á su representante legitimo, la 
cantidad que le haya correspondido en la distribucion, 
anotándola en el documento de reconocimiento del cré-
dito, sin cuya presentacion no se verificará el pago, y 
el interesado dará además por separado un recibo á 
favor de los síndicos. 
Sólo dos artículos (602 y 603) dedicó la ley de 1855 á deter-
minar cuándo y cómo había de verificarse el pago de los créditos_ 
Sus disposiciones, refundidas en los arts. 1286, 1288 y 1291 de 
-este comentario con importantes modificaciones, eran deficientes y 
se prestaban á abusos, dilaciones y gastos. Para corregirlos y de-
terminar lo que ha de hacerse en cada uno de los diferentes casos 
que pueden ocurrir, se han dictado, con verdadero conocimiento 
práctico, los nueve artículos que bajo el epígrafe del pago de los 
créditos contiene la nueva ley. Todo está previsto en ellos casi 
tanta claridad y precisión, que bastará atenerse á su texto pars 
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realizar dicho pago sin ninguna dificultad: haremos, sin embargo,. 
algunas observaciones á los siete de este comentario, que creemos -
conducirán á su recta inteligencia. 
Las dificultades que expone un comentarista respecto al orden 
en que han de pagarse los créditos que gocen de preferencia, ya . 
con relación á otros créditos, ya entre sí cuando pertenezcan á 
una misma clase, están resueltas en el Código civil, de cuyas dis-
posiciones sobre ese punto nos hemos hecho cargo en el comenta-
rio al art. 1.268. Conforme á ellas y á lo que allí hemos expuesto 
ha de hacerse la graduación de créditos, determinando la prela-
ción que á cada uno corresponda; y como el pago ha de hacerse 
por el orden establecido en la misma, no puede ofrecer ninguna 
dificultad, pues todas las dudas y cuestiones habrán quedado re-
sueltas al aprobarse la graduación por la junta ó por el juez. 
Como el pago de los créditos ha de hacerse por el orden esta-
blecido en la graduación, no puede llevarse á efecto mientras ésta 
no sea firme: lo será si no es impugnada dentro de los ocho días _ 
que s(íiala el art. 1275, y en este caso se procederá al pago luego 
que transcurra dicho plazo. Cuando la impugnación sea de toda la 
graduación ó por nulidad de la junta que la hubiere acordado, se 
suspenderá el pago hasta que recaiga sentencia firme. Si en ésta 
se declara la nulidad de los acuerdos de la junta por haber sido 
constituida ilegalmente Co por infracción de las formas estableci-
das para la convocatoria, celebración y deliberaciones de la misma, 
habrá que reponer el procedimiento al estado que tenía cuando se 
cometió la falta, quedando sin efecto la graduación acordada. Y en 
el otro caso, falta también la base para verificar el pago, y es pre-
ciso esperar á que se determine por sentencia firme. Pero si la im- 
pugnación se dirige solamente , contra la graduación de algunos 
créditos, como respecto de los demás queda firme el acuerdo de la 
junta, ó la resolución del juez en su caso, no sería justo suspender 
por ese motivo el pago de todos, y por esto se ordena que se pro-
ceda al pago, formando para ello el ramo separado que previene 
el párrafo segundo del art. 1287; pero que se conserven en depó-
sito las cantidades que correspondan á los créditos impugnados 
hasta que recaiga sentencia firme sobre la impugnación, ya se re- 
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fiera ésta á la graduación, ya al reconocimiento, para darles la 
aplicación que proceda conforme á dicha sentencia. 
Lo mismo se dispuso por el art. 603 de la ley anterior, corri-
giendo la práctica antigua, que en todo caso de impugnación sus-
pendía el pago de todos los acreedores hasta que recaía ejecutoria 
en el juicio de graduación, con el perjuicio y la injusticia consi-
guientes á tales dilaciones; y sólo podía llevarse á efecto la sen-
tencia de vista, cuando de ella se suplicaba, dando los que pedían 
su ejecución la fianza llamada de acreedor de mejor derecho, con-
forme á lo prevenido en la ley 10, tít. 32, libro 11 de la Novísima 
Recopilación. Después de la ley de Enjuiciamiento civil no podía 
darse este caso por haber suprimido la tercera instancia á que 
daba lugar el recurso de súplica. 
A la regla general antes indicada de que se conserven en de-
pósito las cantidades correspondientes á los créditos impugnados 
hasta que recaiga sentencia firme, introduce una excepción justí-
sima el art. 1289. Según él, alas cantidades que correspondan á 
los acreedores, que teniendo reconocidos y graduados sus créditos 
por la junta»—y lo mismo habrá de entenderse cuando lo hayan 
sido por el juez en sustitución de aquélla ) por atribuirles la ley 
iguales efectos—«hubiesen sido impugnados por un acreedor par-
ticular», esto es, por otro de los acreedores del mismo concurso, 
y no por los síndicos, ales serán entregadas, no obstante esta 
impugnación, si dieren fianza suficiente, á satisfacción y bajo la 
responsabilidad de los síndicos, para responder de lo que recibanx¡, 
en el caso de que prospere la impugnación. Esa fianza podrá ser 
personal, siempre que el fiador tenga los requisitos que previene 
el art. 1228 del Código civil, pudiendo constituirse en su lugar 
prenda ó hipoteca conforme al 1855; y como la ley previene oue 
sea d satisfacción y  bajo la responsabilidad de los síndicos, tene-
mos por incuestionable que éstos son árbitros para apreciar la s, 
 cualidades del fiador, y rechazarlo si creen que no las reune; pero 
no para rechazar la prenda ó la hipoteca que se presente en sus-
titución de aquél, sobre cuya suficiencia deberá resolver el juez, 
si no la admitiesen los síndicos. Estos no podrán hacer la entrega 
de las cantidades sin que la autorice y ordene el juzgado, expi- 
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diendo el libramiento que previene el artículo 1291 de la ley. 
Según la ley de 1855, el pago de los créditos debía verificarse 
por el depositario de los fondos, que lo era, lo mismo que ahora, 
la Caja general de Depósitos, ó sus dependencias en las provincias, 
en virtud de mandamientos expedidos por el juzgado. Este siste-
ma ofrecía dificultades en su ejecución, y ocasionaba molestias á 
los acreedores, especialmente cuando les correspondían pequeñas 
cantidades en los dividendos. Por esto se ha modificado en la 
nueva ley, encomendando el pago á los síndicos, y si son dos ó 
tres, al que para ello haya sido comisionado por sus compañeros, 
poniendo á su disposición los fondos necesarios, que á este fin se 
sacarán del depósito de orden del juez. 
Para verificar el pago de los créditos que, por gozar de prefe-
rencia según la graduación aprobada, deban y puedan pagarse por 
completo, se expedirá por el juzgado el oportuno libramiento con-
tra los síndicos á favor de cada uno de los acreedores. Al entregar 
el actuario el libramiento al acreedor interesado, le recogerá el do-
cumento del reconocimiento de su crédito, que se le dió conforme 
al art. 1259, en el que pondrá nota de cancelación por pagado, que 
firmará con el interesado, y lo unirá al rollo que contenga el título 
del crédito, acreditándolo por nota en la pieza 2.a El acreedor pre-
sentará el libramiento al síndico encargado de pagar, el cual lo pa-
gará en el acto de los fondos del concurso puestos á su disposición 
para ello, bajo recibo que pondrá el interesado en el mismo libra-
miento, y lo recogerá para la justificación de sus cuentas (artícu-
lo 1291). 
Al practicarse lo que acabamos 'de exponer, téngase presente 
qne, según el Código civil, los créditos pueden gozar de preferen-
cia con relación á determinados bienes muebles ó inmuebles, y 
también con relación á los demás bienes del concursado, exclusión 
hecha de las dos clases anteriores, y que de esas mismas tres cla-
ses, unos créditos gozan de prelación entre sí, y otros concurren á 
prorrata, cuando el importe de los bienes afectos no es suficiente 
para pagarlos por completo. Todo esto lo hemos explicado en el 
comentario del art. 1268, al determinar los créditos que deben 
comprender los síndicos en cada uno de los estados de graduación. 
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Pues bien: cuando se trate de pagar créditos afectos á una cosa 
mueble ó inmueble, que serán los comprendidos en los estados 1» 
y 2.°, habrá de verse en la pieza primera el importe líquido que 
aquella cosa haya producido, y si es suficiente para pagar todos 
los créditos á que sirvió de garantía, se expedirán los libramien-
tos contra los síndicos á favor de aquellos acreedores, con la ex-
presión conveniente de los fondos con que han de ser pagados, 
y en otro caso, y lo mismo cuando haya de dividirse á prorrata el 
todo ó parte de lo que aquella cosa haya producido, se mandará á 
los síndicos que entreguen á cada acreedor la parte que le corres-
ponda, sin expedir libramiento, y en la forma que vamos á expo-
ner respecto de los acreedores comunes. Y lo mismo habrá de 
practicarse en cuanto á los privilegiados y demás comprendidos 
en el estado núm. 3.° 
Repetiremos que los libramientos contra los síndicos sólo pue-
den expedirse á favor de los acreedores que hayan de cobrar por 
completo, como lo ordena el art. 1291, y sólo de estos han de re-
cogerse y cancelarse los documentos de reconocimiento de sus cré-
ditos respectivos. Los que no cobren por completo, deben consor-
var en su poder ese documento, pero anotando en él los dividendos 
que reciban, y sólo cuando en esta forma hayan recibido el corn-
pleto de su crédito, se recogerá y cancelará al pagarles el último 
dividendo, como se previene en el art. 1294. Según el 1290, á pro-
puesta de los síndicos, y por su morosidad á petición de cualquiera 
de los acreedores, debe acordar el juez que se reparta un dividen-
do entre los acreedores que hayan de cobrar á prorrata, cuando se 
reunan fondos bastantes para cubrir el 5 por 100, á lo menos, de 
los créditos pendientes; y si para cada dividendo de cantidad tan 
exigua hubiera de expedirse un libramiento á favor de cada acree-
dor, podrían importar los gastos tanto ó más que el dividendo. Por 
esto se ha prescindido del libramiento en tales casos, confiando á 
los síndicos el pago, sin retribución alguna, con las precauciones 
que vamos á indicar. 
Según el art. 1292, último do este comentario, cuando por me-
dio de dividendos haya de hacerse el pago á los acreedores comu-
nes—y lo mismo habrá de entenderse respecto de los demás á quie- 
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nes se pague en esa forma,—lo verificarán los síndicos, con auto-
rización del juzgado, poniendo éste á disposición de aquéllos los 
fondos necesarios, mandando sacarlos del depósito. Lo natural y 
procedente será en tal caso, como se deduce del art. 1290, que los 
síndicos propongan al juzgado él pago del dividendo, exponiendo 
la cantidad que de los fondos existentes (expresando su cuantía), 
y reservando la necesaria para las atenciones ordinarias del con-
curso, puede destinarse á dicho objeto, y el tanto por ciento que 
con ella puede cubrirse de los créditos pendientes. Para demos-
trarlo con exactitud, será conveniente acompañar una relación no-
minal do los acreedores, con expresión del crédito de cada uno y 
de la cantidad que le corresponderá en la distribución; cuya rela-
ción servirá también para hacer el pago con más facilidad. 
Luego que el juez autorice la cuantía y el pago del dividendo, 
y que en virtud de orden del mismo los síndicos retiren del depó-
sito los fondos necesarios, procederán, ó el que de ellos esté en-
cargado, á realizar dicho pago, entregando á cada acreedor, ó á 
su representante legítimo, la cantidad que le haya correspondido 
en la distribución. No podrá hacerse este pago sin que el acreedor 
presente el documento original de reconocimiento de su crédito,• 
en el que ha de anotar el síndico pagador la cantidad entregada á 
cuenta, devolviéndolo al interesado, el cual le dará por separado 
un recibo á favor de los síndicos, para la justificación de sus cuen-
tas. La misma operación se practicará para el pago de los divi-
dendos sucesivos, y sólo en el caso raro de que los acreedores co-
bren por completo, al pagarles el último dividendo, se recogerán 
y cancelarán los documentos de reconocimiento, como se previene 
en el art. 1294. 
ARTICULO 1293 
(Art. 1291 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecho el pago, los síndicos presentarán al Juzgado 
una cuenta justificada con los recibos de tos acreedo-
res, de la inversion dada á los fondos que hubieren re-
cibido para ello, devolviendo al depósito los sobrantes, 
si los hubiere, y las cantidades que correspondan á 
acreedores que no se hubieren presentado á cobrar. 
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Esta cuenta se unirá al ramo de cuentas, entregando 
el actuario á los síndicos el oportuno recibo con la ex-
presion conveniente para su resguardo. 
La cuenta ordenada en este artículo es independiente de la de 
administración, que conforme al art. 1231 deben rendir los síndi-
cos el día último de cada mes, 6 en los períodos fijados por el juez, 
y de la general á que se refiere el 1242: es una cuenta especial 
de la inversión dada á los fondos que hubieren recibido para pa-
gar á los acreedores. Hecho el pago, ya sea por medio de libra-
mientos, ya por dividendos, conforme á los artículos anteriores, 
deben los síndicos presentar sin dilación al juzgado la cuenta jus-
tificada con los recibos de los acreedores, acreditando á la vez con 
los correspondientes resguardos haber devuelto al depósito á dis-
posición del juzgado los fondos sobrantes, si los hubiere, y las can-
tidades correspondientes á acreedores que no se hubiesen presen-
tado á cobrar, 6 que deban retenerso por cualquier concepto. Esta 
cuenta, de la que el actuario dará recibo detallado á los síndicos 
para su resguardo, se unirá al ramo de cuentas, y se tendrá en la 
escribanía á disposición de los acreedores y del deudor que quie-
ran examinarla, sin que proceda su aprobación especial hasta que 
por cesación de los síndicos 6 por la terminación del concurso se 
rinda y apruebe la cuenta general. Lo mismo se hará en cada uno 
de los dividendos posteriores. 
A instancia de cualquiera de los acreedores ó del concursado, 
y también de oficio, podrá el juez apremiar á los síndicos, si fue-
sen morosos, para que rindan dicha cuenta y devuelvan al depó-
sito los fondos que no deban tener en su poder, y corregir cual-
quier abuso que se advierta en el pago de los créditos, como por 
regla general se ordena en el art. 1233. No podrá servir de ex-
cusa de la dilación en verificar el pago, el que algunos de los 
acreedores no se hayan presentado á cobrar: los síndicos no llena-
rían los deberes de su mandato si no procurasen que llegue á no-
ticia de los acreedores el pago del dividendo, dándoles aviso par-
ticular 6 anunciándolo en los periódicos, y si á pesar de esto no 
acuden á cobrar dentro de un plazo prudente, deben devolver al 
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depósito las cantidades que correspondan á tales acreedores, y 
presentar la cuenta, como ordena la ley. "'echo esto, queda termi-
nado el encargo de los síndicos, y para percibir después esos acree-
dores las cantidades que les hayan correspondido, tendrán que 
acudir al juzgado, solicitándolo á sus expensas, para que se saquen 
del depósito y se les entreguen. 
ARTÍCULO 1294 
Cuando los acreedores comunes hayan cobrado por 
completo, al pagarles el último dividendo se recogerán 
y cancelarán los documentos de reconocimiento. 
En este caso, 6 cuando se hayan agotado todos los 
fondos del concurso, se dará por terminado el juicio, 
practicándose lo que se ordena en los artículos 1242 
y siguientes. 
Art. 1292 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d los 
arts. 1240 y siguientes de esta ley, sin otra variación.) 
De la primera parte de este artículo ya nos hemos hecho cargo 
al comentar el 1292, al que sirve de complemento. En la segunda 
se ordena que se dé por terminado el juicio de concurso luego que 
hayan cobrado por completo todos los acreedores, inclusos los 
 co-
munes, ó que se hayan agotado todos los fondos, y por consiguien . 
te también todos los bienes, pues si no hubiese habido postor para. 
alguno d4 ellos, habrá de practicarse lo que para este caso pre-
viene el art. 1238 antes de dar por terminado el juicio. Llegado 
este caso, se practicará lo que se ordena en los arts. 1242 y si-
guientes hasta el 1248: véanse con sus comentarios. 
SECCIÓN SÉP'T'IMA 
PIEZA TERCERA.—DE LA CALIFICACIÓN DEL CONCURSO. 
«La novedad más importante que se ha introducido en los jui-
cios de concurso de acreedores, se halla en la formación de la ter-
cera pieza, que tiene por objeto su calificación. Una tristísima ex-
perie cia acredita la necesidad de que se repriman con mano 
fuerte esos alzamientos, esas estafas en grande escala, que por des-
gracia todos los días se ven en las quiebras de los comerciantes y 
en los concursos de los que no lo son. La moralidad pública pa-
dece cuando se contempla viviendo con fausto y en la opulencia 
al qué, engañando á otros, despojándolos más inicuamente aún 
que el que hurta y el que roba, ha reducido á familias enteras .á 
la indigencia.» 
«El objeto de esta pieza 
	  no es el castigo del delincuente, si 
lo hay; esto no es, no puede ser propio de un juicio civil, ni por lo 
tanto de una ley que á los de esta clase únicamente se refiere. Su 
objeto es poner en descubierto si hay ó no amaños, si existen ó no 
delitos; en una palabra, declarar si es ó no fraudulento eT concurso, 
para que esta declaración y sus antecedentes puedan servir en su 
caso de fundamento y base á una causa criminal. Si el ministerio 
público y los jueces á su vez miran esto con la atención que mere-
ce, mucho ganará la moral, mucho se desagraviará la justicia.» 
Nos ha parecido conveniente transcribir estas autorizadas pa-
labras de uno de los autores de la ley de 1885 (1), porque ellas 
revelan el pensamiento altamente. moral que presidió á la redac-
ción de los arts. 604 al 610 de dicha ley, que han sido reproduci- 
dos en los seis primeros de la presente sección, con ligeras modifi-
caciones, más bien de redacción que de fondo. Es de lamentar que 
no se haya conseguido por completo el laudable propósito de aque-
llos legisladores, y que tampoco pueda extirparse el mal con las 
disposiciones adicionadas, al propio fin de corregir los abusos y 
delitos, en el Código penal de 1870 y en la ley actual, lo cual con-
siste, no en que sea deficiente la ley, sino en la malicia y la mala 
fe de los que procuran eludirla. 
Téngase presente que las disposiciones de esta sección son 
aplicables, lo mismo al concurso necesario que al voluntario: y 
aunque conforme it lo que se dice en el párrafo último del artícu-
lo 1227, esta pieza tercera deberá titularse y se titula De la cali- 
(1) Señor Gómez de la Serna, en su obra titulada: Motivos de las variacio-
xes principales que ha introducido en loe procedimientos la ley de Enjuiciamien to 
eisil, pág. 130. 
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ficación del concurso, sus actuaciones se dirigen, como veremos, á 
examinar la conducta del concursado y á indagar las causas que 
puedan haberle reducido al estado de insolvencia, á fin de deter-
minar si existen ó no méritos para proceder criminalmente contra 
él y contra los que puedan ser sus cómplices. 
ARTÍCULO 1295 
(Art. 1293 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecho el nombramiento de los síndicos, se les entre-
gará la pieza primera del concurso, para que dentro de 
treinta dias, y prévio el exámen de los libros y papeles 
del deudor, manifiesten en exposicion razonada y do-
cumentada el juicio que hayan formado del concurso y 
de sus causas, formulando las conclusiones 6 deducien-
do las pretensiones que estimen procedentes. 
ARTÍCULO 1296 
(Art. 1291 para Cuba y Puerto Rico.) 
Con testimonio literal 'de la relacion, estado y me-
moria presentados por el deudor, y la exposicion ori-
ginal de los síndicos y documentos que la acompañen, 
se formará la pieza tercera, y acumulada a ella provi-
sionalmente la primera, se pasará todo al Promotor fi s-
cal para que tambien emita su dictámen. 
Si los síndicos han de formar y presentar la exposición razo-
nada y documentada que previene el primero de estos artículos, 
sobre el juicio que hayan formado del concurso y de sus causas, 
previo el examen de los libros y papeles del deudor, como dice 
también el mismo artículo, claro es que no puede llevarse á efecto 
lo que en él se ordena inmediatamente después de hecho el nom-
bramiento de los síndicos, sino después de este nombramiento, 
cuando en la pieza 1.a, que ha de entregárseles á dicho fin, se haya 
practicado lo que dispone el art. 1228, esto es, la entrega á los 
síndicos, bajo inventario, de los bienes, efectos, libros y papeles 
del concurso. Por consiguiente, mientras esto no quede hecho, no 
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debe dictar el juez la providencia mandando entregar á los síndi-
cos la pieza La original para que deptro de treinta días emitan 
razonadamente su juicio sobre la calificación ó causas del con-
curso, y formulen las conclusiones 6 deduzcan las pretensiones que 
estimen procedentes. Ese término de 30 días es de los prorrogables, 
conforme al art. 306. 
Dicha providencia ha de dictarse de oficio en la misma pie-
za 1.a, y como ésta ha de entregarse á los síndicos, y después al mi-
nisterio fiscal, cuando sea urgente la venta de algunos bienes 6 la 
práctica de cualquiera otra diligencia de las que en ella deben 
sustanciarse, á instancia de aquéllos se formará el ramo separado 
correspondiente, para lo cual autoriza el art. 1227. 
Los síndicos deberán examinar los autos, libros y papeles con 
la detención é imparcialidad que exige un punto tan delicado, 
procurando averiguar las causas que hayan conducido al deudor 
al estado de concurso, y cerciorarse de si son 6 no ciertas las que 
éste habrá alegado en la memoria que debió presentar al principio 
del juicio (arts. 1157 y 1188). Si en vista de todo ello y de cuales-
quiera otros documentos que crean conveniente aducir, adquieren 
el convencimiento de que el deudor ha venido á este estado por 
consecuencia de desgracias é infortunios casuales que no ha estado 
en su mano evitar, lo harán así presente al juzgado solicitando 
que se declare la inculpabilidad del concursado á los efectos consi-
guientes. Pero si viesen que la insolvencia de éste es fraudulenta 
6 culpable por haberse alzado con sus bienes, por haberlos ocul-
tado ó enajenado maliciosamente en todo 6 en parte, por haber 
retardado su presentación en concurso, 6 por cualquiera otro hecho 
de los que el Código penal define y castiga como delito ó falta, en-
tonces habrán de manifestar y proponer que se le declare culpable, 
y que se 'proceda criminalmente contra él en la forma correspon-
diente. En uno y otro caso los síndicos deben emitir su dictamen 
en exposición razonada, haciéndose cargo con la conveniente sepa-
ración de cada uno de los hechos, y acompañando los documentos 
en que se funden, ó citando los conducentes de los que obren en 
autos, 6 lo que resulte de los libros y papeles ocupados al deudor. 
Luego que los síndicos hayan presentado dicha exposición, el 
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juez mandará que con ella original y los documentos que la acom-
pañen, y con testimonio literal de la relación, estado y memoria 
presentados por el deudor, se forme la pieza tercera, y que se co-
munique al ministerio fiscal, con la pieza primera, que seguirá 
acumulada á ella provisionalmente, para que en vista de todo 
emita su dictamen, como lo previene el art. 1296, segundo de este 
comentario. También habrán de testimoniarse los documentos en 
que se funden los síndicos, cuando no sea posible ó conveniente 
unir los originales. No se fija término al ministerio fiscal, quedan-
do á su prudencia y celo el dar el dictamen tan pronto como le 
sea posible. 
La intervención del ministerio fiscal en esta pieza es de la ma-
yor importancia para que no queden sin la conveniente represión 
los fraudes y demás hechos punibles que pueda haber cometido el 
concursado, ya sean do los definidos en los arts. 536 y 542 al 546 
del Código penal de 1870, hoy vigente, ya cualesquiera otros. La 
experiencia había hecho conocer que,.á pesar de las severas disposi-
ciones del Código de Comercio para castigar á los responsables de 
insolvencia culpable ó fraudulenta, muy raras veces se hacía apli-
cación de estas disposiciones, porque los síndicos y los acreedores 
r.o querían cargar con la responsabilidad y las consecuencias de 
una acusación criminal. La ley de Enjuiciamiento civil, para po-
ner remedio á este mal, ha concedido al ministerio público la in-
tervención antedicha, la que ejercerá del modo que diremos en el 
comentario siguiente, con el celo é imparcialidad que le imponen . 
los deberes do su cargo. 
I)e lo que ordenan los artículos que comprende este comenta- 
rio y los subsiguientes, se deduce que el procedimiento criminal 
contra el concursado no podrá principiar, en su caso, hasta que se 
forme y termine la pieza 3. a que va dirigida á este fin: y .la razón 
es, porque mientras no se tengan á la vista los libros y papeles del 
concursado y los demás antecedentes que han venido acumuláis 
dose, no será fácil formar juicio acerca de si es ó no culpable, 6 
de si ha incurrido en responsabilidad criminal. Pero esto no p lode 
oponerse á que se proceda contra él desde el momento en que apa-
rezca responsable criminalmente de un delito ó falta. Si de las pri- 
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meras actuaciones, y aun antes de principiarse el juicio de concurso, 
apareciese, por ejemplo, que en perjuicio de otro había distraído un 
.dinero que recibió en depósito, bien se podrá proceder contra él 
para el castigo de este delito, que constituye un hecho aislado, in-
dependiente del concurso. Mas esto no puede formar regla gene-
ral, la cual ha de ser siempre que los procedimientos criminales 
principien en su caso por consecuencia de la calificación que se 
haga del concurso 6 de la conducta del deudor, á cuyo fin se diri-
gen las actuaciones de esta pieza tercera. 
Concuerdan estos dos artículos con los 604 y 605 de la ley an-
. terior, sin modificación sustancial. 
ARTÍCULO 1297 
(Art. 1295 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el . dictamen .del Promotor fuere conforme al de 
los síndicos, y los dos favorables al concursado, el Juez 
mandará traer los autos a la vista, y podrá declarar la 
inculpabilidad del concursado, si la estima procedente. 
ARTÍCULO 1298 
(Art. 1296 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el informe de los síndicos y el del Promo-
tor, 6 el de alguno de ellos fuere contrario al concur-
sado, y áun siendo favorables, si el Juez creyere que 
no debia deferir ellos, dará traslado por seis dias al 
concursado, entregándole los autos, para que exponga 
lo que pueda convenirle. 
Este incidente se acomodará al procedimiento esta-
blecido para los que tienen lugar en el juicio ordina-
rio, siendo apelable en ámbos efectos la sentencia que 
recaiga. 
Luego que el ministerio fiscal haya examinado la pieza tercera 
y las demás actuaciones que se le habrán comunicado, según hemos 
dicho en el comentario anterior, fundado en lo que resulte de todo 
ello, emitirá su dictamen acerca de si considera 6 no al concursado 
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culpable de algún delito ó falta. Este dictamen puede ser ó no con-
forme al de los síndicos: ambos pueden ser favorables ó adversos 
al concursado; 6 el uno favorable y el otro no; y puede suceder 
también que el juez forme distinto juicio y se separe de aquellos . 
dictámenes aunque sean conformes. De todos estos casos se hacen 
cargo los dos artículos de este comentario, ordenando lo que ha 
de practicarse en cada uno de ellos para que se resuelvan con el 
debido conocimiento de causa, á cuyo fin se modifican convenien-
temente en algunos puntos los arts. 606, 607 y 608 de la ley ante-
rior, que determinaron lo que en ellos debía hacerse. 
Si el dictamen fiscal es conforme al de los síndicos, y los dos 
favorables al concursado, y el juez los estima procedentes, sin más 
trámites y sin citación llamará los autos á la vista y declarará la 
inculpabilidad del procesado, dando por terminada la pieza 3.a y 
que se separe de ella la la á los efectos consiguientes. Esta reso-
lución habrá de dictarse en forma de auto, por no estar prevenido 
que lo sea en la de sentencia (art. 369). Pero si el juez no está 
conforme con aquellos dictámenes favorables al concursado, 6 en-
cuentra motivos racionales para creer que no debe deferir á ellos, . 
dictará providencia dando traslado por seis días al concursado, con 
entrega de los autos, para que exponga lo que pueda convenirle. 
Así podrá demostrar y probar su inculpabilidad, como se le per-
mite también en los otros casos, y disipar las dudas que tenga el 
juez para resolver con acierto. La ley anterior no autorizaba esa 
audiencia, previniendo que el juez resolviera en tal caso lo que es-
timase conveniente á la administración de justicia, de suerte que 
podía ser sometido el concursado á las graves consecuencias de un 
proceso criminal, sin darle la audiencia que la misma ley ordenaba 
para el caso en que le fuese favorable el dictamen fiscal y adverso 
el de los síndicos. No había razón para esta diferencia ni para 
procesar al concursado sin oirle, y de aquí la reforma hecha en la 
nueva ley, como aconsejaban la equidad y las consideraciones de-
b idas al infortunio. 
El mismo procedimiento ha de seguirse en los demás casos: 
siempre que el dictamen de los síndicos y el del fiscal, ó alguno de 
ellos, sea contrario al concursado, ha de dársele traslado por seis 
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días, con entrega de los autos, para que exponga lo que pueda 
convenirle. También en este punto ha sido reformada la ley ante-
rior, que no autorizaba dicha audiencia cuando el dictamen fiscal 
era contrario al concursado, debiendo procederse criminalmente 
desde luego, según la índole del delito ó falta que se encontrare: 
hoy no puede declararse en ningún caso la culpabilidad del con-
cursado sin oirle previamente. 
Se declara, por último, subsanando otra omisión de la ley an-
terior, que el incidente que se promueve en la pieza 3.a sobre si 
es ó no culpable el concursado, se acomodará al procedimiento 
establecido para los que tienen lugar en el juicio ordinario, y que 
es apelable en ambos efectos la sentencia que en él recaiga, de 
suerte que, aun cuando se mande proceder criminalmente, no pue-
de llevarse á efecto mientras no sea firme la sentencia. En ese in-
cidente se considerarán como demanda los dictámenes de los eín-
dicos y del fiscal, y como contestación lo que exponga el concur-
sado en virtud del traslado que ha de dársele por seis días: no de-
ben admitirse más escritos sobre el fondo de la cuestión, á no ser 
que, conforme al artículo siguiente, sea parte algún acreedor, que 
litigue separado de los síndicos, á quien también debe darse tras-
lado. Como para evacuar el traslado han de entregarse los autos 
originales, están excusadas las copias de escritos y documentos. 
Se recibirá á prueba el incidente, cuando lo solicite oportunamente 
alguna de las partes y el juez lo estime necesario, practicándose 
en su caso la prueba y las demás actuaciones hasta dictar senten-
cia, conforme á lo prevenido en los arts. 750 y siguientes. 
ARTÍCULO 1299 
(Art. 1297 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Todos los acreedores tienen derecho á personarse en 
esta pieza y perseguir al concursado. 
Si alguno 6 algunos lo hicieren, y sus gestiones tu-
vieran igual objeto que las de los sfndicos, deberán li-
tigar unidos á éstos y bajo una misma direccion. 
Si fuere distinto el objeto de sus gestiones, litigarán 
separadamente. 
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Aunque los intereses generales del concurso están represen-
tados y deben ser defendidos por los síndicos, no puede privarse 
á cada uno de los acreedores del derecho que les reconoce este ar-
tículo, en iguales términos que lo hizo el 609 de la ley anterior, 
para mostrarse parte en la pieza 3.a, con el objeto de perseguir al 
concursado, como interesados que son directamente en el asunto. 
Nótese que la ley concede ese derecho á todos los acreedores para 
perseguir, y no para defender al concursado, por ser esta defensa 
de su exclusivo interés, y sólo les convendrá hacer uso de él 
cuando, teniendo el convencimiento y pruebas de la culpabilidad 
del concursado, presuman que los síndicos tratarán de favorecerle. 
Cuando uno 6 más acreedores se personen en la pieza 3.a, luego 
que los síndicos y el fiscal hayan emitido sus respectivos dictáme-
nes, se dará traslado por seis días al procurador de aquéllos, con 
entrega de los autos, y después seguirá el traslado al concursado. 
Si los síndicos persiguen también al concursado, deberán aquéllos 
adherirse á la pretensión de éstos, litigando en adelante unidos y 
bajo una misma dirección, y lo harán separadamente en otro caso, 
ó cuando sea distinto el objeto de sus gestiones. 
ARTÍCULO 1300 
(Art. 1298 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Declarada por sentencia firme la culpabilidad del 
concursado, cuya declaracion se entenderá, sólo para 
los efectos civiles, el Juez mandará proceder contra él 
criminalmente en la misma pieza tercera. La sustan-
ciacion se acomodará en adelante al órden de proceder 
establecido para el juicio criminal. 
Dos declaraciones importantes se hacen en este artículo, refor-
mando, ó mejor dicho, aclarando el 610 de la ley anterior, con el 
que concuerda: es la La, que la sentencia que pone término á la 
pieza 3.a del concurso, sólo produce efectos civiles; y la 2.a, como 
consecuencia de la anterior, que cuando se declare la culpabilidad 
del concursado, ha de abrirse el juicio criminal correspondiente 
para que sea en él juzgado, y sentenciado por el delito 6 falta que 
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se le impute. No se dice, por ser innecesario, pero se da por su-
puesto, que en ningún caso puede llevarse á efecto dicha senten-
cia mientras no sea firme. 
Los efectos civiles que produce dicha sentencia habrán de ser 
con relación al mismo juicio de concurso. Uno de ellos será el de--
terminado en el art. 1305, según el que, cuando en la pieza 3." se 
baya pedido que se declare fraudulento el concurso, no podrá 
hacer el deudor convenio alguno con sus acreedores hasta que haya 
recaído sentencia firme desestimando dicha calificación. Otro efecto 
civil será el que se relaciona con la rehabilitación del concursado, 
sobre lo cual véase lo expuesto en el comentario del art. 1248. 
De la declaración de la ley, relativa á que la sentencia recaída 
en la pieza 3.a sólo produce efectos civiles, se deduce también, que 
si en ella se declara la inculpalilidad del concursado, se le tendrá 
por tal para todos los efectos del concurso; pero no será obstáculo 
para que pueda ser perseguido criminalmente por el delito ó falta 
que no se estimó suficientemente probado al hacer aquella califica-
ción; así como si se le declara culpable, tampoco obsta esta decla-
ración para que se le absuelva en el juicio criminal, que ha de 
abrirse en seguida, si en él justifica su inocencia. 
En cuanto al procedimiento, ordena el presente artículo, que 
el juez mandará proceder criminalmente contra el concursado, 
cuando sea declarada su culpabilidad por sentencia firme: luego 
no ha de mandarlo en la misma sentencia, sino luego que ésta sea 
firme, en las diligencias para su ejecución y cumplimiento. Tam-
bién ordena que mandará proceder criminalmente en la misma 
pieza 3.a, la cual, por tanto, servirá de cabeza de proceso; y que 
la sustanciación se acomodará en adelante al orden de proceder 
establecido para el juicio criminal. Por consiguiente, serán de apli-
cación al caso las disposiciones de la ley de Enjuiciamiento crimi-
nal, relativas, no sólo al procedimiento, sino también á la compe-
tencia; y si no la tiene como juez de instrucción el de primera ins-
tancia que conozca del concurso para conocer del delito que se 
impute al concursado, como no la tendrá cuando se trate de una 
falta, al mandar que se proceda criminalmente, deberá acordar que 
para ello se remita la pieza 3 original al juez ó tribunal á quien 
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corresponda su conocimiento, encargándole ó suplicándole, según 
el caso, que luego que recaiga sentencia firme, le mande testimonio 
de la misma para que produzca en el concurso los efectos consi-
gnientes. La pieza La, que se acumuló provisionalmente á la 3.a, 
deberá separarse de ésta, quedando en la escribanía, con testimo-
nio de la sentencia firme en que se haya declarado la culpabilidad 
del concursado. 
ARTfCULO 1301 
Cuando una compañia, asociacion 6 colectividad sea 
declarada en concurso, en la exposicion prevenida en 
 el art. 1295, manifestarán los síndicos el juicio que ha-
yan formado sobre la responsabilidad criminal 6 civil 
en que hayan podido incurrir los administradores, di-
rectores 6 consejeros de la compañía concursada, por 
su participacion en actos, negociaciones 6 acuerdos con-
trarios á los estatutos ó á las leyes. 
Art. 1299 de la ley para Cuba y Puerto Rico. 
—(La referencia es al 
art. 1293 de esta ley, sin otra variación) 
ARTÍCULO 1302 
Fu los casos del artículo anterior, formada la pieza 
tercera conforme á lo prevenido en el art. 1296 y sus-
tanciada en la forma establecida en dicho artículo y 
en los siguientes, se hará la declaracion de si hay ó no 
méritos para exigir la responsabilidad a todos 6 á al-
gimo de los que hayan intervenido en la gestion de la 
compañía. 
Si la responsabilidad que haya de exigirse fuere la 
criminal, se procederá como se ordena en el art. 1300; 
y si fuese solamente la civil, los síndicos podrán enta- 
• blar la accion que corresponda. 
Art. 1300 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pdrrafo 1.° 
es al art. 1294, y la del 2.° al art. 1298 de esta ley, sin otra va-
riación.) 
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Estos dos artículos no tienen concordantes en la ley anterior, y 
se han adicionado en la presente, como también el 1306, para evitar 
dudas en el caso á que se refieren: ya no puede haberla de qua 
cuando se declare en concurso, por no estar sujeta al Código de 
Comercio, una compañía, asociación ó colectividad, ha de formarse 
también la pieza 3.a, la que tendrá por objeto investigar la respon- 
sabilidad criminal ó civil en que hayan podido incurrir los admi-
nistradores, directores, gerentes ó consejeros de la compañía con-
cursada, por su participación en actos, negociaciones ó acuerdos 
contrarios á los estatutos de la misma ó á las leyes. En tales ca-
sos, si hay culpabilidad, no puede ser de parte de la compañía, n 
de los socios en general, sino de los gestores, y justo es que contra 
éstos solamente se dirija el procedimiento con dicho objeto. Basta 
atenerse al texto de los artículos para el cumplimiento da lo que 
en ellos se ordena, sin necesidad de comentarlos más extensa-
mente. 
SECCIÓN OCTAVA 
DEL CONVENIO ENTRE LOS ACREEDORES Y EL CONCURSADO. 
ARTÍCULO 1303 
(Art. 1301 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En cualquier estado del juicio de concurso, despues 
de hecho el exámen y reconocimiento de los créditos, 
y no antes, podrán hacer los acreedores y el concursado 
los convenios que estimen oportunos. 
Por regla general, los convenios entre los acreedores y los 
concursados tienen por objeto la quita ó espera en el pago de los 
créditos, ó las dos cosas á la vez, pues aunque pueden y suelen po-
nerse otras condiciones, son pactos adicionales para asegurar ó fa-
cilitar el cumplimiento de la quita ó espera. En este concepto se 
dice en el presente artículo que pueden aquéllos hacer Los conve. 
nios que estimen oportunos, dejándoles en completa libertad para: 
que, como asunto de derecho privado, estipulen lo que crean mita 
conveniente á sus intereses, y dando fuerza obligatoria á tales 
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convenios, siempre que se verifiquen con las formalidades y condi-
ciones que establece la ley, para evitar los abusos y fraudes á que 
suelen prestarse en perjuicio de los acreedores legítimos. 
También el Código civil, en sus arts. 1912 y 1917, autoriza 
estos convenios, tanto antes como después de incoado el juicio de 
concurso; pero exigiendo que se celebren judicialmente, con las 
formalidades que previene la ley de Enjuiciamiento civil, para que 
produzcan los efectos jurídicos que aquél y ésta les atribuyen, como 
se ba expuesto ya al tratar de la quita y espera en la pág. 9 de 
este tomo. Si se solicitan antes de la declaración de concurso, se 
sujetarán al procedimiento y formalidades establecidas en los ar-
tículos 1130 y siguientes; y si después, á lo que se ordena en la 
presente sección. 
La ley de 1855 se limitó á decir en su art. 611, concordante 
con el de este comentario, que «en cualquier estado del juicio de 
concurso, pueden hacer los acreedores y el concursado los conve- 
nios que estimen oportunos», añadiendo en el 613, que la convo-
cación de la junta para tratar de convenio llevaba consigo la sus-
pensión del juicio de concurso. Los deudores de mala fe encontra-
ron en estos dos artículos un arma poderosa para burlarse de 
 los-
acreedores legítimos y de la ley, con escándalo público. Esperaban 
á que se hiciera el nombramiento de síndicos, por si éstos les eran 
favorables, como sucedía con lamentable frecuencia, por intervenir 
en la elección acreedores simulados, que con otros amigos del deu-
dor constituían la mayoría. Para contar con esos mismos elemen-
tos en la junta de convenio, se solicitaba su convocación antes d e-
que se convocara la de reconocimiento de créditos, y de este moda 
tenían derecho á votar en aquella junta todos los comprendidos en 
la relación de acreedores, legítimos ó simulados, presentada por 
el deudor. Por esos medios inmorales y punibles se aseguraba la 
aprobación da un convenio, cuyo resultado era quedarse el deudor 
con la mayor parte del caudal, y defraudar y á veces arruinar á 
los acreedores legítimos. Y todavía quedaba el recurso de impug-
nar el acuerdo de la junta, si convenían al concursado mayores di-
laciones. 
A corregir en lo posible tales abusos se dirigen las reformas 
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introducidas por el presente artículo y otros de esta misma sección. 
Según él, pueden hacer los acreedores y el concursado los conve-
nios que estimen oportunos, pues no habría sido prudente ni justo 
prohibirlos, cuando, procediendo de buena fe, pueden ser bone-
ficiosos para aquéllos y para éste. Se ordena asimismo, como en la 
ley anterior, que podrán celebrarse esos convenios en cualquier 
estado del juicio de concurso, pero añadiendo que ha de hacerse 
tdespués de hecho el examen y reconocimiento de los créditos, y 
no antes». Con esta restricción se salva el peligro de que concurran 
á formar la mayoría para aprobar el convenio acreedores simula-
dos,preparados para ello por el deudor, en fraude y perjuicio de los 
acreedores legítimos. Se refiere la ley al examen y reconocimiento 
de los créditos hechos por la junta, 6 por el juez en su caso, con-
forme á los artículos 1255 y 1257, como se deduce sin ningún gé-
nero de duda del párrafo 2.° del art. 1307 y del 1310. Por consi-
guiente no puede permitir el juez que se trate de convenio mien-
tras no se haya verificado el reconocimiento de los créditos por la 
junta ó por el mismo juez. 
En el comentario de los dos artículos últimamente citados ex-
pondremos lo que ha de practicarse cuando se presenten las pro- 
posiciones de convenio antes de celebrarse la junta de reconoci-
miento, los acreedores que han de ser citados para la junta en 
que ha de tratarse del convenio, y los que pueden tomar parte en 
sus deliberaciones. 
ARTÍCULO 1304 
(Art. 1302 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Toda solicitud que hagan el deudor 6 cualquiera do 
los acreedores para convocatoria á junta que tenga por 
objeto el convenio, deberá contener los requisitos si-
guientes, sin los cuales no será admitida: 
1.0 Que se formulen con claridad y precision las 
proposiciones de convenio. 
2.0 Que se acompañen tantas copias de ellas, impre-
sas 6 manuscritas, cuantos sean los acreedores recono-
cidos. 
3.0 Que el que las haga se obligue a satisfacer los 
• 
• 
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gastos á que dé lugar la convocatoria y celebracion de 
la junta, aunque se defienda por pobre, asegurando el 
pago a satisfaccion del Juez. 
Este artículo reconoce en el deudor y en cualquiera de los 
acreedores el derecho de hacer proposiciones de convenio en el jui-
cio de concurso, y determina los requisitos que ha de contener el 
escrito solicitando la convocatoria á junta con dicho objeto. Consi-
dera como esenciales esos requisitos, puesto que ordena que cuando 
falte alguno de ellos no puede el juez admitir la solicitud, y debe 
por tanto rechazarla de plano. El art. 612 de la ley anterior, que 
concuerda con el actual, imponía al juez la obligación de admitir 
la solicitud de convenio, siempre que el que la dedujese pagase las 
costas á que diese lugar, sin exigir ningún otro requisito. Esa am-
plia libertad contribuía también á los abusos que hemos indicado 
en el comentario anterior: no á coartarla, sino á regularizar su 
ejercicio para que dé los resultados apetecidos y corregir los abu-
sos en lo posible, se dirigen las disposiciones que con prudencia y 
acierto, y con conocimiento práctico de estos asuntos, se establecen 
en el presente artículo. Dichos requisitos son los siguientes: 
1.° «Que se formulen con claridad y precisión las proposiciones 
de convenio.» De este modo podrán apreciarlas los acreedores con 
maduro examen, evitándose las sorpresas, y cuando concurran á la 
junta llevar pensado y meditado el voto que han de dar. 
2.° «Que se acompañen tantas copias de ellas, impresas ó ma-
nuscritas, cuantos sean los acredores reconocidos.» En el art. 1310 
se determina el objeto de estas copias al ordenar que en el acto de 
la citación para la junta se entregue á cada uno de los acreedores 
una de las copias presentadas; y como, según dicho artículo, han de 
ser citados todos «los acreedores cuyos créditos hayan sido reto• 
nocidos por la junta ó por el juez, y los pendientes de recono-
cimiento», claro es que han de ser tantas las copias cuantos sean 
los acreedores de una y otra clase, si los hubiere, puesto que manda 
la ley que, al citarlos, se entregue una copia á cada uno de ellos. 
Y en los casos del art. 1307, habrán de ser tantas las copias cuan-
tos sean los acreedores con derecho á concurrir á la junta de gra- 
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duación ó á la de reconocimiento. Estas copias han de ser en papel 
común, conforme á lo prevenido en los arta. 515 y 516. 
3.° «Que el que las haga (las proposiciones de convenio, ya 
sea el deudor ó alguno de los acreedores), se obligue á satisfacer 
los gastos á que dé lugar la convocatoria y celebración de la junta, 
aunque se defienda por pobre, asegurando el pago á satisfacción 
del juez.» Ya hemos visto que también la ley anterior impuso el 
pago de esas costas al que presentaba las proposiciones de convenio, 
pero sin resultado práctico, porque generalmente hacía las propo-
siciones el mismo concursado, y como todos sus bienes estaban su-
jetos al concurso, de ellos se pagaban las costas, y por consiguiente 
del caudal destinado al pago de los acreedores; y si se hacían por 
algún acreedor, era de los declarados pobres. Ahora ya no puede 
eludlrse ese laudable propósito de la ley: cualquiera que sea quien 
haga las proposiciones de convenio, aunque se defienda por pobre, 
ha de obligarse á pagar los gastos á que dé lugar la convocatoria 
y celebración de la junta, asegurando el pago ó satisfacción del 
juez, y por tanto, bajo su responsabilidad y sin dar audiencia á loa 
síndicos. 
Dedúcese del presente artículo que los síndicos no están facul-
tados, como tales síndicos, para hacer proposiciones de convenio, 
lo cual podría también dar lugar á abusos, y por esto no lo auto-
riza la ley: podrán hacerlas en concepto de acreedores, obligán-
dose particularmente á pagar los gastos de su propio peculio, y 
nunca con los fondos del concurso. 
Indicaremos, por último, que además de los tres requisitos que 
quedan expuestos, han de concurrir también los que se determinan 
en los arts. 1303 y 1305 para que el juez pueda admitir la solici-
tud de convenio y acordar la convocatoria de la junta de acreedo-
res con ese objeto. 
ARTÍCULO 1305 
(Art. 1303 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando en la pieza tercera se haya pedido por los 
síndicos, por el Promotor fiscal 6 por cualquier acree-
dor, que se declare fraudulento el concurso, no podrá 
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hacer el deudor convenio alguno con sus acreedores 
hasta que haya recaido sentencia firme desestimando 
dicha calificación. 
ARTÍCULO 1306 
(Art. 1304 para Cuba y Puerto Rico.) 
Lo dispuesto en el articulo anterior no será aplicable 
á las compañías ó sociedades declaradas en concurso, 
cuando de ello deban ser responsables sus administra-
dores 6 gestores. 
La culpa en que éstos hayan podido incurrir, no pri-
vará á las compañfas de los beneficios del convenio con 
sus acreedores; pero no podrán hacerse las proposicio-
nes de convenio, ni ser representadas aquéllas en este 
acto por el administrador culpable. 
En el primero de estos artículos se reproduce casi literalmente 
el 614 de la ley anterior, y se ha adicionado el segundo como com-
plemento de los artículos 1301 y 1302. Es tan evidente el objeto 
de ambos, tan notoria su justicia y tan claro y de fácil ejecución 
lo que en ellos se ordena, que es excusado comentarlos y nos remi 
timos á su texto. 
ARTÍCULO 1307 
(Art. 1305 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si se presentaren las proposiciones de convenio 
cuando deba convocarse, ó esté ya convocada la junta 
de graduación de créditos 6 cualquiera otra posterior, 
se dará cuenta de ellas con preferencia en la misma 
junta, sin necesidad de convocatoria especial. . 
Si se presentaren Antes de celebrarse la de recono-
cimiento de créditos, tambien se dará cuenta de ellas 
en la misma junta, pero despues de dicho reconoci-
miento; y sólo los acreedores cuyos créditos hayan sido 
reconocidos podrán deliberar sobre el convenio. 
En Ambos casos, deberán presentarse las proposicio-
nes con la anticipación necesaria para que puedan en-
tregarse las copias á los acreedores veinticuatro horas 
Antes de la señalada para la celebracion de la junta. 
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En los arts. 617 y 618 de la ley anterior se dispusó lo mismo 
que ahora se ordena en el párrafo segundo del presento, y se han 
adicionado los otros dos párrafos para comprender los demás casos 
que pueden ocurrir. El texto del artículo es tan claro, que parece 
excusado el comentarlo; haremos, sin embargo, algunas observa-
ciones. 
Téngase presente que para dar cuenta de las proposiciones de 
convenio en la junta de reconocimiento, en la de graduación ó en 
cualquiera otra posterior (no puede hacerse en la anterior para el 
nombramiento de síndicos), no hay necesidad de convocatoria es-
pecial, bastando la hecha para aquella junta; pero es indispensa-
ble que se presenten las proposiciones «con la anticipación Rece. 
Baria para que puedan entregarse las copias á los acreedores 
veinticuatro horas antes de la señalada para la celebración de la 
junta». Esto habrá de entenderse respecto de los acreedores con 
domicilio conocido que hubiesen sido citados para aquella junta; 
de suerte que si es la de reconocimiento, habrán de entregarse las 
copias á todos los que debieron ser citados personalmente confor-
me al art. 1253, y de los citados por edictos á los que hubieren 
comparecido ó designado su domicilio; y si la de graduación, á los 
ya reconocidos y á los pendientes de reconocimiento; como se ha 
dicho en el comentario al art. 1266, y se ordena como regla gene-
ral en el 1310, por las razones que allí expondremos. 
Téngase también presente la diferencia que se establece entre 
la junta de reconocimiento y las de graduación y posteriores: en 
aquélla no puede darse cuenta de las proposiciones do convenio 
basta después de haber deliberado y resuelto sobre el reconoci-
miento de los créditos, y sólo los acreedores cuyos créditos hayan 
sido reconocidos podrán deliberar después sobre el convenio; y en 
las demás juntas ha de procederse en sentido inverso, dándose 
cuenta del convenio en primer lugar 6 con preferencia, y sólo en 
el caso de que sea desechado, se deliberará sobre el objeto para 
que fué convocada la junta. La razón es, porque si fuese aprobado 
el convenio, queda terminado el juicio de concurso luego que sea 
firme el acuerdo, como se declara en el art. 1313, y es inútil por 
tanto tratar de la graduación de créditos ni de lo demás que á 
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ese juicio•se refiera; al paso que si es desechado, ha de continuarse 
el juicio, como se previene en la regla 2.a del art. 1312. 
Pero esto ha de entenderse para el caso en que sean comunes 
todos los acreedores: si los hubiere de otras clases, y se abstuvie-
ren los comprendidos en los tres primeros estados, ó algunos de 
ellos, en virtud del derecho que les concede el art. 1917 del Códi-
go civil y el 1140 de esta ley, como en tal caso no quedan obliga-
dos á estar y pasar por el convenio, aprobado éste, deberá proce-
derse en la misma junta á deliberar y acordar sobre la graduación 
de aquellos créditos. Y lo mismo se practicará en el caso del ar-
tículo 1918 del Código, cuando el convenio se celebre con acree-
dores de una misma clase, puesto que, si bien quedan obligados al 
convenio, es «sin perjuicio de la prelación respectiva de los crédi-
tos», y por tanto habrá que proceder á su graduación, á no ser 
que la hubieren renunciado expresamente. 
Indicaremos, por último, que consideramos tan esencial como 
el requisito de la citación el de entregar á los acreedores las co-
pias de las proposiciones de convenio veinticuatro horas antes de 
la señalada para la celebración de la junta, puesto que ha de pro-
ducir los mismos efectos que aquélla. Por consiguiente, si no se 
hubiere llenado este requisito, no podrán someterse á la resolución 
de aquella junta las proposiciones de convenio, á no mediar la 
conformidad de los acreedores, dándose por enterados: en otro 
caso, podrá alegarse aquel defecto como motivo de nulidad del 
acuerdo de la junta aprobando el convenio. 
ARTICULO 1308 
Fuera de los casos expresados en el artículo anterior 
y en el 1305, presentada la solicitud con los requisitos 
prevenidos en el 1304, el Juez accederá á ella, acor-
dando la convocatoria de la junta de acreedores para 
tratar del convenio, con señalamiento del dia, hora y 
sitio en que haya de celebrarse. 
Art. 1306 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias son, 
por su orden, al art. 1303 y al 1302 de esta ley, sin otra varia-
ci6n) 




(Art. 1307 para Cuba y Puerto Rico.) 
Entre la convocatoria y la celebracion de dicha jun-
ta deberán mediar á lo ménos quince dias. El Juez 
podrá ampliar este término hasta treinta, si las cir-
cunstancias del concurso lo exigieren. 
ARTÍCULO 1310 
Serán citados personalmente para esta junta, por 
medio de cédula, los acreedores cuyos créditos hayan 
sido reconocidos por la junta 6 por el Juez, y los pen-
dientes de reconocimiento, 6 sus representantes si los 
tuvieren, entregándoles á cada uno en el acto de la ci-
tacion una de las copias presentadas, conforme á lo pre-
venido en el núm. 2.e del art. 1304. 
Los ausentes, cuyo domicilio se ignore, si los hubie- 
• 
re, serán citados por edictos en la forma ordenada en 
el art. 1197. 
En las cédulas y edictos se hará expresion del objeto 
de la junta, y del dia, hora y sitio en que haya de ce-
lebrarse. 
Art. 1308 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo 
primero es al nû . 2.° del art. 1302, y la del párrafo segundo al 
.art. 1195 de esta ley, sin otra novedad.) 
Siempre que se presenten las proposiciones de convenio cuan-
do deba convocarse, esté ya convocada la junta para el recono-
cimiento de los créditos, la de graduación ó cualquiera otra que 
sea posterior, y no anterior á aquélla, en esa misma junta ha de 
darse cuenta de dichas proposiciones, como se ha expuesto en el 
comentario anterior y lo ordena el art. 1307: fuera de estos casos, 
ha de con vocarse una junta especial para tratar del convenio. El 
juez debe acceder á la solicitud que por el concursado ó por cual-
quiera de los acreedores se deduzca con ese objeto, siempre que 
se llenen los requisitos prevenidos en el art. 1304, y lo permita el 
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estado de la pieza 3.a, cuando en ella se haya pedido que se de-
clare fraudulento el concurso (art. 1305), acordando sin dilación 
la convocatoria de la junta de acreedores para tratar del conve-
nio, con señalamiento del día, hora y sitio en que haya de cele-
brarse. Para fijar el día tendrá presente que entre la convocatoria 
y la celebración de la junta han de mediar quince días por lo me-
nos, sin que puedan exceder de treinta, á cuyo máximum podrá. 
ampliar ese término cuando, á su juicio, lo exijan el número de 
acreedores ó las circunstancias del concurso. Así se ordena en los 
dos primeros artículos de este comentario, como se previno tam-
bién en los 612 y 616 de la ley anterior, aunque sin las restriccio-
nes antes indicadas. 
En el art. 1310, último de este comentario, que concuerda con 
el 615 de la ley anterior aunque con alguna modificación, se  de-
terminan las personas que han de ser convocadas para dicha junta . 
especial, y la forma en que han de hacerse las citaciones. 
Han de ser convocados y citados todos los acreedores cuyos 
créditos hayan sido reconocidos por la junta ó por el juez, aunque 
haya sido impugnado su reconocimiento y esté pendiente de reso-
lución este incidente. También deben serlo los acreedores pen-
dientes de reconocimiento, haciéndose esta declaración en dicho 
artículo, en razón á que, si son reconocidos sus créditos, quedarán 
sujetos al convenio, y justo es que intervengan en la junta. Por 
esto creemo3 que, cuando se trate del convenio en la junta de re-
conocimiento, no sólo deberán tomar parte en su deliberación los 
acreedores en ella reconocidos, como se previene en el párrafo se-
gundo del art. 1307, sino también los que hubieren quedado pen-
dientes de reconocimiento, aplicándoles la disposición que ahora 
examinamos, por ser iguales los casos y no haber razón para pri-
varles de este derecho. No deben ser citados aquellos cuyos crédi-
tos hayan sido desechados ó no reconocidos por la junta ó por el 
juez, aunque esté pendiente el incidente de impugnación de tal 
acuerdo, porque la ley no les permite intervenir en este caso ni en 
loa demás análogos, sin perjuicio de su derecho si fuese revocado 
el acuerdo y reconocido el crédito. Y cuando las proposiciones 
hayan sido presentadas por alguno de los acreedores, también. de- 
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berá citarse al concursado, puesto que es necesaria su asistencia å 
la junta, por tener que celebrarse con él el convenio, y en cumpli-
miento de lo que ordena el art. 1199. Como la mujer del- deudor 
no puede' tomar parte en la discusión ni en la votación del conve-
nio (art. 1141), no deberá ser citada para la junta, aunque sea 
uno de los acreedores y haya sido reconocido su crédito. 
Y en cuanto á las citaciones, se establece la misma forma em-
pleada para las juntas anteriores: los que tengan domicilio cono-
cido ó designado han de ser citados en su persona ó en la de sus 
representantes, si los tuviesen, por medio de cédula, conforme á la 
regla general de los arts. 271 y 272; y los ausentes cuyo domicilio 
se ignore, serán citados por edictos en la forma establecida en el 
art. 1197. De las palabras subrrayadas, empleadas en el artículo, 
se deduce que los ausentes, cuyo domicilio sea conocido, han de 
ser citados personalmente por medio de despacho ó exhorto, á di-
ferencia de lo que se estableció en el art. 1253 para la junta de 
reconocimiento y en el 1266 para la de graduación, según los cua-
les sólo deben ser citados personalmente los acreedores que tengan 
su domicilio en el lugar del juicio, y todos los demás por edictos. 
Justifica esta diferencia la importancia y transcendencia del  con-
venio. Como en lo demás son iguales los procedimientos, puede 
verse el comentario á dicho art. 1253, teniendo presente que en el 
acto de la citación ha de entregarse con la cédula á cada uno de 
los citados una copia de las proposiciones del convenio, haciéndolo 
constar en la diligencia. En las cédulas y edictos sólo se hará ex-
presión del objeto de la junta, y del día, hora y sitio en que haya 
de celebrarse, sin insertar ni extractar las proposiciones. 
ARTÍCULO 1311 
(Art. 1309 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La convocatoria de la junta para tratar del convenio 
llevará consigo la suspension de la pieza segunda del 
juicio de concurso, y tambien de la primera en lo rela-
tivo á la enajenacion de los bienes, hasta que se deli-
be^e y acuerde sobre las proposiciones presentadas. 
264 	 LIS. II—TÍT. XII—ART. 1311 
En la misma providencia en que el juez acuerde la convocato-
ria de la junta para tratar del convenio, debe acordar la suspen-
sión de la pieza 2.a  del juicio de concurso, y de la 1.a en lo re-
lativo á la enajenación de los bienes. Estos son los efectos que 
produce dicha convocatoria, según el presente artículo, que con-
c ueraa con el 613 de la ley anterior, el cual hacía extensiva la 
suspensión á todo el juicio. Ahora, con mejor acuerdo, se limita á 
la pieza 2.' y á lo relativo á la enajenación de los bienes de la 1.a, 
en razón á que, si se aprueba el convenio, no pueden tener 
objeto esos procedimientos. Por consiguiente, seguirá sustanciár-
dose en la pieza 1." todo lo que se relacione con la administración 
y conservación de los bienes; se terminará la pieza 3.a, si estuviese 
p endiente todavía, y se continuará la sustanciación y fallo de los 
incidentes ó ramos separados que haya pendientes sobre reconoci-
miento ó graduación de algunos créditos, ó sobre la entrega á sus 
dueños de bienes que no pertenecieran al concursado. 
Esto es lo que ordena el presente artículo; pero en cuanto á 
suspender la enajenación de los bienes, aunque la establece sin ex-
cepción, creemos que no puede ser extensiva á los que estén afec-
tos especialmente ó sirvan de garantía al pago de ciertos créditos, 
ó sea á los comprendidos en los estados 1.° y 2.°, si hubieren da 
q uedar excluidos del convenio. Teniendo la preferencia que la ley 
les reconoce, y debiendo destinarse precisamente el importe de 
esos bienes determinados al pago de los créditos á que sirvan de 
g arantia, no aería justo suspender su venta hasta que se resuelva 
sobre el convenio, que en nada puede afectarles. El juez no po-
drá prescindir de acordar la suspensión de la pieza 1.a en lo rela-
tivo á la enajenación de los bienes, porque así lo ordena la ley; 
pero si el acreedor privilegiado insta la venta de los que sirven 
de garantía á su crédito reconocido y graduado de preferente con 
relación á aquellos bienes, deberá acceder á esa pretensión en 
cumplimiento de las disposiciones de la misma ley, que á tal acree-
dor conceden ese derecho y le dan esa preferencia. 
La suspensión de la pieza 2.a 
 y de la 1.a en lo relativo á la 
enajenación de los bienes, sólo debe durar hasta que se delibere 
y acuerde sobre las proposiciones de convenio: si éstas son apro- 
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hadas por la junta, queda terminado el juicio de concurso, como 
se previene en el art. 1313, y por consiguiente también dichas 
piezas; y si son desechadas, luego que sea firme el acuerdo deberá 
el juez alzar aquella suspensión, dando á todas las piezas del juicio 
la tramitación que corresponda. 
ARTÍCULO 1312 
Lo establecido en los artículos 1137 al 1154 para la 
quita y espera, será tambien aplicable á los convenios 
que se propongan después de la declaracion de con- 
curso, con las modificaciones siguientes: 
l.a Constituida la junta, se principiará por la  lec-
tura de las disposiciones de esta ley relativas al con-
venio entre el deudor y sus acreedores; se dará después 
cuenta de todos los antecedentes del concurso y de su 
estado, con inclusion del que tenga la pieza tercera, y 
leidas las proposiciones de convenio, se abrirá discit-
sion sobre ellas. 
2.a En el caso, á que se refiere el art. 1143, de que 
sean desestimadas las proposiciones de convenio, se 
continuará el juicio de concurso, y lo mismo se hará 
cuando, en el caso de impugnacion, se declare la nuli-
dad 6 ineficacia del convenio. 
3.a Los síndicos deberán sostener el acuerdo de la 
junta, á cuyo fin serán parte en el juicio de oposicion 
con las dernas personas que se indican en el art. 1150. 
4.a La sentencia que recaiga en dicho juicio será 
apelable en ámbos efectos cuando declare la nulidad 6 
ineficacia del convenio. En otro caso, la apelacion se' 
 admitirá en un efecto, y se llevará á ejecucion el con- 
venio entre el deudor y los acreedores que lo acepten, 
sin perjuicio de lo que se resuelva por sentencia firme. 
Art. 1810 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(Las referencias del 
párrafo 1.° son d los arts. 1135 al 1152; la de la modificación 2.a, 
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En los arts. 610 al 631 de la ley de 1855 se ordenó detallada-
mente todo lo que se refiere á la celebración de la junta para tra-
tar de convenio, impugnación de sus acuerdos y los efectos que 
producen. En la nueva ley, teniendo en consideración que las pro-
posiciones de convenio que se hacen después de la declaración de 
concurso son iguales á las de quita y espera que solicita el deudor 
antes de dicha declaración, se han igualado en sus procedimientos 
y efectos, y como ya se establecieron en los arts. 1137 al 1154 al 
tratar de la quita y espera, se ordena en el presente, para evitar 
repeticiones, que todo lo establecido en dichos artículos es aplica-
ble á los convenios, con las modificaciones que determina, exigidas 
por el diferente estado del asunto. Nos haremos cargo de ellas en 
cuanto consideremos necesario para facilitar su aplicación. 
A la junta para tratar del convenio no pueden concurrir todos 
los acreedores incluidos en la relación del deudor, como en la 
quita y espera (art. 1133), sino solamente aquellos cuyos créditos 
hayan sido reconocidos por la junta ó por el juez, y los pendientes 
de reconocimiento. Se constituirá la junta con los que de ellos con-
curran, cualquiera que sea su número, siempre que los que tomen 
parte en ella representen por lo menos los tres quintos del pasivo, 
pues sin este requisito no puede constituirse ni celebrarse legal-
mente (art. 1138). 
Los artículos, por cuya lectura ha de principiarse la junta, 
después de darla el juez por constituida, si procede, en vista de la 
nota de los concurrentes y de sus créditos que habrá tomado el 
actuario, serán todos los de la presente sección (1303 al 1313) y 
los de la quita y espera aplicables al convenio (1137 al 1154). En 
seguida se dará cuenta por el actuario, también de orden del juez, 
«de todos los antecedentes del concurso y de su estado, con inclu-
sión del que tenga la pieza 3. a » El actuario deberá preparar este 
trabajo, extractándolo de los autos con laconismo y exactitud, li-
mitándose á los antecedentes del concurso, cuyo conocimiento 
pueda interesar á los acreedores para resolver sobre el convenio: 
á este fin, lo más importante será el resumen del activo, con indi-
cación de los fondos existentes, del valor de los bienes que no se 
hayan vendido, y de los gravámenes ó créditos privilegiados á que 
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estén afectos; la suma de lo que importen los créditos reconocidoa 
y los pendientes de reconocimiento, con expresión de los que go-
cen de preferencia y de los que pertenecen á la clase de comunes: 
de las reclamaciones pendientes sobre créditos desechados á no 
reconocidos, y de lo que resulte de la pieza 3.a sobre las causas 
del concurso. 
Dada cuenta de los antecedentes y estado del concurso, se Iee 
rán por el actuario, siempre de orden del juez que presida la jun-
ta, las proposiciones de convenio y se abrirá discusión sobre ellas, 
procediéndose por último á la votación de las mismas. Para todo 
esto se observará sin modificación alguna lo prevenido en las re-
glas 3. ° á 8.' del art. 1139, siendo de aplicación al caso cuanto he-
mos expuesto al comentarlas sobre la celebración, discusión y vo-
tación de la junta, y sobre los acreedores que pueden abstenerse 
de votar, y efectos de esta abstención: véase en las págs. 30 y si-
guientes de este tomo. 
Según el art. 1143, en la quita y espera, cuando la proposición . 
sea desestimada por la junta, ó no pueda tomarse acuerdo por 
falta de número, queda terminado el incidente sin ulterior recurso, 
y los interesados en libertad para hacer uso de los derechos que 
puedan corresponderles. Esto no puede tener lugar cuando se 
presentan las proposiciones de convenio durante el juicio de con-
curso, y por eso se modifica dicho articulo, ordenando en el nù 
mero 2.° del presente que en dichos casos, lo mismo que cuando 
se declare la nulidad ó ineficacia del convenio, se continuará e l. 
juicio, alzándose por consiguiente la suspensión que se acordó al 
 convocar la junta. 
En los arts. 1144 al 1150, se determinan los casos y personas 
que pueden impugnar el acuerdo de la junta favorable al deudor, 
las causas en que puede fundarse la impugnación, término para 
deducirla y procedimiento para sustanciarla. Como en la quita y 
espera no hay síndicos, no se mencionan en el último de dichos 
artículos entre las personas que pueden ser parte en el incidente 
de oposición, y para evitar toda duda se adicionan en el núme-
ro 3.° del actual, declarando que, además de las personas que en. 
aquél se indican, serán parte en el juicio los síndicos, imponiéndo- 
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les, como en los demás casos análogos, la obligación de sostener 
el acuerdo de la junta, con la prevención de que han de litigar 
unidos y bajo una sola dirección todos los que sostengan una mis-
ma causa. Véanse, pues, los artículos antes citados y sus comen-
tarios. 
Otra modificación á dicho art. 1150 es lo que se ordena en 
3a 4.a y última del presente, fundada también en la diversa situa-
ción en que se encuentran los acreedores con relación al proced i-
miento. Según dicho artículo, es apelable en ambos efectos la sen-
tencia que recaiga en el incidente de oposición al acuerdo de la 
junta concediendo la quita y espera, y para los convenios se orde-
na que esa sentencia será apelable en ambos efectos cuando decla-
re la nulidad ó ineficacia del convenio, y que en otro caso, esto es, 
siempre que no se haga en ella dicha declaración, so admitirá la 
apelación en un solo efecto; y como en este caso ha de ejecutarse 
la sentencia, se previene además que «se llevará á ejecución el con-
venio entre el deudor y los acreedores que lo acepten, sin perjuicio 
de lo que se resuelva por sentencia firme». 
Se sobreentendería esta salvedad aunque no se hubiese esta-
blecido expresamente, de suerte que no consiste en esto la impor-
tancia de esa disposición, sino en la parte relativa á que se lleve 
á ejecución el convenio entre el deudor y los acreedores que lo 
acepten, limitando á este solo punto la ejecución de la sentencia. 
Por consiguiente, seguirá en suspenso la venta de los bienes y lo 
demás resuelto en ella, ejecutándola solamente en el extremo indi-
cado, y por tanto, si existen fondos para pagar ó dar un dividendo 
á los acreedores conforme al convenio, podrá llevarse á efecto, 
pero incluyendo en la distribución á todos los acreedores, porque 
de otro modo no se cumpliría el convenio, entregando desde luego 
á los que lo acepten la parte que les pertenezca, y dejando en de-
pósito la correspondiente á los que no se conformen con él. Podrá 
suceder que la impugnación haya sido hecha por acreedores que, 
creyéndose con derecho preferente, no fueron atendidos en su re-
clamación; en tal caso, y en los demás análogos, si se revoca la 
sentencia apelada, como la distribución de fondos se hizo «sin per-
juicio de lo que se resuelva por sentencia firme», podrá suceder 
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que sea necesario, para el cumplimiento de la misma, dejar sin 
efecto aquella distribución, y que tengan los acreedores que devol-
ver el todo ó parte de lo que hubieren recibido_ Creemos que para 
asegurar el reintegro en tales casos, deberá adoptarse el medio, 
que establece el art. 1289, de dar fianza esos acreedores, á satis 
facción y bajo la responsabilidad de los síndicos, para responder 
de lo que reciban. 
Con las modificaciones que quedan explicadas es de aplicación 
á los convenios todo lo demás que se establece para la quita y es-
pera en los arts. 1137 al 1154, en los cuales se ordena cuanto se 
relaciona con la constitución y celebración de la junta de acreedo-
res para tratar del convenio, personas que á ellas pueden concu-
rrir, los que tienen el derecho de abstenerse para no quedar obli-
gados al convenio, número de acreedores y forma de las votacio-
nes, casos en que pueden ser impugnados los acuerdos y por quién, 
causas y términos para la impugnación, procedimiento para sustan- 
ciarla y decidirla, recursos contra la sentencia de este incidente, 
efectos que produce el auto mandando ejecutar el convenio, y por 
quién han de ser pagadas las costas. Teniendo presentes las modi-
ficaciones indicadas, véanse dichos artículos y sus comentarios. 
ARTÍCULO 1313 
(Art. 1311 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea firme el acuerdo de la junta aproban-
do el convenio, se comunicará por circular de los sín-
dicos, á los acreedores reconocidos y pendientes de re-
conocimiento que no hubieren concurrido á la junta, y 
se publicará por edictos en los mismos periódicos en 
que se insertó la declaracion de concurso, dejando co-
pia en los autos. 
Hecho esto, se dará por terminado el juicio, acordán-
dose lo que proceda para el cumplimiento del convenio, 
que será obligatorio para todos los acreedores, fuera 
de los exceptuados. 
Ordénase en este artículo lo que ha de practicarse «luego qua 
sea firme el acuerdo de la junta aprobando el convenio». Esto su- 
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cederá, en el caso de impugnación, luego que sea firme la senten-
cia recaída en ese incidente, si es aprobatoria del acuerdo de la 
junta, pues si por ella fuesen desechadas las proposiciones, 6 se 
declarase la nulidad ó ineficacia del convenio, se hará lo que se 
ordena en la regla 2.a del artículo anterior; y en el caso de no 
iaber oposición, luego que transcurran los plazos señalados res-
pectivamente en los arts. 1144 al 1147 para formularla. Mas no 
basta en este caso el transcurso de dichos plazos; es necesario ade-
más que el juez, llamando los autos á la vista, dicte el auto que 
previene el art. 1151, mandando llevar á efecto el convenio, con 
los demás pronunciamientos que se indicaron en su comentario. 
Dictado ese auto, contra el cual no se da recurso alguno, 6 
luego que sea firme la sentencia aprobando el convenio en el caso 
de impugnación, debe acordar el juez en aquel mismo auto, 6 en 
la providencia de cumplimiento de la ejecutoria, se haga saber á 
los síndicos que por medio de circular, de la que quedará copia en 
los autos, comuniquen la aprobación del convenio á los acreedores 
reconocidos y pendientes de reconocimiento que no hubiesen con-
currido á la junta, y que se publique por edictos en los mismos pe-
riódicos en que se insertó la declaración de concurso. Así lo orde-
na el presente artículo en su párrafo 1. 0, que concuerda con el 
i324 de la ley anterior. 
«Hecho esto, se dará por terminado el juicio», dice el presente 
artículo, porque realmente se ha llenado el objeto del juicio de 
concurso, y si hay necesidad de actuaciones posteriores, tendrán 
por objeto la ejecución de lo convenido. Por esto se ordena tam-
bién que se acordará lo que proceda para el cumplimiento del 
convenio, lo cual habrá de practicarse á instancia de parte intere-
sada, y en la misma pieza de autos en que se haya consignado el 
convenio. Este servirá de norma para acordar el juez lo que pro-
ceda, y en que deba intervenir la autoridad judicial, para llevarlo 
it 
 efecto. Pero, podrá suceder que haya acreedores con derecho 
preferente, que en uso de su derecho no se hayan sometido al con-
venio, y que sea necesario realizar bienes del concurso para pagar-
les. También podrá suceder que, celebrado el convenio en la junta 
de graduación con exclusión de los acreedores que gocen de pre- 
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ferencia, sea necesario practicar entre éstos la graduación de sus 
créditos. En tales casos, lo procedente será dar por terminado el 
juicio respecto de los acreedores sometidos al convenio, y conti- 
nuarlo en cuanto á los exceptuados, y hecho el pago de éstos, de-
jar los fondos y bienes sobrantes, con lo demás que pertenezca al 
concurso, á disposición de aquéllos, ó del deudor, si así lo hubie-
ren pactado, para el cumplimiento del convenio. 
Se previene, por último, en el artículo de este comentario. 
«que será obligatorio el convenio para todos los acreedores, fuera 
de los exceptuados». Más explícito sobre este punto el Código 
civil, ordena en su art. 1917, que estos convenios «serán obligato-
rios para todos los concurrentes y para los que, citados y notifica-
dos en forma, no hubieren protestado en tiempo»; que «se excep-
túan los acreedores que, teniendo derecho de abstenerse, hubieren 
usado de él debidamente»; y que «tienen derecho de abstenerse 
los acreedores comprendidos en los arts. 1922, 1923 y 1924». En 
el comentario del art. 1140 hemos tratado estos puntos con la ex-
tensión conveniente, y cuanto allí hemos expuesto con relación á 
la quita y espera, es aplicable á los convenios: véase, por tanto, 
en la pág. 36 y siguientes de este tomo. 
«Cuando el convenio se celebre entre acreedores de una misma 
clase, será obligatorio para todos el acuerdo legal de la mayoría, 
sin perjuicio de la prelación respectiva de los créditos.» Así lo 
dispone el art. 1918 del Código civil, refiriéndose á las cuatro cla-
ses de acreedores que se establecen en los arts. 1922 al 1925 del 
mismo, y que hemos explicado en el comentario del art. 1268, al 
determinar los créditos que conforme á dicho Código han de com-
prender los síndicos en cada uno de los cuatro estados que deben 
formar para dar cuenta á la junta de graduación (véase pág. 194 
y siguientes de este tomo). Pues bien: si el convenio se celebra 
entre acreedores comprendidos en el estado núm. 1. 0 , ó en el nú-
mero 2 °, é en el 3.° (todos han de ser de una misma clase), y la 
mayoría de votos y cantidades concede quita é espera, é las dos 
cosas, este acuerdo será obligatorio para todos, sin perjuicio de la 
prelación respectiva de los créditos, de suerte que cobrarán por el 
orden en que hayan sido graduados, pero con rebaja de la parte 
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condonada, ó esperando al plazo concedido, á no ser que se hubie-
re convenido por unanimidad en cobrar á prorrata, puesto que la 
ley no prohibe la renuncia de aquel derecho. 
Indicaremos, por último, que según el art. 1919 del Código 
(véase en el comentario al 1155 de la ley), si el deudor dejare de 
cumplir el convenio en todo ó en parte, renacerá el derecho de los 
acreedores por las cantidades que no hubieren percibido de su cré-
dito primitivo, y podrá cualquiera de ellos pedir la continuación 
del concurso. Cuando esto ocurra, habrá de dejarse sin efecto la 
providencia en que se dió por terminado el juicio, y abrirse de 
nuevo su curso en el estado que tuviera al quedar firme el con-
venio. 
SECCIÚN NOVENA 
DE LOS ALIMENTOS DEL CONCURSADO. 
¿Tiene hoy el concursado derecho á los alimentos? Se nos ocurre 
esta duda, porque nada dispone sobre ello el Código civil, que es 
la ley competente para definir derechos, y de su art. 1911 puede 
deducirse la contestación negativa. «Del cumplimiento de las obli-
gaciones, dice, responde el deudor con todos sus bienes, presentes 
y futuros»; y por tanto, mientras no estén cubiertas todas sus obli-
gaciones, no pueden aplicarse sus bienes é atenciones propias y 
personales, cuales son los alimentos. Sin embargo, como en la pre-
sente ley no se impone á nadie la obligación de alimentar al con-
cursado, sino que, reconociéndole el indiscutible derecho que tiene 
á alimentarse de lo suyo, ordena el procedimiento que ha de se-
guirse para concederle y señalarle alimentos en el caso de que as-
ciendan d Inds los bienes que las deudas, creemos que quedan sub-
sistentes las disposiciones de esta sección, sin que hayan sido de-
rogadas ni modificadas por el Código civil. 
Nada se dice en ellas sobre la pieza de autos en que deban de- 
ducirse estas reclamaciones; pero de la índole de la solicitud se 
deduce que todo lo relativo á los alimentos ha de sustanciarse en 
pieza ó ramo separado de la principal, si bien para decidir las 
reclamaciones que se deduzcan será necesario tener á la vista la 
pieza primera del concurso, y á veces tambien la segunda, si es- 
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tuvieren ya formadas, para conocer el importe de los bienes em-
bargados y el de los créditos reconocidos ,. 
ARTÍCULO 1314 
(Art. 1312 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el concursado reclamare alimentos, el Juez le se-
fíalará los que, atendidas las circunstancias, considere 
necesarios, pero sólo en el caso de que, á su juicio, as-
ciendan á más los bienes que las deudas. 
El auto concediendo ó negando alimentos tendrá el 
carácter de interino, y será inapelable. 
ARTÍCULO 1315 
(Art. 1313 para Cuba y Puerto Rico.) 
Del se l^alamien.to hecho interinamente por el Juez 
ae dará cuenta en la primera junta de acreedores que 
se celebre, la cual podrá aprobar, modificar ó suprimir 
los alimentos, teniendo en consideracion las necesida-
des y circunstancias del concursado; pero no dejará de 
concederlos cuando no aparezca claramente que 
 los 
 bienes no bastan á satisfacer las deudas. 
Concuerdan casi literalmente con los arts. 632 y 633 de la ley 
anterior. Nótese que no se limita en ellos el derecho de reclamar 
alimentos á los concursados que hayan procedido sin fraude, como 
lo hizo el art. 1099 del antiguo Código de Comercio, sino que lo 
concede á toda clase de concursados, pero siempre que los bienes 
asciendan á más que las deudas, lo cual es muy justo, pues aunque 
el deudor sea criminal, nadie puede negarle el derecho á ser ali-
mentado de sus propios bienes, cuando con esto ningún perjuicio 
se cause á los acreedores. Si, por el contrario, fuesen tantas ó más 
las deudas que los bienes, no deberán concedérsele alimentos, aun-
que sea fortuita su insolvencias sus bienes en este caso son de los 
acreedores, y éstos ninguna obligación, ni natural ni civil, tienen 
de mantener al que ya les ocasiona el perjuicio de no pagarles sus 
créditos en la forma estipulada. 
TORO V 35 
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Para la designación de la cantidad que diariamente haya do 
darse al concursado por vía de alimentos, ha de atenderse á sus 
circunstancias y necesidades, como dicen los dos artículos que co-
mentamos: de modo que deben tenerse en cuenta la posición social 
del deudor y el número de personas que compongan su familia, á 
fin de darles lo necesario para su alimento, habitación, vestido y 
demás necesidades de la vida. Pero esto ha de entenderse subor-
dinado al principio justo y equitativo de que asciendan á más los 
bienes que las deudas: si sólo en este caso pueden concederse ali-
mentos, como lo ordena el art. 1314, es consiguiente que no deben 
concederse en cantidad mayor de la que excedan los bienes de 
las deudas, pues de otro modo se faltaría á aquel principio que se 
establece como regla general é inalterable. 
Los alimentos no deben concederse sino á petición del concur-
sado; cuando éste los reclame, el juez, atendidas las circunstancias 
que acabamos de indicar, señalará ]os que crea necesarios, sólo en 
el caso de que á su juicio asciendan á más los bienes que las deu-
das, según hemos dicho de conformidad con el art. 1314. Esta re-
solución es urgente, pues con ella se atiende á una necesidad apre- 
miante: por eso el juez, aunque ha de dictarla en forma de auto, 
conforme al art. 369, y como se previene en el actual, no debe 
conceder traslado á los acreedores ni á los síndicos, caso que ya 
estén nombrados, sino que ha de resolver de plano lo que crea 
justo en vista de la solicitud del concursado y de lo que resulte 
de la pieza 1.n respecto al caudal activo y pasivo del concursos 
por eso no quiere la ley que se entre en apreciaciones exactas, 
sino que deja al prudente juicio del juez el graduar si los bienes 
ascenderán ó no á más quejas deudas. Podrá suceder que el juez 
carezca de datos para formar este juicio por ignorar el valor de 
los bienes: aun así, no le creemos autorizado para acordar el justi-
precio ni otras diligencias; ha de resolver desde luego de plano la 
que crea justo, y á lo más podrá adquirir extrajudicialmente las 
noticias sobre el valor de los bienes que necesite para su ilustra-
ción, y en caso de duda estará á lo más favorable al deudor, por 
ser lo más equitativo. En todo ello no puede haber gran perjuicio 
para éste ni para los acreedores, puesto que la providencia es in- 
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terina, y ha de someterse á la deliberación de la primera, junta de 
acreedores que se celebre: por la misma razón es también inapela-
ble, como lo declara el párrrafo segundo del mismo art. 1314. 
Consiguiente á esta declaración previene el art. 1315, que del 
señalamiento hecho interinamente por el juez se dé cuenta en la 
primera junta de acreedores que se celebre; de modo que no debe 
convocarse á junta especial para tratar de los alimentos del con-
cursado, sino que se ha de dar cuenta de ello en la primera junta 
que con cualquier objeto se celebre después del señalamiento in-
terino hecho por el juez. La junta está facultada para aprobar, 
modificar ó suprimir los alimentos señalados por aquél, teniendo 
para ello en cuenta las necesidades y circunstancias del concursa-
do, y el importe de los bienes y de las deudas, según hemos dicho 
anteriormente. «Pero no dejará de concederlos cuando no aparezca 
claramente que los bienes no bastan á satisfacer las deudas», como 
dice dicho artículo, de lo cual se deduce que en caso de duda ha 
de estarse por lo más favorable al deudor. Los acuerdos de la junta 
sobre este punto, como -sobre todos los demás, se tomarán por ma-
yoria de votos y cantidades, combinadas del modo expresado en la 
regla 6.a del art. 1139, y podrán ser impugnados en la forma que 
vamos á exponer en el comentario siguiente. 
ARTÍCULO 1316 
El acuerdo de la junta concediendo 6 negando los 
alimentos, podrá ser impugnado por el deudor 6 por 
los acreedores que no hubieren concurrido á ella, y por 
los que hayan disentido y protestado en el acto del 
voto de la mayoría, si deducen su accion dentro de los 
ocho dias siguientes al del acuerdo. 
La impugnacion se sustanciará por los trámites esta-
blecidos para los incidentes, debiendo litigar unidos y 
bajo una direccion los que sostengan la misma causa, 
y pudiéndose ampliar hasta treinta dias el término de 
prueba, si no bastase el que concede el art. 753. 
Art. 1314 de la ley para Cuba y Puerto Rico.(L a referencia es al 
art. 752 de esta ley, sin otra variación) 
r 
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Por este artículo se concede justamente el derecho de impug-
nar el acuerdo de la junta de acreedor es concediendo ó negando 
alimentos al deudor, tanto á éste como á los acreedores no concu-
rrentes á la junta, y también á los concurrentes que hubieren di-
sentido y protestado en el acto del voto de la mayoría, como se ha 
establecido respecto de las demás juntas de acreedores. Los ocho 
días que se conceden para impugnar el acuerdo son improrroga-
bles. La impugnación, no sólo podrá ha cerse á la concesión ó de-
negación absoluta de los alimentos, sino también á la cantidad ee-
iislada cuando se la considere diminuta ó excesiva. 
En cuanto al procedimiento, en el art. 634 de la ley anterior, 
con el que concuerda el actual, se dispuso que fuese el del juicio 
ordinario, dando así lugar á que el juicio de alimentos durase tan-
to como el de concurso cuando se concedían a] concursado. Pera 
evitar en lo posible esas dilaciones se ordena ahora que la impug-
nación se sustancie por los trámites establ ecidos para los inciden-
tes; pero pudiéndose ampliar hasta treinta días el término de 
prueba, en previsión de que no sean suficientes los veinte, que 
como máximum concede el art. 753, para hacer el avalúo de los 
bienes que podrá emplearse como me dio de prueba, ó lo que rea 
necesario para justificar que los bien es ascienden á más que las 
deudas. Se previene también, como en todos los casos análogos, 
que litiguen unidos y bajo una sola dirección los que sostengan la 
misma causa. Los síndicos deberán sostener el acuerdo de la junta. 
La impugnación se sustanciará en la pieza separada de alimentoF r 
 agregando á ella testimonio del acuerdo de la junta y de lo demi,s 
que se estime conducente. La sentencia que recaiga será apelable 
en ambos efectos. 
ARTÍCULO 1317 
(Art. 1315 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Miéntras esté pendiente el juicio de alimentos, el 
concursado los percibirá si el Juez 6 la a junta los hu-
biere concedido. No se le concederán, si el Juez y la 
junta hubieren estado conformes en negarlos. 
Cuando entre la cantidad fijada por el Juez y la de 
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la junta hubiere diferencia, se estará por la que la Iíl-
tima hubiere señalado. 
En este artículo, último del título de los concursos, y que con-
cuerda con el 635 de la ley anterior, se resuelve del modo más 
justo y equitativo, y por razones que son bien obvias, la cuestión 
de si durante el juicio de alimentos deberá ó no percibirlos el con-
cursado. No los tendrá cuando el juez y la junta hubieren estado 
conformes en negárselos, pues esta conformidad indica la justicia 
de la resolución; al menos la presunción está de su parte. Cuando 
no haya habido tal conformidad, la cuestión aparece más dudosa, 
y en la duda la equidad dicta que se esté por lo más favorable al 
deudor y á la causa privilegiada de los alimentos: por eso se man-
da que los perciba si el juez ó la junta se los hubiesen concedido, 
en cuyo caso recibirá la cantidad que hubiese designado el que los 
concedió. Y cuando haya diferencia entre la cantidad fijada por el 
juez•y por la junta, ha de estarse por la que la junta hubiere de-
signado; consecuencia lógica del principio sentado en el art. 1315, 
según el cual la junta tiene la facultad de modificar y aun revocar 
la primera providencia dictada por el juez, concediendo ó negando 
provisional é interinamente los alimentos. 
Téngase, en fin, presente, que para el abono de los alimentos al 
concursado, cuando se le hayan concedido ó deba percibirlos según 
lo que hemos dicho, habrá de expedirse el oportuno mandamiento 
contra los síndicos, ó contra el depositario de los bienes concursa-
dos, si aún no se hubiese verificado el nombramiento de aquéllos, á 
fin de que del producto de éstos le entreguen la cantidad señalada 
por meses anticipados, ó del modo que se haya acordado; y cuando 
aquéllos no tengan fondos suficientes, deberá mandarse que se ex-
traigan del depósito hecho en el establecimiento público corres-
pondiente, de conformidad con lo que ordena el art. 1230. ¿Y si 
no hubiese fondos en el concurso? Creemos que en este caso ten-
drá que esperar el concursado á que se realicen por los trámites or 
dinarios, sin que tenga derecho á pedir que para darle sus ali-
mrientos se vendan los bienes que ha cedido á sus acreedores. 
FORMULARIOS DEL TITULO XII 
Del concurso de acreedores. 
SECCIÓN I 
DE LA QUITA Y ESPERA 
Escrito solicitando quita y espera.—Al Juzgado de primera instancia. 
—D. José A., en nombre de D. Justo B., etc., digo: Que mi representado 
ha sufrido en poco tiempo, por desgracias imprevistas é inevitables, pér-
didas tan considerables en sus intereses, que no le es posible pagar cum-
plidamente á todos sus acreedores al vencimiento del plazo de sus crédi-
tos respectivos. (Aunque no lo exige la ley, convendrá exponer sucinta-
mente las causas que hayan motivado la presentación en concurso.) 
Esto le pone, muy á pesar suyo, en el sensible caso de presentarse en 
concurso; pero antes, y en prueba de su buena fe y de su deseo de satis-
facer sus compromisos, quiere intentar el medio de que sus acreedores le 
concedan quita y espera (6 cualquiera de estas dos cosas), que serán be-
neficiosas para ambas partes. Propone, pues, pagarles en ocho plazos de 
seis en seis meses, siempre que lè hagan la rebaja ó condonación de un 
30 por 400 de sus créditos respectivos, y le concedan la espera de cuatro 
años (6 lo que crea que puede cumplir). 
A este fin, acompañando, como en efecto acompaño, firmadas por roi 
principal, la relación nominal de todos sus acreedores, y la circunstan-
ciada y expresiva de sus bienes con el valor en que los estima, conforme 
t lo prevenido en el art. 4130 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentados estos documentos, 
y el poder en cuya virtud se me tenga por parte en nombre de D Justo B . . 
se sirva mandar que se convoque inmediatamente á junta, en la forera 
prevenida por la ley, á todos los acreedores de éste para tratar de la quita 
y espera anteriormente propuestas, por ser asi conforme á justicia, que 
pido. (L ugar, fecha y firma del abogado y procurador.) 
Presentado este escrito con las dos relaciones indicadas, firmadas por 
el mismo deudor, ó por quien le represente con poder especial, sin cuyo 
requisito no puede ser admitido, se dictará la siguiente 
r 
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Providencia.—Juez Sr. N.—Por presentado con el poder, en cuya 
virtud se le tiene por parte, y con las dos relaciones que acompaña: con-
vóquese inmediatamente á junta de acreedores para tratar de la quita y 
espera que propone D. Justo B., señalándose para su celebración el dia 
tantos (ha de concederse término bastante para que puedan concurrir 
lodos los acreedores residentes en la Peninsula, sin que pueda exceder de 
30 días, salvo el caso del art. 1432), á tal hora, en la sala audiencia de 
este Juzgado; cítese personalmente para dicha junta por medio de cédula 
t los acreedores comprendidos en la relación presentada por el deudor, 
-que tengan domicilio conocido, dirigiéndose al efecto los exhortos nece-
sarios, y á los que no lo tengan, por medio de edictos, que se publicarán 
en esta villa y en el Boletín oficial de la provincia (ó Diario de Avisos, si 
lo hubiere, y también en la Gaceta de Madrid, cuando el Juez lo crea con-
veniente), previniéndose á todos que se presenten en la junta con el titulo 
de su crédito, bajo apercibimiento de no ser admitidos. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del deudor en la forma ordinaria. 
Citación á los acreedores.—(Se hará personalmente a los que tengan 
domicilio conocido, por medio de cédula, con los requisitos del art. 272, 
y la prevención contenida en la providencia; y por rnedio de edictos á los 
que no tengan domicilio conocido. Pueden verse los formularios al final 
del tomo 4.°) 
Edicto citando ei los acreedores cuyo domicilio no sea conocido.-
4). José 11l., Juez de primera instancia de... y su partido. 
Por el presente se cita, llama y emplaza á F., N. y l'., cuyos domici-
lios no son conocidos, en concepto de acreedores de D. Justo B., trafr-
cante, vecino de esta villa, para que en el dia tantos, á tal hora, comparez-
can en este Juzgado, sito en la calle de..., núm..., á celebrar junta gene-
ral para tratar de la quita y espera que aquél ha solicitado, previniéndose 
a dichos acreedores que deben presentarse en la junta con el titulo de sa 
credito respectivo, bajo apercibimiento de no ser admitidos en ella; pues 
así lo tengo acordado á solicitud del deudor en providencia de tal fecha. 
—Dado en... (lugar, fecha y firma del Juez y escribano.) 
Diligencias de fijación y remesa de edictos.—(Véanse en la pág. 63-i 
del tomo 4.°) 
Acta de la junta de acreedores. —En... (lugar y fecha), siendo tal 
llora (la señalada), el Sr. Juez de primera instancia se constituyó en au-
diencia pública con mi asistencia y la del alguacil portero para celebrar 
la junta general de acreedores de D. Justo B., decretada en la providen-
cia que precede, y comparecieron para tomar parte en ella: 
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A., como acreedor por diez mil pesetas, según escritura 
de obligación con hipoteca otorgada á su favor por el 
D. Justo en tal día ante tal notario, cuyo título ha 
exhibido en cumplimiento de lo mandado 	
 10.000 
B., como acreedor por seis mil pesetas, según el pagaré 
que exhibe, librado a su favor por el deudor en tal 
fecha 
	  6.000 
(Del mismo modo se irá haciendo relación de los demás acreedores• 
que concurran y de los títulos que exhiban, sacando al margen en guaris-
mos y sumando los créditos que representen: si alguno comparece por 
medio de procurador, se hará expresión del poder, sin perjuicio de unirlo-
á los autos.) 
Todos los acreedores comprendidos en la relación que precede, fueron, 
admitidos por el Sr. Juez á esta junta, por haberse presentado con 'los. 
titulos de sus créditos. También compareció M. pretendiendo su asisten-
cis como acreedor por tal cantidad; pero no fué admitido por el Sr. Juez . 
en razón á que no ha presentado título alguno de su crédito. 
Constituida la junta bajo la presidencia del Sr. Juez con los acreedo-
res admitidos, a nteriormente expresados, mediante a que representan mâs. 
de los tres quintos del pasivo, y con mi asistencia y la del deudor Don. 
Justo B. (6 su procurador ó ahogado), yo el escribano de orden de S. S. 
1.1 los artículos de la ley de Enjuiciamiento civil que se refieren á la quita. 
y espera objeto de esta junta, la solicitud del deudor que la ha motivado, 
y las relaciones de acreedores y de bienes por éste presentadas. Abierta 
discusión sobre dicha solicitud, hablaron en contra los acreedores A. y F.,. 
en pro D. y C., y el deudor cuantas veces lo creyó necesario, el cual, du-
rante el debate, manifestó su conformidad de reducir al 25 por 400 la 
quita que tiene solicitada (6 lo que sea). Cerrado el debate, el Sr. Juez . 
puso á votación la quita y espera, formulando la proposición en los tér-
minos siguientes: aSSe concede á D. Justo B. la espera de cuatro años que 
solicita para pagar sus acreedores en ocho plazos, con la quita del 25. 
por 100?»—En este estado manifestaron los acreedores A. y F., que 
siéndolo el primero con hipoteca especial por contrato, y el segundo por 
ah mentos, se abstenían de tomar parte en esta votación para no quedar 
o !,ligados á estar y pasar por lo que se acordare. Puesta á votación nomi-
nal la proposición antedicha entre los demás acreedores, dijeron Si los Se-
ñores C., E., F. y H.; y los Sres. D. y G. dijeron N0; quedando por lo tan to. 
aprobada dicha proposición y concedida la quita y espera en los termiuos. 
antes propuestos, en razón á que ha reunido en su favor las dos terceras 
partes de votos de los acreedores concurrentes, y que los créditos de. 
aquéllos importan más de las tres quintas partes del total pasivo del deu-
dor, según ha resultado del escrutinio practicado. Publicada la votación,. 
el acreedor 1)..., que ha votado eon la minoría, ha protestado contra et 
^ 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 281 
voto de la mayoría, reservándose su derecho para impugnarlo. En-cuyo  
estado el Sr. Juez dio por terminada esta junta, que ha durado tantas ho-
ras, extendiéndose la presente acta de lo que en ella ha ocurrido, que  
después de leída y aprobada, firma dicho señor con todos los concurren-
tes, de todo lo cual yo el escribano doy fe. (Media firma del Juez y en-
tera de los acreedores, deudor y escribano: si alguno no sabe firmar, lo 
hard por él uno de los concurrentes.) 
Si el acuerdo de la junta hubiese sido denegatorio de la quita ó es-  
pera, 6 no hubiera podido tomarse por falta de número, se dictará la si-
guiente 
Providencia.— Juez Sr. N.—En atención á que el acuerdo de la junta  
ha sido denegatorio de la quita y espera solicitadas por D. Justo B., (b  
que no ha podido tomarse acuerdo por falta de número), se declara ter-
minado este incidente, y en libertad los interesados para hacer uso de sn  
derecho. Lo mandó. etc. 
Notificación al deudor solamente en la forma ordinaria.  
Si el acuerdo de la junta hubiese sido favorable al deudor, puede ser  
impugnado dentro de los diez días siguientes por cualquier acreedor de  
los citados personalmente que no haya concurrido, 6 que votó con la  
minoría y se reservó su derecho. Respecto de los que no hubieren sido  
citados personalmente, véanse los artículos 1145 á 4148. La impugnación  
sólo puede fundarse en alguna de las causas que expresa el art. 4449. El  
escrito se formulará como la demanda ordinaria, sin necesidad de conci-
liación, y se sustanciará por los trámites de los incidentes, como se ha  
explicado en el comentario del art. 4450.  
Pasados los términos fijados en los arts. 4444 y 
 1147 sin haberse he-  
cho oposición, se practicarán las diligencias siguientes: 
 
Escrito para que se lleve_á efecto el convenio. — M Juzgado. —I). Jos.  
A., en nombre de D. Justo B., etc., digo: Que han pasado los diez días de-
signados en el art. 4144 (6 en su caso los del 4447) de la ley de Enjui-
ciamiento civil sin que ninguno de los acreedores haya impugnado el  
acuerdo de la junta celebrada en tal dia concediendo á mi representado  
la quita y espera que había solicitado; por lo cual,  
Suplico al Juzgado que en cumplimiento de lo que dispone el art. 115 t 
de la ley citada, se sirva llamar los autos á la vista y mandar que se lleva  
á efecto el antedicho convenio, condenando á los interesados á estar y  
pasar por él, y que para su ejecución se practique tal y tal cosa, como  




Juez Sr. N.—Tráiganse tos autos á la vista para la re-
solución que corresponda. Lo mandó, etc.  
Tomo V 	 :te 
11 
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Notificación al procurador del deudor en la forma ordinaria. 
Auto. —En .. (luyar y fecha): el Sr. D. José M., Juez de primera ins-
tancia de la misma y su partido, en vista de estos autos instados por Doti 
Justo B. solicitando quita y espera: 
Resultando que en la junta de acreedores celebrada en tal dia se 
acordó por la mayoría conceder al deudor D. Justo B. la espera de cua-
tro años que había solicitado para pagar sus créditos, con la quita ó con-
donación del 25 por 400 de lo que importen: 
Resultando que son transcurridos con exceso los diez días que con-
cede el art. 4444 de la ley de Enjuiciamiento civil para impugnar dicho 
acuerdo, sin que se haya (techo oposición al" mismo: 
Considerando que en este caso procede lo que ha solicitado el deudor 
en su anterior escrito, con arreglo a lo que dispone el art. 4454 de la ci- 
tada ley, 
Dijo: Que debía mandar y mandó se lleve á efecto el convenio cele-
brado en la junta de acreedores anteriormente expresada, por el que se 
concedió al deudor D. Justo B. la espera de cuatro años para pagar sus 
créditos con la quita 6 condonación del 25 por 400 de lo que importen, 
declarando que deben estar y pasar por él los interesados no excluidos 
por la ley, y que son de cuenta del deudor todas las costas. (Se acordará 
también lo que sea necesario para llevar efecto el convenio cuando se 
haya solicitado.) Y por este su auto así lo proveyó, mandó y firma dicho 
señor Juez, de que doy fe. (Firma entera del Juez y del escribano.) 
Notificación en la forma ordinaria al deudor y á los acreedores que 
hayan sido citados personalmente para la junta y queden obligados al 
convenio. 
Contra este auto no se da recurso alguno. Se dictarán después las pr o-
videncias que sean necesarias para la ejecución del convenio, siempre a 
instancia de parte legítima. 
SECCIONES II Y Ill 
DECLARACIÓN DE CONCURSO Y DILIGENCIAS CONSIGUIENTES 
Escrito presentándose el deudor en concurso voluntario 
—D. José A. 
en nombre de D Justo B., etc., digo: Que las desgracias imprevistas é 
inevitables expresadas en la adjunta memoria, que han sobrevenido á mi 
representado, han disminuido su caudal de un modo tan considerable, 
que no le es posible satisfacer todas las obligaciones que sobre él pesan 
en la actualidad. Muy sensible le es verse reducido á este lamentable es-
tado y no poder pagar cumplidamente á todcs sus acreedores; pero no es 
suya la culpa, sino de sucesos que no ha estado en su mano evitar ni pre- 
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ver. No le queda, pues, otro medio que presentarse en concurso, hacien-
do cesión de todos sus bienes en favor de sus acreedores para que se los 
distribuyan en la forma correspondiente. 
A este fin, acompañando, como acompaño, firmados por mi poder-
dante, la relación de todos sus bienes con expresión de su valor, el es-
tado de sus deudas, y la memoria en que se consignan las causas que han 
motivado su presentación en concurso, según lo previene el art. 4 157 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentados estos documentos y 
el poder, en cuya virtud se me tenga por parte en nombre de D. Justo B. 
y por hecha la cesión de bienes que éste hace en favor de sus acreedores, 
se sirva tenerle por presentado en concurso voluntario, y acordando la 
formación de este juicio, mandar todo lo demás que proceda en justicia, 
que pido. 
Otrosí.—En el Juzgado de... se están siguiendo autos ejecutivos con-
tra mi representado á instancia de N., sobre pago de 40.000 pesetas_ 
También en este Juzgado, y por la escribanía de Z., se están sustanciando 
otros autos ejecutivos contra el mismo á instancia de M., sobre pago 
de 8.000 pesetas. Todos estos autos deben acumularse al p esente juicio 
universal, como está prevenido por la ley. Por lo tanto,—Suplico al Juz - 
gado se sirva así acordarlo, oficiando al Juez de... con testimonio del 
auto de declaración de concurso y de lo demás que estime V. S. necesario, 
A fin de que remita desde luego los autos que ante él penden, con citación 
del ejecutante, para que acuda al presente juicio á usar de su derecho, y 
requiriéndose al escribano Z., con testimonio de dicho auto, para qae 
pase al oficio del actuario los que se siguen por el suyo, con citación 
también del ejecutante. Pido justicia como antes. (Lugar, fecha y firma 
del letrado y procurador.) 
Auto de declaración de concurso voluntario.—Por presentado el ante-
rior escrito con la relación, estado y memoria que se acompañ in, y core 
el testimonio del poder, en cuya virtud se tiene por parte á D. José A. eu 
nombre de D. Justo B., propietario y vecino de esta villa; y 
Resultando que éste manifiesta en dicho escrito la imposibilidad en 
que se halla de satisfacer sus obligaciones pendientes, por lo cual acont-
paitando la relación de todos sus bienes, el estado ó relación individual 
de sus deudas, y la memoria que previene el art. 1157 de la ley de En-
juiciamiento civil, hace cesión de sus bienes á favor de sus acreedores, 
solicitando se le declare en concurso voluntario: 
Considerando que procede esta declaración conforme al art. 416(1 de 
dicha ley, por haberse llenado los requisitos exigidos en el 4457 antes 
citado; 
Se declara 4 D. Justo B. en concurso voluntario de acreedores, coma 
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lo solicita en lo principal de su anterior escrito, quedando en su virtud 
incapacitado para la administración de sus bienes: practíquese desde 
luego el embargo y depósito de todos los bienes del deudor, y la ocupa-
ción de sus libros y papeles, para lo cual se da comisión á uno de los  al-
guaciles asistido del presente escribano: se nombra por depositario á N., 
quien se haga saber para su aceptación, señalándole tantas pesetas dia-
rias por dietas, sin perjuicio de los demás derechos que le corresponden: 
practíquese también la retención de la correspondencia del deudor. oficián-
dose at efecto al administrador de correos para que la remita á este Juz-
g.tdo, donde se abrirá en la forma correspondiente: acumúlense á este 
juicio universal los autos ejecutivos que se mencionan en el otrosí del 
iterior escrito y en la forma que en él se solicita; y practicado todo, 
dese cuenta. Por éste su auto asi lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del concursado en la forma ordinaria. 
La ejecución de este auto y las demás actuaciones del concurso vo-
luntario se acomodarán á los del necesario, que luego se formularán. 
 
         
        
F.scr ito solicitando la declaración de concurso necesario.—Don Ma-
nuel L., en nombre de D. Pedro C., en los ejecutivos por mí instados con-
tra D. Justo B. sobre pago de pesetas, ante el Juzgado parezco y como 
más haya lugar en derecho, digo: Que despachada la ejecución contra 
et deudor D. Justo B., no se le han encontrado bienes libres de otra res-
ponsabi lidad en que hacer el embargo, pues todos los que tiene se halla-
ban 
 embargados anteriormente en las ejecuciones pendientes contra e l. 
snismo en este Juzgado, una por la escribanía de F., á instancia de Dori 
Juan I)., por treinta mil pesetas, y otra por la presente escribanía, á ins-
tancia de D. Pablo E., por veinticinco mil, según se ha consignado en l a. 
diligencia de embargo; así es que el alguacil y escribano han tenido que 
concretarse á reembargar los mismos bienes embargados en dichas eje- 
tuciones, sin perjuicio de los derechos de los interesados. Conocidamente 
m u son bastantes estos bienes, únicos que se reconocen al deudor, como 
ac expresa en dicha diligencia, para cubrir las cantidades indicadas por 
que se halla ejecutado, y mucho menos lo serán si resultan más acreedo-
res, como hay motivo para creerlo. Estamos, pues, en el caso previsto 
por el art. 4 458 de la ley de Enjuiciamiento civil; y mediante á que de los 
autos en que comparezco y de los dos testimonios que acompaño con re-
irrencia á las ejecuciones antes citadas resultan justificados los extremos 
que exigen dicho artículo y el 1459 para la solicitud que voy á deducir, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con los 
testimonios que acompaño y mandando que se una á los autos en .que 
-comparezco; en vista de todo se sirva declarar en concurso necesario de 
 
         
         
         
         
         
         
      
1C. 
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acreedores á D. Justo B., propietario y vecino de esta villa, acordando el 
embargo y depósito de todos sus bienes y lo demás que previene el ar-
ticulo 4473 de la ley antes citada, y dictar las demás providencias nece-
sarias para la sustanciación de dicho juicio de concurso; por ser así con-
forme á justicia, que pido con costas. (Lugar, fecha y firma de letrado y 
procurador.) 
Otrosí.—(Cuando haya otras ejecuciones pendientes ademas de las ri-
tadas en lo principal del escrito, convendrá hacer relación de ellas con 
expresión de los juzgados y escribanías en que radiquen, para que el Juez 
acuerde su acumulación en la forma que ordeña el art. 4486, según los 
casos.) 
Providencia.—Juez Sr. N.—Por presentado con los testimonios que 
se acompañan; únase todo á los autos ejecutivos en que comparece, y 
tráiganse á la vista para la resolución que proceda . Lo mandó, etc. 
!Notificación al procurador del ejecutante en la forma ordinaria. 
Auto de declaración de concurso necesario.—Resultando que en tai,fe-
cha, á instancia de D. Pedro C. se despachó ejecución contra D. Justo B., 
propietario y vecino de esta villa, para el pago de cien mil pesetas pro-
cedentes de un préstamo, y que al practicarse el embargo no se enron-
traron bienes algunos, libres de otra responsabilidad, en que verificarlo, 
por estar embargados todos los de la propiedad del deudor á las resultas 
de otras ejecuciones: 
Resultando que ademas de la ejecución de que se trata en estos autos, 
existen otras dos contra el mismo D. Justo B., pendientes también en 
este Juzgado, como se ha justificado con los oportunos testi monios: 
Considerando que según el art. 4459 de la ley de Enjuiciamientoci-
vil, D. Pedro C. tiene personalidad para solicitar la declaración de con-
curso del D Justo B., en razón á que a instancia de aquél se ha despa-
chado la ejecución pendiente en estos autos, y que por haber justificado 
los dos requisitos que exige el art. 4458, procede dicha declaracion, con-
forme á lo prevenido en el 4460; 
Se declara a D. Justo B. en concurso necesario de acreedores, que-
dando, en su virtud, incapacitado para la administración de sus bienes, 
lo que se le notificara a los efectos consiguientes: procédase desde lue go 
al embargo y depósito de todos los bienes del deudor, etc. (lo demás co-
mo en el auto de declaración de concurso voluntario antes formulado, 
acordando también la acumulación de los autos ejecutivos pendientes, con-
forme á lo prevenido en el art. 1186, según los casos). 
Notificación al concursado inmediatamente y al procurador del actor, 
en la forma ordinaria. 
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Notificación y aceptación del depositario.—(Téngase presente lo que 
se dispone en el art. 4480 ) 
Diligencia de embargo y-depósito de los bienes.—(Como en el juicio 
e,ecutivo, teniendo presente lo que se dispone en el art. 1175;  y si hu-
hiese necesidad de adoptar medidas preventivas para la seguridad de los 
bienes, podrá servir de modelo la diligencia de la pág. 407 ó la del 535 
del lomo 4 ", con las modificaciones propias del caso.) 
Diligencia de ocupación de log libros y papeles.— (Téngase presente lo 
que se ordena en la regla 4.a del art. 4175.) 
Notas de haberse pasado el oficio al administrador de correos, y los 
demás que sean necesarios. 
Acumulación de autos ejecutivos.—(So acordará y llevará á efecto en 
la forma que se ordena en el art. 4186 para los diferentes casos que pue-
den ocurrir La diligencia para acreditar la acumulación en los autos de 
concurso, como la de la pág. 396 del tomo 4.° Aquellos formularios ser-
virán también para las acumulaciones á que se refiere el art. 1187.) 
Retención de la correspondencia.—(Se pondrá nota en los autos del 
número de cartas que se reciban diariamente dirigidas al concursado. El 
3 uez dictará providencia, señalando el dia y hora en que haya de compa-
recer el concursado para abrir ta correspondencia; si ésta fuese frecuente 
numerosa, de una vez se fijarán los días ó periodos en que haya de 
comparecer el deudor para abrirla. Lo mismo, y con la urgencia que el 
caso requiera, se hará con la correspondencia telegráfica, si se sabe ó 
presume que pueda tenerla el deudor, en cuyo caso se pasará también 
oficio al jefe del telégrafo para que la ponga á disposición del Juzgado.) 
Diligencia de apertura de la correspondencia.—En... (lugar y te-
tha); en cumplimiento de lo mandado, ante el Sr. Juez compareció el con-
cursado D. Justo B., y habiéndole puesto de manifiesto las tantas cartas 
-recibidas con sobre para él, procedió por si mismo á su apertura á pre-
sencia del Sr. Juez y de mí el escribano, y resultando que cuatro de ellas 
no se referían á sus bienes ó negocios, le fueron entregadas en el acto, 
quedando retenidas en poder del presente escribano las otras cuatro, fe-
chadas en... y suscritas por..., por ser referentes a negocios que el deudor 
tiene pendientes y que pueden interesar al concurso. Y para que conste 
se acredita por la presente, que firma el deudor con el Sr. Juez, de que 
doy fe. (Media firma del Juez y entera de los demás.) 
Contra el auto declarando el concurso no procede la apelación, sino 
la oposición dentro de los tres días siguientes al de la notificación, en la 
forma siguiente: 
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Escrito del deudor oponiéndose á la declaración del concurso.—Don 
José A., en nombre de D. Justo B., etc., digo: Que ayer se notificó á mi 
parte el auto de tal fecha, declarándole en concurso necesario. Existen 
razones legales para demostrar la improcedencia de esta declaración, que 
tanto perjudica al crédito é intereses de mi representado; por lo que, en 
usó del derecho que concede al deudor el art. 4462 de la ley de Enjuicia-
miento civil, me opongo á ella en su nombre. 
Suplico al Juzgado se sirva haberme por opuesto, y mandar que con 
suspensión de lo acordado en dicho auto, se me entreguen los autos para 
formalizar la oposición, por ser así conforme á justicia, que pido con cos-
tas. (Lugar, fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Juez Sr. N.—Por opuesto, y comuníquensele los autos 
para que dentro de cuatro días improrrogables formalice la oposición: sin 
perjuicio de ella. llévese desde luego a efecto el embargo y depósito de 
los bienes, la ocupación de los libros y papeles, y la retención de la co-
rrespondencia del deudor, decretadas en el auto de declaración de con-
curso; A cuyo fin, con testimonio del mismo, de las actuaciones practica-
das sobre estos extremos y de esta providencia, fórmese ramo separado. 
El Sr., etc. 
Nolificación al procurador del concursado y al del actor, en la forma 
ordinaria. 
Arota de haberse formado el ramo separado. 
Otra de entrega de los autos al procurador del deudor. 
La oposición se sustanciará por los trámites de los incidentes, con en-
trega de los autos y sin copias de los escritos; pero limitando á cuatro 
días el término del traslado, y á diez improrrogables el de prueba. Véan-
se los artículos 4 165 y 4466. 
Si se deja sin efecto la declaración de concurso, se hará lo que se cr• 
dena en los arts. 1167 á 4469. 
Cuando la oposición so deduzca por algün acreedor, se practicará lo 




Transcurridos los tres días después de la notificación sin haberse 
opuesto el deudor, ó ejecutoriada la declaración de concurso necesario, 
se dictará la siguiente 
Providencia.—Juez Sr. N.— En atención a que ha sido consentida (6 
ejecutoriada) la declaración del concurso, hágase saber al concursado 
que en el término de tercero día presente la relación de sus acreedores 
y la memoria de las causas que hayan motivado su concurso, preveni- 
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das en los núms. 2.° y 3. 0 del art. 4467 de la ley de Enjuiciamiento ci -
vil, y hecho, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación al concursado, al procurador del concursante y al de-
positario administrador, que tiene la representación del concurso, en la 
forma ordinaria. 
Cuando sea notoria la insuficiencia de dicho término de tres días, po-
drá ampliarlo el Juez por el que estime necesario, bien en la misma pro-
videncia, ó á instancia del concursado. 
Transcurrido dicho término, ha de darse á los autos el curso corres-
pondiente, aunque el concursado no haya presentado la relación y me-
moria prevenidas, cuya omisión producirá los efectos que determina el 
art. 4190, y por consiguiente no debe apremiársele para que lo verifique. 
Rebeldía del concursado.—Si éste se ausenta del lugar del juicio sin 
dejar persona con poder bastante para que le represente en el concurso, 
á instancia del depositario ó de algún acreedor que sea part e en el juicio, 
se le llamará por edictos para que dentro de nueve días se persone en los 
autos por medio de procurador, y si no lo verifica, acusada la rebeldía, 
será declarado en ella, haciéndole en estrados las notificaciones y cita-
dones, como se previene en el art.  4 49e, con referencia al 269 y al 281, 
quo podrán verse con los formularios á ellos correspondientes. 
SECCIÓN I V 
CITACIÓN DE LOS ACREEDORES Y NOMBRAMIENTO DE SÍNDICOS 
Luego que sea firme la declaración de concurso, tanto voluntario como 
necesario, sin perjuicio de continuar ejecutando las diligencias para el 
embargo y depósito de los bienes y las demás expresadas en la sección an-
terior, se dictará la siguiente . 
Providencia.—Sin perjuicio de continuar ejecutando las diligencias 
acordadas, publíquese por medio de edictos la declaración de concurso 
de D. Justo B., con la prevención de que nadie haga pagos al concursado, 
bajo pena de tenerlos por ilegítimos, debiendo hacerlos, mientras no sean 
nombrados los síndicos, al depositario del concurso D. N., domiciliado 
en esta ciudad, calle de..., nám...: citese por los mismos edictos á los 
acreedores para que se presenten en el juicio con los títulos justificativos 
de sus créditos, por sí ó por'apoderado con poder bastante, convocándolos 
á la vez á junta general para el nombramiento de síndicos, cuya junta se 
celebrará en la sala audiencia de este Juzgado el día tantos, 1 ta l hora: 
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(Han de mediar de 20 á 40 días desde la publicación de los edictos, de 
suerte que puedan concurrir los acreedores que se hallen en la Penín-
sula, y si fuere insuficiente ese término para las operaciones que en 
él han de practicarse por ser extraordinario el número de acreedores, 
podrá ampliarlo el Juez por el tiempo que estime necesario.) publiquense 
y fíjense los edictos en los sitios públicos de costumbre de este Juzgado 
y del lugar del domicilio del concursado, é insértense en el Diario de 
Avisos de esta ciudad (si lo hubiere) y en el Boletín oficial de la pro-
vincia (y también en la Gaceta de Madrid cuando el Juez lo estime con-
veniente), dirigiéndose para ello las comunicaciones necesarias; sin per-
juicio del llamamiento por edictos, citese personalmente por medio de 
cédula con el fin antedicho á todos los acreedores, cuyos domicilios sean 
conocidos, comprendidos en la relación presentada por el concursado,, 
expidiéndose al efecto las cartas-órdenes y exhortos que sean necesarios: 
citese también al concursado para dicha junta; y con los títulos de los 
créditos, y por el orden en que se vayan presentando, fórmense el ramo 
separado y la relación nominal que previenen los arts. 4204 y 4207 de la 
ley de Enjuiciamiento civil. Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria al depositario en representación 
del concurso, al procurador del concursado si se ha mostrado parte, y al 
del que haya promovido el concurso necesario. 
Corresponde al escribano la ejecución de lo acordado en la providen-
cia que precede. Lo primero será extender y publicar los edictos, los que 
han de contener todos los extremos que se expresan en la providencia, 
acreditándolo en los autos con las diligencias y notas oportunas. Las ci-
taciones á los acreedores cuyos domicilios sean conocidos y al concur-
sado se harán por cédula, conforme al art. 272. 
Los formularios para todas estas actuaciones pueden verse en sus lu-
gares respectivos. 
Ramo separado con los títulos de los créditos.—Los acreedores, para 
que sean considerados como tales en el concurso, han de presentarse en 
él con los títulos de sus créditos, si rs que baste para ello el que estén in-
cluidos en la relación presentada por el deudor. Los de las ejecuciones 
acumuladas habrán de presentarse también, refiriéndose á los títulos en 
ellas presentados. Si se hace por medio de procurador ó de apoderado, 
ha de acompañarse el poder, que se unirá á los autos con los títulos de 
los créditos. 
La presentación puede hacerse por comparecencia ante el actuario, ó 
por medio de escrito, á elección del acreedor, extendiéndose aquélla ó 
éste en el papel timbrado correspondiente á la cuantía del crédito. En 
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ambos casos, debe el actuario dar recibo de los títulos de crédito que 
[se presenten, haciéndolo constar en 'la misma comparecencia ó en la 
nota de presentación. 
El ramo separado se encabezará con la primera comparecencia ó es-
crito que se presente, expresando su objeto en la carpeta, y á él se irán 
agregando los que se presenten en lo sucesivo, con los títulos de sus 
créditos, numerándolos por el orden correlativo de su presentación, cuyo 
orden se seguirá con la misma numeración en la relación individual ó 
estado que debe ir formando el actuario, conforme á los artículos 4207 
y 4208. 
Además de dicha numeración ha de foliarse por hojas útiles el ramo 
separado, como se da por supuesto en el art. 4208. 
Comparecencia de un acreedor en el concurso.—En... (lugar y'echa), 
ante mi el infrascrito escribano compareció D. José Ruiz y Gil, viudo, . 
comerciante, domiciliado en esta villa, calle de..., núm..., con cédula 
personal de tal clase, núm..., que exhibe y se le devuelve, manifestando 
ser acreedor de D. Justo B. por la cantidad líquida de... pesetas, según 
resulta del pagaré que presenta, extendido en el timbre correspondiente 
y firmado por el D. Justo B. en tal fecha, á pagar en metálico el primero 
del corriente, con el interés anual del 6 por 100, asegurando que no obra 
en su poder ni en el de tercera persona prenda ni otra garantía de este 
crédito, y pide se le tenga por presentado en el concurso de dicho se-
ñor, reclamando su crédito á los efectos consiguientes. En cumplimiento 
de lo mandado, le doy el correspondiente recibo del título de crédito que 
ha presentado. Y para que conste lo acredito por la presente, que firmo 
con el interesado (0 un testigo á su ruego si no sabe firmar), de todo lo 
cual doy fe. (Firma entera del interesado y del actuario.) 
Nota.—Queda unido á continuación el título de crédito á que se re-
fiere la anterior comparecencia, y con estas actuaciones formo el rama 
separado que está prevenido para reunir en él los títulos de los crédi-
tos, correspondiendo el núm. 4. 0 á dicho acreedor (ó uno estas actuacio-
nes al ramo separado correspondiente), de que doy fe. (Lugar, fecha y 
media firma del actuario.) 
Escrito de un acreedor presentándose en el concurso.—Al Juzgado-
de...—D. Juan Pérez y Sanz, casado, propietario, domiciliado en esta 
villa, calle de..., núm..., con cédula personal de tal clase, núm... expe-
dida en..., que exhibo, ante el Juzgado parezco en el concurso de acree-
dores de D. Justo B., y como mejor proceda. digo: Que en cumplimiento 
de la citación que se me ha hecho en virtud de providencia de este Juz-
gado, me presento en dicho concurso como acreedor que soy del Don 
Justo B. por la cantidad liquida de cinco mil quinientas pesetas, proce-
dentes de préstamo sin interés, y cuyo crédito justifico con la escritura 
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que acompaño, otorgada en tal fecha ante el notario de esta villa D. N..., 
por la cual el D. Justo B. reconoció la deuda y se obligó á pagármela en 
el plazo de dos años. Por tanto, y haciendo la manifestación que previene 
la ley, de que no existe en mi poder, ni en el de un tercero, prenda ni 
otra garantía á mi favor, 
Suplico al Juzgado se sirva tenerme por presentado en dicho juicio 
de concurso con el titulo de mi crédito de 6.500 pesetas que reclamo y 
mandar se una todo al ramo correspondiente, á los efectos que procedan 
en justicia, que pido con costas. (Lugar, fecha y firma del interesado, y 
si no sabe, de olr,z persona 4 su ruego: no se necesita la intervención de 
procurador ni de abogado.) 
Nota de presentación y recibo.—Doy fe de que en este día D. Juan 
Pérez y Sanz ha presentado en mi escribanía el anterior escrito con el 
documento justificativo de su crédito á que se refiere, de cuyo docu-
mento le he dado el correspondiente recibo. También he comprobado la 
cédula personal, que exhibe y le devuelvo, con los datos que consigna 
en dicho escrito, y resulta conforme. (Lugar, fecha y media firma del 
actuario.) 
Providencia.—Se tiene por presentado á D. Juan Pérez y Sanz en el 
juicio de concurso de D. Justo B. como acreedor del mismo, con el título 
jústificativo de su crédito, y únase todo al ramo correspondiente. Lo 
mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria al interesado solamente. 
Nombramiento de sindicos.—Tienen derecho á tomar parte en la 
junta para la elección de síndicos los acreedores que se hayan presentado 
con los títulos de sus créditos con 48 horas de antelación á la señalada 
para la celebración de la junta. Esta se constituirá con los que concurran, 
cualquiera que sea su número y el pasivo que representen. 
Acta de la junta para la elección de síndicos.—En... (lugar y fecha), 
á tal hora (la señalada), el Sr. Juez de primera instancia de este partido 
se constituyó en audiencia pública con mi asistencia y la del alguacil de 
guardia para celebrar la junta de acreedores del concurso de D. Justo B., 
en la que ha de verificarse la elección de síndicos, y concurrieron para 
tomar parte en dicha junta los acreedores siguientes: 
D. José Orts y Pérez, que ocupa el núm. 20 en la relación formada 
por mí el actuario, y reclama un crédito de diez mil pesetas; acompañado 
de su letrado D. F. 
D. Pedro Ruiz y Marzo, que tiene el núm. 6 en dicha relación y 
reclama doce mil pesetas, y en su nombre y representación D. N., pre-. 
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sentando el poder otorgado a su favor por aquél en tal fecha ante el 
notario de Madrid D. F., que examinado por el Sr. Juez y encontrándolo 
bastante, mandó que sea admitido dicho apoderado, uniéndose el poder á 
los autos También exhibió el D. N. su cédula personal, que es de tal 
clase y núm..., expedida, etc. 
(En igual forma se tomará nota de todos los acreedores que concurran, 
admiti'ndose tan sólo k los que estén comprendidos en la relación for-
mada por el actuario. También se consignará, en su caso, la concurren-
cia del concursado, si lo verifica por sí 6 por su procurador.) 
No habiendo concurrido otros acreedores mas que los que quedan 
anotados, el Sr. Juez tuvo por constituida la junta con ellos, y de su 
orden yo el actuario lei en alta voz los artículos 1210 al 4243, 4215 y 1246 
de la ley de Enjuiciamiento civil, que se refieren al nombramiento de 
síndicos, y acto continuo, y de la misma orden, di cuenta á la junta de los 
antecedentes de la declaración del concurso y del resultado de las dili-
gencias de ocupación de bienes, libros y papeles (ó de su estado, si no 
estuvieren terminadas, y en su caso de la oposición del concursado y de 
cualesquiera otros incidentes que hayan ocurrido). 
Llenadas estas formalidades, el Sr. Juez anunció á los concurrentes 
que iba á procederse á la elección de síndicos, advirtiéndoles que ésta 
había de recaer en acreedores presentes, que reunan los requisitos deter-
minados en el art. 4245 de la ley de Enjuiciamiento civil, del que se dió 
lectura nuevamente; que serían tres los síndicos, á no ser que todos los 
concurrentes convinieran en nombrar uno ó dos, haciendo en este caso 
la elección de la persona precisamente por unanimidad, y que la elección 
de los tres ha de hacerse en dos votaciones nominales, la una para los 
dos primeros síndicos por la mayoría relativa del capital, y la otra para el 
síndico tercero por la mayoría relativa de votos, como previene la ley. 
Con estas advertencias, y sin que nadie propusiera que sean menos 
de tres los síndicos, de orden del Sr. Juez se procedió á la votación no-
minal para la elección de los síndicos primero y segundo, tomando yo 
el actuario la correspondiente nota de los votos emitidos, con interven-
ción de los acreedores A. y Z., y después de haber votado todos los acree-
dores concurrentes, se practicó el escrutinio, que dió el resultado si-
guiente: 
F. y M. obtuvieron tres votos de los Sres. A., B. y C., que represen-
tan un capital ó pasivo de doscientas mil pesetas, a que ascienden en 
junto los créditos que reclaman. 
N. y P. obtuvieron quince votos de los Sres. D., E., F., G., etc. (se 
consignarán los nombres de los votantes), cuyos créditos reclamados im-
portan en junto ciento cincuenta mil pesetas. 
Resultando, por consiguiente, elegidos síndicos primero y segundo 
los Sres. F. y M., que se hallan presentes, por haber obtenido á su 
 fa- 
DEL CONCURSO DE ACREEDORES 	 293 
vor los votos que representan la mayoría relativa del capital 6 del pa-
sivo. 
Publicada esta elección, acordó el Sr. Juez se procediera á la del sui-
dico tercero, advirtiendo que no podían tomar parte en ella A., B., y C., 
por haber formado con sus votos la mayoría del capital, que ha servido 
para el nombramiento de los síndicos primero y segundo, y verificada la 
votación nominal, tomando yo el actuario la correspondiente nota, con 
intervención de los acreedores H. y Z., después de haber votado todos los 
que tienen derecho para ello, se practicó el escrutinio, dando el siguiente 
resultado: 
N. obtuvo ocho votos de los Sres. D., E., F., etc. 
P. obtuvo siete votos de los Sres. H., I., J., etc. 
Resultando , por consiguiente , elegido síndico tercero el Sr. N., . 
que está presente, por haber reunido el mayor número de votos de los 
acreedores que han tomado parte en esta elección. (Si resultare empate, 
se hará lo que se crdena en el párrafo 2.° del art. 1243). 
Y publicada también esta elección sin protesta (ó consignando las que 
se hagan), el Sr. Juez, después de manifestar que quedaban nombrados 
síndicos del concurso de D. Justo B., primero y segundo F., y M., y ter-
cero N., dió por terminado el acto; y leída y aprobada la presente acta, 
la firma dicho Sr. Juez con los acreedores concurrentes y el concursado 
(si también hubiere asistido), de todo lo cual doy fe. (Media firma del 
Juez, y entera de los acreedores y concursado concurrentes y del ac-
tuario.) 
A continuación de la junta, haya 6 no oposición, se dictará la si-
guiente 
Providencia.—Hágase saber á F., M. y N. el nombramiento de sindi-
ces de este concurso, recaído á su favor, para que acepten el cargo yju-
ren desempeñarlo bien y fielmente, y hecho, póngaseles en posesión, dán-
dolos á reconocer por el actuario á las personas que ellos mismos desig-
nen, si lo creen necesario: publíquese además su nombramiento por edic-
tos, que se fijarán en los sitios de costumbre é insertarán en los periódicos 
oficiales en que se publicó la convocatoria para la junta, previniéndose 
en ellos que se haga entrega á los síndicos de cuanto corresponda al 
concursado, bajo pena de tener por ilegítimos los pagos: déseles testimo-
nio del acta de la junta en que han sido nombrados, si lo pidiesen, para 
acreditar su personalidad; y ejecutadas estas diligencias, dése cuenta. I.o 
mandó, etc. 
Nolviicación al depositario, en la forma ordinaria. 
Notificación, aceptación y juramento de los síndicos. 
Nota de haberse expedido y publicado los edictos. 
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Impugnación de la elección de s£ndicos.—Puede hacerla el deudor 4 
cualquier acreedor de los presentados en el juicio con los títulos de sus 
créditos, que no haya concurrido á la junta, ó que, habiendo asistido, 
hubiere disentido de la mayoría y protestado en el acto contra la elec-
ción. Sólo puede fundarse en alguna de las tres causas determinadas en 
el art 4224. 
Para que sea admitida la impugnación, ha de presentarse el escrito, 
con procurador y abogado, dentro de los tres días siguientes al de la 
junta, si á ella hubiere asistido el que se oponga, y en otro caso dentro 
del mismo término, á contar desde la publicación de los edictos que con-
tengan el nombramiento de síndicos. Presentado este escrito, sin necesi-
dad de razonarlo, al que se pondrá nota de presentación por ser de tér-
mino perentorio, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por presentado en tiempo el anterior escrito, y para 
sustanciar la impugnación á que se refiere, fórmese pieza separada, á 
costa de esta parte, con su escrito original y testimonio del acta de la 
junta de elección de síndicos (y los demás particulares que el Juez estime 
necesarios, según la causa en que se funde), y hecho, dése cuenta. 
Notificación en la forma ordinaria sólo al procurador de la parte que 
ha presentado el anterior escrito. 
Formada la pieza separada, lo que se acreditará por nota en los autos 
principales, dará cuenta el actuario, y se dictará en ella la siguiente 
Providencia.—Comuníquese esta pieza al procurador de la parte opo-
sitora para que dentro de cuatro días formalice la oposición. 
Notificación á dicha parte en la forma ordinaria. 
Esta oposición ha de sustanciarse por los trámites establecidos para 
los incidentes, en los artículos 749 y siguientes, con el síndico ó síndi-
cos cuya elección sea impugnada. El escrito formalizándola habrá de 
formularse, como toda demanda, numerando los hechos y fundamentos 
de derecho y acompañando copias del escrito y documentos que se pre-
senten. De dicho escrito se dará traslado por seis días al sindico ó síndi-
cos contra quienes se dirija, con entrega de las copias para que lo eva-
cuen en su vista. Se recibirá á prueba el incidente, si ambas partes lo 
solicitan en dichos escritos, ó si el Juez lo estima procedente cuando lo 
pida una sola, practicándose lo demás establecido para los incidentes. La 
sentencia que recaiga será apelable en ambos efectos. 
Sin perjuicio de esta oposición y de su resultado, entrarán los síndi-
cos en el ejercicio de su cargo, y seguirá la sustanciación del juicio de 
concurso, dividiéndolo en las tres piezas que previese el art. 4327, luego 
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que los síndicos se hayan hecho cargo de los bienes, libros y papeles del 
concurso, formándose además los ramos separados de cada una de ellas 
que sean necesarios. 
SECCIÓN V. 
PIEZA 1. 3—DE LA ADMINISTRACIÓN DEL CONCURSO. 
Se da el nombre de pieza 4.a al ramo de autos que contiene la de-
claración de concurso y todas las actuaciones posteriores formuladas 
hasta aquí, ó sea la que constituye la pieza principal y originaria del 
juicio. En ella seguirá sustanciándose todo lo que se refiera á la admi-
nistración del concurso, y se dictarán en oportuno estado las providen-
cias para la formación de las piezas segunda y tercera. 
Publicado el nombramiento de los síndicos, como se ha dicho en la 
sección anterior, haya ó no oposición á la elección de los mismos, se 
dictará la siguiente 
Providencia.—Ilágase entrega á los síndicos de los bienes, efectos, 
libros y papeles del concurso bajo inventario, y bajo recibo, que se ex-
tenderá en los autos, del resguardo ó resguardos de los depósitos del di-
nero, efectos públicos, y alhajas (si los hubiere), sin perjuicio de con-
tinuar estos depósitos á disposición del Juzgado en el establecimiento 
donde se hallan, dándose comisión al presente escribano; hágase saber 
al depositario que mediante á que cesó en su cargo tal día en que toma-
ron posesión los síndicos, entregue á éstos la administración y los bie-
nes puestos bajo su custodia, y que dentro de quince días rinda su cuenta 
justificada: prevéngase á los síndicos que el día último de cada mes (6 
en los períodos que el Juez crea conveniente señalar; según las circuns-
tancias del caso) presenten un estado ó cuenta de administración, for-
mándose con estos estados el ramo separado de cuentas, que con la pieza 
primera y los demás ramos que de ella se formen, se tendrán en la es-
cribanía á disposición de los acreedores y del concursado que quieran 
examinarlos; y hecho lodo, vuélvase a dar cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los síndicos, al depositario y al concursado en la forma 
ordinaria. 
La entrega de los bienes, libros y papeles y de los resguardos de de-
pósitos se hará en la forma explicada en el comentario al art. 4228 (pá-
ginas 429 y siguientes de este tomo). Luego que esté hecha la entrega de 
todo, ó la de los libros y papeles, si hubiere dilaciones para la de los bie-
nes, dará cuenta el actuario, y se dictará la siguiente 
Providencia para la formación de la pieza ta —Con testimonio lite-
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esta providencia, fórmese la pieza 2.a del concurso, corriendo con ella el , 
 ramo separado formado para la presentación de los acreedores con los tí-
tulos de sus créditos y los juicios ejecutivos acumulados al presente, 
y hecho, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los síndicos y al concursado en la forma ordinaria. 
Diligencia de haberse formado la pieza 2.a en los términos acorda-
dos.—Sin dilación se pondrá en dicha pieza la providencia, que se for-
mulará en la sección siguiente, y en la misma pieza 4.a, la que sigue: . 
Providencia para preparar la formación de la pieza 3.a—Entréguese 
A los síndicos esta pieza 4.a para que dentro de treinta días, y previo . 
el examen de los libros y papeles del concursado, manifiesten en exposi-
ción razonada y documentada el juicio que hayan formado del concurso 
y de sus causas, formulando las conclusiones ó pretensiones que estimen 
procedentes: mientras tanto queden en la escribanía el ramo separado de 
cuentas, y los demás relativos á la administración del concurso. 
Sr..., etc. 
Notificación á los síndicos y al concursado en la forma ordinaria. 
Con la exposición de los síndicos, á que se refiere la providencia an-
terior, se formará la pieza 3.a según luego veremos. En la 4.a se ac-
tuará todo lo relativo á la administración y enajenación de los bienes, 
y rendición de cuentas. No ofrecerán dificultad los formularios de estas 
actuaciones, ateniéndose á lo dispuesto para cada caso en los artícu-
los 1234 y siguientes, y á las explicaciones dadas en sus comentarios. 
Luego que queden terminadas las tres piezas, con todas sus inciden-
cias, se cerrará el juicio con el siguiente auto que se extenderá en esta 
pieza 1 .a: 
Auto 
 dando por terminado el juicio.—Resultando que sustanciado 
este juicio de concurso con arreglo á la ley, ha quedado terminado con 
la venta de todos los bienes del deudor y la distribución de su producto 
 
á los acreedores, y la rendición y aprobación de las cuentas de los sin-
dicos: 
Resultando... (lo que resulte de la pieza 2.a sobre el pago total é 
parcial de los acreedores). 
Resultando... (lo que resulte de la pieza 3.a sobre la calificación del
. 
concurso). 
Considerando que en tal estado procede dar por terminado el juicio,
. 
publicando su resultado definitivo, y la, rehabilitación del concursado, 
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conforme á lo prevenido en los artículos 4247 y 4248 de la ley de En-
juiciamiento civil; 
Se da por terminado este juicio, y se declara la rehabilitación del 
concursado D. Justo B.: publíquese el resultado definitivo del concurso 
y dicha rehabilitación, notilicándolo personalmente por cédula á los 
acreedores que tienen domicilio conocido y no han cobrado por comple-
to, librándose para ello los despachos y exhortos necesarios, sin perjui-
cio de hacerlo también por edictos, que se fijarán é insertarán en los 
mismos sitios y periódicos en que se publicó la declaración del concurso; 
y hecho todo y acreditado en forma, archívense estos autos con las de-
más piezas y ramos del concurso y con los libros y papeles útiles del 
concursado (fuera del caso determinado en el art. 4246). 
Y por éste su auto así lo acordó, mandó y firma, etc. 
Acreditado el cumplimiento de este auto con las notificaciones, dili-
gencias y notas correspondientes, se archivarán los autos en la escriba-
nía, como en él se ordena. 
SECCION VI. 
PIEZA 2.'—DEL RECONOCIMIENTO, GRADUACIÓN Y PAGO DE LOS CRÉDITOS. 
 
4.° Reconocimiento de créditos.—Así que esté formada la pieza 2. 4, 
conforme á lo mandado en la providencia antes formulada, dará cuenta 
el actuario y se dictará en ella la siguiente 
Providencia.—Comuníquese á los síndicos esta pieza con el ramo 
separado y autos á ella agregados, para que dentro del término de... (el 
que el Juez crea necesario, sin que pueda pasar de treinta días), y con 
vista de los títulos de crédito presentados y de los libros y papeles del 
deudor, practiquen el examen y liquidación de los créditos, dando su 
dictamen sobre el reconocimiento de cada uno de ellos en la forma que 
previene la ley. Lo mandó, etc. 
Notificación á los síndicos y al concursado en la forma ordinaria. 
Los síndicos formarán los tres estados que previene el art. 4251, y 
los presentarán al Juzgado por comparecencia, 6 por medio de escrito, 
dentro del término señalado, transcurrido el cual sin haberlos presentado, 
deben ser apremiados de oficio, conforme al art. 4252. Luego que pre-
senten dichos estados, se dictará la siguiente 
Providencia convocando á junta para el reconocimiento de créditos.—
Convóquese á junta de acreedores para el reconocimiento de créditos, 
señalando para celebrarla el dia... (han de mediar de quince á treinta 
dies dende la convocatoria), á tal hora, en la sala audiencia de este Juz- 
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gado: cítese para ella por medio de cédula al concursado y a tos acree-
dores que tengan su domicilio 6 representación en esta villa, y á los de-
más (si los hubiere) por edictos, que se fijarán en los sitios de costum-
bre é insertarán en el Diario de Avisos (si lo hay), y en el Boleli a oficial 
de la provincia (y también en la Gaceta de Madrid cuando el Juez lo 
estime conveniente): pónganse de manifiesto en la escribanía el dicta-
men de los síndicos y los títulos de los créditos á los acreedores y al 
deudor que quieran examinarlos. Lo mandó, etc. 
Arotificación á los síndicos en la forma ordinaria. 
Citaciones y edictos, como en las juntas anteriores. 
Acta de la junta para el reconocimiento de créditos.—(Podrà servir 
de modelo la formulada anteriormente para la quita y espera, teniendo 
presente lo que dispone el art. 4255, y también en sus casos el 4256 y 
el 4258.) 
Si sobre el reconocimiento ó exclusión de algún crédito no resultare 
acuerdo de la junta, por no haberse reunido las dus mayorías de votos y 
cantidades que exige la regla 6.x del art. 4439, concluida la junta, el 
Juez llamará los autos á la vista, y sin más trámites ni citación, resol-
verá por medio de auto lo que crea arreglado á derecho sobre el crédito ó 
créditos á que se refiera la disidencia, reconociéndolos, excluyéndolos ó 
dejándolos pendientes de reconocimiento. Lo mismo se practicará res-
pecto de todos los créditos, cuando no haya podido constituirse la junta 
por falta de número para tomar acuerdo, conforme al art. 4138. 
Los síndicos deben comunicar á cada uno de los acreedores el acuerdo 
de la junta 6 la resolución del Juez sobre su crédito respectivo, inme-
diatamente y sin esperar á que sean firmes los acuerdos, en la forma que 
sigue, en papel común 6 sin timbre del Estado. 
Documento que ha de darse á los acreedores reconocidos.—Como sín-
dicos del concurso de acreedores de D. Justo B. acreditamos por este do-
cumento: Que en la junta general de acreedores celebrada en tal dia, bajo 
la presidencia del Sr. Juez de primera instancia de esta villa y autorizada 
por el escribano N , en cuyo oficio radican los autos de dicho concurso 
(ó por auto de tal fecha) ha sido reconocido el crédito de... pesetas, pro-
cedente de préstamo sin interés, que ha reclamado D. Luis H., fundado 
en la escritura de obligación con hipoteca que otorgó a su favor el Don 
Justo B. en tal fecha ante D. N., notario de esta villa. Y para resguardo 
de dicho D. Luis H. y en cumplimiento de lo que ordena el art. 4 259 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, le damos el presente con el visto bueno 
del Sr. Juez que conoce del concurso en... (lugar y fecha).—v "V ° B.o—
El Juez de 4.a instancia (firma entera). —Los síndicos (firma entera.) 
Diligencia de entrega del anterior documento.
—Doy fe de haber en- 
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tregado en este día (ó remitido por el correo' á cada uno de los acree-
dores reconocidos en la junta celebrada en tal dia (6 por el Juez, en sec 
 caso) que lo son N., N. etc., el documento que previene el art. 4359 de 
la ley de Enjuiciamiento civil firmado por los síndicos, con el V.° B.° del 
Sr. Juez. (Lugar, fecha y media firma del escribano.) 
Carla circular á los acreedores no reconocidos.—Sr. D...—(Lugar 
y fecha).—Muy señor nuestro: Por acuerdo de la junta general de acree-
dores á los bienes de D. Justo B., celebrada en el dia tantos (ó por re-
solución del Sr. Juez de primera instancia en auto de tal fecha), ha 
sido excluido y no reconocido el crédito de... pesetas que V. recla-
maba en este concurso. Lo que participamos á V. en cumplimiento de lo 
que ordena el art. 4260 de la ley de Enjuiciamiento civil, á los efectos 
consiguientes.—Somos de V. con toda consideración atentos y S. S. que 
B. S. M.—Los síndicos (firma entera). 
Diligencia de haber remetido la carta anterior.—Doy fe de haber 
puesto por mí mismo en el correo (ó entregado) la carta circular cuya 
copia se pone á continuación, dirigida á los acreedores que no han sido 
reconocidos, á saber: D. Pedro B., residente en ..., etc. (Lugar y fecha 
y media firma del escribano.) 
Los acuerdos de la junta de reconocimiento, y los del Juez en su caso, 
pueden ser impugnados dentro de ocho días por el deudor o por los 
acreedores que expresa el art. 4264. Sobre la impugnación de cada cré-
dito se formará ramo separado, que se sustanciará con los síndicos y 
los interesados por los trámites de los incidentes, siendo apelable en am-
bos efectos la sentencia que recaiga. 
También puede reclamarse dentro de tres días la nulidad de la junta 
por las causas y por el deudor y acreedores que se determinan en el ar-
tículo 4265. Esta impugnación se sustanciará en la pieza 2.", con sus-
pensión de la misma, por los trámites de los incidentes, y con apelación 
en ambos efectos, pero reduciendo á cuatro días el término para formali-
zar la oposición, como en la de la junta para la elección de síndicos, cu-
yos formularios podrán servir de modelo para este caso. 
2.° Graduación de créditos.—Si se promueve el incidente de nulidad 
de la junta de reconocimiento, luego que sea firme la sentencia que en 
él recaiga, y en los demás casos luego que transcurran los ocho días 
concedidos para impugnar los acuerdos de la junta ó del Jupz, y forma-
dos en su caso los ramos separados sobre cada impugnación, se dictara 
la siguiente 
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Providencia convocando k junta para la graduación de créditos.--
Convoquese á junta de acreedores para la graduación de créditos, seiia-
lando para celebrarla el día... (han de mediar de 15 ú 30 días desde la 
convocatoria, ei no ser que el Tuez estime necesario ampliar este terr,iino• 
por lo extraordinario del concurso), á tal hora en la sala audiencia de 
este juzgado: cítese para ella al concursado y á los acreedores cuyos cré-
ditos han sido reconocidos y (en su caso) a los pendientes de reconoci-
miento, cuya citación se hará en la forma que se ordenó para la junta de 
reconocimiento: hágase saber á los síndicos que formen con la anticipa-
ción necesaria, para dar cuenta a dicha junta, los cuatro estados que pre-
viene el art. 1268 de la ley de Enjuiciamiento civil, sujetándose para 
la clasificación y graduación de los créditos á lo que ordena el Código 
civil, y (en su caso) que den también oportunamente su dictamen por 
escrito en los ramos separados sobre créditos pendientes de reconoci-
mientos para dar cuenta en dicha junta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los síndicos en la forma ordinaria. 
Ci'aciones y edictos como en las juntas anteriores. 
Estados de graduación de créditos.—(Para formarlos, se ajustarán los-
síndicos á lo expuesto en el comentario al art. 1268 (págs. 494 y siguien-
tes de este tomo). Por separado formarán la nota de bienes pertenecientes 
a terceras personas, que previene el art. 1269, si los hubiere. Hechos estos 
trabajos en el término fijado, los presentarán al Juzgado por comparecen-
cia ó con un sencillo escrito de simple presentación, y se acordará que se 
unan a la pieza 2.a para dar cuenta en la junta, quedando mientras tanto 
en la escribanía á disposición de los acreedores que quieran exami-
narlos.) 
Acta de la junta de graduación.— (Podrá servir de modelo la formu-
lada para la quita y estera, sujetándose á lo que previene el art. 1271.) 
Si no puede constituirse la junta por falta de número, ó resulta disi-
dencia sobre la graduación de algún crédito por no reunirse las dos ma-
yorías de votos y cantidades, con3luída la junta, llamará el Juez los autos 
a la vista, sin citación, y dictará por madio de auto la resolución que es 
 - 
time arreglada á derecho sobre la totalidad de las graduaciones en el 
primer caso, ó sobre la del crédito de la disidencia en el segundo. Este 
auto se notificará á quienes y como ordena el art. -1274 
En los mismos casos, si hubiere créditos pendientes de reconocimien-
to, dictará el Juez en cada ramo separado la resolución que proceda antes 
de dictar en la pieza 2.a el auto de graduación. 
Los acuerdos de la junta sobre graduación y las resoluciones del Juez, 
en su caso, pueden ser impugnados dentro de los ocho días siguientes al 
de la celebración de aquélla ó al de la notificación del auto. Estas impug
-- 
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naciones, y si son varias todas á la vez, han de sustanciarse en la pie-
za, 2.a, con suspensión de su curso, por los trámites de los incidentes, 
con entrega de los autos, y por consiguiente sin copias, pudiendo am-
pliarse los términos, todo como se ordena en los arts. 1276 y 1277. 
3.° Payo de los créditos. —Cuando sea impugnada la validez de la jun-
ta ó la graduación de créditos en su totalidad, lia de suspenderse el paga 
hasta que recaiga sentencia firme en este incidente: en otro caso se pro-
cederá al pago luego que transcurran los ocho días señalados para im-
pugnar los acuerdos de la junta de graduación 6 la resolución del Juez, 
sin perjuicio de las impugnaciones parciales, y corno éstas han de sus-
tanciarse en la pieza 2.a, si las hubiere se formará para el pago en tal 
caso ramo separado con testimonio de los estados de los síndicos y acuer-
dos de la junta 6 resolución del Juez sobre la graduación. 
Los pagos se harán por el orden y en la forma que se previene en los 
arts. 4286 y siguientes, y que se ha explicado en sus comentarios, cuyas 
explicaciones excusan los formularios. 
Hecho el pago por completo ó hasta donde alcancen los fondos, y 
rendidas las cuentas por los síndicos, se dictará en la pieza 4.a la provi-
dencia, ya formulada en su lugar, dando por terminado el juicio. 
SECCIÓN VII. 
PIEZA 3.a—DE LA CALIFICACIóN DEL CONCURSO. 
Luego que los síndicos devuelvan la pieza 4.a con la exposición razo-
nada y documentada del juicio que hayan formado del concurso y de sus 
causas, á continuación del escrito se dictará la siguiente 
Providencia mandando formar la pieza 3. 0 —Por presentado el an-
terior escrito con la exposición y documentos que la acompañan y por 
devuelta la pieza 4.a: con testimonio literal de la relación, estado y 
memoria presentados por el deudor y con la exposición original de 1(,s 
síndicos y documentos con ella presentados, fórmese la pieza 3.a de este 
concurso y dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los síndicos y al concursado en la forma ordinaria. 
Nota en la pieza 4.a, de haberse formado la pieza 3.a, y en ésta la de 
quedar formada y dar cuenta al Juez en cumplimiento de lo mandado. 
Providencia. —Acumúlese provisionalmente la pieza 4.a á esta 3.a, y 
comuníquese todo al Ministerio fiscal para que emita su dictamen sobre 
la calificación de este concurso. Lo mandó, etc. 
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ol fcación á los síndicos, al deudor y al Ministerio fiscal en la forma 
ordinaria. 
Si el dictamen fiscal fuere conforme al de los síndicos y los dos favo-
rables al concursado, llamará el Juez los autos á la vista y sin más trá-
mites dictará auto declarando la inculpabilidad del concursado, si la es-
tima procedente. Si no lo estimare así, como también en el caso de ser 
contrarios al concursado el informe de los síndicos y el del fiscal, 6 cual-
quiera de ellos, dictará la siguiente 
Providencia.—De la exposición de los síndicos y del dictamen fiscal 
se da traslado por seis días al concursado con entrega de los autos á su 
procurador para que exponga lo que pueda convenirle. Lo mandó, etc. 
Notificación á todos los que son parte en esta pieza. 
Se sustanciará este incidente por los trámites establecidos para los 
del juicio ordinario, sirviendo de contestación lo que exponga el deudor, 
y observándose, por tanto, lo establecido en el art. 750 y siguientes so-
bre recibimiento á prueba y hasta dictar sentencia, la que será apelable 
en ambos efectos. Si en ella se declara la culpabilidad del concursada 
para los efectos civiles, luego que sea firme, dictará el Juez providencia 
mandando proceder criminalmente contra aquél en la misma pieza 3,a que 
servirá de cabeza de proceso, y que á este fin se remita al Juez instructor 
competente, si no lo lo fuere el del concurso. El procedimiento criminal 
 se acomodará á lo establecido en la ley de Enjuiciamiento criminal. 
SECCIÓN VIII. 
DEL CONVENIO ENTRE LOS ACREEDORES Y EL CONCURSADO 
Escrito del concursado presentando proposiciones de convenio.—Al . 
Juzgado.—D. José A., en nombre de D. Justo B., en la pieza 2.a del 
concurso de acreedores de mi representado, parezco y digo: Que deseando 
éste cumplir sus obligaciones hasta donde le sea posible, evitando las mo-
lestias, gastos y dilaciones del juicio, y dando á sus acreedores una prueba 
de su buena fe, les hace las proposiciones de convenio que presento en 
pliego separado, formuladas con claridad y precisión y firmadas por mi 
representado, acompañando tantas copias de las mismas (manuscritas ó 
impresas) cuantos son los acreedores reconocidos y los pendientes de re-
conocimiento, y obligándose mi parte á satisfacer los gastos á que dé lu-
gar la convocatoria y celebración de la junta, asegurando el pago á satis-
facción del Juzgado, como se prevPene en el art. 1304 de la ley de Enjui-
ciamiento civil. 
Por tanto, y en atención á que está ya hecho el reconocimiento de los, 
créditos (ó convocada la junta para hacerlo) y que en la pieza 3.a se ha 
declarado la inculpabilidad del concursado (ó no se ha pedido por nadie 
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que se declare fraudulento el concurso), de suerte que concurren todos 
los requisitos exigidos por la ley, 
Suplico al Juzgado, que habiendo por presentado este escrito con las 
proposiciones de convenio y copias prevenidas, se sirva acordar la convo-
catoria de la junta de acreedores para tratar del convenio en la forma y 
con las citaciones que ordena la ley (ó que se dé cuenta de ellas en la 
junta ya convocada ó que deba convocarse), y que mientras tanto quede 
en suspenso esta pieza 2.a y también la 1.a en lo relativo á la adminis-
tración de los bienes, pues así es de justicia que pido. 
Otrosí.—Para asegurar el pago de los gastos á que dé lugar la con-
vocatoria y celebración de la junta, ofrezco consignar la cantidad (le... 
 pesetas, ó la que el juzgado estime necesaria (ó bien, ofrezco como fiador 
A N., persona de arraigo y responsabilidad notoria, ó ale ofrezco yo á pa-
garlos como procurador con la garantía de mi cargo, obligándome perso-
nalmente á ello).—Suplico al Juzgado se sirva tener por hecha esta mani-
festación aceptando la garantía ofrecida, á los efectos consiguientes en 
justicia. (Lugar, fecha y firma del letrado'y procurador.) 
Providencia.—Por presentado el anterior escrito con las proposiciones 
de convenio y sus copias: luego que esta parte consigne en la Caja gene-
ral de Depósitos á disposición del Juzgado, tantas pesetas que se estiman 
necesarias para satisfacer los gastos á que dará lugar la convocatoria y ce-
lebración de la junta, como se ofrece en el otrosí, se acordará sobre lo 
principal. (Si el Juez estima suficiente garantía la del fiador ó procura-
dor, ó cualquiera otra que se ofrezca, la admitirá, mandando se preste la 
obligación apud acta, ó se acredite en otra forma legal.) Lo mandó, etc. 
Notificación al concursado y á los síndicos en la forma ordinaria. 
Luego que se presente el resguardo del depósito, ó se acredite la obli-
gación coniraida por el fiador ó la garantía admitida por el Juez, se dic-
tará la siguiente 
Providencia.—En atención á que concurren todos los requisitos exi-
gidos por la ley, convóquese á junta de acreedores para tratar del con-
venio que propone el concursado, señalando para celebrarla el dia... (han 
de mediar de 45 á 30 dios desde la convocatoria), á tal hora en la sala 
audiencia del Juzgado; cítese para dicha junta personalmente por medio 
de cédula á los acreedores reconocidos y á los pendientes de reconoci-
miento, ó sus representantes, cuyo domicilio sea conocido, entregando á 
cada uno en el acto una copia de las proposiciones de convenio; y á los 
ausentes cuyo domicilio se ignore (si los hubiere) citeseles por edic-
tos, etc. (como en las ji.ntas anteriores); mientras tanto quede en sus-
penso esta pieza 2.a, y también la 4.a en lo relativo á la enajenación de 
los bienes. Lo mandó, etc. 
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Notificación al deudor y á los síndicos en la forma ordinaria. 
Cuando se presenten las proposiciones de convenio después de convo-
cada la junta de reconocimientos ó la de graduación, 6 cualquiera otra de 
las posteriores, se acordará que se dé cuenta de dichas proposiciones en 
la junta ya convocada, entregándose la copia de las mismas á cada uno 
de los acreedores citados para dicha junta, con 24 horas de anticipación á 
la señalada para celebrarla. Si no se presentan las proposiciones con la 
antelación necesaria para poder realizar dicha entrega, se declarará no 
haber lugar por esta razón á lo solicitado, sin perjuicio del derecho del 
deudor para reproducir su pretensión después de celebrada la junta. Y si 
se presentan antes de la convocatoria, se acordará que ésta se entienda 
para tratar del convenio en la misma junta, con entrega de las copias al 
verificar las citaciones. Téngase presente lo que para estos casos se dis-
pone en el art. 4307. 
Las citaciones, edictos y demás diligencias para la ejecución de la 
providencia antes formulada, se practicará como en las convocatorias 
para las juntas anteriores, haciendo expresión de la entrega de la copia 
de las proposiciones. 
Todo lo dispuesto en los artículos 4 437 al 4 454 para la quita y es-
pera, sobre constitución y celebración de la junta, votaciones, impugna-
ción de sus acuerdos, términos para hacerla, causas en que ha de fun-
darse, procedimiento para sustanciarla, y auto mandando llevar á efecto 
el convenio cuando no ha habido oposici 5n, es aplicable al convenio de 
que ahora tratamos, con las modificaciones que se establecen en el ar-
tículo 4342. Por consiguiente, sobre todo esto véanse los formularios de 
la quita y espera, teniendo presentes dichas modificaciones. 
Luego que sea firme el acuerdo de la junta aprobando el •convenio, 
se hará lo que se ordena en el art. 4343. 
SECCIÓN IX. 
DE LOS ALIMENTOS DEL C®VCURSADO. 
Creemos innecesarios los formularios de esta sección, porque son sen-
cillos, y bastará atenerse á lo que disponen los artículos 4344 al 4347 en 
los casos, que serán raros, en que el concursado tenga derecho á los ali-
mentos. 
TÍTULO XIII 
DEL ORDEN DE PROCEDER EN LAS QUIEBRAS 
r 
Legislación vigente sobre esta materia. 
En la base 8.a de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 
1880 para la reforma de la de Enjuiciamiento civil, se ordenó que 
con el procedimiento para los concursos de acreedores «se armo-
nizara el de las quiebras mercantiles en cuanto no se oponga el Có-
digo de Comercio ». En virtud de este precepto, ni la Comisión dé 
Codificación ni el Gobierno pudieron obrar con libertad en esta 
materia, ya entonces considerada como la más defectuosa de nues-
tra legislación mercantil, y tuvieron que sujetarse á lo establecido 
en el Código de Comercio, sin introducir reforma alguna en el 
procedimiento de las quiebras que pudiera oponerse á lo que en 
él se ordenaba. De aquí las continuas referencias que en los ar-
tículos de este título se hacen á los de dicho Código y el haberse 
conservado los términos y procedimientos especiales que en él se 
establecían para algunos incidentes, armonizando solamente el 
procedimiento de las quiebras con el de los concursos en cuanto 
no se oponía á lo dispuesto expresamente en el mismo. 
El Código de Comercio entonces vigente era el sancionado y 
promulgado en 30 de Mayo de 1829, para que comenzara á regir 
en 1.° de Enero siguiente, sirviéndole de complemento la ley de 
Enjuiciamiento sobre negocios y causas de comercio, que se pu-
blicó en 24 de Julio de 1830; por consiguiente, á ese Código se 
refieren las citas que se hacen en el presente título. 






LIB. II-TIT. XIII 
del Gobierno Provisional de 6 de Diciembre de 1868, estable-
ciendo la unidad de fueros, á la vez que se suprimieron lps Tribu-
nales especiales de Comercio, se declaró que en adelante serían de 
la competencia de la jurisdicción civil ordinaria todos los asuntos 
de que conocían aquéllos tribunales, arreglando sus procedimien-
tos á las prescripciones de la ley de Enjuiciamiento civil, salvo los 
que tenían tramitación especial señalada en el mismo decreto: se 
derogaron el libro 5.° del Código de Comercio, que trataba de la 
administración de justicia en los negocios de comercio, y la ley de 
Enjuiciamiento antes citada; exceptuando de esta derogación, por 
su art. 13: «1.°, los procedimientos en los juicios de quiebra, los 
cuales continuarán arreglándose á las prescripciones del libro 4.° 
del Código de Comercio y al tít. 5.° de la ley de Enjuiciamiento 
en los negocios y causas de comercio, con las modificaciones que 
se expresarán más adelante.>, siendo la principal de ellas la de dar 
intervención al Ministerio fiscal en la calificación de las quiebras 
y rehabilitación de los quebrados; y 2.°, «el procedimiento de apre-
mio en los casos y en la forma que prescribe el tít. 8.° de la misma 
ley, á excepción del art. 352, que queda derogado.» 
Se mandó también por dicho decreto, que se hicieran nuevas 
ediciones oficiales del Código de Comercio y de la ley de Enjuicia-
miento civil con las alteraciones y reformas por él ordenadas, sus-
tituyendo además á las palabras Tribunales de Comercio las de 
Jueces de primera instancia, y á las de Jueces Comisarios la de Co 
misarios, en los artículos en que se hiciera mención de ellas; que 
en la nueva edición de dicha ley se adicionaran dos títulos al final 
de la parte l.a de la misma, uno de ellos el 5.° de la ley de Enjui-
ciamiento para los' negocios y causas de comercio, que es el rela-
tivo á las quiebras, con las reformas en él introducidas por dicho 
decreto, y el otro el 8.° de la misma ley sobre el procedimiento de 
apremio; y que al final de la 2.a parte se adicionara otro título con 
las reformas hechas por el mismo decreto en el procedimiento para 
los actos de jurisdicción voluntaria relativos al comercio. 
No llegó á publicarse esa nueva edición oficial de la ley de En-
juiciamiento civil (y tampoco la del Código de Comercio), pero 
desde luego se pusieron en práctica las reformas introducidas por 
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el mencionado decreto-ley de 6 de Diciembre de 1868, rigiéndose 
por él los tribunales, hasta que en 1881 se publicó la nueva ley de 
Enjuiciamiento civil, que estamos comentando, en la cual se inclu-
yeron dichas reformas con las modificaciones que permitió el pie 
forzado de ajustarse necesariamente á lo dispuesto en el Código de 
Comercio de 1829, como puede verse en el presente título, en el xvi 
de este libro 2.° y en la 2.a parte del libro 3. ° 
Tal era el estado de nuestra legislación sobre la materia de que 
tratamos cuando se publicó el nuevo Código de Comercio, sancio-
nado en 22 de Agosto de 1885 para que rigiera desde 1.° de Enero 
de 1886. Este Código, separándose del método del anterior que 
daba á la vez reglas para el procedimiento especialmente en lo re-
lativo á las quiebras, se limitó á definir y ordenar el derecho posi-
tivo en los asuntos de comercio, descartando todo lo que se refería 
al procedimiento, que debería ser objeto de una ley especial; de 
suerte que han desaparecido del nuevo Código casi todas las dis-
posiciones á que se refiere la presente ley de Enjuiciamiento, 
sin encontrar en él otras análogas con que sustituirlas. Esto dió 
lugar en la práctica á la duda racional de si con la publicación 
del nuevo Código había quedado totalmente derogado el anterior, 
ó si debían considerarse vigentes las disposiciones del mismo, á que 
se refería la ley de Enjuiciamiento civil, para aplicarlas como 
complementarias del procedimiento por ésta establecido, en todo 
aquello en que no hubieren sido modificadas expresamente por el 
nuevo Código. 
De esta cuestión se hizo cargo el autor de estos COMENTARIOS, 
resolviéndola como creyó procedente, en la contestación á una con-
sulta que se publicó en la Revista de Legislación, de la que es Di-
rector (año de 1886, tomo 68, págs. 461 y sigs.). Su opinión es, y 
con ella está conforme la práctica general de los tribunales, que 
quedaron vigentes y deben aplicarse, mientras otra cosa no se dis-
ponga por medio de una ley, las disposiciones del antiguo Código 
de Comercio á que se refieren las de la ley de Enjuiciamiento civil 
sabre el orden de proceder en las quiebras, y lo mismo las demás 
disposiciones de aquél relativas al procedimiento, que han sido ex-
cluídas del nuevo, siempre que se citen por dicha ley como parte 6- 
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complemento de lo que en ella se ordena. Nos fundamos para opi-
nar de este modo en que tales disposiciones forman parte de la ley 
de Enjuiciamiento civil, la cual les da vida, fuerza y eficacia al or-
denar que se practique lo que en ellas se previene, de suerte que 
no puedan considerarse derogadas sin derogar ó modificar dicha 
ley, y son además necesarias para el cumplimiento de la misma. 
Acaso por esta razón no se consignó en el Código de Comercio de 
1885 la derogación expresa del de 1829: los ilustrados autores de 
 aquél debieron entender que no procedía tal derogación por ser de 
necesidad aplicar las disposiciones relativas al procedimiento que 
dejó subsistentes el decreto ley sobre unificación de fueros, mien-
tras no se modifique ó reforme la ley de Enjuiciamiento civil en 
lo que á ellas se refiere. 
Esta reforma, exigida por la opinión pública y reconocida por 
el Gobierno como necesaria, se halla hoy pendiente de la aproba-
ción de las Cortes, según luego veremos. Mientras tanto, la legis-
lación vigente y que debe aplicarse al procedimiento de las quie-
bras mercantiles, es, como se ha dicho, el presente título de la ley 
de Enjuiciamiento civil con las disposiciones del Código de Co-
mercio de 1829, y leyes posteriores á que ésta se refiere, en lo que 
no hayan sido modificadas por el nuevo Código. 
II 
De la suspensión de pagos. 
Esta ha sido una novedad introducida en nuestro derecho mer-
cantil por el Código de Comercio de 1885, el cual, por su artículo 
870, concede á todo comerciante la facultad ó el derecho de cons-
tituirse en estado de suspensión de pagos, cuando, poseyendo bie-
nes suficientes para cubrir todas sus deudas, prevea la imposibili-
dad de efectuarlo á la fecha de sus respectivos vencimientos, y 
también cuando carezca de recursos para satisfacerlas en su inte-
gridad. Asi se ha introducido en el derecho mercantil la quita y 
espera del derecho común, pues no es otra cosa esa facultad que á 
los comerciantes se concede. Y como, según dicho artículo, basta 
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la simple manifestación y solicitud del interesado para que el juez 
se vea obligado á declararlo en estado de suspensión de pagos, sin 
establecerse medidas de precaución contra los abusos á que se 
presta, semejante novedad ha dado en la práctica funestisimos re-
saltados, que hacen urgente su reforma. 
Para dar una ligera idea del abuso que se ha hecho de esa fa-
cultad y de la necesidad de su reforma, no aduciremos casos prác-
ticos, que podrían considerarse exagerados, por no llevar otra jus-
tificación que nuestro dicho, aunque son bien conocidos de las per-
sonas que intervienen en estos asuntos; nos valdremos de las auto-
rizadas palabras del Ministro de Gracia y Justicia, Sr. Cos•Gayón, 
consignadas en la exposición que precede al proyecto de ley que 
en 25 de Abril de 1892 presentó al Congreso de los Diputados 
para la reforma del Código de Comercio y de la ley de Enjuicia-
miento civil sobre suspensión de pagos y quiebras. Dice así: 
«Los autores de la reforma de 1885, aceptando la doctrina 
patrocinada por la escuela italiana y por muchos jurisconsultos 
belgas, y apartándose de la tradición francesa, admitieron que 
antes de la quiebra puede encontrarse el comerciante en un estado 
intermedio, en el que, sin gozar de la plenitud de su crédito, tam-
poco se halle en la situación de sobreseer por completo en el pago 
corriente de sus obligaciones. Al reconocimiento de ese estado, que 
pudiera llamarse provisional, obedeció la redacción de los artículos 
870 al 873 del Código vigente; pero el buen propósito del legisla-
dor resultó en la práctica aliciente para el dolo, que tomó propor-
ciones alarmantes hasta el punto de constituir las suspensiones de 
pagos agios escandalosos que escapan de la acción del Código 
penal, porque es casi imposible acudir á éste cuando existe un 
a cuerdo adoptado por acreedores que se resignan á perder la casi 
totalidad de sus créditos, haciendo de ellos verdaderas donaciones. 
No son, en efecto, otra cosa esos convenios tan frecuentes en que 
se admite el pago del 10 por 100 de la deuda, repartido en cinco 
anualidades; combinación que sólo se concibe porque tal acuerdo 
se produce mediante la formación de un pasivo amañado, consti-
tuido por acreedores en su mayor parte ficticios. 
»Los abusos que produce en la práctica la aplicación de los ar- 
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títulos 870 al 873 del Código de Comercio, han levantado enér-
gica y permanente protesta y producido una poderosa corriente de 
opinión en el sentido de que sean modificados esos preceptos lega-
les, de modo que la suspensión de pagos sirva sólo para obtener 
espera, pero nunca rebaja en los créditos; pues cuando el comer-
ciante no puede satisfacerlos en su integridad, no existe el estado 
intermedio y provisional que reconocieron los legisladores de 1885, 
sino verdadera quiebra, que debe producir sus naturales conse-
cuencias en el terreno mercantil y criminal. 
»La mayor parte de los daños que produce la aplicación del 
Código de Comercio, tiene su origen en la falta de un procedi-
miento adecuado para tramitar la solicitud de suspensión de pagos 
resultando que, por la omisión referida, el suspenso se liberta 4e 
satisfacer sus compromisos, quedando, sin embargo, con la capaci-
dad necesaria para contratar y percibir las cantidades que se le 
adeudan, pudiendo cobrar, y no teniendo obligación de pagar. _Es-
tado semejante, contrario á los más elementales principios de mo-
ral y de derecho, resulta insostenible, y para concluirlo, se propa-
ne en el tít. 3. ° del siguiente proyecto de ley un procedimiento 
sencillo, rápido y eficaz, por el cual el comerciante honrado y sol-
vente, víctima de un contratiempo pasajero, podrá obtener el res-
piro que necesite para satisfacer todos sus créditos, dentro del 
plazo que le concedan sus acreedores. Estos, á su vez, hallarán en 
la ley las garantías y precauciones necesarias para depurar la exac-
titud del activo y del pasivo que presente el deudor, el cual, du-
rante el período que medie desde que se declare el estado de sus-
pensión de pagos hasta que los acreedores decidan sobre la solici-
tud de espera, quedará sometido á seria y formal intervención en 
sus operaciones mercantiles, garantía que podrá prolongarse bajo 
diversas formas de inspección, si los interesados lo consignaren e n . 
el convenio.» 
De acuerdo con el pensamiento y principios consignados en 
esta exposición, estaban las reformas que por dicho proyecto de 
ley se propusieron en el Código de Comercio y el procedimiento 
que se establecía para la suspensión de pagos. Se reformaban los 
artículos 870 á 873 del Código en el sentido de que no se permi- 
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tiera dicha suspensión, sino cuando el comerciante tuviera bienes 
suficientes para cubrir todo su pasivo, prohibiendo dar curso á la 
solicitud, si bajo cualquier forma se pretendiese quita ó rebaja de 
los créditos. Y en el procedimiento, se imponía al comerciante la 
obligación de presentar con la solicitud y proposiciones de conve-
nio una memoria, con el balance de su activo y pasivo, justificán-
dolo con una relación do los bienes y su valor y otra de los acree-
dores, y la presentación de los libros corrientes de contabilidad: 
se le sujetaba desde luego á una intervención rigurosa, sin la cual 
no podía ejecutar ninguna operación de su tráfico ó comercio, ni 
hacer cobros ni pagos: se facultaba, además, al interventor para 
examinar los libros y demás documentos, obligándole á comprobar 
la exactitud del activo y del pasivo, y del valor de los bienes ó 
mercancías y créditos, facilitando á los acreedores cuantas noticias 
pudieran interesarles, con otras medidas encaminadas á proteger 
los intereses de éstos; y no se permitía tomar parte en la junta 
para el convenio sino á los acreedores cuyos créditos se estimasen 
como legítimos en la relación que debía presentar el interventor, 
ó por acuerdo de la misma junta, si fuesen impugnados, con otras 
medidas para asegurar el cumplimiento del convenio, ó la inme-
diata declaración de quiebra, si el deudor no lo cumpliese en todo 
ó en parte. 
Se disolvieron aquellas Cortes sin haber llegado á tratar de 
este asunto. En las nuevamente convocadas, un Sr. Diputado pre-
sentó, en 10 de Mayo de 1893, una proposición de ley con el mis-
mo objeto, bajo las bases del proyecto anterior, aunque con más 
restricciones, y autorizando al Gobierno para reformar, oyendo á 
la Comisión de Códigos, la ley de Enjuiciamiento civil en todo lo 
necesario á fin de ponerla en armonía con el Código civil y el de 
Comercio. Nombrada en el Congreso la Comisión correspondiente, 
dió su dictamen, conforme también con todas esas reformas , y 
aunque llegó á ponerse á la orden del día, se suspendieron las se• 
siones de las Cortes sin haber comenzado la discusión de ese pro-
yecto. Es de esperar que se entre en ella luego que vuelvan á re-
unirse las Cortes, por el convencimiento general de ser necesaria y 
urgente tal reforma para corregir los abusos antes indicados. 
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Del procedimiento para la suspensión de pagos. 
Mientras no sea ley el proyecto antes indicado, preciso será 
atenerse á lo que hoy se halla dispuesto sobre el particular, y nos 
creemos en el deber de exponerlo, porque podrá suceder que, por 
los accidentes de la política, se dilate, hasta Dios sabe cuándo, la 
discusión y aprobación de ese proyecto de ley en los Cuerpos Co-
legisladores. Las únicas disposiciones legislativas de caracter ge-
neral, que hasta ahora se han publicado sobre esta materia, pues 
las contenidas en la ley de 12 de Noviembre de 1869 eran especia-
les para las compañías de ferrocarriles y demás obras públicas, 
como luego veremos, son las contenidas en el Código de Comercio 
de 1885, que dicen así: 
«Art. 870. El que, poseyendo bienes suficientes para cubrir to-
das sus deudas, prevea la imposibilidad de efectuarlo á la  fecha de 
sus respectivos vencimientos, y el que carezca de recursos para sa-
tisfacerlas en su integridad, podrán constituirse en estado de sus-
pensión de pagos, que declarará el juez ó tribunal, en vista de su 
manifestación. 
»Art. 871. También podrá el comerciante presentarse en es-
tado de suspensión de pagos dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes al vencimiento de una obligación que no haya satisfe-
cho (1). 
»Pasadas las cuarenta y ocho horas señaladas en el párrafo an-
terior sin haber hecho uso de la facultad concedida en el mismo, 
(1) «Interpretando rectamente el sentido y alcance de las palabras gire 
no haya sati.4fccho, dedúcese de ellas que para el efecto de poder el comerciante 
presentarse en estado de suspensión de pagos en dicho caso, no obsta el trans-
curso de las cuarenta y ocho horas siguientes al vencimiento de una obliga-
ción que no baya sido reclamada, porque sólo cuando se pide su cumplimiento 
y no se obtiene, puede en rigor decirse que ha dejado de satisfacerla». (Sea-
Jencie del Tribunal Supremo de 27 de Febrero de 188.9.) 
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deberá presentarse al día siguiente en estado de quiebra ante e l . 
juez ó tribunal de su domicilio. 
»Art. 872. Hecha la declaración de suspensión de pagos, el co• 
merciante deberá presentar á sus acreedores, dentro del plazo de 
diez días, una proposición de convenio, sujetándose BU deliberación, 
votación y demás que,le concierna, á lo establecido en la sección 
cuarta de este título, salvo lo que en ella se expresa tocante á la 
calificación de la quiebra, que no será necesaria. 
»Art. 873. Si la proposición de convenio fuese desechada, ó no 
se reuniese número bastante de votantes para su aprobación, que-
dará terminado el expediente, y todos los interesados en libertad 
para hacer uso , de sus respectivos derechos.» 
Como la ley de Enjuiciamiento civil es anterior al Código de 
Comercio, y el derecho mercantil antiguo no reconocía el estado 
legal de suspension de pagos, no pudo ordenarse en aquélla este 
procedimiento. De aquí las dudas en la aplicación práctica de las 
disposiciones antes copiadas, acerca del procedimiento que debe 
emplearse. Por regla general se ha seguido el de la quita y espera, 
fundándose en el art. 1319 de la ley, el cual ordena que «en todo 
lo que no esté previsto y ordenado en el Código de Comercio y en 
este título de la ley sobre el orden de proceder en las quiebras, ti e 
aplicará lo establecido para los concursos en el título anterior, cu-
yas disposiciones se considerarán como supletorias del presente.» 
1 con efecto, la suspensión de pagos, tal como la establece el Có-
digo, se dirige á obtener de los acreedores quita 6 espera, ó las dos 
cosas á la vez, y por tanto el procedimiento que para éstas ordena 
la ley es el más adecuado por la analogía de los casos. 
Pero es preciso tener en cuenta lo que ordena el Código de 
Comercio para aplicar aquel procedimiento sin faltar á lo que en 
éste se previene, y subordinándolo á las disposiciones del mismo. 
Vamos á exponer el que creemos procedente combinando unas y 
otras disposiciones. 
Según el art. 870 de dicho Código, el juez debe declarar en 
estado de suspensión de pagos al comerciante que lo solicite, en 
eista de su manifestación. No es necesario, pues, acompañar las re-
laciones de acreedores y de bienes, que previene el art. 1130 de 
aoao v 
	 40 
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la ley; esto vendrá después: bastará que el interesado acredite su 
condición legal de comerciante y que manifieste hallarse en alguno 
de los casos determinados en los arts. 870 y 871 del Código para 
que el juez tenga que declararlo en estado de suspensión de pagos. 
Flecha esta declaración, la que atendida su naturaleza é impor-
tancia deberá dictarse por medio de auto, está obligado el  comer-
ciante, según el art. 872 del Código, á presentar sus acreedores, 
dentro del plazo de diez días, una proposición de convenio. Si no 
la presenta, transcurrido ese término, quedará sin efecto la suspen-
sión de pagos, y en libertad los interesados para hacer uso de sus 
respectivos derechos, incluso el de pedir la declaración de quiebra, 
conforme á lo prevenido en el párrafo 2.° del art. 876 del Código. 
Este artículo da á dicho plazo de diez días el carácter de impro-
rrogable, y por consiguiente, el juez no podrá dar curso á la pro-
posición de convenio si se presenta después. 
Al escrito presentando dicha proposición deberán acompa-
ñarse las dos relaciones que previene el art. 1130 de la ley, antes 
citado, por ser indispensables para el curso del expediente y para 
justificar el deudor que se halla en el caso en que el Código auto-
riza la suspensión de pagos. La relación nominal de los acreedores 
es necesaria para hacer constar el pasivo y para determinar las 
personas que han de ser citadas á la junta; y la de los bienes, con 
expresión de su valor en venta, lo es para dar á conocer el deudor 
su activo ó los recursos con que cuenta para satisfacer sus obliga-
ciones y cumplir el convenio. 
Añade el art. 872 del Código, que la proposición de convenio 
se sujetará en «su deliberación, votación y demás que le con-
cierna, á lo establecido en la sección 4.» de este título (arts. 898 al 
907 del mismo Código), salvo lo que en ella se expresa tocante á 
la calificación de la quiebra, que no será necesaria». Esta salvedad 
se refiere á lo que se dispone en el art. 898, según el cual no pue-
den hacerse proposiciones de convenio en el juicio de quiebra, si 
no está «terminado el reconocimiento de créditos y hecha la califi - 
cación de la quiebra». Esta calificación no cabe en la suspensión de 
pagos, y por esto se declara que no es necesaria. Pero tampoco 
cabe el reconocimiento de créditos en la forma que se ordena para 
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el juicio de quiebra, y como la salvedad no se refiere á este requi 
sito, será preciso suplirlo con la presentación en la junta de loe 
títulos de crédito, y su examen y reconocimiento por el juez, clue 
previenen el art. 1134 y la regla 1.a del 1139 de la ley. 
Dice el art. 899 del Código, que «los convenios entre los acree-
dores y el quebrado han de ser hechos en junta de acreedores de-
bidamente constituída»; pero nada se dispone sobre la forma en que 
han de ser citados los acreedores, ni para la constitución de la jun-
ta, y como tampoco se refiere á estos actos el art. 872 antes citado, 
tenernos por indudable que han de sujetarse á lo que se ordena era 
la ley para la quita y espera. Por consiguiente, sólo serán citados 
para esa junta los acreedores comprendidos en la relación presen-
tada por el deudor, haciéndose la citación personalmente por cé-
dula á los que tengan domicilio conocido, y á los demás por edic-
tos, con la prevención de que se presenten en la junta con el título 
de su crédito, sin cuyo requisito no serán admitidos, como se orde-
na en los artículos 1133 y 1134 de la ley, aplicándose también lo 
que se previene en los 1131 y 1132, en cuanto al término de l a . 
convocatoria y citación de los acreedores que residan fuera de la 
Península. Y para la constitución de la junta, se estará á lo que 
ordena el art. 1138 de la misma ley, esto es, que el número de los 
acreedores concurrentes represente por lo menos las tres quintas 
partes del pasivo, como lo exige también el art. 901 del Código, 
para tomar acuerdo. Deberá observarse asimismo lo que se dispone 
en el art. 1137 de la ley sobre la representación en la junta por 
medio de apoderado. 
Si el deudor presenta las proposiciones de convenio dentro de 
los diez días siguientes á la declaración de suspensión de pagos 
con las relaciones de acreedores y de bienes, como se ha dicho, el 
juez debe acordar sin dilación la convocatoria de la junta con se-
ñalamiento del día, hora y sitio en que deba celebrarse, verificán-
dose las citaciones en la forma que acabamos de indicar. Y sí 
hubiere ejecuciones pendientes contra el mismo deudor, á su ins-
tancia se acordará la suspensión de las mismas, en los casos, en ta 
forma, por el tiempo y con los efectos que se determinan ea los 
artículos 1135 y 1136 de la ley. 
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Constituida la junta, se procederá á su celebración en la forma 
que se ordena para la de quita y espera en el art. 1139 de la ley, 
menos en su regla 6.a, que no puede tener aplicación, conforme al 
art. 872 del Código, por resultar modificada por el 901 del mía-
mo. Según este artículo, «la proposición de convenio se discutirá y 
pondrá á votación, formando resolución el voto de un número de 
acreedores que compongan la mitad y uno más de los concurren-
tes, siempre que su interés en la quiebra cubra las tres quintas 
partes del total pasivo, deducido el importe de los créditos de los 
acreedores comprendidos en el párrafo primero del artículo ante-
rior, que hubieren usado del derecho consignado en dicho párra-
fo». Estos acreedores son «los singularmente privilegiados, los pri-
vilegiados y los hipotecarios», que son los mismos á que se refiere 
el art. 1140 de la ley (véase su comentario, págs. 36 y siguientes de 
este turro), y que se determinan en los arts. 913 y 914 de dicho Có-
digo; y el derecho que se les concede es el de abstenerse de tomar 
palta en la resolución de la junta sobre el convenio, para no 
quedar á él obligados y conservar íntegros sus respectivos dere-
chos. Por consiguiente, la resolución de la junta sobre el convenio 
se adoptará por la mayoría de votos y cantidades que determina 
el art. 9 01 del Código, y no por la establecida en la regla sexta 
del 1139 de la ley, siendo éste aplicable en todo lo demás. Tam-
bién lo serAn el 1141, que prohibe á la mujer del deudor tomar 
parte en la junta, y el 1142, que declara desechada la proposición 
cuando no concurran acreedores en número suficiente para consti-
tuir la junta, ó no reuna á su favor las dos mayorías de votos y 
cantidades, aunque tampoco las reuna el voto contrario. 
¿Si la proposición de convenio—dice el art. 873 del Código—
fuese desechada, ó no se reuniese número bastante de votantes 
para su aprobación, quedará terminado el expediente, y todos los 
interesados en libertad para hacer uso de sus respectivos dere-
chos.» Así lo dispone también el art. 1143 de la ley, añadiendo 
que la terminación del incidente será sin ulterior recurso. Lo mis-
mo habrá de entenderse en el caso de que el deudor no presente 
las proposiciones de convenio dentro de los diez días improrroga-
tiles que señala el art. 872 del Código. 
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Tanto por la ley (art. 1144) como por el Código (art. 902), se 
permite la impugnación del acuerdo favorable al deudor, cone e 
diendo este derecho á los acreedores que no hubieren co ncurrida 
á la junta, y á los concurrentes que hubieren disentido y protes-
tado en el acto contra el voto de la mayoría; pero aquélla señala 
el plazo de diez días pera oponerse á la aprobación del convenio, 
y el Código el de ocho, contados desde el día siguiente á la cele- 
bración de la junta. En este punto ha sido modificada la ley por 
el Código y debe estarse al plazo de ocho días que éste señala. 
Declara el art. 904 del Código, que aprobado el convenio. sers. 
obligatorio para el deudor y para todos los acreedores, fuera de 
los exceptuados, cuyos créditos daten de época anterior á la decla-
ración de quiebra, que en el caso de que tratamos habrá de enten -
derse de época anterior á la suspensión de pagos, «si hubieren 
sido citados en forma legal, ó si habiéndoseles notificado la apro-
bación del convenio, no hubieren reclamado contra éste en los tfrr-
minos prevenidos en la ley de Enjuiciamiento civil, aun cuando no 
estén comprendidos en el balance ni hayan sido parte en el proce-
dimiento». Es, por tanto, indudable que puede hacerse en tales ea-
sos lo que se previene en los artículos 1145 y 1146 de la ley, á las 
que se refiere claramente la disposición citada del Código, y que 
procede también la ampliación de los plazos que se fijan en el 1147 
para los acreedores residentes en las islas Baleares y Canarias y 
posesiones españolas de Africa, y con aplicación de lo que se pre-
viene en el 1148 para los que residan en Ultramar Co en el ex-
tranjero. 
En el art. 903 del Código se fijan taxativamente «las únicas 
causas en que podrá fundarse la oposición al convenio». Las cuatro 
primeras son las mismas que se determinan en el art. 1149 de la 
ley (véase con su comentario), y por consiguiente, es también indu-
dable que en alguna de esas cuatro causas ha de fundarse la impug-
nación del acuerdo de la junta favorable al deudor, ó sea la oposi-
ción á la aprobación del convenio, debiendo ser rechazada de plano 
la que se funde en cualquiera otra causa. También podrá alegarse 
la quinta causa que señala el Código, relativa á la «inexactitud 
fraudulenta en el balance general de los negocios del fallido (y no 
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en los informes de los síndicos, por no haberlos en este caso), para 
facilitar la admisión de las proposiciones del deudor». Si se prueba 
la inexactitud de las relaciones de acreedores y de bienes por éste 
presentadas, de cuyas relaciones debe resultar exactamente el ba-
lance general de sus negocios, y que eso ha contribuido á la admi-
sión del convenio, no puede éste prevalecer por haber mediada 
error, dolo ó fraude en su aprobación, cuyo vicio produce la nuli-
dad de todo contrato, conforme á los principios generales de la 
moral y del derecho. 
Nada dispone el Código en cuanto al procedimiento que ha de 
emplearse para sustanciar la oposición al convenio, y por tanto ha 
sle estarse á lo que se ordena en la ley de Enjuiciamiento civil. 
Pudiera aplicarse el que se establece en los artículos 1394 y 1395 
de la misma para la oposición al convenio entre los acreedores y 
el quebrado dentro del juicio de quiebra; pero como no es éste el 
caso, ni hay síndicos á quienes dar audiencia, sino que se trata de 
nn convenio de quita y espera, lo análogo y procedente será apli-
car el procedimiento que para impugnar este convenio se ordena 
en el art. 1150 de la ley (véase cosa su comentario). 
Si hay oposición, se estará á lo que se declare en la sentencia 
firme que la decida; y si no la hubiere, transcurridos los plazos se-
ñalados para deducirla, llamará el juez los autos á la vista y dic-
tará auto aprobando el convenio y mandando llevarlo á efecto, sin 
admitir recurso alguno contra este auto, conforme á lo prevenido 
en los artículos 1151 y 1152 de la ley. Todas las costas de estos 
procedimientos serán de cuenta del deudor que las haya promo-
vido, como se ordena en el 1154. 
Indicaremos, por último, que el convenio de que se trata pro-
ducirá los efectos que se determinan en los artículos 904 al 907 del 
Código de Comercio, que sustancialmente son los mismos consig-
nados en los artículos 1152, 1153 y 1155 de la ley. 
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1V 
De la suspensión de payes de las cooupaiiías de ferrocarriles 
y denuis obras públicas. 
La suspensión de pagos de las compañías mercantiles deberá 
sujetarse al procedimiento expuesto en la sección anterior: excep-
túanse de esta regla las compañías y empresas de ferrocarriles y 
demás obras de servicio público general, provincial ó municipal, 
las cuales, para la suspensión de pagos y quiebras, se rigen por dis-
posiciones especiales, encaminadas á impedir que se suspenda ó 
interrumpa el servicio público. La ley de Enjuiciamiento civil re-
conoció esta excepción, previniendo en su art. 1320, que se obser-
varan los procedimientos especiales ordenados por la ley de 12 de 
Noviembre de 1869, cuya ley se insertó por apéndice en las edicio-
nes oficiales de aquélla como complemento de la misma. Y por 
Real orden 3 de Agosto de 1886, dirigida por el Ministerio de 
Ultramar al Gobernador general de la isla de Cuba, se declaró que 
era aplicable en Ultramar lo mandado en dicha ley acerca del em-
bargo de los productos líquidos de las compañías de ferrocarriles. 
Pero esa ley, cuyo objeto fué determinar los casos y la forma 
en que podría procederse por la vía ejecutiva contra las compa-
üias de ferrocarriles para exigirles el cumplimiento de sus obliga-
ciones, y declararlas en estado de suspensión de pagos y de quie-
bra, sin que pudiera interrumpirse en ningún caso el servicio de 
explotación, y que hizo extensivas sus disposiciones á las compa-
ñías concesionarias de canales y demás obras públicas análogas, 
que, subvencionadas por el Estado, hubieren emitido obligaciones 
hipotecarias, ha sido refundida en su parte sustantiva en el nuevo 
Código de Comercio de 1885, quedando derogada por consiguiente 
en dicha parte. Para completar, pues, la materia de que estamos 
tratando, insertaremos á continuación las disposiciones de dicho 
Código, referentes á la suspensión de pagos de las compañías 
mencionadas, sin perjuicio de hacerlo también en sus lugares co-
rrespondientes de lo relativo á las quiebras y á las ejecuciones, y 
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las de la ley de 1869, relativas al procedimiento s que quedan vi-
gentes. 
Los artículos del Código de Comercio de 1885, que tratan de 
esta materia, dicen así: 
«Art. 930. Las compañías y empresas de ferrocarriles y de-
más obras de servicio público general, provincial ó municipal que 
se hallaren en la imposibilidad de saldar sus obligaciones, podrán 
presentarse al juez ó tribunal en estado de suspensión de pagos. 
»También podrá hacerse la declaración de suspensión de pa-
gos á instancia de uno ó más acreedores legítimos, entendiéndose 
por tales para los efectos de este artículo los comprendidos en 
el 876» (que son los que justifiquen sus títulos de crédito, y que la 
compañía ha sobreseído de una manera general en el pago co-
rriente de sus obligaciones). 
«Art. 931. Por ninguna acción judicial ni administrativa po-
drá interrumpirse el servicio de explotación de los ferrocarriles ni 
de ninguna otra obra pública. 
»Art. 932. La compañía ó empresa que se presentare en estado 
de suspensión de pagos, solicitando convenio con sus acreedores, 
deberá acompañar á su solicitud el balance de su activo y pasivo. 
»Para los efectos relativos al convenio, se dividirán los acreedo-
res en tres grupos: el primero comprenderá los créditos de trabajo 
personal y los procedentes de expropiaciones, obras y material: el 
segundo, los de las obligaciones hipotecarias emitidas por el capi-
tal que las mismas representen, y por los cupones y amortización 
vencidos y no pagados, computándose los cupones y amortización 
por su valor total, y las obligaciones según el tipo de emisión, di-
vidiéndose este grupo en tantas secciones cuantas hubieren sido 
las emisiones de obligaciones hipotecarias; y tercero, todos los de-
más créditos, cualquiera que sea su naturaleza y orden de prela-
ción entre sí y con relación á los grupos anteriores. 
»Art. 933. Si la compañía ó empresa no presentare el balance 
en la forma determinada en el artículo anterior, ó la declaración 
de suspensión de pagos hubiese sido solicitada por acreedores que 
justifiquen las condiciones exigidas en el párrafo 2.° del art. 930, 
el juez ó tribunal mandará que se forme el balance en el término 
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de quince días, pasados los cuales sin presentarlo, se hará de oficio 
en igual término y á costa de la compañía 6 empresa deudora. 
»Art. 934. La declaración de suspensión de pagos hecha por 
el juez 6 tribunal producirá los efectos siguientes: 
»1.° Suspenderá los procedimientos ejecutivos y de apremio. 
»2.° Obligará á las compañías y empresas á consignar en la Caja 
de Depósitos ó en los Bancos autorizados al efecto los sobrantes, 
cubiertos que sean los gastos de administración, explotación y cons-
trucción. 
»3.° Impondrá á las compañías y empresas el deber de presen-
tar al juez 6 tribunal, dentro del término de cuatro meses, una 
proposición de convenio para el pago de los acreedores, aprobada 
previamente en junta ordinaria ó extraordinaria por los accionis-
tas, si la compañía ó empresa deudora estuviere constituida por 
acciones. 
»Art. 935. El convenio quedará aprobado por los acreedores 
si le aceptan los que representen tres quintas partes de cada uno 
de los grupos ó secciones señalados en el art. 932. 
»Se entenderá igualmente aprobado por los acreedores, si, no 
habiendo concurrido dentro del primer plazo señalado al efecto 
número bastante para formar la mayoría de que antes se trata, lo 
aceptaren en una segunda convocatoria acreedores que represen-
taren los dos quintos del total de cada uno de los dos primeros 
grupos y de sus secciones, siempre que no hubiese oposición que 
exceda de otros dos quintos de cualquiera de dichos grupos ó sec-
ciones, é del total pasivo. 
»Art. 936. Dentro de los quince días siguientes á la publica-
eión del cómputo de los votos, si éste hubiere sido favorable al 
convenio, los acreedores disidentes y los que no hubieren concu-
rrido podrán hacer oposición al convenio por defectos en la con-
vocación de los acreedores y en las adhesiones de éstos, ó por 
cualquiera de las causas determinadas en los números 2. ° al 5.° 
del art. 903. 
»Art. 937. Aprobado el convenio sin oposición, ó desestimada 
ésta por sentencia firme, será obligatorio para la compañía ó em-
presa deudora y para todos los acreedores cuyos créditos daten de 
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época anterior á la suspensión de pagos, si hubieren sido citados 
en forma legal, ó si, habiéndoseles notificado el convenio, no hu-
bieren reclamado contra él en - los términos prevenidos en la ley 
de Enjuiciamiento civil. » 
Esto es lo que ordena el Código de Comercio en cuanto á la 
suspensión de pagos de las compañías de ferrocarriles y demás 
obras públicas. Para aplicar estas disposiciones habrá de em-
plearse el procedimiento establecido en la ley citada de 12 de No-
viembre de 1869, que queda vigente en esta parte, como lo reto 
noció el Gobierno al incluir, en el proyecto de ley presentado á 
las Cortes en 1892, la modificación de algunos de sus artículos 
para ponérlos en armonía con el nuevo Código; y en lo que no se 
halle determinado en dicha ley, ó haya sido derogado ó modificado, 
habrá de suplirse el procedimiento con el expuesto en la sección 
anterior para la suspensión de pagos de los comerciantes. 
Respecto del balance á que se refieren los artículos 932 y 933 
del Código, antes transcritos, ordena el art. 8.° de dicha ley, para 
el caso en que haga de hacerse de oficio, que. «para ello hará el 
juez que se pongan á disposición de las personas que se encarguen 
de ese servicio, dentro de tercero día, todos los libros, papeles y 
documentos necesarioso. 
Previene el mismo art. 8.° de la ley, que cuando la compañia 
presente el balance, se compruebe en el término de quince días 
con lo que resulte de los libros de contabilidad, y que si no hu-
biere sobrante líquido de explotación, ó no fuere suficiente para 
cubrir las deudas vencidas y las que hayan do vencer en el semes-
tre próximo, procederá la suspensión de pagos. De suerte quo el 
juez no debe declarar dicha suspensión, ya la soliciten los acree-
dores, ya la misma compañia, hasta después de presentado y com-
probado, ó de formado de oficio, el balance del activo y pasivo, 
del que resulte que, cubiertos los gastos de explotación, no queda 
sobrante para pagar dichas deudas. Así se deduce también de los 
artículos citados del Código. 
La declaración de suspensión de pagos hecha por el juez, ya 
sea á instancia de la compañía, ya de los acreedores, produce los 
efectos que se determinan en el art. 934 del Código, igual en este 
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punto al 11 de la ley de 1869. Por consiguiente, en el auto en que 
baga dicha declaración, acordará el juez la suspensión de los pro-
cedimientos ejecutivos y de apremio en la forma indicada en la 
sección anterior, y mandará á la compañía ó empresa que al fifi de 
cada mes haga la consignación á disposición del juzgado, que pre-
viene el núm. 2.° de dicho artículo, y que dentro del término de 
cuatro meses presente una proposición de convenio para el pago 
de los acreedores, aprobada previamente en junta ordinaria ó ex-
traordinaria por los accionistas, si la compañía ó empresa deudora 
estuviese constituida por acciones. 
Para la aprobación del convenio no han de ser convocados á 
junta los acreedores, sino que se empleará el procedimiento orde-
nado en el art. 12 de la ley citada. Para llevarlo á efecto, habrán 
de formarse los tres grupos de acreedores que, de acuerdo con la 
ley, previene el art. 932 del Código, para los cómputos de las ma-
yorías y demás efectos relativos al convenio, en cuyos grupos de-
berá haberlos dividido la compañía deudora en el estado de deu-
das que debe acompañar al balance de su activo y pasivo, sin que 
se entienda por ello que se prejuzga cuestión alguna de preferen-
cia, como se declara en la ley. 
Mientras tanto, «si acreedores que representen más de un 3 
por 100 del total pasivo solicitasen que la compañía deudora ex-
hiba sus libros y todos los antecedentes que sirvan de comproba-
ción de sus asientos, así como también los que se refieran al con-
venio, deberá el juez decretar dicha exhibición, previniéndoles 
que para llevarla á efecto nombren una comisión compuesta de un 
número de personas que no podrá exceder de cinco. Se hará aqué-
lla en las oficinas de la misma compañía, señalando con su audien-
cia las horas y la forma en que haya de realizarse para que no se 
perturbe ni embarace el curso de sus operaciones. Los gastos ju- 
diciales de la exhibición y de los testimonios que se saquen son de 
cargo de los acreedores á cuya instancia se practique esta diligen-
cia. s Así lo dispone el art. 11 de la ley en su párrafo 2.° 
Como ya se ha indicado, en el art. 12 de la misma ley de 1869 se 
ordena el procedimiento especial que ha de seguirse para dar pu-
blicidad á la proposición de convenio y para que los acreedores 
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manifiesten su conformidad ó adhesión al mismo, determinando la 
forma en que ha de hacerse el cómputo de votos y los que deben 
concurrir para que resulte mayoría, con los recursos que podrán 
utilizarse. Las disposiciones de dicho artículo, que establecen es-
tos procedimientos, dicen así: 
«Presentada por la sociedad la proposición de convenio, el 
juez mandará que en el término de quince días se publique en los 
periódicos oficiales, ó en su defecto en uno de los de más publicidad 
del lugar del juicio, Madrid, Barcelona, Sevilla, París, Londres y 
Bruselas, un edicto convocando á los acreedores para que en el 
término de tres meses acudan á adherirse á la proposición de con-
venio que se insertará en el mismo edicto. En los convenios no 
tendrán representación las obligaciones en cartera ni las pigno-
radas. 
»No será necesario el otorgamiento de escritura pública para 
acreditar la adhesión al convenio, bastando que aparezca en cual-
quiera forma que han querido obligarse con arreglo al principio 
establecido en la ley 1.a, tít. 1. 0, libro 10 de la Novísima Recopi-
lación (hoy, conforme al Código civil) ,. 
»Los obligacionistas, para enviar sus adhesiones, habrán de 
acompañarlas con un resguardo del depósito que hayan efectuado 
de sus títulos ó cupones, con la numeración de ellos, ya en las ca-
jas del Gobierno, ya en los bancos, ya en las cajas de las compa-
ñías deudoras y sus sucursales y banqueros, ya en los consulados 
españoles establecidos en el extranjero, ya en los extranjeros resi-
dentes en España. Una carta de adhesión con el resguardo del 
depósito será suficiente para estimar la aceptación del convenio. 
La personalidad de los acreedores de los otros dos grupos se esti-
mará acreditada para este efecto por lo resultivo del balance, y 
bastará la adhesión en cualquiera forma de las expresadas, sin ne-
cesidad de otro requisito. 
»Si dentro del plazo de los tres meses se adhiriesen al conve-
nio acreedores con representación de tres quintas partes de cada 
cual de los tres grupos en que están divididos, se aprobará (qus-
dard aprobado por les acreedores, como dice para este mismo calco 
el art. 935 del Código, insert () anteriormente). 
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»En el caso de no obtenerse adhesiones bastantes, se hará 
nueva publicación del convenio dentro del término de quince días 
en los mismos periódicos, para que en el plazo de dos meses acu-
dan á adherirse los acreedores que ya no lo hubiesen efectuado, ó 
si lo creyesen preferible, á manifestar su oposición en la misma 
forma dispuesta para las adhesiones, y acreditándose las persona-
lidades por los que no las hubiesen acreditado anteriormente. 
»Resultando que todas las adhesiones representan dos quintos 
del total de cada uno de los dos primeros grupos, y que no haya 
oposición que exceda de otros dos quintos de cualquiera de dichos 
dos grupos ó del total pasivo, se aprobará el convenio (se enten-
derd aprobado por los acreedores, como dice también el párrafo 2. ° 
 del art. 935 del Código), publicando la sentencia y los números de 
las obligaciones adheridas en el periódico oficial del lugar del pro-
cedimiento y en la Gaceta de Madrid. En los demás casos no ten-
drá efecto el convenio, y se declarará á la empresa en estado de 
quiebra definitiva. 
»La providencia del juez es apelable para ante la Audiencia 
del territorio en el término de treinta días, contados desde la pu-
blicación en la Gaceta: pudiendo recibirse á prueba el pleito en 
esta instancia si se alegase algún hecho pertinente, á juicio del 
tribunal, teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 1157 (hoy 903) 
del Código de Comercio. Contra la sentencia que ésta dicte habrá 
lugar al recurso de casación; pero si la de primera instancia apro-
base el convenio, se llevará á ejecución sin perjuicio de lo que se 
resuelva en superiores instancias.» 
Este último párrafo, y en parte también el anterior, han sido 
modificados por los arts. 935 y 936 del Código, insertos anterior-
mente. Según aquéllos, transcurrridos los plazos para las adhesio-
nes al convenio, si resultaban adheridas las mayorías determina-
das en la ley, el juez debía dictar sentencia é providencia (se em-
plean una y otra denominación) aprobando el convenio, y contra, 
esta providencia se concedían el recurso de apelación y el de casa-
ción en su caso. Este procedimiento es incompatible con los pre-
ceptos del Código. Según el art. 935, la aprobación del convenio 
corresponde á los acreedores, que son los interesados, y no al juez, 
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y como éste no debe dictar la providencia aprobándolo, no puede 
tener lugar el recurso de apelación que concedió la ley en dicho 
párrafo último de su art. 12, que queda por consiguiente deroga-
do.  Contra el acuerdo de la mayoría favorable al convenio no cabe 
la apelación, sino la impugnación, como lo reconoce y declara el 
art. 936, de conformidad con lo establecido en la ley de Enjuicia-
miento civil y en el mismo Código para los demás casos análogos_ 
Combinando, pues, las disposiciones que quedan vigentes de la ley 
de 1869 con las del Código, habrá de practicarse lo siguiente: 
Luego que transcurran los tres meses de la primera convoca-
toria, el juez hará el escrutinio de las adhesiones que se hubieren 
presentado, verificándolo por separado de cada uno de los tres 
grupos y secciones en que deben dividirse los acreedores, conforme 
al art. 932 del Código. Para facilitar la operación convendrá for-
mar un ramo separado con las adhesiones de cada grupo ó sección 
y resguardos de depósito de obligaciones ó cupones y demás docu-
mentos que se acompañen, y al sacar la nota de los acreedores y 
sus votos, expresar el pasivo que cada uno de ellos represente, y 
lo mismo se hará respecto de los que hubiesen manifestado su 
oposición al convenio. Si del escrutinio resulta que lo han acep-
tado acreedores que representen tres quintas partes del pasivo de 
cada uno de los grupos ó secciones indicados, se tendrá por apro-
bado el convenio, y se hará lo que después indicaremos. Pero si 
resulta que no han concurrido acreedores en número bastante para 
formar dichas mayorías, dentro de quince días debe el juez hacer . 
la segunda convocatorí.a que previene la ley con plazo de dos me-
sos y en la forma que en ella se previene. Transcurrido este plazo, 
hará de nuevo el escrutinio del modo ya dicho, y si resulta después 
de las dos convocatorias que aceptan el convenio acreedores que re-
presenten los dos quintos del total de cada uno de los dos primeros 
grupos y de sus secciones, quedará aprobado, siempre que no haya 
oposición que exceda de otros dos quintos de cualquiera de dichos 
grupos ó secciones, ó del total pasivo. Así lo ordena el art. 935 del 
Código, de acuerdo en este último punto con la ley de 1869. 
En las primeras palabras del art. 936 parece se da por su-
puesto que en todo caso ha de publicarse el cómputo de los votos, ó 
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sea el resultado del escrutinio; y aunque la ley sólo lo ordena ex-
presamente para el caso en que resulte aprobado el convenio, como 
tampoco lo prohibe, creemos procedente yjusta aquella publicación 
para que los acreedores puedan hacer uso de su derecho en uno y 
otro caso, puesto que no se establece otro medio de notificación. 
Si es desechado el convenio, los acreedores interesados en las eje-
cuciones y apremios, que quedaron en suspenso en virtud de la de-
claración de suspensión de pagos, podrán instar la continuación de 
aquellos procedimientos, y todo acreedor legítimo tiene en dicho 
caso el derecho de solicitar la declaración de quiebra de la com-
pañía deudora, como se declara en el art. 938 del Código; y si 
fuese aprobado, podrá hacerse la oposición que permite el art. 936. 
Por consiguiente, á todos los acreedores interesa saber el resultado 
del escrutinio, para hacer uso de su derecho, y por tanto creernos 
procedente que el juez mande publicarlo. Esta publicación se hará 
en el periódico oficial del lugar del procedimiento y en la Gaceta 
de Madrid, como ordena la ley, además de fijar el edicto en los es-
trados del juzgado. 
Cuando el cómputo de votos ó resultado del escrutinio sea fa-
vorable al convenio, dentro de los quince días siguientes al de su 
publicación en la Gaceta podrá ser impugnado por los acreedores 
disidentes, que serán los que hubiesen manifestado su oposición al 
convenio, y por los que no hubieren concurrido á los llamamientos 
del juzgado para adherirse ú oponerse, ó por cualquiera de ellos. 
Así lo dispone el art. 936, declarando además que las únicas cau-
sas en que podrá fundarse dicha oposición ó impugnación, serán, 
por defectos en la convocación de los acreedores y en las adhesio• 
nes de éstos, en cuyos defectos habrán de comprenderse los errores 
cometidos en el cómputo de los votos y determinación de las ma-
yorías, ó por cualquiera de las causas determinadas en los núme-
ros 2.° al 5.° del art. 903 del mismo Código; de suerte que son 
aplicables á este caso las mismas causas que invalidan los conve-
nios entre los acreedores y los concursados ó quebrados. 
Para que sea admisible dicha oposición al convenio, además de 
presentarla dentro del plazo y de fundarla en alguna de las causas 
indicadas, habrá de formularse el escrito conforme á lo prevenido 
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p ara las demandas ordinarias. Se sustanciará por los trámites esta-
blecidos para los incidentes, siendo parte demandada la compañía 
S empresa deudora y los acreedores que comparezcan manifestando 
su proposito de sostener el acuerdo favorable al convenio, de-
biendo litigar unidos y bajo una sola dirección todos los que sos-
tengan una misma causa; y será apelable en ambos efectos la sen-
tencia que recaiga, con recurso de casación en su caso: todo con-
forme á lo prevenido en el art. 1150 de la presente ley y á lo ex-
puesto en su comentario. 
Se declara, por último, en el art. 937 del Código, que «apro-
bado el convenio sin oposición, ó desestimada ésta por sentencia 
firme, será obligatorio para la compañía ó empresa deudora y para 
todos los acreedores cuyos créditos daten de época anterior á la 
suspensión de pagos, si hubieren sido citados en forma legal.» La 
ley de 1869, por la que se rige este procedimiento, no establece 
otra forma de citación más que por medio de edictos; y sin embar-
go, parece referirse el Código á la citación personal por medio de 
cédula, que es la prevenida por la ley cuando es conocido el domi-
cilio del que ha de ser citado. Confirman este concepto, á nuestro 
juicio, las últimas palabras del mismo artículo, que dicen: «ó si , . 
habiéndoseles notificado el convenio, no hubieren reclamado con-
tra él en los términos prevenidos en la ley de Enjuiciamiento ci-
vil». No puede referirse sino al art. 1145, que ordena se notifique 
el convenio, si lo solicitare el deudor dentro de tercero día, á lo s
. 
acreedores que no hubieren sido citados personalmente, siendo 
por consiguiente aplicables al caso dicho artículo y los tres que le 
siguen. 
Entendemos, pues, que el juez debe limitarse á acordar la cita-
ción por edictos como previene la ley; pero si solicita la compañía
. 
deudora que sean citados personalmente todos ó algunos de los 
acreedores que tengan domicilio conocido, así deberá acordarlo, 
sin perjuicio de publicar los edictos. Se tendrán por citados en 
forma legal, para el efecto indicado de obligarles el convenio, no 
sólo los que lo hayan sido por cédula, sino también todos los que, 
dándose por enterados de la citación, hubieren concurrido á mani-
festar su adhesión ú oposición; y respecto de los demás, será nece- 
r 
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saria â dicho efecto la notificación del convenio, cuya notificación 
se verificará, si la solicita la compañía en tiempo oportuno, con la 
prevención que ordena el art. 1146 de la presente ley. 
V 
Razón de método. 
Si llega á ser' ley el proyecto pendiente de la aprobación de 
las Cortes, y el Gobierno hace uso de la autorización que en él se 
le concede para reformar éste y otros títulos de la ley de Enjuicia-
miento civil, á fin de ponerlos en armonía con los nuevos Códigos 
de Comercio y civil, el presente título será sustituido por otro, en 
el que desaparecerán las referencias que se hacen al Código de 
1829 con las demás reformas que se estimen necesarias en el pro-
cedimiento sobre quiebras. Si esto ocurre en tiempo oportuno, 
para completar esta obra con la nueva ley, nos proponemos darla 
por Apéndice; pero como eso depende de un acontecimiento futuro 
é incierto, nos creemos en el deber de no omitir el presente título 
ni los demás que puedan ser reformados, para que no quede in-
completa la ley, y porque han de seguir rigiendo hasta que se 
lleve á efecto la reforma. 
Por esta razón daremos íntegro el texto de la ley; pero en vez 
de extensos comentarios, pondremos por notas cuanto creamos 
conducente y necesario para la recta inteligencia y aplicación de 
cada artículo. Por este sistema se economizarán algunas páginas, 
reduciendo en lo posible la extensión material de esta obra. 
Por la misma razón y con el propio objeto omitiremos los for-
mularios de este título, y también porque pueden servir de modelo 
los de los concursos de acreedores del título anterior, teniendo 
presente, para modificarlos en lo que sea necesario, que en las quie-
bras, corresponde al comisario, y no al juez, autorizar todos los 
actos de ocupación de los bienes y papeles del quebrado, presidir 
las juntas de acreedores que se acuerden por el juez, y las demás 
diferencias entre este juicio y el de concurso, que resultarán de la 
comparación de los respectivos artículos de la ley. 
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Hemos creído necesarias estas explicaciones para que nuestros 
lectores conozcan la razón que hemos tenido para alterar en este 
título el método hasta ahora seguido y que seguiremos en los de-
más que no deban ser reformados. Y expuesto ya en las secciones 
anteriores el procedimiento para la suspensión de pagos, veamos 
el que establece la ley para las quiebras mercantiles, insertando y 
anotando los artículos que lo determinan. 
VI 
Del orden de proceder en las quiebras. 
ARTfcuLO 1318 (1316 de la ley para Cuba y Puerto 
Rico). Conforme a lo prevenido en el art. 1. 0 del Có-
digo de Comercio, reformado por la ley de 30 de Julio 
de 1878 (1), todo comerciante, aunque no se halle ins-
crito en la matricula de su clase, que se constituya en 
estado de quiebra (2), quedará sujeto á los procedimien- 
(1) Ha de entenderse ahora conforme á lo prevenido en el nuevo 
Codigo de Comercio de 1885, el cual declara en su art. 1.0 que son co-
merciantes los que, teniendo capacidad legal para ejercer el comercio, 
se dedican á él habitualmente, y las compañías mercantiles é indus-
triales que se constituyan con arreglo al mismo Código: en el art. 2. 0 , 
que son actos de comercio los comprendidos en este CSdigo y chales. 
quiera otros de naturaleza análoga, sean 6 no comerciantes los que 
los ejecuten; y en el 3.0, que «existirá la presunción legal del ejercicio 
• habitual del comercio, desde que la persona que se proponga ejercerlo 
anunciare por circulares, periódicos, carteles, rótulos expuestos al pú-
blico, 6 de otro modo cualquiera, un establecimiento que tenga por 
objeto alguna operación mercantil». Y'en el art. 17 declara también 
que la inscripción en la matricula 6 registro mercantil, es potestativa 
para los comerciantes particulares. Por consiguiente, cualquiera de 
loe que se hallen en dichos casos, que se constituya en estado d e 
quiebra, queda sujeto á los procedimientos establecidos en este tí-
tulo, sin que pueda someterse á los ordenados para el concurso de 
acreedores. 
(2) Según el art. 874 del nuevo CSdigo de Comercio, «se conside-
ra en estado de quiebra al comerciante que sobresee en el pago co - 
rriente de sus obligaciones». 
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tos que para este caso se establecen en dicho Código y 
en el presente título, sin que pueda someterse á los or 
denados para el concurso de acreedores. 
Los Jueces no darán lugar á la declaración de con-
curso que se solicite y decretarán la de quiebra, res-
pecto de los que se hallen en dicho caso. 
ART. 1319 (1317 para C. y P. R). En todo lo que 
no esté previsto y ordenado en el Código de Comercio 
y en este titulo sobre el orden de proceder en las 
quiebras, se aplicará lo establecido para los concursos 
en el titulo anterior, cuyas disposiciones se considera-
rán como supletorias del presente. 
ART. 1320 (1318 para C. y P. .R). En las quiebras 
de las Compafifas de ferrocarriles, canales y demás 
obras públicas análogas, subvencionadas por el Esta-
do, se observarán los procedimientos especiales, orde-
nados por la ley de 12 de Noviembre de 1869 (1). 
(1) La ley de 12 de Noviembre de 1869 á que se refiere esta cita, 
se publicó por apéndice con la de Enjuiciamiento civil, como parte in-
tegrante de la misma. En la sección iv de la introducción á este titulo 
hemos expuesto las disposiciones que se refieren á. la suspensión de 
pagos de las compañías y empresas de ferrocarriles y demás obras 
públicas, y procede hacerlo en este lugar de las relativas á las quie-
bras de dichas compañías. Como en el Código de Comercio de 1886 se 
han incluido las disposiciones de carácter sustantivo de aquella ley, 
dejando vigentes las que ordenan el procedimiento, será necesario ha-
cernos cargo de unas y otras. El Có4igo de Comercio dispone sobre 
esta materia lo siguiente: 
«Art. 838. Procederá la declaración de quiebra de las compañías ó 
empresas (de ferrocarriles y demás obras de servicio público general, 
provincial é municipal), cuando ellas lo solicitaren, ó á instancia de 
acreedor legítimo, siempre que en este caso se justificare alguna de 
las condiciones siguientes: 
»La Si transcurrieren cuatro meses desde la declaración de suspen-
sión de pagos sin presentar al juez 6 tribunal la proposición de con-
venio. 
:2.a Si el convenio fuere desaprobado por sentencia firme, 6 no se 
reuniesen suficientes adhesiones para su aprobación en los dus plazós 
á que se refiere el art. 986. 
33.'  Si aprobado el convenio, no se cumpliere por la compaffia,4 
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ART. 1321 (1319 para C. y  P. B). El procedimien-
to sobre las quiebras de los comerciantes se dividirá en 
empresa deudora, siempre que en este caso lo soliciten acreedores que 
representen al menos la vigésima parte del pasivo. 
»Art. 939. Hecha la declaración de quiebra, si subsistiere la con-
e sión, se pondrá en conocimiento del Gobierno ó de la corporación 
que la hubiere otorgado, y se constituirá un Consejo de incautación,. 
compuesto de un presidente nombrado por dicha autoridad, dcs voca-
les designados por la compafiía 6 empresa; uno por cada grupo 6 sec-
ción de acreedores, y tres á.pluralidad de todos estos. 
»Art. 940. El Consejo de incautación organizará provisionalmente 
el servicio de la obra pública; la administrará y explotará, estando 
además obligado: 
»1.0 A consignar con carácter de depósito necesario los productos 
en la Caja general de Depósitos, después de deducidos y pagados los 
gastos de administración y explotación. 
»2.0 A entregar en la misma Caja, y en el concepto también de 
depósito necesario, las existencias en metálico 6 valores que tuviera 
la compañía ó empresa al tiempo de la incautación. 
a3.0 A exhibir los libros y papeles pertenecientes á la compañía 6 
empresa, cuando proceda y lo decrete el juez ó tribunal.» 
De estos tres artículos, los dos primeros concuerdan sustancial-
mente con el 13 de la ley de 12 de Noviembre de 1869, sin otra dife-
rencia que la relativa al número de vocales de que ha de constar el 
Consejo de incautación; la ley los fijó en nueve con el presidente, y 
en el art. 939 del Código no se fija número, aunque en la mayor 
parte de los casos resultarán los nueve fijados por la ley. 
Se ordena, además, en dicho art. 13 de la ley, y en esto queda vi-
gente como de procedimiento, qúe el nombramiento de los vocales del 
Consejo ase efectuará por cartas dirigidas al juez, y que también se 
nombren ocho suplentes en la misma forma y por los mismos grupos». 
Pero nada se dispone sobre la forma en que ha de hacerse saber á los. 
acreedores que verifiquen dicho nombramiento, ni sobre el término 
plazo para realizarlo. No puede ser notificándoles el auto declaratorio 
de la quiebra, ni convocándolos á junta por medio de edictos, por-
que lo prohiben los artículos 14 y 16 de la misma ley, mientras no 
esté nombrado el Consejo de incautación y organizada provisional-
mente la administración y explotación de la obra pública. No vemos, 
pues, otro medio legal que el de edictos con ese único objeto, y mejor 
todavía el que de orden del juez el actuario dirija una carta circular 
 A. 
 todos los acreedores, cuyos nombres y domicilios constarán en las di- 
a 
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cinco secciones, arreglando las actuaciones de cada una 
de ellas en su respectiva pieza separada, que se subdi- 
ligencias practicadas anteriormente para la suspensión de pagos, pre-
viniéndoles Que dentro del plazo que aquél habrá fijado hagan el nom-
bramiento para vocales del Consejo de incautación por medio de carta 
dirigida al juez, designando la persona que haya de representar al 
grupo ó sección á que el acreedor pertenezca, y tres más en represen-
tación de la masa general de acreedores, y un suplente para cada una 
de ellas. Transcurrido el plazo, el juez hará el escrutinio, y tendrá por 
nombrados vocales del Consejo los que resulten con mayoría de vo-
tos en las cartas que hubiere recibido, y procederá á lo demás que se 
ordena en los artículos de la ley de 1869, que se insertan á continua-
ción; advirtiendo que lo que en ellos se previene con relación al Go-
bierno, ha de entenderse en su caso, conforme al Código, con la cor-
poración provincial 6 municipal que hubiere otorgado la concesión de 
la obra; y que para la tasación y subasta del camino y lo demás que 
ordena el art. 14, habrá de formarse pieza separada, para acordará la 
vez en la principal la convocatoria de la junta para el nombramiento 
de síndicos y las demás actuaciones propias del juicio de quiebra. 
LEY DE 12 DE NOVIEMBRE DE 1869.—<Art. 14. El auto declarato• 
rio de la quiebra se pondrá en conocimiento del Gobierno; pero no se 
notificará á las partes ni se publicará por edictos hasta tanto que 
aquél se haya incautado del ferrocarril y  sus dependencias, y haya 
organizado provisionalmente su administración y explotación, confor-
me se establece en el artículo anterior y con arreglo á lo dispuesto en 
el párrafo primero del art. 39 de la ley de 3 de Junio de 1855. 
oInmediatamente después de organizado provisionalmente el ser-
vicio de explotación se procederá á la tasación del camino, debiendo 
anunciarse la subasta con término de seis meses para que se realice 
al aïio de aquella organización, ó antes si se hubiesen reconocido y 
graduado los créditos. 
»El rematarte podrá ofrecer en esta subasta como precio del re-
mete, y le serán admitidos, créditos contra la empresa de cualquiera 
de los tres grupos determinados en el art. 12 (a) y conforme al ba-
lance; bastando respecto á las obligaciones la confrontación talonaria, 
y con las condiciones siguientes: 
rsl.a Obligación de satisfacer á metálico los créditos que se decla-
ren 6 estén declasados preferentes en el juicio de quiebra. 
(a) Hoy en 01 art. 932 dol nuevo Código de Comercio: véase en la página 
320 de este tomo. 
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a idirá en los ramos que sean necesarios para el buen 
urden y claridad del procedimiento, y para que éste se 
.2.a Dar participación á prorrata á todos los créditos de su clase 
que lo soliciten dentro de seis meses y se asocien al efeéto, y recono• 
rer y obligarse á pagar á los que no se asocien por el importe que re-
presenten, hecha prorrata entre el total de ellos del valor líquido en 
renta, deducidos los pagos preferentes. 
a3.a El rematante, si fuere obligacionista, en el término de treinta 
slías consignará en depósito una cantidad en dinero ó valores del Es 
Lado por el precio de cotización, reponiendo cada dos meses las bajas, 
si las hubiere, equivalente al importe de los créditos del primer grupo 
per lo que resulte en el balance, á salvo de lo que arroje respecto de 
psi() la graduación. Si fuese el rematante acreedor común, consignará 
además en depósito, dentro del mismo plazo,'lo necesario para pagar 
los cupones vencidos y amortización no satisfechos, y en todo caso, 
los rematantes hipotecarán también el camino á las demás obligacio-
lies impuestas por el remate. 
,Si el precio del remate se pagase en dinero, heèhas las deducciones 
que corresponden con arreglo al art. 4. 0 de esta ley (a), se depositará 
el liquido en la Caja general de Depósitos á disposición, del juez 6 
tribunal que conozPa de la quiebra, pasando el ferrocarril, libre de 
toda deuda, á manos del nuevo concesionario. 
anealizada la subasta en esta forma, quedarán cancelados los títu-
los y extinguida la hipoteca sobre el camino respecto de todos los cré-
ditos asociados, y el rematante ó nuevo concesionario se entenderá 
snbrrogado á la anterior empresa con relación al Estado en todos los 
derechos y obligaciones referentes al ferrocarril subastado. 
allo habiendo postores que en la primera subasta cubran el total 
avalúo del ferrocarril, se anunciará inmediatamente, con término de 
spis meses, la segunda subasta, en que se admitirán posturas que cu• 
tiran dos terceras partes de dicho avalúo. 
aArt. 15. Et Consejo de incautación que administre y explote el 
ferrocarril, estará obligado: primero, á depositar con carácter necesr-
rio los productos en la Caja general de Depósitos, después de deduci-
dos y pagados los gastos de administración y explotación; segundc,
. 
1 entregar en la misma Caja, y en el concepto también de depósito 
necesario, las existencias en metálico 6 valores que tuviera la compa-
iif» al tiempo de la incautación; y tercero, á exhibir los libros y r a- 
(a) Véase en el comentario al art. 1448. 
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curse con la rapidez posible, sin entorpecerse por inci-
dentes que no puedan sustanciarse á la vez. 
peles pertenecientes á la compañía cuando proceda y lo decrete el 
juez á instancia de parte. 
»Art. 16. El auto declaratorio de la quiebra se notificará á los 
acreedores á cuya instancia se hubiese dictado y al Consejo de admi-
nistración de la compañía, y se publicará además por edictos, que se 
insertarán en los periódicos oficiales ó de mayor publicidad que se re-
fieren en el art. 12 (a). 
»Dicho auto contendrá la convocatoria de los acreedores de la com-
pañía quebrada á la primera junta general, que tendrá lugar tres me 
ses después de la inserción de los edictos en la Gaceta de Madrid. 
»Art. 17. Los tenedores de títulos al portador, para ser admitidos 
en juntas y ser parte en el juicio de quiebra, los presentarán al juez; 
y resultando legítimos por la confrontación talonaria, se les pondrá 
un sello que diga: «Confrontado para la quiebra», y se devolverán, 
quedando en autos nota expresiva del número y serie, capital y cupo-
nes. El tenedor de esos títulos con dicho requisito que los exhiba en 
cualquier acto tendrá la representación de ellos. 
»Art. 18. El nombramiento de síndicos se hará en la primera 
junta de acreedores, y en la forma que previenen los artículos 1068 al 
1071 del Código de Comercio (b). 
Sus atribuciones son: 
»1.0 Formar el balance general del estado de la compañía que-
brada, de modo que sea el resultado exacto de la verdadera situación 
de los negocios y dependencias de la quiebra. 
»2.0 'Examinar los documentos justificativos de los créditos para 
extender sobre cada uno de ellos el Informeque deban presentar en 
la junta de acreedores, con arreglo á lo dispuesto en loe artículos 
1101 á 1104 del Código de Comercio (c). Respecto á títulos al porta-
dor, bastará el resultado del reconocimiento que se hubiese practi-
cado conforme al artículo anterior. 
»3.0 Defender los derechos de la quiebra, y ejercitar las acciones 
y excepciones que la competan. 
(a) Estos periódicos son los del lugar del juicio, y de  Madrid, Barcelona, 
 Sevilla, Paris, Londres y Bruselas. 
(b) Estos artículos del Código fueron reformados par la ley de 30 de Ju-
lio de 1878, y suprimidos en el nuevo. El nombramiento de síndicos se hará 
en la forma que previene el art. 1346 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
(c) Véanse en la nota del art. 13£0 do esta 1oy, con arreglo al cual se 
hará lo que aquí se dispone. 
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ART. 1322 (1320 para C. y  P. B). La section pri-
mera comprenderá todo lo relativo á la declaration de 
»4.° Promover, siempre que sea útil, la convocación; celebración 
de las juntas de acreedores. 
»5.° Redactar y someter á la junta de acreedores en el término se-
ñalado en el art. 1140 del Código de Comercio (a) un informe sobre 
la responsabilidad en que individualmente hayan podido incurrir los 
administradores de la compañía quebrada por su participación en ac-
tos ó acuerdos contrarios á los estatutos, y por distracción de los fon-
dos de la misma á otras negociaciones que la de su objeto ó empresa, 
conforme á lo establecido en el art. 267 (127 en el nuevo) del Código 
de Comercio, y más especialmente á lo que se halle dispuesto sobre 
el particular en los estatutos por que la compafiía quebrada se hu-
biese regido. 
»6.0 Proponer á la junta de acreedores la distribución que haya 
de hacerse entre ellos del precio de la venta del ferrocarril, así como 
de los demás valores que pertenezcan á la compañía quebrada, por el 
orden en que se hayan graduado los créditos. 
»Y 7. 0 Hacer á cada acreedor el pago de lo que le corresponda. 
»Art. 19. En el examen y reconocimiento de los créditos, así como 
en su graduación y pago á los acreedores, se observará lo dispuesto en 
los títulos 7.° y 8.0, libro •4.o del Código de Comercio, en cuanto no 
contraríen las disposiciones de esta ley (b). 
»Art. 20. En cualquier estado del procedimiento de quiebra puede 
la compañía quebrada hacer á sus acreedores las proposiciones de 
convenio que á bien tenga sobre el pago de sus deudas. Estas propo-
siciones de convenio se sustanciarán y resolverán en la forma que es-
tablece esta ley. 
»Art. 21. En el caso previsto por el art. 29 de la ley de 3 de Junio 
de 1855, el Gobierno, en el proyecto de ley que se ha de presentar á 
las Cortes, cuidará de conciliar los derechos de los acreedores con el 
interés del Estado. 
»Mientras el camino no se enajene y lo siga explotando el Estado, 
los acreedores tendrán derecho á percibir los productos líquidos du-
rante el tiempo por que se hubiese hecho la concesión anulada. 
(a) Véase dicho término en el art. 1383 de la presente ley. 
(b) Este articulo ha sido sustituido por el 911 del nuevo Código de Co-
mercio, que dice: «En la graduación y pago de los acreedores se observarit 
lo dispuesto en lo sección 5." de este titule», que es di primero del libro 4.• 
En cuanto el examen y reconocimiento de los crédltós, .se estará á Iro dis-
puesto para las quiebras en los artículos 1378 y siguientes de la presente ley 
de Enjuiciamiento civil. 
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quiebra, las disposiciones consiguientes á ella y su eje-
cucion, el nombramiento de los síndicos é incidencias 
sobre su separacion y renovacion, y el convenio entre 
los acreedores y el quebrado que ponga término al 
procedimiento. 
La segunda, las diligencias de la ocupacion de bie-
nes del quebrado y todo lo concerniente á la adminis-
tracion de la quiebra hasta la liquidacion total y ren-
dición de cuentas de los síndicos. 
La tercera, las acciones á que dé lugar la retro-
accion de la quiebra sobre los contratos y actos de ad-
ministracion del quebrado precedentes á su declara-
cion. 
La cuarta, el examen y reconocimiento de los cré-
ditos contra la quiebra, y la graduacion y pago de los 
acreedores. 
La quinta, la calificacion de la quiebra y la rehabi-
litacion del quebrado (1). 
SECCION PRIMERA 
DECLARACION DE LA QUIEBRA. 
ART. 1323 (1321 para C. y P. B). La declaración 
formal del estado de quiebra podrá solicitarla el mis- 
1Si el Gobierno arrendase la explotación, los acreedores tendrán 
derecho á ser satisfechos con el precio del arrendamiento. 
»Art. 22. La compañía quebrada estará siempre representada du-
rante la quiebra según tuviese previsto para este caso por sus estatu-
tos, y á falta de esa disposición especial continuará su Consejo de ad-
ministración conforme á los mismos estatutos.» 
(1) En estas cinco secciones se divide el presente tftulo, determi-
nándose en cada una de ellas los procedimientos que le correspon-
den, y se adiciona la sexta y última para tratar especialmente del 
convenio, aunque ha de sustanciarse en la primera. Por consiguiente, 
el procedimiento sobre las quiebras ha de dividirse en cinco piezas 
separadas, en vez de las tres que se ordenan para los concursos, dán-
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mo quebrado, 6 cualquier acreedor legitimo cuyo:de-
recho proceda de obligaciones mercantiles (1). 
ART. 1324 (1322 para C. y P. R. La exposicion 
del comerciante que se manifieste en quiebra," ha de 
presentarse arreglada y documentada conforme á las  
disposiciones de los artículos 1017, 1018, 1019, 1020, 
1021 y 1022 del Código de Comercio (2). 
(1) El art. 875 del Código de Comercio de 1885 dispone lo mismo, 
dice así: «Procederá la declaración de quiebra: 1. 0, cuando la pida el 
mismo quebrado; 2. 0, á solicitud fundada de acreedor legítimo.» Pero 
no exige que el derecho proceda de obligaciones mercantiles, sino que se 
funde en título por el cual se haya despachado 6 pueda despacharse 
mandamiento de ejecución, y en este sentido se propuso la reform a . 
del presente artículo de la ley en el proyecto presentado á las Cortes 
por el Gobierno. Creemos, pues, que hoy puede solicitar la declara-
ción de quiebra cualquier acreedor legítimo, aunque su derecho no 
proceda de obligaciones mercantiles, siempre que ôoncurran los de-
más requisitos que luego se indicarán. 
Téngase presente, además, lo que dispone dicho Código en el pá-
rrafo 2.0 de su art. 877, que se insertará en la nota del art. 1325 de 
esta ley, sobre los casos en que el juez debe proceder de oficio. 
(2) Estos artículos del Código de Comercio de 1829 dicen así: 
«Art. 1017. Es obligación de todo comerciante que se encuentre en 
estado de quiebra ponerlo en conocimiento del juez de primera ins-
tancia de su domicilio (a) dentro de los tres días siguientes al en que 
hubiere cesado en el pago corriente de sus obligaciones, entregando 
al efecto en la escribanía del mismo juzgado una exposición en que 
se manifieste en quiebra, y designe su habitación y todos los escrito-
rios, almacenes y otros cualesquiera establecimientos de su comercio. 
»Art. 1018. Con la exposición en que se manifieste en quiebra 
acompañará el quebrado: 1. 0, el balance general de sus negocios; 2. 0, 
una memoria 6 relación que exprese las causas directas é inmediatas 
de en quiebra. 
»Art. 1019. En el balance general hará el quebrado la descripción 
valorada de todas sus pertenencias en bienes muebles é inmuebles, 
efectos y géneros de comercio, créditos y derechos de cualquiera es- 
(a) Conforme con la regla 8.° del art. 63 de la presente ley de Enjuicia-
miento civil. En cuanto al domicilio legal de los comerciantes y compaiíias.. 
mercantiles, véanse los arts. 65 y 66 de la misma ley. 
^ 
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De otro modo, no se le dará curso ni aprovechará 
al interesado su presentacion para que se le tenga por 
cumplido con la obligacion que le impone el art. 1017 
(lei mismo Código. 
ART. 1325 1323 para C. y P. R.. El acreedor que 
solicite la declaracion de quiebra de su deudor, estará 
obligado á acreditar ante todas cosas su personalidad 
con el testimonio de la ejecución despachada á su ins-
tancia contra el mismo deudor, ó con documento 
fehaciente de su crédito, con cuyo previo requisito se 
le admitirá la prueba que presente sobre los extremos 
comprendidos en el art. 1025 del Código de Comer-
cio (1). 
pecie que sean, así como igualmente de todas sus deudas y obligacio-
nes pendientes. 
»Art. 1020. Con la relación de las causas de la quiebra podrá el 
quebrado acompafiar todos los documentos de comprobación que 
tenga por conveniente. 
»Art. 1021. Tanto la exposición de quiebra como el balance y la 
relación prevenidas en el art. 1018, llevarán la firma del quebrado 6 
de persona autorizada bajo su responsabilidad para firmar estos do• • 
cumentos, con poder especial, de que se acompafiará copia fehaciente, 
sin cuyo requisito no se les dará curso. 
»Art. 1022. , Cuando la quiebra sea de una compafifa en que haya 
socios colectivos, se expresará en la exposición el nombre y domicilio 
de cada uno de ellos; firmándola, así como también los demés doce. 
mentos que deban acompafiarla, todos los socios que residan en el 
pueblo al tiempo de hacerse la declaración de quiebra.» 
(1) Este art. 1026 y el 1027 del Código de Comercio de 1829 han 
sido sustituidos en el nuevo por los siguientes, que eón los aplicables 
al caso: 
«Art. 876. Para la declaración de quiebra á instancia de acreedor, 
será necesario que la _ solicitud se funde en título por el cual se haya 
despachado mandamiento de ejecución 6 apremio, y que del embargo 
no resulten bienes libres bastantes para el pago. 
»También procederá la declaración de quiebra á instancia de acree-
dores (a) que, aunque no hubieren obtenido mandamiento de em-. 
(a) . El plural acreedores, aquí empleado, no quiere decir que han de ser 
dos 6 más los que soliciten en este caso la declaración de quiebra, sino que 
podrá hacerlo cualquiera de ellos. (Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de No-
viembre de 1890.) 
340 
	 LIB. II—TÍT. XIII—ART. 1325 
Probados éstos en forma suficiente, hará el Juez de 
primera instancia la declaracion de quiebra sin cita-
cion ni audiencia del quebrado, acordando las demás 
disposiciones consiguientes á ella (1). 
ART. 1326 (1324 para C. y P. R.. Si el quebrado 
hiciere oposicion al auto de declaracion de quiebra, 
dentro del plazo que fija el art. 1028 del Código de 
Comercio (2), se formará expediente separado sobre 
bargo, justifiquen sus títulos de crédito y que el comerciante ha so-
breseído de una manera general en el pago corriente de sus obligacio-
nes, 6 que no ha presentado su proposición de convenio, en el caso de 
suspensión de pagos, dentro del plazo señalado en el art. 872 (a). 
»Art. 877. En el caso de fuga ú ocultación de un comerciante acom-
pañada del cerramiento de sus escritorios, almacenes ó dependencias, 
sin haber dejado persona que en su representación los dirija y cum-
pla sus obligaciones, bastará, para la declaración de quiebra á instan-
cia de acreedor, que éste justifique su título y,pruebe aquellos hechos 
por información que ofrezca al juez 6 tribunal. 
»Los jueces procederán de oficio, además, en casos de fuga noto-
ria 6 de que tuvieren noticia exacta, á la ocupación de los estableci-
mientos del fugado, y prescribirán las medidas que exija su conser-
vación, entre tanto que los acreedores usan de su derecho sobre la 
declaración de quiebra.» 
(I) Estas disposiciones son las que se determinan en los art. 1333 
y siguientes de la presente ley. Téngase presente, además, el art. 878 
del nuevo Código de Comercio, que dice: «Declarada la quiebra, el 
quebrado quedará inhabilitado para la administración de sus bienes. 
Todos sus actos de dominio y administración posteriores á la época 
que se retrotraigan los efectos de la quiebra, serán nulos.» 
(2) Este artículo del Código de 1829 dice así: «Art. 1028. El co-
merciante á quien se declare en estado de quiebra sin que haya prece-
dido.su manifestación, será admitido á pedir la reposición de dicha 
(a) Declarada judicialmente la suspensión de pagos de un comerciante ó 
sociedad mercantil, se constituye un estado de derecho que impide á los 
acreedores obtener mandamiento de ejecución é instar la declaración de 
quiebra, salvo el caso de quedar terminado el expediente por alguno de los 
'motivos que señala el art. 873 del Código de Comercio de 1885; y fuera de 
este caso, es contraria á derecho y no puede producir efecto legal la decla-
ración de quiebra, si con fecha anterior se hallaba constituido el deudor en 
estado de suspensión de pagos, y mientras no se resuelva sobre el conve-
nio propuesto por el mismo. (Sent. del Trib. Supremo de 26 de Agosto de 188? y 
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ella, por cabeza del cual se pondrán la solicitud y jus-
tificacion del acreedor y testimonio de dicho auto. 
El quebrado podrá ampliar, en vista de estos ante-
cedentes, los fundamentos de su oposicion; y al efecto, 
si lo hubiere pedido en el escrito en que la hizo, se le 
entregará el expediente por termino de tercero dia. 
ART. 1327 (1325 para C. y P. B.). De la oposicion 
y de su ampliacion, si el quebrado la hiciere, se con-
ferirá traslado al acreedor; y por e l . mismo auto se re-
cibirá el incidente a prueba por término de veinte dial 
improrrogables, dentro de los cuales se admitirán á 
ambas partes las alegaciones y probanzas que les con-
vengan, conforme al art. 1031 del Codigo (1). 
ART. 1328 (1326 para C. y P. B.). Los acreedores 
que coadyuvaren la impugnacion de la reposicion del 
auto de quiebra, usarán de su derecho en el estado que 
tenga el incidente cuando se personen en los autos, sin 
retroceder en el procedimiento. 
ART. 1329 (1327 para C. y P. R.. Si el acreedor 
conviniere en la solicitud del quebrado, el Juez acor-
dará en la primera audiencia la reposicion del auto de 
declaracion de quiebra. 
Lo mismo se hará á instancia del quebrado confor-
me al art. 1032 del Código (2), si no se hubiere impug- 
declaración dentro de loe ocho días siguientes á su publicación, sin 
perjuicio de llevarse á efecto provisionalmente las providencias acor-
dadas sobre la persona y bienes del quebrado.» 
(1) Dice así: «Art. 1031. La sustanciación de dicho artículo no po-
drá exceder de veinte días, dentro de los cuales se recibirán por 
via de justificación las pruebas que se hagan por ambas partes, y á su 
vencimiento se resolverá según los méritos de lo obrado, admitién-
dose solamente en el efecto devolutivo las apelaciones que se inter-
pongan de la providencia que se dé.» 
(2) Art. 1032 del Código de Comercio antiguo: «La reposición po-
drá también proveerse antes de vencer el expresado término de veinte 
días, si el acreedor que promovió la quiebra conviene en ella, ó si por 
parte de él ó de otro acreedor legítimo no se hiciere contradicción en 
loe ocho días siguientes á la notificación del traslado que se confiera 
de la instancia del quebrado.» 
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nado aquélla en los ocho dias siguientes despues de ha-
bérsele conferido el traslado al acreedor. 
ART. 1330 (1328 para C. y P. R.. Transcurrido el 
término de prueba, se procederá del , modo prevenido 
en los artículos 755 y siguientes de esta ley. 
La sentencia que se dicte será apelable en un solo 
efecto, conforme„ á lo que ordena el art. 1031 del Có-
digo de Comercio (1). 
ART. 1331 (1329 para C. y P. R). Si se dejara sin 
efecto .la declaracion de quiebra, se practicará lo pre-
venido en el art. 1167 de esta ley (1165 de la de C. y 
P. R) para reintegrar al deudor en sus bienes, papeles, 
libre tráfico y demás derechos. 
ART. 1332 (1330 para C. y P. R.. La accion de da-
ilos y perjuicios que, segun el art. 1034 del Código (2), 
compete al quebrado repuesto contra el acreedor que 
hubiere instado 6 sostenido la declaracion de quie-
bra con dolo, falsedad 6 injusticia manifiesta, se ejer-
citará en el mismo expediente de reposicion, sustan-
ciándose por los trámites del juicio ordinario de mayor 
cuantía. 
ART. 1333 (1331 para C. y P. R.). El Juez, al die- 
(1) Véase en la nota del art. 1327.—En la ley para Cuba y Puerto 
Rico, la referencia del párrafo 1. 0 es á los artículos 764 y siguientes 
de la misma ley, que son los que ordenan el procedimiento para dic-
tar sentencia en los incidentes, después de transcurrido el término de 
prueba. 
(2) Este artículo del Código de Comercio antiguo dice así: cAr-
tículo 1034. Revocada la declaración de quiebra por el auto de repo-
sición, se tiene por no hecha, y no produce efecto alguno legal. El co-
merciante contra quien se die, podrá usar de su derecho en indemni-
zación de daños y perjuicios, si se hubiese procedido en ella con dolo, 
falsedad 6 injusticia manifiesta.» Esta segunda parte ha sido reprodu-
cida en el nuevo Código, que dice: c Art. 886. El comerciante que ob-
tuviere la revocación de la declaración de quiebra solicitada por sus 
acreedores, podrá ejercitar contra éstos la acción de daños y perjui-
cios, si hubieren procedido con malicia, falsedad 6 injusticia mani-
fiesta.» 
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tar el auto de declaracion de quiebra, hará el nombra-
miento de comisario de la misma, el cual recaerá en un 
comerciante matriculado, y acordará lo demás que pre-
viene el art. 1044 del Código (1). 
Si en el lugar del juicio no hubiere comerciante ma-
triculado idóneo para el cargo de comisario, el Juez de 
primera instancia ejercerá las funciones que, segun el 
art.- 1045 del Código, corresponden á dicho cargo, ex- 
(1) Dice así dicho artículo del Código de Comercio antiguo, tal 
como quedó reformado por el decreto•ley de 6 de Diciembre de 1868: 
«Art. 1044. En el acto de hacerse por el juez de primera instancia 
la-declaración de quiebra, se proveerán también las disposiciones si-
guientes: 
»1.a El nombramiento de comisario de la quiebra en un comer-
ciante matriculado, si le hubiere. 
»2.a El arresto del quebrado en su casa, si diere en el acto fianza 
de cárcel segura; y en defecto de darla, en la cárcel. 
)3.a La ocupación judicial de todas las pertenencias del quebrado 
y de los libros, papeles y documentos de su giro. 
4.a El nombramiento de depositario en personó de la confianza 
del juez, á cuyo cargo se pondrá la conservación de todos los bienes 
ocupados al deudor hasta que se nombren los síndicos. 
»5.a La publicación de la quiebra por edictos en el pueblo del do-
micilio del quebrado y demás donde tenga establecimientos mercan-
tiles, y su inserción en el periódico de la plaza ó de la provincia, si 
lo hubiere. 
»6.a La detención de la correspondencia del  _ quebrado para los 
fines y en los términos que se expresan en el art. 1058. 
»7.° La convocación de los acreedores del quebrado á la primera 
junta general.» 
Y el art. 1058 del mismo Código, á que se refiere el núm. 6.0 del 
1044, dice así: «La correspondencia del quebrado se pondrá en poder 
del comisario, quien la abrirá á presencia de aquél ó de su apoderado, 
entregando al depositario las cartas que tengan relación con las de-
pendencias de la quiebra, y al quebrado las que sean de otros asun-
tos. Después de hecho el nombramiento de síndicos, serán éstos los 
que reciban la correspondencia, llamando siempre al quebrado b su 
apoderado para abrir las cartas que vayan dirigidas al mismo, y en-
tregarle las que no pertenezcan á los intereses de la masa.» 
Véanse, además, loe artículos 1338 y 1339 de la presente ley. 
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cepto las del núm. 4.e y demás que en los concursos 
son propias de los síndicos 6 del depositario (1). 
ART. 1334 (1332 para C. y P. R). Sin perjuicio de 
la reclamacion del quebrado contra el auto de declara-
cion de quiebra, inmediatamente que éste se dicte, se 
comunicará al comisario su nombramiento por oficio 
del Juez de primera instancia, y procederá aquél á la 
ocupacion de los bienes y papeles de la quiebra, su in-
ventario y depósito, ejecutando todo ello conforme á lo 
prevenido en los artículos 1046, 1047 y 1048 de dicho 
Código (2). 
(1) El artículo que se cita del antiguo Código de Comercio dice así: 
«Art. 1045. Corresponde al comisario de la quiebra: 
»1.0 Autorizar todos los actos de ocupación de los bienes y pape-
les relativos al giro y tráfico del quebrado. 
»2A Dar las providencias interinas que sean urgentes para tener 
en seguridad y buena conservación los bienes de la masa, mientras 
que dándose cuenta al juez de primera instancia resuelva lo con-
veniente. 
»3.0 Presidir las juntas de los acreedores del quebrado que se 
acuerden por el juez. 
»4P Hacer el examen de todos los libros, documentos y papeles 
concernientes al tráfico del quebrado para dar los informes que el 
juez le exija. 
»5.0 Inspeccionar todas las operaciones del depositario y de los 
síndicos de la quiebra; celar el buen manejo y administración de sus 
pertenencias; activar las diligencias relativas á la liquidación y califi-
cación de los créditos, y dar cuenta al Juez de los abusos que advierta 
sobre todo ello. 
»6.0 Las demás funciones que especialmente se le designan en las 
disposiciones de este Código.» 
(2) Estos artículos del Código de Comercio de 1829 dicen así: 
«Art. 1046. La ocupación de los bienes y papeles del comercio 
del quebrado tendrán efecto en la forma siguiente: 
»1.0 Todos los almacenes y depósitos de mercaderías y efectos 
del quebrado quedarán cerrados bajo dos llaves, de las cuales tendrá 
una el comisario, y la otra se entregará al depositario. 
»2.0 Igual diligencia se practicará en el escritorio ó despacho del 
quebrado, haciéndose constar en el acto por diligencia el número, cla-
ses y estado de los libros de comercio que se encuentren, .y ponién-
dose en cada uno de ellos á continuación de la última partida una nota 
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ART. 1335 (1333 para C. y P. R). Para el arresto 
del quebrado se expedirá mandamiento á cualquiera de 
los alguaciles del Juzgado, arreglado al párrafo se- 
de las hojas escritas que tenga, la cual se firmará por el comisario y. 
el escribano. Si los libros no tuvieren las formalidades prescritas nor 
este Código, se rubricarán también por aquéllos todas sus fojas. 
»El quebrado ú otra persona en su nombre y con poder suyo po-
drá asistir á estas diligencias; y si lo solicitare se le dará una tercera 
llave, y firmará y rubricará en este caso los libros con el comisario y 
el escribano. 
»3.0 En el mismo acto de la ocupación del escritorio se formará 
inventario del dinero, letras, pagarés y demás documentos de cré-
dito, pertenecientes á la masa; y se pondrán en un arca con dos lla-
ves, toreándose las precauciones convenientes para su seguridad y 
buena custodia. 
»4.0 Los bienes muebles del quebrado que no se hallen en  alma-
cenes en que puedan ponerse sobrellaves, y los semovientes, se en-
tregarán al depositario bajo inventario, dejándole al mismo quebrado 
la parte de ajuar y ropas de uso diario, que el comisario estime pru-
dentemente que le son necesarias. 
»5.0 Los bienes raíces se pondrán bajo la administración interina 
del depositario, quien recaudará sus frutos y productos, y dará las 
disposiciones convenientes para evitar cualquiera mala versación. 
»6.0 Con respecto á los bienes que se hallen fuera del pueblo del 
domicilio del quebrado, se practicarán iguales diligencias en los pue-
blos donde se encuentren, despachándose á este fin los oficios conve-
nientes á sus respectivos jueces. 
»Si los tenedores de estos bienes fueren personas abonadas y de 
notoria responsabilidad, atendido su valor, se constituirá, en ellos el 
depósito, excusándose los gastos de la traslación á poder de otros 
sujetos. 
»Art. 1047. Cuando la quiebra sea de una sociedad colectiva, se 
extenderá la ocupación de bienes en los términos que prescribe el ar-
tículo anterior á todos los socios que en el contrato de sociedad re-
sulten responsables á las resultas de sus negociáciones (ð). 
(a) El art. 928 del Código de Comercio de 1886, dispone que 'da quiebra 
de una sociedad en nombre colectivo ó en comandita lleva consigo la de los 
socios que tengan en ella responsabilidad solidaria, conforme á los artículos 
,127 y 148 de este Código, y producirá, respecto de todos los dichos socios, los 
efectos inherentes á la declaración de la quiebra, pero manteniéndose siem-
pre separadas las liquidaciones respectivas».—Véanse también los articulo 
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• gundo del art. 1044 del Código de Comercio (1), en 
virtud del cual requerirá el ejecutor por ante el actua-
rio al mismo quebrado para que en el acto preste fianza 
de cárcel segura en la cantidad que el Juez hubiere 
fijado. Si lo hiciere con persona abonada 6 dando fianza 
hipotecaria 6 en metálico, quedará el quebrado arres-
tado en su casa; y en su defecto se le conducirá á la 
cárcel; expidiéndose el correspondiente mandamiento 
al alcaide que haya de recibirlo. 
ART. 1336 (1334 para C. y P. R). • Para determi-
nar la cantidad y calidad de la fianza, las obligaciones 
del fiador y el modo de hacerlas efectivas en los casos 
en que proceda, se estará á lo prevenido para estos ca-
sos en la ley de Enjuiciamiento criminal (2). 
ART. 1337 (1335 para C. y P. RI La fijacion de 
los edictos en que se publique la quiebra se hará por 
el actuario, poniéndose en los autos diligencia que lo 
acredite, con expresion del dia y lugar en que se hu-
bieren fijado. 
Para que tenga efecto en los demás pueblos donde 
el quebrado tenga establecimientos mercantiles, se di-
rigirán los edictos con oficio a la Autoridad judicial 
respectiva de cada uno de ellos, exigiéndoles la devo-
lucion de dicho oficio con diligencia á su continuacion 
de haberse fijado aquéllos, todo lo cual se unirá á los 
autos. 
Además de los periódicos oficiales de la plaza 6 de 
la provincia, en que deberán publicarse los edictos se- 
»Art. 1048. El comisafio con asistencia del depositario podrá exa-
minar á su voluntad todos los libros y papeles de la quiebra, sin ex-
traerlos del escritorio, para tomar las instrucciones y apuntes que ne-
cesite para el desempeiio de las atribuciones que le corresponden. 
DEI quebrado podrá asistir por si ó por su apoderado á esta dili-
gencia, para cuyo fin se le citará previamente con se$alamiento de dia 
y hora.» 
(1) Véase en la nota del art. 1333. 
(2) El art. 1334 de la ley para Cuba y Puerto Rico, que corres-
ponde al actual, concluye: «se estará á lo prevenido para estos casos 
con arreglo al procedimiento criminal vigente». 
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gun la disposicion 5.a del art. 1044 del Código (1), se 
insertarán tambien en la Gaceta de Madrid, cuando el 
Juez lo estime conveniente, atendidas las circunstan-
cias de la quiebra. 
ART. 1338 (1336 para C. y P. R). Para la retencion 
de la correspondencia del quebrado se dirigirá oficio al 
administrador de correos previniéndole que la ponga á 
disposicion del Juzgado (2): 
ART. 1339 (1337 para C. y P. R). El quebrado, su 
apoderado, si lo tuviere, 6 el sujeto á cuyo cargo hu-
biere quedado la dire6cion de. sus negocios, en el caso 
de haberse ausentado ántes de la déclaracion de quie-
bra, será citado en una sola diligencia á fin de que con-
curra diariamente, 6 en los dias que se fijen, al lugar y 
á la hora que el comisario designe para la apertura de 
la correspondencia. 
No concurriendo á la hora de la citación, se verifi-
cará por el comisario y el depositario. 
ART. 1340 (1338 para C. y P. R.. La solicitud del 
quebrado para su soltura, alzamiento de arresto 6 con-
cesion de salvo-conducto, no será admisible hasta que 
el comisario haya dado cuenta ,al Juez de haberse con-
cluido la ocupacion y el examen de todos los libros, 
documentos y papeles concernientes al tráfico del que-
brado (3). 
ART. 1341 (1339 para C. y P. R.. En su caso y la-
gar se acordaráu en esta pieza de autos las disposicio- 
(1) Véasela nota del art. 1333. 
(2) Lo mismo se hará para la retención de la correspondencia te-
legráfica, dirigiendo el oficio al jefe de la estación respectiva, como se 
ha dicho en los concursos. 
(3) Este artículo está en relación con el 1059 del Código de Co-
mercio de 1829, que dice así: «No resultando méritos del examen que 
haga el comisario del balance y memoria presentados por el que-
brado, y del estado de sus libros y dependencias para graduar la quie-
bra de culpable, podrá el juez mandar, á solicitud del mismo que-
brado y previo informe motivado del comisario, que se le expida sal-
voconducto ó se le alce el arresto, si lo estuviere sufriendo, bajo can-
ción juratoria de presentarse siempre que fuese llamado.' 
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nes previstas por los artículos 1060 y 1061 del Código 
del Comercio (1). 
ART. 1342 (1340 para C. y P. R.. El comisario pre-
sentará al Juez el estado de los acreedores del que-
brado que ha debido formar en los tres dias siguientes 
á la declaracion de la quiebra, y en vista de él, y te-
niendo en cuenta lo prevenido en el art. 1062 del Có-
digo, reformado por la ley de 30 de Julio de 1878, se 
fijará el dia para la celebracion de la primera junta 
general, convocándose á ella á los acreedores en el 
modo que previene el art. 1063 de dicho Código (2). 
(1) Estos dos artículos del Código antiguo disponen lo siguiente: 
eArt. 1060. Si el quebrado no hubiere presentado al manifestarse 
en quiebra el balance general de sus negocios, según se previene en 
el art. 1018, 6 cuando se hubiere hecho la declaración de quiebra á 
instancia de sus acreedores, se le mandará que lo forme en el término 
más breve que se considere suficiente, el cual no podrá exceder de 
diez días, poniéndole de manifiesto al efecto en presencia del comisa-
rio los libros y papeles de la quiebra que necesitare, sin extraerlos 
del escritorio. 
»Art. 1061. En el caso de que por ausencia, incapacidad ó negli-
gencia del quebrado no se formare por éste el balance general de sus 
negocios, se nombrará inmediatamente por el juez un comerciante 
experto que lo forme con señalamiento de un término breve y peren-
torio, que no podrá ser mayor de quince días; y para ello se le facilita-
rán los libros y papeles del quebrado á presencia del comisario y en 
el mismo escritorio.» 
(2) Los dos artículos del Código de 1829, á qué se refiere el pre-
sente, con la reforma hecha por la ley de 1878, dicen así: 
«Art. 1062. El día para la celebración de la primera junta de acree-
dores se fijará con respecto al tiempo que sea absolutamente preciso 
para que los acreedores que se hallen en el reino reciban la noticia 
de la quiebra, y puedan nombrar personas que los representen en la 
junta. En ningún caso podrá diferirse la celebración de ésta más de 
treinta días desde que se hizo la declaración judicial de quiebra. 
»Si la junta no pudiese celebrarse por cualquier motivo en el día 
señalado, se designará el más inmediato posible dentro de los quince 
días siguientes, anunciándolo por simple edicto, que se fijará en los 
estrados del juzgado para que llegue á conocimiento de los acreedo-
res, produciendo el mismo efecto que si la citación fuese personal. 
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Si hubiere acreedores cuyo domicilio se ignore, serán 
citados por edictos en la forma prevenida en el artículo 
1197 de esta ley (1195 de la de Cuba y Puerto Rico). 
ART. 1343 (1341 para C. y P. R). La citacion del 
quebrado para la junta se hará por cédula en la for-
ma prevenida por los respectivos artículos de la pre-
sente ley. 
ART. 1344 (1342 para C. y P. R). Para la celebra-
cion de la junta general de acreedores, se pasará al co-
misario esta pieza de autos, con todas las demás, en el 
estado que tengan, y se tendrán presentes al tiempo 
de su celebracion para dar aquéllos en el acto las ex-
plicaciones que pidan sobre lo que resulte de todo lo 
obrado hasta entonces. 
ART. 1345 (1343 para C. y P. R). El comisario 
examinará los poderes de los que concurran á la junta 
en representacion ajena, y se practicará lo que para 
este caso y el de que los apoderados lleven más de una 
representación, se previene en el art. 1137 de esta ley 
(1135 de la de Cuba yPuerto Rico). 
ART. 1346 (1344 para C. y P. R). La junta para 
el nombramiento de los tres síndicos que previene el 
art. 1068 del Código, reformado por la ley de 30 de 
Julio de 1878, se celebrará con los acreedores que con-
curran, observándose cuanto se dispone en los artícu- 
»En el caso de que no bastara una Bola sesión para el objeto de la 
junta, se continuará ésta en los días sucesivos. 
»Art. 1063. El comisario cuidará de formar en los tres días siguien-
tes á la declaración de quiebra el estado de los acreedores del que-
brado por lo que resulte del balance, y los convocará á la junta gene-
ral por circular expedida al efecto, que se repartirá á domicilio en 
cuanto á los acreedores que residan en la misma población; y á loa 
ausentes se dirigirá por el primer correo, anotándose una y otra dili-
gencia en el expediente. 
»Si el quebrado no hubiere presentado el balance, se formará la 
lista de loe acreedores que deben convocarse individualmente por lo 
que resulte del libro mayor; y en el caso de no haberlo, por los de-
más libros y papeles del quebrado y las noticias que dieren éste á 
sus dependientes.» 
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los 1067, 1069 y 1070 del mismo Código, tambien re-
formados por dicha ley (1). 
(1) Los cuatro artículos del Código de 1829, reformados por la ley 
de 1878, que se citan en el actual, dicen así: 
«Art. 1067. Constituida la junta en el día y Iugar señalados para 
en celebración, se dará conocimiento á los acreedores del balance y 
memoria presentados nor el quebrado, haciéndose en el acto por el 
comisario de oficio, 6 á instancia de cualquiera de los acreedores, 
todas las comprobaciones que crean convenientes con los libros y do• 
comentos de la quiebra que se tendrán á la vista. 
»El depositario presentará también á la junta un informe circuns 
tanciado sobre el estado de las dependencias de la quiebra, y el juicio 
que pueda formarse sobre sus resultados. Asimismo formará y presen-
tará una nota de las recaudaciones y gastos hechos hasta aquel día. 
»Cumplidas las precedentes formalidades, se procederá al nombra-
miento de síndicos. 
»Art. 1068. Para toda quiebra se nombrarán tres síndicos, sin que 
ae pueda disminuir ni aumentar este número. 
»Art. 1069. El nombramiento del primero y segundo sindico se 
verificará en una misma votación por los acreedores que concurran á 
la junta general, quedando elegidos los que hubiesen obtenido á su 
favor votos que representen la mayor suma del capital. 
»El nombramiento del tercer síndico tendrá lugar por sólo los 
acreedores cuyos votos no hayan servido para resultar nombrados los 
dos primeros, quedando elegido aquel que mayor número de votos 
obtuviere. 
»Las votaciones serán nominales, y se liarán así constar en el acta 
de la junta. 
»Art. 1070. Puede recaer el nombramiento de síndico en cualquier 
acreedor del quebrado, ya lo sea por su propio derecho, ó ya en re 
presentación ajena, y con preferencia en quien ejerciere é hubiere 
ejercido el comercio, debiendo tener los elegidos las cualidades de ser 
mayores de veinticinco años y la residencia habitual en el pueblo en 
que la quiebra tenga lugar. 
»El nombramiento de síndico se ha de hacer en persona determi- 
nada, y no colectivamente en sociedad alguna de comercio.» 
Resulta de estas disposiciones que la celebración de la junta y el 
nombramiento de síndicos en las quiebras ha de hacerse en la misma 
forma que para los concursos está prevenida en los artículos 1211, 
1212 y 1213 de la presente ley. En éstos se ordena, además, lo que ha 
de hacerse cuando resulte empate en las votaciones, y en el 1214 
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Hechas las dos votaciones nominales que establece 
el 1069, se extenderá un acta circunstanciada, que se 
leerá ántes de levantarse la sesion, y la firmarán el co-
misario, el actuario, los acreedores concurrentes .y el 
quebrado, 6 quien le haya representado en ella. 
ART. 1347 (1345 para C. y P. R). El nombra-
miento de síndicos podrá ser impugnado ante el Juez 
en el término, por las causas y en la forma que se de-
terminan en los artículos 1220 al 1224 de esta ley (1218 
al 1222 de la de Cuba y Puerto Rico). - 
ART. 1348 (1346 para C. y P. R). Cuando por abu: 
sos en el desempeño de la sindicatura solicite un acree-
dor la separacion de algun sindico, el Juez, en vista de 
los hechos en que aquél se funde y de la justificacion 
que acompañe 6 dé de los mismos, y oido préviamente 
el comisario, resolverá lo que estime conveniente. 
Lo mismo hará si fuere el comisario quien promo-
viere la separacion. Sobre los hechos determinados en 
y 1226 la forma en que han de ser reemplazados el síndico 6 síndicos 
que cesen en su cargo por fallecimiento ó por otra causa, inclusas las 
que se determinan en el 1226. Todas estas disposiciones, como tam-
bién la del art. 1216 sobre la celebración de la junta, la del 1217, sobre 
la aceptación y juramento de los síndicos, posesión del cargo y publi-
cación de su nombramiento con la prevención que en él se ordene, y 
los demás de los concursos que resuelvan casos no previstos para las 
quiebras, son de aplicación al procedimiento para éstas, en virtud de 
lo que ordena el art. 1319; pero teniendo presente que corresponde 
al comisario, y no al juez, presidir las juntas de acreedores. 
Es dé notar también que nada se dice en el presente título sobre 
las atribuciones y retribución de los síndicos; por consiguiente, ha de 
estarse á lo que sobre estos puntos se determina para los• concursos 
en los artículos 1218 y 1219, cuyas disposiciones son sustancialmente 
iguales á las de los artículos 1073 y 1078 del antiguo Código de Co-
mercio, y sin duda por esto no se reprodujeron en esta ley. La única 
atribución de los síndicos designada en el Código, que no está en la 
ley, es la de verificar «el cotejo y rectificación del balance general 
hecho anteriormente del estado del quebrado, formando el que deberá 
regir como resultado exacto de la verdadera situación de loe negocios 
y dependencias de la quiebra»; pero esto será consecuencia natural y 
precisa de las demás operaciones encargadas á los síndicos. 
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que éste la funde, tomará el Juez instructivamente las 
noticias que estime oportunas, y en vista de ellas y de 
lo que resulte de la pieza de administracion, acordará 
lo que crea más conveniente á los intereses de la quie-
bra (1). 
ART. 1349. (1347 para C. y P. R.). Las providen-
cias en que se acuerde la separacion de algun sindico 
por motivos que no constituyan delito ni falta, tendrán 
el concepto de administrativas, sin que paren perjuicio 
á la buena- opinion y fama del separado, y se llevarán 
a efecto sin admitirse recurso alguno contra ellas. 
SECCION SEGUNDA 
ADMINISTRACION DE LA QUIEBRA. 
ART. 1350 (1348 para C. y P. R.). Por cabeza de 
la pieza relativa á esta seccion, se pondrá testimonio 
del auto de declaracion de quiebra, sin otro antece-
dente, uniéndose á continuacion el inventario que 
debe formarse de todo el haber de ella existente en el 
domicilio del quebrado, con arreglo á los números 3.e, 
4.e y 5. ° del art. 1046 del Código de Comercio (2). 
ART. 1351 (4349 para C. y P. R.. Para la ocupa-
cion, inventario y depósito de bienes de la quiebra que 
se hallen en distinto domicilio, se expedirán los exhor-
tos convenientes á los Jueces respectivos, poniéndose 
nota de haberse verificado. Estos deberán remitir ori-
ginales las diligencias que practiquen en su corisecuen-
cia, y venidas se unirán á los autos. 
ART. 1352 (1350 para C. y P. R.. Para toda ex- 
(1) En estos casos y en el del artículo siguiente, al el juez acuerda 
la suspensión ó separación de algún síndico, se hará lo que previene 
el art. 1233 de esta ley para los concursos. 
(2) Véanse en la nota del art. 1334.—Téngase presente que en las 
quiebras ha de formarse pieza separada de administración, según se 
previene en los artículos 1321 y 1322, y á esa pieza se refiere el pre-
sente artículo, determinando cómo ha de formarse. 
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traccion que se haga de los almacenes 6 del arca del 
depósito de efectos dinero, letras, pagarés y demás 
documentos de crédito pertenecientes á la masa, pre-
cederá providencia formal del comisario, cuya ejecu-
cion se hará constar por diligencia, que firmarán éste, 
el depositario y el actuario. 
ART. 1353 (1351 para C. y P. R.. Con la propia 
formalidad se procederá para hacer ingresos de cauda-
les en la misma arca, en la cual sólo se conservarán 
los que sean necesarios para las atenciones de la quie-
bra, depositándose , el metálico restante y los efectos 
públicos en el establecimiento autorizado por el  Go-
bierno para esta clase de depósitos. 
ART. 1354 (1352 para C. y P. R). Los permisos 
que dé el comisario para las ventas urgentes de los 
efectos de la quiebra, 6 para los gastos indispensables 
que hayan de hacerse para su conservacion, han de 
acreditarse también en providencia formal á conse-
cuencia de reclamación del depositario. 
ART. 1355 (1353 para C. y P. B.). Del nombra-
miento de los síndicos, su aceptacion y juramento, se 
pondrá testimonio en esta pieza, acordándose en se-
guida la form acion del inventario general y entrega á 
los mismos del haber y papeles de la quiebra, en la 
forma prevenida por los artículos 1079, 1080 y 1081 
del Código (1). 
(1) Estos artículos del Código de Comercio de 1829 dicen así: 
«Art. 1079. Nombrados que sean los síndicos y puestos en ejerci-
cio de sus funciones, procederán al inventario formal y general de 
todos los bienes, efectos, libros, documentos y papeles de la quiebra, 
que autorizará con su asistencia el comisario. 
»Los bienes y efectos que estén en manos de consignatarios, 6 que 
por cualquiera otra razón se hallen en pueblo distinto de donde esté 
radicada la quiebra, se comprenderán en el 'inventarió por lo que re- 
suite del balance, libros y papeles del quebrado, con las notas cue 
correspondan según las contestaciones que se hayan recibido de sus 
tenedores 6 depositarios.  , 
»Art. 1080. El quebrado será citado para la formación del inven-
tario, y podrá asistir á ella por sí b por medio de apoderado. 
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ART. 1356 (1354 para C. y P. R). En el examen 
é impugnacion de las cuentas presentadas por el depo-
sitario, se procederá segun el orden establecido para 
este .asuntó en el juicio de concurso, previo el informe 
del comisario (1). 
ART. 1357 (1355 para C. y P. R). También se ob-
servará lo que en dicho juicio se halla dispuesto res-
pecto á los gastos precisos para cubrir las atenciones 
de la quiebra. En cuanto á los gastos extraordinarios 
que propongan los síndicos, el Juez no los autorizará 
sin que los califique instructivamente el comisario, 
previos los informes extrajudiciales que estime conve-
nientes. Cuando estos gastos no excedan de 500 pèse-
tas, bastará la autorizacion del comisario (2). 
ART. 1358 (1356 para C. y P. R): En el justipre-
cio y venta del caudal de la quiebra, segun la dife-
rente calidad de efectos mercantiles, bienes muebles 
de otra clase y bienes raices, se estará á lo que pres-
criben los artículos 1084, 1085, 1086, 1087 y 1088 del 
Código (3). 
»Art. 1081. Formalizado el inventario, se hará la entrega á los 
síndicos de todos los bienes, efectos y papeles comprendidos en él 
bajo recibo, expidiéndose por el comisario los oficios convenientes 
para que se pongan á disposición de los mismos síndicos los bienes y 
efectos que se hallen en otros pueblos., 
(1) Véase el art. 1186 de esta ley y su comentario. Después de dar 
audiencia á los síndicos, se pasarán las cuentas á informe del comisa-
rio, como se prevenía también en el art. 1082 del Código de Comtr-
do de 1829. 
(2) Véanse los artículos 1229 y 1230 y su comentario. En Cuba y 
Puerto Rico basta la autorización del comisario para los gastos que 
no excedan de 1.250 pesetas. 
(3) Estos artículos del Código de Comercio de 1829 prescriben lo 
siguiente: 
«Art. 1084. Los síndicos, atendida la naturaleza de los efectos mer. 
cantiles de la quiebra, y consultando la mayor ventaja posible á los 
intereses de ésta, propondrán al comisario la venta que convenga ha. 
cer de ellos en los tiempos oportunos, y el comisario determinará lo 
conveniente, fijando el mínimum de los precios á que podrán verifi- 
T 
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ART. 1359 (1357 para C. y P. B). Todos los acree-
dores de la quiebra, y el mismo quebrado, serán admi-
tidos á ejercer la accion que concede el art. 1089 del 
Código (1), contra los síndicos que compraren 6 hayan 
comprado efectos de la quiebra. 
Las reclamaciones de esta especie se harán en ramo 
separado, sustanciándose por los trámites establecidos 
tarse, sobre los que no podrá hacerse alteración sin causa fundada á 
juicio del mismo comisario. 
»Art. 1085. En la venta de los efectos de comercio pertenecientes 
A la quiebra, intervendrá necesariamente un corredor, y donde no lo 
haya, se ejecutará en subasta pública, anunciándose con tres días á lo 
menos de anticipación por edictos y avisos, que se publicarán en el 
periódico, si lo hubiere en el pueblo. 
»Art. 1086. Para la regulación de los precios á que se hayan de 
vender los efectos mercantiles de la quiebra, atenderá el comisario á 
su coste, según las facturas de compras y los gastos ocasionados pos-
teriormente, procurando los aumentos que permita el precio corriente 
de géneros de igual especie y calidad en las mismas plazas de co-
mercio. 
»Si hubiere de hacerse rebaja en el precio de su coste, inclusos los 
gastos, para la enajenación de aquellos efectos, se habrá de verificar 
necesariamente la venta en subasta pública. 
»Art. 1087. Los síndicos promoverán el justiprecio de los bienes 
muebles del quebrado que no sean efectos de comercio y el de los raí-
ces, para lo cual se nombrarán peritos por su parte, y por la del que-
brado, 6 por el comisario en defecto de hacerlo éste. En caso de dis. 
cordia se hará por el juez, el nombramiento de tercer perito. 
»Art. 1088. La venta de los bienes raíces y la de los muebles, á 
excepción de los del comercio del quebrado, se harán en pública su-
basta con todas las solemnidades de derecho, y en otra forma serán 
de ningún valor.» 
Será aplicable á estas ventas lo que se dispone en los artículos 
1236, 1238, 1239 y 1240 de esta ley, para los concursos. 
(1) Dice así: «Art. 1089. No pueden los síndicos comprar para sí ni 
para otra persona bienes de la quieora de cualquiera especie que sean; 
y si lo hicieren en su nombre ó bajo el de algún otro, se confiscarán 
A beneficio de la misma quiebra los efectos que hubieren adquirido 
de ella, quedando obligados á satisfacer su precio si no lo hubiesen 
hecho.» 
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para los incidentes,  y sin perjuicio de la responsabili- 
dad criminal  en que los síndicos puedan haber incu- 
rrido. 
ART 1360 (1358 para C. y P. B). Para toda tran-
saccion que  hayan de hacer los síndicos en los pleitos 
pendientes  sobre intereses de la quiebra, precederá 
auto del Juez,  dictado á propuesta del comisario, en 
que se fijarán  las bases de la transaccion (1). - 
ART. 1361  (1359 para C. y P. B). En un cuader-
no separado,  anejo á esta pieza, se pondrán por dili-
gencia, que  firmarán el comisario y los síndicos, las 
entregas semanales que  se hagan en el arca de depó-
sito de los  fondos que se vayan recaudando, dando fé 
el actuario  de su ingreso en la misma arca. 
Igual formalidad se observará para la extraccion de 
las partidas  que en virtud de libramientos del mismo 
comisario se saquen de ella, y de las que se depositen 
en el establecimiento  público. 
ART. 1362 1360 para C. y P. B.). . I)e las exposi-
ciones que hagan los acreedores con vista de los esta-
dos mensuales que deberán presentar los síndicos so-
bre el estado de la administracion de la quiebra, se 
(1) Según este artículo, igual al 216 de la ley de Enjuiciamiento 
de 1830 para los asuntos de comercio, para que sea válida la transac-
ción, que hagan los síndicos, de los pleitos y cuestiones litigiosas que 
interesen á la quiebra, parece que basta la conformidad del comisario 
y la aprobación del juez por medio de auto en ël que se fijen las bases 
de la transacción. Sin embargo, 
 como los síndicos son mandatarios, y 
entre sus atribuciones legales 
 no está la de transigir, creemos que no 
podrán hacerlo sin estar 
 autorizados por la junta de acreedores, y 
mego que tengan esta autorización 
 será cuando podrán hacer presente 
al comisario la 
 transacción concertada para que éste la proponga al 
jaez, si la estima conveniente, y 
 el juez la preste su aprobación, previa 
audiencia del quebrado, como 
 está prevenido para los concursos en el 
art. 1241 de esta ley. Esto es lo 
 que parece más procedente para que 
los síndicos salven su 
 responsabilidad 
 y pueda llevarse á efecto la 
transacción sin ninguna 
 dificultad, 
 sobre todo cuando verse sobre 
tina cuestión de importancia por 
 su cuantía, 6 sobre inmuebles ó de-
rechos reales que hayan de 
 inscribirse 
 en el registro de la propiedad. 
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dará conocimiento al comisario, y con su informe acor-
dará el Juez las providencias que halle convenientes 
en beneficio de la masa (1). 
ART. 1363 (1361 para C. y P. R.). Las providen-
cias que el comisario acuerde sobre la administracion 
de la quiebra en desempeño de sus atribuciones, po-
drán reformarse por el Juez a instancia de los síndicos 
ó de cualquiera de los interesados en ella, en lo cual 
se procederá de plano, con vista de la reclamacion que 
se presente y de lo que sobre ella informe el comisario. 
ART. 1364 (1362 para C. y P. R.). Las cuentas que 
den los síndicos de su administracion, corresponderán 
tambien á esta pieza de autos, en la que se procederá 
á su examen con arreglo á las disposiciones de los ar-
tículos 1134 y 1135 del Código (2); y si se dedujeren 
(1) Este artículo servía de complemento al 1095 del Código de Co-
mercio de 1829, que dice así: «Los síndicos presentarán mensualmente 
un estado exacto de la administración de la quiebra, que el comisario 
pasará con su informe al juez para las providencias que haya lugar 
en beneficio de los interesados en la quiebra. Todos los acreedores 
que lo soliciten podrán obtener á sus expensas copias de los estados 
que presenten los síndicos, y exponer en su vista cuanto crean con-
veniente a los intereses de la masa.» Pero como este artículo no ha 
sido reproducido en el nuevo Código, ni está citado en la presente 
ley, lo creemos derogado, y habrá de suplirse con lo que está prove-
nido para los concursos en los artículos 1231, 1232 y 1233, si bien 
oyendo al comisario sobre las reclamaciones que hagan los acreedo-
res, como se previene en el presente artículo. 
(2) Estos artículos del Código de Comercio de 1829 dicen así: 
«Art. 1134. Concluida que sea la liquidación de la quiebra, rendi-
rán los síndicos su cuenta, para cuyo examen convocará el juez junta 
general de los acreedores que conserven interés y voz en la quiebra. 
En ella, con asistencia del quebrado, se deliberará sobre su aproba-
ción, oyendo antes, si se estimase necesario, el informe de una comi-
sión que haga el reconocimiento y comprobación de la cuenta; y ha-
llando motivos de reparo sobre ella, se deducirán éstos en forma ante 
el juez de la quiebra. 
'No obstante la aprobación de la junta, podrá el quebrado ó cual-
quiera acreedor impugnar en juicio, á sue expensas y bajo su respon-
sabilidad individual, las cuentas de los síndicos, haciéndolo en el tér- 
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agravios contra ellas, tanto por acuerdo de la junta 
de acreedores, como por el quebrado 6 algun acreedor 
particular, se sustanciará esta demanda por los trámi-
tes del juicio ordinario en esta misma pieza de autos, 
si estuviere evacuado todo lo concerniente á la admi-
nistracion de la quiebra, 6 en ramo separado si no es-
tuviere concluida la liquidacion de ésta. 
ART. 1365 (1363 para C. y P. R.). Las repeticio-
nes de los acreedores 6 del quebrado contra los síndi-
cos por los daños y perjuicios causados á la masa por 
fraude, malversacion 6 negligencia culpable, se dedu-
cirán y sustanciarán en ramo separado, dependiente 
de esta pieza de autos, siguiéndose en la sustanciacion 
los trámites del juicio ordinario (1). 
mino de ocho días. Por su transcurso sin haberse intentado reclama- 
ción alguna, quedará firme é irrevocable la resolución de la junta.  ' 
»Art. 1135. Cuando los síndicos 6 alguno de ellos cesen en este en-
cargo antes de concluirse la liquidación de la quiebra, rendirán igual-
mente sus cuentas en un término breve que no podrá exceder de 
quince días, y se examinarán en la primera junta de acreedores que 
se celebre, con previo informe de los nuevos síndicos.» 
Los acreedores, á que se refiere el primero de estos dos artículos, 
son aquellos que no hayan cobrado por completo: si todos hubieren co-
brado el total de sus créditos, la cuenta deberá rendirse al quebrado, 
que en tal caso es el único que tiene interés en ella. 
Cuando se deduzcan agravios contra las cuentas de loé síndicos, 
el juicio ordinario (ó declarativo, como se dice en la ley para Cuba y 
Puerto Rico), por cuyos trámites ha de sustanciarse esta demanda 6 
impugnación, deberá ser el que corresponda á la cuantía del negocio, 
conforme al art. 488, y como se declara en el 1244 de la presente ley. 
En el caso del art. 1185 del Código antes inserto, si por el estado 
del juicio no hubiera de celebrarse junta alguna de acreedores, se 
:procederá en la forma que ordena el art. 1245 de esta ley para la apro-
bación 6 impugnación en los concursos de las cuentas, á que aquél y 
éste se refieren, por ser iguales los casos, y no haber disposición es-
pecial para las quiebras. 
(1) Del juicio ordinario declarativo que • corresponda, según la 
cuantía de la reclamación, conforme á lo prevenido en el art. 938. 
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SECCION TERCERA. 
EFECTOS DE LA RETROACCION DE LA QUIEBRA (1). 
ART. 1366 (1364 para C. ÿ P. RI. La personali-
dad para pedir la retroaccion de los actos que en per-
juicio de la quiebra haya hecho el quebrado en tiempo 
inhábil, 6 que por su carácter fraudulento puedan anu-
larse, aun cuando se hubieren hecho en tiempo hábil, 
residirá en los síndicos, como representantes de la 
masa de acreedores de la quiebra y administradores 
legales de su haber. 
ART. 1367 (1365 para C. y P. R). Si los acreedo-
res observasen alguna omisión en esta parte, se dirigi-
rán al comisario, quien tomando conocimiento de los 
antecedentes, dará las disposiciones necesarias para 
que se ejerciten las acciones de la masa, .y si no lo hi-
ciere, podrá llevar el reclamante su queja al Juez de 
la quiebra (2). 
ART. 1368 (1366 para C. y P.  R.). Los síndicos 
están obligados á formar, dentro de los diez dial in-
mediatos á habérseles hecho la entrega de los libros y 
papeles de la quiebra, los estados siguientes: , 
(1) Según el art. 878 del Código de Comercio de 1885, la declara-
ción judicial de quiebra inhabilita al quebrado para la administración 
de sus bienes, y son nulos todos los actos de dominio y administra-
ción que ejecute, no sólo debpués de dicha declaración, sitio también 
los que hubiere ejecutado anteriormente, siempre que sean posterio-
res á la época á que se retrotraigan los efectos de la quiebra. Esa época 
y estos efectos se determinan en los artículos 879 al 882 del mismo 
Código, y en la presente sección se ordena el procedimiento para cada 
uno de los casos que pueden ocurrir. Es discutible la conveniencia de 
esa retroacción, sobre la cual y sobre los casos en que debe decretarse 
no están conformes los jurisconsultos ni las leyes mercantiles de otras 
naciones; pero establecida en el nuevo Código, como lo estaba en el 
antiguo, es ineludible su aplicación en los dominios de España. 
(2) El procedimiento para esta queja habrá de ser el que se or-
dena en el art. 1363. 
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Uno de los pagos hechos por el quebrado en los 
quince dias precedentes á la declaracion de quiebra 
por deudas y obligaciones directas, cuyo vencimiento 
fuese posterior á ésta (1). 
Otro de los contratos celebrados en los treinta dias 
anteriores á la declaracion de quiebra, que en el con-
cepto de fraudulentos queden ineficaces de derecho 
con arreglo al art. 1039 del Código de Comercio, y de 
las donaciones entre vivos que se encuentren com-
prendidas en la disposicion del 1040 (2). 
ART. 1369 (1367 para C. y P.  R.). Los estados de 
que trata el artículo anterior se comprobarán y visa-
rán por el comisario, con cuyo requisito dirigirán los 
síndicos á los interesados sus reclamaciones extrajudi-
ciales para obtener el reintegro á la masa de lo que á 
ésta pertenezca; y si aquéllas fueren ineficaces, acudi-
rán á los medios de derecho que correspondan segun 
el objeto de cada reclamacion, con la previa autoriza-
cion del comisario. 
ART. 1370(1368 para C. y P. R). También forma-
rán los síndicos otro estado de los contratos hechos 
por el quebrado que se hallen en alguno de los cuatro 
casos comprendidos en el art. 1041 del Código (3), 
haciendó las averiguaciones oportunas para cerciorar-
se de si en su otorgamiento intervino fraude; y ha- 
(1) Véase el art. 879 del Código de Comercio de 1886, en el que 
se determinan los conceptos por que han de haberse hecho loe pagos 
que deben comprenderse en este estado. 
(2) Estos dos artículos del Código antiguo han sido refundidos, 
sin alteración de concepto, en el 880 del nuevo, el que deberá consul-
tarse para incluir en este estado todos ó cualquiera de los contratos 
que en él se determinan. 
(8) Este artículo del Código antiguo ha sido reproducido en el 
881 del nuevo, con la adición de las constituciones dotales hechas de 
bienes de la sociedad conyugal á favor de las hijas en el mes prece-
dente á la quiebra, 6 cualquiera otra transmisión de loe mismos bienes 
á título gratuito. Todos loe actos y contratos que se determinan én di-
cho artículo, deberán incluirse en el• estado á que se refiere el que es-
tamos examinando. 
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liando datos para probarlo en alguno de ellos, harán 
una exposición motivada al comisario, quien, en vista 
de ella, y de lo que resulte de las investigaciones que 
haga por su parte, acordará 6 denegará la autorizacion 
para que los síndicos entablen las demandas cuya in-
coacion-hubieren propuesto en dicha exposicion (1). 
ART. 1371 (1369 para C. y P. Ai  Las demandas 
que los síndicos entablaren sobre la aplicacion del ar-
tículo 1038 del Código de Comercio (879 del nuevo), se 
presentarán acompañadas de la prueba documental que 
acredite haberse hecho el pago en tiempo inhábil, y 
que la obligacion no habia vencido hasta despues de la 
declaracion de la quiebra. En caso necesario podrán los 
síndicos preparar su accion con la confesion judicial 
del deudor. 
ART. 1372 (1370 para C. y P. R.. La pretension 
de los síndicos y los documentos que la acompañen, se 
comunicarán al demandado por tres dias, dentro de los 
cuales expondrá éste lo que crea convenirle. 
ART. 1373 (1371 para C. y P. RI.. No contestán-
tlose la demanda por el deudor, 6 si en la contestacion 
no se desvaneciere la prueba de los síndicos, se le con-
denará á la devolucion. 
ART. 1374 (1372 para C. y P. R). Si por la contes-
tacion del deudor el Juez hallare mérito para recibir el 
incidente a prueba, lo acordará por término de ocho 
dies improrrogables; y cumplido, se fallará dicho inci-
dente por los trámites establecidos en los artículos 
755 al 758 de esta ley (754 al 757 de la de Cuba y 
Puerto Rico) 
ART. 1375 (1373 para C. y P. R.. Para reintegrar 
á la masa de los bienes extraídos de ella por contratos 
que hayan quedado ineficaces de derecho en virtud de 
las disposiciones del art. 1039 del Código de Comercio 
(880 del nuevo), se procederá por los trámites del inter- 
(1) Contra el acuerdo del comisario denegando la autorización, 
podrA acudirse al juez de la quiebra para que lo reforme, conforme á 
lo que se ordena en el art. 1363. 
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dicto de recobrar, justificando los síndicos, por la escri-
tura del mismo contrato, hallarse éste en el caso de 
la ley (1). 
ART. 1376 (1374 para C. y P. 
 R.). Las providencias 
dictadas para la aplicación de los artículos 1038, 1039 
y 1040 del Código de Comercio (879 y 880 del nuevo), 
se ejecutarán aunque se interponga recurso de apela-
cion (2). 
ART. 1377 (1375 para C. y P. R). Las demandas 
de nulidad 6 de revocacion de los contratos hechos por 
el quebrado en fraude de los acreedores (3), se sustan- 
(1) Al declarar la ley fraudulentas é ineficaces de derecho las ena-
jenaciones determinadas en el art. 880 del nuevo Código de Comercio, 
supone que la masa de acreedores ha sido despojada fraudulentamente 
de 'esos bienes, y por esto ordena que sea reintegrada en ellos por los 
trámites del interdicto de recobrar. Los síndicos deberán presentar 
esta demanda en el juzgado competente para conocer del interdicto, 
conforme á la regla 15 del art. 63, pues cuando obran como deman-
dántes, no están exceptuados de la observancia de las reglas que  de-
terminan el fuero competente, como está declarado por el Tribunal 
Supremo, y lo reconoce el art. 1377. Pero el interdicto de recobrar no 
será procedente en el caso 4. 0 del art. 880 antes citado del Código, que 
se refiere á las hipotecas convencionales, porque éstas no pueden ser 
objeto de dicho interdicto, sino de cancelación, la cual sólo puede 
realizarse por consentimiento de las partes ó por sentencia recaída en 
juicio ordinario, según la ley Hipotecaria. 
(2) Esta apelación deberá admitirse en un solo efecto, conforme al 
art. 383 de la presente ley. 
(3) Estos contratos son los determinados en los artículos 881 y 
882 del Código de Comercio de 1886. Su nulidad ó revocación depen-
derá de la fecha en que hayan sido otorgados, fijada para cada caso 
en dichos artículos, y á cuyas fechas se retrotraen los efectos de la 
quiebra, y de la prueba , de haber sido hechos en fraude de los acree-
dores. Para estas demandas no se establece procedimiento especial, 
ordenándose, de conformidad con el art. 481, que se sustancien en el 
juicio declarativo que corresponda á su cuantía, y en el juzgado á 
quien competa su conocimiento, por la razón ya indicada de que los 
síndicos, cuando son demandantes, tienen que sujetarse á las reg las 
que determinan el fuero competente, que son las establecidas en los ar 
títulos 66 y siguientes. Tendrán también que intentar la conciliación, 
si el caso no es de los exceptuados por el art 460. 
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ciarán en el juicio declarativo que corresponda á su 
cuantía, y en el Juzgado á quien competa su conoci-
miento. 
SECCION CUARTA 
EXAMEN, GRADUACION Y PAGO DE LOS CRÉDITOS CONTRA LA QUIEBRA 
ART. 1378 (1376 para C. y P. R.. Se pondrá por 
cabeza de la pieza de autos correspondientes á esta sec-
cion, el estado general de los acreedores de la quie-
bra (1), y á continuacion el Juez dictará providencia, 
prefijando el término dentro del cual hayan aquéllos 
de presentar á los síndicos los títulos justificativos de 
sus créditos, y el dia en que se hubiere de celebrar la, 
junta para su examen y reconocimiento, arreglándose 
este señalamiento á lo prevenido en el art. 1101 del 
Código de Comercio (2). 
(1) Este estado será el que habrá formado el comisario, y á que 
se refiere el art. 1342, y como debe obrar en la pieza La, en la que se 
habrá presentado, s e  pondrá por testimonio á la cabeza de la pieza de 
autos correspondiente á esta sección, que es la 4.a de las en que ha de 
dividirse el procedimiento de las quiebras según el art. 1322. 
(2) Este articulo del Código antiguo dice así: 
«Art. 1101. El juez que conozca en la quiebra fijará, luego que 
estén nombrados los síndicos, con relación á la extensión de los ne-
gocios y dependencias de ésta, y á las distancias á que se encuentren 
respectivamente los acreedores, el término dentro del cual deberán 
éstos presentar á los mismos síndicos los títulos justificativos de sus 
créditos, sin que pueda exceder de sesenta días. 
»En la misma providencia se designará también el día en que haya 
de celebrarse la junta de examen y reconocimiento de créditos, que 
será el duodécimo después de vencido el plazo prefijado para la pre-
sentación de documentos. 
»Los síndicos cuidarán de circular á todos los acreedores esta dis-
posición, que además se hará notoria por edictos, y se insertará en el 
periódico, si lo hubiere en la misma plaza ó en la provincia.» 
Por consiguiente, el actuario no debe notificar dicha providencia 
más que á los síndicos y al quebrado, ni citará los acreedores; aunque 
residan en la localidad; corresponde á los síndicos hacerles saber por 
medio de carta-circular el término dentro del cual deben presentarles 
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La circulacion de esta disposicion á los acreedores se 
liará constar en los autos por oficio de los síndicos al 
comisario; y su notoriedad por edictos é insercion en 
los periódicos, por diligencia del actuario. 
ART. 1379 (1377 para C. y P. RI. La acumulacion 
al juicio de quiebra de los pleitos pendientes 6 que se 
promuevan contra la masa, se acomodará á las reglas 
establecidas para este caso en el juicio de concurso (1). 
ART. 1380 (1378 para C. y  P. Ri. Hechas todas las 
operaciones que para la justificación y examen de los 
créditos prescriben los artículos 1102, 1103, 1104 y 
1105 del Código de Comercio (2), si alguno de los . 
los títulos de sus créditos, para no incurrir en morosidad, y el día, 
llora y local señalados para celebrar la junta de examen y reconoci-
miento de créditos. Todo esto se publicará, además, por edictos y se 
hará constar en los autos en la forma que se ordena en dicho artícu-
lo del Código antiguo, y en el de la ley á que se refiere esta nota. 
(1) Véanse los arts. 1186 y 1187 de esta ley y su comentario. 
(2) Estos artículos del Código de 1829, con la reforma hecha en el 
1106 por la ley de 30 de Julio de 1878, disponen lo siguiente: 
«Art. 1102. Los acreedores están obligados á entregar á los síndi-
cos los documentos justificativos de sus créditos dentro del término 
prefijado, acompañando copias literales de ellos, para que cotejadas 
por los síndicos, y hallándolas conformes, pongan á su pie una nota 
firmada de quedar los originales en su poder, y en esta forma las de-
vuelvan á los interesados para guarda de su derecho. 
»Art. 1103. Los síndicos, á medida que reciban los documentos de 
loe acreedores, harán su cotejo con los libros y papeles de la quiebra, 
y extenderán su informe individual sobre cada crédito con arreglo á 
Io que resulte de dicho cotejo y las demás noticias que llegaren á su 
eonoci In iento. 
»Arr. 1104. En los ocho días siguientes al vencimiento del plazo 
para la presentación de los títulos de los acreedores, formarán los sín-
dicos un estado general de los créditos á cargo de la quiebra, que se 
huyan presentado á comprobación, con la oportuna referencia en cada 
artículo por orden de números de los documentos presentados por su 
respectivo interesado, y lo pasarán al comisario, dando copia al que-
brado et á eu apoderado para su inteligencia. 
)E1 comisario cerrará el estado de créditos, y á consecuencia de 
asta diligencia serán considerados en mora, para los efectos que pres 
DEL ORDEN DE PROCEDER EN LAS QUIEBRAS 
	
365 
acreedores, 6 el quebrado, se tuvieren por agraviados 
de la resolution de la junta, podrán usar de su derecho 
cribe el art. 1111, los acreedores que comparezcan posteriormente. 
»Art. 1105. Rennidos los acreedores en el día señalado para la 
junta de examen y reconocimiento de créditos, se hará la lectura del 
estado general de éstos, de los documentos respectivos de comproba -
ción, y del informe de los síndicos sobre cada uno de ellos. 
»Todos los acreedores concurrentes, y el quebrado por sí, 6 por 
medio de apoderado, podrán hacer sobre cada partida las observacio-
nes que estimen oportunas. El interesado en el crédito, 6 quien lo re-
presenté, satisfará en la forma que pueda convenirle, y se resolveri 
por mayoría de votos sobre el reconocimiento 6 exclusión de cada cré-
dito, regulándose aquélla por la mitad mas uno del número de votantes 
que representen las tres quintas partes del total del crédito que com-
pongan entre todos. 
»El acuerdo de la junta deja salvo el derecho de todos y cada uno-
de los acreedores á la quiebra, el del interesado en el crédito contro • 
vertido y el del quebrado, para que, si se sintieren agraviados, usen 
de él en justicia como les convenga, quedando entre tanto privado de 
voz activa en la quiebra el acreedor cuyo crédito no sea reconocido. 
»Art. 1111 (citado en el 1104). Los acreedores que no hubieren 
presentado los documentos justificativos de sus créditos en los plazos 
que se han prescrito, perderán el privilegio que tengan, y quedarán 
reducidos á la clase de acreedores comunes para percibir las porcio-
nee que les correspondan bajo esta calidad en los dividendos que es-
tuvieren aún por hacerse, cuando intentaren su reclamación, prece-
diendo el reconocimiento de la legitimidad de sus créditos, que se 
hará judicialmente á expensas de los mismos aer eedores morosos 
con citación y audiencia de los síndicos.» 
En el art. 1110 de dicho Código se concedieron plazos más largos 
á los acreedores residentes en el extranjero y en Ultramar para pre-
sentar los títulos de sus créditos á los efectos de la morosidad; pero 
como ese artículo no está citado en la presente ley de E njuiciamiento 
civil, ni ha sido reproducido en el nuevo Código de Comercio, habrá 
de aplicarse lo que para el mismo caso disponen los artículos 1278 
al 1285 de esta ley, en virtud de lo que ordena el 1319. 
Véase además la nota del artículo que sigue, y concluiremos ésta 
indicando que el largo plazo de treinta días que sé conceden para im 
pugnar loe acuerdos de la junta de reconocimiento, está tomado del 
art. 1107 del Código antiguo, al que era preciso atenerse, según ya se 
ha dicho. 
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ante el Juzgado que conociere de la quiebra, dentro del 
improrrogable término de treinta dias. 
ART. 1381 (1379 para C. y P. R). Las demandas 
de los acreedores, asf sobre reconocimiento de créditos, 
como de agravios en su graduacion; se acomodarán al 
procedimiento establecido en el juicio de concurso (1). 
(1) La ley de Enjuiciamiento para los asuntos de comercio, en la 
parte relativa al procedimiento para las quiebras, que dejó subsis 
tente el decreto-ley de 1868, ordenaba que se sustanciasen por los trá-
mites del juicio ordinario todas las demandas que entablasen los 
aereedores contra los acuerdos de las juntas sobre reconocimiento y 
graduación de créditos; y como sobre la forma de esas reclamaciones 
nada disponía el Código de Comercio de 1829, pudo introducirse en 
dicha ley la reforma que contiene el presente artículo, en virtud de 
}s autorización concedida por la base 8.a de la ley de 1880. Según esta 
reforma, «las demandas de los acreedores, así sobre reconocimientos 
d e créditos, como de agravios en su graduación, se acomodarán al 
procedimiento establecido en el juicio de concurso», que es el dejos 
incidentes. Por lo tanto, serán aplicables á las quiebras las disposi-
ciones de los artículos 1268 al 1265, 1276, 1276 y 1277, teniendo pre-
sente que el término de ocho días que concede el art. 1261 para im-
pugnar los acuerdos de la junta de reconocimiento, es de treinta días 
en las quiebras, según el 1380. 
En loe concursos, debe resolver el juez sobre el reconocimiento y 
sobre la graduación de créditos, siempre que 
 no pueda constituirse la 
junta por falta de número, 6 que no resulte acuerdo por no concurrir 
las dos mayorías de votos y cantidades, según se previene en los ar-
tículos 1257, 1272 y 1273. En las quiebras, no podrá ocurrir el pri-
mero de dichos dos casos, puesto que ha de constituirse la junta con 
loe acreedores que concurran, cualquiera que sea su número y el pa-
sivo que representen; pero sí el segundo: si ocurriese, como no está 
previsto el caso, habrá de aplicarse lo que disponen dichos artículos, 
en virtud de lo que ordena el 1319. 
Es de notar que aunque esta Sección 4.a lleva por epígrafe: «Exa-
men, graduación y pago de los créditos contra la quiebra», no contiene 
disposición alguna que se refiera al procedimiento para la graduación 
y pago de los créditos, en consideración sin duda á que estaba orde-
nado en el Código de Comercio de 1829. Pero este Código ha quedado 
derogado por el de 1885, en el que se ha suprimido todo lo que se re-
fiere directamente al procedimiento, y como en la ley de Enjuicia-
miento civil no existen las referencias que pudieran dar vida á las 
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SECCION QUINTA 
CALIFICACION DE LA QUIEBRA Y REHABILITACION DEL QUEBRADO 
ART. 1382 (1380 para C. y  P. R). La pieza de 
autos correspondiente á esta section, empezará con el 
disposiciones de aquel Código relativas á dicho procedimiento, pre-
ciso será aplicar el establecido para los concursos, en virtud también 
de lo que ordena el art. 1319. Para facilitar su aplicación haremos al-
gunas observaciones sobre los tres puntos que son objeto de esta 
sección. 
Reconocimiento de créditos.—Véase la nota del art. 1380 que pre-
cede. Se prevenía en los artículos 1108 y 1109 del antiguo Código, 
que se devolvieran sus títulos á los acreedores cuyo crédito no hu 
biere sido reconocido para los usos que les convengan, y también los 
suyos á los acreedores reconocidos, con una nota al pie, firmada por 
los síndicos, con el V.0 B.o del comisario, expresiva de la cantidad re-
conocida. Como no han quedado en vigor estas disposiciones, habrá 
de practicarse lo que se ordena en los artículos 1259 y 1260 de la pre-
sente ley sobre ese particular. Siguiendo el sistema establecido para 
las quiebras, los síndicos harán saber por medio de circular á los 
acreedores lo acordado por la junta, o por el juez en su caso, sobre el 
reconocimiento de sus respectivos créditos, previniendo á los no re-
conocidos que comparezcan á recoger sus títulos, si les conviene, y 
á los reconocidos, á recoger el documento que previene el citado ar-
tículo 1259. Esto se hará constar en los autos por oficio de los síndi-
cos al comisario, conforme al 1378. 
Indicaremos también que para el reconocimiento de lor créditos 
y fijar su cuantía, se tendrá presente lo que disponen los artículos 
883 y 884 del nuevo Código de Comercio. Según el primero, (en vir-
tud de la declaración de quiebra, se tendrán por vencidas á la fecha 
de la misma las deudas pendientes del quebrado; y si el pago se veri-
ficase antes del tiempo prefijado en la obligación, se hará con el des-
cuento correspondiente». Y conforme al segundo, .desde la fecha de 
la declaración de quiebra dejaran de devengar interés todas las deu-
das del quebrado, salvo los créditos hipotecarios y pignoraticios hasta 
donde alcance la respectiva garantis». 
Graduación de créditos.—En su fondo se sujetará á lo que pres-
cribe el nuevo Código do Comercio, y en su forma ale procedimiento 
establecido para los concursos, si bien con las modificaciones que in- 
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informe que el comisario debe dar al Juez de primera 
instancia, sobre lo que resulte del reconocimiento de 
dicaremog, deducidas de dicho Código y de las disposiciones especia-
les de las quiebras. 
En los artículos 908, 909 y 910 del Código se determinan concre-
tamente los bienes que han de considerarse de dominio ajeno, aun-
que existan en la masa de la quiebra, y que por lo tanto han de po-
nerse á disposición de sus legítimos dueños. (Vóanse dichos artíc u-
los.) Estos bienes sonsos que deben incluir los síndicos en el estado 
6 nota que previene el art. 1269 de la ley. Y como no pueden ser en-
tregados á sus dueños sino después de haber sido reconocido su de-
recho en junta de acreedores ó en sentencia firme, según previene el 
Código, no podrá llevarse á efecto lo que se ordena en dicho artículo 
para los concursos, 6 sea hacer la entrega desde luego, cuando con-
vengan en ello los síndicos y el concursado, sino que habrá de espe-
rarse á que la acuerde la junta de acreedores. Si se opusieren los sín-
dicos 6 el concursado, á los que se dará audiencia luego que se pre-
sente la reclamación, habrá de sustanciarse la demanda por los trámi-
tes del juicio declarativo que corresponda á su cuantía, y se estará á 
lo que se resuelva por sentencia firme; y lo mismo se hará cuando la 
junta no reconozca el derecho, en el caso de haberlo reconocido 
aquéllos. 
En los artículos 911 al 914 del mismo Código se dan reglas para la 
graduación de los créditos, ordenándose en el 912, que ésta se hará 
dividiéndolos en dos secciones: «la primera comprenderá los crédito s 
que hayan de ser satisfechos con el producto de los bienes muebles de la 
quiebra; y la segunda los que hayan de pagarse con el producto de los 
inmuebles». En el art. 913 se determinan los acreedores que han de ser 
comprendidos en la primera sección y el orden de prelación entre 
ellos, y en el 914, los de la segunda sección y también el orden de su 
prelación en el pago. Dedúcese de estos preceptos, á nuestro juicio, 
que en vez de los cuatro estados que han de formar los síndicos para 
los concursos conforme al art. 1268, bastará que formen los dos co-
rrespondientes á las dos secciones en que el Código de Comercio di-
vide los créditos, incluyéndolos en cada uno de ellos por el orden de 
prelación con que los designa. Y como la prelación que se establece es 
conforme al derecho común al que se hacen referencias, será preciso 
tener presentes, no sólo dichos artículos del Código de Comercio, sino 
también los del civil expuestos al comentar dicho artículo de la ley 
en las páginas 194 y siguientes de este tomo. 
Es regla de 
 hermenéutica legal, que cuando en una ley se establece 
• 
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los libros y papeles del quebrado acerca de los ca-
pítulos que deben servir de bases para la calificacion 
de la quiebra, conforme al art. 1138 del Código de 
Comercio (1). 
el procedimiento para un caso determinado, debe aplicarse el mismo 
procedimiento á los demás casos iguales 6 análogos contenidos en la 
misma ley, si no se dispone otra cosa para ellos. Siguiendo esta regla 
de interpretación, creemos que la convocatoria para la junta de gra-
duación en las quiebras debe hacerse en la forma establecida para la 
de reconocimiento de créditos, esto es, por circular de los síndicos á 
los acreedores reconocidos, que son los que pueden concurrir esa 
junta, y por edictos, que se insertarán en el periódico de la misma 
plaza 6 provincia, como puede verse en la nota 2.a del art. 1378; y que 
la mayoría de la junta se regulará por la mitad más uno de loe votan-
tee que representen las tres quintas partes del total del crédito que 
compongan entre todos ellos, según se ha consignado en la nota del 
artículo 1380. En todo lo demás, incluso el término para impugnar el 
acuerdo de la junta, 6 la resolución del juez en su caso, se observará 
lo establecido para los concursos. 
Pago de los créditos.—En los artículos 915 al 919 del nuevo Código 
de Comercio se determina el orden por el que ha de hacerse dicho 
pago, y debe estarse á lo que en ellos se previene. En cuanto á la 
forma de verificarlo, se observará lo prevenido en loe artículos 1286 
y siguientes de la presente ley de Enjuiciamiento ci vil. 
(1) Corresponde al comisario de la quiebra, luego que se le comu-
nique su nombramiento, como puede verse en los arts. 1333 y 1334 de 
esta ley, proceder á la ocupación de los libros, documentos y papeles 
concernientes al tráfico del quebrado, y al examen de los mismos, para 
dar al juez los informes que le pida y los determinados en la ley. El 
primero de estos informes debe contener los capítulos 6 extremos de-
signados en el art. 1138 del Código de Comercio de 1829, que dice asf: 
«Art. 1138. Para hacer la calificación de la quiebra se tendrá pre-
sente: 
»1.0 La conducta del quebrado en el cumplimiento de las obliga-
ciones que se le imponen en los arts. 1017 y 1018. 
»2.o El resultado de los balances que se formen de la situación 
mercantil del quebrado. 
13.0 El estado en que se encuentren los libros de su comercio. 
»4.o La relación que está á cargo del quebrado presentar sobre las 
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ART. 1383 (1381 para C. y P. B). Los síndicos,. 
dentro de los quince dias siguientes á su nombra-
miento, presentarán la exposicion á que se refiere el 
art. 1140 del Código (1), la cual se pasará, con los 
autos, al Promotor fiscal. 
Tanto los síndicos en su exposicion, como el Promo-
tor fiscal en su censura, deducirán pretension formal 
sobre la calificacion de la quiebra (2), y unidas á los 
suite de los libros, documentos y papeles de ésta sobre su verdadero 
origen. 
»5.0 Los méritos que ofrezcan las reclamaciones que en el progreso 
del procedimiento se hagan contra el quebrado y sus bienes.» 
Este informe servirá de cabeza á la pieza de calificación de la quie-
bra, que es la quinta de las cinco secciones en que debe dividirse el 
procedimiento, según el art. 1322 de esta ley, y á su continuación se 
unirá la exposición de los síndicos á que se refiere el artículo que 
sigue y se dictarán las providencias consiguientes, practicándose todo 
lo demás que se ordena en esta sección. Estos procedimientos están 
en armonía con lo que ordena el art. 896 del nuevo Código de Comer-
cio, que dice: «La calificación de la quiebra, para exigir al deudor la 
responsabilidad criminal, se hará siempre en ramo separado, que se 
sustanciará con audiencia del Ministerio fiscal, de los síndicos y del 
mismo quebrado». 
(1) Este artículo, tal como quedó reformado por el decreto-ley de 
1868, dice así: 
«Art. 1140. El informe del comisario y la exposición de los síndi-
cos se pasarán al promotor fiscal del juzgado, para que si encontrare 
algún delito 6 falta promueva su castigo con arreglo á las leyes.» 
(2) Para deducir esta pretensión sobre la calificación de la quie-
bra es preciso atenerse á lo que disponen el Código de Comercio y el 
Código penal. El de Comercio de 1829, en su art. 1002, dividió las 
quiebras, para los efectos legales, en cinco clases: 1.a, suspensión de 
pagos: 2.a, insolvencia fortuita: 3.a, insolvencia culpable: 4.a, insolven-
cia fraudulenta: 5.a, alzamiento; y á estas cinco clases tuvieron que 
acomodarse las disposiciones de la presente ley. Pero el nuevo Código 
de Comercio de 1885 las ha reducido á tres clases en su art. 886, que 
son las de insolvencia fortuita, culpable y fraudulenta, excluyendo la 
de suspensión de pagos por haberla establecido como un estado pre-
liminar al de quiebra, y la de alzamiento, porque realmente está com-
prendida en la insolvencia fraudulenta. En el art. 887 se determinan 
1::a circunstancias que deben concurrir en el comerciante para que se 
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autos, se entregarán éstos al quebrado por término de 
seis dias para que conteste á aquella solicitud. 
ART 1384 (1382 para C. y P. R.). No usando el 
quebrado de la comunicacion de autos, 6 en el caso de 
que los devuelva sin oponerse á la pretension de los 
síndicos 6 del Promotor, el Juez llamará los autos á la 
vista y hará la calificacion que estime arreglada á de- 
recho, segun lo que resulte de esta pieza de autos y 
de la de declaracioli de quiebra, que se tendrá tam-
bién presente (1). 
ART. 1385 (1383 para C. y P. R). Si el quebrado 
hiciere oposicion á la pretension de los síndicos 6 del 
Promotor fiscal, se recibirán á prueba los autos y se 
continuará su sustanciacion hasta dictar sentencia por 
los trámites establecidos en esta Ley para los inciden-
tes, pudiendo prorrogarse el término de prueba, si las 
partes lo pidieren, hasta el máximum de cuarenta dial 
que señala el art 1142 del Código (2). 
entienda su quiebra fortuita: en los arts. 888 y 889, los casos en que 
ha de considerarse la quiebra culpable: en los 890, 891 y 892, las cir-
cunstancias que han de concurrir para reputar la quiebra fraudulenta, 
siendo la primera de ellas la de :alzarse con todos ó parte de sus bie-
nes»; y en los 893 y 894, los que han de ser considerados cómplices 
de las quiebras fraudulentas y la responsabilidad civil en que incurren 
dentro del juicio de quiebra, sin perjuicio de la criminal. Y en los ar-
tículos 636 al 641 y 646 del Código penal vigente se definen los deli-
tos de alzamiento, quiebra é insolvencia punibles, y se sefialan las pe-
nas con que han de ser castigados los comerciantes que incurran en 
ellos, aunque no estén matriculados, ordenando que sean penados 
como cómplices del delito de insolvencia fraudulenta los que ejecuta-
ren cualquiera de los actos que se determinan en el art. 1010 del Có-
digo de Comercio antiguo, que es el 893 del nuevo. 
(1) Y aplicando las disposiciones legales que correspondan de las 
citadas en la nota que precede. 
(2) Este artículo del Código de Comercio antiguo dice así: «Ar-
tículo 1142. En el caso de oposición podrán así los síndicos y el pro-
motor fiscal, como el quebrado, usar de los medios legales de prueba 
para acreditar los hechos que respectivamente hayan alegado. El tér-
mino para hacer esta prueba no excederá de cuarenta días.» 
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La sentencia que recaiga será apelable en ambos 
efectos, ejecutándose, no obstante, en cuanto á la li-
bertad del quebrado, si en ella se hubiere decretado. 
ART. 1386 (1384 para C. y P. R). En la sentencia 
y su ejecucion se procederá en la forma prescrita por 
el art. 1143 del Código (1). 
Cuando del expediente de calificacion resultaren 
méritos para calificar la quiebra de fraudulenta, 6 de 
alzamiento, el Juez mandará sacar testimonio de lo 
necesario, para proceder criminalmente contra el que-
brado. 
Contra este acuerdo no se dará recurso alguno (2). 
(1) Dice así este artículo del Código de Comercio antiguo, tal 
como quedó reformado por el decreto-ley de 1868: 
«Art. 1143. En vista de lo alegado y probado por parte de los síndi-
cos, del promotor fiscal y del quebrado, el juez hará la calificación de-
finitiva de la quiebra cuando la considere de primera ó segunda clase 
con arreglo á los artículos 1003 y 1004, y mandará poner en libertad 
al quebrado, en el caso de hallarse todavía detenido. El quebrado, los 
síndicos y el promotor fiscal podrán interponer apelación de la pro-
videncia y se les admitirá en ambos efectos, ejecutándose no obstante 
en cuanto á la libertad del quebrado, si en ella se hubiere decretado.» 
Téngase presente que la quiebra de primera clase era la de suspen-
sión de pagos, y suprimida ésta en el nuevo Código, queda limitada 
la disposición de este artículo á la quiebra fortuita, que era entonces la 
de segunda clase, y ahora de primera, cuya calificación ha de hacerse 
con arreglo á lo que dispone el art. 887 del mismo Código, que corres-
ponde al 1004 del antiguo. La providencia ó resolución se dictará en 
forma de sentencia, y en cuanto á sus efectos, el art. 897 del nuevo 
Código de Comercio dispone lo siguiente: «La calificación de quiebra 
fortuita por sentencia firme no será obstáculo para el procedimiento 
criminal, cuando de los juicios pendientes sobre convenio, reconoci-
miento de créditos 6 cualquiera otra incidencia resultaren indicios de 
hechos declarados punibles en el Código penal, los que se someterán 
al conocimiento del juez 6 tribunal competente. En estos casos, de-
berá ser oído previamente el Ministerio público.» 
(2) Sin duda por un descuido de redacción no se hace mención en 
este artículo de la quiebra culpable. El Código de Comercio de 1829 fa-
cultaba al juez de la quiebra para imponer correccionalmente al que-
brado culpable la pena de 
 dos meses á un afio de reclusión; pero pu- 
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ART. 1387 (1385 para C. y P. R J. Los síndicos no 
harán gestion alguna, bajo esta representacion, en la 
blicado después en 184Š el Código penal, en el que se incluyó como 
delito la quiebra por insolvencia culpable, se estimó derogada aquella 
disposición y desde entonces se procedió criminalmente en este caso, 
lo mismo que en el de quiebra fraudulenta. De aquí el que en la re-
forma que del Código de Comercio se hizo por el decreto-ley de 1868, 
se diera al art. 1144 la redacción siguiente: «Cuando sustanciado el 
expediente de calificación resultasen méritos para calificar la quiebra 
de tercera, cuarta 6 quinta clase, se procederá á la formación de causa 
criminal, cuya cabeza será la pieza de autos relativa á la calificación. 
No obstará esto á que sigan las demás actuaciones de la quiebra». La 
de tercera clase era entonces la de insolvencia culpable, y la quinta la 
de alzamiento, comprendidas kloy en las de segunda y tercera clase, se-
gún el art. 886 del nuevo Código, como ya se ha dicho. Por todo ello, 
y porque en el Código penal de 1870, hoy vigente, se califica también 
de delito la quiebra por insolvencia culpable, incurriendo en la pena 
de prisión correccional en sus grados mínimo y medio el quebrado 
que sea declarado en ella por alguna de las causas comprendidas en 
el art. 1005 del Código de Comercio antiguo, sustituido por el 888 del 
nuevo, tenemos por indudable que en el párrafo 2. 0 del art. 1386 de 
la ley, que estamos examinando, se incurrió involuntariamente en la 
omisión indicada, y que hoy ha de entenderse redactado del modo si-
guiepte: «Cuando del expediente de calificación resultaren méritos 
para calificar la quiebra de culpable 6 de fraudulenta (6 sea de 2.a 6 
de 3.a clase), el juez mandará sacar testimonio de lo necesario, para 
proceder criminalmente contra el quebrado.» 
De los términos en que está redactada esta disposición pudiera de-
ducirse también que el juez, al hacer la calificación de la quiebra, si 
la califica de culpable 6 fraudulenta, debe mandar sacar el testimonio 
para proceder criminalmente, sin admitir recurso alguno contra este 
acuerdo, y esto no puede ser, porque está en contradicción con el ar-
tículo anterior, que declara apelable en ambos efectos la sentencia de 
calificación, y con el 896 del nuevo Código de Comercio, ,que dice: 
«En ningún caso, ni á instancia de parte ni de oficio, se procederá por 
los delitos de quiebra culpable 6 fraudulenta, sin que antes el juez 6 
tribunal haya hecho la declaración de quiebra y la de haber méritos 
para proceder criminalmente.» 
Por consiguiente, haya 6 no oposición, en oportuno estado el juez 
llamará los autos á la vista y dictará la sentencia de calificación, la 
cual se entenderá sólo para los efectos civiles, como lo declara el ar- 
     
 
374 	 LIB. II-TIT. XIII-ART. 1387 
causa criminal que se siga al quebrado de tercera, de 
cuarta ó de quinta clase, sino por acuerdo de la junta 
general de acreedores. 
El que de éstos use en aquel juicio de las acciones 
que le competan con arreglo á las leyes criminales, lo 
hará á sus propias expensas, sin repeticion, en ningun 
caso, contra la masa por las resultas del juicio (1). 
 
 
título 1300 de esta ley para los concursos. Si el juez califica la quie-
bra de fortuita, mandará poner desde luego en libertad al quebrado, 
en el caso de hallarse todavía detenido, lo que se ejecutará aunque 
se interponga apelación, la cual debe admitirse en ambos efectos; y 
si la califica de culpable ó fraudulenta, se limitará á declarar que hay 
méritos para proceder criminalmente contra el quebrado. En este 
caso, si se interpone apelación, se admitirá también en ambos efec-
tos, y luego que sea firme la sentencia, se dictará la providencia man-
dando sacar testimonio de lo necesario para proceder criminalmente, 
sin admitir recurso alguno contra esta providencia, por ser dictada 
para la ejecución y cumplimiento de la sentencia firme. 
También debemos advertir sobre este punto, que en el art. 1300 
de la ley, antes citado, y en el 1144 del Código antiguo, inserto al 
principio de esta nota, se previene que la pieza de calificación sea la 
cabeza del proceso criminal, como es procedente, puesto que en ella 
obrarán los datos necesarios para la apreciación del delito, y creemos 
conveniente que así se haga. Pero como en la disposición que exami-
namos se manda sacar testimonio de lo necesario, entendemos que este 
testimonio deberá ser de cualquier documento 6 actuación que no 
obre en la pieza de calificación y que el juez estime necesario para la 
justificación del delito, formando con dicha pieza la cabeza de la 
causa criminal. En cuanto á la forma de este procedimiento y juez 
competente para conocer de la causa, véase el comentario de dicho 
artículo 1300 (páginas 250 y siguientes de este tomo). 
(1) La disposición de este artículo ha de entenderse hoy con re-
lación á los quebrados de segunda 6 de tercera clase, según el nuevo 
Código de Comercio, que son los de insolvencia culpable 6 fraudu-
lenta; y su segundo párrafo está confirmado por el del art. 895 de di-
cho Código, que dice así: «Los acreedores tendrán derecho á perso-
narse en el expediente y perseguir al fallido; pero lo harán á sus ex-
pensas, sin acción á ser reintegrados por la masa de los gastos del 
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ART. 1388 (1386 para C. y P. R). Las instancias 
de los quebrados para su rehabilitacion, se instruirán, 
concluso el juicio de calificacion, en la misma pieza en 
que éste se haya ventilado, procediéndose en ella se-
gun está prescrito en el tit. XI, libro IV del Código 
de Comercio (1). 
(1) Las disposiciones contenidas en el tít. 11, libro 4.0 del Código 
de Comercio de 1829, á que se refiere esta cita, dicen así: 
«Art. 1168. La rehabilitación del quebrado corresponde al juzga-
do que hubiere conocido de la quiebra. 
»Art. 1169. Hasta la conclusión definitiva del expediente de cali-
ficación de quiebra no es admisible la demanda del quebrado para su 
rehabilitación. 
»Art. 1170. Les alzados y los quebrados calificados de fraudulen-
tos no pueden ser rehabilitados. 
»Art. 1171. Los quebrados culpables pueden ser rehabilitados, 
acreditando el pago íntegro de todas las deudas liquidadas en el pro-
cedimiento de quiebra, y el cumplimiento de la pena correccional 
que se les hubiere impuesto. 
»Art. 1172. A los quebrados de primera y segunda clase (hoy sólo 
d los de primera, que son los de insolvencia fortuita), será suficiente 
para que obtengan la rehabilitación, que justifiquen el cumplimiento 
íntegro del convenio aprobado que hubieren hecho con sus acreedo-
res. Si no hubiere mediado convenio, estarán obligados á probar que 
con el haber de la quiebra, ó por entregas posteriores, si éste no hu-
biere sido suficiente, quedaron satisfechas todas las obligaciones re-
conocidas en el procedimiento de quiebra. 
»Art. 1173. A la solicitud de rehabilitación acompañarán las car-
tas de pago 6 recibos originaleé por donde conste el reintegro de los 
acreedores. 
»El juez encargará al comisario que, haciendo el examen de los do-
cumentos presentados por el quebrado, y de todos los antecedentes 
del procedimiento de quiebra, informe si procede la rehabilitación 
con arreglo á las disposiciones de los artículos 1171 y 1172 en sus 
casos respectivos. No habiendo reparo justo, decretará la rehabilita-
ción, 6 en el caso contrario, la denegará, si el quebrado por su clase 
fuese inhábil para obtenerla, 6 la suspenderá si sólo faltare algún re-
quisito subsanable. 
»Art. 1174. Por la rehabilitación del quebrado eesan todas las in-
terdicciones legales que produce la declaración de quiebra. 
»Art. 1175. Los comerciantes que obtuvieren reposición del de 
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Luego que el comisario evacue el informe que orde-
na el art. 1173 del mismo Código, se comunicarán los 
autos al Promotor fiscal para que emita su dictamen 
sobre si procede la rehabilitacion, y sin más trámites 
dictará el Juez la resolucion que estime justa, con 
arreglo á dicho articulo. 
El auto que recaiga será apelable en ambos efectos. 
SECCION SEXTA 
DEL CONVENIO ENTRE LOS ACREEDORES Y EL QUEBRADO 
ART. 1389 (1387 para C. y  P. R.. Conforme á lo 
prevenido en el art. 1147 del Código de Comercio, re-
formado por la ley de 30 de Junio de 1878 (1), no se 
creto de declaración de quiebra en la forma que previenen los artícu-
los 1028 al 1032, no necesitan de rehabilitación.» (Véanse los artículos 
1326 al 1330 de esta ley de Enjuiciamiento civil.) 
Las disposiciones de estos artículos han sido confirmadas por los 
del Código de Comercio de 1885, que dicen así: 
«Art. 920. Los quebrados fraudulentos no podrán ser rehabili-
tados. 
»Art. 921. Los quebrados no comprendidos en el artículo anterior 
podrán obtener su rehabilitación justificando el cumplimiento íntegro 
del convenio aprobado que hubiesen hecho con sus acreedores. 
»Si no hubiere mediado convenio, estarán obligados á probar que, 
con el haber de la quiebra, ó mediante entregas posteriores, quedaron 
satisfechas todas las obligaciones reconocidas en el procedimiento de 
la quiebra. 
»Art. 922. Con la habilitación del quebrado cesarán todas las in-
terdicciones legales que produce la declaración de quiebra.» 
(1) El art. 1147 del antiguo Código de Comercio permitía el con-
venio en cualquier estado del procedimiento de quiebra; pero fué re• 
formado por la ley de 30 de Julio de 1878, dándole la siguiente redac-
ción: «Terminado el juicio de examen y reconocimiento de créditos y 
hecha la calificación de la quiebra, podrá el quebrado presentar pro-
posiciones de convenio si no hubiese sido calificada de tercera, cuarta 
6 quinta clase, y solicitar del juzgado que convoque á junta á sus 
a credores, para lo cual acompañará tantas copias de dichas proposi- 
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dará curso á ninguna proposicion de convenio entre el 
quebrado y sus acreedores, que se presente antes de 
hallarse terminado el examen y reconocimiento de los 
créditos y de haberse hecho la calificacion de la 
quiebra. 
ART. 1390 (1388 para C. y P. B) Luego que lle-
gue el juicio al estado que se indica en el artículo an-
terior, si la quiebra no hubiere sido calificada de ter-
cera, cuarta 6 quinta clase (1), el Juez accederá á la 
solicitud del quebrado 6 de cualquiera de los acreedo-
res, que tenga por objeto la convocatoria á junta para 
tratar de convenio. 
Dicha solicitud deberá contener los requisitos ex- 
ciones cuantos éstos sean, á fin de que se les remitan para su recono-
cimiento.» 
Esta disposición ha sido reproducida en el art. 808 del nuevo C6-
digo de Comercio, pero modificándola en cuanto á las clases de quie-
bra, puesto que en éste sólo se prohibe el convenio á los quebrados 
fraudulentos y á los fugados durante el juicio, cuando en aquél se 
prohibía también á los culpables. Como esta es la disposición vigente, 
conviene tenerla á la vista, como igualmente la del artículo siguiente 
del mismo Código; dicen así: 
«Art. 898. En cualquier estado del juicio, terminado el reconoci= 
miento de créditos y hecha la calificación de la quiebra, el quebrado 
y sus acreedores podrán hacer los convenios que estimen oportunos. 
»No gozarán de este derecho los quebrados fraudulentos, ni los 
que se fugaren durante el juicio de quiebra. 
»Art. 899. Los convenios entre los acredores y el quebrado han 
de ser hechos en junta de acreedores debidamente constituida. 
»Los pactos particulares entre el quebrado y cualquiera de sus 
acreedores serán nulos: el acreedor que los hiciere perderá sus dere-
chos en la quiebra, y el quebrado, por este solo hecho, será calificado 
de culpable, cuando no mereciese ser considerado como quebrado 
fraudulento.» 
(1) Estas clases, según el Código de Comercio de 1829, á que se 
refiere este artículo, eran las de insolvencia culpable, fraudulenta y 
alzamiento: esta disposición está modificada por el nuevo Código, que 
sólo excluye del convenio á los quebrados fraudulentos y á los fuga-
dos durante el juicio, como se ha dicho en la nota que preeede. 
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presados en el art. 1304 de esta Ley (1302 de la de 
Cuba y Puerto Rico. 
ART. 1391 (1389 park C. y P. R.. También po-
drán aplicarse á estos procedimientos las disposiciones 
de los artículos 1307 al 1311 de la presente Ley (1305 
al 1309 de la de Cuba y  Puerto Rico) (1). 
ART. 1392 (1390 para C. y P. R). Respecto á la 
celebration de la junta extraordinaria para tratar del 
convenio é impugnacion de sus acuerdos, se estará á 
lo prevenido en los artículos 1152 y siguientes del 
Código de Comercio (2). 
(1) En la aplicación de los artículos de la presente ley qué aquí se 
citan, téngase presente que corresponde al comisario proponer al juez 
la convocación de junta extraordinaria para tratar de convenio, y éste 
no debe deferir á ello sino cuando el juicio se halle en el estado y la 
solicitud contenga los requisitos que se determinan en el art. 1390 de 
la presente ley, uno de ellos el de asegurar el pago de los gastos á que 
diere lugar la convocatoria y celebración de la junta, como se pre. 
viene en el art. 1150 del Código antiguo, reformado por la ley de 30 
de Julio de 1878. Téngase también presente que sólo deben ser con-
vocados á estas juntas los acreedores reconocidos y los pendientes de 
reconocimiento; que deberá hacerse la convocatoria por circular de 
los síndicos, como para la junta de reconocimiento de créditos se ha 
dicho en la nota 2.0, del artículo 1378, y que corresponde al comisario 
presidir estas juntas, como todas las de acreedores. 
(2) Algunos de los artículos del antiguo Código de Comercio, ti que 
se refiere esta cita, han sido reproducidos en el nuevo con alguna mo-
dificación, y como éstos son los vigentes, los insertaremos en el lugar 
de aquéllos. Los de uno y otro Código que tienen aplicación al caso 
de que se trata, dicen así: 
(Art. 1152 (Cod. ant.). Siempre que en una junta de acreedores se 
haya de tratar de alguna proposición del quebrado relativa á conve-
nio, se ha de dar previamente por el comisario á los acreedores con-
currentes exacta noticia del estado de la administración de la q uiebra, 
y de lo que conste del expediente de calificación hasta aquella fecha, 
leyéndose además el último balance que obre en el procedimiento. 
»Art. 1164 (Idem). La mujer del quebrado no tiene voz en las de-
liberaciones relativas al convenio. 
»Art. 900 (C6d. nuevo). Los acredores singularmente privilegiados, 
los privilegiados y los hipotecarios podrán abstenerse de tomar parte 
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ART. 1393 (1391 para C. y  P. B). No se admitirá 
oposicion de parte de los acreedores que por el acta 
de la junta resultare haber asentido en ella al con-
venio. 
ART. 1394 (1392 para C. y  P. B). De la oposicion 
que presentaren los acreedores disidentes, 6 los que no 
en la resolución de la junta sobre el convenio; y absteniéndose, éste 
no les parará perjuicio en sus respectivos derechos. 
»Si, por el contrario, prefiriesen tener voz y voto en el convenio 
propuesto, serán comprendidos en las esperas 6 quitas que la junta 
acuerde, sin perjuicio del lugar y grado que corresponda al título de 
su crédito. 
»Art. 901 (Idem). La proposición de convenio se discutirá y pon-
drá á votación, formando resolución el voto de un número de acreedo 
res que compongan la mitad y uno más de los concurrentes, siempre 
que su interés en la quiebra cubra las tres quintas partes del total pa-
sivo, deducido el importe de los créditos de los acreedores compren-
didos en el párrafo primero del artículo anterior que hubieren usado 
del derecho consignado en dicho párrafo. 
»Art. 1156 (C6d. ant.). El convenio entre el quebrado y los acree-
dores se firmará en la misma junta en que se haga, bajo pena de nuli-
dad y responsabilidad del escribano que la autorice, y se remitirá. 
dentro de las veinticuatro horas siguientes a la aprobación del juez 
que conozca de la quiebra. 
»Art. 902 (Cód. nuevo). Dentro de los ocho días siguientes á la ce-
lebración de la junta en que se hubiere acordado el convenio, los 
acreedores disidentes y los que no hubieren concurrido á la junta po-
drán oponerse á la aprobación del mismo. 
»Art. 903 (Idem). Las únicas causas en que podrá fundarse la 
oposición al convenio, serán: 
»1 á  Defectos en las formas prescritas para la convocación, cele - 
bración y deliberación de la junta. 
»2.a Falta de personalidad 6 representación en alguno de los vo- 
tantes, siempre que su voto decida la mayoría en número 6 cantidad. 
»3.a Inteligencias fraudulentas entre el deudor y uno 6 más acree- 
dores, ó de los acreedores entre sí para votar á favor del convenio. 
»4.a Exageración fraudulenta de créditos para procurar la mayoría 
de cantidad. 
»5' Inexactitud fraudulenta en el balance general de los negocios 
del fallido, 6 en los informes de los síndicos, para facilitar la admisióm . 
de las proposiciones del deudor.» 
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hubieren concurrido á la junta, se dará audiencia aI 
quebrado y á los síndicos, recibiéndose á la vez el in-
cidente á prueba por el término improrrogable de 
treinta dias, dentro de los cuales alegarán y probarán 
con citacion contraria lo que les convenga, tanto las 
partes litigantes, como cualquier otro acreedor que 
• posteriormente se presentare á coadyuvar la oposi-
cion (1). 
ART. 1395 (1393 para C. y P.  R.). Trascurrido el 
término de prueba, se procederá como se previene en 
los artículos 755 y siguientes de esta Ley (754 y si-
guientes de la de Cuba y Puerto Rico).  
La sentencia que recaiga será apelable en un sólo 
efecto, llevándola a cumplimiento entre el deudor y 
los acreedores que acepten el convenio, sin perjuicio 
de lo que se resuelva en la segunda instancia, como 
se ordena en el art. 1158 del Código, reformado por 
la ley de 30 de Julio de 1878 (2). 
ART. 1396 (1394 para C. y P. R). Si en el térmi-
no de los ocho dias que señala el art. 1157 del Códi-
go (3), no se hiciere oposicion al convenio, llamará el 
Juez los autos, y en vista de la pieza de declaracion 
de quiebra y de la de su calificacion, resolverá lo que 
(1) En este caso litigarán unidos y bajo una sola dirección todos 
los que sostengan una misma causa, como está prevenido para todos 
tos casos iguales. 
(2) Este articulo del Código de Comercio de 1829, tal como quedó 
reformado, y al que se sujetó también el art. 1394 de esta ley, dice así: 
cart. 1163. Si se hiciere oposición al convenio por algún acreedor, 
se sustanciará con audiencia del quebrado y de los síndicos, en el tér-
mino perentorio é improrrogable de treinta días, los cuales serán co-
munes á las partes para alegar y probar lo que les convenga, y á su 
vencimiento se decidirá por el juez según corresponda; admitiéndose 
sólo en el efecto devolutivo las apelaciones que se interpongan de esta 
providencia, la cual se llevará, por lo tanto, á cumplimiento entre el 
deudor y los acreedores que acepten el convenio, sin perjuicio de lo 
que se resuelva en superiores instancias.» 
(3) Hoy el art. 902 del Código de Comercio de 1886, inserto en la 
notati Sol ar t. 1.392 de la presente ley. 
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corresponda, con arreglo á lo que previene el artículo 
1159 del mismo Código (1). 
(1) El art. 1169 del Código de Comercio de 1829, á que se refiere 
esta cita, dice así: «No haciéndose oposición al convenio en tietnpo 
hábil, -deferirá el juez á su aprobación, á menos que resulte contra - 
vención manifiesta á las formas de su celebración, 6 que el quebrado 
se halle en cualquiera de los casos que previene el art. 1148.» Este 
artículo ha quedado derogado por el nuevo Código, y debe observarse 
el art. 898 del mismo, que sólo priva de la facultad de proponer con-
venio á los quebrados fraudulentos y á los que se fugaren durante el 
juicio de quiebra. 
. 
Cuando no se haya hecho oposición, ni concurra vicio alguno de 
los indicados, debe el juez aprobar el convenio por medio de auto, 
contra el cual no se admitirá recurso alguno, como se ordena en el ar 
título 1152 de esta ley. En todo caso, aprobado el convenio, producirá 
los efectos que determina el nuevo Código de Comercio en los artícu-
los que siguen: 
«Art. 904. Aprobado el convenio, y salvo lo dispuesto en el ar-
tículo 900, será obligatorio para el fallido y para todos los acreedores 
cuyos créditos daten de época anterior á la declaración de quiebra, si 
hubieren sido citados en forma legal, ó si, habiéndoseles notificado 
la aprobación del convenio, no hubieren reclamado contra éste en los 
términos prevenidos en la ley de Enjuiciamiento civil, aun cuando no 
estén comprendidos en el balance ni hayan sido parte en el procedi-
miento. 
»Art. 905. En virtud del convenio, no mediando pacto expreso en 
contrario, los créditos quedarán extinguidos en la parte de que se hu-
biere hecho remisión al quebrado, aun cuando le quedare algún so-
brante de los bienes de la quiebra, 6 posteriormente llegare á mejor 
fortuna. 
»Art. 906. Si el deudor convenido faltare al cumplimiento de lo 
estipulado, cualquiera de sus acreedores podrá pedir la rescisión del 
convenio y la continuación de la quiebra ante el juez ó tribunal que 
hubiere conocido de la misma. 
»Art. 907. En el caso de no haber mediado el pacto expreso de 
que habla el art. 905, los acreedores que no sean satisfechos íntegr a-
mente con lo que perciban del haber de la quiebra hasta el término 
de la liquidación de ésta, conservarán acción, por lo que se les reste 
en deber, sobre los bienes que ulteriormente adquiera 6 pueda adqui-
rir el quebrado.» 
TITULO XIV 
DE LOS EMBARGOS PREVENTIVOS Y DEL ASEGURAMIENTO 
DE LOS BIENES LITIGIOSOS 
Estos dos actos judiciales tienen por objeto asegurar las resul-
tas del juicio, ya sea ejecutivo, ya ordinario. El Código civil los 
autoriza bajo el epígrafe Del secuestro, en el capítulo 3. ° del títua 
lo 11, libro 4.°, que trata del depósito, declarando en el art. 1759 
que éste puede constituirse judicial ó extrajudicialmente; y en los. 
artículos 1785 al 1789, que el depósito judicial ó secuestro tiene lu-
gar cuando se decreta el embargo ó el aseguramiento de bienes li-
tigiosos; que puede tener por objeto así los bienes muebles como 
los inmuebles; que el depositario no puede quedar libre de su en-
cargo hasta que se termine la controversia que motivó el secuestro,. 
á no ser que el juez lo ordenare por consentir en ello todos los 
interesados ó por otra causa legítima, y que aquél está obligado á 
cumplir respecto de los bienes secuestrados todas las obligaciones 
de un buen padre de familia; añadiendo en el último de dichos ar-
tículos que «en lo que no se hallare dispuesto en este Código, el 
secuestro judicial se regirá por las disposiciones de la ley de En-
juiciamiento civil". Estas disposiciones son las contenidas en el 
presente título y en el siguiente, y en los que tratan de la ejecu-
ción de sentencias, abintestatos, testamentarías, concursos, quie-
bras y procedimientos de apremio, en cuanto se refieren al embargo 
y depósito de bienes, cuyos actos constituyen el secuestro. 
De suerte que el Código civil no ha hecho más que autorizar 
el secuestro ó deposito judicial, tanto de bienes muebles (únicos 
qne pueden ser objeto del depósito voluntario ó necesario), como 
del de inmuebles, indicando las obligaciones del depositario; pero 
dejando á la ley de Enjuiciamiento civil que determine los casos 
en que podrá tener lugar, y los requisitos y el procedimiento para 
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realizarlo, como lo ha hecho en los juicios y títulos indicados. 
Concretándonos ahora al que es objeto de este comentario, la 
ley de 1855 se limitó á los embargos preventivos, y como la expe-
riencia había demostrado la necesidad de ordenar también el pro-
cediento para los demás casos en que la equidad y la justicia exi-
gían el secuestro ó depósito de los bienes litigiosos para asegurar 
las resultas del juicio, al reformarla se suplió aquella omisión, 
adicionando la sección 2." de este título. 
La ley 1.», tít. 9.° de la Partida 3.a determinó taxativamente 
seis casos, en los que «la cosa sobre que nace contienda entre el 
demandador é el demandado, debe ser puesta en fieldad, á que di-
cen en latín sequestratio». Como el Código civil ha derogado todos 
los cuerpos legales, usos y costumbres que constituían nuestro de-
recho civil común, es inútil examinar los casos determinados en 
dicha ley, algunos de los cuales ya estaban en desuso ó derogados: 
los que pueden considerarse de aplicación actual están comprendi-
dos en las disposiciones de la presente ley que autorizan el depó-
sito y embargo de bienes en casos determinados para asegurar 
las resultas del juicio, ó sea el cumplimiento de la sentencia firme 
que en él recaiga acerca de la cosa litigiosa. Lo mismo ha de en-
tenderse respecto de la ley 41, tít. 2.° de la misma Partida 3.a, 
que autorizaba al demandante para pedir se obligara al deman-
dado, que carecía de arraigo, á dar fianza de estar á derecho; y de 
la 66 de Toro, que es la 5.a, tít. 11, libro 10 de la Novísima Reco-
pilación, la cual, sin duda para corregir abusos, ordenó que «nin-
guno sea obligado de se arraigar por demanda de dinero que le 
sea puesta, sin que preceda información de la deuda, á lo menos 
sumaria de testigos, ó de escritura auténtica». Todas estas leyes 
han quedado derogadas, y es preciso atenerse á lo que se dispone 
en el Código y en la ley de Enjuieianiento civil. 
En el espíritu de esas leyes, ya que no en su letra, debió ins-
pirarse nuestra antigua jurisprudencia para admitir los embargos 
preventivos á fin de asegurar las resultas del juicio sobre el pago 
de deudas por obligaciones personales; embargos que dependían 
entonces del arbitrio judicial, por no haberse establecido reglas y 
condiciones legales á que sujetarlos. Tampoco las estableció el Re- 
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glamento provisional de 1835, aunque reconoció la existencia le-
gal de tales embargos al autorizar por su art. 27 á los jueces de 
paz para decretar la retención de efectos de un deudor que inten-
tara sustraerlos, procediendo inmediatamente á celebrar el juicio 
de conciliación. Esas reglas se establecieron en la ley de Enjuicia-
miento civil de 1855, y se han reproducido en la actual, con las 
modificaciones y adiciones que indicaremos al comentar los artícu-
los que las contienen. 
Pero con los embargos preventivos no se llenaban todas las 
exigencias de la justicia: limitados á los casos, y con los requisitos 
determinados en la ley, no pueden utilizarse para asegurar las re-
sultas del juicio, cuando se demanda por acción real, ó el cumpli-
miento de una obligación de hacer, ó de no hacer, ó de entregar 
cosas específicas. Tampoco era suficiente á dicho fin la anotación 
preventiva de la demanda, que autoriza el art. 42 de la ley Hipo. 
tecaria, pues quedando los inmuebles en poder del demandado, po-
día destruirlos ó cometer otros abusos que disminuyeran su valor 
durante la sustanciación del juicio. A evitar esos abusos se dirigen 
las disposiciones de la sección 2.a del presente título, adicionada 
al llevar it efecto la reforma de la ley, como ya se ha dicho. 
SECCIÓN PRIMERA 
DE LOS EMBARGOS PREVENTIVOS 
ARTICULO 1397 
Corresponderá á los Jueces de primera instancia de-
cretar los embargos preventivos, cuando se pidan para 
asegurar el pago de una deuda que exceda de 250 pe-
setas. 
Si la deuda no excediere de esta cantidad, podrán 
decretarlo los Jueces municipales, si se pidiere al tiem-
po de proponer la demanda reclamando el pago de 
aquélla. 
Art. 1395 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(El párrafo 1.° con- 
cluye: de una deuda que exceda de 1.000 pesetas, siendo iguales 
en todo lo demás.) 
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ARTÍCULO 1398 
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, en 
los casos de urgencia, Aun cuando la deuda exceda de 
250 pesetas, podrá tambien acordar el embargo preven-
tivo el Juez municipal del pueblo en que se hallen los 
bienes que hayan de embargarse, segun se previene en 
la regla 12 del art. 63; pero hecho el embargo, remi-
tirá inmediatamente las diligencias al Juez de primera 
instancia, el cual podrá acordar, á instancia de parte, 
la subsanacion de cualquiera falta que se hubiere co-
metido. 
Art. 1596 para Cuba y Puerto Rico.—(También se fija en este ar- 
ticulo para Ultramar la deuda que exceda de 1.000 pesetas, 
sin otra variación.) 
En estos dos artículos se determina la competencia para cono-
cer de los embargos preventivos, modificando esencialmente el 930 
de la ley de 1855, por el cual se confería dicha competencia á los 
jueces de primera instancia en los pueblos cabezas de partido, y en 
los demás pueblos á los jueces de paz, pero precisamente con dic-
tamen de asesor si no fueren letrados, cualquiera que fuese el im-
porte de la deuda. En la nueva ley, procediendo con más lógica, se 
ha atendido á las bases ya establecidas sobre la cuantía litigiosa y 
el fuero de la cosa, para fijar la competencia de cada uno de di-
chos jueces, y se ha suprimido la intervención necesaria de asesor, 
que hacía ilusoria esa medida preventiva en los pueblos donde no 
existen letrados, por las dilaciones á que daba lugar. 
En los artículos de este comentario se declara que corresponde 
á los jueces de primera instancia decretar los embargos preventi-
vos en todo el territorio de su jurisdicción, cuando se pidan para 
asegurar el pago de una deuda que exceda de 250 pesetas (de 
1.000 en Cuba y Puerto Rico); y á los jueces municipales, cuando 
no exceda la deuda de dicha cuantía, que es la sometida á su ju-
risdicción. Todos estos jueces han de ser los del partido ó pueblo 
en que se hallaren los bienes, sean muebles ó inmuebles, que se 
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hayan de embargar, como se establece en la regla 12 del art. 63_ 
Pero pueden ocurrir casos en que sea urgente el embargo pre. 
ventivo, para impedir que el deudor oculte ó sustraiga los bienes, 
ó los malbarate y enajene en fraude y perjuicio de su acreedor, y 
para estos casos se autoriza al juez municipal del pueblo donde 
aquéllos se hallaren, sin distinción ni excepción alguna, para que 
pueda decretar el embargo preventivo, á prevención con el de pri-
mera instancia, si bien con la obligación de remitir á éste las dili-
gencias ó actuaciones que hubiere practicado, inmediatamente des-
pués de hecho el embargo. Luego que las reciba el juez de primera 
instancia, podrá acordar á instancia de parte, y no de oficio, la 
subsanación de cualquiera falta que en ellas se hubiere cometido. 
Estas faltas deberán ser las que se refieran al procedimiento em-
pleado para la ejecución del embargo, ó á la fianza que en su caso 
deba prestar el acreedor para responder de los perjuicios y costas: 
si se refieren al fondo, ó sea á la falta de los requisitos que exige 
el art. 1400 para decretar el embargo preventivo, entonces lo pro. 
cedente será pedir que se deje éste sin efecto, empleándose el pro-
cedimiento que establece el art. 1416. 
Para que el juez municipal pueda decretar el embargo preven-
tivo, en los casos que es de su exclusiva competencia, por no exce-
der la deuda de 250 pesetas (de 1.000 en Ultramar), es requisito 
indispensable el de que se pida al tiempo de proponer la demanda 
reclamando el pago de aquélla: así lo ordena el art. 1397, primero 
de este comentario. Véase el 1418, en el que se ordena el procedi-
miento para estos casos. Cuando la deuda exceda de dicha cuantía, 
y por la urgencia del caso pueda conocer el juez municipal, habrá 
de sujetarse éste á lo que ordenan los artículos 1399 y siguientes. 
Indicaremos, por último, que dicho art. 1397 hace incidental-
mente una declaración importante, confirmada en el 1399, cual es 
la de que el embargo preventivo sólo puede utilizarse para asegu-
rar el pago de deudas, ya sean en metálico, ya en géneros, especies 
ó efectos que puedan reducirse á cantidad líquida en metálico. En 
los demás casos, para asegurar las resultas del juicio, cuando lo 
permita la acción entablada ó la que haya de ejercitarse, podrán 
emplearse los medios ya indicados en la introducción de este título. 
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ARTÍCULO 1399 
(Art. 1397 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Procederá el embargo preventivo, tanto por deudas 
en metálico como en especie. 
En este segundo caso fijará el actor, bajo su respon-
sabilidad, para los efectos del embargo, la cantidad en 
metálico que reclame, calculándola por el precio me-
dio que tenga la especie en el mercado de la localidad, 
sin perjuicio de acreditar despues este extremo en el 
juicio correspondiente. 
Este artículo no tiene concordante en la ley anterior; ha sido 
adicionado en cumplimiento de la base 11 de las aprobadas por la 
ley de 1880, por la cual se ordenó, que se hiciera en la ley la de-
claración de que «la acción ejecutiva procede también por deudas 
en especie, cuando se reduzcan á cantidad líquida en metálico'. 
Por esto, y partiendo del principio de que el embargo preventivo 
sólo puede utilizarse para asegurar el pago de deudas, y no el cum-
plimiento de cualesquiera otras obligaciones que pueda reclamar el 
actor, como ya se ha dicho, se declara que procederá dicho embar-
go, tanto por deudas en metálico como en especie. 
El embargo preventivo, cuando no sea de cosa determinada, ha 
de limitarse á cubrir el importe de la cantidad reclamada, como se 
ordena en el art. 1407. Para esto es preciso conocer el valor efectivo 
de la deuda en especie, y para ese efecto se obliga al actor á que, 
bajo su responsabilidad, fije «la cantidad en metálico que reclame, 
calculándola por el precio medio que tenga la especie en el mercado 
de la localidad, sin perjuicio de acreditar después este extremo en 
el juicio correspondiente». La naturaleza y urgencia de los embar-
gos preventivos no permiten, por regla general, presentar al soli-
citarlos los documentos que para justificar el valor efectivo en me-
tálico de la especie en que consista la deuda, exigen los arts. 1436 
al 1438: por eso no se obliga al actor á presentar en este caso esos 
documentos, que habrá de presentar después, cuando entable la 
demanda ejecutiva ú ordinaria que corresponda; pero se le obliga 
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á que fije bajo su responsabilidad la cantidad en metálico que re-
clame, calculándola por el precio medio que tenga la especie en 
la localidad: si no llena este requisito, no podrá el juez acordar el 
embargo mientras no subsane la falta; y si se excede, fijando á la 
especie un valor superior al que realmente tenga, será responsable 
de los daños y perjuicios que se ocasionen al deudor por el exceso 
de embargo. 
ARTÍCULO 1400 
(Art. 1399 de la.]ey para Cuba y Puerto Rico.)  
Para decretar el embargo preventivo será necesario: 
1.0 Que con la solicitud se presente un documento 
del que resulte la existencia de la deuda. 
2. ° Que el deudor contra quien se pida se halle e n. 
uno de los casos siguientes: 
Que sea extraiijero.no naturalizado en España. 
Que aunque sea español 6 extranjero naturalizado, 
no tenga domicilio conocido, 6 bienes raíces, 6 un  es-
tablecimiento agrícola, industrial 6 mercantil en el lu-
gar donde corresponda demandarle en justicia el pago' 
de la deuda. 
Que, áun teniendo las circunstancias que acaban de 
expresarse, haya desaparecido de su domicilio 6 esta- 
blecimiento, sin dejar persona alguna al frente de él; 
y si la hubiere dejado, que ésta ignore su residencia;. 
6 que se oculte, 6 exista motivo racional para creer. 
que ocultará 6 malbaratará sus bienes en daño de sus 
acreedores. 
ARTÍCULO 1401 
(Art. 1399 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el título presentado fuese ejecutivo, podrá desde 
luego decretarse el embargo preventivo. 
Si no lo fuere sin el reconocimiento de la firma del 
deudor, podrá tambien decretarse de cuenta y riesgo 
del que lo pidiere. 
En el caso de que el deudor no supiere firmar y lo 
hubiere hecho otro á su ruego, podrá igualmente de 
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cretarse el embargo preventivo de cuenta y riesgo del 
acreedor, siempre que citado aquél por dos veces, con 
intervalo de veinticuatro horas, para que declare bajo 
juramento indecisorio sobre la certeza del documento 
en que conste la deuda, no compareciere al llamamien-
to judicial. 
Reconocido el documento, aunque se niegue la deu- 
da, podrá decretarse el embargo en la forma antedicha. 
ARTÍCULO 1402 
(Art. i400 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los casos expresados en los tres últimos párra-
fos del artículo anterior, si el que pidiere el embargo 
no tuviere responsabilidad conocida, deberá el Juez . 
exigirle fianza bastante para responder de,los perjui-
cios y costas que puedan ocasionarse. 
Esta fianza podrá ser de cualquiera de las clases que 
reconoce el derecho; pero si el Juez la admitiere perso-
nal, será bajo su responsabilidad. 
Determínanse en estos artículos los requisitos que necesaria-
mente han de concurrir para que el juez pueda decretar el em-
bargo preventivo. Se aceptan los establecidos en los arts. 931 y 
932 de la ley anterior, con la adición hecha al núm. 2.° del pri-
mero por el decreto ley de 6 de Diciembre de 1868, para compren-
der en él lo que se hallaba establecido en el art. 364 de la ley de 
Enjuiciamiento mercantil, que quedó derogada sobre esta materia 
por aquel decreto al establecer la unidad de fueros, y de cuya 
adición, además de ser conveniente, no podía prescindirse en vir- 
tud de lo ordenado en el núm. 3.° de la base 2.° de las aprobadas 
para la reforma por la ley de 1880. Y en cumplimiento también de 
la base 15 de la misma ley, por la que se ordenó «hacer extensivo 
el embargo preventivo al caso en que el deudor no supiere firmar 
y lo hubiera hecho otro á su ruego, siempre que, citado aquél dos 
veces en un corto plazo, no hubiese comparecido», se ha adicionado 
el párrafo 3.° del segundo de los tres artículos de este comentario. 
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Según ellos, para que el juez pueda decretar el embargo pre-
ventivo, han de concurrir conjuntamente dos requisitos: 1. 0, que 
el actor presente con la solicitud un documento del que resulte la 
existencia de la deuda; y 2.°, que el deudor se halle en alguno de 
los casos determinados taxativamente en el núm. 2.° del art. 1400, 
al que remitimos al lector, para evitar repeticiones innecesarias. 
Es de notar, que á la vez que la ley exige que se justifique docu-
mentalmente la existencia de la deuda, no impone al actor la obli-
gación de justificar el segundo requisito, de lo cual y de la natura-
leza urgente de estos asuntos se deduce que bastará alegar el he-
cho como público y notorio, cuando no se tenga en el momento 
- otro medio de prueba, quedando su apreciación al prudente crite-
rio del juez, el cual, si no tiene datos ó noticias fidedignas en con-
trario, deberá decretar el embargo preventivo para evitar al actor 
los pel juicios consiguientes, y toda vez que éste es responsable de 
los que pueda ocasionar á su contrario. Así se deduce también del 
párrafo 3.° del art. 1412, según el cual puede dejarse sin efecto el 
embargo Ká causa de no hallarse comprendido en ninguno de los 
casos de dicho art. 1400», condenando al actor en todas los costas, 
dados y perjuicios: luego puede decretarse sin la prueba ó justifi-
cación de ese extremo, quedando el actor responsable de su lige-
reza ó mala fe en alegar un hecho que después resulta ser in-
exacto. 
Si el título ó documento que presente el actor para justificar 
la existencia de la deuda, fuere ejecutivo, esto es, de los que según 
el art. 1429 tienen aparejada ejecución, el juez deberá decretar 
desde luego el embargo preventivo, sin exigir de aquél otra garan-
tía, siempre que se alegue hallarse el deudor en alguno de los ca-
sos determinados en el art. 1400. Pero, si no es ejecutivo el iítulo 
presentado, entonces no puede decretarse el embargo sino de cuenta 
y riesgo del que lo pidiere, á quien, si no tuviere responsabi'idad 
conocida, deberá el juez exigirle fianza bastante para responder 
de los perjuicios y costas que puedan ocasionarse al supuesto den-
dor. Esta fianza podrá ser de cualquiera de las clases que reconoce 
el derecho, hoy conforme á los artículos 1854 y 1855 del Código 
civil; pero si el juez la admitiere personal, será bajo su resp.nsa- 
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bilidad, y mientras no se preste, no debe ejecutarse el embargo. 
Téngase presente la distinción que se establece respecto de los 
-títulos que no son ejecutivos. Si es un pagaré ú otro documento 
privado, firmado por el deudor, es bastante para decretar el 
 em-
bargo preventivo, aunque de cuenta y riesgo del que lo pidiere, 
siempre que concurran los demás requisitos exigidos por la ley. 
Pero, si por no saber firmar el deudor, estuviese firmado por otra 
persona á su ruego, en este caso es preciso citar previamente al 
deudor de orden del juez, con plazo de veinticuatro horas, para 
que comparezca á reconocer el documento bajo juramento indeci-
sorio: si no comparece, ha de citársele segunda vez con igual tér-
mino, y si tampoco comparece á la segunda citación ó llamamiento 
judicial, ó si, _compareciendo, reconoce el documento como legíti-
mo, aunque niegue la deuda, entonces podrá decretarse el embar-
go preventivo de cuenta y riesgo del acreedor; pero no, si compa-
rece y no reconoce el documento. 
Creemos aplicable la doctrina legal expuesta á los demás casos 
en que falte al documento algún requisito para que tenga fuerza 
ejecutiva, como sucede con las segundas copias de escrituras públi-
cas, los títulos al portador, y las pólizas originales de contratos 
celebrados con intervención de agente de Bolsa ó corredor público. 
Si no se han llenado los requisitos que exige el art. 1429 para que 
tengan aparejada ejecución, podrán servir para pedir y decretar 
el embargo preventivo de cuenta y riesgo del acreedor; pero si se 
han llenado esos requisitos, y lo mismo cuando se ha obtenido la 
confesión de la deuda ó el reconocimiento del documento privado 
bajo juramento ante el juez competente, como entonces es ejecutivo 
el título que se presenta, ha de decretarse el embargo desde luego 
y en absoluto, conforme al párrafo 1.° del art. 1401. 
Se ha suscitado cuestión y se ha debatido en juicio sobre si 
los artículos 1400 y 1401 han de aplicarse conjuntamente, ó con 
t independencia, considerando el segundo como excepción del pri- mero, de suerte que, en el caso del 1401, bastara presentar un tí- 
tulo ejecutivo, ó que pueda serlo con el reconocimiento de la 
firma 6 del documento, para que proceda el embargo preventivo, 
sin ningún otro requisito; 6 si será necesario además que se en- 
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cuentre el deudor en alguno de los casos determinados en el nú-
mero 2.°  del 1400. En nuestra opinión, esto último es lo proce-
dente, y así lo ha resuelto el Tribunal Supremo en sentencia de-
3 de Diciembre de 1892, dictada en recurso de casación confra 
sentencia de la Audiencia de Manila, estableciendo la doctrina de 
que los artículos 1382 y 1383 de la ley de Enjuiciamiento civil de 
Filipinas (copiados del 1400 y 1401 de la ley de la Península)  «se 
 armonizan y completan, estableciendo el 1382 (1400) los requisi-
tos que son indispensables para que un embargo preventivo pueda 
tener lugar, entre los cuales figura en primer término la presenta-
ción de un documento justificativo del crédito, y determinando 
el 1383 (1401) la forma ó modo en que el embargo ha de acor-
darse, atendida la calidad del título presentado, ó lo que es igual, 
según que tenga por sí mismo fuerza ejecutiva, ó necesite para te-
nerla el reconocimiento de la firma del deudor, ó esté firmado á su 
ruego por otra persona; pero sin que en ninguno de tales casos 
deje de ser aplicable lo preceptuado en el art. 1382 (1400) res-
pecto de las circunstancias que deben concurrir ó en que ha de 
hallarse el deudor.» 
La misma cuestión se había promovido ya en otro pleito ante-
rior, en el que la Audiencia de Barcelona dejó sin efecto un em-
bargo preventivo, fundándose en que el deudor no se hallaba en 
ninguno de los casos del núm. 2.° del art. 1400, y aunque, entre 
otros motivos de casación, se alegó la infracción del art. 1401 y la 
aplicación indebida del 1400, el Tribunal Supremo, al fallar el re-
curso por su sentencia de 1. 0 de Marzo de 1886, no se hizo cargo 
de dicha cuestión por estimar que procedía la casación por otro 
motivo de los alegados, cual fué el error de hecho en la aprecia-
ción de la prueba, puesto que de los documentos y actos auténti-
cos, presentados en los autos, resultaba evidentemente la existen-
cia de motivos racionalmente bastantes para temer la insolvencia 
del deudor sin la medida preventiva del embargo, dando así por 
supuesto que el art. 1400 es aplicable como regla general á todos 
los embargos preventivos. 
También tiene declarado el Tribunal Supremo en la sentencia 
antes citada de 3 de Diciembre de 1892, y en otra de 3 de Octubre 
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de 1888, que e el solo hecho, sin otros datos ni antecedentes, de que 
un deudor no reconozca su firma ni la certeza de la deuda, no es, 
por regla g eneral, motivo racional suficiente para creer que ocul-
tará ó malbaratará sus bienes en daño de sus acreedores. Y se 
declara, ad emás, en la segunda, que cuando se solicite el embargo 
preventivo al interponer la demanda ordinaria, es preciso, para. 
acordarlo, que concurran las circulfstancias exigidas por el ar- 
tículo 1400 de la ley. 
ARTÍCULO 1403 
Si el Juez estimare procedente la solicitud del acree-
dor, decretará el embargo preventivo con la urgencia . 
que el caso requiera, y se llevará á efecto sin oir al 
deudor ni admitirle en el acto recurso alguno. 
Si denegare el embargo, podrá el acreedor interpo-
ner los recursos de reposicion y apelacion, conforme á 
los artículos 377 y 380, admitiéndose el segundo en 
ámbos efectos. 
Art. 1401 de la ley para Cuba y Puerto Rico. — (La referencia dei 
pdrrafo 2.° es á los arts. 376 y 379 de esta ley, sin otra variación.) 
Para suplir omisiones de la ley anterior, que daban lugar á 
dudas y prácticas contradictorias, se adicionó el presente artículo. 
Se declara en primer lugar, que si el juez estima procedente la so-
licitud del acreedor, y lo será siempre que llene los requisitos exi-
gidos por el art. 1400, debe decretar el embargo preventivo con 
la urgencia que el caso requiera, para que no quede defraudado su 
objeto. Si el juez no cumple este precepto de la ley, si con dilacio-
nes inmotivadas diese lugar á que el deudor oculte sus bienes, se -
ría responsable de los daños y perjuicios que se siguieran al acree-
dor. Di cha resolución se dictará en forma de auto, teniendo pre-
sente lo que se dispone en los arts. 1401 y 1402 para su aplicación,. 
según los casos. 
Añade el mismo artículo, que el auto decretando el  embargo-
preventivo «se llevará á efecto sin oir al deudor ni admitirle en el 
acto recurso alguno"; de suerte que ha de dictarse sin dar audien- 
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cia al deudor, y después de dictado, ha de llevarse á efecto sin ad-
mitirle reclamación ni recurso de ninguna clase hasta después de 
ejecutado. Entonces podrá hacer uso, no de los recursos de repo-
sición y apelación, sino del de oposición que para después de hecho 
el embargo concede el art. 1416 y que explicaremos en su comen-
tario. Esta es la declaración más importante que contiene el pre-
sente artículo, porque resuelve las dudas á que se prestaba la ley 
anterior por su omisión sobre este punto. 
Se declara también que, si se denegare el embargo, podrá el 
acreedor pedir reposición dentro de cinco días, y si no se estima, 
apelar dentro de tercero día, conforme á los arts. 377 y 380, y que 
esta apelación se admita en ambos efectos. Como el deudor no es 
parte todavía en ese incidente, puesto que sin oirle se habrá dene-
gado el embargo, no ha de ser oído en dichos recursos, ni empla-
zado para remitir los autos al tribunal superior, como para caso 
análogo se previene en el art. 1441. 
ARTÍCULO 1404 
(Art. 1403 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El mismo auto en que se acuerde el embargo, servirá 
de mandamiento al alguacil y actuario que hayan de 
practicarlo. 
También es nuevo este artículo, y ha sido adicionado para evi-
tar las dilaciones y gastos del mandamiento de embargo que antes 
solía librarse, y hacer más expedito y rápido el procedimiento, 
cual lo exigen su naturaleza y objeto. El mismo auto en que se 
acuerde el embargo preventivo, servirá de mandamiento al algua-
cil y actuario para ejecutarlo. 
ARTf CULO 1 . 405 
(Art. 1403 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
No 
 se llevará á efecto el embargo si, en el acto de 
hacerlo, la persona contra quien se haya decretado, pa-
gare, consignare ó diere fianza á responder de las su-
mas que se le reclamen. 
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ARTÍCULO 1406 
(Art. 1404 para Cuba y Puerto Rico.) 
En este caso, los ejecutores del embargo suspende-
rán toda diligencia hasta que el Juez de primera ins-
tancia, ó el municipal, en su caso, con conocimiento de 
la fianza, determinen lo conveniente, si bien adoptarán 
entre tanto, bajo su responsabilidad, las medidas opor-
tunas para evitar la ocultacion de bienes y cualquiera 
otro abuso que pudiera cometerse. 
Copiados de los artículos 933 y 934 de la ley anterior. Sus dis-
posiciones son claras y sencillas, y están ajustadas á lo que es ra-
cional y justo y á lo que siempre se ha practicado. Para no incu-
rrir en la confusión de algún comentarista, téngase presente que 
el embargo preventivo sólo procede por deudas en metálico ó en 
especie, pero reduciendo éstas á metálico, como lo declara el ar-
tículo 1399, y que si se trata de asegurar la entrega de alguna 
cosa, debe estarse á lo que dispone el art. 1428, como ya se ha di-
cho. Y partiendo de ese principio se declara ahora, que «no se 
llevará á efecto el embargo si, en el acto de hacerlo, la persona 
contra quien se haya decretado, pagare, consignare ó diere fianza 
á responder de las sumas que se le reclamen»; no de la cosa deter-
minada que se le pida. Veamos lo que habrá de hacerse eh cada 
uno de estos tres casos. 
Si en el acto de notificar al deudor el auto de embargo y  de 
 requerirle para llevarlo á efecto, paga la suma en metálico que se 
le reclame, y la recibe el acreedor ó su apoderado si está presente, 
se consignará así por diligencia, dándose por terminado el acto. 
Y si por no estar presente el acreedor, ó por negarse á recibir el 
dinero, no puede verificarse el pago, el actuario lo acreditará tam-
bién por diligencia dando recibo al deudor, y sin llevar efecto el 
embargo, en seguida dará cuenta al juez, el cual acordará que se 
entregue al acreedor la suma consignada, y que si no fuese habido 
á la primera diligencia en busca ó no quisiere recibirla, que se de-
posite sin dilación en la Caja de Depósitos. En este caso, la opoei- 
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ción del acreedor á recibir el dinero se ventilará por los trámites 
de los incidentes, y el juez resolverá lo que estime en justicia. 
Si en dicho acto el deudor consigna la cantidad reclamada, no 
por vía de pago, sino para librarse de las vejaciones del embargo, 
reservándose su derecho para oponerse á las pretensiones del ac-
tor, el actuario tendrá por hecha la consignación, acreditándola 
por diligencia y dando recibo al deudor, y con suspensión del em-
bargo, dará cuenta sin dilación al juez que lo hubiere decretado, 
el cual acordará que la cantidad consignada se deposite en la Caja 
general de Depósitos, ó en su sucursal, á disposición del juzgado, 
y que se haga saber al acreedor para el uso de su derecho. 
Y en el caso de que el deudor dé fianza en dicho acto para res-
ponder de las sumas que se le reclamen, se consignará también por 
diligencia con suspensión del embargo, y el actuario dará cuenta 
sin dilación al juez que lo hubiere decretado, para que con conoci-
miento de la fianza determine lo conveniente, que deberá ser, ó que 
no se lleve á efecto el embargo si la estima bastante, ó desesti- 
marla, si la cree insuficiente, mandando que se lleve aquél á efecto. 
En estos casos, corno el ofrecimiento de la fianza pudiera ser un 
pretcsto para suspender la acción de la justicia y ocultar los bie-
nes en fraude del acreedor, ordena el art. 1406, segundo de este 
comentario, que los ejecutores del embargo, entretanto que re-
suelve el juez, adopten, bajo su responsabilidad, las medidas opor-
tunas para evitar la ocultación de bienes y cualquiera otro abuso 
que pudiera cometerse. Estas medidas podrán ser, ó guardar los 
bienes, si son muebles, en una4abitación segura, cerrada y sellada, 
ó quedar el alguacil de guarda de vista, ó constituirse interina-
mente en depositario una persona de notorio arraigo, ó cualquiera 
otra que aconsejen las circunstancias del caso, y que conduzcan á 
asegurar los derechos del acreedor, sin causar al deudor vejaciones 
innecesarias. 
Téngase presente que la ley dice si diere fianza: luego no basta 
ofrecerla; es preciso darla en el acto, presentando persona que 
tenga capacidad para obligarse y bienes suficientes para respon-
der de la obligación que garantiza, como previene el art. 1828 del 
Código civil, consignándolo en la diligencia, que firmará también 
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el fiador aceptando esa responsabilidad. Si á falta de fiador, ofre-
ciese prenda ó hipoteca, conforme al art. 1855 del mismo Código, 
deberá consignar en el acto los efectos ó valores que constituyan 
la prenda, reseñándolos en la diligencia, en cuyo caso mandará el 
juez, si los estima bastantes, que se depositen en el Estab'ecimiente 
público destinado al efecto, y no siendo posible, que se haga lo que 
ordena el párrafo 2.° del art. 1409; y si el deudor quiere prestar 
hipoteca, deberá describir los bienes en que ha de constituirla, con 
su valor y títulos de propiedad. En este último caso, si el juez es-
tima suficiente garantía los bienes reseñados, mandará que se cons-
tituya la hipoteca por medio de escritura pública, y que después 
de inscrita en el Registro de la propiedad, se una á los autos y se 
dé cuenta, y entonces acordará, como en los demás casos, que no 
se lleve á efecto el embargo preventivo, notificándolo al acreedor 
para el uso de su derecho. 
Indicaremos, por último, que el pago ó consignación ban de 
ser de las sumas que se reclamen al deudor, y la fianza bastante á 
responder de ellas. No exige más el art. 1405 para que no se lleve 
A efecto el embargo preventivo, y por consiguiente, no puede ser 
obligado el deudor á hacer extensiva esa garantía á las costas y 
gastos del juicio; cumplirá con la ley á dicho fin pagando ó consig-
nando en metálico la suma reclamada por el acreedor, y por la que 
se haya decretado el embargo, ó dando fianza á responder de ella, 
y nada más. Así se deduce también del artículo siguiente, al orde-
nar que el embargo se limite á cubrir el importe de la cantidad re-
clamada. 
ARTÍCULO 1407 
Cuando no se haya acordado que el embargo se li-
mite á cosas determinadas, se hará de los bienes sufi-
cientes para cubrir el importe de la cantidad reclama-
da, guardando el órden establecido en el art. 1447 
para el juicio ejecutivo. 
Art. 1405 de la ley para Cuba y Paerto Rico.—(La referencia es at 
art. 1445 de esta ley, sin otra variación.) 
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ARTÍCULO 1408 
(Art. 1406 para Cuba y Puerto Rico.) 
El demandante podrá concurrir á la diligencia de 
embargo y designar los bienes del deudor en que haya 
de verificarse segun el órden indicado en el articulo 
anterior. 
ARTÍCULO 1409 
(Art. 1407 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si los bienes embargados fueren inmuebles, se limi-
tará el embargo á librar mandamiento por duplicado al 
registrador de la propiedad para que extienda la co-
rrespondiente anotacion preventiva. 
Si fueren muebles 6 semovíentes, se depositarán en 
persona de responsabilidad; y si metálico 6 efectos pú-
blicos, se consignarán en el establecimiento destinado 
al efecto, si lo hubiere en cl pueblo; y no habiéndolo, 
se depositarán como los demás muebles, exigiendo del 
depositario las garantías suficientes, sin perjuicio de 
trasladarlos á dicho establecimiento dentro de un bre-
ve plazo. 
ARTÍCULO 1410 
(Art. 1405 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el embargo se hubiere hecho en bienes exis-
tentes en poder de un tercero, se le ordenará que los 
conserve a disposicion del Juzgado bajo su responsabi-
lidad. 
En el mismo dia se pondrá esta diligencia en cono-
cimiento de la persona contra quien se hubiere decre-
tado el embargo, si residiere en el pueblo y fuere ha-
llada en su domicilio: en otro caso se le hará saber por 
medio de cédula 6 en la forma que corresponda. 
En estos artículos se determinan la forma y orden en que han 
de hacerse los embargos preventivos, reproduciendo sustancial-
mente lo establecido en los arts. 935 al 938 de la ley anterior, ex- 
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plicando mejor sus preceptos y adicionando la disposición del ar-
tículo 1408, para autorizar la práctica de que el acreedor ó su re-
presentante pudiera concurrir á la diligencia de embargo y desig-
nar los bienes en que haya de verificarse, pero sin separarse del 
orden establecido en el art. 1447. Por la analogía de los casos, ese 
orden y esa forma son los mismos del juicio ejecutivo, y aunque 
sólo se hace referencia á dicho art. 1447, tenemos por indudable 
que han de observarse también, en sus respectivos casos, los que 
le siguen hasta el 1454. 
Son tan claras y explícitas las disposiciones de los cuatro artícu-
los antes insertos, y de práctica tan corriente, que basta atenerse 
á su texto, sin necesidad de comentarlos. Sólo indicaremos, que 
cuando se embarguen bienes inmuebles, se limitarán el alguacil y 
actuario á reseñarlos en la diligencia, sin nombrar depositario 
para los mismos, ni privar al deudor de su uso y aprovechamiento, 
teniendo la ley por bastante garantía para el acreedor la anotación 
preventiva en el registro de la propiedad, que ordena el art. 1409, 
y que deberá practicarse sin dilación. Pero, si se embargaren los 
frutos, alquileres ó rentas de esos mismos inmuebles ó de otros, 
entonces habrá de constituirse la administración judicial que pre-
viene el art. 1450. 
ARTÍCULO 1411 
El que haya solicitado y obtenido el embargo pre-
ventivo por cantidad mayor de 250 pesetas, deberá pe-
dir su ratificacion en el juicio ejecutivo ó declarativo 
que proceda, entablando la correspondiente demanda, 
dentro de los veinte dias de haberse verificado. 
Trascurrido este plazo sin entablar la demanda ni 
pedir la ratificacion del embargo, quedará éste nulo de 
derecho y se dejará sin efecto á instancia . del deman-
dado, sin dar audiencia al demandante. 
Contra este auto procederá el recurso de reposicion, 
y si no se estimare, el de apelacion en ámbos efectos. 
Art. 1409 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(«Por cantidad ma• 
yor de 1.000 pesetas», dice este artículo, en vez de las 250 fijadas 
para la Península, sin otra variación) 
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Concuerda en parte este artículo con el 939 de la ley anterior, 
pero con otra redacción que expresa los conceptos con más clari-
dad. Su disposición, lo mismo que las de los que subsiguen hasta 
el 1417, es aplicablf solamente, como en él se declara, á los em-
bargos preventivos por cantidad mayor de 250 pesetas (de 1.000 
en Cuba y Puerto Rico), que son aquellos cuyo conocimiento 
corresponde á los jueces de primera instancia. Los que por no ex-
ceder de dicha cuantía son de la competencia de los jueces munici-
pales, se rigen para su ratificación, que es do lo que ahora se trata, 
por el art. 1418. 
Dos obligaciones se imponen por el presente artículo al que 
haya obtenido el embargo preventivo por cantidad mayor de 250 
pesetas (1.000 en Ultramar): la de entablar la correspondiente de-
manda dentro de los veinte días siguientes al en que se verificó el 
embargo, ó se consignó la cantidad ó se dió fianza para que no se 
llevara á efecto; y la de pedir á la vez la ratificación del embargo. 
Si el acreedor no llena estos dos requisitos; si transcurre dicho 
plazo sin haber entablado la demanda, ó, aunque la entable, sir, ha-
ber pedido la ratificación del embargo, queda éste nulo de derecho, 
y sin darle audiencia debe el juez dejarlo sin efecto, con las demás 
resoluciones que para este caso se determinan en el art. 1413; pero 
no de oficio, sino á instancia del mismo deudor ó demandado. Con-
tra este auto procederá el recurso de reposición, y si no se esti-
mara, el de apelación en ambos efectos, que podrá entablar el 
acreedor conforme á los arts. 377  y 380, y en los plazos que en 
ellos se fijan. 
El artículo citado de la ley anterior decía: «Si el embargo no 
se ratificare en el correspondiente juicio, quedará nulo de derecho 
á los veinte días de haberse verificado.» Ocurría la duda sobre cuál 
era el juicio correspondiente, y para evitarla se declara ahora que 
debe pedirse la ratificación en el juicio ejecutivo ó declarativo que 
proceda. Son frecuentes los casos en que el deudor niega malicio-
samente la firma y la deuda para eludir el procedimiento ejecutivo, 
viéndose obligado el acreedor á entablar el juicio ordinario: si 
aquél pudiera librarse además del embargo preventivo, realizado 
para asegurar las resultas del juicio, se favorecería la mala fe con 
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perjuicio de los acreedores legítimos. Por esto es de notoria justicia 
la declaración de que pueda ratificarse el embargo preventivo, no 
sólo en el juicio ejecutivo, sino también en e1„declarativo que pro-
ceda, segun la cuantía del negocio. Y téngase presente, que cuando 
proceda el juicio ejecutivo, aunque se despache la ejecución contra 
los mismos bienes embargados preventivamente, es preciso solici-
tar la 1atificación del embargo preventivo para que no incurra en 
das costas, daños y perjuicios del mismo el acreedor, á cuya instan-
ia se hubiere decretado. 
En cuanto al plazo de veinte días para entablar la demanda y 
pedir la ratificación del embargo, no estará demás advertir que 
tiene las dos excepciones establecidas en los artículos 1414 y 1415, 
que expondremos al comentarlos. 
ARTICULO 1412 
No - obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si 
el deudor se hallare comprendido en alguno de los ca-
sos del art. 1400, tambien podrá pedirse el embargo 
preventivo despues de entablada la demanda,' formán-
dose pieza separada respecto al mismo. 
Serán aplicables á este caso las disposiciones conte-
nidas en los artículos 1401 y siguientes hasta el 1410 
inclusive, y verificado el embargo, se dará al asunto 
la sustanciacion establecida para - los incidentes. 
Cuando por auto firme se deje sin efecto el embargo, 
á causa de no hallarse comprendido en ninguno de los 
casos de dicho art. 1400, se condenará al actor en to-
das las costas y á la indemnizacion de dados y perjui-
cios al demandado, haciéndose éstos efectivos en la  for-
ma establecida en el art. 1417. 
Art. 1410 de la ley para Cuba y Puerto Rico. — Las referencias del 
párrafo 1.° y la primera del 3.° son al art. 1398; la del pá-
rrafo 2.°, k los artículos 1399 y siguientes hasta el 1403 inclusive, 
y la tíltima del párrafo 3.°, al art. 1415 de esta ley, sin otra va-
riación.) 
El artículo anterior, ó sea el 1411, se refiere al caso en que el 
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embargo preventivo por cantidad mayor de 250 pesetas (1.000 en 
Ultramar), se haya solicitado y obtenido antes de entablar la de-
manda que corresponda, y en este supuesto se fija término para 
entablarla y , pedir la ratificación de aquél. Y como de esta dispo-
sición pudiera deducirse que dicho embargo sólo podía utilizarse 
como medida preventiva antes de entablar la demanda, para ale-
jar esta duda á que se prestaba la ley anterior, se declara en el 
presente, que no obstante lo dispuesto en dicho artículo, también 
podrá pedirse el embargo preventivo después de entablada la de-
manda, siempre que el deudor se halle comprendido en alguno de 
los casos del art. 1400. Esta disposición sólo puede referirse y se 
refiere á la demanda ordinaria de mayor ó menor cuantía, pues si 
se hubiere entablado el juicio ejecutivo y se despacha la ejecución, 
en su virtud se practicará el embargo definitivo, sin necesidad de 
utilizar el preventivo. 
Nótese que no se fija término para deducir dicha pretensión: 
por consiguiente, en cualquier estado del juicio declarativo, antes 
ó después.de contestada la demanda, si resulta que el demandado 
se halla ó se constituye en alguno de los casos determinados en el 
núm. 2.° del art. 1400, puede pedir el actor y decretar el juez el 
embargo preventivo de los bienes de aquél, que sean suficientes 
para cubrir el importe de la cantidad reclamada. De este modo se 
aseguran las resultas del juicio cuando existan motivos racionales 
para temer que el demandado ocultará ó malbaratará sus bienes en 
daño del demandante. Si además de hallarse en alguno de los casos 
indicados, se constituye aquél en rebeldía, procederá también la 
retención y embargo de sus bienes, conforme al art. 762. Y si la 
demanda tuviera por objeto la reivindicación ó entrega de cosa de. 
terminada, podrá solicitarse el secuestro y depósito de la misma, . 
conforme al art. 1428. 
Previene también el artículo de este comentario, que cuando 
se pida el embargo preventivo después de entablada la 
 demanda, 
 se forme pieza separada respecto al mismo. Por consiguiente, pre-
sentada la solicitud, acordará el juez que se forme la pieza sepa-
rada conforme al art. 747, y formada que sea, con la urgencia que 
el caso requiera, dictará en ella, sin dar audiencia al demandador. 
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el auto concediendo ó negando el embargo preventivo. Se declara 
asimismo que serán aplicables á este caso las disposiciones de los 
artículos 1401 al 1410 inclusive, en los cuales se determinan los 
recursos contra dicho auto, y la forma en que ha de ejecutarse el 
embargo, previniendo que se lleve á efecto sin oir al deudor ni ad-
mitirle en el acto recurso alguno. Como del hecho de haber enta-
blado juicio declarativo, se deduce que no es ejecutivo el título en 
que se funda la demanda, en todos estos casos habrá de decretarse 
el embargo de cuenta y riesgo del demandante, observándose todo 
lo demás que se dispone en dichos artículos. 
También se ordena en el párrafo 2.° del que estamos comen-
tando que, «verificado el embargo, se dará al asunto la sustancia-
ción establecida para los incidentes». Esto habrá de entenderse 
para el caso en que se oponga el demandado, pues si éste se confor- 
ma y no reclama contra el embargo no puede tener cabida ese
. 
 pro-
cedimiento. Si se opone pidiendo se deje sin efecto con indemniza-
ción de daños y perjuicios, deberá presentar el escrito dentro de los 
cinco días que señala el art. 1416, contados desde el siguiente al 
de la notificación del auto de embargo, que en estos casos equivale 
al de ratificación, puesto que ésta sólo es necesaria cuando aquél 
se pide y decreta antes de entablar la demanda correspondiente, y 
no después de entablada. Del escrito de oposición, del que se acom-
pañará copia, se dará traslado por seis días al demandante, y se 
sustanciará por los trámites establecidos en los arts. 749 y siguien-
tes para los incidentes, siendo apelable en ambos efectos la senten-
cia que recaiga. 
En el último párrafo del presents artículo se determinan las 
responsabilidades que han de imponerse al actor, «cuando por auto 
firme se deje sin efecto el embargo, á causa de no hallarse com-
prendido en ninguno de los casos del art. 1400». Esta disposición 
está fuera de su lugar: es aplicable á todos los casos á que se refiere, 
y no encaja bien en este artículo: sin duda por error de copia se 
colocó en él, cuando debió ocupar el párrafo 1.° del artículo que 
sigue, en el que se ordena lo que ha de hacerse en los demás casos 
en que se deje sin efecto el embargo preventivo. Pero esta imper-
fección de método en nada puede influir para la recta inteligencia 
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y aplicación de este precepto legal, de que nos haremos cargo en 
el comentario que sigue. 
ARTÍCULO 1413 	 _ 
Cuando se deje sin efecto el embargo preventivo 
por haber quedado nulo de derecho conforme ál ar-
tículo 1411, en el mismo auto se mandará cancelar la 
fianza, si se hubiere prestado, 6 lo que proceda para el 
alzamiento del embargo y cancelacion en su Caso de la 
anotacion preventiva, y se condenará al actor en todas 
las costas y á la indemnizacion de daños y perjuicios 
• al demandado. 	 • 
Si el embargo se dejare sin efecto por otro motivo, 
en el auto en que así se acuerde, se hará tambien el 
'pronunciamiento que, segun los casos, corresponda 
acerca de las costas y de la indemnizacion de daños y 
perjuicios que hubiere ocasionado. 
Art. 1411 de la ley para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia del pd- 
rrafo 1.° es al art. 1409 de esta ley, sin otra variación.) 
El párrafo 1.° de este artículo concuerda con el 939 de la ley 
anterior: ambos se refieren al caso en que se deje sin efecto el 
embargo por no haber solicitado el actor su ratificación dentro de 
los veinte días; pero como también puede quedar sin efecto pur 
otras causas, de las que no se hizo cargo la ley antigua, supliendo 
esta omisión so determina en el presente artículo y en el párrafo 
último del anterior, que como se ha dicho debiera formar parte del 
actual, lo que ha de acordarse en cada uno de los catos que pueden 
ocurrir. 
Puede dejarse sin efecto el embargo preventivo: 1° Por no lia- 
liarse comprendido en ninguno de los casos del art. 1400. 2.° Por 
haber quedado nulo de derecho conforme al art. 1411, it causa de 
no haber solicitado el actor su ratificación dentro de los veinte días 
que en él se fijan. 3.° Por cualquier otro motivo, que no sea de los 
antedichos. Veamos la resolución que ha de dictarse en cada uno de 
estos casos. 
En cuanto al 1. 0 , recuérdese que el art. 1400 exige conjunfs.- 
• 
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mente dos requisitos para que el juez pueda decretar el embargo 
preventivo, á saber: la presentación de un documento del que re-
sulte la existencia de la deuda, y que el deudor se halle en alguno 
de los casos determinados taxativamente en el mismo artículo; y al 
comentarlo llamamos la atención acerca de que la ley no exigía la 
prueba de este segundo requisito, bastando que lo alegue el acree-
dor y que el juez lo estime suficiente. Podrá suceder que sea in-
exacto el hecho, y que en esto se funde el deudor para impugnar 
el embargo y pedir que se deje sin efecto: entonces vendrá la 
prueba, y si al apreciarla el juez estima que tiene razón el deudor, 
resolverá el incidente dejando sin efecto el embargo. En tal caso, 
ha de condenar á la vez al actor en todas las costas, y á la indem-
nización de los daños y perjuicios causados al demandado, sin ne-
cesidad de fijar su importe, puesto que ha de hacerse efectiva esta 
condena en la forma establecida en el art. 928. Esto es lo que or-
dena el párrafo último del 1412, á lo cual será necesario añadir en 
el fallo, por ser de sentido común, lo que para el 2.° caso se pre-
viene respecto al alzamiento del embargo y cancelación de la ano-
tación preventiva, ó de la fianza, cuando proceda. 
En el caso 2.°, esto es, cuando se deje sin efecto el embargo 
por haber quedado nulo de derecho conforme al art. 1411, luego 
que el demandado presente el escrito haciendo constar que han 
transcurrido los veinte días sin que el actor haya entablado la de-
manda ni pedido la ratificación del embargo, y solicitando se deje 
éste sin efecto con los demás pronunciamientos que ordena el ar-
tículo 1413, el juez llamará los autos á la vista sin dar audiencia 
al demandante, y si resulta cierto el hecho, dictará auto sin más 
trámites, dejando sin efecto el embargo preventivo y mandando 
cancelar la fianza, si se hubiere prestado, o lo que proceda para eI 
alzamiento del embargo y cancelación en su caso de la anotación 
preventiva, y condenando al actor en todas las costas y á la 
 in-
demnización de daños y perjuicios al demandado, sin necesidad de 
fija su importe, por la razón indicada en el caso anterior. Eso es 
lo que ordena el párrafo 1.° de dicho art. 1413, y como en este caso 
no se siguen los trámites de los incidentes ni se da audiencia al 
actor, podrá éste utilizar contra dicho auto los recursos de reposi- 
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ción y apelación, conforme á los arts. 377 y 380, admitiéndose la 
apelación en ambos efectos, como comprendida en el caso 3.° del 
art. 384, por causar el auto perjuicio irreparable en definitiva. 
Y en el caso 3.°, á que se refiere el párrafo segundo del ar-
tículo que estamos comentando, ó sea cuando se deje sin efecto eI 
embargo por cualquier otro motivo que no sea alguno de los dos 
expuestos anteriormente, deberá el juez hacer á la vez el pronun-
ciamiento que, según los casos, corresponda acerca de las costas y 
de la indemnización de daños y perjuicios, de suerte que podrá y 
deberá imponerlas á quien en justicia corresponda. Por ejemplo, 
si después de hecho el embargo, paga el deudor ó consigna la can-
tidad reclamada, se alzará aquél por haber cesado la causa que lo 
motivó; pero las costas serán de cuenta del mismo deudor que dió 
ocasión á ellas, y sin derecho á reclamar daños y perjuicios. Y si 
por abandono ó caducidad de la acción, ó por otro motivo impu-
table al demandante, se deja sin efecto el embargo, entonces serán 
de cuenta del mismo demandante todas las costas, daños y perjui-
cios. Por eso la ley no establece regla fija para estos casos, y deja 
la imposición de esas condenas al recto criterio de los tribunales, 
que obrarán en cada caso según corresponda en justicia. 
ARTÍCULO 1414 
Si por culpa del deudor no pudiere tener lugar G se 
dilatare el reconocimiento de la firma, é del documen-
to en que conste la deuda, y de esta diligencia depen-
diese la presentacion de la demanda y ratificacion del 
embargo, no se computarán en el término señalado en 
el art. 1411 los dias que se hayan invertido en practi-
carla. 
Art. 1412 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1409 de esta ley, sin otra variación). 
Recuérdese que, según el art. 1411, queda nulo de derecho el 
embargo preventivo si, dentro de los veinte días de haberle veri-
ficado, el actor no solicita su ratificación en el juicio ejecutivo ó 
declarativo que proceda, entablando la correspondiente demanda. 
n 
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Pero son frecuentes los casos en que no puede hacerlo por culpa 
del deudor, como sucede siempre que, por ser privado el docu-
mento, tenga que prepararse la ejecución con el reconocimiento 
de la firma ó del documento, y el deudor se ausente ú oculte ma-
liciosamente, ó no comparezca hasta la tercera citación, 6 dé lugar 
á que se le tenga por confeso. Mientras se practican estas dili-
gencias, conforme á los artículos 1430 y siguientes, transcurren 
los veinte días y muchos más, y como sin la declaración 6 confe-
sión del deudor, afirmativa, negativa 6 presunta, no puede deter- 
minarse si procederá la acción ejecutiva 6 la ordinaria, resultaba 
con frecuencia imposibilitado el actor para entablar la demanda y 
pedir la ratificación del embargo dentro de dicho término, tenien-
do que apelar al recurso de la suspensión del mismo, que se con-
cedía por equidad para no favorecer la mala fe del deudor, aun-
que también había jueces que la negaban, ateniéndose al texto 
literal de la ley. A. fin de salvar esos inconvenientes, se adicionó 
el presente artículo, declarando que cuando eso suceda por culpa 
del deudor, no se computarán en dicho término los días que se 
hayan invertido en las diligencias para el reconocimiento de la 
firma 6 del documento; de suerte que en tales casos se contará el 
término para entablar la demanda y pedir la ratificación del em-
bargo desde el día siguiente al en que queden practicadas y ter-
minadas dichas diligencias, estableciéndose esta justa excepción á 
la regla general del art. 1411. 
ARTÍCULO 1415 
(Art. 1413 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el dueño de los bienes embargados lo exigiere, 
deberá el que haya obtenido el embargo presentar su 
demanda en el término preciso de diez dias, á ménos 
que concurran las circunstancias del articulo anterior; 
si no lo hiciere, se alzará el embargo, condenándole en 
las costas, daños y perjuicios. 
Concuerda este artículo con el 940 de la ley anterior, si bien 
ampliando á diez días improrrogables el término de ocho que en 
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aquélla se fijaba, y exceptuando el caso del artículo anterior, adi-
cionado en la presente ley. En su virtud, el término improrroga-
ble de veinte días que se fija en el art. 1411 para entablar la de-
manda que proceda, ordinaria ó ejecutiva, pidiendo á la vez la 
ratificación del embargo preventivo, ha de reducirse á diez días 
precisos, y por tanto, también improrrogables, siempre que así lo 
exija el deudor, ó sea el dueño de los bienes embargados, á no ser 
que por culpa del mismo no pueda tener lugar 4 se dilate el reco-
cimiento de la firma ó del documento, de cuya diligencia dependa 
la presentación de la demanda. En este caso, que revela la mala 
fe del deudor, además de no computarse en el término ordinario 
los días que se inviertan en la práctica de esas diligencias, no 
permite la ley que se apliqúe la excepción que por el presente ar-
tículo se establece á la regla general del 1411. 
Los veinte días, según dicho artículo, han de contarse desde 
el siguiente al en que se hubiere verificado el embargo. ¿Desde 
cuándo se contarán los diez días de que ahora se trata? Del silen-
cio de la ley sobro este punto se deduce que ha de seguirse la re-
gla general del art. 303, contándose dicho término desde el día . 
siguiente al de la notificación de la providencia en que se haya 
fijado. Y no puede ser de otro modo sin incurrir en una notoria . 
injusticia. La reducción de ese término no puede acordarse sino á 
instancia del deudor: no se le fija plazo para solicitarla, y puede 
hacerlo cuando estén para terminar ó ya terminados los diez días 
siguientes al embargo: si hubieran de contarse desde la fecha de 
éste, se vería el actor en la imposibilidad material de hacer uso de 
un derecho, para lo cual contaba con los veinte días que le concede 
la ley. Esto no puede ser, y por eso la ley somete la computación 
de este término á la regla general antes indicada. Si el deudor 
procede de buena fe, y realmente le interesa la reducción del tér-
mino, deberá solicitarla luego que quede realizado el embargo. 
Cuando se reduzca el término á los diez, su transcurso, sin ha-
ber presentado la demanda correspondiente, produce los mismos 
efectos que al de los veinte días atribuye el art. 1411: queda nulo 
de derecho el embargo preventivo, y á instancia del deudor, y sin 
dar audiencia al acreedor, debe el juez dejarlo sin efecto, conde- 
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nando á éste en las costas, daños y perjuicios, con lo demás que or-
dena el art. 1413. 
ARTÍCULO 1416 
Hecho el embargo preventivo, podrá oponerse el 
deudor pidiendo se deje sin efecto, con indemnizacion 
de daños y perjuicios, si no se hallare en ninguno de 
los casos del art. 1400. . 
Podrá deducir esta pretension dentro de los cinco 
dias siguientes al de la notificacion del auto ratifican-
do el embargo, 6 antes si le conviniere, y se sustancia-
rá en pieza separada por los trámites establecidos para 
los incidentes. 
Art. 1414 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.—(La referencia es al 
art. 1398 2e esta ley, sin otra variación.) 
Según el art. 1403, ha de llevarse á efecto el embargo preven-
tivo sin oir al deudor ni admitirle en el acto reçurso alguno; pero 
después de practicado, justo es oirle, sustanciándose la oposición 
que pueda deducir; y este derecho, admitido en la práctica, aun-
que nada se dispuso sobre ello en la ley anterior, se le reconoce 
por el presente artículo, determinando á la vez las causas 6 moti-
vos en que puede fundarse la oposición, el término para deducirla 
y el procedimielfto para sustanciarla. 
Motivos.—Para decretar el embargo preventivo es necesario 
que se halle el deudor en alguno de los casos determinados en el 
núm. 2.° del art. 1400, bastando que lo alegue el deudor, sin nece-
sidad de justificarlo. Si no es cierto el hecho; si el deudor no se 
halla en el caso que ha supuesto el acreedor, ni en ningún otro de 
dicho artículo, fundándose en esto puede oponerse y pedir que se 
deje sin efecto el embargo, con indemnización de daños y perjui-
cios. Nótese que el artículo de este comentario dice: csi el deudor 
no se hallare en ninguno de los casos del art. 1400», dando con 
esto á entender que sólo en ese motivo ha de fundarse la oposición, 
y no en el requisito que exige el núm. 1.° del mismo artículo, rela-
tivo á la presentación de un documento del que resulte la existen 
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cia de la deuda. Pudiera ser que fuese nulo 6 ineficaz ese documen-
to; pero como en Al se habrá fundado la demanda, sea ejecutiva ú 
ordinaria, esa cuestión pertenece al pleito principal, en el que ha-
brá de ventilarse, y no puede ser objeto de un incidente. Por esto 
la ley concreta los motivos de oposición refiriéndose á los casos de-
terminados en el núm. 2.° de dicho artículo. 
Podrá suceder también que el juez haya relevado de la fianza 
que previene el art. 1402 á un acreedor sin responsabilidad cono-
cida, 6 que sea insuficiente la que hubiere prestado: no puede ne-
garse al deudor el derecho de pedir que se cumpla la ley en ese 
punto, por el perjuicio que puede ocasionarle; pero no puede fun-
dar en ese motivo su oposición al embargo para que se deje sin 
efecto, sino promover un incidente con la pretensión de que preste 
fianza el acreedor, y si no la presta, que se deje sin efecto el em-
bargo preventivo. 
Término.—El mismo artículo que estamos comentando declara 
que el deudor podrá deducir dicha pretensión «dentro de los cinco 
días siguientes al de la notificación del auto ratificando el embargo, 
ó antes si le conviniere». Por consiguiente, desde que queda hecho 
el embargo, puede el deudor deducir su oposición, fundándola en 
que no se halla en ninguno de los casos del núm. 2.° del art. 1400: 
puede también esperar, sin perder ese derecho, á que se dicte el 
auto sobre ratificación del embargo, pues si no se ratifica, quedará 
nulo de derecho y debe alzarse; pero si deja transcurrir los cinco 
días siguientes al de la notificación de dicho auto sin formular su 
oposición, queda éste firme hasta la conclusión del pleito. 
Procedimiento.-- También ordena este artículo que la oposición 
del deudor al embargo preventivo «se sustanciará en pieza sepa-
rada por los trámites establecidos para los incidentes». La pieza 
separada se formará á costa del deudor, conforme á los arts. 747 y 
748, y se sustanciará, con presentación de copias, dando traslado 
al acreedor por seis días, y observándose los demás trámites esta-
blecidos en los arts. 749 y siguientes. 




En los casos en que tenga lugar la condena de da-
ños y perjuicios, luego que sea firme el auto en que se 
imponga, se hará efectiva por los trámites establecidos 
en los artículos 928 y siguientes. 
Art. 1416 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es d los 
arts. 927 y siguientes de esta ley, sin otra novedad) 
Este artículo tampoco tiene concordante en la ley anterior. En 
su art. 63 se estableció la regla de que cuando hubiera condena de 
daños y perjuicios, se fijara en la sentencia su importe en cantidad 
líquida, ó se establecieran las bases para liquidarlos; y que en el 
caso de no ser posible lo uno ni lo otro, se hiciera la condena re-
servando á las partes su derecho para fijar su importancia en otro 
juicio. Como en el caso de que tratamos, al hacer la condena de 
daños y perjuicios, no es posible fijar su importe en cantidad 11• 
quida ni las bases, el deudor se veía precisado, en virtud de esa 
disposición, á seguir un juicio ordinario con el acreedor para fijar 
en él dicho importe, con las dilaciones y gastos consiguientes. Esto 
ha sido reformado por el presente artículo, ordenando que en los 
casos en que tenga lugar la condena de daños y perjuicios, luego 
que sea firme el auto 6 sentencia en que se imponga, se procederá 
á fijar su importe y á hacerla efectiva por los trámites establecidos 
para la ejecución de sentencias en los arts. 928 al 931. Véanse, 
pues, dichos artículos y sus comentarios. Para la tasación y exac-
ción de las costas se procederá en la forma que ordenan los artícu-
los 421 y siguientes. 
El Tribunal Supremo, en sentencia de 21 de Juuio de 1893 y 
en otras, tiene declarado, que puede quedar para la ejecución de la 
sentencia la liquidación de daños y perjuicios, con arreglo al ar-
tículo 928 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil, cuando 
en el pleito se probó su existencia, pero no se justificó su impor-
tancia; y que ni el precepto del art. 41 del Reglamento para la 
ejecución de la ley Hipotecaria ni ninguna otra disposición legal 
autorizan, que en la ejecución de la sentencia, en que fué absuelto 
• 
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el demandado, Be discutan y determinen los perjuicios que éste  
haya sufrido por la anotación preventiva de la demanda, y en este 
concepto para hacerlos efectivos han de reclamarse en el juicio co-
rrespondiente; y fundándose en esta doctrina y en que en el curso  
de aquel pleito no se habían discutido ni menos probado los per.  
juicios que á los demandados se hubieran podido seguir por la ano-
tación preventiva de las fincas demandadas, casó la sentencia de la  
Audiencia de Barcelona que condenó al pago de los expresados  
perjuicios, remitiendo su liquidación á las diligencias de ejecución  
de la misma sentencia. No creemos aplicable esta doctrina al caso  
de los embargos preventivos, porque en el procedimiento que se  
establece para dejarlos sin efecto no cabe la discusión ni la prueba  
sobre la existencia de los daños y perjuicios, y porque la misma ley  
manda, á pesar de esto, que cuando por auto firme se deje sin  
efecto dicho embargo, se condene al actor á la indemnización de  
daños y perjuicios al demandado, haciéndose éstos efectivos en la  
forma establecida en el art. 1417, que es por los trámites de los 
 
arts. 928 y siguientes. Estos trámites permiten la discusión y la  
prueba, no sólo de la importancia, sino también de la existencia de 
 
los daños y perjuicios, si en esto se funda la oposición, y por con-
siguieute, puede resolverse sobre uno y otro extremo sin necesidad 
 
de un nuevo juicio ordinario, que es precisamente lo que la ley se 
 
ha propuesto evitar. 
ARTÍCULO 1418 
• 
En el caso del párrafo segundo del art. 1397, el Juez 
 
municipal decretará el embargo preventivo, si lo esti-
tima procedente, al acordar la citation para el juicio 
 
verbal, y lo ratificará ó dejará sin efecto en la renten- 
" 	 cia, segun que condene 6 absuelva al demandado. 
 
Si lo absolviere, condenará al demandante en todas 
 
las costas.  
Tambien le condenará en los daños y perjuicios, 
 
fijando el importe de éstos, si el demandado lo hubiere 
 
solicitado en el juicio. 
Art. 4811 de la ley para Cuba y Puerto Rico.--(La referencia es at 
 
art. 1395 de esta ley, sin otra variación.) 
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Los artículos que preceden al actual se refieren á los embargos 
preventivos, de que deben conocer los jueces de primera instancia, 
y el presente se concreta á los que son de la competencia de los 
jueces municipales, que, según el párrafo 2.° del art. 1397, son todos 
aquellos que tengan por objeto asegurar el pago de una deuda que 
no exceda de 250 pesetas (de 1.000 en Cuba y Paerto Rico). Ya 
se previno en dicho artículo que, en tales casos, ha de pedirse el 
embargo preventivo al tiempo de proponer la demanda reclamando 
el pago de la deuda; y como complemento de aquella disposición, 
se ordena ahora el procedimiento para decretar y ratificar dicho 
embargo, ó dejarlo sin efecto: procedimiento breve y sencillo, ade-
cuado á la índole del asunto, y expuesto con tal claridad y preci-
sión, que parece excusado todo comentario. Haremos, sin embargo, 
algunas indicaciones para facilitar su aplicación. 
En los juicios verbales ha de proponerse la demanda en la pa-
peleta que ordena el art. 720: en esa papeleta, pues, habrá de pe-
dir el demandante el embargo preventivo, después de exponer la 
pretensión principal que deduce, manifestando el caso en que se 
halle el deudor de los determinados en el núm. ,2.° del art. 1400, 
pues sin este requisito no puede decretarse el embargo, por ser 
dicho artículo de aplicación general. Si el juez municipal estima 
procedente el embargo, lo decretará sin dilación en la providencia 
que ha de dictar á continuación de la papeleta, mandando á la vez 
citar á las partes para el juicio verbal, con señalamiento de día y 
hora. Esa misma providencia servirá de mandamiento al alguacil 
y secretario para realizar el embargo, en cuya ejecución se ajus-
tarán á lo prevenido en los arts. 1404 al 1410, que también son de 
aplicación general. 
Hecho el embargo, y citado el demandado en la forma preve-
nida para los juicios verbales, cuyas diligencias han de ser simul-
táneas siempre que sea posible, en el día y hora señalados se cele-
brará el juicio verbal. En él deberá el actor reproducir su deman-
da, pidiendo también que se ratifique el embargo preventivo: si se 
opone el demandado, habrá de pedir que se deje sin efecto el em-
bargo, y si por no encontrarse en ninguno de los casos del articulo 
1400 estima que no debió decretarse, pedirá además que se con- 
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dene al actor en los daños y perjuicios que le hubiere ocasionado, 
fijando su importe ó la cantidad que reclame por este concepto, 
teniendo presente que si no deduce esta pretensión, el juez no 
puede imponer dicha condena; y después de oir al actor acerca de 
ello, dictará el juez su fallo sobre la demanda principal y sobre 
el incidente del embargo. 
Si en la sentencia condena el juez al demandado, debe ratificar 
el embargo; y si le absuelve, debe dejarlo sin efecto, condenando 
en este caso al demandante en todas las costas, y además en los 
daños y perjuicios ocasionados al demandado, si éste lo hubiere 
solicitado en el juicio, y no en otro caso. Cuando recaiga esta con-
dena, está obligado el juez municipal á fijar en la misma sentencia 
el importe de los daños y perjuicios, apreciando lo que sobre este 
punto hayan alegado las partes, y resolviendo lo que estime justo. 
Esos perjuicios, caso de haberlos, serán siempre de escasa impor-
tancia por la corta duración del embargo y la limitada cuantía á 
que éste puede extenderse, y por esto los deja la ley á la prudente 
apreciación del juez, sin permitir nueva discusión sobre ello, ni 
aun en las diligencias para la ejecución de la sentencia. 
La sentencia que recaiga será apelable en ambos efectos para 
ante el juez de primera instancia del partido, y luego que sea 
irme, se procederá á su ejecución en la forma que ordena el ar-
tículo 738; todo como en los juicios verbales. 
SECCIÓN SEGUNDA 
DEL ASEGURAMIENTO DE LOS BIENES LITIGIOSOS. 
En la introducción de este título hemos indicado las justas ra-
zones que ha tenido el legislador para adicionar la presente sec-
ción al llevar á efecto la reforma de la ley; adición hecha en vir-
tud de la autorización concedida por la base 19 de las aprobada s 
por la ley de 21 de Junio de 1880. Veamos sus disposiciones, ad-
virtiendo que ninguna de ellas tiene concordante en la ley at-
terior. 
ARTÍCULO 1419 
(Art. 1417 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El que, presentando los documentos justificativos 
de su derecho, demandare en juicio la propiedad de 
minas, la de montes cuya principal riqueza consista en 
arbolado, la de plantaciones, 6 de establecimientos in-
dustriales y fabriles, podrá pedir que se intervenga ju-
dicialmente la administracion de las cosas litigiosas. 
Pueden asegurarse las resultas del juicio con el embargo pre-
ventivo, cuando se demande el pago de una deuda en metálica 
ó en especie, si concurren los requisitos exigidos por la ley, y 
con la anotación preventiva de la demanda en el registro de l a. 
propiedad cuando se demande en juicio la propiedad de bienes 
inmuebles, ó la constitución, declaración, modificación ó extinción 
de cualquier derecho real. Pero en los casos á que se refiere el 
presente artículo, no procede el embargo preventivo; y la anota-
ción preventiva de la demanda servirá para impedir la enajena-
ción ó gravamen de la finca en perjuicio del demandante, mas no 
para evitar que el demandado, procediendo de mala fe, sustraiga, 
enajene ó inutilice lo que constituye el principal ó quizás el único 
valor de la cosa litigiosa, haciendo imposible la ejecución de la 
sentencia firme que ponga término al pleito. De aquí la necesidad, 
reconocida por la ley, de adoptar otras medidas para evitar esos 
abusos y asegurar las resultas del juicio cuando se demande en él 
la propiedad de minas, cuya sustancia y valor único lo constituye 
el mineral, que puede ser sustraído; la de montes, cuya principal 
riqueza consista en el arbolado, fácil también de desaparecer; la 
de plantaciones de viñas, olivos, naranjos y demás que pueden 
constituir el principal valor de la finca, y ser destruidos por mal 
cultivo ó arrancándolos; ó la de establecimientos industriales y-
fabriles, cuya maquinaria ó artefactos pueden ser sustraídos ó 
inutilizados. A todas estas clases de propiedad se refiere taxativa-
mente el presente artículo. 
Sin duda alguna, el secuestro y depósito de esos bienes sería 
i l 
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la mejor garantía; pero había que respetar el principio de que el 
que posee como dueño por más de un año no puede ser privado 
de la cosa contra su voluntad, sin ser oído y vencido en juicio; 
principio que sería vulnerado con el secuestro y depósito judicial. 
Para salvar ese inconveniente, se adoptó el medio de la interven-
ción judicial de la cosa litigiosa: así podrán evitarse dichos abusos 
sin privar de la administración y explotación de la finca 6 estable. 
cimiento al poseedor legítimo. Sólo en el caso de que no conste 
quién sea el poseedor con mejor derecho, podrá ponerse la cosa en 
depósito 6 guarda judicial, mientras se decide sobre su posesión ó 
propiedad por los trámites correspondientes, como se previene en 
el art. 445 del Código civil. 
Pero, no basta que se demande en juicio la propiedad de cual-
quiera de las cosas antedichas para que se decrete la intervención 
judicial de la misma á instancia del demandante: es requisito in-
dispensable que éste presente 6 haya presentado los documentos 
justificativos de su derecho. De este precepto del artículo que esta-
mos examinando, y de lo que so ordena en el siguiente, se deduce: 
1.0 Que la intervención judicial es un incidente del juicio de 
propiedad, y por consiguiente que no puede solicitarse sino des-
pués de promovido dicho juicio declarativo, ya lo sea por acción 
reivindicatoria, ya por cualquiera otra de dominio: podrá solici-
tarse en la misma demanda, pero por medio de otrosí después de 
formulada ésta, si con ella se presentasen los documentos justifica-
tivos del derecho. 
2.° Qile estos documentos podrán ser públicos ó privados, 
puesto que la ley no distingue, siempre que sean admisibles en 
juicio y que conduzcan á dicho objeto. 
3.° Que no puede utilizar ese remedio el actor que carezca de 
documeutos para justificar su derecho, aunque se proponga ha-
cerlo por otros medios de pueba. Cuando, por no tener los docu-
mentos á su disposición, hubiere llenado los requisitos que exige 
el art. 504 para presentarlos después, luego que los presente po-
drá pedir la intervención de la cosa litigiosa. 
4.° Que puede solicitarse dicha intervención en cualquier es-
tado del juicio declarativo de propiedad, puesto que la ley no se- 
 
      
      
      
      
      
      
      
      
 
      
 
       
ñala término, y sólo exige que esté presentada la demanda, por lo 
cual ordena en el artículo siguiente que se fórme pieza separada 
sobre aquel incidente. Por consiguiente, el actor podrá deducir 
dicha pretensión durante el juicio, cuando presuma que el deman-
dado se propone abusar de la cosa litigiosa. 
5.° Que para deducir dicha pretensión, no es necesario que el 
demandado se halle en alguno de los casos determinados en el nú-
mero 2.° del art. 1400 para los embargos preventivos: basta que se 
haya presentado la demanda con los documentos justificativos del 
derecho del actor, y que verse el pleito sobre la propiedad de cual-
quiera de las fincas ó establecimientos antes indicados: no exige la 
ley otro requisito. 
Indicaremos, por último, que al ordenar la ley que no pueda 
decretarse la intervención judicial si el actor no hubiere presen-
tado los documentos justificativos de su derecho, no lo hace con el 
objeto de que el juez los estudie y califique para apreciar si con 
ellos justifica cumplidamente su acción: esto no puede ser, ni podía 
ordenarlo la ley, porque sería prejuzgar la cuestión principal del 
pleito. El juez ha de limitarse á examinar si el actor funda su de-
recho en documentos, públicos ó privados, y si son pertinentes los 
que hubiere presentado; si lo son, debe 'decretar la intervención, 
siempre que la finca sea de las designadas en este artículo, y por 
tanto susceptible de los abusos que quiere evitar la ley, sin apreciar 
la fuerza probatoria de tales documentos. Esto lo hará cuando lle-
gue el caso de dictar la sentencia definitiva del pleito, y si enton-
ces entiende que el actor no ha probado su derecho, absolverá al de-
mandado y mandará alzar la intervención, condenando al actor á 
la indemnización de los daños y perjuicios que con ella se hubieren 
causado al demandado, como se previene en el art. 1427. Esto es 
lo justo, y así se amparan los derechos de ambos litigantes. 
ARTICULO 1420 
(Art. 1418 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Formulada que fuere la pretension á que se refiere 
el artículo anterior, el Juez, mandando formar pieza 
separada, citará desde luego á las partes para que com- 
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parezcan ante él en el término de nueve dias. Las que 
concurran, absteniéndose de alegar acerca de los dere-
chos que puedan asistirles en el pleito, se pondrán de 
acuerdo sobre la persona á quien deba nombrarse in-
terventor: si no lo lograren, el actor designará cuatro, 
de las cuales será elegida la que prefiera el demanda-
do, y á falta de ésta, la que pague mayor cuota de con-
tribucion territorial. 
ARTÍCULO 1421 
(Art. 1419 para Cuba y Puerto Rico.) 
En las veinticuatro horas siguientes á la compare-
cencia, el Juez dictará auto declarando haber 6 no lu-
gar á la intervencion, y haciendo en su caso el nombra-
miento de interventor. 
Aco^dada la intervencion, se dará inmediatamente 
posesion al elegido para desempeñarla, requiriendo al 
demandado para que se abstenga de ejecutar acto al-
guno de explotacion de la finca, sin prévio conocimien-
to del interventor. 
ARTÍCULO 1422 
(Art. 1420 para Cuba y Puerto Rico.) 
Siempre que hubiere desacuerdo entre el interventor 
y el demandado, sobre cualquier acto administrativo 
que éste intente, el Juez convocará á las partes a una 
comparecencia, y resolverá, despues de oirlas, lo que 
estime procedente. 
En estos artículos se ordena el procedimiento para decretar la 
intervención cop. el objeto de asegurar los bienes litigiosos, expre-
sados en el artículo anterior, y se indican lae atribuciones del in-
terventor. 
I 
Procedimiento para decretar la intervención.—Aunque se trata 
de un incidente dél juicio principal, en consideración á la índole 
y urgencia del caso, no se le sujeta al procedimiento establecido 
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para los incidentes, sino que se ordena uno especial, mucho más 
breve y sencillo. Formulada la pretensión para que se decrete la 
intervención judicial de alguna de las fincas determinadas en el 
artículo anterior, dice el primero de los de este comentario, «el 
juez, mandando formar pieza separada, citará desde luego á las 
partes para que comparezcan ante él en el término de nueve días». 
Del propósito de la ley de abreviar los trámites, se deduce que di-
chas palabras han de entenderse en el sentido de que en una mis-
ma providencia, dictada sin dilación luego que se presente el escri-
to, ha de mandar el juez que se forme la pieza separada, y que se 
cite á las partes para que comparezcan ante él en el día, hora y 
sitio que señale dentro de los nueve días siguientes. Como la com-
parecencia ha de ser en un solo acto, y no á voluntad de cada una 
de las partes ; es indispensable dicho señalamiento. 
La pieza separada se formará á costa del actor y con los parti-
culares que se determinan en el art. 747. Los plazos que se fijan en 
el 748 para que las partes designen dichos particulares, son incon-
ciliables con el breve término .que aqui se concede para la compa• 
recencia, y por consiguiente, inaplicables á este caso; por tanto, en-
tendemos que el actor deberá designar, por medio de otrosí en el 
mismo escrito, los que estime necesarios, que por regla general será 
un testimonio en relación del objeto de la demanda principal, y de 
que el actor ha presentado los documentos en que funda su dere-
cho, que son los dos particulares que han de tenerse presentes para 
resolver sobre la intervención. Como el escrito original, ó en su 
caso, el testimonio del otrosí solicitando la intervención, y su pro-
videncia, han de servir de cabeza de la pieza separada, el actuario 
deberá hacer desde luego la citación á las partes ó sus procura-
dores, por medio de cédula, en la forma que ordenan los arts. 271 
y 272, y después, pero antes del dia señalado para la comparecen-
cia, pondrá el testimonio de los particulares, si lo hubiese solici-
tado el actor y acordado el juez. Y si mientras tanto el demandado 
designa otros particulares, que el juez estime pertinentes, se pon-
drá también el testimonio de ellos. 
La comparecencia ante el juez se celebrará en el día y hora se-
ñalados con las partes que concurran, dice también el art. 1420, 
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de suerte que no es obligatoria la comparecencia. Es de suponer 
que no faltará el demandante, pues si no comparece, ha de tenér-
sele por desistido de su pretensión con costas, como ordena el ar-
tículo 728 para los juicios verbales. Si no comparece el demandado, 
se llevará á efecto el acto con sólo la asistencia del demandante. 
Previene también dicho art. 1420, que las partes, «abstenién-
dose de alegar acerca de los derechos que puedan asistirles en el 
pleito, se pondrán de acuerdo sobre la persona á quien deba nom-
brarse interventor». Por consiguiente, el juez no ha de permitir-
les que hablen ni discutan sobre el fondo del pleito principal, por 
no tratarse de ello ni permitirlo el estado del mismo; pero ¿han de 
limitarse á procurar ponerse de acuerdo sobre la persona á quien 
haya de conferirse dicho cargo? Si esta hubiera sido la intención 
del legislador, habría dejado esa comparecencia para después del 
auto en que se decrete la intervención, y sólo para el caso en que 
ésta se conceda, pues si se denegase, sería de todo punto inútil se-
mejante comparecencia. Al ordenar que ésta tenga lugar antes de 
que el juez resuelva sobre si procede 6 no la intervención, da á 
entender que ese acto tiene por objeto ilustrar al juez sobre este 
punto, que es la cuestión incidental que se debate, y sobre la que 
no se ha oído todavía al demandado: equivale, pues, á la vista del 
incidente, en cuyo acto podrán alegar las partes lo que estimen 
sobre si concurren 6 no los requisitos que la ley exige para que se 
decrete la intervención de la finca litigiosa. Y á fin de evitar otra 
comparecencia, se ordena que en esa misma se procure el acuerdo 
de las partes sobre la persona que haya de desempeñar el cargo, 
para que el juez la nombre en el caso de estimar procedente la 
intervención. 
No exige la ley condiciones ni garantías para el cargo de in-
terventor; sólo previene que sea nombrada la persona que desin-
nen las partes de común acuerdo; á falta de este acuerdo, la que 
elija el demandado, de cuatro que ha de proponer el deman-
dante en el acto de la comparecencia, y si aquél no hace esta elec-
ción por no querer 6 por no haber comparecido, la que pague 
mayor cuota des contribuciónde las cuatro designadas por el de-
mandante. Por consiguiente, el juez, si decreta la intervencilk, no 
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• puede hacer el nombramiento á favor de quien mejor le parezca, 
sino que ha de recaer precisamente en la persona designada por 
los interesados, y en su defecto, en la que pague mayor cuota de 
contribución de las cuatro designadas por el demandante, cuales-
quiera que sean sus condiciones de inteligencia y responsabilidad, 
con tal de que tenga capacidad civil para obligarse. Como el in-
terventor no tiene que administrar ni recaudar, por eso sin• duda 
no se le exige fianza ni otra garantía. 
«La que pague mayor cuota de contribución territorial», dice 
la ley; y ¿por qué no también de industrial? Sin duda se ha co-
metido esta omisión, que debe ser involuntaria ó de copia. En in-
terés del demandante está el proponer para interventor á personas 
competentes, y si se trata de un establecimiento industrial ó fabril, 
lo natural será que proponga á cuatro industriales, á personas que 
estén enteradas de la forma en que deba explotarse aquel estable-
cimiento, pues de otro modo sería inútil la intervención. Y si nin-
guno de los propuestos paga contribución territorial, aunque sí 
industrial, ¿ha de rechazarlos el juez por esa causa? Entendemos 
que el juez procederá conforme al espíritu de la ley, nombrando 
al que pague mayor cuota de contribución, sea territorial ó indus-
trial. El dar la preferencia al que pague mayor cuota, es sin duda 
porque se supone en él mayor garantía, y esta razón lo mismo abona 
al que paga una contribución que la otra. 
Celebrada la comparecencia, en las veinticuatro horas siguien-
tes ha de resolver el juez por medio de auto lo que estime proce-
dente, apreciando lo alegado por las partes y lo que resulte de 
autos sobre si se han llenado los requisitos que exige el art. 1419. 
Si decreta la intervención, en el mismo auto ha de hacer el nom-
bramiento de interventor, conforme á lo que ya se ha expuesto, 
mandando que, previa su aceptación, se le ponga inmediatamente 
ea posesión de su cargo, á cuyo fin se requiera al demandado para 
q ue se abstenga de ejecutar acto alguno de explotación de la finca 
sin previo conocimiento del interventor (art. 1421). Dicho requeri-
miento basta para que entre el interventor á ejercer sus funciones, 
considerándole en posesión de su cargo. 
Contra dicho auto, como resolutorio de incidente, procederá el 
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recurso de apelación dentro de cinco días, conforme á la regla ge-
neral del art. 382, puesto que nada se establece especialmente 
para este caso. Si se deniega la intervención, procederá admitir 
en ambos efectos la apelación, que podrá interponer el demandan-
te, como está prevenido para casos análogos, en razón á que no 
hay nada que ejecutar; pero si se otorga, se admitirá la apelación 
en un solo efecto, conforme al art. 383, y como se deduce del 1421, 
que estamos comentando, al ordenar que se dé inmediatamente po-
sesión al interventor elegido. 
II 
Atribuciones del interventor.—Las da á entender el nombre que 
se da á este cargo, y las indican también los artículos 1421 y 1422; 
intervenir todos los actos y operaciones de explotación de la finca 
ó establecimiento de que se trate, á fin de evitar, no que se gaste 
más 6 menos, sino que desmerezca la finca en perjuicio del deman-
dante, por mal cultivo ó explotación. Ya' hemos dicho las razones 
que ha tenido la ley para no poner en secuestro y administración 
judicial esa clase de bienes, cuando se demanda su propiedad. El 
demandado seguirá en la posesión durante el pleito, administrando 
y explotando la finca como estime conveniente, siempre que sea 
conforme á la naturaleza de la misma y al uso y costumbre del 
país, y de modo que no disminuya de valor, aprovechándose de los 
frutos naturales, industriales y civiles que produzca. Pero como en 
esos actos de administración y explotación puede cometer abusos, 
que redunden en su provecho con detrimento de la finca, se le pro-
hibe ejecutarlos sin previo conocimiento del interventor, el cual 
deberá oponerse á que se lleven á efecto cuando estime que son 
perjudiciales, participándolo inmediatamente al demandado para 
que se abstenga de ejecutarlos; pues sin el consentimiento expreso 
ó tácito del interventor no puede ejecutar acto alguno de explota-
ción de la finca. 
cSiempre que hubiere desacuerdo entre el interventor y el de- 
mandado, dice el art. 1422, sobre cualquier acto administrativo que 
éste intente, el juez convocará á las partes á una comparecencia, 
• 
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y resolverá, después de oirlas, lo que estime procedente.» Cuando 
esto ocurra, lo racional y prudente será que el interventor vea al 
demandado para demostrarle los inconvenientes de la operación ó 
acto administrativo que intente, á fin de hacerle desistir, ó que lo 
ejecute en la forma que aquél crea conveniente, y si no logran po-
nerse de acuerdo, cualquiera de ellos podrá acudir al juzgado para 
que el juez resuelva el conflicto, aunque lo más regular será que 
lo haga el demandado, por ser á quien interesa. Presentado el es-
crito con una sucinta relación de lo ocurrido, el juez mandará que 
se una á la pieza separada de intervención, y que se convoque á 
las partes á comparecencia en el día y hora que señale, con la ur-
gencia que el caso requiera. Como la cuestión es entre el deman-
dado y el interventor, habrá de ser considerado éste como parte, 
lo mismo que el demandado y demandante, y ser citado con éstos 
para la comparecencia. En esta expondrá cada uno de ellos lo que 
estime conveniente sobre el punto de la desavenencia; procurará el 
juez que se pongan de acuerdo, por lo menos el demandante y de-
mandado, que son los principales interesados, y si no lo consigue, 
resolverá por medio de auto lo que estime procedente. Quizás ha-
bría hecho bien la ley en declarar que contra este auto no se daba 
recurso alguno; pero en su silencio, hay que seguir la regla gene-
ral, y estimar apelable dentro de cinco días ese auto, como resolu-
torio de incidente, admitiendo la apelación en- un solo efecto. 
Se hará imposible la explotación de la finca, ó dará lugar á 
muchas cuestiones y gastos, si el interventor no obra con pruden-
cia. Su misión es impedir los actos y operaciones que realmente 
causen perjuicio á la finca; que no se corte ó tale el arbolado; que 
no se arranquen las plantaciones; que las podas y cultivo se hagan 
á uso y costumbre del país; y que en los establecimientos industria-
les ó fabriles, las máquinas y artefactos se reparen y conserven en 
buen estado para que puedan seguir funcionando. Fuera de esto 
no debe oponerse á lo que intente hacer el demandado para la ex-
plotación de la finca, aunque entienda que haciendo la operación 
de otro modo será más conveniente para la producción ó resultará 
más económica; esto sólo es de interés del demandado, mientras 
vo sea vencido en el pleito. 
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En cuanto á las minas, tampoco puede impedirse su laboreo y 
explotación al demandado; pero como la sustancia y valor de ellas 
consiste en el mineral, si extrae y enajena todo el que contenga la 
mina, será ilusorio para el demandante el resultado del pleito, ti 
aquél carece de responsabilidad, ó si se ignora la cantidad extraída 
y su valor. Por esto creemos que la intervención de las minas debe 
comprender la del mineral que se extraiga y explote y la retención 
ó depósito del mismo, si el juez la acuerda á instancia del deman-
dante al decretar la intervención. Así lo exige la índole especial 
de esos bienes, y el art. 1428 autoriza al juez para que bajo la res-
ponsabilidad del demandante, y edgiéndole fianza, si no fuere no-
toria su solvencia, adopte las medidas que, según las circunstan-
cias, fueren necesarias para asegurar, en todo caso, la efectividad 
de la sentencia que recaiga en el juicio. También confirma la doc-
trina expuesta el art. 94 de la ley de Minas de 6 de Julio de 1859, 
por el que, á la vez que declara de la competencia de los tribuna-
les ordinarios las cuestiones entre partes sobre propiedad de las 
minas, se previene que éstos podrán decretar el embargo y venta de 
los productos y de los establecimientos mineros, y por consiguiente 
también la intervención, pero sin que el procedimiento judicial in-
fiera perjuicio al laboreo de las minas demandadas ni de las colin-
dantes. 
Concluiremos este comentario resolviendo una duda. ¿Tiene el 
interventor derecho á ser retribuido? Si lo tiene, ¿cuánta será la 
retribución, y quién deberá pagarla? Nada ha dispuesto la ley sobre 
ello, y como podrá ocurrir la cuestión, debemos decir nuestro pa-
recer. Siempre que la ley ordena el nombramiento de depositario 
y administrador, señala su retribución, que por regla general con-
siste en un tanto por ciento de lo que recauda; pero como el inter-
ventor no administra ni recauda, ni aun por analogía pueden apli-
cársele esas disposiciones. Si se le considera como un mandatario, 
puesto que se obliga á prestar un servicio por encargo de otro, se-
gún el art. 1711 del Código civil el mandato se supone gratuito á 
falta de pacto en contrario, y por consiguiente no tendrá derecho 
á retribución si no la exige al aceptar el cargo, como puede hacerlo, 
por ser éste voluntario, en cuyo caso la señalará el juez teniendo 
4 
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en consideración la importancia del trabajo que aquél haya de pres-
tar. Pero, como en los casos de que se trata, no puede nombrarse 
interventor sino á instancia del demandante, y precisamente ha de 
recaer el nombramiento á favor de una de las personas por éste de-
signadas, lo correcto y natural será que al solicitar el demandante 
de dichas personas este servicio, convenga con ellas si han de pres-
tarlo gratuitamente, ó la retribución que haya de dárseles, y que 
este convenio lo-manifieste aquél al Juzgado en la comparecencia 
que previene el art. 1420, para que señale en su caso la retribución 
al hacer el nombramiento. Y por la misma razón deberá el deman-
dante pagar esa retribución, sin perjuicio de lo que se resuelva en 
la sentencia definitiva del pleito, si en él reclamase que se condene 
al demandado al pago de esos gastos. 
ARTICULO 1423 
El demandado en cualquier estado del juicio podrá 
prestar fianza para que se alce la intervencion. Hecha 
la oportuna peticion, el Juez mandará practicar un re-
conocimiento pericial de la finca, á fin de que los peri-
tos fijen el valor actual de la misma, y los deterioros 
que pueda producir su mala explotacion. 
Para practicar este reconocimiento, cada parte ele-
girá libremente un perito: si hubiere discordia y nin-
guno de los interesados solicitare la eleccion de perito 
tercero, el Juez, teniendo en cuenta el dictamen que 
hubiere atribuido mayor valor á la finca, fijará, en tér-
mino de tercero dia, la fianza que deberá prestar el 
demandado para responder, en su caso, de los quebran-
tos que sufra la cosa litigiosa durante el pleito. 
Si se pidiere el nombramiento de perito tercero, se 
hará conforme á los artículos 616 y siguientes. 
Art. 1421 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del líl- 
tinao pdrrafo es á los artículos 615 y siguientes de esta ley, sin otra 
variación.) 
• 
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ARTICULO 1424 
(Art. 1422 para Cuba y Puerto Rico.) 
La fianza podrá ser de cualquiera de las clases que 
el derecho reconoce; pero sobre la personal y la hipo-
tecaria que se ofreciere, deberá necesariamente oirse 
al actor y admitirle en juicio verbal las justificaciones 
que presente respecto a la insolvencia del fiador, 6 so-
bre el valor deficiente de la hipoteca, cuya jùstifica-
cion podrá contradecir el demandado, por medio .de las 
pruebas que fueren pertinentes. 
El Juez dictará sentencia en este juicio, dentro de 
tercero dia, la cual será - apelable en ambos efectos. 
ARTICULO 1425 
(Art. 1423 para Cuba y Puerto Rico.) 
La fianza en metálico 6 en valores se constituirá de-
positando, en el establecimiento público destinado al 
efecto, la  cantidad efectiva que el Juez hubiere seña-
lado. 
ARTICULO 1426 
(Art. 1424 para Cuba y Puerto Rico.) 
Prestada la fianza, se dejará sin efecto el nombra-
miento de interventor, a quien se requerirá inmedia-
tamente para que cese en el desempeño de sus fun-
ciones. 
    
        
        
        
        
        
    
Por el primero de estos artículos se concede al demandado el 
justo derecho de librarse de las vejaciones de la intervención, de-
, cretada para el aseguramiento de los bienes litigiosos, dando fianza 
en garantía de que los explotará y conservará sin menoscabo al-
guno. Esto podrá hacerlo en cualquier estado del juicio, tanto en el 
acto de notificarle el auto decretando la intervención, como des-
pués, y aunque los autos principales se hallen en el tribunal su-
perior en virtud de apelación, pues ésta no impide al juez seguir 
conociendo de la pieza separada sobre la intervención (art. 390), en 
la cual habrá de deducirse y ventilarse ese incidente. 
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Cuando se ofrezca la fianza antes de haber dado posesión al in-
terventor, es de sentido común que se suspenda este acto, aunque 
adoptando, si se temen abusos, las medidas oportunas para evitar-
los, como para los embargos preventivos está prevenido en los ar-
tículos 1405 y 1406. Tanto en este caso, como en loa demás en que 
el demandado ofrezca fianza para que se alce la intervención, pre-
sentado el escrito, dictará el juez providencia mandando practicar 
el reconocimiento pericial de la finca litigiosa, que previene el ar-
tículo 1423, por dos peritos, elegidos libremente, uno por cada 
parte, dando á entender con dicho adverbio que cada parte puede 
elegir á la persona entendida 6 práctica que crea conveniente,' sin 
necesidad de que tenga título profesional, ni pague contribución. 
Este reconocimiento tiene por objeto, según el mismo artículo, 
«fijar el valor actual de la finca y los deterioros que pueda pro-
ducir su mala explotación», á fin de que, al terminar el pleito, si 
es vencido el demandado, pueda apreciarse el desmérito que aqué-
lla haya sufrido por su mala explotación, ó por culpa ó negligencia 
del demandado, el cual responderá de esos perjuicios con la fianza. 
Esto será fácil de apreciar en el arbolado de los montes, en las 
plantaciones y en los establecimientos industriales 6 fabriles; pero 
respecto de las minas, será muy difícil que los peritos puedan de-
terminar en ese reconocimiento la cantidad, clase y valor del mi-
neral que de ellas pueda extraerse. Por esto creemos de absoluta 
necesidad y de justicia que, si el demandante lo solicita, el jaez 
acuerde que continúe la intervención para el solo efecto de hacer 
constár la cantidad y clase del mineral que se extraiga, del que po-
drá disponer el demandado, respondiendo de su valor con la fianza, 
si fuese condenado á entregarlo y no existiese el mismo mineral 
al terminarse el pleito; de otro modo no podría asegurarse el cum-
plimiento de la sentencia firme. 
Cuando hubiere discordia entre los dos peritos, podrá cuaI-
quiera de los interesados pedir el nombramiento de perito tercero, 
cuyo nombramiento se hará conforme á lo prevenido en los artícu-
los 616 y siguientes, ó sea por insaculación, ó por el juez en su 
caso, sin practicar diligencia alguna para que las partes se pon-
gan de acuerdo sobre la designación del tercero, á no ser que al 
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comparecer para presenciar la insaculación y sorteo en el día y 
hora señalados, manifiesten su conformidad. Si ninguna de las par-
ten dedujere dicha pretensión, dentro de los tres días siguientes á 
la declaración de los peritos dictará el juez providencia fijando la 
cuantía de la fianza; de lo cual se deduce que dentro de ese mismo 
téhnino de tres días ha de pedirse el nombramiento de tercero. 
l'ara fijar la cuantía de la fianza ha de tener el juez en cuenta el 
dictamen que hubiere atribuído mayor valor á la finca, y que, á su 
juicio, sea suficiente «para responder, en su caso, de los quebran-
tos que rufra la cosa litigiosa durante el pleito», como previene el 
mismo art. 1423, y por consiguiente ha de limitarse á estos que-
brantos, y no al valor total de la finca. Contra esa providencia 
podráu utilizarse los recursos de reposición y de apelación en un 
efecto, conforme á la regla general, puesto que nada se ordena en 
contrario para este caso. 
«La fianza podrá ser de cualquiera de las clases que el derecho 
reconoce», dice el art. 1424, y por consiguiente, personal Co por 
medio de fiador, eu cuyo caso se tendrá presente lo que disponen 
los artículos 1854 y 1855 del Código civil; hipotecaria, ó con 
prenda. Si ésta consiste en metálico, ó en valores cotizables en 
Bolen, se constituirá, sin más trámites, depositando á disposición 
del juzgado, en el establecimiento público destinado al efecto, la 
canti:lad efectiva que se hubiere señalado, estimando la de los efec-
tos públicos por el precio de cotización (art. 1425). Del resguardo 
del depósito se pondrá testimonio en los autos, devolviendo el 
original al interesado para que pueda cobrar los intereses. Pero 
cuando la fianza sea personal ó hipotecaria, deberá necesariamente 
oírse al demandante, y si éste se opone por creer iusuficiente la 
responsabilidad del fiador ó el valor de los inmuebles, el juez con-
vocará á las partes á juicio verbal con señalamiento de día y hora; 
en él oirá sus alegaciones, y les admitirá las pruebas pertinentes 
que una y otra parte presenten sobre la solvencia del fiador, ó el 
valor de la hipoteca, y por los trámites de dicho juicio dictará 
sentencia, dentro che tercero día, resolviendo la cuestión, cuya sen-
tencia será apelable en ambos efectos para ante la Audiencia te-
rritorial. Así lo dispone dicho art. 1424, y racionalmente deberá 
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entenderse lo mismo cuando la prenda, que el demandado ofrezca 
 
en garantía, consista en valores no cotizables en Bolsa.  
Prestada la fianza, dictará auto el juez, dejando sin efecto el  
nombramiento de interventor, y mandando se le requiera inmedia-
tamente para que cese en el desempeño de sus funciones, como se 
 
ordena en el art. 1426, último de este comentario. 
 
ARTÍCULO 1427 
Toda resolucion que mande alzar la intervencion  
acordada, 6 cancelar la fianza que para evitarla se hu-
biere constituido, contendrá el pronunciamiento que  
corresponda sobre costas é indemnizacion de daños y  
perjuicios. Para hacer éstos efectivos, se estará á lo que  
ordena el artículo 1417.  
Art. 1425 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al  
art. 1415 de esta ley, sin otra variación.) 
Indudablemente no se refiere este artículo al caso en que, con-
forme a] artículo anterior, se deje sin efecto, el nombramiento de 
interventor, por haber prestado fianza el demandado: se refiere  á 
los demás casos en que se mande alzar la intervención ó cancelar  
la fianza que para evitarla se hubiere prestado. Podrán ocurrir  
estos casos por abandono y caducidad de la instancia, ó cuando  
por sentencia firme sea absuelto el demandado en el juicio princi-
pal, ó cuando por desistimiento del actor ó por cualquier otro mo-
tivo se dé por terminado el juicio: en todos ellos ha de mandarse  
que se alce la intervención, ó que se cancele la fianza si se hubiere  
prestado en lugar de aquélla. Siempre que recaiga esta resolución,  
ha de contener el pronunciamiento que el juez é tribunal estime  
procedente en justicia sobre costas y sobre indemnización  de 
daños y perjuicios, dando por supuesto la ley que puede haber  
casos en que proceda alzar la intervención sin condenar al deman-
dante á dicha indemnización, ya porque, á juicio del tribunal, ro  
se hayan causado perjuicios, ya por haberse decretado aquélla con  
notoria justicia. Cuando recaiga esta condena, para fijar el importe  
de los perjuicios y hacerlos efectivos se estará á lo que ordena el  
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ARTÍCULO 1428 
(Art. 1426 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando se presente en juicio algun documento de 
los comprendidos en los tres primeros números del ar-
tículo siguiente, en donde aparezca con claridad una 
obligacion de hacer, 6 de no hacer, é la de entregar 
cosas específicas, el Juez podrá adoptar, á instancia 
del demandante y bajo la responsabilidad de éste, las 
medidas que, segun las circunstancias, fueren necesa-
rias para .asegurar en todo caso la efectividad de la 
sentencia que en el juicio recayere. 
Si el que solicitare estas medidas no tuviere solven-
cia notoria y suficiente, el Juez deberá exigirle prévio 
y bastante afianzamiento, para responder de la indem-
nizacion de los dados y perjuicios que puedan ocásio-
narse. 
En este artículo, último del título 14, se permite el asegura-
miento de las resultas del juicio en los casos no comprendidos en 
los artículos 1399 (embargos preventivos) y 1419 (demandas de 
propiedad de los bienes que en él se determinan), y también cuan-
do no proceda ó sea insuficiente la anotación preventiva de la de-
manda. Los casos de que ahora se trata se refieren á las demandas 
para el cumplimiento de obligaciones de hacer ó de no hacer, ó de 
entregar alguna cosa específica. En todos ellos, el demandado que 
pioc eda de mala fe, puede eludir el cumplimiento de la obligación 
y hacer ilusorio el resultado del juicio, constituyéndose en insol-
vencia para que no pueda hacerse efectiva la indemnización de 
perjuicios en que se convierten esas obligaciones cuando no pue-
den ciunplirsef y justo era conceder medios para que no quede de-
fraudado el demandante, supliendo la omisión en este punto de la 
ley anterior ' 
Teniendo en cuenta que, por la diversidad de casos y de cir-
cunstancias, no era posible establecer reglas precisas y concretas, 
se ordena que «el juez podrá adoptar, á instancia del demandante 
y bajo la responsabilidad de éste, las medidas que, según las cir- 
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cunstancias, fueren procedentes para asegurar en todo caso la 
efectividad de la sentencia que en el juicio recayere». Queda, 
pues, el juez autorizado para decretar á dicho fin las medidas que 
proponga el demandante, ó las que él estime más conducentes y 
menos vejatorias. Lo que no puede hacer es dejar desamparado el 
derecho de aquél denegando esa pretensión, cuando concurran los 
requisitos legales que en el mismo artículo se determinan, y que 
luego indicaremos. 
Aunque la ley deja al arbitrio judicial la adopción de las me-
didas que estime necesarias y más conducentes á dicho fin, podrá 
servirle de norma lo que previene el art. 923 para la ejecución de 
las sentencias que contengan condena de hacer ó de no hacer, ó de 
entregar alguna cosa. «En todos estos casos, dice dicho artículo, 
si no puede. tener inmediato cumplimiento la ejecutoria, cualquiera 
que sea la causa que lo impida, podrá decretarse el embargo de 
bienes, á instancia del acreedor, en cantidad suficiente á juicio del 
juez para asegurar lo principal y las costas de la ejecución. El deu- 
dor podrá librarse de este embargo, dando fianza suficiente á sa-
tisfacción del juez.» Si la ley autoriza el embargo como medida 
preventiva en el período de ejecución de sentencia y antes de 
practicar las diligencias necesarias para el cumplimiento de la 
ejecutoria, prevenidas en los artículos 924 y siguientes, en consi-
deración á que, si ésta no puede cumplirse, se suple con la indem-
nización de perjuicios, por la misma razón puede y debe emplearse 
ese medio en el caso de que tratamos, en la forma establecida para 
los embargos preventivos, y sin admitir al demandado recurso al-
guno para impedir su ejecución, como no sea la prestación de 
fianza, y después de hecho el embargo, la oposición que permite 
el art. 1416. 
El embargo preventivo será, pues, lo más procedente en la ma-
yor parte de los casos; pero cuando se demande el cumplimiento 
de una obligación de entregar cosa específica ó determinada, será 
preferible y más adecuado el secuestro y depósito judicial de la 
cosa litigiosa, siempre que por sus circunstancias sea susceptible 
de ocultación, destrucción ó fraude. Esta medida, autorizada tam-
bién por nuestro derecho antiguo y por el art. 1785 del Código ci- 
482 	 LIB. II-TIT. XIV-ART. 1428 
vil, será necesaria cuando se trate de cosas muebles, sobre todo si 
son objetos do arte de mérito y valor, ó de estimación especial, y 
de inmuebles que deban ser entregados con sus frutos, y no perte-
nezcan á las clases determinadas en el art. 1419, siempre que para 
asegurar lá entrega de los frutos sea indispensable poner la finca en 
administración judicial. El demandado podrá librarse del embargo 
dando fianza; pero si se trata de una cosa mueble de mérito artís-
tico 6 de afección, que pueda ser ocultada ó sustituida por una co-
pia ó por otra de la misma clase, es de sentido común que cuando 
dos ó mis personas contiendan sobre la propiedad de un mueble 
do esa clase, se secuestre y deposite judicialmente en todo caso, si 
se estima que con la fianza no podrán evitarse esos abusos. 
El juez no puede acordar ninguna de dichas medidas sino á 
instancia y bajo la responsabilidad del demandante, ni éste solici-
tarlas sino en el caso de haber presentado en juicio, como funda-
mento de su derecho, algún documento de los comprendidos en los 
tres primeros números del art. 1429, que son: escritura pública, 
primera copia, y si es segunda, que haya sido librada por manda-
miento judicial y con citación de la parte contraria; documento 
privado, reconocido bajo juramento ante juez competente, ó confe-
sión judicial hecha también ante juez competente. Si concurren 
estos requisitos, el juez debe decretar la medida solicitada, si la 
estima procedente, ó la que considere menos vejatoria para el de-
mandado, que conduzca al mismo objeto; siempre bajo la responsa-
bilidad ó de cuenta y riesgo del demandante. 
En tales casos, si el demandante no tiene solvencia notoria y 
suficiente para cubrir dicha responsabilidad, debe mandar el juez á 
la vez, que previamente preste fianza para responder de los daîios 
y perjuicios que puedan ocasionarse al demandado, suspendiéndose, 
hasta que lo verifique, la ejecución de la medida. La ley deja al ar-
bitrio del juez, y por tanto bajo su responsabilidad, el exigir ó no 
del demandante la prestación de fianza, y la aprobación de ésta en 
an caso. Sin embargo, no puede privarse al demandado del dere-
cho de pedir reposición de la providencia que releve de la fianza 
al demandante, cuando le conste que este es insolvente, con la ape-
lación en un solo efecto. Y cuando el demandante, relevado de 
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fianza, se constituya en insolvencia durante el juicio, podrá el de-
mandado pedir en la pieza separada que se le obligue á prestar la 
fianza, sustanciándose esta pretensión por los trámites de los inci-
dentes. 
De lo expuesto se deduce que podrán solicitarse las medidas 
de que se trata en cualquier estado del juicio declarativo en que 
se demande el cumplimiento de una obligación de hacer, ó de no 
hacer, ó de entregar alguna cosa, sustanciándose en pieza separada, 
como para casos análogos se previene en los artículos 1412 y 1420, • 
y en la forma y con los recursos establecidos para los embargos 
preventivos y la intervención, que hemos expuesto anteriormente 
en sus lugares respectivos. Esto, en el caso de haber presentado en 
el juicio los documentos antedichos; pero acómpañándolos á la ins-
tancia, creemos que podrá también solicitarse el embargo como 
medida preventiva antes de entablar el juicio principal, conforme 
á lo prevenido para los embargos preventivos, aunque no se halle 
el demandado en ninguno de los casos del párrafo 2.° del art. 1400, 
decretándolo bajo la responsabilidad del demandante. Y cuando la 
obligación sea de entregar una cosa mueble-determinada, es indu-
dable que puede pedirse el secuestro y depósito judicial de la 
misma antes de entablar la demanda, puesto que lo autoriza el ar-
tículo 499; y si bien éste previene que concurran los requisitos de 
dicho art. 1400, como el que estamos comentando sólo exige la 
presentación de los documentos indicados, y estos han de ser de los 
que tienen fuerza ejecutiva, entendemos que bastará llenar este 
requisito para que pueda decretarse el secuestro en el caso de que 
tratamos. 
TOMO V b:5 
FORMULARIOS DEL TÍTULO XIV 
De los embargos preventives y itel aseguramiento 
de los bienes litigiosos. 
SECCIÓN I 
DE LOS EMDARGOS PREVENTIVOS 
Escrito solicitando embargo preventivo por cantidad mayor de 250 pe-
setas. —Al Juzgado de primera instancia.--D. José A., en nombre de Don 
Justo B., de quien presento poder en forma, ante el Juzgado parezco y 
como mejor proceda digo: Que D. Lope C., propietario y vecino de esta 
villa, es en deber mi representado 45.000-pesetas, que le prestó hace 
cuatro años, con el interés del 6 por 400 anual, y que debió pagarle el 
día 1. 0 de Marzo último, según resulta de la primera copia de la escritura 
de obligación que acompaño. Vencido el plazo, mi principal ha reconve-
nido varias veces á su deudor para que le pague; pero éste, á la vez que 
ha procurado dilaciones con palabras y ofrecimientos que no ha cumplido, 
viene gestionando la venta de sus bienes, según liemos sabido por varios 
conductos, y sin duda por no haber encontrado otro comprador, hace 
quince dias vendió á su hermano N. la principal finca que poseía, cual es 
la casa que habita en esta villa, otorgando la escritura fuera de este par-
tido, según me han informado en el Registro de la propiedad (6 se ex 
presa el caso en que se halle el deudor de los determinados en el nu-
mero 2.° del art. 4400 de la ley). 
Esta conducta de D. Lope C. demuestra claramente su propósito de 
ocultar ó malbaratar sus bienes en daño de mi representado, lo que pone 
á éste en la necesidad de solicitar el embargo preventivo de los pocos 
bienes que le restan al deudor, á reserva de su derecho para reclamar, 
caso necesario, la nulidad ó rescisión de la venta indicada, como hecha 
simuladamente en fraude de los acreedores. El art. 1400 de la ley de En-
juiciamiento civil autoriza para ello, puesto que concurren los dos re-
quisitos que en él se exigen para decretar el embargo preventivo, cuales 
son, la presentación de un documento del que resulta la existencia de la 
deuda, y motivo racional para creer we el deudor ocultará ó malbaratará 
sus bienes en daño y fraude de sus acreedores. 
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Por tanto, y teniendo también presente que es ejecutivo el titulo pre-
sentado para los efectos del párrafo 4.° del art. 1404, y que este Juzgado 
es el competente para conocer de dicho embargo, según la regla 12 del ar-
ticulo 63 de la misma ley, ya citada, en razón á que se hallan en este par-
tido los bienes que han de ser ernbargados, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con los 
documentos que se acompañan y á mi por parte en nombre de D. Justo B., 
se sirva acordar que sin la menor dilación se practique el embargo pre-
ventivo de los bienes muebles y raíces que pertenezcan á D. Lope C. y s e 
 hallen dentro de este partido judicial, hasta en cantidad suficiente á cu-
brir las 45.000 pesetas del capital del préstamo y 4.000 más por intereses 
encidos, que está debiendo á mi representado, que son al todo 16.000 pe-
setas, sirviendo el auto de mandamiento al alguacil y actuario que hayan 
de practicarlo; y hecho, que se me entreguen las actuaciones para dedu-
cir la correspondiente demanda dentro del término legal, por ser así con-
forme á justicia, que pido con costas. (Lugar, ,fecha y firma del letrado 
y 17 ocurador.) 
Auto. —Por presentado con los documentos que se acompañan, te-
niendo por parte á D. José A. en nombre de D. Justo B.; y 
Resultando que D. Justo B. solicita el embargo preventivo de los bie-
ces que D. Lope C. posea como de su propiedad en el término de este 
partido judicial para asegurar el pago de 46.000 pesetas que le está de-
biendo por capital é intereses de un préstamo que le hizo en tal fecha 
ante tal notario, de cuya escritura pública ha presentado la primera co-
pia, fundándose en.este documento y en que existe mérito racional para 
creer que el deudor ocultará ó malbaratará sus bienes en daño de sus 
acreedores: 
Considerando que concurren los dos requisitos que para decretar el 
embargo preventivo exige el art. 4400 de la ley de Enjuiciamiento civil 
y que es ejecutivo el título presentado: 
Visto además lo que disponen los artículos 4401, en su párrafo 1.°, 
4404 y 4405 de la ley citada; 
Practíquese sin dilación el embargo preventivo de los bienes de Don 
Lope C. que se hallen en este partido judicial hasta en cantidad suficiente 
á cubrir las 16.000 pesetas que reclama D. Justo B., sirviendo este auto 
de mandamiento at alguacil y actuario que han de ejecutarlo, á quienes 
se previene que no lo lleven á efecto si en el acto de hacerlo, el D. Lope 
C. pagase, consignase ó diere fianza á responder de las sumas que se le 
reclaman. Así lo proveyó, mandó y firma el Sr. D. N., Juez de primera 
instancia de este partido, en (lugar y fecha), de que doy fe. (Firma entera 
del Juez y del actuario, con Ante mí.) 
lÇotificación al procurador del actor en la forma ordinaria. 
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Requerimiento al alguacil que haya de ejecutar el embargo para el 
cumplimiento de lo mandado. 
Diligencia de embargo como en el juicio ejecutivo, teniendo presente 
lo que disponen los artículos 4407 al 4410. 
Cuando no sea ejecutivo el titulo que se presente para justificar la 
deuda, ha de practicarse el embargo preventivo de cuenta y riesgo del 
que lo pidiere, según el art. 4404, y así habrá de solicitarlo el acreedor 
y acordarlo el Juez en todo caso. Si el acreedor no tuviere responsabili-
dad conocida, debe exigirle el Juez fianza bastante para responder de los 
perjuicios y costas que puedan ocasionarse, acordándolo así en el mismo 
auto en que decrete el embargo preventivo, y mandando que éste no se 
lleve á efecto mientras no se preste dicha fianza. 
En todo caso, si en el acto del embargo el deudor pagare ó consig-
nare la cantidad reclamada, se acreditará así en la diligencia con suspen-
sión de aquél, dando el actuario el correspondiente recibo, y en seguida 
dará cuenta al Juez, el cual en el caso de pago mandará que se entregue 
la cantidad al acreedor, á no ser que hallándose éste presente en el acto 
de consignarla, la hubiere recibido; pero en el de consignación para evi-
tar el embargo, acordará el Juez que se traslade el dinero á la Caja de 
Depósitos y que se haga saber al acreedor. 
Si el deudor diere fianza para responder de la suma reclamada, se 
hará constar en la diligencia, con expresión de los valores ó fincas que 
ofrezca en garantía, ó de la persona que se constituya como fiador, la 
cual firmará también la diligencia. En tales casos se.suspenderá el em-
bargo, quedando el alguacil de guarda de vista, ó adoptando la medida 
que se crea conveniente para evitar todo abuso, mientras el actuario da 
cuenta al Juez, el cual si tiene por bastante la fianza, acordará, si fuere 
hipotecaria, que se otorgue la correspondiente escritura, y después de ins-
crita en el Registro de la propiedad, que se dé cuenta; si es en metálico ó 
en efectos públicos, ó con otra prenda, que se depositen en la forma co-
rrespondiente, y si personal, que se haga constar en forma la obligación 
del fiador. Constituida la fianza, y lo mismo en el caso de consignación, 
dictará el Juez la siguiente 
Providencia.—Se dan por terminadas estas diligencias preventivas, y 
entréguense al actor para el uso dé su derecho. Lo mandó, etc. 
Nolificación á las partes en la forma ordinaria. 
Requerimiento, en su caso, al alguacil que hubiere quedado de guar-
da de vista para que se retire, ó lo que proceda para que cesen las me-
didas adoptadas á fin de evitar abusos. 
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Para pie quede subsistente el embargo preventivo por cantidad mayor 
de 250 pesetas, es indispensable pedir su ratificación en el juicio ejecutivo 
6 declarativo que proceda, entablando la correspondiente demanda den-
tro de los veinte días de haberse verificado aquél: de otro modo queda 
nulo de derecho, debiendo ser condenado el actor en las costas, daños y 
perjuicios. También puede oponerse el deudor, pidiendo se deje sin efecto 
el embargo, hasta los cinco días siguientes á la ratificación. No se formu-
lan estas actuaciones, porque basta atenerse á lo que disponen los artícu-
los 414 4 y siguientes. 
Cuando corresponda al Juez municipal el conocimiento del embargo 
preventivo por no exceder de 250 pesetas la cantidad reclamada, se soli-
citará dicho embargo en la papeleta interponiendo la demanda, formulada 
en la pág. 534 del tomo 3.°, y el Juez lo acordará en la misma providen-
cia en que mande la citación para el juicio verbal, teniendo presente lo 
que se dispone para este caso en el art. 4448. 
La nueva ley del Timbre del Estado, de 5 de Septiembre de 4892, ha 
reproducido en su art. 408 lo dispuesto anteriormente (véase en la pá-
gina 504 del tomo 3.°) sobre el papel timbrado en que han de extenderse 
las papeletas de demanda y citación á juicio verbal, que es el de 75 cén-
limos de peseta, y las copias en papel común. 
SECCIÓN 1I 
DEL ASEGURAMIENTO DE LOS BIENES LITIGIOSOS 
Escrito solicitando dicho aseguramiento.—A I Juzgado.—D. José A., 
en nombre de D. Justo B., en el juicio declarativo de mayor cuantía que 
sigo contra D. Lope C., sobre propiedad de un monte, etc., digo: Que la 
principal riqueza del monte que es objeto de este pleito, consiste en su 
arbolado de encinas ( el lo que sea), que, puede ser destruido por el deman-
dado explotándolo en malas condiciones, como sucederá si es cierta la no-
ticia que tiene mi representado de que aquél se propone contratar una 
corta extraordinaria de dichos árboles. Para evitarlo, en uso del derecho 
que concede á mi parte e! art. 4419 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
puesto que la Tinca es de las determinadas en dicho artículo, y que tengo 
presentados con la demanda los documentos justificativos del derecho de 
mi representado, 
Suplico al Juzgado se sirva acordar la intervención judicial de la  ad-
ministración del referido monte litigioso, procediendo sin dilación al 
nombramiento de interventor en la forma que ordena la ley, como es de 
justicia, que pido. 
Otrosí digo: que en la pieza separada que habrá de formarse para sus- 
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tanciar este incidente en cumplimiento de lo que ordena el art. 4420 de 
la citada ley, convendrá hacer constar el objeto de la demanda principal 
y que mi parte ha presentado los documentos en que funda su derecho. 
—Suplico al Juzgado se sirva acordar que el actuario ponga en dicha 
pieza testimonio en relación de los particulares indicados, como es tam-
bién de Justicia. (Lugar, fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Juez Sr. N.—Por presentado el anterior escrito, con el 
que se formará pieza separada, poniéndose en ella el testimonio en rela-
ción que se solicita en el otrosí, y sin perjuicio de ello, citese desde luego 
á las partes para que comparezcan ante este Juzgado en el día tantos, á tal 
hora (dentro de los nueve dtas siguientes), con el objeto que previene el 
art. 4420 de la ley de Enjuiciamiento civil. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación á las dos partes por medio de cédula en la 
forma que previene el art. 272. 
Nota de haber librado el testimonio mandado y de haberlo unido a 
esta pieza separada. 
Aïota en las autos principales de haberse formado la pieza separada. 
Comparecencia de las partes.—En (lugar y fecha), siendo la hora se-
ñalada, el Sr. Juez de primera instancia de este partido, con mi asistencia, 
se constituyó en audiencia pública, y habiendo comparecido D. José A., 
como Procurador de D. Justo B., demandante, y el demandado D. Lope C., 
el Sr. Juez les manifestó que el objeto de esta comparecencia era para 
tratar sobre la intervención del monte litigioso y nombramiento de in-
terventor, sin poder alegar cosa alguna acerca de los derechos que pue-
dan asistirles en el pleito, como previene el art. 4420 de la ley de Enjui-
ciamiento civil. En su virtud, D. José A. reprodujo la pretensión que 
tiene deducida por escrito. D. Lope C. se opuso á ella alegando que no se 
propone hacer en la finca ninguna tala extraordinaria, sino lo que es de 
costumbre para su explotación y  aprovechamiento de las leñas que deben 
utilizarse, á lo que replicó el demandado que con esas operaciones pueden 
cometerse abusos, y de aquí la necesidad de la intervención para evitar - 
los. En este estado, el Sr. Juez invitó á hos interesados á que se pongan 
de acuerdo sobre la persona a quien deba nombrarse interventor, en el 
caso de que estime procedente la petición del demandante, y no liabiendu 
podido conseguirse este acuerdo, D. José A. designó para dicho cargo 
á B., C., D. y E., labradores y vecinos de esta villa, de los cuales el de-
mandado aceptó á D. (ó no habiéndose conformado el demandado con 
ninguno de ellos), el Sr. Juez dió por terminado el acto, firmando con los 
concurrentes, después de leída por mi esta acta y de encontrarla confor-
me, de que doy fe. (Media firma del Juez y entera de los demús.) 
• 
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Auto. — Resultando que por parte de D. Justo B , representado por el 
Procurador A., se ha promovido en este Juzgado pleito ordinario de ma-
yor cuantía contra D. Lope C., como heredero de su tío N , con la preten-
sión de que éste le entregue et monte entinar (se describirá), con los 
frutos producidos y debidos producir desde el fallecimiento de dicho N., 
ocurrido en tal día, fundando esta demanda en que le pertenece y es de 
su propiedad dicho monte, en virtud del legado que de él le hizo el refe-
rido N. en su testamento otorgado en tal fecha ante tal Notario, de cuyo 
testamento presentó con la demanda copia fehaciente: 
Resultando que, comunicados los autos al actor para réplica (6 el es-
tado en que se hallen), el Procurador del mismo presentó el escrito, que 
va por cabeza de esta pieza separada, solicitando que se intervenga judi-
cialmente la administración de dicho monte, conforme á lo prevenido en 
el art. 4449 de la ley de Enjuiciamiento civil, por consistir en el arbolado 
su principal riqueza, y ser susceptible de abusos, que teme sean cometi-
dos por el demandado durante el pleito: 
Resultando que convocadas las partes á la comparecencia que previene 
el art. 1420 de dicha ley, en ella se ha opuesto el demandado alegando 
ser innecesaria dicha intervención, porque no se propone hacer en el monte 
talas extraordinarias ni explotación alguna que pueda hacerle desmerecer; 
ë insistiendo el actor en su pretensión, y no habiéndose conseguido el 
acuerdo de ambas partes sobre la persona á quien deba nombrarse inter-
ventor, el Procurador A. designó para este cargo á B., Ç., D. y E., labra-
dores y vecinos de esta villa, habiendo aceptado el demandado á B. (6 
habiendo manifestado el demandado que no se conformaba con ninguno 
de ellos): 
Considerando que concurren los requisitos que exige el art. 4449 an-
tes citado para pedir y decretar la intervención judicial de la administra-
ción de la cosa litigiosa, puesto que el demandante ha presentado el do-
cumento en que funda su derecho, y la demanda versa sobre la propiedad 
de un monto, cuya principal riqueza consiste en el arbolado: 
Visto también lo que disponen los artículos 1420 y 1421 de la misma 
ley de Enjuiciamiento civil; 
Se declara haber Iugaï á la intervención judicial de la administración 
del monte antes descrito, que solicita el demandante D. Justo B.: se nom-
bra para el cargo de interventor á D., á quien se hart saber para suacep-
tación, y désele inmediatamente posesión, requiriendo á D. Lope C. para 
que se abstenga de ejecutar acto alguno de explotación de dicha finca 
sin previo conocimiento del interventor. Por este su auto asi lo man-
dó, etc. - 
Notificación a los procuradores de las partes en la forma ordinaria. 
Notificación y aceptacidn del interventor elegido. Si no quiere acep- 
à 
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tare! cargo sin retribución, deberá expresarlo y consignarse en la dili-
gencia. 
Requerimiento al demandado, conforme á lo prevenido en el auto 
 an-
terior.  
Cuando por la falta de conformidal de las partes haya de ser nom- 
arado interventor el que pague mayor cuota de contribución territorial, 
6 de industrial en su caso, de los cuatro designados por el actor, si en el 
acto de la comparecencia no hubiere éste exhibido los correspondientes 
recibos para acreditarlo, en el auto se dirá: «se nombra para el cargo de 
interventor á la persona que pague mayor cuota de contribución de las 
cuatro designadas por el demandante en la comparecencia que precede, 
y á fin de hacer constar esta circunstancia, diríjase atenta comunicación 
al Sr. Delegado de Ilacienda (ó á quien corresponda), y luego que se re-
ciba su contestación, dése cuenta.» Nos parece más expedito este medio 
que el de mandar al actor que exhiba los recibos de la contribución, como 
•también puede hacerse. Luego que conste dicha circunstancia, dictará el 
Juez la siguiente providencia: «Se tiene por nombrado interventor L.. (el 
que resulte con mayor cuota de contribución); trágasele saber para su 
aceptación, y désele posesión, etc.», como en el auto. 
Las denr: s actuaciones á que pueden dar lugar estos incidentes no 
merecen ser formuladas: basta atenerse al texto de la ley. 
Cuando el demandado preste fianza personal o hipotecaria para que 
se alce la intervención, se oirá al actor por un término breve, y si se 
opone á su admisión por ser insolvente el fiador, ó deficiente el valor de 
la hiloteca, el Juez convocará á las partes á juicio verbal, con señala-
miento de dia y hora; en él las oirá y admitirá las pruebas pertinentes 
que rresentcn sobre dicho extremo, y dentro de los tres días siguientes 
dictará sentencia, la que es apelable en ambos efectos para ante la Au-
diencia territorial. 
TÍTULO XV 
DEL JUICIO EJECUTIVO 
«De las ejecuciones», era el epígrafe del título xx de la pri-
mera parte de la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, en el que se 
ordenó el procedimiento del juicio ejecutivo, de que trata también 
el que ahora vamos á exponer. En la introducción á dicho título 
de nuestros comentarios á aquella ley, expusimos que, según la 
acepción común y forense de la palabra ejecución; no era técnico 
ni concreto dicho epígrafe, y que sería más propio el de juicio eje-
cutivo, empleado siempre en nuestro foro, dividiéndolo en dos sec-
ciones, que ordenen el procedimiento ejecutivo y el de apremio, ó 
sean, vía ejecutiva y vía de apremio, como también se han denomi-
nado siempre los dos períodos en que se divide dicho juicio, con 
otra sección para el de las tercerías que se promuevan como inci-
dentes del mismo. En la nueva ley se ha seguido este método, res-
tableciendo las denominaciones antiguas y suprimiendo la sección 
cuarta del título de la ley anterior antes citado, que trataba «de 
la segunda instancia en el juicio ejecutivo», la cual está hoy com-
prendida en la regla general del art. 887. 
Aparte de esas modificaciones, la nueva ley ha introducido re-
formas importantes en este juicio, unas para suplir omisiones y 
deficiencias de la ley anterior, y otras en cumplimiento de lo or-
denado en las bases 2.», núm. 3.°, y 3 », 11, 12, 13 y 14 de las apro-
badas por la ley de 21 de Junio de 1880, qne podrán verse al prin-
cipio del tomo 1.0 de esta obra. Llamaremos la atención sobre esas 
reformas al comentar los artículos que las contienen. 
La ley de Enjuiciamiento civil para Cuba y Puerto Rico acep- 
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té el procedimiento establecido en la de la Peninsula para el juicio 
ejecutivo, sin otra modificación que la exigida por la diferencia de 
valor en la moneda. El mismo procedimiento regía en las islas Fi-
lipinas desde que por Real decreto de 3 de Febrero de 1888 se 
hizo extensiva á aquellas islas la ley de la Península. Pero ese 
procedimiento, en cuanto se relaciona con los créditos hipoteca-
rios, ha sido modificado esencialmente por la nueva Ley Ilipoteca-
ria para las provincias de Ultramar, que reformando las que re-
gían en Cuba, Puerto Rico y Filipinas, ha sido sancionada y pu-
blicada en 14 de Julio del presente año 1893, y por el reglamento 
para la ejecución de dicha ley, aprobado por Real decreto de 18 
del mismo mes de Julio, mandando á la vez que, tanto aquélla 
como éste, empezarán á regir en cada una de dichas islas á los 
veinte días de terminarse la publicación de la ley en las Gacetas 
oficiales respectivas. 
Esa reforma tiene por objeto dar mayores garantías y facili-
dades al crédito territorial en nuestras provincias ultramarinas, 
cohibido en parte por el procedimiento largo, costoso é inseguro 
para hacer efectivos los créditos hipotecarios. Por ella se suprime 
el primer período del juicio ejecutivo, ordenado en la sección 1.a 
del presente título, y se comienza el procedimiento judicial por 
la vía de apremio, simplificándola cuanto es posible. Las razones 
que para ello ha tenido el Ministro de ITltramar Sr. Maura, á 
cuya iniciativa se debe tan importante y radical reforma, confir-
mando así su reputación de eminente jurisconsulto, teórico y prác-
tico, están consignadas por el mismo en la exposición que precede 
al proyecto de ley, que presentó á las Cortes en 26 de Mayo de 
1893, á fin de que se autorizase al Gobierno, como se le autorizó 
por la ley de 14 de Julio siguiente, para llevar á efecto la ley re- 
formando la Hipotecaria, aplicada á Cuba, Puerto Rico y Filipi-
nas. El párrafo que se refiere al punto de que tratamos, dice asi: 
«Pero donde la voz de la experiencia se ha dejado oir con ma-
yor fuerza contra la ley, demandando remedio pronto, ea en lo re-
ferente al procedimiento para hacer efectivos los créditos hipote-
carios. Su complicación abrumadora, la inseguridad del éxito y su 
coste incalculable, retraen al capital ó sugieren condiciones usura- 
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rias; la venta á retro viene sustituyendo al préstamo, para sugfr&-
mir todo procedimiento con daño del terrateniente; se estipulan in-
tereses que triplican el capital prestado, y tal vez, empleando otras 
fórmulas, se sujeta con responsabilidades penales al deudor, con-
virtiendo la santidad de las leyes escritas para castigar delitos en 
vil instrumento de la codicia contra el infortunio. Emplea estas 
artes la desconfianza, porque el procedimiento legal no satisface 
las exigencias razonables de la contratación, y á cortar la raíz de 
estos males, proporcionar á la tierra el capital que necesita, y dar 
al prestamista seguridades de pronto y fácil cobro, se consagra la 
reforma de mayor transcendencia que propone el Gobierno, supri-
miendo trámites que, sin garantía positiva de los derechos, ahoga 
los más sagrados. La previa tasación, la fijeza en la competencia 
judicial para las diligencias precisas, la supresión de todo pleito, 
un solo requerimiento y la subasta inmediata, son las bases de la 
nueva legislación; suprímense juicios, exenciones, exhortos, man-
damientos de embargo de lo que está ya hipotecado, incidentes, 
subastas simultáneas, y tantas otras barreras atravesadas en la 
senda del crédito territorial con noble ánimo, en las que sólo tro-
pieza realmente la buena fe.» 
Estas mismas razones pudieran aplicarse al procedimiento de 
la Península, y es de esperar que también se lleve á él esa reforma 
con las modificaciones que aconseje la experiencia, y haciéndolo 
extensivo á los demás títulos ejecutivos de indudable legitimidad, 
aunque concediendo los medios de impugnación que sean indis-
pensables para amparar los legítimos fueros de la defensa. Por 
ahora esa radical reforma es sólo aplicable á las provincias de 
Ultramar, y está limitada á la cobranza de los créditos hipoteca-
rios. Tampoco podía ser de otro modo, por haberla establecido 
por medio de la ley Hipotecaria y su reglamento, no obstante ser 
de la competencia de la de Enjuiciamiento civil. La íntima rela-
ción que la materia tiene con aquella ley y la dificultad de realizar 
en breve término la reforma de ésta, explican y justifican eea 
irregularidad. 
Al final de la sección segunda del presente título daremos por 
apéndice las disposiciones ds la nueva ley Hipotecaria par& daos 
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provincias de Ultramar y su reglamento, que ordenan el procedi-
miento para hacer efectivos los créditos hipotecarios en aquellas 
provincias.  
Veamos ahora las de la ley que estamos comentando, rela-
iiivas al juicio ejecutivo, entendiéndose por tal el procedimiento 
que se emplea á instancia de un acreedor contra su deudor moroso 
para exigirle breve y sumariamente el pago de la cantidad líquida 
que le debe de plazo vencido y en virtud de documento indubitado. 
Esta definición comprende los cinco requisitos que por la jurispru-
dencia antigua, sancionada por la nueva ley, son necesarios para 
quo pueda tener lugar el juicio ejecutivo, á saber: acreedor ó per-
sona cou derecho para pedir; deudor cierto; cantidad líquida; plazo 
vencido, y documento que tenga aparejada ejecución. Por ser el úl-
timo la base del procedimiento, lo determina la ley en primer lu-
gor, como veremos en el comentario siguiente. 
Concluiremos estas observaciones preliminares recordando que 
ningún tribunal puede despachar mandamien to de ejecución ni 
dictar providencias de embargo contra las rentas y caudales del  
Estado, según lo prevenido en el art. 1.6 de la ley de Contabilidad 
de 25 de Junio de 1870, y que tampoco procede el juicio ejecutivo 
por deudas de las Diputaciones provinciales y de los Ayuntamien-
tos, á no ser que estén aseguradas con prenda ó hipoteca, según el 
art. 113 de la ley Provincial de 29 de Agosto de 1882, y el 143 
de la Municipal de 2 de Octubre de 1877, habiéndose declarado 
que son aplicables estas disposiciones á las corporaciones y esta-
blecimientos públicos que se sostienen con fondos del Estado, de 
las provincias 6 de los municipios. Véase lo que sobre esto se ha 
dicho al tratar de la ejecución de sentencias en las páginas 177 y 
siguientes, y 195 del tomo 4.° de esta obra. 
Téngase también presente que las compañías ó instituciones de 
crédito pueden prescindir del juicio ejecutivo y exigir por la vía 
de apremio el pago de sus créditos hipotecarios, como se declara 
	 j 
en el art. 1560, y expondremos en su comentario. 
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SECCIÓN PRIMERA 
DEL PROCEDIM[ENTO EJECUTIVO 
ARTtCULb 1429 
(Art. 1427 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La accion ejecutiva deberá fundarse en un título que 
tenga aparejada ejecucion. 
Sólo tendrán aparejada ejecucion los títulos si-
guientes: 
1. 0 Escritura pública, con tal que sea primera co-
pia, 6 si es segunda, que esté dada en virtud de man-
damiento judicial y con citacion de la persona a quien 
deba perjudicar, 6 de su causante. 
2. 0 Cualquier documento privado que haya sido re-
conocido bajo juramento ante el Juez competente para 
despachar la ejecucion. 
3. 0 La confesion hecha ante Juez competente. 
4. 0 Las letras de cambio, sin necesidad de recouo-. 
cimiento judicial respecto al aceptante que no hubiere 
puesto tacha de falsedad á su aceptacion, al tiempo de 
protestar la letra por falta de pago. 
5. 0 Cualesquiera títulos al portador, 6 nominati-
vos, legftimamente emitidos, que representen obliga-
ciones vencidas, y los cupones tambien vencidos de di-
chos títulos, siempre que los cupones confronten con 
los títulos, y éstos, en todo caso, con los libros talona-
rios. 
Resultando conforme la confrontacion, no será obs- 
táculo á que se despache la ejecucion la protesta de 
falsedad del titulo que en el acto hiciere el director 6 
la persona que tenga la representacion del deudor, 
quien podrá alegar en forma la falsedad como una de 
las excepciones del juicio. , 
6. 0 Las pólizas originales de contratos celebrados 
con intervencion de agente de Bolsa 6 corredor públi-
co, que estén firmadas por lqs contratantes y por el 
mismo agente 6 corredor que intervino en el contrato, 
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con tal de que se comprueben, en virtud de manda-
miento judicial y con citacion contraria, con su regis-
tro, y éste se halle arreglado á las prescripciones de 
la ley. 
El art. 941 de la ley de 1855 sancionó la regla absoluta de 
nuestra antigua jurisprudencia, que reproduce el párrafo primero 
del que estamos comentando, según la cual, «la acción ejecutiva de-
berá fundarse en un título que tenga aparejada ejecución»; ó como 
decía dicho artículo de la ley anterior, «para que el juicio ejecutivo 
pueda tener lugar, se necesita un título que tenga aparejada eje-
cución». Era necesaria esta limitación, y que la misma ley deter-
minase cuáles habían de ser esos títulos ejecutivos, por tratarse de 
un juicio especial y privilegiado. Al designarlos la ley anterior en 
el mismo artículo, se limitó á los comprendidos en los tres primeros 
números del actual, y se han adicionado en la nueva ley los otros 
tres, ó sean los de los números 4.°, 5.° y 6.°, en cumplimiento de lo 
ordenado en el núm. 3.° de la base 2." de las aprobadas por la ley 
de 21 de Junio de 1880, por la cual se mandó refundir en la ley 
reformada, con las ampliaciones, modificaciones y reformas que se 
considerasen convenientes, «las disposiciones que con motivo de la 
ley de 6 de Diciembre de 1868 sobre unificación de fueros y alguna 
otra, se han hecho en el juicio ejecutivo». Dicho decreto-ley de 
1868, al suprimir la jurisdicción de Comercio, y sujetar al procedi-
miento común los negocios de que ella conocía, adicionó en el ar-
tículo de que tratamos los números 4.° y 5.°, olvidándose de las pó-
lizas á que se refiere el núm. 6.°, adicionado también en la nueva 
ley, si bien con algunas reformas, para ponerlos en armonía con la 
legislación vigente. 
«Sólo tendrán aparejada ejecución», dice este articulo, dando 
a entender con el adverbio sólo que es taxativo su precepto, y que 
únicamente pueden servir de título ejecutivo los documentos que 
en él se designan. Por la importaíicia de esta materia los examina-
remos con separación. 
L" Escrituras ptíblicas.—Al comentar el art. 596 (pág. 235 
del tomo 3..°) se dijo lo que, en su acepción concreta, se entiende 
1 
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por escritura pública; mas, para que ésta sea título ejecutivo, es 
necesario que reuna ciertas condiciones especiales en su fondo y 
en su forma. En el fondo, que contenga la obligación de una per-
sona ó entidad jurídica á favor de otra de pagarle en cierto plazo 
una cantidad líquida en dinero efectivo, 6 en especie que pueda 
computarse á metálico, y que su valor exceda de 250 pesetas, pues 
sólo concurriendo estas circunstancias puede despacharse ejecución 
(art. 1435). Y en cuanto á la forma, «que sea primera copia, 6 si 
es segunda, que esté dada en virtud de mandamiento judicial y 
con citación de la persona á quien deba perjudicar, ó de su cau-
sante», en el supuesto de que esté autorizada por notario que tenga 
fe pública en el lugar donde se hubiere otorgado, y legalizada en 
su caso, con las demás formalidades prevenidas en la ley del Nota-
riado de 28 de Mayo de 1862, y en el reglamento para su cumpli-
miento, de 9 de Noviembre de 1874, que reformó el anterior, y que 
se halle extendida en el papel del timbre que corresponda. 
Según el art. 17 de dicha ley, «es primera copia el traslado de 
la escritura matriz que tiene derecho á obtener por primera vez 
cada uno de los otorgantes», cualquiera que sea la fecha en que se 
libre; y se da el nombre de segunda copia á todas las que se expi-
den después de la primera, aunque sea á instancia de la misma 
parte que ya la hubiere obtenido. El notario tiene la obligación 
de expresar en la suscripción ó pie del traslado si es primera ó se-
gunda copia, con los demás particulares que se determinan en los 
artículos 80 al 83 del reglamento antes citado, lo cual servirá de 
norma al juez para apreciar si la escritura tiene, ó no, fuerza eje-
cutiva. 
La ley de Enjuiciamiento civil, lo mismo la anterior que la ac-
tual, ha seguido lo que ya estaba establecido por las leyes de Par-
tida y recopiladas (1) y era jurisprudencia constante de los tribu-
nales, al declarar que para que la escritura pública tenga apare-
jada ejecución ha de ser primera  copia; y si fuere segunda, que 
haya sido dada en virtud de mandamiento judicial y con citación 
(1) Leyes 10, 11 y 12, tit. 19, Partida 3'; y 5.", tit. 23, libro 10 de la Noví-
sima Recopilación. 
J 
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de la persona á quien deba perjudicar, ó de su causante. «¿A qué 
fundamento racional responde la diferencia de primeras y segun-
das copias de escrituras públicas?» pregunta un ilustrado profesor 
de derecho; y el mismo se contesta: «Absolutamente á ninguna: es 
un error de las leyes anteriores, que ha copiado ciego é inconsciente 
el legislador moderno. Todas las copias que se sacan de una escri-
tura matriz tienen la misma fuerza.» Esto sí que es un error, á 
nuestro juicio y salvando los respetos debidos á nuestro estimado 
compañero. Tendrán todas la misma fuerza, si han sido expedidas 
con arreglo á la ley, y la ley ordena, con plausible previsión para 
evitar abusos, que no puedan dar los notarios segundas copias de 
las escrituras de obligación de dar ó de hacer alguna cosa, sino en 
virtud de mandamiento judicial y con la citación antedicha. Así 
lo disponen el art. 18 de la ley del Notariado y el 83 de su regla-
mento, y por consiguiente, no habrá notario que expida una se-
gunda copia sin llenar dichos requisitos; y si lo hiciere, faltando á 
su deber é incurriendo en responsabilidad, esa segunda copia no 
debe tener ni tiene la misma fuerza que la que hubiere expedido 
con las formalidades y requisitos que exige la ley. No es, pues, 
exacto que tengan la misma fuerza todas las copias que se sacan de 
una escritura matriz, aunque hayan sido expedidas por el notario 
autorizante de ésta. Si todas tuviesen la misma fuerza, podría 
darse el caso de despacharse á la vez dos ó más ej ecuciones por 
una misma deuda y contra un mismo deudor. Para evitar éste y 
otros abusos posibles, se han adoptado aquellas precauciones, cuya 
necesidad y conveniencia se justifican con el acuerdo unánime de 
los legisladores antiguos y modernos, sin que exista razón alguna 
para decir que éstos han seguido á aquéllos ciega é inconsciente-
mente: los han seguido por existir hoy la misma razón que tuvo 
D. Alfonso el Sabio para establecer esa prohibición en la ley 10, 
tit. 19 de la Partida 3.° 
No establece la ley el procedimiento para obtener la segunda 
copia por ser de práctica corriente, y bastar la prevención de que 
ha de darse en virtud de mandamiento judicial y con citación de 
la persona á quien deba perjudicar. Por consiguiente, la parte in-
teresada, sin necesidad de valerse de procurador ni de abogado, 
DEL JUICIO EJECUTIVO 	 449 
por tratarse de un acto de jurisdicción voluntaria de los definidos 
en el art. 1811, presentará escrito al juez de primera instancia del 
distrito á que pertenezca la notaría, solicitando simplemente se le 
dé la segunda copia con citación de la parte contraria y que se 
expida para ello el correspondiente mandamiento. El juez debe 
acceder de plano á esta pretensión, sin exigir el juramento ni lo 
demás que prevenían las leyes de Partida. La citación se hará por 
medio de cédula en la forma ordenada para los demás casos, y por 
edictos cuando no conste el domicilio ó paradero del que ha de ser 
citado, conforme á los artículos 266 y siguientes. En este último 
caso creemos que procede citar también al Ministerio fiscal, como 
se previene en el art. 18 de la ley del Notariado. El citado podrá 
oponerse á que se expida la segunda copia, si hubiere pagado la 
deuda, ó por cualquiera otra razón conducente, en cuyo caso se 
hará contencioso el expediente, conforme á lo prevenido en el ar-
tículo 1817. También tiene derecho á presenciar la compulsa ó co-
tejo de la copia con la escritura matriz, de la quo ha de sacarse 
aquélla, y no de otra copia. Si no comparece á este fin, ni se opone 
desde luego, el notario librará la copia, y la entregará al interesado, 
el cual podrá utilizarla corno documento que tiene aparejada eje-
cución. 
Según el art. 19 de la ley del Notariado y el 30 de su regla-
mento, los notarios han d e . autorizar todos los instrumentos públi-
cos con su signo, firma y rúbrica. No se exige ningún otro requi-
sito, fuera de la legalización en su caso, para que haga , fe y se 
tenga por auténtico el documento: por consiguiente, desde que se 
publicó aquella ley en 28 de Mayo de 1862, quedó resuelta la cues-
tión que, interpretando las leyes de Partida, suscitaban nuestros 
prácticos antiguos, y examina algún autor moderno, sobre si era, 
ó no, necesario, para la fuerza ejecutiva de la primera copia, que 
la suscripción ó pie de la misma estuviese escrito de puño y letra 
del notario autorizante: basta el signo, firma y rúbrica, como lo 
ordena la ley. 
Indicaremos también que las escrituras públicas otorgadas 
en país extranjero ante los funcionarios que en él ejerzan la fe 
pública, tendrán fuerza ejecutiva en España, si reunen los re- 
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quisitos que previene el número 1.° del artículo que 'estamos co-
mentando, y los que exige el 600 para que tengan en juicio el 
mismo valor que las autorizadas por notarios españoles. Véase 
el comentario de dicho artículo (páginas 256 y siguientes del 
tomo 3.°). 
Lus certificaciones de los actos de conciliación con avenencia al 
pago de cantidad líquida que exceda de 250 pesetas (de 1.000 en 
Ultramar), ¿tienen aparejada ejecución? Tenemos por indudable la 
contestación afirmativa, como ya lo hemos dicho examinando esta 
cuestión en el comentario al art. 476. Para evitar repeticiones, 
véase dicho comentario y el que le sigue (págs. 432 y siguientes 
del tomo 2.°). 
El Código civil, publicado después, confirma implícitamente 
nuestra doctrina. Según su art. 1216, «son documentos públicos 
los autorizados por un notario ó empleado público competente, con 
las solemnidades requeridas por la ley». El juez municipal y su 
secretario son funcionarios públicos, y los únicos competentes para 
autorizar los actos de conciliación: luego estos actos y las certifi-
caciones que de ellos expidan son documentos públicos y tienen la 
misma fuerza y valor que los autorizados por notario, siendo lógico 
y racional que produzcan los mismos efectos, como se los atribuye 
expresamente el art. 476 de la presente ley, al ordenar que «siem-
pre que lo convenido en acto de conciliación exceda de dicha cuan-
tía de 250 pesetas (de 1.000 en Ultramar), tendrá el valor y efica-
cia de un convenio consignado en documento público y solemne». 
Este documento, por tratarse de derechos y obligaciones entre 
particulares, tiene que ser necesariamente una escritura pública 
autorizada por notario competente, y dando la ley este valor y efi-
cacia al acto de conciliación en que se haya celebrado tal convenio, 
es indudable que le atribuye los mismos efectos que al consignado 
en escritura pública ante notario, y por consiguiente que las certi-
ficaciones de dichos actos están comprendidas en el núm. 1.° del 
art. 1429 que estamos comentando, el cual da fuerza ejecutiva á la 
escritura p:tblica, sin concretarla á las autorizadas por notario, con 
tal de que reuna los requisitos que en él se determinan, y que ya 
hemos explicado. Esta misma interpretación ha dado á las disposi- 
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eiones citadas la Audiencia territorial de Madrid (1). Y no puede 
ser de otro modo sin incurrir en el absurdo de atribuir diferentes 
efectos á dos documentos iguales en su fondo, y á los que da la ley 
expresamente el mismo valor y eficacia y la misma fuerza probato-
ria, no obstante su diferencia en la forma. 
(1) Un juez de primera instancia de Madrid denegó una ejecución por es-
timar que no era titulo ejecutivo la certificación de lo convenido en acto de 
conciliación en que aquélla se fundaba, y la Audiencia, por auto de 14 de 
Marzo de 1889, revocó el apelado por los considerandos siguientes, que están 
conformes con la doctrina que hemos expuesto sobre esta materia: 
«Considerando que con arreglo al + párrafo segundo del art. 476 de la ley 
de Enjuiciamiento civil , lo convenido en acto conciliatorio cuando excede de 
250 pesetas tiene el valor y eficacia de un convenio consignado en documento 
público y solemne, cuyo carácter reviste, por tanto, el certificado, base de la 
ejecución solicitada por D. J. S. contra D, F. G.: 
»Considerando que ese valor y eficacia no puedo ser otro que el que ten-
dria tal convenio si lo hubieran otorgado las partes por escritura pública 
ante notario hábil para autorizarlo, y que, por consiguiente, aquel certificado 
sirve de titulo ejecutivo, lo mismo quo si fuera un documento de esa clase: 
aConsiderando que, si bien en el art. 1429 de la referida ley no se men-
cionan especialmente las certificaciones de lo convenido on acto de concilia-
ción entre los títulos que llevan aparejada la via ejecutiva, es evidente que 
se hallan comprendidos lógica y racionalmente en su núm. 1.° por las razo-
nes expuestas, y tanto, que asi lo confirma la excepción del núm. 6.' del ar-
ticulo 460 y el 49 de la ley del Timbre do 31 do Diciembre de 1881, exigiendo 
que los pliegos subsiguientes al primero en dichos certificados sean de la 
clase duodécima como en las copias de las escrituras: (La misma disposición 
se ha reproducido en el art. 105 de la actual ley del Timbre de 15 de Sep-
tiembre de 1892.) 
»Considerando que la certificación base de la demanda ejecutiva entabla-
da por S., no puede menos de estimarse como primera copia, dados el tiem-
po y forma en que fué expedida: 
»Considerando que de las precedentes declaraciones se infiere la proce-
dencia del despacho de ejecución interesado por el procurador V. en la re-
presentación que ostenta en estas diligencias, ya que concurren también las 
condiciones esenciales de cantidad liquida y plazo vencido, y se ha formulado 
la protesta que determina el art. 1439 de la ley procesal : 
»Visto además el art. 896: 
aSe revocan los autos apelados del 15 y 22 de Diciembre próximo pasado, 
y devuélvanse las diligencias al Juzgado de primera instancia de  con la 
conducente certificación y orden para quo proceda con arreglo á derecho.» 
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2.° Documentos privados.—Los hemos definido en la pág. 269 
y siguientes del tomo 3.° De sus diferentes clases, sólo pueden te-
ner aplicación al caso de que tratamos aquellos por los cuales, 
cualquiera que sea su clase (cualquier documento privado, dice la 
ley), una persona ó entidad jurídica se obligue á dar ó pagar á otra 
una cantidad líquida en dinero efectivo, ó en especie que pueda 
computarse á metálico, pues sólo en estos casos puede despacharse 
ejecución (art. 1435). Tales documentos no tienen fuerza ejecutiva 
por sí mismos; la adquieren luego que son reconocidos por el deu-
dor bajo juramento y ante juez competente, de suerte que no es el 
documento privado el que llevaáparejada ejecución, sino la confe-
sión ó declaración judicial del deudor reconociendo la certeza y 
legitimidad del documento. Este reconocimiento ha de hacerse en 
la forma que se ordena en los artículos 1430 y siguientes, y que ex-
plicaremos al comentarlos, expresando al solicitarlo que tiene por 
objeto preparar la ejecución, pues, si con otro fin se realizara, no 
constituiría título ejecutivo, según se deduce del art. 1434 y ha 
sido y es la práctica constante. 
En cuanto al juez competente, la ley anterior, en el nizm. 2.° de 
su art. 941, prevenía que el reconocimiento del documento privado, 
para que llevase aparejada ejecución, debía hacerse bajo juramento 
ante autoridad judicial. Esta generalidad daba lugar á creer que 
cualquiera autoridad judicial era competente para dicha diligencia, 
lo cual estaba en contradicción con lo que prevenía el mismo ar-
tículo respecto de la confesión, y con lo observado constantemente, 
en cumplimiento de la ley 4.", tít. 28, libro 11 de la Novísima Re-
copilación, que previno se hiciera dicho reconocimiento ante el 
juez que manda ejecutar. Esto era lo racional, por tratarse de dili-
gencias para preparar la ejecución, que había de apreciar el juez 
que de ésta conociera. Por eso, y para evitar las dudas y cuestio-
nes á que aquella disposición se prestaba, en la nueva ley se ha 
restablecido íntegramente nuestro antiguo derecho, declarando que 
dicho reconocimiento ha de hacerse ante el juez que sea competente 
para despachar la ejecución. Por consiguiente, si el reconocimiento 
se hubiere hecho ante otro juez, no llevará aparejada ejecución, y 
para darle esta eficacia será preciso reproducirlo ante el juez com- 
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petente. Esta competencia se determinará por las reglas generales 
de los artículos 56 al 62. 
Téngase presente que los documentos privados deben llevar el 
timbre del Estado que corresponda á su clase y cuantía, conforme 
A la ley del Timbre de 15 de Septiembre de 1892, la cual en su ar-
tículo 184 prohibe á los tribunales la admisión de documento al-
guno que carezca del timbre correspondiente; y respecto de los 
que son de carácter mercantil, como las letras de cambio, libran-
zas, pagarés y cheques á la orden y demás que son considerados 
como documentos de giro, se previene en el art. 141 de dicha ley, 
que los que no estén extendidos en el papel correspondiente del 
que expende el Estado, ó reintegrados los que pueden exteuderse 
en papel común, serán nulos y de ningún valor, y carecerán de la 
eficacia ejecutiva que los documentos mercantiles tienen aparejada, 
sin perjuicio de poder reclamar en vía ordinaria el cumplimiento 
de la obligación como puramente civil. 
3.° La confesión hecha ante juez competente.
—
Copiado en la 
presente ley del núm. 3.° del art. 941 de la anterior. «Las confe-
siones claras, fechas ante juez competente, trayan aparejada ejecu-
ción», era ya ley del Reino desde el año 1534 (ley 4.a, tit. 28, 
libro 11 de la Nov. Recop.). Por juez competente para este caso se 
ha entendido siempre el que lo sea para despachar la ejecución, y 
así ha de entenderse ahora sin ningún género de duda, en vista de 
la declaración expresa que se hace en el número anterior. Como 
dicha ley recopilada se refería á la confesión clara, no so daba 
fuerza ejecutiva sino á la expresa, de las diferentes clases en que di-
vidían los autores la confesión, y que hemos definido en la pág. 199 
del tomo 3.° Este punto ha sido reformado por la presente ley, 
dando fuerza ejecutiva en ciertos casos á la confesión tácita ó pre-
sunta, como puede verse en el art. 1432 y expondremos al comen-
tarlo, indicando allí el procedimiento para recibirla y la forma 
en que ha de prestarse. Téngase presente también el art. 1434. 
El Código civil trata de la confesión como uno de los medios 
de prueba de las obligaciones, declarando en su art. 1231, que es 
condición indispensable para la validez de la confesión, que recaiga 
sobre hechos personales del confesante, y que éste tenga capacidad 
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legal para hacerla. No la tienen los menores de edad no emancipa-
dos, nilos mayores que están sujetos á tutela. Yaíiade en el artículo 
1235, que «la confesión judicial debe hacerse ante juez competente. 
bajo juramento y hallándose personado en autos aquel á quien ha de 
aprovechar». Todos estos requisitos han de concurrir en la confe-
sión judicial para que tenga fuerza ejecutiva, debiendo ser indeci-
sorio el juramento. 
4.° Letras de cambio.— Siempre que se hallen extendidas en 
papel del timbre correspondiente á su cuantía, y-con las formalida-
des y requisitos que previene el Código de Comercio, se reputan 
actos mercantiles, y todos los derechos y acciones quo de ellas se 
originen, sin distinción de personas, se rigen por las disposiciones 
de dicho Código. Así lo ordena el vigente de 1885, en su art. 443, 
reformando en este punto el anterior, que sólo atribuía dichos efec-
tos á las letras de cambio respecto de los comerciantes que en ellas 
hubiesen intervenido, ó cuando hubieren sido libradas ó aceptadas 
por consecuencia de una operación mercantil, considerándolas en 
otro caso como simples pagarés: hoy se rigen en todo caso por el 
Código de Comercio vigente. Según el art. 521 del mismo, de 
acuerdo en este punto con el anterior, «la acción que nace de las 
letras de cambio para exigir en sus casos respectivos del librador, 
aceptantes y endosantes el pago ó el reembolso, será ejecutiva, de-
biendo despacharse la ejecución en vista de la letra y del protesto, 
sin otro requisito que el reconocimiento judicial que hagan de su 
firma el librador ó endosantes demandados. Igual acción corres- 
ponderá al librador contra el aceptante, para compelerle al pago. 
El reconocimiento de la firma no será necesario para despachar la 
ejecución contra el aceptante, cuando no se hubiere puesto tacha 
de falsedad en el acto del protesto por falta de pago.» 
Está conforme con esta disposición la del núm. 4.° del artículo 
que estamos comentando. El portador de una letra de cambio, que 
ha sido presentada y protestada por falta de pago en tiempo y 
forma, tiene derecho á exigir del aceptante, del librador ó de cual-
quiera de los endosantes, el reembolso con los gastos de protesto y 
recambio, debiendo cumplir las formalidades y requisitos que para 
estos casos se determinan en los artículos 516 y siguientes del Códi- 
A 
A 
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go de Comercio vigente. Es ejecutiva la acción para el ejercicio de 
ese derecho, según ya se ha dicho; pero, como tales letras son docu-
mentos privados, es necesario preparar la ejecución con el reconoci-
miento de la firma. Supone la ley este reconocimiento en el acep-
tante, cuando «no hubiere puesto tacha de falsedad á su aceptación 
al tiempo de protestar la letra por falta de pago», fundándose esa 
presunción legal en que, en ese caso, el aceptante ha reconocido la 
legitimidad de la aceptación, y por consiguiente su firma, ante el 
notario que da fe del acto, lo cual no sucede respecto del librador 
ni de los endosantes. Por esto declara que tienen aparejada ejecu-
ción «las letras de cambio, sin necesidad de reconocimiento judicial 
respecto al aceptante, que no hubiere puesto tacha de falsedad á su 
aceptación, al tiempo de protestar la letra por falta de pago». Pero, 
si el portador, en uso de su derecho, quiere dirigir su acción contra 
el librador ó alguno de los endosantes, respecto de éstos no tiene 
fuerza ejecutiva la letra sin que reconozca su firma el que haya de 
ser demandado, y es preciso que pida previamente y obtenga este 
reconocimiento bajo juramento ante el juez competente para 
 des-
pacha r la ejecución, conforme á lo prevenido en los arts. 143() y 
1431 de la ley, y á lo que se ordena en el 521 del Código antes 
copiado. 
Téngase presente para no incurrir e ll error, que la tacha antes 
indicada, que priva á la letra de cambio de la fuerza ejecutiva sin 
el reconocimiento de la firma, ha de ser la de falsedad de la acep-
tación, como lo dice expresamente el ntim. 4.° que estamos exami-
nando, y no la de falsedad de la letra, como entiende un comenta-
rista. El que acepta una letra de cambio, sea ó no comerciante, sin 
distinción de personas, como dice la ley, por este solo hecho contrae 
la obligación de pagarla á su vencimiento, sin que pueda relevarle 
del pago ninguna excepción, salvo la de falsedad de la aceptación. 
Así lo ordena también el art. 480 del mismo Código de Comercio. 
Si al tiempo de protestar la letra por falta de pago, dice el reque-
rido que no está obligado al pago por ser falsa la aceptación, y así 
se consigna en el protesto, claro es que, además de no reconocer 
su firma, niega la deuda, y falta por tanto el requisito esencial que 
da fuerza ejecutiva á los documentos privados. Pero si el aceptante, 
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reconociendo como legítima, ó puesta y firmada por él, la acepta-
ción, se niega al pago por creer falsa la letra, mientras no se pruebe 
y declare este hecho por los trámites legales, no puede eximirse 
del cumplimiento de la obligación contraída por la aceptación, ni 
privar ese documento de la fuerza ejecutiva que le atribuye la 
ley, y en cuya virtud deberá despacharse la ejecución, sin perjuicio 
de su  derecho para oponer después á su tiempo la excepción de 
falsedad de la letra, conforme al art. 1465 de la ley. 
También debemos advertir que cuando, por no haber pagado 
la letra el aceptante, el portador de la misma tenga que dirigir su 
acción contra el librador ó alguno de los endosantes, es necesario 
el reconocimiento judicial de la firma del que haya de ser deman-
dado. Así lo declara el art. 521 del Código de Comercio, debiendo 
en su virtud cesar la práctica abusiva de algunos juzgados que exi-
gían en dicho caso el reconocimiento de la firma de todo los en-
dosantes anteriores y del librador para dar fuerza ejecutiva á la 
letra. Basta el reconocimiento de la firma del que como librador ó 
endosante haya de ser demandado, para que conste auténticamente 
la obligación contraída, con cuyo requisito, y acompañando el pro-
testo, como debe hacerse en todo caso, tiene la letra do cambio apa-
rejada ejecución contra el librador ó endosante que haya recono-
cido su firma bajo juramento ante el juez competente para despa-
char la ejecución. 
Indicaremos, por último, que según el art. 141 de la ley del 
Timbre de 15 de Septiembre de 1892, las letras de cambio y de-
más documentos de giro,, que no estén extendidos en el papel tim-
brado correspondiente del que expende el Estado, ó reintegrados 
en forma, cuando esto es permitido, serán nulos y de ningún valor, 
no pudiendo ser admitidos en juicio, y careciendo por tanto de la 
eficacia ejecutiva que los documentos mercantiles llevan aparejada; 
pudiendo utilizarse solamente la forma de enjuiciar que para el 
cumplimiento de obligaciones puramente civiles reconoce el dere-
cho común. Y en los artículos 136 y 137 de la misma ley se pre-
viene, que los documentos de dicha clase librados en el extranjero, 
ó en territorio español donde no sea exigible el impuesto del  tim-
bre, y 
 deban cobrarse donde éste rige, antes de que puedan ser 
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negociados, aceptados, pagados ó protestados, serán reintegrados 
con un ejemplar timbrado de los que el Estado expende, que esté 
en proporción con la cuantía de la cantidad girada, en cuyo ejem-
plar se extenderán la aceptación, endoso ó recibo. 
Las libranzas, vales y pagarés y los mandatos de pago llama-
dos cheques están autorizados por el Código de Comercio para 
operaciones mercantiles, permitiendo la transferencia por endoso 
de los librados á la orden, y declarando (art. 532) que éstos «pro-
ducirán las mismas obligaciones y efectos que las letras de cambio, 
excepto en la aceptación, que es privativa de éstas», y que los no 
expedidos á la orden «se reputarán simples promesas de pago, su-
jetas al derecho común é al mercantil, según su naturaleza». To-
dos estos documentos tienen por objeto el giro, entrega ó abono de 
alguna cantidad en metálico, á la vista ó á su vencimiento; pero 
como son documentos privados, no llevan por sí aparejada ejecu-
ción, y sólo puede darles este valor y eficacia el reconocimiento de 
la firma del responsable á su pago. Están, pues, comprendidos en 
el núm. 2.' del artículo que estamos comentando, y por eso no se 
hace mención de ellos. El art. 542 de dicho Código declara que es 
aplicable á los cheques lo establecido sobre este punto para las le-
tras de cambio, y el 544, que todos los documentos antedichos, ya 
sean á la orden, ya al portador, llevan aparejada ejecución desde 
el día de su vencimiento, sin más requisito que el reconocimiento 
de la firma del responsable á su pago. 
5.° Títulos al portador ó nominativos y sus cupones.—Tanto 
por el Código de Comercio vigente, como por leyes anteriores y es-
peciales, las Compañías de ferrocarriles y demás obras públicas, los 
Bancos de emisión, los de crédito y otras sociedades mercantiles y 
civiles, están autorizadas para emitir, con ciertas formalidades y 
garantías, obligaciones, cédulas ó billetes al portador ó nominati-
vos, amortizables por sorteo ó á plazo fijo, y con un interés deter-
minado, pagadero por trimestres, semestres 6 anualidades, que se 
consigna en los cupones adheridos á las láminas ó títulos, de los . 
que se cortan y separan para el cobro de los intereses á su respec-
tivo vencimiento. A todos estos títulos 6 documentos de crédito se 
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que se determinan los requisitos que han de concurrir en ellos para 
que tengan aparejada ejecución. Estos requisitos son: 
A. Que los títulos , ya sean al portador, ya nominativos, hayan 
sido emitidos legítimamente.—Reunirán este requisito cuando la so-
ciedad ó persona jurídica que haya hecho la emisión esté autorizada 
para ello por el Código de Comercio 6 por ley especial, circunstan-
cia que suele expresarse en ltls mismos títulos. Todos los que se 
cotizan en Bolsa están emitidos legítimamente. 
B. Que representen obligaciones vencidas, por ser requisito in-
dispensable para despachar la ejecución el que haya vencido el pla-
zo: será vencida la obligación principal, cuando la cédula á título 
que la represente hubiere quedado amortizada por sorteo ó por el 
vencimiento del plazo que se hubiere fijado en la emisión; y la de 
los cupones, desde el día en que deben pagarse, cuyo día suele con-
signarse en cada uno de ellos. 
C. Que los cupones confronten con los títulos, y éstos, en todo 
caso, con los libros talonarios.—Esta confrontación 6 cotejo ha de 
hacerse por el juzgado. á instancia del acreedor, el cual deberá 
manifestar en el escrito que tiene por objeto preparar la acción 
ejecutiva. Para realizarla, deberá el juzgado constituirse en la 
oficina é local donde se custodian los libros talonarios, pues no 
pueden extraerse de ella ; según el art. 47 del Código de Comer-
cio, con señalamiento de día y hora y citación de las personas que 
tienen derecho de concurrir al acto, que serán el acreedor y el direc-
tor del Banco ó sociedad ó la persona que tenga la representación 
del deudor. Esta citación, ó notificación por lo menos, aunque no la 
previene la ley para este caso, es de sentido común y está preve-
nida para todo cotejo de documentos en el núm. 1. 0 del art. 597. 
Si se reclama el pago de cupones, el acreedor deberá presentar es-
tos originales y ofrecer en el mismo escrito la exhibición de los tí-
tulos de donde hubiesen sido cortados, en el acto en que deba 
practicarse la confrontación, para que pueda verificarse la de los 
cupones con los títulos, y la de éstos con los libros talonarios. Y si 
se reclama el pago del capital que representen las obligaciones, cé-
dulas ó billetes, deberá acompañar al escrito los títulos originales 
para que se confronten con sus respectivos talones. 
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Si resulta conforme la confrontación, queda justificada la au-
tenticidad del documento ó título de crédito, y tendrá apare-
jada ejecución, siempre que concurran también los otros dos re-
quisitos antes expuestos, sin necesidad del reconocimiento de las 
firmas ni de ninguna otra diligencia. Y añade la disposición que 
estamos examinando, que «no será obstáculo á que se despache la 
ejecución la protesta de falsedad del título que en el acto hiciere el 
director ó la persona que tenga la representación del deudor, quien 
podrá alegar en forma la falsedad como una de las excepciones del 
juicio». Creemos conveniente exponer la razón que se tuvo para 
hacer esta prevención en la nueva ley, porque así se comprenderá 
mejor la extensión que debe dársele. 
Ni en el Código de Comercio de 1829, ni en su ley de Enjui. 
ciamiento, se encuentra disposición alguna que se refiera á esta 
materia, sin duda por haber sido posterior el desarrollo y la orga-
nización que hoy tienen las sociedades y operaciones de crédito. 
La primera disposición que se dictó fué la contenida en el art. 23 
del decreto-ley de 6 de Diciembre de 1868, por el que, para apli-
car á los asuntos de comercio, cuya jurisdicción especial fué por Al 
 suprimida, la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, se adicionó al 
art. 941 de la misma un párrafo declarando que tenían aparejada 
ejecución «los cupones de obligaciones al portador emitidas por 
compañías legalmente autorizadas al efecto, siempre que confronten 
con los títulos, y éstos con los libros talonarios». Pero se estableció 
una excepción: «á no ser, se añadió, que el director ó persona que 
represente á la compañía protesten en el acto de la confrontación 
la falsedad de los títulos». 
Al amparo de las leyes sobre sociedades anónimas por acciones, 
se crearon varias sociedades para la formación de capitales y rentes, 
de seguros mutuos sobre la vida y con otras denominaciones, que 
bajo pomposos ofrecimientos de fundar el bienestar de sus asociados 
para el porvenir, y de exorbitantes intereses de presente, atrajeron 
gran suma de capitales, dedicándolos á especulaciones más ó menos 
arriesgadas, que dieron por resultado la bancarrota de casi todas. 
Algunas de ellas, para realizar operaciones de crédito, emitieron 
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pago de intereses, llegando también el caso de tener que reclamar-
los judicialmente. Dudábase en la práctica sobre la forma de dar 
fuerza ejecutiva á esos cupones, y el decreto-ley de 1868 resolvió la 
duda en el sentido antes expuesto. Pero los directores de las socie-
dades, que carecían de fondos para pagar, al llevarse á efecto la 
confrontación para preparar la vía ejecutiva, alegaban la excepción 
de falsedad de los títulos, aunque resultasen legítimos, valiéndose 
de esta argucia de mala fe, que autorizaba la ley, para eludir el 
procedimiento ejecutivo. El Gobierno y las Cortes se vieron bien 
pronto en la necesidad de poner remedio á semejante escándalo, y 
para ello se aprobó y sancionó la ley de 12 de Diciembre de 1872, 
por la que se derogó dicha excepción, ordenando que el núm. 5.'  
del art. 941 de la ley de Enjuiciamiento civil, adicionado por el de-
creto de 1868 sobre unificación de fueros, antes relatado, se redac-
tara en esta forma: 
«5.° Los cupones vencidos de obligaciones al portador emitidas 
por compañías y empresas, y las obligaciones de la misma clase, 
también vencidas, ó á las que haya cabido la suerte de amortización, 
siempre que los cupones confronten con los títulos, y éstos, en todo 
caso, con los libros talonarios. Resultando conforme la confronta-
ción, no será obstáculo á que se despache la ejecución la protesta 
de falsedad que en el acto hiciere el director é persona que repre-
sente á la compañía, quien podrá alegar en forma esa protesta 
como una de las excepciones del juicio.» 
Esta disposición legal, en cumplimiento de lo mandado en la ley 
de bases, se incluyó con el mismo núm. 5.° en el artículo que esta-
mos comentando, no limitándola á las obliyaciones al portador, 
emitidas por compañías y empresas, y á sus cupones, sino haciéndola 
extensiva á cualesquiera títulos al portador ó nominativos, y á sus 
cupones, llámense obligaciones, cédulas, billetes Co de otro modo, 
emitidos no sólo por compañías y empresas, sino también por cor-
poraciones ó por particulares, por cualquiera que esté legalmente 
autorizado para ello. 'l'odos esos documentos tienen aparejada eje-
cución, siempre que reuuau los tres requisitos expuestos anterior-
mente, sin que sea obstáculo para despacharla y llevar á efecto el 
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confrontación hiciere la persona que tenga la representación del 
deudor: se consignará en la diligencia esa protesta, sin que pro-
duzca efecto alguno mientras el deudor no alegue dicha falsedad 
como excepción del juicio ejecutivo, autorizada por el art. 1465, 
oponiéndose á la ejecución después de hecho el embargo. 
También emite el Gobierno títulos al portador y nominativos 
con sus cupones correspondientes, que son los que constituyen la 
deuda pública ó del Estado; pero estos titulos no están comprendi-
dos en la disposición de que tratamos, en razón á que no es permi-
tido el procedimiento ejecutivo contra la Hacienda pública. Y lo 
mismo habrá de entenderse respecto de las obligaciones emitidas 
por las diputaciones provinciales y ayuntamientos, en los casos 
en que no puede procederse ejecutivamente contra estas corpora-
ciones. Véase lo expuesto sobre este punto en la pág. 444 de este 
tomo. 
Billetes de Banco.—Son títulos al portador, y pudieran consi-
derarse comprendidos en el núm. 5.° que estamos examinando; pero 
la verdad es que no se mencionan expresamente en la ley, y esta 
omisión debe considerarse deliberada, por referirse á una cuestión 
de gravísima transcendencia, ya suscitada en la práctica y que 
podrá suscitarse siempre que ocurra alguna crisis metálica ó econó-
mica que dificulte el cambio de los billetes. Sin duda por altas con-
sideraciones de orden público no se creyó prudente resolver expre-
samente esa cuestión, dejándola á la discreción del Gobierno se-
gún las circunstancias, ó para el Código de Comercio, aunque es-
taba ya resuelta en la ley de 19 de Octubre de 1869, por la que 
se declaró libre la creación de toda clase de Bancos y socieda-
des; libertad que el mismo Gobierno del período de la Revolución 
se vió en la necesidad de restringir en cuanto á los Baners de emi-
sión, como lo hizo por decreto de 19 de Marzo de 1874, limitando 
la circulación fiduciaria á los billetes del Banco de España. Por el 
art 6.° de dicha ley se facultó á los Bancos para emitir billetes al 
portador, declarando que estos documentos llevarían aparejada 
ejecución siempre que confrontasen con los libros talonarios, salvo 
el caso de la protesta de falsedad, entonces exceptuado para los 
demás títulos al portador, y derogado después, como hemos visto. 
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El nuevo Código de Comercio de 1885 ha resuelto esa cuestión. 
Por su art. 179 faculta á los Bancos para emitir billetes al porta-
dor, sin que sea forzosa su admisión; pero declarando en suspenso 
esa facultad «mientras subsista el privilegio de que actualmente 
disfruta por leyes especiales el Banco Nacional de España»; y en 
el art. 181 dispone lo siguiente: «Los Bancos tendrán la obligación 
de cambiar á metálico sus billetes en el acto mismo de su presenta-
ción por el portador. La falta de cumplimiento de esta obligación 
producirá acción ejecutiva á favor del portador, previo un requeri-
miento al pago por medio de notario.» Esta disposición es aplicable 
á los billetes del Banco de España, única circulación fiduciaria que 
hoy está autorizada en todo el territorio español de la Península. 
El previo requerimiento al pago de los billetes por medio de nota 
rio, que en ella se exige, equivalente al protesto por falta de pago, 
no excluye el otro requisito de la confrontación con los libros talo-
narios, que exige el núm. 5.° del art. 1429 que estamos examinando. 
y que exigía también la ley citada de 1869. 
Resulta, pues, de estas disposiciones que los billetes del Banco 
de España, como los de cualquiera otro, llevan aparejada ejecu-
ción, siempre que hayan sido previamente protestados por falta de 
pago, y que resulten legítimos de la confrontación que se haga 
con sus respectivos talones, en la forma expuesta anteriormente. 
Al escrito solicitando la confrontación deberán acompañarse los 
l)illetes originales y testimonio del acta de protesto ó requerimien-
to al pago. Deberá despacharse la ejecución en tales casos, aunque 
en el acto de la confrontación se haga la protesta de la falsedad de 
los billetes, sin perjuicio de poder utilizarla después como excep-
ción del juicio ejecutivo. 
6.° Pólizas originales de contratos celebrados con intervención 
de agente de Bolsa ó corredor príblico.—Una disposición igual á la 
presente y con el mismo número contenía el art. 306 de la ley de 
Enjuiciamiento mercantil de 1830. Por descuido, ó por haber con-
siderado esas pólizas como escrituras públicas, no se incluyó dicha 
disposición en el art. 23 del decreto ley de 6 de Diciembre de 1868 
sobre unificación de fueros, por el cual quedó derogada aquella 
ley. De aquí la duda sobre si dichas pólizas eran título ejecutivo, 
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y para resolverla se adicionó aquella disposición en la presente ley, 
declarando que tienen aparejada ejecución alas pólizas originales 
de contratos celebrados con intervención de agente de Bolsa ó co-
rredor público, que estén firmadas por los contratantes y por el 
mismo agente ó corredor que intervino en el contrato». Esto se 
relaciona con otras disposiciones que conviene recordar. 
Por decreto del Gobierno provisional de 30 de Noviembre 
de 1868, inspirado en las ideas de libertad absoluta que entonces 
dominaban, se declararon completamente libres los oficios de agen-
tes de Bolsa, corredores de comercio é intér.pretes de navíos, dero-
gando las restricciones que el Código de Comercio de 1829 y otras 
disposiciones posteriores imponían para el ejercicio de esos cargos. 
Pero se ordenó á la vez que en cada plaza podría haber un colegio 
de cada uno de esos agentes intermediarios del comercio, y se de-
claró que sólo los colegiados tendrían el carácter de notarios con 
fe pública para autorizar las operaciones y contratos mercantiles 
en que intervinieran. El nuevo Código de Comercio de 1885 ha 
aceptado estos principios, como puede verse en sus artículos 89 
y 90, y en el 93 dispone lo siguiente: «Los agentes colegiados (re-
firiéndose á los agentes de Bolsa, corredores de comercio y corre-
dores intérpretes de buques) tendrán el carácter de notarios en 
cuanto se refiera á la contratación de efectos públicos, valores in-
dustriales y mercantiles, mercaderías y demás actos de comercio 
comprendidos en su oficio en la plaza respectiva. Llevarán un li-
bro-registro con arreglo á lo que determina el art. 36, asentando 
en él por su orden, separada y diariamente, todas las operaciones 
en que hubieren intervenido, pudiendo además llevar otros libros 
con las mismas solemnidades. Los libros y pólizas de los agentes 
colegiados harán fe en juicio.» 
Como esas pólizas no son primeras copias sacadas del protocolo 
bajo la firma y signo del notario autorizante, ni llevan otra garan-
tía que las firmas de las partes y la del agente ó corredor que in-
terviene en la operación ó contrato que en ellas se consigna, y se 
entregan originales á los interesados, aunque hacen fe en juicio, 
era prudente, para evitar abusos, no darles fuerza ejecutiva sin 
asegurarse de su autenticidad y verdad. Dos medios podían adop- 
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tarse á este fin: ó el reconocimiento judicial de las firmas, 6 la com-
probación de la póliza con el registro del agente 6 corredor que 
intervino en el asunto; y se ha preferido este segundo medio, por 
ser más expedito que el otro. Según el núm. G.° que estamos exa-
minando, dichas pólizas tienen aparejada ejecución siempre «que 
se comprueben, en virtud de mandamiento judicial y con citación 
contraria, con su registro, y éste se halle arreglado á las prescrip - 
ciones de la ley». Lo mismo previene el art. 720 del Código de Co-
mercio, para que tengan fuerza ejecutiva las pólizas de contrat os 
á la gruesa. 
En cumplimiento, pues, de las disposiciones citadas, el que 
haya de fundar la acción ejecutiva en un documento de dicha clase, 
deberá presentar en el juzgado competente para conocer de la eje-
cución la póliza original, solicitando que con citación del deudor 
se compruebe con el registro del agente ó corredor que la hubiere 
firmado, haciendo constar á la vez que dicho registro se halla arre-
glado á las prescripciones de la ley. Así lo acordará el juez siem-
pre que la póliza se halle extendida en el papel timbrado corres-
pondiente, conforme á los arts, '21, 22 y 23 de la ley del Timbre de 
15 de Septiembre de 1892, con señalamiento del día y hora en que 
haya de practicarse la diligencia. Para llevarla á efecto, se consti-
tuirá el juzgado en el escritorio del agsnte 6 corredor, á quien se 
requerirá para que exhiba su libro-registro y ponga de manifiesto 
el asiento que se refiera á la póliza, pues sólo á él ha de concre-
tarse el reconocimiento, según todo esto se previene en el art. 47 
del Código de Comercio. A. la vez se verá si el libro está encua-
dernado, forrado y foliado, si en su primer folio ha puesto el juez 
municipal la nota de los que contenga, y en cada una de sus hojas 
el sello de dicho juzgado, que son los requisitos que exige el ar-
tículo 3G de dicho Código, y si se ha verificado en papel de pagos 
al Estado el reintegro que previene el art. 145 de la ley del Tim-
bre. Todo esto, con el resultado de la comprobación, se hará coas-
tar en la diligencia, que firmarán el juez, los interesados que con-
curran, el agente ó corredor y el actuario con Ante mnt, y en s3-
guida acordará el juez que se comunique al actor para el uso de 
su derecho. 
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Si la póliza y el registro reunen los requisitos indicados, y de 
la comprobación, hecha con citación contraria, resulta aquélla con-
forme con éste, sin que contenga el registro ninguno de los vicios 
ó defectos á que se refiere el art. 43 del Código de Comercio, y 
además se•consigna en ella la obligación de pagar al contado, ó á 
plazo fijo que sea vencido, una cantidad líquida en dinero efectivo, 
6 en especie computable á metálico, que exceda de 250 pesetas 
(de 1.000 en Ultramar), esa póliza tendrá aparejada ejecución, sin 
necesidad del reconocimiento de la firma; pero no, si le falta alguno 
de dichos requisitos. En este caso no puede atribuirse á la póliza 
otro carácter que el de simple documento privado, y sólo podrá 
tener fuerza ejecutiva si el deudor reconoce su firma bajo jura-
mento ante el juez competente para despachar la ejecución, con-
forme al núm. 2.° del presente artículo, y á lo que se ordena en los 
dos que siguen. 
ARTÍCULO 1430 
(Art. 1428 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la accion ejecutiva haya de fundarse en un 
documento privado, podrá pedirse que el deudor re-
conozca su firma, y el Juez deberá estimarlo, señalando 
dia para la práctica de esta diligencia. 
ARTÍCULO - 1431 
Si no compareciese el deudor citado para reconocer 
su firma, se le citará segunda vez bajo apercibimiento 
de ser declarado confeso en la legitimidad de aquélla 
para los efectos de la ejecucion; y si tampoco compare-
ciere, se despachará la ejecucion siempre que hubiere 
precedido protesto, 6 requerimiento al pago por acta 
notarial 6 en acto de conciliacion, sin haberse opuesto 
tacha de falsedad á la firma. 
Fuera de estos casos podrá el acreedor pedir, y 
 de-
berá el Juez acordar, que se cite al deudor por tercera 
y última vez, bajo apercibimiento de tenerle por con-
feso; y si tampoco compareciere, ni alegare justa causa 
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que se lo impida, á peticion de parte se le tendrá por 
confeso para el efecto de despachar la ejecucion. 
El que manifestare que no puede asegurar si es ó no 
suya la firma, será interrogado por el Juez acerca de 
la certeza de la deuda; si la confesare, se mandará des-
pachar la ejecucion, y en otro caso, se observará lo 
prevenido en el art. 1433. 
Art. 1429 para Cuba y Puerto Rieo.—(La referencia que se hace al 
final del artículo, es al 1431 de esta ley, sin otra variación. 
Ordénase en estos artículos el procedimiento para el reconoci-
miento de la firma de documentos privados, sin cuyo requisito no 
tienen éstos aparejada ejecución, como se ha dicho en el comenta-
rio anterior al explicar el núm. 2.° del art. 1429, al que sirven de 
complemento. Concuerdan en parte con el art. 942 de la ley de 
1855, y con las adiciones hechas al 943 de la misma por el art. 23 
del decreto-ley de 6 de Diciembre de 1868 sobre unificación de 
fueros, el cual á, su vez reprodujo lo que por la ley de 18 de Julio 
de 1565 se había ordenado para los asuntos de comercio. Aunque 
son claras sus disposiciones y de uso corriente en la práctica el 
procedimiento que determinan, convendrán algunas indicaciones 
para su mejor aplicación. 
Siempre que la acción ejecutiva haya de fundarse en un docu-
mento privado, es necesario prepararla con el reconocimiento de 
la firma, que debe hacer el deudor bajo juramento indecisorio ante 
el juez competente para despachar la ejecución, como se previene 
en el núm. 2.° del art. 1429, sin otra excepción que la determi-
nada en el núm. 4.° del mismo artículo respecto de las letras de 
cambio (y también de los cheques, puesto que el art. 542 del nuevo 
Código de Comercio los equipara para este efecto á dichas letras), 
cuando la acción se dirija contra el aceptante, pero no contra el 
librador ó cualquiera de los endosantes. El acreedor solicitará 
dicho reconocimiento por medio de escrito, con dirección de le-
trado, acompañando el documento original cuya firma haya de ser 
reconocida. El juez accederá á ello sin dilación, mandando citar al 
deudor para que comparezca con dicho objeto, con señalamiento 
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del día y hora en que haya de verificarlo. Esta citación se hará, 
expresando siempre su objeto, por medio de cédula que contenga 
los requisitos prevenidos en el art. 272, cuya cédula se entregará 
en la forma establecida para las notificaciones, como se ordena en 
el 270, empleándose el medio de despacho ó exhorto para los 
Ausentes, y el de los edictos, conforme al 269, cuando no sea cono-
cido el domicilio del deudor y así lo acuerde el juez á instancia del 
a creedor. 
Si el deudor no comparece en el día señalado, á instancia del 
acreedor se le citará segunda vez, también con señalamiento de 
dia y hora y en la forma antes expuesta, pero precisamente con el 
apercibimiento de que será declarado confeso en la legitimidad de 
su firma para los efectos de la ejecución, si no comparece. Así lo 
ordena la ley sin distinción de casos, y por consiguiente, en la cé-
dula para la segunda citación ha de insertarse literalmente dicho 
apercibimiento, sin que pueda ser sustituido con otras palabras, y 
aun cuando proceda la tercera citación de que luego hablaremos. 
Si tampoco comparece el deudor en virtud de la segunda cita-
ción, para los procedimientos ulteriores hay que distinguir de 
casos. Cuando el documento privado sea de los que deben ser 
protestados por falta de pago, habrá precedido el protesto á la 
reclamación judicial; y si no lo fuere, puede el acreedor hacer al 
deudor un requerimiento al pago por medio de notario, el cual le-
vantará la correspondiente acta notarial, equivalente al protesto, 
consignando en ella la contestación que hubiere dado el deudor. 
También puede aquél demandar á éste previamente en acto de 
conciliación. En todos esos actos debe exhibirse al deudor el do-
cumento original, y si no opone la tacha de falsedad á su firma, 
supone la ley que la reconoce, y por esto ordena que, cuando el 
actor haya presentado alguno de esos documentos, y de ellos re-
sulte que el deudor no opuso dicha tacha al ser requerido para el 
pago, luego que transcurra el término de la segunda citación sin 
haber comparecido, se despache la ejecución contra él, á instancia, 
por supuesto, del acreedor. Pero si no hubiere precedido protesto 
ni requerimiento al pago por acta notarial, ni acto de conciliación, 
á si el actor no hubiere presentado ninguno de estos documentos, 
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ordena la ley que, si éste lo pide, acuerde el juez que se cite al 
deudor por tercera y última vez, bajo apercibimiento de tenerle 
por confeso en la legitimidad de su firma. Esta citación se hará en 
la misma forma que las anteriores, pero expresando en la cédula, 
y en los edictos en su caso, que se le cita por tercera y última vez 
y bajo el apercibimiento antedicho. «Y si tampoco compareciere 
ni alegare justa causa que se lo impida, á petición de parte se le 
tendrá por confeso para el efecto de despachar la ejecución.» 
Hemos subrrayado estas últimas palabras del párrafo 2.° del ar-
tículo 1431, para hacer notar la diferencia que la ley establece 
entre este segundo caso y el anterior. En el primero, presume la 
ley el reconocimiento de la firma por el hecho de no haber opuesto 
el deudor la tacha de falsedad al ser requerido al pago con el do-
cumento original, y por esto manda, no que se le declare confeso. 
sino que se despache la ejecución, sin necesidad de que preceda 
esa declaración, como está mandado también por la misma razón 
respecto de las letras de cambio cuando se dirige la acción contra 
el aceptante. Pero en el segundo caso no hay motivo para esa pre-
sunción legal, y por esto exige la ley que el juez, á instancia del 
acreedor, haga la declaración de tener al deudor por confeso en el 
reconocimiento de su firma, sólo para el efecto de despachar la eje-
cución, y por consiguiente, sin perjuicio_de la prueba en contrario 
después de despachada la ejecución. 
De este precepto de la ley pudiera deducirse que antes de pe-
dir la ejecución, ha de solicitarse y obtenerse la declaración de 
confeso, presentando después la demanda ejecutiva fundada en 
dicha declaración. Sin embargo, no puede haber inconveniente al-
guno en que, transcurrido el término de la tercera citación sin ha-
ber comparecido el deudor, presente el acreedor su demanda eje-
cativa pidiendo que se declare confeso al deudor en el reconoci-
miento de su firma, y en su virtud que se despache contra él la 
ejecución, debiendo el juez acordar sobre los dos extremos en uY 
mismo auto. Así lo da á entender para caso igual el párrafo última 
del siguiente art. 1432, y se evitarán dilaciones y gastos. 
Cuando el deudor tenga el propósito de comparecer para reto 
notar su firma y no pueda verificarlo en el día señalado por ausen 
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cia, enfermedad ú otro motivo, debe hacerlo presente al juzgado 
solicitando se señale otro día para su comparecencia. El juez debe 
acceder á esta pretensión, si estima justa la causa alegada. De otro 
modo, la falta de comparecencia producirá el efecto legal de te-
nerle por confeso, única pena con que la ley castiga esa falta de 
obediencia. 
En cuanto al acto de conciliación, para que produzca los efec- 
tos antedichos, no basta, á nuestro juicio, el haberlo intentado, 
como cree un comentarista: es necesario que se lleve á efecto, com-
pareciendo el demandado, y que se le exhiba el documento privado 
en que se funde la demanda, pues de otro modo no es posible que 
se llene el requisito de no oponer tacha de falsedad á su firma, que 
exige la ley para que se le tenga por confeso. Y será preciso tam-
bién que no haya habido avenencia en dicho acto, pues si la hu-
biere, procederá la ejecución por lo convenido y en virtud del acto 
de conciliación, y no ya por el documento privado. 
El último párrafo del art. 1430 que estamos comentando intro-
duce una modificación radical en igual párrafo del art. 943 de la ley 
anterior, adicionado por el decreto-ley de 1868. Uno y otro se re-
fieren al caso bastante frecuente en que el deudor manifieste que 
-no puede asegurar si es ó no suya la firma, ordenando que en este 
caso el juez le interrogue (de oficio, en el mismo acto) acerca de la 
certeza de la deuda, y si la confiesa, que mande despachar la eje-
cución, ó sea que queda preparada la vía ejecutiva. Pero puede in-
sistir el deudor en eludir la contestación categórica, y para este 
caso prevenía la ley anterior, que el juez le amonestara de ser ha-
bido por confeso si no respondía categóricamente, y que si persis-
tía en sus evasivas, hiciera esta declaración. Esto es lo que ha mo-
dificado la ley actual, teniendo sin duda en cuenta, que aunque en 
algunos casos las evasivas serán de mala fe, en otros sucederá que 
realmente no pueda asegurar el deudor si es ó no suya la firma ni 
la certeza de la deuda, y sería duro é injusto tenerle por confeso: 
por esto se ordena que en otro caso, ó sea siempre que el deudor 
no reconozca categórica ó expresamente la firma ó la deuda, se ob-
servará lo prevenido en el art. 1433, esto es, que el acreedor podrá 
usar de su derecho únicamente en el juicio declarativo que por la 
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(mantle corresponda. Véase dicho articulo como complemento de loe 
de este comentario y del siguiente. 
Indicaremos, por último, que cuando el documento privado esté 
firmado por uno 6 más testigos é ruegos del deudor, por no saber 
éste firmar, podrá prepararse la ejecución por medio de la confe. 
sión judicial, pero no por el reconocimiento de la firma, imposible 
en tal caso, puesto que no existe la del deudor, que es la que, se-
gún la ley, ha de ser reconocida por el mismo. No puede suplirse 
esta falta con el reconocimiento del que haya firmado á ruegos del 
deudor, porque su declaración no tendría otro valor que la de un 
testigo, y la ley no admite la prueba de testigos para preparar la 
ejecución. Tendrá, pues, que suplirse con la confesión de la deuda 
consignada en el documento, hecha por el mismo deudor, con suje-
ción á los trámites establecidos en el artículo que sigue. 
ARTÍCULO 1432 
(Art. 1480 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando para preparar la ejecucion se pidiere que el 
deudor confiese bajo juramento la certeza de la deuda, 
lo acordará el Juez señalando dia y hora para la co rn
-parecencia. 
En este caso, el deudor habrá de estar eu el pueblo 
cuando se le haga la citacion, y ésta deberá ser perso-
nal, expresándose en la cédula su objeto, la cantidad 
que se reclame y la razon de deber. 
Si el deudor no fuere hallado en su habitacion, se 
entregará la cédula al pariente más cercano que se en-
contrare en la casa, pero no a las demás personas que 
se mencionan en el art. 268. 
Si despues de las tres citaciones hechas con el aper-
cibimiento que previene el artículo anterior, y con los 
requisitos expresados en los dos párrafos que preceden, 
no compareciere el deudor ni alegare justa causa que 
se lo impida, se le tendrá por confeso en la certeza de 
la deuda, para el efecto de despachar la ejecucion, y se 
despachará, si lo pidiere el ejecutante. 
1 
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La ley de 1855, después de declarar en su art. 941, que tiene 
aparejada ejecución «la confesión hecha ante juez competente», 
añadió en el 942: «Para preparar la acción ejecutiva puede pe-
dirse confesión judicial al deudor.» No dijo más sobre este punto, 
y de aquí las dudas y dificultades en la práctica sobre la forma en 
que debía recibirse esa confesión, y sobre los efectos de la contu-
macia del deudor cuando se negase á comparecer ó á contestar 
afirmativa ó negativamente. En el artículo que vamos á examinar 
se han suplido esas omisiones. 
Ya hemos dicho (pág. 453 de este tomo) que en nuestra anti-
gua jurisprudencia sólo se daba fuerza ejecutiva á la confesión ex-
presa, y no á la tácita ó presunta, lo cual está conforme con el 
principio de que para despachar la ejecución se necesita un título 
indubitado de la deuda, cuyo carácter no puede atribuirse á la 
confesión tácita, viniendo á resultar una contienda entre partes, 
cuyo procedimiento natural es el del juicio declarativo que corres-
ponda, y no el especial y privilegiado del juicio ejecutivo. Pero en 
el art. 297 de la ley de 1855 se declaró, lo mismo que en el 593 de 
la actual, que si el llamado á declarar para absolver posiciones no 
compareciere á la segunda citación, ó rehusare declarar, podía ser 
tenido por confeso, y de aquí surgió la duda sobre si podría apli-
carse esta doctrina á la confesión judicial para preparar la via eje-
cutiva. Como aquella disposición se refería á la prueba del juicio 
ordinario, y aun en ella se dejaba al recto criterio de los tribuna-
les la declaración de confeso, sin establecerla como obligatoria, la 
opinión general se decidió por la negativa. Existen, sin embargo, 
razones muy atendibles en pro y en contra de una y otra opinión, 
y pesándolas el legislador, como era de su deber, se adoptó con 
prudencia el término medio que resulta del presente artículo: dar 
fuerza ejecutiva en todo caso á la confesión expresa, hecha bajo ju-
ramento ante juez competente; y  darla también á la tácita, pero 
sólo cuando se llenen ciertos requisitos y concurran tales circuns-
tancias, que hagan presumir racionalmente la certeza de la deuda. 
En la estricta observancia de esos requisitos se funda esta presun-
ción legal, sin perjuicio de la prueba en contrario en el estado 
oportuno del juicio. Dichos requisitos son los siguientes: 
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1.° Que el deudor se halle en el pueblo cuando se le haga la 
citación. Así se evitarán los amaños de la mala fe. El pueblo, á que 
alude la ley, debe ser el de la residencia del deudor, que es donde 
ha de hacérsele la citación, y no el de la residencia del juez que 
haya de conocer de la ejecución, cuando sean distintos, como pue- 
den serlo. En este caso habrá de hacerse la citación por medio de 
exhorto ó despacho, á no ser que el deudor se halle, aunque sea 
accidentalmente, en el lugar del juicio: lo que la ley quiere es que 
sea personal la citación, y será válida y eficaz siempre que así se 
verifique. No exige la ley que se justifique aquella circunstancia: 
presentado el escrito pidiendo en forma que se reciba la declara-
ción al deudor para que bajo juramento confiese la certeza de la 
deuda, á fin de preparar la ejecución, el juez está obligado á acce-
der á la petición, señalando día y hora para la comparecencia. Al 
actuario incumbe hacer la citación, y si al tratar de llevarla á efecto 
resulta que el deudor se halla ausente del pueblo, aunque sea tem-
poralmente, deberá consignarlo así por diligencia, absteniéndose 
de hacer la citación hasta que aquél regrese á su domicilio, á no 
ser que sea larga ó indeterminada la ausencia, en cuyo caso dará 
cuenta al juez, el cual acordará que se haga saber al actor para el 
uso de su derecho. Para evitar diligencias inútiles, conviene al 
acreedor asegurarse, antes de presentar el escrito, de que no está 
ausente el deudor. 
2.° Que la citación sea personal. Se entiende por personal la 
que se hace en el domicilio del que ha de ser citado, entregándole 
la cédula al mismo en persona, y si no fuere hallado en su habita-
ción á la primera diligencia en busca, entregándola á cualquiera 
de las personas que se determinan en el art. 268; pero, para el caso 
actual, se establece la restricción que luego diremos en el núm. 4.` ' 
3» Que se exprese en la cédula de citación el objeto de la mis-
ma, la cantidad que se reclame y la razón de deber. Toda citación 
ha de hacerse por cédula, la que debe contener los particulares que 
se determinan en el art. 272, y además ha de expresarse, en la que 
tenga por objeto la comparecencia para la confesión de la deuda á 
fin de preparar la ejecución, la cantidad que se reclame y la razón 
de deber. De este modo se entera oficialmente al deudor de cuanto 
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pueda interesarle, y si 6. pesar de ello no comparece, resulta justi-
ficada la presunción legal de confeso. Para llenar este requisito 
legal, será preciso que el acreedor exprese en su escrito con clari-
dad y precisión el origen ó motivo de la deuda y la cantidad que 
reclame por capital y por intereses en su caso: si no lo hace asi, 
no deberá el juez acceder á su pretensión mientras no subsane 
esa falta. 
4.0 Que si el deudor n fuere habido en su habitación, se en-
tregue la cédula al pariente más cercano que se encuentre en la 
casa, y no á ninguna otra persona. Con esta disposición se modifica, 
para la citación de que se trata, lo dispuesto como regla general 
en los arts. 266 y 268. Según ellos, si á la primera diligencia en 
busca no fuere hallado en su habitación el que ha de ser notificado 
ó citado, cualquiera que sea la causa y el tiempo de la ausencia, se 
le hará la notificación por cédula, en el mismo acto, entregándola 
al pariente más cercano, familiar ó criado, mayor de catorce aüos, 
que se halle en la casa, y si no hubiere nadie, al vecino más pró-
ximo. En el caso de que tratamos, y como excepción de dicha regla, 
si el deudor no se halla en el pueblo, no puede ser citado, y es pre-
ciso esperar su regreso; y si estando en el pueblo, no fuere hallado 
en su habitación, á la primera diligencia en busca se le citará por 
cédula en el mismo acto y sin necesidad de mandato judicial, siem-
pre que haya en la casa algún pariente, mayor de catorce aos, á 
quien entregar la cédula: si no lo hubiere, no puede llevarse á 
efecto la citación, puesto que prohibe la ley que para ese efecto se 
entregue la cédula á los familiares, criados y vecinos. El pariente 
podrá serlo por consanguinidad, ó por afinidad, puesto que no dis-
tingue la ley. 
Con todos estos requisitos ha de hacerse la citación del deudor 
para la confesión de la deuda: cualquiera de ellos que falte, no será 
válida la citación para el fin á que se dirigen estas diligencias, que, 
como se ha indicado, es el de dar á la confesión tácita el mismo va-
lor que á la expresa, para el efecto de despachar la ejecución. Al 
introducir esta novedad en nuestro antiguo derecho, que no daba 
esa fuerza á la confesión tácita, ha creído conveniente el legislador 
adoptar todas esas precauciones para que la presunción legal que 
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establece tenga un fundamento sólido y racional. Podrá suceder 
que el deudor se oculte, hallándose en el pueblo, para que no se le 
haga la citación personalmente, y que tenga cerrada su casa ó no se 
encuentre en ella ningGn pariente á quien entregar la cédula: 
estos recursos de la mala fe podrán ser vencidos por el interés y 
vigilancia del acreedor, con el auxilio que debe prestarle el juz-
gado, y en todo caso expedito tiene su derecho para el juicio de 
clarativo; pero mucho más grave y transcendental sería despachar 
la ejecución por una deuda imaginaria. Por esto aplaudimos la 
prudencia y previsión de la ley al establecer las restricciones an-
tes expuestas. 
Si el deudor no comparece á la primera citación, ha de hacór-
sele una segunda, también con señalamiento de dia y hora; y si per-
siste en su contumacia, debe ser citado por tercera vez. Estas dos 
citaciones han de hacerse con los mismos requisitos establecidos y 
explicados para la primera, y con el apercibimiento de tenerle por 
confeso en la certeza de la deuda, y expresanáo además en la últi-
ma que se le cita por tercera y última vez. Transcurrido el término 
de la tercera citación sin haber comparecido el deudor ni alegado 
justa causa que se lo impida, podrá el acreedor formalizar su de-
manda ejecutiva, pidiendo que, teniendo por confeso al deudor en 
la certeza de la deuda, se despache la ejecución, como se ha ex-
puesto en el comentario anterior. El juez debe acceder á esta pre-
tensión, siempre que en las citaciones se hayan llenado los requisi-
tos, que exige la ley, expuestos anteriormente. 
Si comparece el deudor y en la declaración, que bajo juramento 
indecisorio ha de recibirle el juez, confiesa la deuda, queda prepa-
rada la acción ejecutiva, que podrá utilizar el acreedor presentando 
la demanda correspondiente; y si la niega, se hará lo que ordena 
el artículo que sigue. Cuando comparece el deudor, sólo la confe-
sión explícita de la deuda lleva aparejada ejecución: si contesta 
con evasivas, podrá apercibirle el juez para que conteste categóri-
camente: pero la ley no autoriza para este caso, ni para el de que 
se niegue á declarar, el apercibimiento de tenerle por confeso, quo 
previene el art .. 586 para la prueba en los juicios declarativos, y 
por consiguiente, no deberá hacerse este apercibimiento, que nia- 
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gün efecto legal puede producir, ni habrá título ejecutivo si el 
deudor no confiesa claramente la deuda. 
Y si el deudor, á la vez que confiese ó niegue la deuda, diere 
explicaciones para confirmar su declaración, creemos que el ,juey 
debe admitirlas, por ser de sentido común y corriente en la prác-
tica. En este caso resultará una confesión cualificada, que podrá 
ser divisible, 6 indivisible, según el tecnicismo de los prácticos. 
Con aplicación á esta clase de confesiones, ordena el Código civil 
en su art. 1233, que «la confesión no puede dividirse contra el que 
la hace, salvo cuando se refiera á hechos diferentes». Así, pues, y 
aplicando al caso esta doctrina legal, si al confesar uno haber re-
cibido de otro cierta cantidad, expresa que lo fué en pago de un& 
deuda, ó con otro motivo, que no constituya obligación de resti-
tuirla, la confesión habrá de aceptarse con estas condiciones, por 
referirse á un mismo hecho, y no traerá aparejada la vía ejecutiva. 
Mas si el declarante manifestare que era cierta la deuda, pero que 
después la había pagado ó mediado novación, en tal caso proce 
derá la ejecución, por referirse aquélla á hechos diferentes, si bien 
el ejecutado podrá á su tiempo proponer y justificar esta excep-
ción para desvirtuar la acción propuesta. Lo primero equivale á 
negar la deuda, y de consiguiente, no queda preparada la ejecu-
ción: en el segundo supuesto se confiesa aquélla, y queda ésta, por 
tanto, preparada, sin perjuicio de la excepción de pago ó de no-
vación, ó la que proceda. 
ARTICULO 1433 
(Art. 1431 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Reconocida la firma quedará preparada la ejecucion, 
aunque se niegue là deuda. 
Si no se reconociere, como igualmente si se niega la 
deuda en el caso de haberse exigido confesion judicial, 
el acreedor podrá usar de su derecho únicamente en el 
juicio declarativo que por su cuantía corresponda. 
Concuerda este artículo casi literalmente con el 943 de la ley 
anterior, tal como en ella se publicó, y sin las adiciones hechas sf 
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mismo por el decreto ley de 1868, que ahora se han colocado en 
el 1131 de la presente, como ya se ha dicho. Su disposición sirve 
de complemento á los dos artículos que le proceden, en los que se 
determina el procedimiento para el reconocimiento de la firma de 
loe documentos privados y la confesión de la deuda. Quedará pre-
parada la ejecución por medio de esas diligencias, siempre que de 
ellas resulte que el deudor ha reconocido su firma, aunque niegue 
la deuda; y lo mismo cuando reconozca la certeza de ésta en la con-
fesión judicial ó al manifestar que no puede asegurar si es ó no 
suya la firma del documento. Pero si niega la firma, y en su caso 
la deuda, queda cerrada la puerta al juicio ejecutivo, y el acreedor 
podrá usar de su derecho cínicamente en el juicio declarativo que 
corresponda á la cuantía que sea objeto de su demanda. Véanse 
los dos comentarios que preceden. 
ARTICULO 1434 
(Art. 1432 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
La confesion hecha en el juicio ordinario absolvien-
do posiciones despues de contestada la demanda no 
constituye titulo ejecutivo, ni se podrá en su virtud en-
tablar este juicio, abandonando el ordinario. 
Basta el texto de este artículo para comprender su objeto é 
importancia, sin necesidad de más explicaciones. No tiene concor-
dante en la ley anterior, porque sus autores debieron estimar re-
suelto el caso por los principios generales del derecho; pero 
ocurrió la duda, y conveniente era resolverla. La declaración que 
aquí se hace de que «la confesión hecha en juicio ordinario absol-
viendo posiciones después de contestada la demanda no constituye 
título ejecutivo, ni se podrá en su virtud entablar este juicio, aban-
donando el ordinario», está conforme con nuestra antigua juris-
prudencia y con los efectos atribuidos á la litis contestación. Véase 
la doctrina expuesta sobre esta materia en la pág. 98 y siguiente 
del tomo 3.° 
1 
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ARTÍCULO 1435 
Sólo podrá despacharse ejecucion: 
1. 0 Por cantidad líquida en dinero efectivo, que ex-
ceda de 250 pesetas. 
2.e Por cantidad líquida en especie, computándola 
á metálico, siempre que su valor excediere de 250 pe-
setas. 
En ámbos casos será preciso que haya vencido el 
plazo de la obligacion. 
Art. 1433 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La cantidad que se 
fija en los dos números del articulo es la de 1.000 pesetas, sin otra 
novedad) 
Además del título ejecutivo, exige este artículo tres requisitos 
para que pueda despacharse ejecución: 1. 0 , que sea líquida la can-
tidad que se demande: 2.°, que dicha cantidad exceda de 250 pese-
tas en la Península y de 1.000 en Cuba y Puerto Rico; y 3.°, que 
haya vencido el plazo de la obligación. El art. 944 de la ley de 1855, 
con el que concuerda el actual, se limitó á decir: «La ejecución no 
puede despacharse sino por cantidad líquida», sin hacer mención 
del plazo vencido, aunque dándolo por supuesto, puesto que en-
tonces, lo mismo que ahora, no podía exigirse el cumplimiento de 
una obligación á plazo sin que éste hubiera vencido. Y en cuanto 
á la cuantía, tampoco so ha hecho novedad, pues al excluir del jai-
cio ejecutivo la que ha de ventilarse en juicio verbal, y que es de 
la exclusiva competencia de los jueces municipales en primera ins-
tancia, no se ha hecho más que aclarar y confirmar lo que se de-
ducía del art. 1162 de dicha ley y estaba admitido generalmente 
en la práctica. 
La novedad importante que introduce el presente articulo, es 
la que contiene el núm. 2.° del mismo, relativa á que pueda despa-
charse ejecución por cantidad líquida en especie, computándola 
metálico. De la disposición citada y de otras de la ley anterior se 
deducía que la ejecución sólo podía despacharse por cantidad li-
quida en dinero efectivo, y esta era la jurisprudencia generalmente 
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observada; pero no dejaba de ser atendible la opinión de los que 
creían que no había razón para excluir las deudas en especie, obli-
gando al acreedor en todo caso á demandarlas en vía ordinaria, y 
así debieron entenderlo las Cortes y el Gobierno, puesto que por 
la base 11 de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1880, 
para la reforma de la de Enjuiciamiento civil, se mandó hacer en 
ella la declaración de «que la acción ejecutiva procede también por 
deudas en especie cuando se reduzcan á cantidad líquida en metá-
lico Era ineludible, por tanto, establecerlo así en la ley refor-
mada, como se ha hecho en el presente artículo. 
No faltan impugnadores de esta reforma, por creerla contraria 
principios fundamentales del derecho positivo. «Las obligacio-
nes que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las par-
tes contratantes, y deben cumplirse al tenor de los mismos», dice 
el art. 1091 del Código civil, de acuerdo cou nuestro derecho an-
tiguo. < El que recibe en préstamo dinero á otra cosa fungible, ad-
quiere su propiedad, y está obligado á devolver al' acreedor otro 
!auto de la misma especie y  calidad», ordena, también de acuerdo 
con la antigua legislación, el art. 1753 de dicho Código. Luego 
viola estos preceptos del derecho civil, dicen aquéllos, la disposi-
ción de la ley procesal que obliga al deudor á pagar en dinero efec-
tivo lo que debe en especie. Sería irrefutable este argumento si la 
ley procesal impusiera dicha obligación contra la voluntad de los 
contratantes; pero no es eso lo que ordena, sino la forma en que 
ha do exigirse el cumplimiento de la obligación de pagar una can-
tidad líquida en especie, cuando es moroso el deudor y no la satis-
face b. su tiempo; y establece este procedimiento ateniéndose á 
otro principio de derecho, tan inconcuso y justo como aquél, cual 
es, el de obligar al deudor á que cumpla lo pactado en la forma y 
modo que sea posible. 
El incumplimiento de una obligación de dar ó entregar alguna 
cosa ó cantidad en especie, produce, por ministerio de la ley, en el 
deudor que haya contravenido á lo pactado, la de indemnizar al 
acreedor de los danos y perjuicios que se le hayan causado, cuya 
indemnización comprende, no sólo el valor de la cosa, sino también 
el de las ganancias que haya dejado de obtener, como se dispone 
DEL JUICIO EJECUTIVO 479 
en los artículos 1101 y 1106 del Código civil, de acuerdo asimismo 
con el derecho antiguo. En tal caso, esa indemnización tiene que 
pagarse en metálico, por ser éste la representación común de todos 
los valores, y la ley procesal ordena, como es de su competencia, 
la forma en que ha de llevarse á efecto. ¿(,j , ué hay en esto de con-
trario á los preceptos del derecho civil? Lejos de haberlo, se es-
tablece el procedimiento para que puedan cumplirse sus disposi-
ciones. 
Téngase presente que la disposición de que tratamos no se re-
fiere, ni podía referirse, al caso en que ambas partes cumplan lo 
pactado; se refiere al en que el acreedor se vea en la necesidad de 
demandar judicialmente al deudor para que cumpla su obligación; 
en este caso estará el acreedor en su perfecto derecho reclamando 
en vía ordinaria el cumplimiento estricto del contrato, con la al-
ternativa inevitable de que, si no es posible entregarle la especie 
pactada por carecer de ella el deudor ó por otro motivo, le abone 
el valor de la misma con daños y perjuicios. Y si no quiere sufrir 
las dilaciones y gastos del juicio declarativo correspondiente, en el 
que habrá de ventilarse dicha demanda, le autoriza la ley con no-
toria justicia para que entable el juicio ejecutivo, siempre que el 
título en que se funde sea de los que tienen aparejada ejecución, 
que la deuda consista en cantidad líquida de una de las especies . 
que pueden computarse á metálico conforme á los tres artículos que 
siguen, y que reclame, no la misma especie, sino su valor en dinero 
efectivo al precio corriente, sin pretender daños y perjuicios. Y 
todavía en este caso, si al ser requerido de pago el deudor, entrega 
6 consigna la especie, en la cantidad y de la calidad pactada, y el 
importe de las costas que sean de su cuenta, creemos que el juez 
debe dar por terminado el juicio mandando entregar al acreedor 
la especie consignada, conforme â lo prevenido en el art. 1445. De 
suerte que al la deuda en especie se exige en dinero efectivo, es por 
voluntad de las partes; porque el acreedor así lo pide y porque lo 
consiente el deudor, no vulnerándose, por tanto, ninguno de lus 
principios fundamentales del derecho civil. 
Para los efectos de que tratamos, se tiene por líquida la canti-
dad siempre que lo sea la de la obligación principal, y si hubiere 
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alguna accesoria, que pueda ésta calcularse y fijarse de un modo 
cierto y determinado por lo pactado en el mismo contrato. E q un 
préstamo, por ejemplo, de diez mil pesetas con el interés anual del 
6 por 100, no sólo es líquida la deuda principal, sino también los 
intereses, en razón á que, establecida su cuantía y desde cuándo 
han de contarse, se sabe con exactitud matemática á cuánto ascien-
den, y por éstos, lo mismo que por aquélla, podrá despacharse la 
ejecución, como es de práctica corriente. 
Y en cuanto al plazo vencido, requisito indispensable también 
para despachar la ejecución según el presente artículo, como lo ha 
sido siempre, deberá estarse á lo que resulte del documento que 
sirva de título ejecutivo. Si en í•l se hubiere dejado á voluntad del 
acreedor, podrá éste reclamar el pago por la vía ejecutiva cuando 
lo tenga por conveniente. Si la obligación fuese condicional, se ten-
drá por vencido el plazo el día en que se cumpla la condición. Si 
no se fijó plazo en el contrato, será exigible desde luego la obliga-
ción, conforme al art. 1113 del Código civil, á no ser que de la na-
turaleza y circunstancias de la misma obligación se dedujere la 
voluntad de las partes de conceder plazo al deudor. En este caso, 
y lo mismo cuando se hubiere dejado el plazo á voluntad del deu-
dor, corresponde fijarlo á los tribunales, como se previene en el 
art. 1128 de dicho Código, de acuerdo con lo que como regla ge-
neral establecía la ley 13, tít. 11 de la Partida 5.a. La ley 2.", tí-
tulo 1.° de la misma Partida, fijó para los préstamos de cosas fun-
gibles el plazo de diez días, cuando no se hubiere señalado en el 
contrato; pero el Código civil no ha reproducido esta disposición, 
y por él han quedado derogadas aquellas leyes. 
Para las obligaciones mercantiles rige el art. 62 del Código de 
Comercio vigente, según el cual, <:las obligaciones que no tuvieren 
término prefijado por las partes, ó por las disposiciones de este 
Código, serán exigibles á los diez días después de contraídas, si 
sólo produjesen acción ordinaria, y el día inmediato si llevaren 
aparejada ejecución». Pero esto no es aplicable á los préstamos 
mercantiles, respecto de los cuales ordena el art. 313 del mismo 
Código, que «en los préstamos por tiempo indeterminado, ó sin 
plazo marcado de vencimiento. no podrá exigirse al deudor el pago 
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sino pasados treinta días, á contar dude la fecha del requerimiento 
notarial que se le hubiere hecho,. 
Como no ha establecido la ley procedimiento especial para que 
fijen el plazo los tribunales, cuando les corresponda hacerlo según 
se ha dicho, deberá ser considerado como acto de jurisdicción vo-
luntaria conforme al art. 1811. El acreedor, acompañando el título 
ejecutivo, habrá de solicitar del juez competente para despachar la 
ejecución, que en cumplimiento del art. 1128 del Código civil, y á 
dicho efecto, fije el plazo que estime prudente según las circuns-
tancias del caso, y mande que se haga saber al deudor á los efectos 
consiguientes. Así deberá acordarlo el juez de plano, y sin dar au- 
diencia al deudor. Si éste se conforma con la providencia, transcu-
rrido el plazo fijado por el juez, podrá pedirse la ejecución; pero si 
se opusiese, se hará contencioso el expediente y se sujetará á los 
trámites del juicio declarativo que corresponda, como se ordena en 
el art. 1817 de la ley. En tal caso, podrá ser más conveniente al 
acreedor entablar desde luego el juicio ordinario, pidiendo el em-
bargo preventivo para asegurar el pago. 
ARTÍCULO 1436 
(Art. 1434 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la deuda consista en alguna de las especies 
que se cuentan, pesan 6 miden, se hará la computacion 
á metálico por el precio pactado en la obligacion, y en 
su defecto por el precio medio que tuviera la especie 
en el mercado, acreditándolo con certificacion de los 
síndicos del Colegio de corredores, si lo hubiere en la 
poblacion, y no habiéndolo, con certificacion de la Au- 
toridad municipal correspondiente, quedando á salvo 
su derecho al deudor para pedir la reduccion si acredi-
tare que hubo exceso, oponiéndose a la ejecucion. 
El actor deberá presentar dicha certificacion, acom-
pañándola á la demanda. 
ARTÍCULO 1437 
(Art. 1435 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la deuda consista en efectos de comercio, se 
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• liquidará su equivalencia en numerario por los pre-
cios del mercado en la plaza, segun certificacion de los 
síndicos del Colegio de corredores, si lo hubiere en 
ella, y no habiéndolo, por la de dos corredores 6 co-
merciautes, quedando á salvo su derecho al deudor 
para pedir la reduccion si hubiere exceso, como se pre-
viene en el articulo anterior. 
ARTÍCULO 1438 
(Art. 1436 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la deuda fuere de efectos públicos -ó de cuales-
quiera otros valores admitidos â negoeiacion en Bolsa, 
se computará su valor efectivo en metálico por el  pre-
cio de cotizacion en el dia del vencimiento de la obli-
gacion. 
Estos tres artículos, sin concordantes en la ley de 1855, sirven 
de complemento ó desarrollo á la novedad introducida por el nú-
mero 2.° del artículo anterior, según el cual podrá despacharse eje-
cución por cantidad líquida en especie, computándola á metálico. 
En ellos se determinan las especies ó cosas que pueden ser objeto 
de este procedimiento, y se ordena la forma en que ha de hacerse 
la computación de las mismas á metálico para dicho efecto. 
Como especies que considera la ley reducibles ó computables á 
metálico, al efecto de despachar la ejecución por su valor en di-
nero efectivo, designa: 1. 0, las que se cuentan, pesan ó miden, re-
firiéndose á los productos de la agricultura y de la industria, que 
según la costumbre de cada localidad, se venden por piezas, ó al 
peso ó por medida: 2. °, los efectos ó géneros de comercio; y 3.0 , los 
efectos públicos y demás valores admitidos á negociación en Bolsa. 
Todas estas especies tienen su precio corriente en el mercado, y es 
fácil, por tanto, computarlas á metálico ó determinar su valor en 
dinero efectivo, por el que haya de despacharse la ejecución. 
Según se deduce de dichos artículos, corresponde al acreedor 
hacer esa computación á metálico, como le es indispensable, puesto 
que debe fijar en su demanda la cantidad líquida en dinero efec- 
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tivo por la que haya de despacharse la ejecución. Pero no ha de 
hacerlo por el valor ó precio en que él estime la cosa, sino por el 
pactado en el contrato, y á falta de pacto expreso, por el que real-
mente tuviera en el mercado el día del vencimiento de la obliga-
ción, ateniéndose al precio medio, cuando no lo hubiere tenido fijo 
la especie de igual clase. Y ha de justificar además este precio en 
la forma que para cada caso se ordena en los tres artículos de este 
comentario, acompañando á su demanda ejecutiva en los dos pri-
meros el documento que lo justifique, como se previene al final del 
art. 1436, y se sobreentiende en el caso del 1437. 
Dicho documento ha de ser, cuando la deuda consista en al-
guna de las especies que se cuentan, pesan ó miden, una certifica-
ción de los síndicos del Colegio de corredores, si lo hubiese en la 
población, y no habiéndolo, de la autoridad municipal correspon-
diente, que deberá ser el alcalde, ó de su orden y con su Visto 
Bueno el secretario del ayuntamiento, haciendo constar el precio 
medio que la especie de que se trate hubiera tenido en el mercado 
de la localidad el día en que debió verificarse la entrega; y cuando 
la deuda consista en géneros de comercio, una certificación de los 
síndicos del Colegio de corredores, y en su defecto de dos corre-
dores no colegiados, ó de dos comerciantes. Esa diferencia que 
entre uuo y otro caso establecen los artículos 1436 y 1437, censu-
rada por algún comentarista, revela la previsión de la ley para fa-
cilitar dicha prueba en todas las localidades. No habrá pueblo en 
España en que no se vendan productos agrícolas, 6, los que se re-
fiere principalmente el art. 1436, y como son pocos los en que hay 
corredores, ordena que, á falta de éstos, dé la certificación la auto-
ridad municipal, que tiene medios para saber el precio corriente 
de dichas especies: no así respecto de los efectos ó géneros de co-
mercio, de cuyo precio corriente sólo podrán estar enterados los 
corredores, si los hay, y si no, los comerciantes de la misma clase, 
y no la autoridad municipal. 
El art. 1438 no impone al acreedor la obligación de justificar 
el precio corriente en el caso á que se refiere, en razón á que se 
publica diariamente en la Gaceta de Madrid y en otros periódicos 
oficiales la cotización de la Bolsa, que ha de servir de tipo para 
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hacer la computación del valor efectivo en metálico de los efectos 
públicos y demás valores á que se refiere dicho artículo, y bastará, 
por consiguiente, citar el número ó fecha de la Gaceta, por ser un 
dato público oficial que está al alcance de todos. En las provin-
cias, tanto de la Península como de Ultramar, donde no existan 
Boleas de Comercio debidamente autorizadas, habrán de sujetarse 
A la cotización de la de Madrid, y si la urgencia del caso no per-
mitiera en Ultramar la llegada de la Gaceta oficial, creemos que 
harán bien los jueces en admitir, para la justificación del precio 
alli corriente, certificación de dos corredores, agentes 6 comer-
ciantes que intervengan en esas operaciones, como se previene 
para los otros dos casos, y puesto que queda á salvo el derecho del 
deudor para pedir la reducción. 
En cualquiera de los tres casos podrá suceder que el acreedor 
haga con error el cómputo ó reducción á metálico del valor de la 
especie en que consista la deuda, 6 que el error esté en la certifi-
cación con que ha de justificarse el precio medio que tuviera en 
el mercado, resultando perjuicio para el deudor. Esto no es obs-
táculo para que se despache la ejecución por la cantidad líquida 
en metálico que hubiere fijado el acreedor, sin perjuicio de rectifi-
car á su tiempo el error, si lo hubiere. Así se deduce de la decla-
ración que hacen estos artículos, «dejando á salvo su derecho al 
deudor para pedir la reducción, si acreditare que hubo exceso, 
oponiéndose á la ejecución». Por consiguiente, el deudor podrá 
oponerse á la ejecución, aunque sólo sea para el efecto de que se 
haga dicha reducción, justificando que hubo exceso en la compu-
tación á metálico del valor de la especie, como se declara también 
en el art. 1466. 
Hemos dicho que, á falta de pacto expreso, la reducción 6 coin-
putación de la especie á metálico para fijar la cantidad en dinero 
por la que ha de despacharse la ejecución, ha de hacerse por el 
precio medio que la especie tuviera en el mercado del lugar de la 
entrega el día del venrimiento de la obligación, y nos fundamos en 
quo, debiendo ésta cumplirse en ese día, y no reclamándose la es-
pecie, sino su valor en dinero efectivo, al que tuviera en ese misoro 
día es al que tiene derecho el acreedor, y porque así lo ordena ex- 
T 
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presamente la ley en el art. 1468, cuya disposición debe ser apli-
cable á los casos de los dos artículos anteriores por analogía y por 
ser conforme á la regla general sobre el cumplimiento de las obli-
gaciones. Podrá suceder, por las oscilaciones del mercado, que la 
especie no tenga, cuando se demande, el mismo valor que tenía el 
día en que venció el plazo: si está en alza, sufrirá perjuicio el acree-
dor, y si en baja, lo sufrirá el deudor. Pero éstos son accidentes ca-
suales, que en nada deben influir para el efecto de que se trata; no 
puede evitarlos la ley, y además deja recursos á los interesados 
para no sufrir esos perjuicios, como pueden hacerlo sometiéndose 
al cumplimiento estricto de lo pactado, eri la forma ya indicada en 
el comentario anterior (pág. 479). Lo notoriamente injusto sería 
dejar al arbitrio del acreedor, como algunos pretenden, la elección 
de una ú otra fecha para hacer la computación como más le con-
venga, según haya subido ó bajado el precio de la especie. 
ARTÍCULO 1439 
La demanda ejecutiva se formulará en los términos 
prevenidos para la ordinaria en el art. 524, y conten-
drá además la protesta de abonar pagos legítimos. 
Se acompañarán copias de la misma y de los docu-
mentos, para entregarlas al deudor al citarlo de re-
mate. 
Art. 1437 de la ley para Cuba y Puerto Rico.--( La referencia es al 
art. 523 de esta ley, sin otra variación.) 
El primer párrafo de este artículo concuerda casi literalmente 
con el 945 de la ley anterior, habiéndose adicionado el párrafo 2.°, 
por el que se ordena la presentación de copia de la demanda y 
documentos, por no ser aplicables á este juicio los artículos 515 
y 516, que se refieren expresamente á los juicios declarativos, y es-
timarse justo y conveniente entregar esas copias al deudor, al ci-
tarle de remate, para que, con conocimiento exacto de causa, pueda 
resolver si debe ó no oponerse á la ejecución y preparar en su caso 
los medios de defensa en el breve término que para ello con-
cede la ley. 
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<.La demanda ejecutiva, dice la ley, se formulará en los térmi-
nos prevenidos para la ordinaria en el art. 524»: véase, pues, este 
 
artículo y su comentario. Pero, además de exponer sucintamente  
y numerados los hechos y los fundamentos de derecho, fijando con  
claridad y precisión lo que se pida, y la persona contra quien se 
 
proponga la demanda, que es lo que se ordena en dicho artículo 
 
en cuanto ti la forma, hay que llenar otros requisitos exigidos por 
 
la misma ley, cuales son: 1.0 , consignar en la misma demanda la 
protesta de abonar pagos legltinws, como se ordena en el presente  
artículo: 2.°, comparecer por medio de procurador y con dirección  
de letrado, cualquiera que sea la cantidad que se reclame (artícu-
los 3.°, 4.° y 10): 3.°, acompañar el poder que acredite la persona-
lidad del procurador, si no se hubiere presentado en las diligencias  
preparatorias del juicio, y los documentos que acrediten el carác-
ter con que el litigante se presente en juicio, cuando reclame un 
derecho que otro le haya transmitido (art. 503): 4.°, acompañar el  
título ejecutivo, ó sea el documento en que el actor funde su dere-
cho, que lleve aparejada ejecución; y 5.°, las copias simples de la  
demanda y de los documentos. La omisión de cualquiera de estos  
requisitos impedirá el curso de la demanda mientras no se subsa-
nen, excepto el 4.°, que dará lugar á que se deniegue la ejecución.  
Téngase presente también que estos juicios están exceptuados del  
acto previo de conciliación (art. 460, núm. 8.°). 
En cuanto á la copia de documentos, debe entenderse de los que  
se acompañen á la demanda, y no de los que se hubieren presen-
tado anteriormente para el reconocimiento de la firma ó confron-
tación de los títulos, á fin de preparar la ejecución. De estos docu-
mentos tiene ya conocimiento el deudor, y como obran en actua-
ciones judiciales, en las que habrá de comparecerse, y que estarán 
 
en la escribanía á disposición de los interesados para enterarse de 
 
ellas cuando gusten, no hay necesidad de acompañar copia, puesto 
 
que la ley sólo la exige de los que se presenten de nuevo con la 
 
demanda, y no de los presentados anteriormente. 
 
Indicaremos, por último, que la protesta de abonar pagos legt-
'i»ws, aunque no era de ley, se hacía también en la práctica anti-
gua, con el objeto, según los autores, de no incurrir en la pena del 
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duplo, que imponía la ley 6 â, tít. 28, libro 11 de la Novísima Re-
copilación al que pide más de lo que se le debe. LI nueva ley, lo 
mismo que la de 1855, ha sancionado esa práctica, ordenando que 
la demanda ejecutiva contenga dicha protesta, la cual debería pro-
ducir el efecto indicado. Pero derogada esa ley recopilada por el 
Código civil, y no estableciéndose en éste dicha pena para la plus-
petición, carece ya de objeto tal protesta, pues con ella y sin ella 
es ineludible la obligación de abonar pagos legítimos. Sin embargo, 
mientras no se reforme en este sentido el artículo de este comenta-
rio, debe cumplirse lo que en él se ordena. 
ARTICULO 1440 
El Juez examinando los documentos presentados con 
la demanda, despachará la ejecucion si el título no 
contuviere alguno de los defectos que mencionan los 
párrafos primero y segundo del art. 1467. 
En otro caso, la denegará sin prestar nunca audien-
cia al demandado. 
Art. 1438 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es c£ los 
párrafos primero y segundo del art. 1465 de esta ley, sin otra va
-niación.) 
ARTICULO 1441 
Contra el auto en que se denegare la ejecucion pro-
cederán los recursos de reposicion y de apelacion, 
conforme á los artículos 377 y 380, pero sin copias de 
los escritos ni audiencia del demandado. 
Esta apelacion será admitida en ámbos efectos y se 
remitirán los autos al Tribunal superior, con emplaza-
miento únicamente de la parte ejecutante. 
Art. 1439 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es á los artícu- 
los 316 y 379 de esta ley, sin otra novedad.) 
Concuerdan sustancialmente con los artículos 946 y 947 dala 
ley anterior. Según unos y otros, presentada la demanda ejecu-
tiva, debe el juez dictar desde luego su resolución por medio de 
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auto otorgando ó denegando la ejecución, en vista del título eje-
cutivo 6 documentos que con aquella se hubieren presentado, y sólo 
por lo que de ellos resulte, sin prestar nunca audiencia al deman-
dado. Y declaran también que contra el auto denegando la ejecu-
ción, procederán los recursos de reposición y de apelación, con-
forme á los artículos 377 y 380, esto es, ef de reposición dentro de 
cinco días, por tratarse de una providencia que no es de mera 
tramitación, y el de apelación dentro de tercero día, si fuere de-
negada la reposición. Claro es que estos recursos sólo puede utili-
zarlos la parte ejecutante, por ser á quien perjudica dicha resolu-
ción y porque el ejecutado no es todavía parte en el juicio, y así 
lo da á entender claramente la ley al prevenir que se resuelvan 
dichos recursos sin copias de los escritos ni audiencia del deman-
dado, y que si es procedente la apelación, se admita en ambos 
efectos y se remitan los autos al tribunal superior, con emplaza-
miento únicamente de la parte demandante. 
No se permite ninguno de dichos recursos contra el auto man-
dando despachar la ejecución. Este auto ha de llevarse á efecto en 
todo caso sin prestar audiencia al demandado, y sólo después de 
practicado el embargo y de ser citado de remate, podrá el deudor 
oponerse á la ejecución, conforme al art. 1461. 
La adición hecha en el art. 1441 con relación al 946 de la ley 
anterior, de que el juez despachará la ejecución «si el título no 
contuviere alguno de los defectos que mencionan los párrafos pri-
mero y segundo del art. 1467», es de suma importancia y evita 
las dudas que ocurrían en la práctica. En ese artículo se determi-
nan las causas que producen la nulidad del juicio ejecutivo, y al 
ordenar en el que estamos comentando que el juez despache la 
ejecución si el título no contiene alguno de los defectos menciona-
dos en los números 1.° y 2.°, implícitamente le obliga á despa-
charla en todos los demás casos, sin ser de su competencia apre-
ciar en ese estado del juicio los demás defectos que puedan concu-
rrir, y sobre los cuales resolverá en la sentencia de remate, si fue-
ren alegados por el ejecutado oponiéndose á la ejecución, y no en 
otro caso. Por consiguiente, aunque del título ejecutivo resulte 
prescrita la acción ó el compromiso en árbitros ó amigables com- 
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ponedores, ó cualquiera otra de las excepciones determinadas en 
el art. 1464, el juez no debe denegar la ejecución, resolviéndose 
en este sentido las dudas que sobre ello ocurrían en la práctica; 
sólo puede denegarla cuando sea indudable la nulidad de la obli-
gación ó del título en que se funde la demanda, ó cuando el título 
no tenga fuerza ejecutiva, ya por defectos extrínsecos, ya por no 
haber vencido el plazo, ó por no ser exigible la cantidad, ó por 
ser ésta ilíquida, que son los defectos mencionados en los núme-
ros 1.° y 2.° del art. 1467. (Véase este artículo y su comentario.) 
Indicaremos, por último, que el precepto de la ley anterior, re-
producido en la actual, de que los jueces despachen ó denieguen la 
ejecución sin prestar nunca audiencia al demandado, tuvo y tiene 
per objeto corregir el abuso de la práctica antigua de conferir al 
deudor traslado sin perjuicio, cuando el juez dudaba si procedía ó 
no la ejecución, ó un simple traslado cuando la creía improcedente, 
cuyo traslado producía el efecto de convertir en ordinario el juicio 
ejecutivo, lo cual es contrario á los principios del derecho procesal. 
La naturaleza y objeto del juicio ejecutivo exigen, como se ordena, 
que el juez resuelva sin tramitación alguna y con vista solamente 
de la demanda y de los documentos en que se funde, y que esa re-
s olución sea precisamente otorgar ó denegar la ejecución. No cabe 
repeler la demanda, sino dictar la segunda de estas resoluciones 
cuando el juez estime improcedente la ejecución por ser nulo el 
título ó carecer de fuerza ejecutiva; ó acordar lo procedente para 
que so subsane la falta, cuando no se hubieren llenado en aquélla 
todos los requisitos exigidos por la ley, aplicando á este caso la 
doc trina expuesta respecto de la demanda del juicio ordinario en 
1 a pág. 36 del tomo 3.°, y luego que el actor subsane la falta, otor-
ga rá ó denegará la ejecución, según estime procedente, sin dar 
nunca audiencia al demandado. 
ARTICULO 1442 
(Art. 1440 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Despachada la ejecucion, se entregará el manda-
m iento a un alguacil del Juzgado, el cual requerirá de 
pago al deudor por ante el actuario. Si el deudor no 
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hiciere el pago en el acto, se procederá á embargarle 
bienes suficientes á cubrir la cantidad por que se haya 
despachado la ejecucion y las costas, los cuales se de-
positarán con arreglo á derecho. 
ARTÍCULO 1443 
(Art. 1441 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no fuere hallado el deudor despues de haberle 
buscado dos veces en su domicilio con intervalo de 
seis horas, a la segunda diligencia en su busca se le 
hará el requerimiento por cédula, entregándola por su 
órden á las personas designadas en el art. 268, y se-
guidamente se procederá al embargo si no se pagare 
en el acto. 
ARTÍCULO 1444 
Cuando no sea conocido el domicilio del deudor 6 se 
ignore su paradero, podrá el Juez acordar á instancia 
del actor que se proceda al embargo sin hacer prévia-
mente el requerimiento de pago, 6 haciéndolo á la per-
sona que se halle encargada de los bienes, si la hubiere. 
En tal caso dicho requerimiento y la citacion de re-
mate se harán en una misma diligencia, del modo que 
se dirá en el art. 1460. 
Art. 1442 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al artíulo 
1458 de esta ley, sin otra variación.) 
El primero de estos tres artículos concuerda con el 948, y los 
otros dos con el 955 de la ley de 1855, pero con las modificaciones 
que indicaremos en este comentario. Despachada la ejecución, antes 
de proceder al embargo de bienes, ha de requerirse de pago al deu-
dor, siempre que sea posible, como es justo y conveniente, pues si 
paga ó consigna la cantidad, no hay razón para causarle los gastos 
y vejaciones de aquella diligencia. Así se ha practicado siempre, 
y lo ordena también ,la presente ley, determinando la forma en 
que ha de hacerse dicho requerimiento, según los diferentes casos 
que pueden ocurrir. 
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En el mismo auto en que el juez manda despachar la eje encióa 
 
debe acordar que se expida para ello el correspondiente manda-
miento, llamado de ejecución, cometido á uno de los alguaciles del 
 
juzgado. Según la ley 10, tít. 28, libro 11 de la Novísima Recopi-
lación, este mandamiento debía entregarse al ejecutante, bajo pena 
 
de nulidad de la ejecución, y.lo mismo se ordenó en el art. 948 de  
la ley anterior, aunque sin establecer dicha pena. El actor hacía  
uso de ese mandamiento cuando lo creía conveniente, requiriendo  
con él al alguacil para que lo ejecutase en la ocasión y circunstan-
cias que aquél creía oportunas, y eligiendo también el escribano del  
juzgado que había de autorizar las diligencias. Este procedimiento  
envolvía una irregularidad y se prestaba á un abuso. La irregulari-
dad consistía en entregar el mandamiento judicial, no al funciona-
rio á quien se da comisión para ejecutarlo, sino al mismo intere-
sado, quedando á su arbitrio el darle ó no cumplimiento, y cuando  
A él le acomodaba. Y se prestaba á abusos la facultad que tenía el  
actor de elegir alguacil y escribano de su confianza, haciendo des-
igual la condición de los litigantes. Todo esto lo ha corregido la  
nueva ley, ordenando que se entregue el mandamiento d un ulyaa-
cil del juzgado, que deberá ser al que corresponda por turno ese 
servicio, y que el alguacil requiera de pago al deudor por ante el  
actuario, que será el que también por repartimiento conozca del 
juicio ejecutivo, debiendo 'practicar sin dilación estas diligencias, 
conforme á lo prevenido en el párrafo segundo del art. 301. 
Siempre que sea conocido el domicilio del deudor y tenga en 
él su residencia, ha de hacérsele personalmente el requerimiento al 
pago, en virtud del mandamiento de ejecución. Para ello debe 
constituirse el alguacil con el actuario en la casa donde aquél ha-
bite: si no fuere hallado en ella, se acreditará por diligencia con 
expresión de la hora, volviendo á buscarle en su domicilio con in-
tervalo de seis horas por lo menos, y si tampoco fuere hallado, se 
le hará el requerimiento por cédula, en la forma que se ordena en 
los artículos 268, 270 y 275. Hecho el requerimiento al deudor, y* 
personalmente por haberle encontrado, ya por cédula á la segunda 
diligencia en busca, seguidamente se procederá al embargo, esté é 
no presente, si no se pagare en el acto, empleando la ley esta locu- 
^ 
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ciiin impersonal para demostrar que debe admitirse el pago, aun-
que no lo verifique el mismo deudor en persona. Hecho el pago ó 
la consignación de la deuda principal y costas, debe procederse en 
la forma que se ordena en los artículos 1445 y 1446, sin llevar á 
erecto el embargo. 
Otro procedimiento ha de emplearse cuando no sea conocido el 
domicilio del deudor, 6 se ignore su paradero; casos distintos, como 
lo demuestra la disyuntiva 6, y que están explicados en el art. 269: 
sera desconocido el domicilio del deudor cuando se ignore en qué 
lugar tiene su casa ó residencia, y se ignorará su paradero, cuando 
por haber mudado ae habitación no se sepa dónde se halla. De lo 
cual se deduce, que siempre que sea conocido el domicilio del deu-
dor, en él ha de hacérsele el requerimiento al pago antes de prac-
ticar el embargo, ya personalmente, ó por medio de cédula á la se-
gunda diligencia en busca, como se ha dicho, aunque esté ausente, 
y cualquiera que sea la causa y el tiempo de la ausencia, sin necesi-
dad de mandato judicial, como para las notificaciones se previene 
en el art. 266; y sólo cuando no sea conocido el domicilio del deu-
dor, ó se ignore su paradero ó la casa á donde se hubiere mudado, 
Be empleará el procedimiento que vamos á exponer. 
La ley anterior, en el párrafo 2.° de su art. 955, ordenaba para 
estos casos que se hiciera el requerimiento por cédula al alcalde del 
pueblo del domicilio del deudor ó al de su última residencia, publi-
cándolo además por edictos, y no permitía el embargo hasta des-
pués de hecho el requerimiento en esa forma. Esto daba lugar á  di-
laciones, gastos y abusos, además de ser de todo punto inútil el re-
querimiento al alcalde. Por eso se ha suprimido en la nueva ley, 
ordenando en su lugar por el art. 1444, que «cuando no sea cono-
cido el domicilio del deudor ó se ignore su paradero, podrá el juez 
acordar, á instancia del acreedor, que se proceda al embargo sin 
hacer previamente el requerimiento al pago, ó haciéndolo á la per-
sona que se halle encargada de los bienes, si la hubiere» , y que 
en tal caso, después de hecho el embargo, se hagan en una misma 
diligencia dicho requerimiento y la citación de remate, del modo 
que se ordena en el art. 1460. Por consiguiente, el juez no puede 
ictirdar que se practique el embargo sin el previo requerimiento 
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de pago, si no lo solicita el acreedor, bien en la misma demanda 
ejecutiva, ó en otro escrito, cuando de las diligencias practicadas 
por el alguacil y actuario, de las que se le dará conocimiento, re-
sulte que no ha podido hacerse el requerimiento por ser descono-
cido el domicilio del deudor ó ignorarse su paradero. Y aunque lo 
solicite el acreedor, podrá el juez acceder ó no á ello, según lo es-
time justo, si bien no deberá denegarlo siempre que resulte justi-
ficado el hecho, y ser por tanto imposible hacer el requerimiento 
personalmente ni por cédula. Aunque no pida el acreedor que se 
haga el requerimiento de pago á la persona que se halle encargada 
de los bienes, podrá y aun deberá acordarlo el juez cuando por las 
circunstancias del caso lo estime conveniente, mandando que si 
hubiere persona encargada de los bienes, se la requiera para el 
pago antes de proceder al embargo. 
En todo caso ha de practicarse el embargo conforme á lo pre-
venido en los artículos 1447 y siguientes, depositando los bienes 
con arreglo á derecho, como dice el art. 1442. Se procederá, pues, 
con arreglo á derecho, consignando á disposición del juzgado el di-
nero metálico y efectos públicos en la Caja general de Depósitos., 
ó en su dependencia de la provincia, y las alhajas en el Banco de 
España ó establecimiento público que admita estos depósitos, po-
niendo en los autos testimonio del resguardo, cuyo original que-
dará en poder del actuario para entregarlo al depositario, cosa 
para casos análogos se ordena en los artículos 968 y 1175. En 
igual forma se depositarán los sueldos ó pensiones, según se va-
yan devengando, después de haber expedido la oportuna orden 
para su retención, y los créditos cuando se cobren. Si el embargo 
consiste en bienes inmuebles, sin sus frutos ó rentas, basta la ano-
tación preventiva en el Registro de la propiedad; pero si se em-
bargan los frutos y rentas con ó sin el inmueble, se constituirá una 
administración judicial, conforme al art. 1450. Y los demás bienes 
muebles, inclusos el metálico y efectos públicos, cuando no haya ea 
la población establecimiento público donde hacer el depósito, y sin 
perjuicio de trasladarlos al más próximo lo antes posible, se entre-
garán al depositario, cuyo nombramiento se hará en la forma que 
expondremos al comentar el art. 1454. Según este artículo, á todas 
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esas diligencias puede concurrir el acreedor ó su procurador. El 
actuario extenderá á continuación del mandamiento la correspon-
diente diligencia del embargo, describiendo en ella los bienes que 
se embarguen y su depósito, cuya diligencia autorizará después de 
haberla firmado el alguacil, depositario y demás que concurran; y 
al no puede terminarse en el día, se continuará en el siguiente con 
las mismas formalidades. 
No deben incluirse en el embargo los bienes exceptuados por 
los artículos 1448 y 1449, y respecto de los demás ha de limitarse 
á los que prudentemente se consideren necesarios para cubrir la 
cantidad por que se procede y las costas. Estos han de ser de la 
pertenencia del ejecutado, reputándose por tales los que se encuen-
tren en au casa ó en su poder, y no conste de un modo cierto que 
pertenecen á otra persona. Si en el acto se presentase un tercero 
re.aumando como de su propiedad alguna cosa de las embargadas, 
al que pudieran embargarse, deberá consignarse su reclamación 
en la diligencia, entregándole lo que reclame, si están conformes 
el acreedor y el deudor; en otro caso se llevará á efecto el embargo, 
sin perjuicio de su derecho, que podrá ejercitar deduciendo la 
correspondiente tercería de dominio. 
Téngase presente que el alguacil y escribano no pueden de 
propia autoridad allanar la casa del deudor cuando la encuentren 
cernida, ó éste resista con violencia el embargo. En tales casos, 
deben consignar el hecho, extendiendo la oportuna diligencia, y 
dar cuenta al juez, para que resuelva lo que estime, dejando mien-
tras tanto guarda á la puerta de la casa, ó adoptando las medidas 
necesarias para evitar la sustracción de bienes. Si el hecho suce-
diese fuera de la cabeza del partido, podrán reclamar el auxilio de 
la autoridad local, acudiendo al juez municipal para que proceda 
criminalmente, si hay lugar á ello, ó para que haga abrir la casa, 
y á su presencia se forme el inventario y embargo de lo que en ella 
se encuentre. 
ludicaremos, por último, que cuando el acreedor haya de re-
clamar del tercer poseedor de los bienes hipotecados el pago de su 
crédito, tiene que requerir previamente al deudor principal judi-
cialmente 6 por notario, y si no paga al vencimiento del plazo, lia 
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de requerir en igual forma al tercer poseedor para que pague ó 
abandone los bienes hipotecados, conforme á lo prevenido en los 
artículos 127 y 128 de la ley Hipotecaria y con los efectos que se 
determinan en el 129. Para estos requerimientos, cuando se hagan 
judicialmente, se observará el procedimiento establecido en los ar-
tículos de este comentario, pudiendo fijarse al tercer poseedor el 
plazo de diez días improrrogables para verificar el pago, conforme 
se previene en los artículos 103 y 104 de dicha ley Hipotecaria. 
ARTÍCULO 1445 
(Art. 1443 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Aunque pague el deudor en el acto del requerimien-
to, serán de su cargo todas las costas causadas. 
Verificando en dicho acto el pago de la deuda prin-
cipal y costas, se hará constar en los autos por medio 
de diligencia, dándose recibo por el actuario. 
El Juez mandará entregar al actor la suma satisfe-
cha, y se dará por terminado el juicio. • 
ARTÍCULO 1446 
(Art. 1444 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el deudor consignare la cantidad reclamada 
para evitar los gastos y molestias del embargo, reser-
vándose el derecho de oponerse á la ejecucion, se sus-
penderá el embargo y la cantidad se depositará en el 
establecimiento designado para ello. 
Si la cantidad consignada no fuere. suficiente para 
cubrir la deuda principal y las costas, se practicará el 
embargo por la que falte. 
Las leyes 13 á 17, tit. 30, libro 11 de la Novísima Recopilación 
concedieron al ejecutado el beneficio de que, si en el acto ó dentro 
de las veinticuatro horas de como se le hiciere el requerimiento 
para el pago, mostrara contento del ejecutante, ó depositare la 
cantidad reclamada, quedaba libre de satisfacer la décima (1) 'y 
(1) La décima de las ejecuciones consistía en la décima parte del importe 
de la deuda, que de los bienes del deudor, y después de pagado el acreedor, 
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cualquier otro derecho de ejecución; y de aquélla solamente, pa-
gando dentro de las setenta y dos horas. El art. 954 de la ley de 
1S55 derogó estas disposiciones, ordenando que, aun cuando el 
deudor pague dentro de las veinticuatro horas posteriores al re-
querimiento, y aun en el acto do éste, sean de su cargo las costae 
causadas en el juicio: él dió lugar á estas costas con su morosidad 
en el pago, ó por haber faltado á sus compromisos, y muy justo es 
que las pague. Y esta misma disposición ha sido reproducida en el 
párrafo primero del art. 1445, que estamos comentando, suprimien-
do lo de las veinticuatro horas, que era una redundancia, justificada 
en aquella ley para que no se dudase de su propósito de derogar 
las disposiciones antes indicadas de las leyes recopiladas. El pre-
cepto es claro y terminante: «aunque pague el deudor en el acto 
del requerimiento, serán de su cargo todas las costas causadas», y 
así debe ejecutarse. 
ZY si paga antes del requerimiento? No era de la competencia 
de la ley procesal resolver este caso, que está sujeto á las reglas 
generales del derecho. Si el deudor paga antes de que el acreedor 
haya reclamado judicialmente, no hay costas devengadas, ni razón 
para exigirlas; y si paga después de presentada por éste la de-
manda ejecutiva, aunque lo haga antes del requerimiento, estará 
sujeto á la indemnización de daños y perjuicios en que incurre por 
su morosidad, conforme al art. 1101 del CSdigo civil; y daños y 
perjuicios son para el acreedor los gastos que haya tenido necesi-
dad de hacer para reclamar del deudor el cumplimiento de su obli-
gación. Esos gastos podrán ser de alguna importancia, como s uce-
derá cuando sea preciso preparar la acción ejecutiva con el rec ono-
cimiento de la firma ó confesión de la deuda, ó con un embargo 
preventivo, y seria injusto é irritante que el deudor, que con su 
morosidad é incumplimiento de su obligación ha dado lugar á 
ellos, se eximiera de esa responsabilidad anticipando su pago al 
  
    
    
    
    
          
          
          
          
          
          
          
          
          
          
        
tenía dereoho & percibir el alguacil ó ministro de justicia que llevaba A, efecto 
la ejecución, por sus derechos, conforme it la ley 1.', tit. 30, libro 11 de la 
Novísima Recopilación, y otras del mismo titulo. Esta exacción, quo sólo era 
permitida en los lugares en que era de nso y costumbre, fué suprimida en 
absoluto por Real decreto de Z3 de 
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acto del requerimiento, y cuando sabía 6 presumía que estaba ya 
despachada la ejecución contra él. Creemos, por tanto, que moral-
mente y por la ley el deudor está obligado á pagar las costas cau-
sadas en todas esas actuaciones, y que la disposición de que trata-
mos, limitada á declarar, en derogación del derecho antiguo, que 
serán de cargo del deudor todas las costas causadas, aunque pague 
en el acto del requerimiento, no le exime, si paga antes, de esa res-
ponsabilidad, siempre que haya razón para imponérsela conforme 
al artículo del Código civil antes citado. 
Lo demás que ordenan los dos artículos de este comentario, no 
estaba previsto en la ley anterior; pero, por ser de sentido combn, 
se observaba en la práctica el procedimiento que en ellos se esta-
blece con tanta claridad y precisión, que basta atenerse á su texto. 
Véase además lo expuesto al comentar el art. 1405, en la página 
395 y siguiente de este tomo, sobre el pago y la consignación, te-
niendo presente que, en el caso de que tratamos, tanto aquél como 
ésta, para que impidan el embargo, han de ser de la cantidad re-
clamada y de la que aproximadamente se estime necesaria para 
cubrir las costas, correspondiendo al juez determinarla, si hubiere 
cuestión. Con el pago se da por terminado el juicio; no así con la 
consignación, cuando manifieste el deudor que la hace sólo con el 
objeto de evitar los gastos y molestias del embargo, y á reserva 
de su derecho para oponerse á la ejecución: en este caso ha de se-
guirse el juicio ejecutivo por sus trámites legales, y por consi-
guiente, luego que la cantidad quedo depositada en la Caja gene-
ral de Depósitos, 6 en la sucursal correspondiente, lo cual equi-
vale al embargo, se citará de remate al deudor, conforme al ar-
tículo 1459, y se seguirá el procedimiento establecido en el 1461 
y siguientes, hasta dictar sentencia de remate. 
ARTÍCULO 1447 
(Art. 1415 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si hubiere bienes dados en prenda ó hipotecados es-
pecialmente, se procederá contra ellos en primer lugar. 
No habiéndolos, 6 siendo notoriamente insuficientes, 
se guardará en los embargos el órden siguiente: 
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1.0 Dinero metálico, si se encontrare. 
2. ° Efectos públicos. 
3.e Alhajas de oro, plata 6 pedrería;. 
4.e Créditos realizables en el acto. 
5.e Frutos y rentas de toda especie. 
6. 0 Bienes semovientes. 
7.e Bienes muebles. 
8.o Bienes inmuebles. 
9.6 Sueldos 6 pensiones. 
10. Créditos y derechos no realizables en el acto. 
Se han refundido en el presente los artículos 949 y 950 de la 
ley anterior, cou la novedad de haber adicionado al primero los nú-
meros 2.°, 4.° y 10, relativos á los efectos públicos, créditos y de-
rechos, no mencionados expresamente en 61, y la de ordenar que se 
proceda en primer término contra los bienes dados en prenda ó hi-
potecados especialmente, si los hubiere, y en el caso de no haber-
los ó de ser notoriamente insuficientes, contra los demás bienes por 
el orden que establece, modificando en este sentido el art. 950 de 
la ley .anterior, que sólo imponía aquella prelación cuando la soli-
citase el actor. Con esta modificación no se priva al acreedor de 
ninguno de sus derechos: puede ejercitarlos sujetándose á la natu-
raleza, condiciones y efectos del contrato de prenda ó de hipoteca, 
al que prestó su consentimiento, aceptando esa garantía para ase-
gurar el cumplimiento de la obligación principal. Justo es que, te• 
niendo la prelación y ventajas que da este contrato, y mientras sea 
suficiente la garantía aceptada por el acreedor, no se le permita 
perseguir otros bienes del deudor, aunque sean de más fácil reali-
zación, porque podría ser en perjuicio de otros acreedores, y por-
que así se cumple lo pactado entre ambos. 
Con toda claridad se establece el orden que ha de seguirse en 
los embargos, y del que no puede separarse el ejecutor de los mis-
mos, aunque lo pretenda el acreedor, como se deduce del art. 1454. 
Si la deuda ó la obligación que so reclame está garantizada con 
prenda ó hipoteca legalmente constituida, han de embargarse en 
primer término los bienes dados en prenda ó hipotecados especial- 
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mente. Fuera de este caso, ha de comenzarse el embargo por el di-
nero metálico, designado en el núm. 1.° del artículo: si no lo hu-
biere, ó no fuere encontrado, ó fuese notoriamente insuficiente, se 
embargarán los efectos públicos, designados en el núm. 2.°, si los 
hubiere, y así sucesivamente. Para principiar el embargo por los 
frutos y rentas del núm. 5.°, por ejemplo, deberá hacerse constar 
en la diligencia que no se han encontrado bienes de los designados 
en los cuatro números anteriores, y así respecto de los demás. 
La clasificación de los bienes, que han de considerarse compren-
didos en cada uno de los números del artículo, creemos que no pue-
de ofrecer dificultad; pero téngase presente que esa clasificación no 
tiene por objeto designar taxativamente los bienes que son embar-
gables, sino determinar el orden que ha de seguirse en los embar-
gos. Son embargables todos los bienes que pertenezcan al deudor, 
cualquiera que sea su clase, porque con todos ellos, tanto presentes 
como futuros, responde del cumplimiento de sus obligaciones, se. 
gún el art. 1911 del Código civil, de acuerdo con nuestro antiguo 
derecho, sin otras excepciones que las establecidas, por motivos de 
orden público y de equidad, en los arts. 1448 y 1449 de la ley, y 
con la limitación que ordena el 1451 en cuanto â sueldos y pensio-
nes. Sólo ha ocurrido duda acerca de si era ó no embargable el jor-
nal eventual que el obrero debe percibir en pago de su trabajo, y 
esta duda ha sido resuelta en sentido afirmativo por el Tribunal Su-
premo, declarando que dicho jornal está comprendido en el núme-
ro 10 del presente artículo (1). 
(1) Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de Junio de 1800. — Se casó la de la 
Audiencia, en cuanto por ella se declaraba que no procedía retener la cuarta 
parte del jornal de un operario que carecía de otra clase de bienes (y lo mismo 
habrá de entenderse respecto de cualquier otro bracero ó jornalero), por los 
fundamentos siguientes: 
«Considerando que el jornal que el obrero debe percibir en pago de su 
trabajo, es un derecho á su favor nacido del contrato de locación de servicio, 
realizable en el momento que por el mismo contrato, y en au defecto por la 
costumbre del lugar, esté establecido: derecho, por lo tanto, comprendido en 
el núm. 10 del art. 1447 de la ley do Enjuiciamiento civil, en la lista de orden 
de los bienes embargables: 
z Considerando, por lo tanto, quo al declarar la sentencia recurrida que 
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¿Será nulo el embargo, cuando no se guarde el orden estable-
cido en el presente artículo? Creemos procedente la contestación 
negativa, en razón á que la ley no establece semejante nulidad; 
no hace más que conceder un derecho, y los derechos concedidos 
por la ley son renunciables, á no ser esta renuncia contra el inte-
rés ó el orden público, ó en perjuicio de tercero, como se declara 
en el art. 4.° del Código civil. Si el deudor y el acreedor se confor-
man con el embargo practicado, y tampoco hay reclamación de un 
tercero á quien pueda perjudicar, quedará válido y subsistente tal 
embargo y producirá sus efectos, puesto que, como ya se ha dicho, 
del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos 
sus bienes; pero si cualquiera de los interesados reclama el cumpli-
miento de la ley, el juez tendrá el deber de acceder á esta preten-
sión, mandando que se haga el embargo por el orden en ella esta-
blecido, y dejando sin efecto el practicado en cuanto á dicho orden 
se oponga. 
ARTÍCULO 1448 
(Art. 1446 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
No se hará embargo en las vías férreas abiertas al 
servicio público, ni en sus estaciones, almacenes, talle-
res, terrenos, obras y edificios que sean necesarios para 
su uso, ni en las locomotoras, carriles y demas efectos 
del material fijo y móvil, destinados al movimiento de 
la línea. 
Cuando se despache ejecucion contra una compañia 
ó empresa de ferrocarriles, se procederá del modo pre-
venido en la ley de 12 de Noviembre de 1869. 
Por la ley de 12 de Noviembre de 1869, que por Real orden 
de 3 de Agosto de 1886 se hizo extensiva á las provincias de 111- 
no procede embargar al deudor la cuarta parte de los jornales, cuya impor-
tancia no consta, que gane corno operario en la fábrica de Mieres, aunque ca-
rezca de otros bienes, infringe el citado art. 1417 por la interpretación erró-
nea de que en ól se determinan taxativamente los bienes embargables y de 
que no comprende los jornales.>, 
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tramar, se dictaron reglas para los procedimientos ejecutivos y de 
quiebra contra las compañías de ferrocarriles, canales y demás 
obras públicas análogas, subvencionadas por el Estado, declarando 
cuales son los documentos emitidos por las mismas que tienen apa-
rejada ejecución. A esta ley, como especial, no podía alcanzar la re-
forma de la de Enjuiciamiento civil, porque no se autorizó para ello 
al Gobierno en la ley de bases: quedó, pues subsistente, sin que 
tampoco haya sido derogada por el nuevo Código de Comercio. Y 
para que no quedara duda alguna sobre este punto, se adicionó el 
presente artículo, declarándose además en la disposición fi nal (ar-
tículo 2182), que de la derogación de las leyes y demás disposicio-
nes en que se hubieren dictado reglas para el Enjuiciamiento ci-
vil quedaban exceptuados los procedimientos establecidos por la 
ley Hipotecaria y demás leyes especiales, en las cuales está com-
prendida la citada de 12 de Noviembre de 1869. 
En el art. 3.° de dicha ley se consignó la regla general, repro-
ducida en el 931 del nuevo Código de Comercio, de que «por nin-
guna acción judicial ni administrativa podrá interrumpirse el ser-
vicio de explotación de los ferrocarriles ni de ninguna otra obra 
pública». Consecuencia lógica y natural de esa regla, que obedece 
á razones poderosas de interés y de orden públicos, fué la prohi-
bición de embargar las vías férreas abiertas al servicio público, y 
los demás bienes muebles é inmuebles, destinados al uso, explota-
ción y movimiento de las mismas, que se designan en dicho artículo 
y en el que estamos comentando, copiado de él casi literalmente, 
dándose otras garantías á los acreedores. Y como se ordena, ade-
más, en éste que «cuando se despache ejecución contra una com-
pañia ó empresa de ferrocarriles, se procederá del modo prevenido 
en la ley de 12 de Noviembre de 1869», convendrá insertar aquí 
las disposiciones de la misma que á este punto se refieren, y que 
como complemento de la de Enjuiciamiento civil se han publicado 
por apéndice en las ediciones oficiales. Dicen así: 
«Artíeulo 1.° No son aplicables á las compañías de ferrocarri-
lea los artículos 570 y 571 del Código de Comercio (1). Las obli- 
41) 9e refiere al Código de Comercio de 1829. En el nuevo de 1885 han sido 
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gaciones que hayan emitido, ó que en lo sucesivo emitan, se re-
girán por las leyes de 3 de Junio de 1855, 11 de Julio de 1880, 
29 de Enero de 1862 y por el art. 10 de la ley de Presupuestos 
de 3 de Agosto de 1866, las cuales quedan subsistentes (1). 
»Art. 2.° Los cupones vencidos de las obligaciones hipoteca-
rias emitidas por las empresas de ferrocarriles y las obligaciones á 
que haya cabido la suerte de amortización tendrán aparejada eje-
cución, previo el reconocimiento talonario, cuyo trámite se omiti-
rá si, hecho un requerimiento de pago á parte legítima, no hubie-
sen sido protestados de falsedad (2). 
»Art. 3.° Por ninguna acción judicial ni administrativa podrá 
interrumpirse el servicio de explotación de las vías férreas. En 
consecuencia, no podrá despacharse ni trabarse ejecución en las 
vías férreas abiertas al servicio público, ni en sus estaciones, al-
macenes, talleres, terrenos, obras y edificios que á ellas correspon-
dan, ó que sean necesarios para su uso, ni en las locomotoras, ca-
rriles, vagones y demás efectos del material fijo y móvil destina-
dos al movimiento de la linea (3). 
reformados los dos artículos quo do aquél se citan, en el sentido que puede 
verso en los artículos 532, 5414 y 515 del mismo. 
(1) Hoy so regiritn también por los articulos 186 y 187 del nuevo Código 
do Comercio. 
(2) Según el art. 1429, niim. 5.° de la ley ¿le Enjuiciamiento civil, los en-
pones vencidos y las obligaciones amortizadas tienen aparejada ejecución, 
siempre que los cupones confronten con los títulos, y éstos con los libros 
talonarios. Do cota confrontación se eximo por la ley de 1869 A los cupo-
nes y obligaciones de las empresas de ferrocarriles, cuando hecho un requeri-
miento de pago á parre legítima, no hubiesen sido protestados de falsedad. Creemos 
subsisto esta disposición do la ley especial de 1869, puesto que la de Enjrii-
eiamiento civil ordena que se proceda en tales casos del modo que en aqué-
lla se previene. EL requerimiento deberi ser por medio de notario. 
(3) La primera parto de este artículo ha sido reproducida on el 931 del 
nuevo Código de Comercio, como ya se ha dicho, y la segunda confirmada 
sustancialmente per el art. 190 del mismo Código, que dice así: «La acción 
ejecutiva A que se refiere la ley do Enjuiciamiento civil respecto it los cupo-
nes vencidos de las obligaciones omitidas por las companies de ferrocarriles 
y demús obras públicas, así como A las mismas obligaciones A quo haya ca-
bido la suerte de la amortización, cuando la hubiere, sólo podrá dirigirse 
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»Art. 4 ° Los acreedores de una compañía tienen como garan-
tía en los casos de caducidad: 
»1.° Los rendimientos líquidos. 
»2.° Cuando dichos rendimientos no b astaren, lo que produzcan 
las obras vendidas en pública subasta por el tiempo que reste de 
la concesión, bajando del precio del remate el importe de la ga-
rantía retirada del depósito y los gastos de aprecio y subasta. 
»En los demás casos la garantía de los acreedores será la 
misma en la forma que en los dos precedentes; pero del producto 
del remate sólo se rebajarán los gastos de aprecio y subasta. 
»El tipo para los aprecios se tomará de las consideraciones 
económicas sobre el estado de las obras, su produccion presente y 
esperanzas estimables del porvenir. 
»Art. 5.°• Responden también de las deudas de la compañía y 
quedan sujetos á embargo los demás bienes que aquélla posea, si 
no forman parte del camino ó no son necesários al movimiento y 
explotación del mismo (1). 
»Art. G.° Todo obligacionista á quien no se satisfaga el im-
porte del cupón vencido ó capital que le corresponda por amorti-
zación, puede acudir al Juez del territorio en que esté domiciliada 
la compañía en demanda del procedimiento ejecutivo. 
»Dicho juez actuará según los trámites ordinarios de este 
procedimiento, después de cumplir el requisito que prescribe el 
artículo siguiente. 
»Art. 7.° Cuando el juez despache ejecución á instancia de 
uno ó más acreedores contra determinada compañía, decretará 
antes de entregar el mandamiento al demandante, que la adminis-
tración de ésta, bajo la responsabilidad de sus individuos y en el 
término de quince días, presente un estado en que se fijen los ren_ 
contra los rendimientos liquidos que obtenga la compaíiia y contra los demás 
bienes que la misma posea, no formando parte del camino ó de la obra ni 
siendo necesarios para la explotación » 
(1) Las garantins ;ue por este articulo y el anterior se conceden h los 
acreedores para los casos de caducidad de la concesión, son las mismas quo 
so determinan en el art. 192 del Código de Comercio vigente. 
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dimientos y gastos totales de administración y explotación con el 
líquido sobrante que resulte de los doce meses anteriores. 
»Si la administración de la compañía no cumpliese esta pres-
cripción en el tiempo marcado, el juez mandará de oficio hacer el 
estado á costa de la compañía en el plazo de otros quince días. 
»Los administradores de la compañía deberán poner á dispo-
sición del Juzgado, y dentro de tercero día improrrogable, cuan-
tos antecedentes se les reclamen para la formación de dicho es-
tado. 
»Art. 8.° El estado de que habla el artículo precedente se re-
ferirá á los productos y gastos del año anterior; y si arrojase so-
brante líquido, se considerará como masa sujeta á embargo y eje-
cución, que se llevará á efecto en los ingresos, dejando en libertad 
lo que segun aquel estado fuese necesario para los gastos. 
»Se presentará también con aquel estado otro de las deudas 
vencidas y que hayan de vencer en el semestre próximo; y si no 
hubiere sobrante líquido de explotación, ó no fuese suficiente para 
cubrir con la mitad del producto líquido anual, conocida por la del 
año anterior, los débitos ya vencidos y que venzan en el próximo 
semestre, se decretará que la administración de la compañía pre-
sento en el término de quince días un balance; y comprobado con 
lo que resulte de los libros de contabilidad, en otro término de 
quince días, si en efecto no hubiere sobrante ó no fuese suficiente 
para el indicado objeto, procederá la suspensión de pagos pidién-
dola el acreedor. 
»Si la administración de la compañía no presenta el balance 
en el término marcado, el juez lo mandará hacer de oficio y á 
costa de la compañía en el mismo período. Para ello hará el juez 
que se pongan á disposición de las personas que se encarguen de 
este servicio, dentro de tercero día, todos los libros, papeles y do-
cumentos necesarios. 
»Art. 9.° Los acreedores de la compañía, cuyos títulos no 
lleven aparejada ejecución, podrán acudir á la vía ordinaria para 
hacer que prevalezcan sus derechos; pero en todos los casos, antes 
de verificarse el embargo de los bienes de la compañía, procede el 
trámite establecido en el art. 7.°, y sólo podrá despacharse y tra- 
505 DEL JUICIO EJECUTIVO 
barse ejecución en los sobrantes de los rendimientos brutos des-
pués de asegurada la explotación.» 
Los demás artículos de esta ley se refieren á la suspensión de 
pagos y quiebras de las compañías de ferrocarriles, y ya los hemos 
expuesto en sus lugares respectivos; los relativos á la suspensión 
de pagos, en las páginas 319 y siguientes de este torro, y los de 
las quiebras, en la nota del art. 1320, páginas 331 y siguientes tamo 
bién de este tomo. 
Téngase presente, por último, que todo lo expuesto en este co-
mentario es aplicable á las compañías de canales y demás obras 
públicas análogas, como so previene en el artículo adicional de la 
misma ley de 1869 y en el Código de Comercio, el cual incluye en 
una misma sección á las compañías de ferrocarriles y demás obras 
públicas. 
ARTÍCULO 1449 
(Art. 1447 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Tampoco se embargarán nunca el lecho cotidiano del 
deudor, su mujer é hijos, las ropas del preciso uso de 
los mismos, ni los instrumentos necesarios para el arte 
ú oficio á que el primero pueda estar dedicado. 
Fuera de éstos, ningunos otros bienes se considerarán 
exceptuados. 
En este artículo se reproduce casi literalmente el 951 de la ley 
anterior. En él se determinan los bienes que no podrán ser embar-
gados en ningún caso, aunque el deudor carezca de otros, estable-
ciéndose por razones de equidad esta excepción á la regla general 
de que el deudor responde cou todos sus bienes del cumplimiento 
de sus obligaciones, así como se ha establecido la del articulo an-
terior 1448, por consideraciones de orden público. La excepción 
de embargo está limitada al lecho cotidiano del deudor, su mujer 
ë hijos, â las ropas del preciso uso de los mismos, y á los instru-
mentos necesarios para el arte ú oficio á que aquél esté ó pueda 
estar dedicado. Por analogía podrán comprenderse en esta excep-
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fesión en los abogados, médicos, ingenieros, agrimensores, etc.; pero 
no cabe hacerla extensiva al mobiliario de las casas ni de las ofici-
nas que sea indispensable para el servicio de las mismas. La ley de-
termina taxativamente los bienes que no pueden ser embargados, 
declarando que ningunos otros se considerarán exceptuados del em-
bargo, y no cabe interpretación en ningún sentido. 
Las mismas excepciones del presente artículo estaban eatable-
cidas en nuestro antiguo derecho (1), con otras muohas que hoy no 
son admisibles. Los bueyes, mulas y aperos de labranza, las yeguas 
de vientre, sus crías y caballos, cien cabezas de ganado lanar 
cuando se procedía contra los criadores, las mieses y granos exis-
tentes en los rastrojos y en las eras, la casa morada, armas, caba-
llos y mulas de los caballeros é hijosdalgo y algunas otras cosas 
que antes no podían embargarse sino en ciertos casos (2), hoy po-
drán serlo siempre, con arreglo á la nueva ley y al Código civil que 
han derogado todos estos privilegios. Sólo los instrumentos de la-
branza, cuando el ejecutado sea labrador, podrán exceptuarse del 
embargo, con arreglo á la disposición de que tratamos. 
Téngase presente, en su caso, que en el art. 94 de la ley de Mi-
nas de 6 de Julio de 1859, no rectificado en la de 4 de Marzo de 
1868, se previene que ren las demandas contra establecimientos 
mineros por deudas, podrá decretarse el embargo de todo ó parte 
de los productos, y también, según los casos, la ejecución y venta 
de los mismos establecimientos; pero sin que el procedimiento ju-
dicial infiera perjuicio al laboreo, fortificación, desagüe y ventila-
ción de las minas demandadas, ni de las colindantes.» 
ARTÍCULO 1450 
Cuando se embargaren frutos y rentas, se constituirá 
una administracion judicial, que se confiará á la perso-
na que el acreedor designe. 
(1) Layes 6.', tit. 13, Partida 5 °; 19, tit. 31, libro 11; y 20, tit. 38, libro 12, 
Novisima Recopilación. 
(2) Leyes citadas, y la 4.`, tit. 13, Partida 5.`; 12)1 17 inc., tit. 31, libro 11, 
Novisima Recopilación, y otras de estos códigos; y ademiis la ley de 8 de ¿a-
nío de 1813, restab. on 6 do Septiembre de 1836. 
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Respecto á las cuentas de esta administracion se es-
tará á lo prevenido en el art. 101 . 0 y siguientes; pe ro 
contra la sentencia que, en su caso, se dicte en segun-
da instancia, no se dará recurso alguno. 
Art. 1448 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pá- 
rrafo 2.° es al art. 1009 y siguientes de esta ley, sin otra ra-
riación.) 
Ordénase en este artículo, sin concordante en la ley anterior, lo 
que ha de practicarse cuando el embargo consista en frutos 6 ren-
tas, ya por sí solos, ya juntamente con la finca que los produzca. 
Para uno y otro caso previene este articulo que se constituya una 
administración judicial, y que esta se confie á la persona que el 
acreedor designe. Por consiguiente, no puede prescindirse de nom-
brar administrador á la persona que designe el acreedor, pero bajo 
la responsabilidad de éste, como para el nombramiento de deposi- 
tario se previene en el art. 1454. No exige la ley condiciones para 
ese cargo, y podrá desempeñarlo, por tanto, cualquiera que tenga 
capacidad legal para obligarse; sin embargo, interesa al acreedor, 
por la responsabilidad que contrae, no designar sino á persona de 
arraigo y con la aptitud necesaria para el cargo, según la clase de 
bienes que haya de administrar. 
La palabra administración, empleada en la ley, da á entender 
que las atribuciones de ese cargo son las que corresponden á todo 
administrador de bienes ajenos; no sólo las de recaudar los frutos 
y rentas, sino también las de gobernar, dirigir y cuidar la finca 6 
fincas que los produzcan. Si éstas están dadas en arrendamiento, 
el administrador tendrá el deber de recaudar las rentas á an ven-
cimiento, de cuidar de la finca para que no desmerezca por el uso 
ó abuso que de ella se haga, de hacer las reparaciones que sean 
indispensables para su conservación, y de renovar los arreada-
mientos ó alquileres que vayan venciendo; y si se trata de fincas 
rústicas, ó de establecimientos que  el- dueño cultive ó explote por 
su cuenta, deberá intervenir las operaciones, 6 dirigirlas si aquél 
las abandona ., y recoger los frutos ó productos á su tiempo_ En 
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todo esto deberá ajustarse á lo prevenido para los administradores 
de los abintestatos en los arts. 101G y siguientes, así como para la 
rendición de cuentas, conforme á los arts. 1010 al 1015, lo ordena 
expresamente el que estamos comentando, con sólo la modificación 
de que contra la sentencia de segunda instancia sobre las cuentas 
de la administración, cuando éstas sean impugnadas, no se dará re-
vlrso alguno, prohibiendo por consiguiente el de casación, que  per-
mitía dicho art. 1015, pero no el de apelación. 
Si alguna duda puede ofrecer la aplicación del presente ar-
ticulo, creemos podrá referirse á si dicho administrador tiene de-
recho á retribución, y si estará obligado á prestar fianza. Teniendo 
en cuenta las funciones de ese cargo y su analogía con la de ad-
ministrador de un abintestato, que le reconoce la misma ley, nos 
parece justo y legal que se le conceda la retribución que señala el 
art. 1033 en sus dos últimos párrafos, esto es, del 4 al 10 por 100 
de los ingresos, ya sean en frutos ó en metálico, que fijará el juez 
teniendo en consideración la importancia de las rentas y el trabajo 
de la administración, abonándole además los gastos de viajes, cuan-
do lo considere justo. No le creemos con derecho á las retribucio-
nsa señaladas en los números 1. 0 , 2." y 3.° de dicho artículo, por-
que esto administrador no tiene que gestionar ni intervenir en las 
ventas á que se refieren. Y en cuanto á prestar fianza, le conside-
ramos en el mismo caso que el depositario, á que se refiere el ar-
ticulo 1454, en cuyo comentario se expondrá lo que creemos pro- 
cedente. 	 • 
ARTÍCULO 1451 
Eu los casos en que deba procederse contra los suel-
dos ó pensiones, sólo se embargará la cuarta parte de 
ellos si no llegaren á 2.000 pesetas en cada año; desde 
2.000 á 4.500 pesetas, la tercera parte, y desde 4.500 pe-
setas en adelante, la mitad. 
Cuando por disposicion de la ley estén gravados di-
chos sueldos ó pensiones con algun descuento perma-
nente ó transitorio, la cantidad líquida, que deducido 
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regular el embargo, segun la proporcion fijada en el 
párrafo anterior. 
Art. 1449 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— «En los casos en que 
deba procederse contra los sueldos ó pensiones, sólo se embargará 
la cuarta parte de ellos si no llegaren k 5.000 pesetas en cada arto; 
desde 5.000 d 11.250 pesetas, la tercera parte, y desde 11.250 pe-
setas en adelante, la mitad.—A los empleados públicos se les 
computará, para los efectos de este artículo, el sueldo y sobresueldo 
mientras lo perciban.—Si sólo disfrutaren del sueldo, se reducirá 
el embargo d la parte proporcional que d dicho sueldo corresponda. 
—Cuando por disposición de la ley estén gravados dichos sueldos 
ó pensiones con algún descuento permanente ó transitorio, la can-
tidad líquida que deducido éste perciba el deudor, será la que ser-
virá de tipo para regular el embargo, según la proporción fijada 
en este artículo.» 
ARTÍCULO 1452 
(Art. 1450 para Cuba y Puerto Rico.) 
Sean cualesquiera los convenios particulares que ha-
ya hecho el deudor con sus acreedores, cuando se pro-
ceda judicialmente contra el sueldo 6 pension que dis-
frute y perciba de fondos del Estado, provinciales 6 
municipales, no podrá embargarse más que la parte 
proporcional establecida en el artículo anterior, debien-
do quedarle siempre el resto, libre de toda responsa-
bilidad. 
El párrafo 1.° del art. 1451 está copiado del art. 952 de la ley 
anterior, si bien reduciendo á pesetas las cantidades que en ella se 
fijaron en reales, y se han adicionado el otro párrafo y el artículo 
siguiente para resolver y evitar las dudas y' cuestiones que solL Al 
ocurrir en la práctica. Lo que ahora se dispone en ambos artículos 
es tan claro y sencillo, que no necesita de explicación alguna. Sólo 
llamaremos la atención acerca de que el segundo de estos artículos 
se refiere y es aplicable únicamente á los sueldos ó pensiones que 
se perciban de fondos del Estado, provinciales 6 municipales, á lna 
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que están equiparados los de la Casa Real. No sería conveniente ni 
decoroso que el empleado público se viera privado de lo indispen -
sr.b!e para su subsistencia, y por esto se ordena quo en ningún 
caso, y aunque él haya pactado otra cosa con su acreedor, no pueda 
embargársele más que la parte proporcional establecida en el ar-
ticulo 1451. De lo cual se deduce, quo cuando el sueldo ó pensión 
no proceda de los fondos antedichos, debe respetarse el convenio 
que el deudor haya celebrado con su acreedor, haciendo extensivo 
el embargo á la parte proporcional é á la totalidad del sueldo ó 
pension particular, ofrecida por aquél y aceptada por éste para 
pag rr la deuda, sin sujetarse á la regla de dicho artículo. 
Aunque los jornales que con su trabajo personal ganan los obre. 
ros de todas clases, están comprendidos, no en el núm. 9.°, sino en 
el 10 del art. 1447, según hemos dicho en su :comentario de acuerdo 
con el Tribunal Supremo, para los efectos del embargo, además de 
proceder contra ellos en último lugar, ó sea cuando no haya otros 
bienes embargables, debo aplicárseles, y se les aplica en la práctica, 
la escala gradual que para los sueldos y pensiones de dicho núme-
ro 9."  establece el art. 1451, por concurrir en ambos casos las mis-
mas razones de equidad y de conveniencia social. En este mismo 
sentido ha interpretado el Gobierno dichas disposiciones, resol-
viendo un conflicto á que dió lugar el Ministerio de Marina. Por 
1% ,ales órdenes de 1.° de Enero y 8 de Mayo de 1890, expedidas 
por dicho Ministerio, se prohibió el embargo del prest de las cla-
ses é individuos de tropa y del jornal que devengan los operarios 
de la maestranza de los arsenales, así como de cualquiera otra 
retribución que no constituya sueldo ni pensión. En vista de las 
quejas y reclamaciones que se elevaron al Ministerio de Gracia y 
Justicia, se instruyó el oportuno expediente, que fué resuelto de 
Real orden, expedida por la Presidencia del Consejo de Ministros 
en 2 de Junio de 1893, de acuerdo con dicho Consejo y con lo in-
formado por la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, dejando 
sin efecto las Reales órdenes citadas del Ministerio de Marina, por 
hallarse en contradicción manifiesta con los arts. 1447 y 1449 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, 1911 del Código civil, 76 de la Cons-
titución del Estado, y 2.° de la ley orgánica del Poder judicial. En 
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Ls considerandos de esta resolución se consignó, como uno de sus 
fundamentos, «que no cabe dudar que el prest ó socorro diario y 
el jornal que perciban los operarios de todas clases que presten sus 
servicios á la Marina, aunque sean de carácter eventual, entran en 
la categoría de bienes, como créditos y derechos, siendo por consi-
guiente susceptibles de embargo en la proporción que corresponda 
seyan su cuantía». 
Esta doctrina es aplicable á los militares y demás individuos 
que cobren sus sueldos ó retribución con cargo á los presupuestos 
de Guerra de la Península ó Ultramar. En Real orden de 7 de 
Mayo de 1890, expedida por el Ministerio de la Guerra, se dicta-
ron varias reglas para simplificar la tramitación de los expedien-
tes de deudas contra dichos individuos; y en la 2:` se ordenó lo 
siguiente: «Las providencias judiciales que dispongan la retención 
de la parte proporcional del sueldo que disfrutan los individuos á 
que se refiere la regla anterior (son los antedichos), se comunica-
rán por los juzgados y tribunales á los jefes de los cuerpos, esta-
blecimientos ú oficinas en que los deudores presten servicio, por 
conducto de la autoridad judicial militar del distrito en que resida 
el deudor, ó directamente á su jefe si residiere en el mismo lugar 
que el tribunal ó juez exhortante.» Y en la regla 3.a se previene 
á dichos jefes que dicten las órdenes necesarias para que se lleve 
A efecto la retención acordada en la proporción establecida por la 
ley, ó para que se coloque el nuevo acreedor en el turno que le 
corresponda, dando en todo caso noticia de la resolución adoptada 
al juez ó tribunal que hubiera acordado el embargo, con expresión 
de la fecha en que comience la retención para pago del crédito. 
ARTÍCULO 1453 
(Art. 1461 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Del embargo de bienes inmuebles, se tomará anota-
cion preventiva en el Registro de la propiedad, con 
arreglo á las disposiciones de la Ley hipotecaria y -re-
glamento para su ejecucion, expidiéndose para ello el 
correspondiente mandamiento por duplicado. 
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Concuerda sustancialmente este artículo con el 953 de la ley 
anterior. Se concreta al caso en que se embarguen bienes inmue-
bles, ordenando que se tome anotación preventiva del embargo en 
el Registra de la propiedad, expidiéndose pala ello el correspon-
diente mandamiento por duplicado, todo con arreglo á las disposi-
ciones de la ley Hipotecaria y de su reglamento, refiriéndose prin-
cipalmente á los articulos 42, núm. 2.°, y 43, párrafo segundo: de 
aquélla, y al 42 de éste. Estas actuaciones son de uso muy fre-
cuente en la práctica, y tan sencillas, que no creemos necesario dar 
más explicaciones para su recta aplicación. 
Del precepto imperativo del artículo de este comentario se de-
duce que la anotación preventiva del embargo de inmuebles no 
puede quedar al arbitrio del juez ni á voluntad del ejecutante: 
es obligatoria, como se declara en el párrafo segundo del art. 43 
de la ley Hipotecaria ya citado. No se infiera de esto que es indis-
pensable la práctica de esa diligencia para la continuación del jui-
cio ejecutivo: si el registrador suspende ó deniega dicha anotación 
por defectos subsanables ó insubsanables, ó no puede llevarse á 
efecto por cualquier otro motivo, el juicio puede seguir su curso 
hasta llegar á la subasta de los bienes embargados, practicándose 
mientras tanto las diligencias necesarias para subsanar la falta que 
hubiere impedido la anotación, y hasta puede imponerse al rema-
tante la condición de que verifique dichas diligencias antes del 
otorgamiento de la escritura de venta, conforme á lo prevenido en 
el art. 42 del reglamento antes citado y en la Real orden de 11 
de Mayo de 1863, cuyas disposiciones se explican en la sentencia 
del Tribunal Supremo de 5 de Enero de 1876. De suerte que se 
cumple dicha obligación acordando el juez la anotación preventiva 
del embargo, y expidiendo para ello el correspondiente manda-
miento por duplicado; pero si no puede llevarse á efecto por no 
estar inscrita la propiedad á favor del ejecutado, ó por cualquier 
otro motivo, esto no es obstáculo para la continuación del juicio 
ejecutivo. 
El art. 44 de la ley Hipotecaria determina los efectos de la 
anotación preventiva del embargo, expuestos ya en la pág. 200 de 
de este tomo, donde podrán verse. 
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Indicaremos, por último, que cuando el embargo se limite á 
bienes inmuebles sin hacerlo extensivo á sus frutos ó rentas, hasta 
la anotación preventiva para la garantía del ejecutante; y sólo en 
el caso de que se comprendan también los frutos ó rentas, puede 
constituirse la finca en la administración judicial que previene el 
art. 1450, como hemos expuesto en su comentario. 
ARTÍCULO 1454 
El acreedor podrá concurrir á los embargos y desig-
nar los bienes del deudor en que hayan de causarse, 
con sujecion al órden establecido en el art. 1447. 
Tambien podrá hacer la designacion del depositario, 
bajo su responsabilidad. Esta designacion no podrá con-
cederse al deudor. 
Art. 1452 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1445 de ésta ley, sin otra variación.) 
Dos facultades ó derechos concede al acreedor el presente ar-
tículo, potestativos ambos, como lo da á entender el verbo podrá 
que en él se emplea: es el primero, reconocido también por la ley 
anterior en su art. 956, el de concurrir á los embargos y designar 
los bienes del deudor en que hayan de causarse; y el segundo, adi-
cionado ahora y admitido antes en la práctica, el de hacer la desig-
nación del depositario. Podrá, pues, el ejecutante hacer uso de es-
tos derechos, si le conviene, concurriendo para ello al acto del 
embargo, por sí 6 por medio de su procurador. No previene la ley 
que se le cite á este fin: basta la notificación del auto mandando 
despachar la ejecución, y si desea concurrir, el procurador lo ma-
nifiesta al alguacil y actuario, y se ponen de acuerdo, como es de 
práctica corriente. 
La facultad de designar los bienes, en que haya de causarse el 
embargo, tiene sus limitaciones, impuestas por la ley. Ha do ha-
cerse esa designación por el orden establecido en el art. 1447, de 
suerte que, como se ha dicho en su comentario, mientras se en 
cuentren bienes del núm. 1. 0 , no pueden embargarse los del 2.°, y 
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así sucesivamente. Y además ha de limitarse el embargo á los bie-
nes que sean suficientes á cubrir la cantidad por que se haya des-
pachado la ejecución y las costas, como se previene en el artículo 
1442. Por consiguiente, el alguacil ejecutor del embargo no debe 
consentir que se altere dicho órden, ni que se embarguen más bie-
nes que los que prudencialmente puedan ser necesarios para cu-
brir la deuda principal y costas, pues de otro modo sería respon-
sable de las vejaciones y perjuicios que se causaran al deudor. 
Y en cuanto á la designación de depositario, ha de hacerla el 
acreedor bajo su responsabilidad. No exige la ley otra garantía, ni 
establece condiciones especiales para ese cargo; por consiguiente, 
podrá desempeñarlo cualquiera persona que tenga capacidad legal 
para obligarse, y el alguacil habrá de admitir como depositario al 
que designe el ejecutante, siempre que el designado comparezca 
y acepte el cargo obligándose á desempeñarlo bien y fielmente, y 
el acreedor contraiga la obligación de responder de la gestión del 
depositario, haciéndolo constar en los autos en la forma acostum-
brada. 
Si el acreedor no concurre al embargo por sí ni por su procu-
rador, ó no quiere hacer la designación de depositario, tendrá que 
nombrarlo el alguacil ejecutor, puesto que para evitar los abusos 
á que se prestaba la práctica anterior, prohibe la ley expresamen-
te que lo designe el deudor. Deberá recaer la elección en persona 
de probidad y arraigo, que pueda cumplir, respecto de los bienes 
depositados en su poder, todas las obligaciones de un buen padre 
de familia, como dice el art. 1788 del Código civil. 
No previene la ley que se exija fianza al depositario, ni sería 
fácil que la prestase con la urgencia que el caso requiere, y sin 
suspender ó dilatar el acto del embargo, y por tanto, no creemos fa-
cultado al alguacil para exigirla, ni aun del depositario elegido por 
él, y mucho menos del designado por el acreedor bajo su responsa-
bilidad. Pero podrá suceder que el ejecutado impugne la legitimi-
dad del crédito ó el derecho del acreedor, y que éste carezca de 
otros bienes; en tal caso, si realmente son insolventes el acreedor 
y el depositario, la equidad y los principios del derecho aconsejan 
que, á instancia del deudor, obligue el juez al depositario á que 
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preste fianza suficiente para responder de los bienes que se le en-
treguen, acordando su separación y reemplazo si no lo verifica. Y 
lo mismo respecto del depositario elegido por el alguacil, cuando 
sea insolvente, y lo solicite cualquiera de las partes, porque á las 
dos les interesa en este caso la seguridad de los bienes. Esta fianza 
se prestará, conforme á Io prevenido en los artículos 1854. y 1855 
del Código civil. 
Téngase presente que no ha de nombrarse depositario en todos 
los embargos, sino sólo cuando consistan en bienes semovientes y 
muebles, comprendiéndose en éstos los frutos ya recolectados, y 
sin duda por esto y por la poca importancia que generalmente 
tienen esos bienes, no habrá prevenido la ley que se exija fianza 
al depositario. Para la custodia y conservación de los demás bie-
nes determina la ley lo que ha de hacerse, y por tanto, no cabe 
nombrar depositario especial. Como ya se ha dicho en los comen-
tarios anteriores, el dinero metálico, efectos públicos y alhajas, 
han de depositarse en el establecimiento público destinado al efec-
to, del que no pueden sacarse sin orden del juzgado: respecto de 
los frutos y rentas pendientes, ha de constituirse en administra-
ción judicial la finca que los produzca, y el mismo administrador 
será el depositario: si el embargo se limita á los inmuebles, sin 
comprender sus frutos 6 rentas, basta su anotación preventiva en 
el itegistro de la propiedad; y si consiste en créditos, sueldos ó 
pensiones, se hace la retención de los mismos en -poder de la per 
sona ó funcionario que deba pagarlos, y su consignación en la Caja 
de Depósitos cuando se realicen, para lo cual gestionará el acree-
dor, sin necesidad de depositario. No cabe, pues, el nombramiento 
de depositario, sino para los semovientes y muebles, como se ha 
dicho. 
¿El depositario de los bienes embargados, tendrá derecho á re-
tribución? Según el art. 1760 del Código civil, «el depósito es un 
contrato gratuito, salvo pacto en contrario», y en el 1789 se or-
dena que «en lo que no se hallare dispuesto en este Código, el se-
cuestro (o depósito) judicial se regirá por las disposiciones de la 
ley de Enjuiciamiento civil». Y como ni en aquél ni en ésta se se-
ñala retribución al depositario, la consecuencia legal es que no 
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tiene derecho á reclamarla, á no ser que al aceptar el cargo im-
ponga esta condición y con ella se le confiera. No está en el mismo 
caso el administrador judicial, á que se refiere el art. 1450, por 
las razones expuestas en su comentario. 
ARTICULO 1455 
(Art. 1453 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Podrá asimismo el acreedor pedir la mejora del em-
bargo en el curso del juicio, y el Juez deberá decretar-
la, si estimare que puede dudarse de la suficiencia de 
los bienes embargados para cubrir principal y costas. 
Tambien la decretará cuando se funde la peticion en 
haberse entablado demanda de tercerfa, 6 se limite á 
bienes especialmente hipotecados á la seguridad del 
crédito que se reclame. 
En el primer párrafo de este artículo se reproduce la disposi-
ción del art. 957 de la ley de 1855, para cuya recta aplicación 
basta indicar que la mejora ó ampliación del embargo sólo puede 
decretarse á instancia del acreedor, y que la ley no exige prueba 
de la insuficiencia de los bienes embargados para cubrir principal 
y costas, sino que basta el que el juez estime, en vista de lo ale-
gado por el actor y de lo que resulte de los autos, que puede du-
darse de la suficiencia de aquéllos á dicho fin. En la duda, es ra-
cional y justo mejorar el embargo, como lo ordena la ley, para ase-
gurar las resultas del juicio, y sólo en el caso de que sea evidente 
ó notoria la suficiencia de los bienes, deberá el juez denegar dicha 
pretensión. 
En el párrafo segundo se determinan otros dos casos, en los 
que el juez está obligado á decretar la ampliación ó mejora del 
embargo, siempre que la solicite el acreedor y de los autos resulte, 
como debe resultar, que son ciertos los hechos en que se funde; 
tales son: 1.' «Cuando se funde la petición en haberse entablado 
demanda de tercería», ya sea de dominio 6 de mejor derecho, por 
que si prospera esta demanda, es de presumir que los bienes res-
tantes serán insuficientes para cubrir el principal y costas de la 
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ejecución. Lo mismo estaba ordenado en el art. 999 de la ley an-
terior. 2.° Cuando la ampliación del embargo «se limite á bienes 
especialmente hipotecados á la seguridad del crédito que Be re-
clame». Se ha adicionado este caso en la nueva ley como conse-
cuencia natural de lo prevenido en el párrafo 1.° del art. 1447, se-
gún el cual, «si hubiere bienes dados en prenda ó hipotecados es-
pecialmente, se procederá contra ellos en primer lugar». Cuando 
por cualquier motivo no se hubieren incluido en el embargo todos 
los bienes que se hallen en este caso, debe subsanarse la falta siem-
pre que lo solicite el acreedor ejecutante. Y aunque el presente 
artículo sólo habla de bienes especialmente hipotecados, creemos 
debe aplicarse también á los dados en prenda, por concurrir la 
misma razón. 
Concluiremos indicando que la solicitud para la mejora del em-
bargo puede deducirse en cualquier estado del juicio, luego que 
ocurra el hecho ó se advierta la causa en que se funde: ha de re-
solverla el juez de plano, sin dar audiencia al ejecutado; y como 
esta providencia no es de mera tramitación, procederá contra ella 
el recurso de reposición dentro de cinco días, y en su caso el de 
apelación dentro de tres días, establecidos en los artículos 377 y 
380, admitiéndose ésta en un solo efecto conforme al 383 y al 1531. 
La ampliación del embargo se ejecutará por el mismo orden y en 
igual forma que el embargo principal, cuando no sea de bienes 
determinados, pero sin repetir el requerimiento de pago. 
ARTÍCULO 1456 
( Art. 1454 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si durante el juicio ejecutivo, y ántes de pronunciar-
se sentencia de remate, venciere algun plazo de la obli-
gacion en cuya virtud se proceda, podrá ampliarse la 
ejecucion por su importe, si lo pidiere el actor, sin ne-
cesidad de retroceder y considerándose comunes á la 
ampliacion los trámites que la hayan precedido. 
La sentencia de remate deberá ser tambien extensi-
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ARTÍCULO 1457 
(Art. 1455 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los demas plazos de la misma obligacion que vencie-
ren despues de la sentencia de remate, podrán ser re-
clamados por medio de nuevas demandas en el mismo 
juicio ejecutivo. 
En estos casos, presentada la nueva demanda, llama-
rá el Juez los autos á la vista con citacion de las partes, 
mandando entregar al deudor la copia de aquélla; y si 
éste no se opone dentro de los tres días siguientes, sin 
más trámites dictará sentencia, mandando que se tenga 
por ampliada la de remate á los nuevos plazos vencidos 
y reclamados, respecto de los cuales se seguirá tambien 
adelante la ejecucion. 
ARTfCULO 1458 
Si se opusiere el deudor dentro de dicho plazo, se 
sustanciará la oposicion conforme ti lo prevenido en los 
artículos 1463 y siguientes, sin suspenderse la via de 
apremio respecto á los plazos anteriores, cuando así lo 
solicite el actor, para lo cual se formará pieza separada, 
si fuere necesario. 
Art. 1456 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d los artícu- 
los 1461 y siguientes de esta ley, sin otra variación.) 
En las obligaciones á pagar en varios plazos sucesivos una 
cantidad líquida en dinero efectivo, 6 en especie computable 
 å me-
tálico, puede ocurrir, y ocurre con frecuencia, que se pida y des-
pache la ejecución por los primeros plazos vencidos, sin perjuicio 
de reclamar los demás á su respectivo vencimiento. Nuestros 
prácticos antiguos no estaban conformes sobre el procedimiento 
que debía emplearse para la ejecución de los plazos que vencieran 
después de incoado el juicio, y para resolver esta duda se dictó en 
la ley de 1855 el art. 958, cuya disposición se ha reproducido casi 
literalmente en el primero de los de este comentario. 
T 
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Pero esta disposición se limitó al caso en que venciera algún r 
plazo de la obligación antes de pronunciarse sentencia de remate, 
ordenando que por su importe se ampliara la ejecución, si lo pi-
diere el actor, sin necesidad de retroceder en el juicio, conside-
rándose comunes á la ampliación los trámites que la hayan prece-
dido, y siendo extensiva á los nuevos plazos reclamados la senten-
cia de remate. Y como nada se dijo respecto de los plazos que 
vencieran después de dicha sentencia, para reclamar su pago no 
había otro medio legal más que el de entablar un nuevo juicio eje-
cutivo y seguirlo por todos sus trámites, sin que fuera posible acu-
mularlo al anterior hasta que se llegaba á la vía do apremio des-
pués de ser firme la sentencia de remate que en él se dictara. Bien 
notorios eran los inconvenientes de este procedimiento, por sus 
dilaciones y gastos, y porque realmente se dividía la continencia 
de la causa; y para poner remedio á ese mal se han adicionado en 
la nueva ley los artículos 1457 y 1458, ordenando un procedi-
miento breve y sencillo para estos casos, que sin coartar la de-
fensa del ejecutado, permite que en un solo juicio se reclame y 
realice el pago de todos los plazos de una misma obligación, según 
vayan venciendo. 
El procedimiento para uno y otro caso se ordena con tanta 
claridad en los tres artículos de este comentario, que bastará ate-
nerse á su texto. Nos limitaremos, por tanto, á indicar que en el 
primer caso, que es el del art. 1456, el juez debe acordar de plano, 
luego que se presente la solicitud del actor y sin oir al ejecutado, 
que se amplíe la ejecución por el importe del nuevo plazo vencido. 
Dictada esta providencia, seguirá el juicio su curso legal hasta dic-
tar sentencia de remate, en la que se incluirán todos las plazos ven-
cidos y reclamados, sin retroceder en el procedimiento, de suerte 
que no se repetirán el requerimiento de pago ni la citación de re-
mate, si ya estuviesen practicados, ni se ampliará el embargo, á no 
solicitarlo el ejecutante. 
Y en el otro caso, ó sea cuando venza algún plazo después de 
dictada la sentencia de remate, podrá reclamarse su pago por me-
dio de una nueva demanda en el mismo juicio ejecutivo ya incoado, 
como previene el art. 1457, dando con ello á entender que el escrito 
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deduciendo dicha reclamación ha de formularse con los requisitos 
que para las demandas ejecutivas establece el art. 1439, acompa-
ñando copia del escrito, y no del título ejecutivo á que habrá de re-
ferirse, porque éste obra en los autos. Presentada esta demanda, 
dictará el juez providencia mandando que se una aquélla á los autos 
en que se comparece, y que se traigan éstos it la vista con citación 
de las partes para sentencia, entregándose al ejecutado la copia de 
la demanda. Se concede al deudor para oponerse el término de tres 
días, contados desde el siguiente al de dicha citación con entrega de 
la copia. Transcurrido este término sin haberse opuesto el ejecuta-
do, debe el juez dictar sentencia sin más trámites, mandando que se 
tenga por ampliada la de remate al nuevo 6 nuevos plazos venci-
dos y reclamados, siguiéndose adelante la ejecución también respec-
to de ellos, de suerte que continuará la vía de apremio en el estado 
en que se halle hasta realizar el pago de toda la deuda y costas. 
Si dentro de dicho término se ppone el ejecutado, manifestándolo 
así en un simple escrito por medio de procurador, se le concederán 
cuatro días improrrogables para formalizar su oposición, la que se 
sustanciará conforme á lo prevenido en los artículos 1463 y si-
guientes hasta el 1477; pero «sin suspenderse la vía de apremio 
respecto á los plazos anteriores, cuando así lo solicite el actor, para 
lo cual se formará pieza separada, si fuere necesario». Esto dice 
el art. 1458, sin prevenir que la pieza separada sea para sustanciar 
la nueva demanda, de lo cual se deduce que también podrá formar-
se para seguir la vía de apremio, sustanciándose aquélla en los 
autos principales. Sobre este punto podrá pedir el actor lo que crea 
más expedito y económico, y el juez resolver lo que estime más 
conveniente, según las circunstancias del caso. 
ARTÍCULO 1459 
(Art. 1457 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Fecho el embargo, cuando sea conocido el domicilio 
del deudor, se le citará de remate por medio de cédula, 
en la forma que determinan, para sus respectivos casos, 
los artículos 270 y siguientes. 
Con la cédula de citacion se entregarán al ejecuta- 
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do las copias de la demanda y documentos que habrá 
presentado el ejecutante, haciéndolo constar en la di-
ligencia. 
ARTICULO 1460 
(Art. 1458 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando no sea conocido el domicilio del deudor ése 
ignore su paradero, se le citará de remate, por medio 
de edictos, en la forma que previene el art. 269, con-
cediéndole el término de nueve dias para que se per-
sone en los autos y se oponga a la ejecucion, si le con-
viniere. 
En los edictos se hará expresion de haberse practi-
cado el embargo sin el prévio requerimiento de pago, 
por ignorarse su paradero. 
De la citación de remate tratan estos dos artículos, ordenando 
el tiempo y forma en que ha de practicarse. Se da ese nombre á la 
diligencia judicial por la cual se llama al deudor ejecutado para 
que comparezca en el juicio á defenderse oponiéndose á la ejecu-
ción, y si no se opone, para oir la sentencia que en él ha de dictar-
se. Por estos dos conceptos, no comprendidos en el emplazamiento, 
no habría sido conveniente ni adecuada esta denominación, y se ha 
conservado la antigua de citación de remate, que además de ser 
más propia, es técnica en nuestro lenguaje forense. Esto no obsta 
para que dicha citación sea requisito tan esencial en el juicio eje-
cutivo como lo es en el ordinario el emplazamiento, de suerte que 
su omisión ó nulidad da lugar á la nulidad del juicio (art. 1467, 
núm. 3.°) y al recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
conforme al núm. 1.° del art. 1693, según tiene declarado con re-
petición el 'Tribunal Supremo. 
La ley de 1855, en su art. 959, único que consagró á este trá-
mite esencial del juicio ejecutivo, se limitó á ordenar que, «hecho 
el embargo, se citará de remate al deudor en persona, ó por medio 
de cédula si no fuere habido, en la forma prevenida para el reque-
rimiento». Esta forma, consignada en el art. 855 de dicha ley, con 
TOMO V 	 66 
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la necesidad de practicar dos diligencias en busca con el intervalo  
de seis horas, y de entregar la cédula al alcalde á falta de familia-
res y vecinos, aunque modificada en la presente ley, como hemos  
dicho al comentar los artículos 1443 y 1444, era irregular para la  
diligencia de que tratamos, y por esto, y para ponerla en armonía  
con las prescripciones generales de la nueva ley, también ha sido  
modificada aquella disposición por los dos artículos de este comen-
tario, ordenándose en ellos la forma en que ha de hacerse la cita-
ción de remate, tanto en el caso de que sea conocido el domicilio  
del deudor, como en el que no lo sea ó se ignore su paradero. Esta  
forma está determinada en dichos artículos con tal claridad y pre-
cisión, que basta atenerse á su texto. Y resulta, además, confirmada  
la importante reforma, introducida por la ley anterior en el anti-
guo procedimiento, de suprimir las diligencias dilatorias é inútiles 
de la notificación llamada de estado y citación para los pregones, y  
de la publicación de éstos con término de treinta días, si eran in-
muebles los bienes embargados, y de nueve si eran muebles, que se  
practicaban antes de la citación de remate, conforme b. las leyes 12  
y 13, tít. 28, y 15, 16 y 17, tít. 30, lib. 11 de la Nov. Recop.  
Hecho el embargo, dice el primero de estos artículos, se citará  
de remate al deudor: no previene que esto se haga á instancia del  
actor como en el art. 1462 y en otros, y ordenando la ley esa dili-
gencia, es indudable que debe practicarla el actuario acto continuo  
del embargo, sin necesidad de instancia de parte ni de mandato  
expreso del juez, siempre que sea conocido el domicilio del deudor  
y lo tenga en el lugar del juicio, é haya concurrido al embargo.  
Cuando por no haber concurrido y tener su domicilio en otro lu-
gar, sea necesario hacerle la citación por medio de exhorto ó de  
cam-ta-orden, deberá acordarlo el juez conforme al art. 285, tenien-
do presente en este caso lo dispuesto en el 277. Y si por ser des-
conocido el domicilio del deudor ó ignorarse su paradero, que es el  
caso del art. 1460, deba hacérsele la citación de remate por medio 
 
de edictos, consignada aquella circunstancia por diligencia del ac - 
tuario, éste dará cuenta al juez, el cual acordará, sin más trámites, 
 
que se haga en dicha forma, conforme á lo prevenido en el ar-
tículo 269, concediendo al deudor el plazo de nueve días para que 
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se persone en los autos por medio de procurador y se oponga á la 
ejecución, si le conviniere, consignándolo así en los elictos, como 
también la expresión que ordena el párrafo segundo del art. 1466, 
como complemento del 1444, de haberse . practicado el embargo 
sin el previo requerimiento de pago, por ignorarse el paradero 6 
ser desconocido el domicilio del deudor. 
• En todo caso, la cédula de citación ha de contener los particu-
lares que se determinan en el art. 272, adicionándose en su caso 
los que acabamos de indicar. Y aunque el art. 1459 sólo se refiere 
al 270 y siguientes, como en éste se ordena que las disposiciones 
que le preceden, relativas á las notificaciones, serán aplicables ás 
las citaciones, claro es que la citación de remate ha de practicar-
se, bajo pena de nulidad, con las formalidades establecidas para 
las notificaciones en los artículos 264 y siguientes. Fuera del caso 
en que la citación se haga por edictos, con la cédula de citación 
deben entregarse al ejecutado las copias de la demanda y docu-
mentos que habrá presentado el ejecutante, conforme al art. 1439, 
haciéndolo constar en la diligencia. 
ARTfCULO 1461 . 
Dentro del término improrogable de tres dias útiles, 
á contar desde el siguiente al de la citacion hecha en 
cualquiera de las formas á que se refiere el art. 1459, 
podrá el deudor oponerse á la ejecucion, personándose 
en los autos por medio de procurador. 
Art. 1459 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al 
art. 1457 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1462 
(Art. 1460 para Cuba y Puerto Rico.) 
Trascurrido el término senalado, para sus casos res-
pectivos, en los dos artículos que preceden, sin que el 
 deudor se haya personado en los autos por medio de 
procurador, á instancia del actor, se le declarará en re-
beldía y seguirá el juicio su curso sin volver citarlo, 
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ni hacerle otras notificaciones que las que determine 
la ley. 
A la vez el Juez mandará traer los autos á la vista 
para sentencia, con citacion sólo del ejecutante. 
ARTÍCULO 1463 
Si se opusiere el deudor en tiempo y forma, se le ten-
drá por opuesto, mandándole que dentro de cuatro dias 
improrogables formalice su oposicion, alegando las ex-
cepciones y proponiendo la prueba que estime conve-
niente, para lo cual se observará lo prevenido en el ar-
ticulo 520. 
Al notificar esta providencia al procurador del eje-
cutado que hubiere sido citado por edictos, se le entre-
garán las copias de la demanda y documentos. 
Pasados los cuatro dias sin haberse formalizado la 
oposicion, el Juez llamará los autos á la vista con cita-
cion de las partes para sentencia, sin necesidad de  ins-
tancia del actor. 
Art. 1461 para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia del pdrra fo pri- 
mero es al art. 519 de esta ley, sin otra novedad.) 
De la oposición del ejecutado tratan estos tres artículos, los 
cuales concuerdan sustancialmente con los 960, 961 y 962 de l a . 
ley de 1855, en los que se han hecho las modificaciones necesarias 
para ponerlos en armonía con las novedades y reglas generales de 
la nueva ley, y expresar los conceptos con claridad y precisión. 
Pero aunque se acepta el procedimiento de la ley anterior, para. 
evitar las dudas y dilaciones á que se prestaba, se hacen tres de-
claraciones importantes que contribuyen á la brevedad del juicio s 
y son las siguientes: 
1.n La de ser improrrogables los términos que se señalan, 
tanto para oponerse el ejecutado y comparecer á este fin en los 
autos por medio de procurador, como para formalizar su oposi- 
ción, siendo, por tanto, aplicable á ambos términos la disposición 
del art. 312. Conforme, pues, á este aitículo y 11 la doctrina ex- 
111 
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puesta en su comentario, luego que transcurran los tres días que 
el 1461 señala á los deudores que, por ser conocido su domicilio, 
hayan sido citados de remate en cualquiera de las formas á que se 
refiere el 1459, ó los nueve días que fija el 1460 para los que sean 
citados por edictos, sin haberse opuesto á la ejecución, pierden 
este derecho en absoluto y sin necesidad de declaración especial 
si ya se hubieren personado en los autos, y en otro caso, luego que 
el actor acuse la rebeldía, por tratarse de un término para com-
parecer en juicio, comprendido en el núm. 1. 0 del art. 310. Y sin 
necesidad de apremio ni de acuse de rebeldía, perderán su derecho 
á formalizar la oposición, y el juez no debe admitir el escrito si se 
presenta después de los cuatro días que para ello concede el ar-
tículo 1463, el cual previene además que, pasado dicho término, 
llame los autos á la vista con citación de las partes para senten-
cia, sin necesidad de instancia del actor. 
2.0 La de que la declaración de rebeldía, por no haberse per-
sonado el deudor en los autos, produce el efecto de «seguir el jui-
cio su curso, sin volver á citarlo ni hacerle otras notificaciones 
que las que determine la ley». De esta declaración del art. 1462 
se deduce de un modo evidente que no son aplicables al juicio 
ejecutivo las disposiciones establecidas para el ordinario en las 
artículos 527 y 528, y tampoco la regla general del 281, en cuanto 
ordena que se hagan en los estrados del juzgado las notificaciones 
y citaciones que debieran hacerse al litigante declarado en rebel-
día, si estuviera presente. Con razón supone la ley que el deudor 
que es citado de remate en forma (única citación esencial é indis-
pensable en este juicio), y no comparece para oponerse á l.t eje-
cución, procede de este modo por carecer de medios de defensa 
de metálico para realizar el pago, y que se somete al procedimien-
to judicial para que se haga pago á su acreedor. Por esto y por-
que seria ocioso é inútil, no permite la nueva ley que se haga í 
tal deudor segunda citación, ni que se le notifiquen personalmen-
te ni en estrados las providencias que recaigan, fuera de aquellas 
en que lo ordena la ley, por el perjuicio que pueden causarle, 
como la de nombramiento de peritos (art. 1484), la de presenta-
ción de los títulos de propiedad (art. 1489), y algunas otras que 
      
      
      
    
526 	 LIB. 11-TIT. XV-ARTS. 1461 A 1463 
se refieren á actos personales del deudor. Fuera de estas excepcio-
nes, el juicio ha de seguir su curso sin hacerse ninguna notifica-
ción al ejecutado declarado en rebeldía, ni siquiera de la providen-
cia en que se haga esta declaración, como lo dice expresamente el. 
mismo art. 1462 al ordenar que «â la vez (en esa misma providen-
cia) el juez mandará traer los autos á la vista para sentencia, con 
citación sólo del ejecutante»; al paso que previene en el 1463, para 
el caso en que no es rebelde el deudor, pero no ha formalizado en 
tiempo su oposición, que el juez llame los autos á la vista con ci-
tación de ambas partes para sentencia. Esto, sin perjuicio de que 
en cualquier estado del juicio en que el ejecutado rebelde se per-
sone en los autos, ha de tenérsele por parte para las actuaciones 
sucesivas, pero sin retroceder nunca en el procedimiento, como lo 
ordena el art. 766. 
3.a La de ser aplicable al escrito formalizando la oposición lo 
que para el juicio ordinario previene el art. 520; y por consi-
guiente, que no han de entregarse los autos originales al procura-
dor del ejecutado, si bien él ó su abogado podrán examinarlos en 
la escribanía, sino que ha de formular dicho escrito, alegando las 
excepciones y propouiendo la prueba que estime conveniente, en 
vista de las copias de la demanda ejecutiva y documentos que está 
obligado á presentar el actor, y que se habrán entregado al deu-
dor al citarlo de remate (artículos 1439 y 1459), y si la citación 
se hubiere hecho por edictos, á su procurador al notificarle la pro 
videncia teniéndole por opuesto, como se ordena en el art. 1463, 
que estamos comentando. Y téngase presente que el art. 520 sólo 
as aplicable el escrito formalizando la oposición, como se ha dicho, 
para evitar la recogida de autos y demás dilaciones que por el 
procedimiento de la ley anterior podía ocasionar el deudor de mala 
te; y como no es de presumir . que el acreedor se valga de estos 
medios en perjuicio del deudor, por esto se ordena en el art. 1468 
que se le entreguen los autos para evacuar el traslado del escrito 
de oposición: por consiguiente, no deben acompañarse á este es-
crito copias del mismo ni de los documentos que con él se pre-
senten. 
Creemos suficientes estas explicaciones para la recta aplicación 
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de los tres artículos de este comentario, á cuyo texto nos remiti-
mos por ordenarse en ellos el procedimiento con claridad y preci-
sión. Sólo indicaremos que no cabe la vista pública, ni interesa al 
actor solicitarla, para la sentencia que ha de dictarse en los dos 
casos á que se refieren, cuya sentencia no ha de ser precisamente 
la da remate, como decía el art. 961 de la ley anterior, sino la que 
proceda por el resultado de los autos, conteniendo uno de los tres 
fallos que se determinan en el art. 1473, y dentro del plazo que en 
él se fija. 
Concluiremos este punto diciendo nuestra opinión sobre una 
duda, que propone un distinguido comentarista, el cual la resuelve 
en sentido contrario al que vamos á indicar. ¿Será aplicable al 
juicio ejecutivo el art. 526 (525 en la ley de Ultramar), que auto-
riza al juez en el ordinario para aumentar el término del empla-
zamiento, cuando el que haya de ser emplazado no resida en el lu-
gar del juicio, concediéndole para comparecer el que estime nece-
sario, sin que pueda exceder de un día por cada 30 kilómetros? 
Tenemos por indudable la contestación negativa, en razón á que 
la ley fija el término para comparecer y oponerse en el juicio ejecu-
tivo, y á pesar de ser sólo de tres días ese término, ni directa, ni 
indirectamente autoriza para ampliarlo; lejos de ello, lo declara 
improrrogable, previniendo lo que ha de hacerse luego que trans-
curra sin haber comparecido el deudor. Por otra parte, esa amplia-
ción del término sería contraria á la índole y naturaleza del juicio 
ejecutivo. Si fuese insuficiente en algún caso, culpa será del mismo 
deudor, que, por lo menos desde que fué requerido de pago, pudo 
preparar su defensa, si le convenía; y si algún agravio se le cau-
sara, puede obtener su reparación en el juicio ordinario, para el 
que le deja la ley á salvo su derecho (art. 1479). Previsto, pues, 
el caso para el juicio especial de que se trata, no pueden aplicarse 
al mismo las reglas establecidas para otro juicio, aunque éste sea 
el declarativo, sin una violación manifiesta de la ley. 
eln 
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ARTÍCULO 1464 
(Art. 1462 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Sólo serán admisibles en el juicio ejecutivo las excep-
ciones siguientes: 
l.a Falsedad del título ejecutivo, 6 del acto que le 
hubiere dado fuerza de tal. 
2.3 Pago. 
3.a Compensacion de crédito líquido que resulte de 
documento que tenga fuerza ejecutiva. 
4.a Prescripcion. 
5.a Quita 6 espera. 
6.3 Pacto 6 promesa de no pedir. 




10. Compromiso de sujetar la decision del asunto á 
árbitros 6 amigables componedores, otorgado con las 
solemnidades prescritas en esta ley. 
11. Incompetencia de jurisdiccion. 
Cualquiera otra excepcion que competa al deudor, se 
reservará para el juicio ordinario, y no podrá impedir 
el pronunciamiento de la sentencia de remate. 
ARTICULO 1465 . 
(Art. 1463 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los juicios ejecutivos sobre pago de letras de cam-
bio, sólo serán admisibles las excepciones expresadas 
en los cinco primeros números del artículo anterior, 
probada la última por escritura pública 6 por documen-
to privado reconocido en juicio, y además la de caduci-
dad de la letra. 
ARTICULO 1466 
(Art. 1464 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien podrá el ejecutado fundar su oposicion ale-
gando la plus-peticion, 6 el exceso en la computation 
á metálico de las deudas en especie. 
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ARTÍCULO 1467 
(Art. 1465 para Cuba y Paerto Eioo.) 
Podrá pedirse igualmente que se declare nulo el 
juicio: 
1.0 Cuando la obligacion 6 el título en cuya virtud 
se hubiere despachado la ejecucion, fueren nulos. 
2. 0 Cuando el titulo no tuviere fuerza ejecutiva, ya 
por defectos extrínsecos, ya por no haber vencido el 
plazo, 6 no ser exigible la cantidad, 6 ésta ilíquida. 
3. ° Cuando el deudor no hubiere sido citado de re- 
mate con las formalidades prescritas en esta ley. 
4. ° Cuando el ejecutado no tuviere el carácter, 6 la 
representacion con que se le demanda. 
I 
Antecedentes legales y observaciones de carácter general.—En 
estos cuatro artículos se determinan taxativamente las excepciones 
y motivos que, dentro de los cuatro días improrrogables que fija 
el 1463, puede oponer el deudor á la ejecución contra él despa-
chada, y para no dividir tan importante materia, los examinamos 
en un mismo comentario, aunque sin confundir las excepciones 
con los motivos ó causas de nulidad del juicio, porque producen 
diferentes efectos. 
Aunque de las excepciones, unas se refieren al fondo del 
asunto que se cuestiona, y otras á la forma del procedimiento, to-
das menos la de incompetencia, como luego veremos, se dirigen 6. 
un mismo fin, al de obtener del juez la declaración de no haber lu-
gar á pronunciar sentencia de remate, privando al acreedor de las 
ventajas que le concede el juicio ejecutivo. Y hemos dicho que 
las determina la ley taxativamente, porque así se deduce, sin gé-
nero de duda, de los párrafos primero y último del art. 1464; de 
suerte que es doctrina legal y corriente que en el juicio ejecutivo 
no es admisible ninguna excepción que no se halle expresamente 
determinada en la ley. 
No es esto una novedad en nuestro procedimiento. Ya indica ..- 
ToxO V 	 67 
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oros, al comentar el art. 963 de la ley anterior, que en la ley 1. 4 , 
tít. 28, libro 11 de la Novísima Recopilación, donde se hallan los 
primeros vestigios del juicio ejecutivo, se estableció por regla ge-
neral la admisión en el mismo de toda excepción legitima, sin limi-
tación alguna; pero la ley 3.s del propio título las redujo á seis, 
que por esta razón se conocían en el foro con el nombre de direc- 
tas, cuales son, paga, pacto ó promesa de no pedir, falsedad, usura, 
fuerza y miedo, añadiendo á continuación, ay tal que de derecho se 
deba rescibir». Una interpretación, acaso errónea, de estas últimas 
palabras dió motivo á que la jurisprudencia admitiera otras excep-
ciones, que recibieron la denominación de útiles, por suponerse que, 
si no estaban contenidas en la letra de la ley, se inferían de su con-
texto ó espíritu, al paso que rechazó otras que no se consideraban 
en este caso, si bien nuestros prácticos no estaban de acuerdo sobre 
este punto. Para evitar todo motivo de duda, la ley de Enjuicia-
miento civil de 1855, siguiendo lo establecido ya por la de Enjui-
ciamiento mercantil, fijó taxativamente, en su art. 963 ya citado, 
las excepciones que son admisibles en este juicio, declarando, que 
«ninguna otra excepcion podrá estorbar el pronunciamiento de la 
sentencia de remate». Y el mismo sistema se ha seguido en la nueva 
ley, ampliando, como aconsejaban la razón y la experiencia, las 
disposiciones de la anterior, en la forma que resulta de los cuatro 
artículos de este comentario. 
El primero de ellos concuerda con el 963 de la ley anterior, 
único que en aquella ley se consagró á este punto, y si bien acepta 
todas las excepciones en él establecidas, se suprime la de fuerza 6 
medio, que ocupaba el tercer lugar, por estar ahora comprendida 
en la de nulidad de la obligación, que es la primera del art. 1467; . 
se las coloca por el orden correspondiente á su valor é importancia; 
se separan otras que dicha ley había colocado en un mismo párrafo 
á pesar de no ser iguales, ó de exigir diferentes medios de prueba, 
como las de pago y compensación, las de quita é espera y el pacto 
o promesa de no pedir, y las de transacción y compromiso, y se 
adiciona la de incompetencia de jurisdicción. En el segundo, ó sea 
el 1465, se reproduce sustancialmente el párrafo que se adicionó á 
dicho art. 963 por el 23 del decreto-ley de 6 de Diciembre de 1868 
) 
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sobre unificación de fueros, para aplicar la ley de Enjuiciamiento 
civil å los negocios de comercio. Se ha adicionado el tercero para 
suplir la omisión de la ley anterior en cuanto á la plus-petición, y 
por exigirlo así la novedad'introducida en el 1435 sobre poderse 
despachar ejecución por cantidad líquida en especie computándola 
á metálico. Y también es nuevo el cuarto, con el que se suple otra 
omisión importante de la ley anterior, pues si bien reconoció en su 
art. 970 que podía declararse en la sentencia la nulidad de la eje-
cución, no determinó las causas que la produjesen, ni el tiempo y 
forma en que podrían alegarse. 
Y recordando que, fuera del caso en que el título ejecutivo con-
tenga alguno de los vicios ó defectos que se mencionan en los nú-
meros 1.° y 2.° del art. 1467, el juez no puede apreciar ni resolver 
sobre las demás excepciones sino cuando en tiempo y forma las 
alega el deudor oponiéndose á la ejecución, como hemos expuesto, ' 
de conformidad con el art. 1440, en el comentario del mismo (pá-
gina 488 de este tomo), pasemos á examinar cada una de las ex-
cepciones determinadas en la ley, por el orden que en ella se es-
tablece. 
II 
Excepciones admisibles en el juicio ejecutivo.—Lo son únicamente 
las que se enumeran en los artículos 1.° y 3.° de este comentario. 
Con exclusión de los núms. 7.°, 10 y 11 del 1464 (falta de perso-
nalidad, compromiso é incompetencia de jurisdicción), que en rigo ^ ^
pertenecen á la forma del juicio, las demás afectan al fondo del ne-
gocio. Sin embargo, examinaremos unas y otras en este párrafo, 
para no alterar el orden que la ley establece. Son las siguientes: 
1.a Falsedad del título ejecutivo (dijo también el párrafo pri-
mero del art. 963 de la ley anterior, y ahora se añade), ó del acto 
que le hubiere dado fuerza de tal.—Esta adición era impuesta por 
la razón y la justicia. Podrá ser legítimo el título de la obligación, 
y falso el reconocimiento de la firma ó confesión de la deuda, que 
es lo que le da fuerza ejecutiva cuando aquél es un documento pri-
vado; y si este acto es falso, si ha sido suplantado, lógicamente 
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debe producir el mismo efecto que la falsedad del título: por con- 
siguiente, podrá el deudor alegar una ú otra falsedad para impedir 
que siga la ejecución adelante. 
Siempre se ha dicho en nuestro foro que las documentos pue-
den ser redargüidos de falsos civil 6 criminalmente. Véase lo que 
sobre este particular hemos expuesto en la página 544 y siguientes 
del tomo 2.° al comentar el art. 514. Según allí se ha dicho, será 
falso criminalmente un documento ó cualquiera otro acto, cuando 
sea suplantado en todo ó en parte, ó contenga alguna de las false- 
dades definidas como delito en el art. 314 del Código penal vigente; 
y lo será civilmente, cuando le falte alguna de las solemnidades 6 
circunstancias que la ley exige para su validez y eficacia. Los do- 
cumentos que se hallen en este segundo caso podrán ser nulos, pero 
realmente no son falsos, y por tanto, se les aplica irregularmente 
esta denominación, no empleada en la ley. Por esto y porque esa 
clase de documentos está comprendida en los números 1.° y 2.° 
del art. 1467, tenemos por indudable que el núm. 1.° del 1464, 
que estamos examinando, se refiere únicamente á la falsedad crimi-
nal, ó sea á la que el Código penal define y castiga como delito. 
Esto supuesto, ¿qué procedimiento habrá de emplearse cuando 
el ejecutado alegue esa excepción? Como, en tal caso, la sentencia 
habrá de fundarse exclusivamente en la existencia ó no existencia 
del delito, preciso será proceder en la forma ordenada por la ley 
para el mismo caso. Si por haber negado el ejecutante la falsedad 
del documento alegada por el ejecutado, éste entabla la acción cri-
•minal, luego que acredite haberle sido admitida la querella, se sus-
penderá el juicio ejecutivo en el estado en que se halle, hasta que 
recaiga ejecutoria en la causa, conforme á lo prevenido en el ar-
tículo 514. Y si, por no haber entablado el deudor la acción cri-
minal, se llega en el pleito al estado de sentencia, y el juez estima 
que resultan motivos para la formación de causa, lo acordará así 
después de oir al ministerio fiscal, suspendiendo su fallo en aquel 
juicio hasta que en el criminal recaiga sentencia firme, como se or-
dena en el art. 362, que es de aplicación á todos los juicios. Véanse 
los comentarios de dichos dos artículos. 
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ción en que era», dijo la ley 2.a, tít. 14 de la Partida 3.', y en el 
mismo principio, que es de eterna justicia, están inspiradas las , 
disposiciones del Código civil. El pago es el medio más natural y 
expedito de extinguir las obligaciones, y por esto dicho Código lo 
coloca en primer lugar, como lo hace también la presente ley á 
continuación de la falsedad, que supone la inexistencia ó nulidad 
de la obligación. Sobre por quién, á quién y cómo ha de hacerse 
el pago para que sea válido y eficaz, véanse los artículos 1157 y 
 siguientes del Código citado. Para justificarlo, puede emplearse 
cualquiera de los medios de prueba que permite la ley, á diferen-
cia de la compensación, que exige uno especial, como vamos á ver. 
Esta diferencia exigía su colocación en números separados para 
evitar las dudas á que se prestaba la ley anterior por haberlos in-
cluido en un mismo párrafo. 
3 	 Compensación de crédito líquido que resulte de documento 
que tenga fuerza ejecutiva.—« Compensatio, en latín, tanto quiere 
decir en romance, como descontar un debdo por otro», dijo la ley 
20, tít. 14 de la Partida 5.a, y esta es su definición y etimología, 
tanto en el lenguaje forense como en el común. Sólo puede tener 
lugar la compensación cuando dos personas son respectivamente 
acreedoras y deudoras entre sí por derecho propio, y ambas deu -
das son líquidas, en metálico ó en especie de la misma calidad, de 
plazo vencido y exigibles, produciendo la compensación, por mi-
nisterio de la ley, el efecto de extinguir una y otra deuda en la 
cantidad concurrente. Como complemento de esta materia, véase 
lo expuesto al comentar el art. 542 en las páginas 112 y 122 del 
tomo 3.°, y los artículos 1195 al 1202 del Código civil. El Tribu-
. 
nal Supremo tiene declarado, en sentencia de 27 de Abril de 1893, 
que la falta de alguna de las circunstancias esenciales, determina-
das en el art. 1196 del Código civil, hace ineficaz la compensa-
ción. 
En razón á que ha de ser líquido y de plazo vencido el crédito 
del ejecutante, y éste ha de haber fundado su demanda en un título 
con fuerza ejecutiva, para que sea igual la condición de ambas par-
tes exige la nueva ley, como lo exigía la anterior y era de práctica . 
constante, que el crédito del ejecutado sea también líquido, y que 
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resulte de documento que tenga fuerza ejecutiva: sin estos requi-
sitos y los demás antes indicados, exigidos por el Código ci-
vil, no podrá prosperar esa excepción, porque será improce-
dente. Cuando el crédito del ejecutado no resulte de documento 
ó título que por sí tenga fuerza ejecutiva, podrá solicitar con la 
anticipación conveniente las diligencias que procedan, según el 
caso, de las prevenidas en los artículos 1430 y siguientes, para 
que tenga aparejada ejecución, ó instarlas como medio de prueba 
en el mismo juicio ejecutivo, aunque le será más conveniente lo 
primero para evitarse las costas de la oposición si el acreedor 
niega la firma y la deuda. En todo caso, si al documento no puede 
darse fuerza ejecutiva, no habrá otro recurso que demandar la 
deuda en juicio ordinario sin poder impedir la ejecución. 
4." Prescripción.—Tratándose de deudas, no cabe otra pres-
cripción que la de la acción: prescrita la acción, queda prescrita 
la deuda, puesto que no puede reclamarse. Por esto, el art. 1156 
del Código civil no enumera la prescripción entre los medios de 
extinguir las obligaciones, y en el tít. 18 del libro 4.°, que trata 
de las prescripciones, no se encuentra disposición alguna que se 
refiera á la de las deudas, pero sí á la de la acción para reclamar-
las. Por consiguiente, para apreciar si se ha realizado la prescrip-
ción que puede alegarse como excepción en el juicio ejecutivo, 
debe estarse hoy á lo que para la de las acciones se ordena en el 
capítulo 3.°, y á las disposiciones generales del 1.° de dicho título, 
en cuanto sean aplicables al caso. 
Según la ley 5.", tít. 8.°, libro 11 de la Novísima Recopilación, 
el derecho de ejecutar se prescribía por diez años; por veinte la 
acción personal, y por treinta la real y mixta. En cumplimiento de 
esta ley, tanto en la práctica antigua, como en la que se acomodó 
á la ley de Enjuiciamiento de 1855, transcurridos los diez años, á 
contar desde el vencimiento del plazo, no podía despacharse eje-
cución, teniendo el acreedor que acudir la vía ordinaria; y si el 
juez la despachaba, podía el ejecutado oponer la excepción de 
prescripción. Todo esto ha sido modificado radicalmente: aquella 
ley ha sido derogada por el Código civil, y dicha práctica por La 
presente ley. El Código no hace mención de la acción ejecutiva, y 
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puede ejercitarse, por tanto, el derecho de ejecutar mientras no 
prescriba la acción para reclamar la deuda; y el art. 1440 de la 
presente ley (véase su comentario), obliga al juez á despachar la 
ejecución siempre qua el título ejecutivo no contenga alguno de 
los defectos que mencionan los párrafos primero y segundo del 
art. 1467, entre los cuales no está la prescripción, la que, además, 
es renunciable, según el art. 1935 del Código, y no puede estimarla 
el juez si no la opone el ejecutado. 
Los términos que fija el Código civil para la prescripción de 
las acciones por deudas, que, si son líquidas y resultan de docu-
mento que tenga aparejada ejecución, podrán reclamarse en la vía 
ejecutiva mientras no prescriban, son los siguientes: veinte años 
para la acción hipotecaria y quince años para las acciones perso-
nales que no tengan señalado término especial (art. 1964 de dicho 
Código); cinco años para las de exigir el pago de pensiones ali-
menticias, arriendos y demás pagos que deban hacerse por años ó 
en plazos más breves (art. 1966 dead.), y tres años para reclamar 
el pago de los honorarios, derechos, estipendios ó salarios que de-
venguen los abogados y demás personas que se expresan en el "ar-
tículo 1967 del mismo Código, por servicios prestados en su pro-
fesión, arte ú oficio, ó por medicinas, hospedaje y mercaderías, da-
das al fiado. 
5.' Quita 6 espera.—En la pag. 7 de este tomo puede verse la 
definición de estas palabras. Allí se trató de la quita 6 espera que 
el deudor común puede solicitar judicialmente de sus acreedores, 
y aquí de las que un acreedor concede á un deudor por convenio 
particular entre ambos. Si el acreedor reclamase ejecutivamente 
el total de la deuda, á pesar de la quita del todo ó parte de ella 
concedida á su deudor, éste podrá oponerle como excepción la 
quita 6 condonación que le hubiere otorgado, y en cuya virtud 
quedó extinguida la obligación en su totalidad ó en la parte  con - 
donada. En este segundo caso deberá objetarse la plus-petición de 
que habla el art. 1466. Y en cuanto á la espera, como por ésta se 
concede una prolongación del plazo, faltará el requisito esencial 
de plazo vencido, si se reclama la deuda antes de que venza el tér-
mino de la espera. Estas excepciones pueden probarse con cual- 
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quiera de los medios que concede la ley para la prueba de las obli. 
gaciones. 
6." Pacto ó promesa de no pedir.—Podrá resultar de ese pacto 
la condonacióu do la deuda, ó un aplazamiento, según los térmi-
nos en que haya sido celebrado, y ya implique la extinción de la 
obligación, ya la espera para el pago, carece el acreedor de dere-
cho para reclamar esa deuda por la vía ejecutiva, faltando á lo 
pactado ó prometido. La ley anterior colocó esta excepción jun-
tamente con la anterior, y las ha separado la nueva ley, porque 
no son iguales, aunque exista entre ellas alguna analogía. Cuando 
del pacto resulte la condonación de la deuda, se regirá por los ar-
ticnlos 1187 y siguientes del Código civil, y si no es más que un 
aplazamiento con ó sin tiempo determinado, serán aplicables las 
disposiciones de los artículos 1125 y siguientes del mismo Código, 
que tratan de las obligaciones á plazo. 
7.0 Falta de personalidad en el ejecutante (se limitó á decir la 
ley anterior, y ahora se añade), ó en su procurador.—Están inclui-
das en esta excepción la 2." y 3." de las que el art. 533 establece 
como dilatorias para el juicio ordinario. Allí se determinan y en 
su comentario (págs. 62 y 63 del tomo 3.°) se explioan las causas 
en que ha de fundarse la falta de personalidad, tanto en el deman-
dante como en su procurador: aquella doctrina es aplicable al pre-
sente caso. Dicha falta pertenece â la forma del juicio, tanto que 
da lugar al recurso de casación por quebrantamiento de forma 
(art. 1693, núm. 2.°). Por esto, y por los efectos que naturalmente 
habrá de producir la sentencia que estime esa excepción, y que 
expondremos en el comentario del art. 1479, la creemos mal colo-
cada en el art. 1464, y que su lugar adecuado habría sido entre 
los motivos de nulidad del juicio, determinados en el 1467. 
8 Novación.—Es la sustitución de una obligación por otra 
nueva, modificando ó destruyendo la anterior. Según la ley 15, tí-
tulo 14, Partida 5.", des otra manera de quitamiento, que desata 
la obligación principal de la deuda, bien así como la paga». El 
Código civil la ha colocado también entre los medios de extinguir 
las obligaciones, atribuyéndole el mismo efecto de las leyes de 
Partida, como puede verse en los artículos 1203 y siguientes, de- 
-> 
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clarando en aquél que Blas obligaciones pueden modificarse: 1. 0 
 variando su objeto ó sus condiciones principales: 2.» sustituyendo 
la persona del deudor; y 3.° sub' rogando á un tercero en los dere-
chos del acreedor». Y en los artículos siguientes, á cuyas dis-
posiciones es preciso atenerse, se determinan los requisitos que de-
ben concurrir en cada uno de dichos casos para que se produzca 
la novación. Justo es, por tanto, que el deudor pueda hacer uso 
de esta excepción, cuando por la vía ejecutiva se le demande el 
cumplimiento de la primera obligación. También podrán utilizarse 
en este caso, para justificar la novación, todos los medios de 
prueba que permite la ley. 
9 Transacción.—Si versa sobre una obligación de pagar 
cierta cantidad, produce una verdadera novación, y es por tanto 
aplicable lo que acerca de ésta acabamos de exponer. El cap. 1.° 
del tít. 13, lib. 4.° del Código civil, trata de las transacciones, 
dando su definición y determinando las personas que pueden cele-
brarlas y sus efectos: deberán consultarse sus disposiciones. El ar-
tículo 1816 de dicho Código, dice: «La transacción tiene para las 
partes la autoridad de la cosa juzgada; pero no procederá la vía 
de apremio sino tratándose del cumplimiento de la transacción ju-
dicial.» De este precepto se deduce que sólo la transacción extra-
judicial deberá alegarse como excepción en el juicio ejecutivo, 
puesto que para e 1 cumplimiento de la judicial procede la vía de 
apremio, y no cabe por tanto la sentencia de remate. 
10. Compromiso de sujetar la decisión del asunto á árbitros 6 
amigables componedores, otorgado con las solemnidades prescritas 
en esta ley.—«Transacción ó compromiso», dijo la ley anterior en 
su art. 963, y esta generalidad daba lugar á dudas, que debía evi-
tar la nueva ley, como lo ha hecho, separando esas dos excepcio-
nes y determinando los requisitos que ha de tener el compromiso 
para que sea admisible como excepción en el juicio ejecutivo. Sa-
bido es que en muchas escrituras se pone la cláusula ó condición 
de someter las partes á la decisión de árbitros ó de amigables com-
ponedores las cuestiones que puedan suscitarse con ocasión del 
contrato á que aquélla se refiere, pero reservándose hacer el nom-
bramiento de esos jueces conforme á la ley, para cuando llegue el 
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caso de promoverse la cuestión; y lo mismo pueden pactar priva-
damente. Estos compromisos, aunque no son válidos ni eficaces 
mientras no se formalicen en escritura pública con los requisitos 
que exigen los artículos 793 y 828 de la presente ley para sus res-
pectivos casos, producen acción personal contra la parte que re-
huse el cumplimiento de lo pactado negándose al otorgamiento de 
la escritura, y de aquí la duda racional de si aquel compromiso 
podría alegarse como excepción á la vía ejecutiva. Esta duda se 
ha resuelto en la nueva ley, de conformidad con la índole y natu-
raleza del juicio ejecutivo, haciendo la declaración de que el coln-
promiso, para que impida el pronunciamiento de la sentencia de 
remate, ha de ser, sujetando la decisión del asunto á árbitros ó 
amigables componedores, otorgado con las solemnidades prescri-
tas en los artículos de esta ley, antes citados. Véase cómo no huelga 
ni es redundante esta adición. La prueba de esta excepción tendrá 
que ser necesariamente la escritura de compromiso. El Código ci-
vil trata «de los compromisos» en sus artículos 1820 y 1821, para 
declarar que les son aplicable lo dispuesto sobre transacciones, y 
que en cuanto al modo de proceder, su extensión y efectos, se es-
tará á lo que determina la ley de Enjuiciamiento civil. 
11. incompetencia de jurisdicción.— Aunque no se estableció 
esta excepción en la ley de 1855, como ya se ha dicho, conforme á 
las disposiciones generales y á la jurisprudencia del Tribunal 
 Su-
premo, el ejecutado estaba en su derecho promoviendo la cuestión 
de competencia por inhibitoria ó por declinatoria, mientras no se 
hubiere sometido al juez que entendía en la ejecución y lo permi-
tiera el estado del juicio. De acuerdo con esta jurisprudencia, la 
nueva ley ha suplido aquella omisión, adicionando la excepción de 
incompetencia en el art. 1464, y declarando en el 1480, que en los 
juicios ejecutivos no se admitirán otros incidentes que los de com-
petencia y acumulación. Reconoce, pues, la ley, que en estos juicios 
puede promoverse la cuestión de competencia por declinatoria, ale-
gándola como excepción ó como incidente, aparte de la inhibito-
ria, que también puede utilizarse. Se alegará como excepción, 
cuando el ejecutado se oponga á la ejecución en tiempo oportuno, 
y presente el escrito formalizando la oposición, conforme al articu - 
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lo 1463, en cuyo escrito debe alegar cuantas excepciones le asistan; 
y como incidente, siempre que se proponga la declinatoria fuera de 
dicho escrito. En el segundo caso debe promoverse el incidente an-
tes de que sea firme la sentencia de remate, conforme á la regla ge-
neral del art. 76 y á lo que hemos expuesto al comentarlo (pág. 21Q, 
 del tomo 1.°). Y téngase también presentle que no puede promo-
verse cuestión de competencia en las diligencias para el reconoci-
miento de la firma ni en las demás que sean preparatorias del jui-
cio ejecutivo, por conceder ese derecho el art. 73 sólo á los que 
sean citados ó puedan ser parte legítima en el juicio promovido, y 
el juicio se promueve con la demanda, y no con aquellas diligen 
ciar (1). No así en los embargos preventivos, en los que, lejos de 
prohibir la ley tales cuestiones, las autoriza, toda vez que deter-
mina quién ha de ser el juez competente para conocer de ellos (2). 
Ya se proponga y solicite la declinatoria en el escrito formal - 
zando la oposición, ya como incidente, además de hacer la man i-
festación que previene el art. 78, de no haber empleado la inhibi-
toria . , la súplica tiene que sujetarse á lo que ordena el 72, que es 
de aplicación general, esto es, «pidiendo al juez que se separe de 
conocimiento del negocio y remita los autos al tenido por compe-
tente», y subsidiariamente que declare «no haber lugar á pronun-
ciar sentencia de remate», cuando se aleguen otras excepciones por 
si no prospera la do incompetencia. Si el juez estima procedente 
esta excepción, dictará su fallo conforme á la primera de dichas 
peticiones, absteniéndose de resolver sobre las demás, aunque las 
crea procedentes, y por tanto, de declarar que no ha lugar it pro-
nunciar sentencia de remate; esta declaración sólo podrá hacerla 
si se declara competente, porque de otro modo carece de juris-
dicción para ello. Esto es lo que se deduce, sin género de duda, 
del párrafo último del art. 1473, cuya disposición se ha adicionado 
en la presente ley á fin de que dicha excepción produzca en el jui-
cio ejecutivo el mismo efecto que se previno para el declarativa 
(1) Sentencias del Tribunal Supremo de 27 de Abril de 1831, 22 de Abril 
de 1890, 15 de Junio de 1891, en cuestiones de competencia, y otras). 
(2) Idem id., en casación, de 15 de Marzo de 1887. 
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en el art. 538. (Véase el comentario de este artículo, pág. 85 y sig. 
del tomo 3.°, por ser aplicables al presente caso la doctrina y el pro-
cedimiento que allí se han expuesto.) Y no puede ser de otro modo: 
la excepción de incompetencia se refiere á la forma del juicio, y 
sería irregular y absurdo que fallase sobre el fondo el juez que se 
declare incompetente pata conocer del asunto: este fallo debe dic-
tarlo el que sea declarado competente, en vista de los autos que 
han de remitírsele para que los continúe en el,estado en que se ha-
llen, puesto que es válido todo lo actuado, como se declara en el 
art. 115. 
12. Plus-petición. — No la establece la ley como excepción, y por 
esto no la incluye en el art.. 1464, sino como motivo en que el eje-
cutado puede fundar su oposición, según se consigna en el artículo 
1466. Y con efecto, realmente no es excepción, puesto que no tiene 
por objeto impedir el pronunciamiento de la sentencia de remate; 
pero como puede servir de fundamento á la oposición del deudor, 
y ha de sustanciarse en la misma forma que las excepciones, liemos 
creído conveniente tratar de ella en este lugar, anticipando el exa-
snen de dicho artículo al del que le precede, que examinaremos 
después. 
La ley anterior nada ordenó expresamente sobre la plus peti-
ción; pero como exigía, lo mismo que la actual, que la demanda 
ejecutiva contuviera la protesta de abonar pagos legítimos, era de 
sentido común suponer en el legislador el propósito de que se per-
initiera al ejecutado la alegación y prueba de esos pagos, como era 
además de estricta justicia, y así se practicaba generalmente, ad-
mitiendo la oposición que se fundaba en ese motivo. La nueva ley 
ha dado su sanción á esa práctica por dicho art. 1466, compren-
diendo los dos casos de plus-petición, que pueden ocurrir. Puede 
consistir ésta en haber dejado el acreedor de abonar al deudor pa-
gos legítimos hechos á cuenta, reclamándole, por consiguiente, y 
despachándose la ejecución por mayor cantidad de la que realmente 
deba; ó en haber hecho con exceso la computación á metálico de 
las deudas en especie, dándoles más valor efectivo del que les co-
rresponda según las reglas establecidas en los artículos 1436 al 
1438. Cuando exista alguno de estos motivos, puede el ejecutado 
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fundar en él la oposición á que se refiere el art. 1463; no para im- 
pedir el pronunciamiento de la sentencia de remate, que. ; es el ob-
jeto y fin de las excepciones, sino para pedir que, al pronunciarse 
dicha sentencia, se mande seguir la ejecución sólo por la cantidad 
en metálico á que quede reducida la deuda, hechas aquellas de-
ducciones. 
Concluiremos este punto llamando la atención sobre el párrafo 
último del art. 1464, que reproduce sustancialmente la disposición 
de igual párrafo del 963 de la ley anterior, pero en términos más 
claros y explícitos, para que no quede duda de que son taxativas 
las excepciones que se determinan en el mismo artículo, como ya 
se ha dicho, y por tanto, las únicas admisibles en el juicio ejecutivo. 
Aunque bastaba para entenderlo así el primer párrafo de di 
cho art. 1464, que dice «sólo serán admisibles», para completar el 
pensamiento, y como consecuencia de aquel precepto, se añade en 
el párrafo último: «Cualquiera otra excepción que competa al deli-
dor, se reservará para el juicio ordinario, y no podrá impedir e l. 
pronunciamiento de la sentencia de remate.» De esto se deduce 
que si el deudor alegase alguna excepción que no sea de las de-
terminadas en la ley, cuyo caso será muy raro, el juez no debe re-
chazarla de plano, porque no está autorizado para esto, sino darle 
la sustanciación correspondiente, dictando á su tiempo la senten-
cia de remate, en la que hará la declaración de ser inadmisible 
aquella excepción, por no ser de las que la ley determina taxati-
vamente. 
Y decimos que será raro el caso de alegar exce pciones, que na 
estén previstas en la la ley, porque las faltas que afectan á la vali-
dez del juicio, y acerca de las cuales daba lugar á dudas la ley 
anterior por su silencio, se incluyen ahora en el art 1467, que lue-
go examinaremos: la litispendencia, si la hubiere, podrá servir de 
fundamento á la excepción de incompetencia, que autoriza la ley; 
y la cosa juzgada podrá utilizarse para justificar la de pago, nova-
ción, plus-petición, ó cualquiera otra de las excepciones a  que sea 
;aplicable, en el supuesto inverosímil de que la deuda que se re-
clame en la ejecución pendiente hubiera sido objeto del pleito an-
terior, y concurran los demás requisitos que exige el art. 1252 del 
542 	 LIB. II-TIT. XV-ARTS. 1464 A 1467 
Código civil, para que la presunción de cosa juzgada surta efecto 
so otro juicio. 
III 
Excepciones en los juicios ejecutivos sobre pago de letras de 
tosnbio.—Sólo son admisibles en estos juicios las seis que taxati-
vamente se determinan en el art. 1465, segundo de este comenta-
rio. Ya hemos dicho que en él se reproduce, aunque en distinta 
forma, el párrafo que por el decreto-ley de 6 de Diciembre de 
1868, sobre unificación de fueros, - se adicionó al art. 963 de la ley 
anterior, por cuyo párrafo se ordenó que lo establecido en este ar-
ticulo no tendría lugar respecto de las ejecuciones que procedie-
sen de letras de cambio, en las que no se admitirían más excepcio-
nes que las prevenidas en el art. 545 del Código de Comercio, en-
tonces vigente, que era el de 1829. Este artículo decía: «Contra 
la acción ejecutiva de las letras de cambio no se admitirá más ex-
cepción que la de falsedad, pago, compensación de crédito líquido 
y ejecutivo, prescripción ó caducidad de la letra, y espera ó quita 
concedida por el demandante, que se pruebe por escritura pública 
ó por documento privado reconocido en juicio», que son las 
mas excepciones y con los mismos requisitos que ahora se determi-
nan en el artículo que estamos comentando. Y el nuevo Código de 
Comercio de 1885 ha sancionado estas disposiciones, ordenando 
en au art. 523, que «contra la acción ejecutiva por letras de cam-
bio no se admitirán más excepciones que las consignadas en la 
ley de Enjuiciamiento civil. Claro es que únicamente se refiere al 
art. 1465 de esta ley, que es el que determina dichas excepciones. 
Y que éstas son las únicas adecuadas á la índole y naturaleza es 
pecial del contrato de letra de cambio, lo demuestra esa reiterada 
confirmación, hecha en 1868 y en 1885, de lo establecido sobre eI 
particular en el Código de 1829. 
Según dicho art. 1465, en los juicios ejecutivos sobre pago de 
letras de cambio sólo son admisibles las excepciones expresadas en 
loa cinco primeros números del artículo anterior, que son: falsedad 
del titulo ejecutivo, ó del acto que le hubiere dado fuerza de tal; 
pago; compensación de crédito líquido que resulte de documento 
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que tenga fuerza ejecutiva; prescripción, y quita ó espera, previ-
niendo respecto de la última, ó sea de la quita ó espera, que ha de 
probarse por escritura pública ó por documento privado reconoci-
do en juicio, como estaba también prevenido por el artículo citado 
del Código de Comercio antiguo; de suerte que para justificar esta 
excepción, lo mismo que la de compensación, no pueden admitirse 
los demás medios de prueba que permite el derecho común. Y á 
estas cinco excepciones añade el mismo artículo la de caducidad 
de la letra, establecida también por dicho Código. 
Respecto de las cinco primeras excepciones, véase lo expuesto 
sobre cada una de ellas en el párrafo anterior de este comentario, 
cuya doctrina es aplicable al caso de que tratamos, si bien tenien-
do presente la modificación antes indicada sobre la prueba de la 
quita y espera. 
En cuanto á la falsedad, ésta puede ser de la letra, de alguno 
de los endosos, ó de la aceptación: si es de la letra, podrá alegarla 
como excepción cualquiera de los que aparezcan obligados á quien 
se demande el pago, lo mismo el aceptante que los endosantes y el 
librador; si es de un endoso, sólo el endosante á quien éste se etli-
buya; y si es de la aceptación, sólo podrá objetarla la persona que 
aparezca obligada por ese acto falso; de suerte que sólo podrán 
oponer la excepción de falsedad los que por el acto falso, y nulo 
por consiguiente, aparezcan obligados, y contra los que funden su 
acción en ese mismo acto falso. 
Por haber dicho el Código antiguo, en su art. 545, antes copia-
do, prescripción 6 caducidad de la letra, se estimó por algunos, 
atendida la disyuntiva, que la ley empleaba aquellas dos palabras 
como sinónimas; pero no lo son realmente, ni en su significación, 
ni en sus causas, aunque ambas produzcan el efecto de impedir el 
pronunciamiento de la sentencia de remate, y por eso se las consi-
' dera como dos excepciones distintas en el artículo que estamos 
examinando. Según el art. 950 del nuevo Código de Comercio, 
alas acciones procedentes de letras de cambio se extinguen á los 
tres años de su vencimiento, háyanse ó no protestado»: esta es la 
excepción de prescripción que podrá objetar el ejecutado para el 
pago de una letra de cambio, cuando se entable la ejecución des- 
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pués de dicho término. Y la caducidad se produce por la omisión 
6 falta de presentar la letra á la aceptación, 6 por no hacer el p ro
-testo y su notificación en los plazos y á las personas que determi- 
na el mismo Código, perdiendo por cualquiera de esas faltas el po-
seedor de la letra su derecho á exigir su reintegro, como se pre-
viene en el art. 482, y con la excepción que establece el 525 de 
dicho Código. Ya hemos dicho en su lugar oportuno (pág. 454 de 
éste tomo), que para que la letra de cambio tenga fuerza ejecuti- 
va, es necesario, entre otros requisitos, que haya sido presentada y 
protestada por falta de pago en tiempo y forma: si no se llena este 
requisito legal, queda perjudicada, y si á pesar de esto se despa-
chase la ejecución, podrá el ejecutado oponer la excepción de ca- 
ducidad. 
Comentando el presente artículo, dice un ilustrado profesor 
que no se concibe la omisión en él de las excepciones de falta de 
personalidad y de incompetencia de jurisdicción, «sino pensando 
que se ha procedido con impremeditación extrema, copiándose 
ciegamente el texto del art. 545 del antiguo Código de Comercio, 
sin consultar siquiera la opinión de los escritores de derecho mer-
cantil, que pudieran ilustrar el punto». Creemos injusta .y poco 
meditada tan severa censura. La Comisión de Codificación y el 
Gobierno procedieron de ese modo porque á ello estaban obliga-
dos por el núm. 3.° de la base 2.A de las aprobadas por la ley de 
21 de Junio de 1880, á cuyos preceptos tenían que ajustarse. Y 
aunque hubiesen estad» autorizados, creemos que no habrían adi-
cionado dichas excepciones, por ser innecesaria la reforma 'de la 
ley en ese punto, que sin dificultades en la práctica venía rigien-
do desde 1830. 
En las letras de cambio, la personalidad del actor ha de resultar 
necesariamente de la misma letra de cambio, pues sólo tiene acción 
para reclamar su pago la persona á cuyo orden esté librada ó en-
dosada. Por esto, rara vez, si es que ocurre alguna, podrá ponerse 
en cuestión la personalidad del actor, y si ésta no resultase de la 
misma letra, ó fuese insuficiente el poder del procurador, el juez 
debe suspender el curso de la demanda mientras no se subsane la 
falta. Si así no lo hubiese hecho, como esta falta da lugar al recur- 
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so de casación en la forma, y para que pueda ser admitido es pre-
ciso pedir la subsanación de aquélla en la instancia en que se co-
metió, según previene el art. 1696, es indudable que el ejecutado 
puede hacer esa reclamación, no por vía de excepción, sino para 
los fines que la exige y ordena la ley. Y en cuanto á la incompe-
tencia, el ejecutado puede promover la cuestión, no sólo por 
inhibitoria, sino también por declinatoria, mientras no practique 
gestión alguna en los autos que signifique su sumisión al juez que 
de ellos conozca; y el art. 1480 permite expresamente las cuestiones 
de competencia en los juicios ejecutivos, sin excluir los de letras 
de cambio, siempre que se promueva el incidente antes de haberse 
opuesto el deudor á la ejecución. Por estas razones no había ne-
cesidad, á nuestro juicio, de mencionar en el art. 1465 esas dos 
excepciones, que implicarían una reforma, no exigida por la opi-
nión ni por las necesidades de la práctica. 
Quedan expuestas las únicas excepciones que son admisibles en 
el juicio ejecutivo sobre pago de letras de cambio: si se alegare 
algu:aa otra que no sea de las determinadas taxativamente en el ar-
tículo 1465, se hará lo que leemos dicho al final del párrafo ante-
rior. Pero téngase presente que la plus-petición, de que habla el 
art. 1466, lo mismo que las causas que según el 1467 producen la 
nulidad del juicio, no son excepciones, ni están excluidas por aquel 
artículo: pueden, por tanto, utilizarse en estos juicios, lo mismo 
que en los de derecho común. 
Indicaremos, por último, que las libranzas, vales, pagarés, che-
ques y demás documentos de giro ó cambio, que permite el Código 
de Comercio, no gozan de todos los privilegios de las letras de cam-
bio, y como tampoco hace mención de ellos el presente art. 1465, 
tenemos por indudable que no están comprendidos en la limitación 
de excepciones que establece dicho artículo, y que en las ejecucio-
nes que se funden en alguno de aquellos documentos podrán utili-
zarse todas las que determina el art. 1464. Respecto de la prescrip-
ción, téngase presente que el art. 950 del actual Código de Comer- • 
cio equipara para esto dichos documentos á las letras de cambio, 
de suerte que las acciones que de ellos procedan, quedan extingui-
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IV 
Motivos en que puede fundarse la nulidad del juicio ejecutivo.—
Los determina el art. 1467, último de este comentario, y que, como 
ya se ha dicho, suple una omisión importante de la ley anterior. 
No se fijan en él como taxativos, puesto que no se emplean las pa-
labras «sólo serán admisibles», empleadas en los artículos anterio-
res, respecto de las excepciones, ni otras análogas, ni se reproduce 
el párrafo final del art. 1464; pero tampoco se hace la menor indi-
cación de la que se deduzca que podrán alegarse otros motivos de 
nulidad, y sin embargo, puede haberlos, si no de todo el juicio, de 
algunas actuaciones del mismo, en las que se haya faltado á lo que 
ordena la ley. Por estas consideraciones, y por los términos en que 
están redactados el núm. 3.° del art. 1473 y el párrafo último del 
1474, entendemos que en el artículo que estamos comentando la ley 
se ha limitado á designar los motivos que producen la nulidad del 
juicio, ó que pueden dar lugar al recurso de casación por quebran-
tamiento de forma, único admisible en el juicio ejecutivo; pero sin 
prohibir que en el mismo escrito de oposición se pida la subsana-
ción de cualquiera otra falta que se haya cometido en el procedi-
miento con perjuicio del ejecutado. Lo que la ley prohibe es que 
se promuevan incidentes que perturben y entorpezcan la marcha 
del juicio y dilaten su terminación, y nada de esto puede ocurrir 
cuando se pida en dicho escrito la subsanación de la falta, que sólo 
podrá haberse cometido en el requerimiento de pago, ó en el em-
bargo, si no se hubieren practicado en la forma y por el orden es-
tablecidos en la ley, además de la citación de remate á que se re• 
fiere el núm. 3.° La circunstancia de hallarse el juicio en su co-
mienzo quita importancia á esa cuestión. 
Veamos ahora cuáles son las causas ó motivos por los cuales 
puede pedir el ejecutado que se declare la nulidad del juicio. Y no 
estará de más advertir, que el adverbio igualmente, empleada al 
principio del artículo, da á entender que dicha pretensión ha de 
deducirse precisamente en el escrito formalizando la oposición 
dentro de los cuatro días que señala el art. 1463, sustanciándola en 
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la forma que expondremos en el comentario que sigue, sin que sea 
lícito promoverla ni antes ni después de dicho escrito, aunque el 
deudor hubiere sido declarado en rebeldía y se persone después en 
los autos. Dichos motivos son: 
1.° Cuando la obligación ó el título, en cuya virtud se hubiere des-
pachado la ejecución, fueren nulos. — Será nula la obligación cuan- 
do le falte alguno de los requisitos que, como esenciales para la 
validez de todo contrato, se determinan en el cap, 2.° del tít. 2.°, 
libro 4.° del código civil. Y será nulo el título, si es escritura 
pública, cuando haya sido autorizada por notario incompetente, 6 
le falte alguno de los requisitos que para su validez exigen la ley 
del Notariado y su reglamento, ó de los que se determinan en los 
artículos 1218 y siguientes del Código civil para que hagan prueba 
los documentos públicos; y si es documento privado, cuando las di-
ligencias para su reconocimiento ó comprobación se hubieren prac-
ticado ante juez incompetente. Si éste hubiere sido el mismo que 
conoce del juicio ejecutivo, podrá alegarse la excepción de incom-
petencia; pero como ésta produce el efecto de remitir los autos al 
juez competente sin anular lo actuado, si al ejecutado interesa que 
se anule el acto que dió fuerza ejecutiva al documento privado, le 
convendrá emplear los dos medios de defensa, á fin de que, si el 
juez se declara incompetente, como en este caso no puede resolver 
sobre los demás motivos de oposición, le quede expedito su derecho 
para reproducir su reclamación de nulidad ante el juez declarado 
competente. 
Cuídese de no confundir la nulidad con la falsedad del título 
ejecutivo 6 del acto que le hubiere dado fuerza de tal. Todo docu-
mento falso es nulo, pero no al contrario, y de aquí sus diferentes 
efectos. La falsedad ha dé alegarse como excepción, que produce 
el efecto de impedir el pronunciamiento de la sentencia de remate, 
y mata el juicio ejecutivo; y la nulidad no es excepción, sino un 
medio de oposición que produce el efecto de declarar nulo el juicio, 
como consecuencia necesaria de la nulidad de la obligación ó del 
titulo en cuya virtud se despachó la ejecución. Véase lo expuesto 
anteriormente en el párrafo segundo de este comentario sobre la 
excepción de falsedad.--Además de las disposiciones citadas con 
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relación å la nulidad de la obligación, véanse las contenidas en el 
capítulo 6.° del tít. 2.°, libro 4. ° del Código civil, que trata «de la 
nulidad de los contratos», y especialmente la del art. 1301, que 
fija en cuatro años el término para hacer uso de esa acción. 
La excepción de fuerza 6 miedo, establecida en la ley anterior 
y suprimida en la actual, está comprendida en la nulidad de que 
tratamos, como ya se ha indicado, puesto que el Código civil de-
termina como causas que invalidan el consentimiento y anulan la 
obligación, la violencia ó intimidación, que son la fuerza 6 miedo, 
y además el error, el dolo y la incapacidad para obligarse, así 
como lo son también la falta de objeto cierto, la causa ilícita, y la 
causa falsa 6 simulación de contrato. 
2.° Cuando el título no tuviere fuerza ejecutiva, ya por defectos 
extrínsecos, ya por no haber vencido el plazo, ó no ser exigible la 
cantidad, 6 ser ésta iliquida.—Estos son los requisitos que la ley 
señala como esenciales para poder despachar la ejecución, y debe 
denegarla el juez de plano cuando resulte de autos la falta de al-
guno de ellos, lo mismo que cuando sea nula la obligación ó el ti_ 
tulo en que se funde la demanda, conforme á lo prevenido en el 
art. 1440; pero si, por entender que no existen tales defectos, 6 por 
no haberlos notado, hubiere despachado la ejecución, el ejecutado 
puede alegarlos en su escrito formalizando la oposición, pidiendo, 
como en el caso anterior, que se declare la nulidad del juicio eje-
cutivo. Esta nulidad en tales casos ha de ser de todo el juicio, por-
que las faltas 6 vicios indicados afectan á su origen y fundamento; 
pero no obstará para que se reproduzca la acción ejecutiva, si pu-
diera subsanarse la falta, y en todo caso podrá reclamarse la mis-
ma deuda en el juicio ordinario declarativo que corresponda. 
3.° Cuando el deudor no hubiere side citado de remate con las 
formalidades prescritas en esta ley.—Cuáles sean esas formalida-
des, lo dicen con claridad y precisión los artículos 1459 y 1460, y 
lo hemos explicado al comentarlos. En este caso ha de reponerse 
el juicio al estado que tenía cuando se cometió la falta, para que se 
haga en forma la citación de remate, quedando nulas todas las ac-
tuaciones posteriores. Pero téngase presente que si el ejecutado 
se persona en los autos en virtud de una citación informal, 6 dán- 
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dose por enterado del estado del juicio, y opone las excepciones 
que le convengan, sin reclamar contra aquella falta ó contra los 
vicios de forma que contenga la diligencia, queda subsanada la 
falta, y produce la citación todos sus efectos, como si se hubiere he-
cho con arreglo á las disposiciones de la ley, conforme á lo preve-
nido en el art. 279. Por esto no puede declararse tal nulidad si no 
la solicita el ejecutado al formalizar su oposición, y no podrá pros-
perar, como tampoco el recurso de casación por quebrantamiento 
de forma, cuando aquél hubiere gestionado en el juicio dándose 
per citado, como tiene declarado el Tribunal Supremo en senten-
cias de 14 de Abril de 1885, 19 de Noviembre de 1888, 11 y 16 
de Octubre de 1889, 2 de Octubre de 1893 y otras muchas. 
4.°  Cuando el ejecutado no tuviere el carácter ó representación 
con que se le demanda.—Es la excepción dilatoria de falta de per-
sonalidad en el demandado, que ocupa el num. 4.° de las estable-
cidas para el juicio ordinario por el art. 533; y como existen las 
mismas razones para autorizar su alegación en el juicio ejecutivo, 
véase lo expuesto sobre aquélla en la pág. 64 del tomo 3.° Este 
motivo de oposición producirá el efecto de que se declare la nuli-
dad del juicio en su totalidad, alzándose por consiguiente los em- 
bargos practicados, si el ejecutante no prueba, en vista de la ne-
gativa y oposición del ejecutado, que éste tiene el carácter ó re-
presentación con que le ha demandado, quedando á salvo el dere-
cho de aquél para dirigir su acción contra quien corresponda. 
ARTÍCULO 1468 
(Art. 1466 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Del escrito de oposicion del ejecutado se dará trasla-
do á la parte actora por el término preciso de cuatro 
dias, entregándote los autos para que conteste y pro-
ponga la prueba que le convenga. 
Se acompañará copia de este escrito para entregarla 
al demandado. 
Trascurridos los cuatro dias, se recogerán los autos 
sin necesidad de apremio, empleándose el procedimien-
to establecido en el art. 308. 
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ARTÍCULO 1469 
(Art. 1467 para Cuba y Puerto Rico.) 
Presentada la contestacion 6 recogidos los autos sin 
ella, el Juez los recibirá á prueba por el término de 
diez dias, comunes á las partes, cuando alguna de éstas 
lo hubiere solicitado. 
Durante estos diez dias se practicarán las pruebas 
propuestas por ámbas partes, y las que propongan den-
tro de ellos, si el Juez las estimase procedentes, aco-
modándose para su ejecución á las disposiciones esta-
blecidas en la Seccion 5.a del juicio ordinario de mayor 
cuantía. 
ARTÍCULO 1470 
(Art. 1468 para Cuba y Puerto Rico.) 
El término de prueba no podrá prorogarse ni suspen-
derse sino de conformidad de ámbos litigantes, 6 si el 
Juez lo estimare necesario por haberse de practicar la 
prueba, ó parte de ella, fuera del lugar en que se siga 
el juicio. En este caso dictará auto mandando prorogar 
el término probatorio por los dias que tarde el correo 
en llegar al pueblo en que haya de practicarse la 
prueba. 
ARTÍCULO 1471 
(Art. 1469 para Cuba y Puerto Rico.) 
Concluido el término de prueba, sin necesidad de 
que se solicite, mandará el Juez que se unan á los autos 
las practicadas, y que se pongan de manifiesto en la es-
eribanfa, para instruccion de las partes, por el término 
de cuatro dias comunes á las mismas. 
ARTÍCULO 1472 
(Art. 1470 para Cuba y Puerto Rico.) 
Trascurridos dichos cuatro dias, el Juez llamará 
los autos á la vista con citacion de las partes para sen-
tencia. 
Fr 
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Igual providencia dictará, cuando no deban recibirse 
á prueba los autos, mandando además entregar al ejecu-
tado la copia del escrito del actor. 
Si dentro del dia siguiente al de la notificacion de 
estas providencias lo solicitare alguna de las partes, 
señalará dia para la vista dentro de los seis siguientes. 
En estos cinco artículos se ordena el procedimiento para sus-
tanciar la oposición del ejecutado hasta la citación de las partes para 
sentencia. Concuerdan con los artículos 964 al 969 de la ley ante-
rior, y si bien se acepta el procedimiento en ellos establecido, se La-
cen algunas modificaciones para aclarar conceptos, evitar dilaciones 
innecesarias, y acomodarlo al sistema general de la nueva ley. Ese 
procedimiento está ordenado ahora con tal claridad y precisión, 
que basta atenerse al texto de estos artículos para aplicarlos recta-
mente. Haremos, sin embargo, algunas observaciones. 
Dice el art. 1468, que «del escrito de oposición del ejecutado 
se dará traslado á la parte actora por el término preciso de cuatro 
días». Término preciso es lo mismo que improrrogable, y en este 
sentido emplea aquí la ley aquel calificativo, como lo da á enten-
der al ordenar que «transcurridos los cuatro días, se recogerán los 
autos sin necesidad de apremio», perdiendo, por consiguiente, el 
actor en tal caso el derecho á utilizar ese trámite, conforme á lo 
prevenido en el art. 312. 
Teniendo en consideración el breve término que se concede al 
ejecutado para formalizar su oposición y proponer en el mismo es-
crito la prueba que le convenga, no se le impone la obligación de 
acompañar copias del escrito y documentos. Por esto, y porque no 
son de presumir dilaciones maliciosas en el ejecutante, se manda 
que se le entreguen los autos para que conteste y proponga la 
prueba que le convenga. Y en previsión de que no los devuelva, 
como puede suceder, aunque no sea lo probable, se manda también 
que se le recojan de oficio, ó sin necesidad de apremio, empleando 
el procedimiento establecido en el art. 308, Como se ordena tam-
bién en el 312. A este fin, luego que transcurran los cuatro días 
sin haber devuelto los autos, dará cuenta el actuario, y el juez dia- 
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taró la providencia que previene dicho art. 308 para que tenga 
efecto la recogida. 
Presentada la contestación del ejecutante (á la que debe acom-
pañar copia del escrito, no de los documentos, para entregarla al 
ejecutado, á fin de que se instruya de las razones contrarias y pue-
da proponer la prueba conducente contra los hechos que en ella se 
aleguen), el juez dictará auto sin más trámites, mandando entregar 
la co pia del escrito al ejecutado, y recibiendo á prueba los autos 
por el término de diez días improrrogables, comunes á las partes, 
sólo en el caso de que alguna de éstas lo hubiere solicitado. El 
mismo auto de recibimiento á prueba dictará cuando se recojan los 
autos sin el escrito de contestación, como se previene en el artícu-
lo 1469. Y si ninguna de las partes hubiere solicitado el recibimien-
to á prueba, en vez de dicho auto, se dictará providencia llamando 
los autos á la vista con citación de las partes para sentencia, y 
mandando, en su caso, entregar al ejecutado la copia del escrito 
del actor, según se ordena en el art. 1472. La misma providencia 
se dictará en el caso del 1463, cuando no se hubiere formalizado 
en tiempo la oposición. Si al escrito de contestación no se hubiere 
acompañado la copia, habrá de obligarse al procurador á que la 
presente, conforme á lo prevenido en el art. 518, y después de 
presentada se dictará el auto ó providencia antedichos. 
En la práctica antigua, se concedía para estas actuaciones un 
solo término de diez días, que se denominaba del encargado, para 
alegar y probar. En la ley anterior, lo mismo que en la actual, se 
ha hecho la conveniente separación de esos dos períodos, señalan-
do, como ya se ha dicho, cuatro días á cada parte para alegar y diez 
para la prueba, todos improrrogables. En este segundo período han 
do practicarse todas las pruebas que una y otra parte hubieren 
propuesto en sus respectivos escritos, y admitido el juez por esti-
marlas pertinentes, y las que propongan y ésté admita dentro de 
los diez días. Se concede justamente esta facultad para facilitar la 
defensa, por si conviniese ampliar la prueba propuesta anterior-
mente sobre hechos nuevamente aducidos en la contestación, ó par a . 
desvirtuar la propuesta por la parte contraria. Y su ejecución ha 
de acomodarse, como también ordena el mismo art. 1469, á las dis 
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posiciones establecidas en la sección 5.a del juicio ordinario de ma-
yor cuantía, que es la que trata «de los medios de prueba». Por 
consiguiente, son admisibles en el juicio ejecutivo todos los medios 
de prueba que se determinan en dicha sección, y han de ejecutarse 
en la forma que en ella se ordena, inclusa la de tachas, compren-
dida también en la misma sección; pero sin dividir el término en 
los dos períodos quo establece el art. 553, porque á él no se refiere, 
siendo comunes los diez días para proponer y ejecutar la prueba, 
con la de tachas en su caso. 
Era un abuso de la práctica antigua pedir y conceder la sus-
pensión de un término cuando no era posible prorrogarlo por ha-
berlo establecido la ley como improrrogable. Para corregir este 
abuso, se dijo en la ley anterior, y se repite ahora en el art. 1470, 
que el término de prueba no podrá prorrogarse ni suspenderse, 
sino en dos casos: 1. 0, de conformidad de ambos litigantes, á cuyo 
fin habrán de ponerse de acuerdo y solicitarlo juntamente ó á la 
vez; y 2.°, cuando por haberse de praticar toda ó parte de la 
prueba fuera del lugar en que se siga el juicio, el juez lo estime 
necesario. En este caso concederá la prórroga por medio de auto 
para expresar los motivos, pero sólo «por los días que tarde el co-
rreo en llegar al pueblo en que haya de practicarse la prueba». Si 
este pueblo no fuese cabeza de partido, como el exhorto ha de di-
rigirse al juez de primera instancia para que lo corneta al muni-
cipal correspondiente, habrá de tenerse en cuenta este rodeo y di-
lación para fijar los días de la prórroga, pues de otro modo que-
daría defraudado el objeto de esa disposición. Y ordena la ley que 
se conceda prórroga, y no la suspensión que permitía la anterior, 
en benefició de los litigantes, pues así podrán utilizar esa amplia-
ción del término probatorio para hacer las demás pruebas pen-
dientes de ejecución que no hubieran podido practicarse dentro 
de los diez días, lo cual no sería posible con la suspensión, aparte 
de otras complicaciones. 
La reforma más importante hecha en este procedimiento está 
en el art. 1471. Su concordante, el 968 de la ley anterior, exigía 
la instancia de parte para unir las pruebas á los autos después de 
concluído el término probatorio, y mandaba que se entregaran 
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por tres días á cada una de las partes para instrucción. Hoy ha de 
dictarse de oficio, ó sin necesidad de que se solicite, la providen-
cia mandando unir las pruebas á los autos luego que concluya el 
término probatorio, y en vez de comunicarlas á las partes, se les 
ponen de manifiesto en la escribanía por cuatro días comunes, 
transcurridos los cuales el juez ha de dictar otra providencia, tam-
bién de oficio, llamando los autos á la vista con citación de las 
partes para sentencia, sin hacer el señalamiento de día para la 
vista, á que obligaba la ley anterior, ni celebrarse vista pública, 
sino en el caso de solicitarlo alguna de las partes. Son tan claras 
y sencillas las disposiciones de dicho artículo y del 1472 para estos 
procedimientos, que nos remitimos á su texto, sin necesidad de más 
explicaciones. 
ARTÍCULO 1473 
(Art. 1471 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de los tres dias siguientes al de la vista, 6 de 
cinco si no la hubiere, el Juez dictará sentencia, la cual 
contendrá uno de los tres fallos que se determinan á 
continuation: 
1.0 Seguir la ejecucion adelante, expresando la can-
tidad que ha de ser pagada al acreedor. 
2.0 No haber lugar á pronunciar sentencia de 
remate. 
3.0 Declarar la nulidad de todo el juicio, 6 de parte 
de él, reponiendo en este caso los autos al estado que 
tuvieran cuando se cometió la falta. 
Tambien hará las declaraciones que procedan sobre 
las excepciones alegadas; y si alguna de éstas fuere la 
de incompetencia, y la estimare procedente, se absten-
drá de resolver sobre las demás. 
ARTÍCULO 1474 
En el primer caso del articulo anterior, se impondrán 
las costas al ejecutado, á ménos que habiendo alegado 
y probado alguna de las causas dé oposicion compren-
didas en el art. 1466, hubiere consignado, al tiempo de 
formularla, la cantidad adeudada. 
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En el segundo, al ejecutante. 
 
En el tercero, cada pa rte pagará las causadas á stt  
instancia, á no ser que hubiere méritos para imponerlas  
á una de ellas por haber litigado con temeridad, ó por 
via de correccion, al funcionario que hubiere dado lu-
gar á la nulidad del procedimiento. 
 
Art. 1472 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo 1.6 
es al art. 1464 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1475 
(Art. 1473 para Cuba y Puerto Rioo.)  
En caso de apelacion, el Tribunal superior podrá im-
poner las costas, como correccion disciplinaria, al Juez  
que, con infraction de la ley y por error inexcusable, á 
juicio del Tribunal, hubiere despachado indebidamente  
la ejecucion, 6 la hubiere negado siendo procedente.  
Concuerdan con los arts. 970 y 971 de la ley de 1855, pero coa  
modificaciones importantes, pues si bien aceptan la fórmula do loa  
tres fallos que en aquélla se establecieron para la sentencia que ha 
 
de dictarse en el juicio ejecutivo, según se estimen 6 no proceden-
tea los medios de oposición empleados por el ejecutado, determi-
nando además á quién han de imponerse las costas en cada caso,  
contienen aclaraciones y conceptos no expresados en aquellos ar-
tículos, y se reforma lo que en ellos se ordenó en cuanto á la con-
dena de costas en el caso de declararse la nulidad del juicio.  
Era precepto imperativo de la ley anterior (arts. 971 y 1008)  
que en .este caso se impusieran las costas al juez ó funcionario que 
hubiere dado causa á la nulidad. De aquí resultaba, que siempre  
que la Audiencia revocaba la sentencia de remate y declaraba la 
 
nulidad del juicio por defectos en el título ejecutivo, 6 por estimar 
 
que no era vencido el plazo ó ilíquida la deuda, tenía que imponer  
las costae al juez de primera instancia, aunque éste hubiera tenido  
motivos muy fundados para opinar en sentido contrario. La repe-
tición de casos por el rigorismo de la ley, y lo exorbitante de esas  
costas en alguno de ellos, llamaron la atención de los jueces, y ma- 
^ 
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ches adoptaron el sistema, como medio de defensa, de denegar las 
ejecuciones casi en absoluto, para no exponerse á esa responsabi-
lidad, puesto que no incurrían en ella cuando la Audiencia revo-
eaha el auto y mandaba despachar la ejecución. Pero así quedaba 
lastimada la justicia, y el acreedor se veía en la necesidad, para 
obtenerla, de entablar y seguir los recursos de reposición y apela-
ción con las dilaciones y gastos consiguientes, aparte del tiempo 
que se daba al ejecutado, que procedía de mala fe, para preparar 
su insolvencia. Tal estado de cosas exigía imperiosamente la re-
mrma de la ley sobre dicho punto, y á este fin se mandó en la 
liase 11.» de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1880, «su-
primir la necesidad absoluta de imponer las costas al juez, en el 
caso que hoy determina la ley». Y en cumplimiento de este man-
dato, se reformó aquella disposición en los términos que resultan 
del párrafo último del art. 1474, y se adicionó el 1475, de los que 
nos liaremos cargo después. 
En los dos primeros artículos de este comentario se fija el tér-
mino dentro del cual debe el juez de primera instancia dictar su 
sentencia en los juicios ejecutivos, y se da la fórmula del fallo para 
cada uno de los tres casos que pueden ocurrir. El término es el de 
los tres días siguientes al de la vista, y caso de no haberla solici-
tado ninguna de las partes, el de los cinco días siguientes al de la 
citación para sentencia, tanto en los casos del art. 1472 como en e; 
del 1.462; y las fórmulas de los fallos, ó lo que cada uno debe con-
tener, son las siguientes: 
] " Seguir la ejecución adelante, expresando la cantidad que ha 
de ser pagada al acreedor.—No basta, pues, referirse á la cantidad 
por la que se despachó la ejecución; es necesario expresar su cuan-
tía ó el importe exacto de la deuda, y si ésta devengase intereses, 
el tipo de éstos y el día fijo desde el cual han de contarse. Además 
de ser conveniente en todo caso esta adición de la nueva ley, será 
necesaria cuando el deudor alegue la plus-petición ó el exceso en 
la computación á metálico de la deuda en especie, para que conste 
la cantidad exacta por la que ha de seguir la ejecución adelante. 
Se dictará esta sentencia, que es la llamada de remate, siempre que 
estando bien despachada la ejecución, y sin vicio esencial en el pro 
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cedimiento, no se haya opuesto el ejecutado, ó el juez estime im- 
procedentes ó no probados las excepciones ó motivos de oposición 
que hubiere alegado, y también aunque estime la plus-petición ó 
el exceso antes indicados, como hemos dicho al comentar el ar-
tículo 146G. Fuera de este caso, en el que el deudor se librará del 
pago de costas si, al formalizar su oposición, fundada únicamente 
en ese motivo, hubiere consignado en forma la cantidad adeudada, 
esto es, la que él reconozca y el juez declare como deuda legítima, 
hechas las deducciones en que funde su oposición, en todos Ice de-
más casos en que se mande seguir la ejecución adelante, han de 
imponerse las costas al ejecutado, como es de justicia y lo ordena 
el párrafo 1.° del art. 1474, de acuerdo en este último punto con la 
ley anterior. Dichas costas serán, no sólo las del incidente de opo-
sición, sino también todas las causadas y que se causaren en el 
juicio hasta que quede pagado el acreedor, como se deduce'de los 
arts. 1442, 1445 y otros. 
2.a No haber lugar d pronunciar sentencia de remate.---Pro-
cede este fallo siempre que, habiendo sido bien despachada la eje-
cución, queda luego destruida ó desvirtuada la acción ejecutiva 
por haber alegado y probado cumplidamente el ejecutado cu a l -
quiera de las excepciones que, según el art. 1464, son admisibles 
en este juicio. En tal caso, deben imponerse al ejecutante todas 
las costas, por haber pedido sin derecho, como se previene en el 
párrafo segundo del art. 1474, de acuerdo con la ley anterior. 
Pero entre esas excepciones hay dos, â lá,s cuales no será posi-
ble aplicar dicha fórmula en todo caso. En la de compensación, 
como produce el efecto de extinguir una y otra deuda en la canti-
dad concurrente (art. 1202 del Código civil), si la que reclama el 
ejecutado es igual superior á la que pide el ejecutante, y así 8a 
estima probado, resultará que estaba extinguida por completo la 
deuda de aquél cuando éste pidió la ejecución, y procederá, por 
tanto, el fallo de no haber lugar á pronunciar sentencia de re-
mate, condenando en las costas al ejecutante; pero si la deuda que 
el ejecutado da en compensación es inferior en su cuantía á la que 
le reclama el ejecutante, lo justo y procedente será que el juez las 
declare compensadas en la cantidad concurrente, y por la diferen- 
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cia á favor del actor mande seguir la ejecución adelante. (Véase 
lo que sobre esta excepción hemos dicho en su lugar correspon 
diente.) Como el caso es igual al de plus-petición, si el ejecutado, 
al formalizar su oposición, consigna la cantidad que reste debien-
do, no se le impondrán las costas, según se previene en el párrafo 
primero del art. 1474, debiendo pagarlas el ejecutante, ó cada 
parte las causadas á su instancia, según el juez estime de justicia. 
La otra excepción á que hemos aludido, es la de incompetencia 
de jurisdicción. Al examinarla en su lugar oportuno, hemos dicho 
ya que si el juez estima procedente esa excepción, debe abstenerse 
de resolver sobre las demás que se hubieren alegado, como se or-
dena en el párrafo último del art. 1473 conforme á los buenos 
principios, y por consiguiente, no puede dictar ninguno de los tres 
tallos que formula dicho articulo, porque carece de jurisdicción 
para ello desde el momento que se declara incompetente: la reso-
lución sobre las demás excepciones y sobre el fondo del asunto, 
corresponde en tal caso al juez competente, á quien aquél debe 
remitir los autos. 
Previene asimismo el párrafo último antes citado del artículo 
1473, que «también hará el juez las declaraciones que procedan 
sobre las excepciones alegadas», lo cual tiene por objeto advertir 
al juez que no ha de limitarse en su fallo á una de las declaracio-
nes que el mismo artículo determina, sino que está obligado á de-
cidir todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate, 
como lo ordena el art. 359 para toda clase de sentencias. Por con-
siguiente, en los resultandos y considerandos deberá hacerse cargo 
de los hechos y fundamentos de derecho, relativos á cada una de 
las excepciones alegadas, aunque no sean de las determinadas 
taxativamente en la ley, para declarar en el fallo que no son ad-
misibles las que se hallen en este caso, ó si son ó no procedentes 
las demás, según el resultado de la prueba, y como consecuencia 
de esta declaración, decidirá que siga la ejecución adelante, ó que 
no ha lugar á pronunciar sentencia de remate. Esto es lo legal y 
de sentido común, y lo que naturalmente se deduce de las pala-
bras de la ley antes copiadas, sin que deba dárseles otra signifi-
cación. 
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3.a Declarar la nulidad de todo el juicio, ó de parte de él.—Esta 
declaración sólo podrá hacerse cuando se hubiere fundado la opo-
sición en alguno de los motivos de nulidad determinados en el ar= 
tículo 1467, en cuyo comentario los hemos explicado, indicando el 
efecto de cada uno de ellos con relación á la totalidad, ó á parte 
del juicio, y la reposición que en este segundo caso ha de hacerse 
de los autos al estado que tuvieran cuando se cometió la falta. Si 
á la vez se hubieren alegado otras excepciones, se abstendrá el 
juez de resolver acerca de éstas, si estima procedente la nulidad 
del juicio, pues en tal caso quedarán sin efecte las actuaciones re-
lativas á la oposición del ejecutado, y si éste la reproduce después 
do subsanada la falta, entonces se dictará el fallo correspondiente. 
En cuanto á las costas, la ley anterior ordenó para este caso 
que se impusieran al juez ó funcionario que hubiere dado causa á 
la nulidad. Al principio de este comentario hemos expuesto los 
motivos que han exigido la reforma de ese precepto absoluto, y 
ahora se ordena en el párrafo tercero del art. 1474, que cuando se 
declare la nulidad del juicio ejecutivo, «cada parte pagará las cos-
tas causadas á su instancia, á no ser que hubiere méritos para im-
ponerlas á una de ellas por haber litigado con temeridad, ó por 
vía de corrección al funcionario que hubiere dado lugar á la nuli- 
dad del procedimiento». Este funcionario no puede ser otro que el 
actuario, cuando se hubiere cometido la falta en la citación de  re-
mate, que es el caso 3.° del art. 1467, y acaso pueda ser responsa-
ble también el alguacil comisionado cuando en la ejecución del 
embargo se hubiere cometido alguna falta que deba subsanarse. 
Pero en los casos 1.° y 2.° de dicho artículo, el juez será el único 
responsable de la falta, y alguna vez podrá serlo también en el 
caso 4.° 
¿Eximirá la ley al juez de esta responsabilidad, puesto que no 
hace de él la mención expresa que hizo la ley anterior? De ningún 
modo: aparte de estar comprendido en la denominación genérica 
de funcionario, el art. 1475 aleja y resuelve esa duda. La nueva 
ley ha procedido con prudencia y con conocimiento del corazón 
humano al no hacer mención del juez en el párrafo tercero del ar-
ticulo 1474, cuya aplicación corresponde -al mismo juez, porque 
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habría sido duro é inconveniente imponerle la obligación de con-
denarse á sí mismo en las costas, lo cual no obsta para que él de-
clare que son de su cuenta, cuando estime que procede la nulidad 
y que él es el único responsable de la falta que la produce, dando 
así un laudable testimonio de su severidad y rectitud. Pero, como 
es de presumir racionalmente que será raro el juez que tenga esa 
abnegación, la ley encomienda á su superior inmediato la correc-
ción de la falta, cuando en virtud de apelación, y no en otro caso, 
pase el negocio á ser de su competencia. A este fin se ha adicio-
nado el art. 1475, intimo de este comentario, por el cual se ordena, 
que ven caso de apelación, el tribunal superior podrá imponer las 
costae, como corrección disciplinaria, al juez que, con infracción 
de la ley y por error inexcusable, á juicio del tribunal, hubiese 
despachado indebidamente la ejecución, ó la hubiere negado siendo 
procedentes. Esto es bien claro, y no necesita de explicación al-
guna, sino fijarse en las palabras que hemos subrrayado. 
Concluiremos indicando que la nueva ley no ha dado á esa 
condena el carácter que antes tenía de condena de costas, porque 
éstas sólo pueden imponerse en esa forma á los que sean parte en 
el litigio s sino el de corrección disciplinaria, que es el procedente, 
y lo que esta conforme con el art. 450; y contra ella, tanto el juez 
como el actuario en su caso, podrán solicitar que se les oiga en 
justicia, conforme á lo provenido en los artículos 452 y siguientes. 
ARTÍCULO 1476 
Cualquiera que fuere . la sentencia, será apelable en 
ámbos efectos . 
Si fuere la de remate, á que se refiere el núm. 1. 0 del 
art. 1473, se llevará á efecto por la via de apremio, no 
obstante la apelacion, si lo solicitare el actor, dando 
fianza para responder de todo lo que perciba, en el ca-
so de que por ser revocada la sentencia esté obligado 
á devolverlo. 
Deberá prestarse dicha fianza á satisfaccion del Juez 
dentro de los seis dias siguientes á la notificacion de la 
providencia admitiendo la apelacion, y podrá ser de 
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cualquiera de las clases que reconoce el derecho, excep-
to la personal. 
Art. 1474 de la ley para Cuba y Puerto Rico. — (La referencia del 
párrafo segundo es al núm 1.° del art. 1471 de esta ley, sin otra 
variación.) 
ARTICULO 1477 
(Art. 1475 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dada la fianza y admitida por el Juez, se remitirán 
los autos originales al Tribunal superior con emplaza-
miento de las partes, quedando en el Juzgàdo testimo-
nio de lo necesario para la ejecucion de la sentencia. 
Si el Juez no estimare suficiente la fianza, deberá 
completarse dentro de cuatro dias. 
Trascurridos los términos antedichos sin haberla 
prestado, 6 completado, se llevará á efecto la remision 
de los autos al Tribunal superior, y no se ejecutará la 
sentencia hasta que sea firme. 
ARTÍCULO 1478 
(Art. 1476 para Cuba y Puerto Rico.) 
Confirmada la sentencia de remate por el Tribunal 
superior, quedará de derecho cancelada la fianza. 
En ningun caso será extensiva á las resultas del jui-
cio ordinario que pueda promoverse despues. 
Comienzan estos artículos declarando que, cualquiera que sea 
la sentencia que recaiga en la primera instancia del juicio ejecu-
tivo, de las tres que determina el art. 1473, y hemos explicado en 
el comentario anterior, será apelable en ambos efectos, sin perjui• 
cio de que pueda ejecutarse la de remate á instancia del actor, 
dando fianza para responder de todo lo que perciba, si fuere aqué-
lla revocada por el tribunal superior, y sin dictar disposición es-
pecial respecto de la de no haber lugar á pronunciar sentencia de 
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remate, ni de la que declare la nulidad del juicio, porque éstas 
han de subordinarse á las reglas generales de las apelaciones ad-
mitidas en ambos efectos. Establecen sustancialmente lo mismo 
que se ordenó en los artículos 973 al 978 de la ley anterior, pero 
con distinta redacción para aclarar los conceptos, suplir alguna
. 
deficiencia y evitar las dudas que habían ocurrido en la práctica. 
La única novedad que se ha hecho es la de no permitir la fianza 
personal, que puede resultar completamente ineficaz. 
Eu la práctica antigua, toda sentencia de remate contenía la 
cláusula de que, dándose por el actor la fianza de la ley de Toledo, 
6 la de Madrid, según los casos (1), y practicada la tasación de 
costas, se expidiera el correspondiente mandamiento de apremio y 
pago. Justificaba esta fórmula la circunstancia de que entonces era 
ejecutiva la sentencia de remate de primera instancia, y se llevaba 
á efecto sin notificarla al deudor, el cual, sin embargo, podia ap e . 
lar de ella en un efecto cuando llegaba á su noticia por los proce-
dimientos posteriores, y por si se daba este caso, y era revocada la 
sentencia, se adoptaba la precaución de la fianza. Esta práctica 
quedó derogada por la ley anterior, lo mismo que por la actual: la 
sentencia de remate no debe contener más que la declaración de 
que siga adelante la ejecución por la cantidad que sea procedente 
y que ha de expresarse en la misma sentencia, y la condena de cos-
tae, y en su caso la de no haber lugar á las excepciones opuestas 
por el ejecutado: sus efectos los determina la misma ley, y no hay 
necesidad de consignarlos en la sentencia. La ley concede al eje-
cutante seis días, contados desde el siguiente al de la notificación 
de la providencia admitiendo la apelación, para pedir que se lleve 
á efecto la sentencia de remate, dando fianza de prenda 6 hipoteca 
á satisfacción del juez, el cual debe admitirla bajo su responsabili- 
dad, sin oir al demandado, y si la cree insuficiente, mandarle que 
la complete dentro de otros cuatro días. Si el actor no hace uso de 
ese derecho, y deja pasar dichos términos sin prestar la fianza, ya 
(1) Pueden verse en las leyes 4. ° y 5.`, tit. 17, y 1.°, 2.' y 12, tít. 28, libro 11 
de la Nov. Itecop. 
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no puede ejecutarse la sentencia hasta que sea confirmada por el 
tribunal superior, porque así lo ordena la ley, sin necesidad de 
declararlo previamente en la sentencia. 
No creemos necesario dar más extensión á este comentario: es 
tan claro y explícito el texto de los tres artículos que comprende, 
que basta atenerse á su texto, al que nos remitimos. 
Para la segunda instancia del juicio ejecutivo, ordenó la ley 
anterior un procedimiento especial en sus arts. 1001 al 1009, que 
ha derogado la ley actual, sujetando este procedimiento á la regla 
general de los arts. 887 y siguientes. 
ARTÍCULO 1479 
(Art. l477 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las sentencias dictadas en los juicios ejecutivos no 
producirán la excepcion de cosa juzgada, quedando á 
F alvo su derecho á las partes para promover el ordina-
rio sobre la misma cuestion. 
+c Cualquiera que sea la sentencia que pusiere término á este 
juicio (el ejecutivo), queda lo mismo al actor que al reo su dere-
cho á salvo para promover el ordinario», dijo la ley de 1855 en 
su art. 972. Compárese este texto con el del artículo de este co-
mentario, y se verá que aunque, al parecer, responden á un mis-
mo pensamiento, no son iguales sus disposiciones. Este contiene 
dos declaraciones: en su primera declara que «las sentencias dic-
tadas en los juicios ejecutivos no producirán la excepción de cosa 
juzgada», sobre lo cual nada dijo la ley anterior, aunque era de 
jurisprudencia constante, y en ningún juicio se admitía como ex-
cepción de cosa juzgada lo resuelto en el ejecutivo por sentencia 
firme, según lo ordena expresamente la ley, sin que sobre esto 
pueda ocurrir duda, á nuestro juicio; y en la segunda parte, no 
como razón de la primera, sino como consecuencia lógica y legal 
de la misma, se declara que «queda á salvo su derecho á las partes 
para promover el ordinario sobre la misma cuestión». Esta era la 
 única declaración de la ley anterior, á la que se han adicionado las 
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palabras subrrayadas; y como no es de suponer que se haya hecho 
esta adición sin objeto ó por capricho, será lógico deducir, que al 
reservar la ley su derecho á las partes para promover el juicio or-
dinario declarativo que corresponda á la cuantía del negocio, sobre 
la misma cuestión, se refiere única y exclusivamente á la cuestión 
ó cuestiones que hayan sido resueltas por la sontencia firme dic - 
tada en el juicio ejecutivo. 
Partiendo de este principio que establece la ley, y del no menos 
inconcuso de que, de la parte dispositiva de la sentencia han de re-
sultar las cuestiones que por ella se resuelvan, sin que sea lícito 
darle más extensión ni otros efectos que los determinados en la 
misma sentencia ó por la ley, será fácil resolver las dudas que 
pueden ocurrir acerca de la extensión que debe darse á la segunda 
parte de este artículo con relación á cada uno de los tres fallos ó 
sentencias que, conforme al 1473, pueden dictarse en el juicio eje-
cutivo. 
La sentencia de remate ha de fundarse, como se ha dicho en el 
comentario de dicho artículo, en que no se ha opuesto el deudor, ó 
en que el tribunal no estima ninguna de las excepciones ó motivos 
de oposición que hubiese alegado. Resuelve, por tanto, todas las 
cuestiones del juicio ejecutivo, y sobre esas mismas cuestiones po-
drá el ejecutado promover el ordinario declarativo que correspon-
da para que en él se resuelvan ejecutoriamente, con mejor conoci-
miento de causa, sin que obste la cosa juzgada en el ejecutivo. De 
suerte que contra toda sentencia de remate, cualquiera que sea la 
causa en que se funde, cabe hacer uso del derecho que reserva á 
las partes el artículo que comentamos. No es posible otra cosa, en 
consideración á la índole y efectos de esa sentencia, por la cual se 
resuelve la cuestión de fondo. Y téngase presente que cuando el 
deudor no se opone y consiente la sentencia de remate, por su pro-
pio asentimiento se concreta su derecho á discutir eh el juicio or-
dinario la cuestión de fondo, ó sea si es cierto y exigible el crédito 
que sirvió de base á la ejecución, y de ningún modo lo tiene en tal 
caso para ventilar los defectos del título ni las faltas del procedi-
miento, porque estas cuestiones no se promovieron en el juicio eje-
cutivo, según tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencias 
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de 28 de Abril de 1876, 6 de Mayo y 14 de Diciembre de 1891. 
La misma doctrina creemos aplicable, por regla general, á la 
sentencia declarando no haber lugar cl pronunciar sentencia de 
remate: también resuelve todas las cuestiones del juicio ejecutivo, 
puesto que ha de fundarse en ser admisibles y procedentes la ex-
cepción ó excepciones alegadas por el ejecutado, y sólo en el de-
bate más amplio del juicio ordinario puede ventilarse y resolverse 
si la excepción alegada reune todos los requisitos legales para im-
pedir perpetua ó temporalmente la vía ejecutiva y el pago de la 
deuda. Pero entre las excepciones deter?'hinadas en el art 1464, 
existen dos que merecen un examen especial: nos referimos á las 
de incompetencia y falta de personalidad en el ejecutante ó su 
procurador. 
La excepción de incompetencia obliga al juez á resolver sobre 
ella en primer término. Si se declara incompetente, debe abste-
nerse de resolver sobre las demás excepciones, como previene el 
párrafo último del art. 1473 y hemos expuesto en su comentario, 
de suerte que la sentencia en tal caso no resuelve otra cuestión 
que la de competencia; y como esta cuestión no puede ventilarse 
en juicio ordinario declarativo, sino por su procedimiento espe-
cial, necesariamente queda excluida de la disposición de que tra-
tamos. Pero si el juez, desestimando la excepción, se declara com-
petente, como en este caso tiene que resolver la vez sobre las 
demás excepciones y declarar si procede ó no seguir la ejecución 
adelante, contra esta sentencia podrá la parte agraviada hacer uso 
del derecho que le reserva la ley para promover el juicio ordina-
rio sobre la misma cuestión de fondo, no sobre la de competencia, 
acerca de la cual podrá utilizar desde luego el recurso de apela-
ción, y á su tiempo el de casación por quebrantamiento de forma. 
En cuanto á la excepción de falta de personalidad en el ejecu 
tanteó en su procurador, habiéndola colocado la ley entre las de-
más excepciones del art. 1464, que impiden la continuación del 
juicio ejecutivo, parece lógico que todas se rijan por la misma re-
gla y que pueda promoverse el juicid ordinario declarativo sobre 
.la misma cuestión resuelta en el fallo del ejecutivo. Cuando, por 
desestimarse dicha excepción, este fallo sea el de seguir la ejecu 
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ción adelante, no habrá duda ni dificultad: no tendrá más recurso 
el ejecutado, para desvirtuar esa sentencia, que acudir å la vía 
ordinaria. Pero en el caso contrario, cuando por estimarse la ex-
cepción se declare no haber lugar á pronunciar sentencia de rema-
te, ¿tendrá también el ejecutante que acudir en todo caso al juicio 
ordinario para desvirtuar esta sentencia? Que puede hacerlo, es 
indudable, puesto que la ley le autoriza para ello, y no tendrá 
otro recurso cuando se ponga en tela de juicio el carácter ó repre-
sentación con que reclame, y sobre todo si afecta á la falta de ac-
ción, que aunque distinta de la de personalidad, es fácil confun-
dirlas; pero obligarle á ello en todo caso, nos parecería contrario 
al espíritu y objeto de la ley y á lo resuelto en la misma senten-
cia, y un absurdo legal si la ley lo autorizara, por ser notoria-
mente injusto. 
En la hipótesis de que tratamos, ¿qué es lo que resuelve la 
sentencia? Que no ha lugar á pronunciar sentencia de remate, 
porque el actor carece de personalidad para promover el juicio. 
¿Supone esto la extinción de la obligación, como en las excepcio-
nes de pago, compensación, prescripción, etc.? Sería absurdo au• 
ponerlo: la obligación queda subsistente con las ventajas y privi-
legios que le correspondan, conforme á lo pactado y por razón del 
título en que se funde. Lo que realmente declara esa sentencia es 
la nulidad de todo lo actuado por carecer de personalidad quien 
lo ha promovido. Por esto hemos dicho al examinar esa excepción 
que debiera estar colocada entre los motivos de nulidad del ar-
tículo 1467; pero esta falta de método no puede privarle de sus 
efectos naturales, de los mismos que produce en el juicio ordina-
rio, en el que está admitida como excepción dilatoria. Suponga-
mos que el actor era menor de edad cuando entabló su demanda 
ejecutiva, ó que teniendo él capacidad era insuficiente el poder 
que dió á su procurador, y que por cualquiera de estos motivos el 
juez, en cumplimiento de su deber, declaró no haber lugar á des-
pachar la ejecución. ¿Quedará aquél privado por esto de reprodu-
cir su demanda ejecutiva luego que llegue á la mayor edad, 6 que 
otorgue un nuevo poder que sea bastante? De ningún modo: luego 
el mismo efecto debe producir la sentencia cuando el ejecutado 
i 
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funde su oposición en esas mismas faltas, por haber pasado des-
apercibidas para el juez. 
Esta es nuestra opinión, expuesta con perfecto convencimiento, 
sin que encontremos en la ley disposición alguna que pueda con-
trariarla. Entendemos, pues, que cuando la excepción afecte á la 
validez y eficacia del título ejecutivo, ó extinga la obligación, con-
tra la sentencia firme que declare por ello no haber lugar á pro-
nunciar la de remate no cabe otro recurso que promover el juicio 
ordinario sobre la misma cuestión, sin que pueda reproducirse en 
ningún caso el juicio ejecutivo, fundado en el mismo título que ha 
sido desestimado. Pero si la excepción alegada, sin atacar el título 
ni la obligación, se funda en alguna falta ó vicio subsanable, que 
afecta á la validez del procedimiento, como la falta de personali-
dad y alguna otra que después indicaremos; subsanada la falta, 
podrá reproducirse ó continuarse el mismo juicio ejecutivo, ha-
ciendo uso el acreedor de su legítimo derecho, puesto que no se ha 
declarado la ineficacia del título ni extinguida la obligación. En 
tal caso el acreedor habrá purgado su falta anterior con la con-
dena de costas del procedimiento anulado, y sería superfluo acudir 
al juicio ordinario para promover la misma cuestión, cuando ca-
rece absolutamente de objeto desde el momento en que el acree-
dor se allana á cumplir el fallo dictado en el ejecutivo subsanando 
la falta. El Tribunal Supremo tiene declarado, en sentencia de 
18 de Febrero de 1885, que no es de estimar la falta de personali-
dad del procurador, opuesta á una demanda ejecutiva, si el de-
fecto que se atribuye al poder con que aquél se personó en los au-
tos fué subsanado por un nuevo poder presentado por el mismo 
procurador al contestar al escrito de oposición. Y si esto puede 
hacerse después de promovida la cuestión, ¿por qué no cuando en 
la sentencia se declare la existencia de la falta? 
Y respecto de la sentencia que declare la nulidad del juicio 
ejecutivo, creemos también procedente la distinción de casos. Si 
se hubiere fundado la oposición en alguno de los motivos determi-
nados en los números 1.°, 2.° y 4.° del art. 1467, y por estimarla 
procedente, se hubiere declarado la nulidad del juicio, no quedará 
al acreedor otro recurso, para invalidar esa sentencia, que promo- 
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ver el juicio ordinario declarativo sobre la misma cuestión. Pero 
si aquélla se funda en el núm. 3.° de dicho artículo, ó sea en la 
falta de citación de remate, como, en el caso de estimarse, han de 
reponerse los autos al estado que tenían cuando se cometió la 
falta declarando la nulidad de las actuaciones posteriores, no 
tiene cabida el juicio ordinario, sino la continuación del ejecu-
tivo, repitiendo conforme á la ley las actuaciones anuladas hasta 
dictar sentencia de remate, ó la que proceda. Y si, por desestimar 
la nulidad, se manda seguir la ejecución adelante, quedará á salvo 
su derecho al ejecutado para promover la misma cuestión en juicio 
ordinario, como se ha dicho antes respecto de toda sentencia de 
remate. 
La doctrina expuesta anteriormente respecto de la excepción 
de falta de personalidad en el ejecutante ó en su procurador, la 
creemos también aplicable al presente caso sin ningún género de 
duda. Lo que es nulo no puede producir ningún efecto legal, y por 
consiguiente, cuando se declare la nulidad del juicio ejecutivo, que-
dan á salvo los derechos de las partes en cuanto no se opongan á lo 
declarado en esa sentencia de nulidad. Si ésta se hubiere fundado 
en la nulidad de la obligación ó del título, ó en carecer ésto de 
fuerza ejecutiva por defectos extrínsecos no subsanables, ó en ha-
ber caducado aquélla, ó en no tener el ejecutado el carácter ó re-
presentación con que fué demandado, claro es que el ejecutante 
no tendrá más remedio que someterse á esta sentencia, ó acudir al 
juicio ordinario para invalidar sus efectos y que se condene al deu-
dor al pago de lo que le deba, en cuyo caso, si obtiene sentencia fa-
vorable, no tendrá necesidad de volver al juicio ejecutivo, porque 
se realizará el pago por la vía de apremio, lo mismo que en los de-
más casos en que el actor haga uso de ese derecho. Pero si se hu-
biere fundado la nulidad en no haber vencido el plazo, ó en no ser 
exigible la deuda por ser condicional la obligación, ó en cualquier 
defecto subsanable del título ejecutivo, podrá conformarse con la 
sentencia de nulidad, sin acudir á la vía ordinaria, y luego que 
venza el plazo, ó se cumpla la condición, ó quede subsanada la 
falta, entablar de nuevo el juicio ejecutivo, como se ha dicho res-
pecto de la falta de personalidad. 
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Concluiremos indicando que para hacer uso del derecho que 
reserva á las partes el presente artículo, no exige la ley que con-
tra la sentencia dictada en el juicio ejecutivo se entable el recurso 
de apelación y el de casación en su caso: basta que la sentencia 
tenga el carácter de firme, aunque sea la de primera instancia, 
para poder promover el juicio ordinario sobre la misma cuestión. 
Tampoco se fija término para ello, y por consiguiente, podrá utili-
zarse ese derecho mientras no prescriba la acción para reclamar 
la deuda. 
ARTICULO 1480 
(Art. 1478 de la ley para Cuba y Puerto Rico.; 
En los juicios ejecutivos no se admitirán otros inci-
dentes que los que nazcan de las cuestiones de compe-
tencia 6 de acumulacion á un juicio universal. 
No podrán promoverse las cuestiones de competen-
cia despues de haberse opuesto el deudor á la ejecu-
cion. 
Procederá la acumulacion miéntras no se haya he-
cho pago al acreedor, salvo lo prevenido en los artícu-
los 165 y 166. 
Se.reproduce en este artículo, sin concordante en la ley ante-
rior, la parte correspondiente de la base 11.a de las aprobadas por 
la ley de 21 de Junio de 1880. Los párrafos 1.° y 3.° están toma-
dos casi literalmente de dicha base, y se ha adicionado el 2.° para 
completar el pensamiento. «En los juicios ejecutivos no se admiti-
rán otros incidentes que los que nazcan de las cuestiones de com-
petencia ó de acumulación á un juicio universal», dice este artícu-
lo lo mismo que dicha base. Nótese que se refiere al juicio ejecutivo 
en su primera sección, que comprende el procedimiento ejecutivo, 
y á cuyo final está colocado el articulo, y lo demuestra también el 
que en el procedimiento de apremio pueden promoverse otros in-
c identes, según se deduce del art. 1531. Y la prevención de que 
no se admitirdn otros incidentes, da á entender que está obligado 
el juez á no admitir, y rechazar de plano, cualquier otro incidente 
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que no nazca de las cuestiones de competencia ó de acumulación. 
Pero no puede entenderse tan en absoluto esta prohibición, que 
queden en su virtud excluidos hasta los incidentes que la misma 
ley autoriza, ó que sean consecuencia necesaria de sus disposicio-
nes. En el primer período de este juicio, ó sea antes de la senten-
cia de remate, si en el embargo no se hubiere guardado el orden 
que previene el art. 1447, podrá reclamarse el cumplimiento de la 
ley: podrá el acreedor hacer uso del derecho que le conceden los 
arts. 1455 y 1456: podrá promoverse cuestión sobre si debe ó no 
prestar fianza el depositario ó administrador judicial: también so-
bre la consignación que el art. 1446 permite al deudor para librar-
se del embargo. Cuando se promueva cualquiera de estos inciden-
tes ú otros análogos, preciso será resolverlos por sus trámites es-
peciales, ó por los generales de los incidentes, y no pueden ser re-
chazados de plano, porque nacen de la misma ley, como derivación 
inmediata de sus disposiciones, ni incurrirá en responsabilidad el 
juez que los admita y curse como tales incidentes, según tiene de -
clarado en uno de esos casos, -el de consignación de la deuda, el 
Tribunal Supremo en sentencia de 4 de Diciembre de 1890. Los 
incidentes que prohibe la ley son los que promueve el deudor de 
mala fe para dilatar y hacer interminable el juicio ejecutivo, y por 
esto sólo permite los de competencia y acumulación, de los que no 
se puede prescindir. 
Se declara en el párrafo 2.° que «no podrán promoverse cues-
tiones de competencia después de haberse opuesto el deudor å la 
ejecución», porque en tal caso media la sumisión expresa que se-
gún el art. 75 impide el ejercicio de ese derecho. Pero el objeto de 
ese párrafo, evidentemente no ha sido hacer esta declaración, que 
ya estaba hecha, sino determinar cuándo se realiza la sumisión del 
ejecutado en el procedimiento especial del juicio ejecutivo, y así 
resulta consignado con toda claridad que, mientras el ejecutado no 
presente el escrito formalizando su oposición, puede promover la 
cuestión de competencia, por inhibitoria ó por declinatoria, pues 
ambos medios están comprendidos en la generalidad del artículo, y 
no había razón para excluir ninguno de ellos. 
Tenemos por errónea la opinión sostenida, acaso irreflexiva- 
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mente, por un erudito comentarista, de que el presente artículo se 
refiere solamente á la inhibitoria, porque la declinatoria ocupa ef 
núm. 11 del art. 1464 (1462 en la ley de Ultramar). Cierto que 
este artículo incluye entre las excepciones la de 
 incompetencia; pero 
no previene que sólo en esa forma pueda utilizarse, y el artículo 
que estamos examinando permite en general las cuestiones de com-
petencia, sin otra limitación que la de no poder promoverlas des-
pués de haber formalizado la oposición: luego pueden promoverse 
antes por cualquiera de los dos medios, como está admitido en la 
práctica. Si el deudor tiene noticia de haberse presentado la de-
manda ejecutiva (antes no puede hacerlo), y le interesa que desde 
el principio no conozca de la ejecución el juez á quien creeiaconl-
petente, en uso del derecho que le concede el art. 73, podrá desde 
luego proponer como incidente la declinatoria, para que ese juez 
suspenda los procedimientos, sin necesidad de esperar al escrito de 
oposición, cuando quizás sean ya irreparables los perjuicios; ó bus-
car el mismo resultado por medio de la inhibitoria, sin olvidar en 
ambos casos la manifestación de no haber empleado el otro medio. 
(Véase lo que hemos expuesto, al examinar la excepción de incom-
petencia, en el comentario al art. 1464.) 
Uno de los particulares de la base 11. a antes citada, dando re-
glas para la reforma del juicio ejecutivo, dice así: «determinar que, 
salvo el caso de que la acción se haya deducido contra bienes es-
pecialmente hipotecados, la acumulación procede mientras no se 
haya hecho pago al acreedor». Esto mismo es lo que se ordena en 
el párrafo 3.° del presente artículo, pues la salvedad de lo preve-
nido en el art. 166, es la misma que se hace en la base respecto de 
los bienes hipotecados, y se ha añadido la del art. 165 para que no 
se dude de la improcedencia de la acumulación, cuando se hallen . 
los juicios en diferentes instancias. Y la declaración de que «pro-
cederá la acumulación mientras no se haya hecho pago al acreedor, 
aunque ya estaba hecha sustancialmente en el art. 167, era inelu-
dible para los autores de la ley repetirla aquí, en cumplimiento de 
la base citada, y conveniente además por la radical reforma que in-
trodujo esa declaración en la jurisprudencia que había prevalecido 
últimamente, con la aprobación del Tribunal Supremo, que enasi - 
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derando terminado el juicio ejecutivo con la sentencia de remate, 
negaba la acumulación de estos juicios entre sí y á los universales 
cuando se hallaban en la vía de apremio. (Véase lo que sobre la 
 acr'»Iulación de los juicios ejecutivos liemos expuesto en la página
376 y siguientes del tomo 1.°) 
No decimos más, por no creerlo necesario para conocer los mo-
tivos y la recta inteligencia del artículo de este comentario, ni 
para vindicarlo de la severa censura que de él hace el comentaris-
ta crítico á quien antes hemos aludido, por creer él que huelgan 
los párrafos `L.° y 3.°, hasta el punto de decir que «legislar así, es 
legislar sin meditación.» Precisamente este punto fué de los 
más meditados y discutidos, por la importante reforma que entra-
maba en la jurisprudencia y procedimiento entonces vigentes, an-
tes indicada. 
SECCIÓN SEGUNDA 
DEL PROCEDIMIENTO DE APREMIO 
Este procedimiento, llamado también vta de apremio, según 
hemos dicho en la introducción de este título, es el que se emplea 
para llevar á efecto la sentencia de remate, hasta hacer pago al 
acreedor de la deuda principal y costas. Aunque por esta circnns-
tancia se considera como la segunda parte del juicio ejecutivo, no 
es peculiar del mismo, sino que también ha de emplearse en todos 
los casos en que haya necesidad de acudir á medios coercitivos 
para hacer efectiva una cantidad líquida, respecto de la cual no 
cabe ya discusión ni contradicción entre las partes, ó no la permi -
te la ley mientras no se realice el pago, como sucede en la provi-
sión de fondos del litigante á su procurador, exacción de costas 
después de aprobada su tasación, ejecución de sentencias que con-
denen al pago de cantidad líquida, y si es ilíquida, después de li-
quidada, y en los demás casos análogos en que manda la ley se em-
plee este procedimiento. Ha ordenado, sin embargo, su tramita-
ción en el juicio ejecutivo, por ser especial para llevar á efecto la 
sentencia de remate, y por tanto su lugar más propio y ade-
cuado. 
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Las reglas que se establecen para este procedimiento son aná-
logas á las de la práctica antigua. Las aceptó la ley de 1855, pero 
simplificándolas y con algunas reformas encaminadas á corregir 
abusos y evitar dilaciones innecesarias. Y con el propio objeto se 
han perfeccionado aquellas reformas en la nueva ley, introducien-
do otras de importancia, en cumplimiento de lo ordenado en la ley 
de bases de 21 de Junio de 1880. Estas reformas consisten en la 
supresión de la retasa de los bienes embargados, que daba lugar 
á tantas dilaciones y gastos, sustituyéndola con la rebaja del 25 
por 100 de la primera tasación para la segunda subasta, y si tam-
poco hubiere postor, celebrar la tercera sin sujeción á tipo, dada 
la necesidad de hacer pago al acreedor; en exigir siempre garan-
tías á los licitadores para tomar parte en las subastas; en conce-
der al acreedor el derecho de administrar los bienes embargados, 
destinando sus productos al pago de intereses y extinción del ca-
pital, si prefiere este medio al de que se le adjudiquen en page 
por las dos terceras partes del precio que hubiere servido de tipa 
para la segunda subasta sin efecto; en establecer el procedimiento 
conveniente para poner al acreedor en posesión de los bienes es- 
pecialmente hipotecados, 6, fin de administrarlos cuando fuese pac-
to expreso del contrato; y en no admitir las apelaciones sino en 
un solo efecto. A. estas reformas, ordenadas por las bases 3.a, 12 
y 13 de dicha ley, se han agregado otras, dentro del espíritu de 
aquéllas, que la ciencia y la experipcia aconsejaban como cope• 
nientes, en virtud de la autorización concedida por la base 19. De 
suerte que el juicio ejecutivo es el que más reformas ha sufrido en 
el fondo yen el detalle de sus procedimientos, como lo demuestra 
el que habiendo dedicado la ley de 1855 al procedimiento ejecu-
tivo 38 artículos y 16 al de apremio, que hacen al todo 54, la ac-
tual contiene 52 y 51, respectivamente; total, 103 artículos, casi 
doble que la anterior. Y esto sin contar el procedimiento para 
los créditos hipotecarios á favor de las compañías 6 instituciones 
de crédito, á que se refiere el art. 1560, ni el establecido por la 
ley Hipotecaria para las provincias de Ultramar, que hemos indi-
cado en la introducción de este título, y que daremos por apéndi-
ce al final de esta sección. 
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La claridad y buen sentido práctico con que están redactados 
los artículos que ordenan el procedimiento de apremio que vamos 
í exponer, y su frecuente aplicación en los juzgados sin haber 
dado lugar á dudas de importancia, nos permitirán la brevedad 
en sus comentarios, sin necesidad de darles la extensión que por su 
importancia requerían los de la sección anterior. 
ARTÍCULO 1481 
(Art. 1479 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Consentida la sentencia de remate, confirmada por 
la Audiencia, 6 dada la fianza en el caso de pedirse su 
ejecucion cuando se haya apelado, se hard pago inme-
diatamente de principal y costas, prévia tasacion de 
éstas, si lo embargado fuere dinero, sueldos, pensiones 
ó créditos realizables en el acto. 
ARTÍCULO 1482 
Si fueren valores de comercio endosables 6 tftulos al 
portador emitidos por el Gobierno 6 por las Socieda-
des autorizadas para ello, se hard su venta por el 
agente 6 corredor que el Juez designe, uniéndose á los 
autos nota de la negociacion y una certificacion de di-
cho funcionario, en la qie conste haberse hecho aqué-
lla al cambio corriente en el dia de la venta. 
Respecto á los efectos que se coticen en la Bolsa, la 
elecciou del Juez deberá recaer en uno de los agentes 
de la misma, y donde no lo hubiere, en un corredor de 
comercio. 
Art. 1480 para Cuba y Puerto Rico.--(En vez de «emitidos por el 
Gobierno », se dice «emitidos por el Gobierno Supremo», sin otra 
rariaci4n)  
Luego que sea firme la sentencia de remate, y lo mismo en el 
caso de apelación, si el acreedor pide que se ejecute, luego que dé 
la fianza prevenida en el art. 1476, «se hará pago inmediatamente 
1 
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de principal y costas», dice el primero de estos artículos; de suerte• 
que no puede concederse al deudor para pagar el nuevo plazo de 
diez días, que se le daba por la práctica antigua, ni otro alguno: 
la sentencia de remate ha de ejecutarse inmediatamente, pero á 
instancia del acreedor, como está prevenido por regla general. El 
principal, á que se refiere dicho artículo, es la cantidad en metá-
lico que por capital é intereses, en su caso, deba ser pagada al 
acreedor, según la sentencia de remate, en la que debe expresarse. 
Y será inmediato el pago, sin otra dilación más que la indispen 
sable para la tasación de costas, siempre que lo embargado sea 
dinero, sueldos, pensiones 6 créditos realizables en el acto, 6 valo-
res que puedan negociarse en Bolsa ó en la plaza, -procediéndose 
sin dilación á su venta en la forma que se previene en el segundo 
de estos artículos. Lo mismo sustancialmente se ordenó en el ar-
tículo 979 de la ley anterior, pero sin los detalles de ejecución que 
ahora se establecen. 
ARTÍCULO 1483 
(Art. 1481 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si fueren muebles los bienes embargados, se proce-
derá á su avalúo por peritos nombrados por las partes, 
y tercero en su caso por el Juez, á no ser que los inte-
resados hubieren fijado en el contrato la cantidad por 
que, en su caso, deberian salir á pública licitacion. 
ARTÍCULO 1484 
(Art. 1482 para Cuba y Puerto Rico.) 
Del nombramiento de perito, hecho por el ejecutan-
te, se dará conocimiento al ejecutado que no esté en el 
caso del articulo siguiente, previniéndole que dentro 
de segundo dia nombre otro por su parte, bajo aperci-
bimiento de tenerle por conforme con el nombrado por 
aquél. 
Si el ejecutado hiciere el nombramiento en el acto 
de la notificacion, el actuario lo consignará en la dili-
gencia. 
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Si el perito nombrado por : el deudor no aceptare el 
cargo, 6 lo renunciare Antes de evacuarlo, este últi-
mo será requerido para que nombre otro en igual for-
ma. Si este segundo nombramiento recayere en perito 
que tampoco acepte, 6 que renuncie, se observará lo 
que dispone el artículo siguiente. 
ARTÍCULO 1485 
Cuando el ejecutado cuyo domicilio. no sea conocido, 
haya sido declarado en rebeldía con arreglo á lo preve-
nido en el art. 1462, se practicará el avalúo por el pe-
rito que hubiere nombrado el ejecutante. 
Sólo en el caso de que hayan de avaluarse bienes 
inmuebles 6 alhajas de importancia, podrá el Juez, si 
lo estima conveniente, nombrar otro perito de su li-
bre elección, que practique con aquél el avalúo. 
Art. 1483 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1460 
de esta ley, sin otra variación) 
ARTÍCULO 1486 
En el caso de discordia, se hará el nombramiento de 
perito tercero en la forma prevenida en el art. 616. 
Este perito será recusable conforme á lo establecido 
en los artículos 619 y siguientes. 
Art. 1484 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo 1.° 
es al art. 615, y. la del 2.° á los artículos 618 y siguientes de esta 
ley, sin otra novedad) 
ARTICULO 1487 
También serán aplicables á estos casos las disposi-
ciones de los artículos 618, 627 y 629. 
Art. 1485 para Cuba y Puerto Rioo.—(La referencia es á los artícu-
los 617, 626 y 628 de esta ley, sin otra variación. 
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Del avalúo de los bienes embargados tratan estos artículos, 
dando reglas precisas para practicarlo sin las dilaciones y dudas á 
que se prestaban los arts. 979 al 982 de la ley anterior, con los que 
concuerdan, y en los que á dicho fin se han introducido importan-
tes modificaciones. Y es de advertir que, aunque, según el articu-
lo 1483, primero de este comentario, las disposiciones que contie-
nen se refieren al caso en que sean muebles los bienes embargados, 
también son aplicables al avalúo de los inmuebles, como se ordena 
en el art. 1494, y en este concepto vamos á examinarlos. 
Para hacer pago al acreedor de la cantidad objeto de la ejecu-
ción y costas, es preciso realizar los bienes embargados, y cuando 
éstos sean alhajas, frutos, semovientes ó muebles, y lo mismo si 
fuesen inmuebles, á su venta ha de preceder el avalúo, á fin de co-
nocer su verdadero valor, que ha de servir de tipo en la subasta. 
El art. 1483, aceptando lo que era de práctica constante, ordena 
que este avalúo se haga por peritos nombrados por las partes, y si 
hubiere discordia, por un tercero elegido por el juez «á no ser que 
los interesados hubieren fijado en el contrato la cantidad por que, 
en su caso, deberían salir á pública licitación»; salvedad de noto-
ria conveniencia, no contenida en la ley anterior, y que evitará en 
su caso las dilaciones y gastos del avalúo. Naturalmente, esto de-
berá hacerse, si así lo estipulan los interesados, en el mismo contra-
to de préstamo ú otra obligación, en el que para garantizar su 
cumplimiento se den ó constituyan en prenda ó hipoteca los bie-
nes que después serán embargados: fuera de este caso, será rara 
esa previsión; pero si resulta, aunque sea en un contrato adicional, 
ó si antes del avalúo ambas partes manifiestan al juzgado el valor 
que de común acuerdo dan á los bienes, el precio que fijen deberá 
servir de tipo para la subasta, conforme al espíritu de dicho ar-
tículo y á la libertad de contratación. 
Por ser de interés común, se da intervención á ambas partes 
en el nombramiento de peritos para el avalúo de los bienes, como 
se lo dió también la ley anterior por su art. 979. Este se limitó á 
decir que «se procederá á su justiprecio por peritos que nombren 
las partes, y tercero, en su caso, para dirimir la discordia», y en 
los tres artículos siguientes se dictaron reglas especiales para la 
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elección del perito tercero y su recusación. Estos trámites se pres-
taban á dilaciones y dudas por exigir la ley en absoluto que el 
deudor nombrase su perito: en los artículos de este comentario se 
han corregido esos defectos, ordenando lo que ha de hacerse en 
cada caso de los que pueden ocurrir, con tal claridad y precisión, 
que bastará atenerse á su texto. 
Según el art. 1484, el acreedor, en el mismo escrito en que so-
licita el avalúo y venta de los bienes, debe hacer el nombramiento 
del perito ó peritos que sean necesarios, según la clase de aquellos. 
El juez lo tendrá por nombrado, mandando que se dé conocimiento 
al deudor, cuando se hubiere personado en los autos ó sea cono-
cido su domicilio, con la prevención de que dentro de segundo día 
nombre otro perito por su parte, bajo apercibimiento de tenerle 
por conforme con el nombrado por el ejecutante, admitiéndole di-
cho nombramiento en el acto de la notificación, si lo hiciere. Si el 
perito nombrado por el deudor no acepta el cargo, se ha de reque-
rir á éste para que nombre otro; y si tampoco acepta el segundo, 
ó si transcurren los dos días sin hacer el nombramiento, se practi-
cará el avalúo por el perito ó peritos designados por el ejecutante, 
á no ser que, por tratarse de inmuebles ó alhajas de importancia, 
el juez estime conveniente nombrar de oficio otro perito, que prac-
tique con aquél el avalúo. No estará de más advertir, que cuando 
el ejecutado se hubiere personado en los autos, se entenderán con 
su procurador todas estas diligencias, conforme á lo prevenido en 
el art. 6.° 
Previene el art. 1485, que cuando el ejecutado, cuyo domicilio 
no sea conocido, haya sido declarado en rebeldía, se practicará el 
avalúo por el perito que hubiere nombrado el ejecutante, lo mismo 
que en el caso anterior, y también facultando al juez para el nom-
bramiento de otro de su elección, cuando lo estime conveniente, 
por tratarse de inmuebles é alhajas de importancia. De esta dispo-
sición se deduce que al ejecutado que se halle en dicho caso, no ha 
de notificársele la providencia para el nombramiento de peritos, ni 
aun en estrados, conforme á lo prevenido en el art. 1362; pero si 
consta ó es conocido su domicilio, aunque esté declarado en rebel-
día, ha de noti icársele dicha providencia en la forma ordinaria, 
• 
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personalmente, ó por cédula á la primera diligencia en busca si no 
se le encontrase, siendo este uno de los casos de excepción á la re-
gla general que establece dicho art. 1462, de que al ejecutado d e . 
clarado en rebeldía no se hagan otras notificaciones que las que 
determine la ley. 
Cuando sean dos los peritos que hagan el avalúo, puede resul-
tar discordia, que habrá de dirimir un tercero, y para este caso or-
dena el art. 1486, que se haga el nombramiento de perito tercero 
en la forma prevenida en el art. 616, esto es, por insaculación ó 
elección del juez, cuando las partes no se pongan de acuerdo sobre 
su nombramiento; y que ese perito será recusable con causa, con-
forme á lo prevenido en los arts. 619 y siguientes hasta el 625. Y 
en el último de este comentario se añade, que también serán apli-
cables á estos casos los arts. 618, 627 y 629, que tratan de la acep-
tación de los peritos y de la forma en que han de dar su dictamen. 
Véanse, pues, dichos artículos y sus comentarios. De la referencia 
concreta á los artículos citados se deduce que no son aplicables los 
demás que no se citan, relativos al dictamen de peritos en el jui-
cio ordinario. 
Téngase presente que al avalúo de bienes inmuebles han de pre-
ceder las diligencias que se ordenan en el art. 1489, y  si resultan 
gravados con segundas ó posteriores hipotecas, los acreedores que 
se hallen en este caso tienen derecho á nombrar todos juntos un 
perito, que con los nombrados por el ejecutante y ejecutado, prac-
tique el justiprecio de la finca:6 fincas hipotecadas, como se pre-
viene en los artículos 1490 y 1491. En tal caso, si concurren aI 
avalúo tres peritos, se estará al voto de la mayoría para designar 
el valor de los bienes, como se ordena en el art. 1494; y si no re-
sultare mayoría, ó sólo concurrieren dos por no haber nombrado 
el suyo el ejecutado y hubiere discordia, el nombramiento de 
 ter-
cero para dirimirla se hará en la forma expuesta anteriormente. 
ARTÍCULO 1488 
Justipreciados los bienes, se mandará sacarlos á pú-
blica subasta por término de ocho dias, si consistieren 
en frutos, semovientes ó muebles, ó de veinte si fueren 
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alhajas de gran valor, fijándose edictos en los sitios 
públicos de costumbre, é insertándolos en el Diario de 
Avisos, si lo hubiere en el pueblo, con expresion del 
dia, hora y sitio en que haya de celebrarse el remate. 
Si se tratare de alhajas de gran valor, podrá dispo-
ner el Juez que se publiquen además los edictos en la 
Gaceta de Madrid. 
Art. 1488 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(En vez de «en el Dia- 
rio de Avisos, si lo hubiere en el pueblo», se dice «en los periódi-
cos locales si los hubiere»; y en lugar de «en la Gaceta de Madrid», 
se dice «en la Gaceta del Gobierno general», sin otra variación) 
A la subasta de bienes muebles se refiere el presente artículo, 
ordenando que luego que sean justipreciados, mandará el juez, y 
por consiguiente sin necesidad de nueva instancia del actor, sacar-
los á pública subasta por término de ocho días, si fueren frutos, 
semovientes, muebles 6 alhajas ordinarias, y de veinte, si fueren 
alhajas de gran valor. Alhajas de importancia dice el art. 1485, 
comprendiéndose por uno y otro calificativo que la ley se refiere 
á aquellas alhajas que llamen la atención por su extraordinario 
valor intrínseco, 6 por el que pueda darles su antigüedad 6 mé-
rito artístico, y en la dificultad de fijar un tipo, deja á la aprecia-
ción y criterio del juez el determinar si la subasta ha de ser por 
ocho ó por veinte días, según las circunstancias de cada caso y los 
deseos de los interesados. La ley anterior no hizo esta distinción 
en su art. 983, con el que concuerda el actual. 
En los mismos edictos en que se anuncie al público la su-
basta, ha de expresarse el día, hora y sitio señalados, por el juey 
para celebrar el remate. Por regla general, se designa á este fin 
la sala audiencia del juzgado, y si no es posible trasladar á ela 
los muebles que hayan de venderse, convendrá expresar también 
en los edictos el local donde se hallan y las horas en que estarán 
de manifiesto, por si quieren examinarlos los que se propongan 
tomar parte en la licitación. No vemos inconveniente en que se 
celebre el remate en el mismo local donde se hallen los muebles, 
como suele practicarse en casos extraordinarios. Si son muchos loe 
i 
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muebles ó de varias clases, tampoco se faltará á la ley dividiéndo- 
los en lotes ó por clases, y celebrándose el remate de cada uno 
separada y sucesivamente. Todos estos pormenores de ejecución 
los deja la ley al prudente criterio del juez para que obre según 
aconsejen las circunstancias de cada caso, á fin de realizar la 
venta en las mejores condiciones posibles, pero cumpliendo siem-
pre lo que se ordena en este articulo y en los demás que con él se 
relacionan, como es indispensable para la validez del acto. 
Creemos suficientes estas indicaciones y la lectura del presente 
articulo, al que nos remitimos, para darle el debido cumplimiento, 
como se le da en la práctica, sin ninguna dificultad. Como comple-
mento del mismo, véanse los artículos 1500, 1501, 1503 y 1509, 
en los cuales se determinan los requisitos para tomar parte en la 
subasta, la forma en que ha de celebrarse el remate, su aprobación 
y la adjudicación y entrega de la cosa vendida, previo el pago del 
precio. 
ARTÍCULO 1489 
(Art. 1487 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando los bienes embargados pertenezcan á la cla-
se de inmuebles, antes de procederse á su avalúo, se 
acordará: 
1.0 Que se expida mandamiento al registrador de 
la propiedad para que libre y remita al Juzgado certi-
ficacion en que consten las hipotecas, censos y gravá-
menes a que estén afectos los bienes, é que se hallan 
libres de cargas. 
2.0 Que se requiera al deudor para que dentro de 
seis dias presente en la escribanía los títulos de pro-
piedad de las fincas. 
Cuando sean inmuebles los bienes embargados, es necesario 
hacer constar las cargas que sobre ellos pesen y los títulos de pro-
piedad, para los efectos de la ley Hipotecaria. La omisión de la ley 
anterior sobre este punto, se suplía en la práctica reclamando del 
registrador de la propiedad la certificación de cargas 6 de liber-
tad de las fincas, y obligando al ejecutado á presentar los títulos 
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de propiedad. Pero esto solía hacerse después del remate, por la 
indicación que contenía el art. 988 de dicha ley, dando lugar á 
largas dilaciones é incidentes y á que en muchos casos el rema-
tante, cuando le interesaba eludir su compromiso, pidiera la nuli-
dad del remate, fundándose en la deficiencia de los títulos de pro-
piedad, ó en la existencia de cargas, que no le convenía aceptar. 
La nueva ley, regularizando aquella práctica ha procurado 
poner remedio á esos males por el presente artículo y los subsi-
guientes, que le sirven de complemento, ordenando que se practi-
que antes del avalúo lo que en ellos se previene. Y como el juez 
tiene el deber de ordenár el procedimiento con sujeción á la ley, 
aunque el ejecutante hubiere solicitado otra cosa, debe acordar 
como primera providencia, para preparar el avalúo y subasta de 
los inmuebles, que se expida el mandamiento al registrador de la 
propiedad y se haga al deudor el requerimiento, prevenidos en 
el artículo preinserto, al que nos remitimos. Este requerimiento 
ha de hacerse en todo caso, aunque no sea conocido el domicilio 
del ejecutado y esté declarado en rebeldía, empleando la fórmula 
que proceda de las establecidas para las notificaciones en los ar-
tículos 262 al 269 inclusive en su'relación con el 275. Se trata de 
un hecho personal, cual es la presentación de los títulos de propie-
dad, que sólo el ejecutado ó su procurador pueden cumplir, y de 
aquí la necesidad de haoerles en forma legal el requerimiento, por 
lo cual sin duda no ha establecido la ley para este caso la excep-
ción del art. 1485. Y aunque ese requerimiento se haga por ex-
horto ó por edictos, no ha de concederse mas término para la pre-
sentación de los títulos que el de los seis días que fija el presente 
artículo en su núm. 2.° 
ARTÍCULO 1490 
(Art. 1488 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si de la certificacion del registrador de la propiedad 
resultaren gravados los bienes con segundas 6 posterio-
res hipotecas no canceladas, se hará saber á los acree-
dores, que se hallen en este caso, el estado de la eje-
cucion, para que intervengan en el avalúo y subasta 
de los bienes, si les conviniere. 
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ARTÍCULO 1491 
(Art. 1489 para Cuba y Puerto Rico.) 
Hecha la notificacion prevenida en el artículo ante-
rior, seguirá su curso el procedimiento de apremio, sin 
hacer otra alguna á los acreedores á que el mismo se 
refiere. 
Si éstos se personaren en los autos ántes del avalúo, 
por sf 6 por medio de procurador, tendrán derecho á 
nombrar, á su costa, un perito que, con los nombrados 
por el ejecutante y el ejecutado, practique el justipre-
cio de la finca 6 fincas hipotecadas. 
En este caso se les notificará tambien la providen-
cia en que se fije el dia para el remate. 
Luego que se reciba en el juzgado la certificación pedida al re-
gistrador de la propiedad conforme al núm. 1.° del art. 1489, man-
dará el juez que se una á los autos, y si resulta que la finca ó fin-
cas embargadas están libres de cargas, acordará á la vez que se 
proceda á su avalúo, conforme á lo prevenido en el art. 1494: si 
resultan gravadas con censos ú otras cargas perpétuas, el acuerdo 
será que se tengan presentes para cuando llegue el caso de hacer 
la liquidación que previene el art. 1511: si con servidumbres, que 
se entere á los peritos al hacer el avalúo; y si con segundas ó pos-
teriores hipotecas no canceladas, acordará que se haga saber el es-
tado de la ejecución á los acreedores, á cuyo favor estén constitui-
das dichas hipotecas, para que intervengan en el avalúo y subasta 
de los bienes, si les conviniere, como lo ordena el art. 1490, pri-
mero de este comentario. 
No hay necesidad de exponer, porque son bien notorias, las ra-
zones de equidad y hasta de justicia, que ha tenido la ley para in-
troducir este procedimiento. En el segundo de estos artículos se 
determinan los efectos que ha de producir dicha notificación. No 
interrumpe el procedimiento de apremio, el cual seguirá su curso, 
porque no hay razón para suspenderlo, ni da derecho á ser parte 
en él á los acreedores notificados: su derecho está limitado á lo 
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único que puede interesarles, que es, al nombramiento de un pe-
rito para el avalúo de la finca hipotecada, siempre que se personen 
en los autos antes de esta operación, para lo cual tienen tiempo so-
brado, si les interesa hacerlo, y á tomar parte en la subasta á fin 
de que se remate la finca por el mayor precio posible. 
Según el mismo artículo, para facilitarles el uso de ese derecho, 
se permite á los acreedores de que se trata personarse en los autos 
por sí mismos, ó por medio de procurador. Si son dos ó más los 
que se hallen en dicho caso, solo tienen derecho á nombrar un pe-
rito por parte de todos, que con el del ejecutante, y el del ejecuta-
do en su caso, practique el justiprecio de la finca ó fincas hipote-
cadas, sin intervenir en el de los demás bienes embargados. Y 
cuando se hubieren personado en los autos á dicho fin, y no en otro 
caso, ha de notificárseles la providencia en que se fije el día para 
el remate, sin que sea lícito notificarles las posteriores ni darles 
otra intervención en el asunto: sin embargo, cuando se celebre se-
gunda subasta por falta de postor en la primera, parece conforme 
I" la ley, que se les notifique también el día señalado para este se-
gundo remate. El ejercicio de ese derecho impone la obligación de 
satisfacer las costas que se causen á instancia del acreedor ó acree-
dores segundos hipotecarios que lo ejerciten, puesto que ordena la 
ley que hagan d su costa el nombramiento de perito. 
Estas disposiciones se refieren al caso en que el ejecutante sea 
el primer hipotecario: si lo fuere uno de los segundos, no se con-
cede el mismo derecho que á estos, para intervenir en el avalúo y 
subasta, á los que lo tengan preferente, por la prioridad de su hi-
poteca, en razón á que están debidamente garantizados con la dis-
posición del art. 1516. 
ARTÍCULO 1492 
(Art. 1490 de la ley para Cuba y  Puerto Rico.) 
Presentados los títulos por el deudor, se formará con 
ellos ramo separado y se comunicará al ejecutante, para 
que manifieste si los encuentra suficientes, 6 proponga 
la subsanacion de las faltas que en ellos notare. 




Si el ejecutado no hubiere presentado los títulos 
dentro del plazo señalado en el núm. 2.e del art. 1489, 
podrá el Juez emplear los apremios que estime condu-
centes para obligarle á que los presente, 6 mandar que 
se libre certificación de lo que respecto á ellos resulte 
en el Registro de la propiedad, y en su caso testimo-
nio de las escrituras conducentes. 
Cuando esto no diere resultado, 6 no existieren títu-
los de dominio, podrá suplirse su falta por los medios 
establecidos en el titulo XIV de la ley Hipotecaria. 
Todo esto se practicará á instancia del ejecutante y 
á costa del ejecutado. 
Art. 1491 para Cuba y Puerto hico.— (La referencia del párrafo 1.° 
es al núm. 2.° del art. 1487 de esta ley; y  la del párrafo 2.° es d la 
ley Hipotecaria respectiva, sin otra variación.) 
En estos dos artículos se determinan el objeto y efectos del  re-
querimiento que, según el uúm. 2. 0 del 1489, debe hacerse al deu-
dor ejecutado para que dentro de seis días presente en la escriba-
nía los títulos de propiedad de las fincas embargadas, y se ordena 
el procedimiento que ha de emplearse para obligarle â ello. 
La ley de 1855 se limitó á decir sobre este punto, en sus ar-
tículos 988 y 989, que verificado el remate, lo aprobara el juez, 
disponiendo la entrega de los títulos de propiedad al comprador 
para su reconocimiento, y suplidos cualesquiera defectos que en 
ellos se hubieren encontrado, mandase otorgar la oportuna escri-
tura á favor del comprador, previa la consignación del precio. En 
el comentario al art. 1489 hemos indicado ligeramente los incon 
venientes y abusos á que este procedimiento se prestaba, por veri-
ficarlo después del remate, y con audiencia del comprador, intere-
sado muchas veces en impugnar los títulos, con razón ó sin ella . 
Esto ha motivado la reforma radical hecha en la nueva ley sobre 
este punto: los títulos de propiedad han de presentarse antes del 
avalúo, como ya se ha visto, y lejos de comunicarlos al comprador, 
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ha de hacerse á los licitadores la prevención que ordena el artícu-
lo 1496, de que han de conformarse con los títulos que estarán de 
manifiesto en la escribanía, sin derecho á exigir ningunos otros. 
Veamos ahora lo que se ordena en los dos artículos de este co-
mentario. 
Si el ejecutado presenta los títulos de propiedad de las fincas 
embargadas, debe acordar el juez que se formo con ellos ramo se-
parado y se comunique al ejecutante para que manifeste si los en-
cuentra suficientes, ó proponga la subsanación de las faltas que en 
ellos notase. Así lo ordena el art. 1492, y de él se deduce quo ese 
ramo separado se ha de formar solamente con los títulos y el es-
crito presentándolos y la providencia indicada, sin agregarle testi-
monio de ninguna actuación anterior. Si el acreedor estima sufi-
cientes los títulos, los devolverá al juzgado con escrito en que así 
lo manifieste, y el juez acordará que queden en la escribanía para 
que puedan examinarlos á su tiempo los que quieran tomar parte 
en la subasta. Y si aquél encuentra en ellos alguna deficiencia, 
propondrá lo que crea procedente para subsanar la falta, á lo cual 
deberá acceder el juez, si lo estima necesario, sin dar traslado ni 
oir al ejecutado, á no ser para requerirle que presente algún otro 
documento, ó facilite datos para subsanar la falta; y subsanada, se 
terminará el expediente con la providencia antedicha mandando 
que queden los títulos en la escribanía. 
Pero puede suceder, como ocurre con frecuencia, que el deu-
dor no presente los títulos, por no querer, ó porque realmente ca-
rezca de ellos. En tal caso, cualquiera que haya sido la forma del 
requerimiento, transcurridos los seis días, lia de practícarse lo que 
se ordena en el art. 1493, segundo de este comentario. Según él, 
pueden emplearse dos medios: ó apremiar el juez al ejecutado para 
obligarle á que presente los títulos, é suplirlos con certificación de 
lo que respecto á ellos resulte en el Registro de la propiedad, ó con 
testimonio en su caso de las escrituras correspondientes. 
En cuanto á los apremios, aunque el artículo autoriza al juez 
para emplear lo's que estime conducentes, difícil será encontrar al-
guno bastante eficaz para vencer la resistencia pasiva del deudor 
que no quiera presentar los títulos. El más común y adecuado será 
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apercibirle con la . multa de 10 á 25 pesetas por día, que para un 
caso análogo establece el art. 308; pero ¿qué importará al deudor 
esa multa cuando carezca de bienes libres para pagarla? No cree-
mos pueda llegarse á la formación de causa por desobediencia 
grave, porque no está este medio en el espíritu de la ley, ni daría 
el resultado que se persigue. Acaso podría conseguirse el objete 
comisionando el juez al alguacil y escribano para que entren en la 
habitación del deudor á recoger los títulos, cuando conste que loa 
tiene y obran en su poder y no quiere entregarlos; pero si tiene 
empeño en ocultarlos, tampoco dará resultado esa m edida violen-
ta, y cuya ejecución no podrá realizarse sin dificultades ni disgus-
tos. Por consiguiente, rara vez convendrá emplear el apremio, que, 
por regla general, sólo conducirá á perder el tiempo y aumentar 
los gastos, y lo mejor será valerse del otro medio antes indicado, 
que alternativamente permite la ley. Y como ésta previene ademáa 
que todo eso, y lo demás necesario para suplir los títulos, se prac-
tique á instancia del ejecutante y á costa del ejecutado, aquél me-
ditará y pedirá lo que crea más conveniente á dicho fin, según las 
circunstancias de cada caso. 
Para el caso de que no den resultado los medios que acabamos 
de exponer, ó de que realmente no existan títulos de propiedad, 
previene también el artículo que estamos examinando que podrá 
suplirse la falta de títulos por los medios establecidos en el titulo 
14 de la ley Hipotecaria de la Península y en el mismo título de 
la sancionada para las provincias de Ultramar en 14 de Julio de 
1893. Esos medios consisten en los expedientes que pueden ins-
truirse, con los requisitos que se determinan en dicho título, para 
inscribir la posesión á favor del propietario, que carezca de titulo 
de dominio, á instancia del acreedor, en virtud de la facultad que 
para este caso le concede la regla 4.° del art. 42 del reglamento 
para la ejecución de la primera de dichas leyes, y la misma regla 
del art. 92 del reglamento para la de Ultramar. 
Y todavía, por si el ejecutante carece de medios para instar el 
 
expedient° posesorio, le concede el art. 1497 la facultad de pedir 
que se saquen los bienes á pública subasta, sin suplir previamente 
la falta de títulos, como expondremos en su comentario. 
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Indicaremos, por último, que todas las diligencias prevenidas 
en el art. 1493 para obligar al deudor á que presente los títulos 
de propiedad, ó suplir la falta de los mismos, han de practicarse á 
instancia del ejecutante y á costa del ejecutado, según se previene 
en el párrafo último de dicho artículo, y han de sustanciarse en 
ramo separado, como se ordena en el artículo anterior, y es indis-
pensable para no entorpecer el curso del procedimiento de apre-
mio, en el que ha de procederse al avalúo mientras se practican 
aquellas diligencias, según el artículo siguiente. Dicho ramo se 
formará con el escrito del ejecutante, solicitando lo que estime 
procedente y testimonio del requerimiento hecho al deudor y de 
haber transcurrido los seis días sin haber presentado los títulos. 
Terminado este ramo separado, se conservará en la escribanía 
para ponerlo de manifiesto á los que se propongan tomar parte 
an la subasta. 
ARTÍCULO 1494 
Mientras se practican las diligencias prevenidas en 
el artículo anterior, y despues de practicado en su caso 
lo que ordena el 1490, se procederá al avalúo de lob 
bienes en la forma establecida en los artículos 1483 y 
siguientes, si lo solicitare el acreedor. 
En el caso de que, por haber hecho uso los acreedo-
res con segunda hipoteca del derecho que les concede 
el art. 1491, fuesen tres los peritos, se estará al voto 
de la mayoría para designar el valor de los bienes. 
Art. 1492 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La primera referen- 
cia es al art. 1488; la segunda d los artículos 1481 y siguientes, y 
la tercera al art. 1489 de esta ley, sin otra variación.) 
Para la recta inteligencia y aplicación de este artículo, sin 
concordante en la ley anterior, basta atenerse á su texto. Además, 
all comentario está comprendido en el de los artículos 1483 y si-
guientes, que podrá consultarse, puesto que en la forma estableci-
da en esos artículos, allí explicada, ha de practicarse el avalúo de 
los bienes inmuebles, fuera del caso en que no sea necesario por ha- 
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ber fijado los interesados el precio que ha de servir de tipo para 
la subasta. 
Cierto comentarista califica de peregrino y de absurdo el se-
gundo párrafo de este artículo, cuando lo peregrino y lo absurda 
está, á nuestro juicio, en las arbitrarias teorías que sostiene para 
hacer esa calificación. Sus razonamientos están tan destituidos dc 
fundamento legal y de sentido práctico, que no merecen la pena 
de la refutación, y sólo vamos á indicar los errores para que no se 
incurra en ellos. Es un error creer que cada uno de los acreedores 
con segunda hipoteca tiene derecho á nombrar un perito: todos 
juntos, si son dos ó más, han de nombrar un solo perito, como y e, 
 se ha dicho, y así podrán resultar los tres á que se refiero el ar-
tículo; uno nombrado por el ejecutante, otro por el ejecutado, y 
otro por dichos acreedores. En este caso, se estará al roto de la 
mayoría para designar el valor de los bienes. ¿Y  quién ha de estar 
al voto de la mayoría? ¿Quién ha de contribuir â formarla? Aun-
que parezca inverosímil que ocurran tales dudas, contestaremos por 
atención diciendo que si de los tres peritos hay dos que estés 
conformes, éstos formarán la mayoría, y tendrán que someterse s 
su voto, en cuanto al valor de la finca que ha de servir de tipa 
para la subasta, todos los que en ésta tengan intervención ó tomen 
parte. En eso de fijar la mayoría de los peritos el valor de la finca, 
y no el juez, encuentra dicho comentarista lo absurdo de la dispo-
sición; y lo absurdo está en el gravísimo error en que él incurre, 
de confundir la prueba pericial en juicio declarativo, cuya aprecia-
ción corresponde al juez sin estar obligado á sujetarse al dictamen 
de los peritos, como se previene en el art. 632, con el araido peri-
eial para el sólo efecto de determinar el valor de la cosa que ba 
de servir de tipo para la subasta, y á cuyo avalúo, sin que tenga 
facultades el juez para modificarlo, ha de estarse para dicho efec-
to, como se ha estado siempre en teoría y en la práctica. 
ARTÍCULO 1495 
hecho el avalúo, y luego que, á juicio del actor, es-
tén corrientes los títulos de propiedad, 6 se haya su-
plido su falta en la forma posible, se sacarán los hie- 
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nes á pública subasta por término de veinte dias, del 
modo prevenido en el art. 1488. 
En este caso se publicarán tambien los edictos en la 
Gineta de Madrid, cuando el Juez lo estime convenien-
te por la importancia de los bienes, y en todo caso, en 
el Boletín oficial de la provincia, y en el lugar donde 
estén situados. 
Art. 1493 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.—(La referencia del pá- 
rrafo 1.° es al art. 1486 de esta ley, y el párrafo 2.° dice así: «En 
este caso se publicarán también los edictos en la Gaceta del . Go-
bierno general, cuando el juez lo estime conveniente por la impor-
tancia de los bienes, y en todo caso en el Boletín oficial de la pro-
vincia, donde lo haya».) 
ARTICULO 1496 
(Art. 1494 para Cuba y Puerto  Rico.) 
Se expresará tambien en los edictos, que los títulos 
de propiedad de los bienes estarán de manifiesto en la 
escribanía para que puedan examinarlos los que quie-
ran tomar parte en la subasta, previniéndose además 
que los licitadores deberán conformarse con ellos, y 
que no tendrán derecho á exigir ningunos otros. 
Despues del remate no se admitirá al rematarte nin-
guna reclamacion por insuficiencia 6 defectos de los 
títulos. 
ARTÍCULO 1497 
A instancia del acreedor podrán sacarse los bienes 
á pública subasta sin suplir préviamente la falta de tf-
tulos de propiedad, expresando en los edictos esta cir-
cunstancia. 
En tal caso se observará lo prevenido en la regla 5.à 
del art. 42 del reglamento para la ejecucion de la ley 
Hipotecaria. 
Art. 1495 para Cuba y Puerto Rico.—(El párrafo 1.° es igual al del 
art. 1497 de la ley de la Península, y el 2.° dice así: cEn tal caso, 
se observará lo prevenido en la regla 5.a de los artículos 146 y 139 
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respectivamente del reglamento para la ejecución de la ley Hipo- 
tecaria de Cuba ó de Puerto Rico».
—Hoy en la regla 5.a del art. 92 
del reglamento para la ejecución de la nueva ley Hipotecaria para 
las provincias de Ultramar, aprobado po- Real decreto de 18 de 
Julio de 1893.) 
De la subasta de bienes inmuebles tratan estos artículos, orde-
nando cuándo ha de acordarla el juez, la forma en que ha de 
anunciarse al público, y el tiempo que debe mediar hasta el rema-
te, como lo hizo también la ley anterior en su art. 983, fijando el 
mismo término de veinte días que ahora se señala, pero sin dispo-
ner nada sobre los demás extremos que comprenden los artículos 
que vamos á examinar. 
Que el avalúo de los bienes ha de preceder á la subasta, es de 
sentido común; así se lia practicado siempre, y lo repite ahora el 
art. 1495. Y como, por las razones expuestas en su lugar oportuno, 
ha establecido la nueva ley lo que se previene en los artículos 
1492 y 1493, también han de preceder á la subasta las diligencias 
que en ellos se-ordenan para la presentación de los títulos de pro- 
piedad ó suplir su falta, y así lo dispone aquel artículo, primero 
de este comentario. Pero nótese que al prevenirse en él que, aun-
que esté hecho el avalúo, no se sacarán los bienes á pública su-
basta hasta que cestón corrientes los títulos de propiedad, ó se 
haya suplido su falta en la forma posible», deja este punto á la 
libre apreciación del ejecutante; d juicio del actor, dice, por ser 
éste el único á quien interesa. Por consiguiente, luego que el eje-
cutante presente escrito pidiendo se saquen los bienes á pública 
subasta en razón á que está ya hecho el avalúo, y que, á su juicio, 
están corrientes los títulos, ó se ha suplido su falta en la forma 
que ha sido posible, el juez está obligado á acceder á esta preten-
sión, sin examinar ni apreciar el ramo separado sobre presenta-
ción de los títulos, y aunque entienda que éstos son deficientes. 
Esa regla general de que no se anuncie - la subasta mientras no 
estén corrientes los títulos, ó subsanada su falta, tiene una excep-
ción; la que establece el art. 1497, también en beneficio del ejecu-
tante. Ordénase en él, que cá instancia del acreedor, podrán sa- 
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°arse los bienes it pública subasta sin suplir previamente la falta 
de títulos de propiedad». Claro es que no tendrá lugar esta excep-
ción, ni convendría al acreedor utilizarla, cuando existan títulos 
de propiedad inscritos en el registro á favor del deudor, ó se haya 
hecho la inscripción por medio del expediente posesorio, instrnído 
conforme á la ley Hipotecaria para suplir la falta de aquéllos. Pero 
puede suceder que el acreedor carezca de datos y de medios expe-
ditos para suplir esa falta, y que aun después de haberlo intentado 
no pueda conseguirlo sin grandes dilaciones, y como es de justicia 
quo sin ellas cobre su crédito, le autoriza la ley para solicitar que 
se saquen los bienes á pública subasta, sin suplir previamente la 
falta de títulos de propiedad. De estas palabras se infiere que el 
acreedor puede deducir esa pretensión y habrá de accederse á ella, 
tanto antes de promover el expediente posesorio, como después de 
haberlo promovido, ya abandonando su continuación, ya porque 
el registrador haya denegado su inscripción en el registro. Esa 
facultad es de grande utilidad al acreedor, pues por ese medio po-
drá realizar su crédito sin dilaciones, ya porque, siendo público en 
la localidad que los bienes pertenecen al deudor, será fácil que 
haya licitadores, ya porque él tenga el propósito de pedir que se 
le adjudiquen en pago, lo que no puede hacerse sin haberlos sa-
cado previamente á pública subasta. 
Ordena también el mismo art. 1497, que cuando se saquen los 
bienes á pública subasta sin suplir previamente la falta de títulos, 
se exprese esta circunstancia en los edictos; previsión laudable, 
pues así el rematante, si lo hubiere, no tendrá derecho para hacer 
reclamación alguna por esa falta. Y añade que «en tal caso se ob-
servará lo prevenido en la regla 5. 5 del art. 42 del reglamento 
para la ejecución de la ley Hipotecaria» (1), que consiste en que se 
(1) La regla que se cita dice asir ((Art. 43. Se hará anotación preventiva 
de todo embargo de bienes inmuebles ó derechos reales que se decrete en 
juicio civil ó criminal , aunque aquél sea preventivo, debiendo observarse las 
reglas siguientes•  ñ.' Podritn asimismo los interesados Solicitar en su caso 
que se saquen á subasta los bienes embargados, con la condición de que el 
rematante verifique la inscripción omitida antes del otorgamiento do la es-
critura de venta, on el término que sea suficiente, y ol juez Tribunal so - 
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saquen los bienes á subasta, con la condición de que el rematante 
practique lo que sea necesario para que se verifique la inscripción 
á nombre del ejecutado antes del otorgamiento de la escritura de 
venta, pues de otro modo no podrá ésta ser inscrita. Como esta 
condición la impone la ley, no creemos necesario que se exprese 
en los edictos, y de todos modos, aprobado el remate, señalará el 
juez el -término para cumplirla. Y aunque previene dicha regla 
que esa inscripción se verifique antes del otorgamiento de la es-
critura, nos parece conforme á equidad y al espíritu de la ley, que 
al el comprador pide la posesión é entrega de los bienes consig-
nando el precio, sin perjuicio de practicar aquellas diligencias an-
tes del otorgamiento de la escritura, cuya dilación solo á él puede 
perjudicar en tal caso, debe accederse á esa justa pretensión. 
Y volviendo á los artículos 1495 y 1496, téngase presente que 
en la misma providencia mandando sacar los inmuebles á pública 
subasta, debe señalar el juez el día, hora y sitio en que haya de 
celebrarse el remate, de suerte que medien veinte días por lo me-
nos entre este acto y la publicación de los edictos. En el caso del 
art. 1502, en la misma providencia se acordará la doble y simul-
tánea subasta. Todo esto ha de expresarse en los edictos, como 
también, fuera del caso del art. 1497, que los títulos de propieda d 
de los bienes estarán de manifiesto en la escribanía para que pue-
dan examinarlos los que quieran tomar parte en la subasta, con la 
prevención de que deberán conformarse con ellos, sin derecho á 
exigir ningunos otros. También deberá hacerse en los edictos re- 
lación sucinta de los bienes, y del valor que haya de servir de tipo 
para la subasta, á los efectos del art. 1500. 
En todo caso, han de fijarse los edictos en los sitios públicos 
de costumbre del lugar del juicio y del en que estén situados los 
ñale, practicando al efecto todo lo que el interesado en el embargo podría 
hacer, según lo expresado en las disposiciones anteriores. Los gastos y costas 
que se causen por resistencia del propietario ú hacer la inscripción, sorún de 
cuenta del mismo».—La misma disposición, copiada literalmente, contiene 
la regla 6." del art. 92 del reglamento para la ejecución de la nueva ley Hi-
potecaria para las provincias de Ultramar, aprobado por Real decreto de 18 
de Julio do 1893. 
TOMO V 75 
594 	 LIB. 11—rlr. XV—ARTS. 1495 A 1497 
bienes, y publicarse en el Boletín oficial de la provincia, y en el 
Diario de Avisos, si lo hubiere en el pueblo, y además en la Gaceta 
de Madrid cuando el juez lo estime conveniente por la importan-
cia de los bienes. 
No se olvide notificar la providencia fijando el día para el re-
mate á los acreedores segundos y terceros hipotecarios, cuando se 
hubieren personado en los autos en virtud del derecho que les con-
cede el art. 1491, y como en él se previene. También se notificará 
en todo caso al procurador del ejecutante, y al ejecutado sólo 
cuando sea parte en el juicio. 
Y en cuanto al párrafo último del art. 1496, aunque parezca 
redundante, dada la prevención que conforme al mismo artículo 
debe hacerse á los licitadores, no lo es realmente puesto que su ob-
jeto es advertir al juez que después del remate no debe admitir al 
rematante ninguna reclamación por insuficiencia ó defectos de los 
títulos. Se conformó con ellos por el hecho voluntario de hacer pos-
tura, y debe el juez rechazar de plano cualquiera reclamación que 
deduzca el rematante contra sus propios actos. Todo este rigor era 
necesario para estirpar los abusos sobre ese punto, que hemos in-
dicado en comentarios anteriores. 
ARTÍCULO 1498 
(Art. 1496 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Antes de verificarse el remate, podrá el deudor li-
brar sus bienes, pagando principal y costas: despues 
de celebrado quedará la venta irrevocable. 
Concuerda literalmente este artículo. con el 984 de la ley ante-
rior. Son tan notorias la razón y la justicia de lo que en él se dis-
pone, y tan claro su contexto, que es excusado comentarlo. Sólo 
indicaremos que cuando por no haber habido postor, no produzca 
efecto el primer remate, ó éste quede anulado, ó sea necesaria la 
segunda ó la tercera subasta, mientras no queden rematados los 
bienes, podrá hacer uso el deudor de la facultad que se le concede 
para librarlos, pagando principal y costas. Aprobado el remate, 
queda la venta perfeccionada é irrevocable para el deudor, aunque 
no esté consumada. 
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ARTÍCULO 1499 
(Art. 1497 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En los remates de bienes muebles é inmuebles, ne 
se admitirán posturas que no cubran las dos terceras 
partes del avalúo. 
Podrán hacerse á calidad de ceder el remate á un 
tercero. 
ARTÍCULO 1500 
(Art. 1498 para Cuba y Puerto Rico.) 
Para tomar parte en la subasta, deberán los licitado-
res consignar préviamente en la mesa del Juzgado, 6 
en el establecimiento destinado al efecto, una cantidad 
igual, por lo ménos, al 10 por 100 efectivo del valor de 
les bienes que sirva de tipo para la subasta, sin cuyo 
requisito no serán admitidos. 
Se devolverán dichas consignaciones á sus respecti-
vos dueños acto continuo del remate, excepto la que 
corresponda al mejor postor, la cual se reservará en 
depósito como garantía del cumplimiento de su obliga, 
cion, y en su caso como parte del precio de la venta. 
Ei primero de estos artículos concuerda con el 985 de la ley 
anterior, aunque adicionado para expresar que su disposición es 
aplicable á los remates, tanto de bienes muebles como de inmue-
bles, y que puede hacerse la postura á calidad de ceder el remate á 
un tercero, como estaba admitido en la práctica. Y se ha adicio- 
nado el segundo, para corregir el abuso, que era bastante frecuen-
te, de tomar parte en la subasta personas insolventes, sin otro pro-
pósito, á veces, que el punible de obtener una prima, y si el rema-
te quedaba á su favor, no tenía efecto por no consignarse el precio. 
ni podía exigirse al rematante la responsabilidad de la segunda su-
basta en quiebra, por ser insolvente, dando lugar además á las dila-
ciones y gastos consiguientes. Para evitar estos abusos, se ordena 
en dicho artículo que para tomar parte en la subasta, deberán los li-
citadores consignar previamente en la mesa del juzgado, ó en el 
 es- 
t 
596 	 Lis. ci—Ttv. xv—ARTS. 1499 Y 1500 
tablecimiento destinado al efecto, una cantidad igual, por lo menos, 
al 10 por 100 del valor de los bienes que sirva de tipo para la su-
basta, sin cuyo requisito no serán admitidas las posturas. Y añade, 
que acto continuo del remate se devolverán las consignaciones á sus 
respectivos dueños, excepto la del mejor postor, que se reservará 
en depósito como garantía del cumplimiento de su obligación. 
La cantidad que se consigne para tomar parte en la subasta ha 
de ser de la propiedad y libre disposición del que haga la postura, 
como es de sentido común, y lo dá á entender el mismo art. 1500 
al ordenar que se devuelvan las consignaciones d sus respectivos 
dueitos, ex cepto la que corresponda al mejor postor. A pesar de 
ser esto tan conforme á la razón y á los principios de derecho, te-
nemos conocimiento de un caso en que el juez lo entendió de otrz 
modo. Para tomar parte en una subasta de fincas de bastante con-
sideración, uno de los licitadores presentó el resguardo de la con-
signación hecha á dicho fin en la Caja de Depósitos por un tercero, 
sin el endoso de éste, ni poder para utilizarlo: el juez le admitió la 
postura inadvertidamente, ó porque la hizo á calidad de ceder al 
dueño del resguardo, lo que no llegó á verificar: del remate resulté 
aquél como mejor postor, y por no haber consignado el precio, el 
juez acordó la nueva subasta en quiebra que previene el art. 1513. 
no bajo la responsabilidad de dicho postor, como en el mismo se or-
dena, sino declarando sujeta á dicha responsabilidad la consigna-
ción hecha por el tercero, á quien se notificó esta providencia á los 
efectos consiguientes. Este pidió reposición, solicitando á la vez se 
le entregara el resguardo de la consignación hecha por el mismo s 
 libre de una responsabilidad que él no había contraído. El juez y 
la Audiencia denegaron tan justa pretensión; pero el Tribunal Su-
premo accedió á ella por sentencia de 7 de Noviembre de 1891, y 
casó la de la Audiencia, estableciendo la doctrina de que el depó-
sito constituido á nombre propio para tomar parte en una subasta 
judicial, responde solamente á los actos judiciales del depositante, 
y no á los de un tercero, á menos que éste estuviere autorizado 
por aquél para utilizarlo, porque ninguno puede obligar á otro sin 
ser su apoderado ó representante legal: que en este sentido previe-
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minado el remate, se devuelvan á sus respectivos dueños los depó-
sitos que se hubieren constituido para tomar parte en la subasta, 
excepto el correspondiente al mejor postor, único que queda afec-
to á las responsabilidades determinadas en el 1513; y que el hecho 
de haber presentado un postor en el acto de la subasta el resguar-
do del depósito constituído por un tercero á su propio nombre, 
aunque fuese con el propósito de ceder á éste el remate, no impli-
ca que se hallara autorizado para hacerlo en provecho propio ni 
en perjuicio del depositante, por lo cual no puede declararse sujeto 
tal depósito á las responsabilidades contraídas por el postor. 
ARTICULO 1501 
(Art. 1499 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El ejecutante podrá tomar parte en la subasta y me-
jorar las posturas que se hicieren, sin necesidad de 
consignar el depósito prevenido en el artículo anterior. 
Para evitar la duda sobre si era legal la práctica, introducida 
después de la ley de 1855, de admitir al ejecutante á tomar parte 
en la subasta, se adicionó el presente artículo, por el que se le 
concede esa facultad, que, sin perjuicio para nadie, puede contri-
buir á mejorar las postoras, y á la vez se declara que podrá ha-
cerlo sin necesidad de consignar el depósito del 10 por 100, pre-
venido en el artículo anterior, en consideración á que su crédito, 
aparte de su propio interés, es suficiente garantía para el cumpli-
miento de la obligación que contrae, si resulta ser el mejor postor. 
Aunque los acreedores con segunda hipoteca tienen también dere-
cho it tomar parte en la subasta, según se deduce del art. 1490, no 
están comprendidos en la excepción del depósito, porque no son 
ejecutantes, ni tienen derecho á cobrar con preferencia al ejecu-
tante á cuya instancia se venden los bienes, que es á quien se re-
fiere este artículo. 
ARTÍCULO 1502 
(Art. 1500 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando los bienes sean inmuebles y estén situados 
fuera del partido judicial en que se siga el juicio, á 
ARTÍCULO 1503 
(Art. 1501 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El acto del remate será presidido por el Juez, con 
asistencia del actuario y del subalterno del Juzgado 
que haya de anunciarlo al público. Se dará principio 
leyendo la relacion de los bienes y las condiciones de 
la subasta. Se publicarán las posturas que se admitan . 
y las mejoras que se vayan haciendo, y se terminará 
el acto cuando, por no haber quien mejore la última 
postura, el Juez lo estime conveniente. 
Acto continuo se anunciará al público el precio del 
remate y el nombre del mejor postor, cuya conformidad 
y aceptacion se consignarán en el acta, que firmará con 
el Juez, actuario y subalterno, y las partes si concu-
rriesen. 
Nada se dispuso en la ley anterior acerca de la forma en que 
habría de celebrarse el remate, dejando subsistentes las diferentes 
prácticas que se seguían conforme á la legislación antigua. Ahora 
ha de celebrarse el remate en todos los juzgados en la forma que 
ordena el presente artículo tan detalladamente y con tanta preci-
sión y claridad, que basta atenerse á su texto. 
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instancia de cualquiera de las partes, podrán celebrar-
se simultáneamente la subasta y remate en ámbos Juz-
gados, expresándolo así en los edictos. 
Tambien podrá el Juez acordar la doble y simultá- 
nea subasta, aunque no lo hayan solicitado las partes, 
cuando á su juicio lo requieran la importancia 6 cir-
cunstancias especiales de los bienes. 
Se autoriza por este artículo lo que estaba admitido en la 
práctica como conveniente para facilitar la venta de los inmuebles 
que no radiquen en el territorio del juzgado donde se siga el jui-
cio, pues nada se dispuso sobre ello en la ley anterior. Es tan cla-
ro y de tan fácil ejecución lo que en él se ordena, que no necesita 
de explicación alguna. Puede verse el comentario al art. 1495. 
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ARTÍCULO 1504 
(Art. 1602 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.) 
No habiendo postor, quedará al arbitrio del eje-
,cutante pedir que se le adjudiquen los bienes por las 
dos terceras partes de su avalúo, 6 que se saquen de 
nuevo á pública subasta, con rebaja del 25 por 100 de 
la tasacion. 
Esta segunda subasta se anunciará y celebrará en 
igual forma que la anterior. 
ARTÍCULO 1505 
Si en ella tampoco hubiere licitadores, el actor po-
drá pedir, 6 la adjudicacion de los bienes por las dos 
terceras partes del precio que hubiere servido de tipo 
para esta segunda subasta, 6 que se le entreguen en 
administracion para aplicar sus productos al pago de 
los intereses y extincion del capital. 
En este caso cesará la administracion judicial que se 
hubiere constituido con arreglo á lo dispuesto en el 
art. 1450. 
Art. 1503 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo 2.° 
es al art. 1448 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1506 
No conviniendo al ejecutante ninguno de los dos 
medios expresados en el artículo que precede, podrá 
pedir que se celebre una tercera subasta sin sujecion 
á tipo. 
En este caso, si hubiere postor que ofrezca las dos 
terceras partes del precio que sirvió de tipo para la se-
gunda subasta, y que acepte las condiciones de la mis-
ma, se aprobará el remate. 
Si no llegase á dichas dos terceras partes, con sus-
pension de la aprobacion del remate, se hará saber el 
precio ofrecido al deudor, el cual, dentro de los nueve 
días siguientes, podrá pagar al acreedor librando los 
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bienes, 6 presentar persona que mejore la postura, ha-
ciendo el depósito prevenido en el art. 1500. 
Trascurridos los nueve dias sin que el deudor haya 
pagado ni mejorado la postura, se aprobará el remate 
mandando llevarlo á efecto. 
Art. 1504 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo 3.° 
es al art. 1498 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1507 
(Art. 1505 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando dentro del término expresado se haya me-
jorado la postura, el Juez mandará abrir nueva licita-
cion entre los dos postores, señalando dia y hora en 
que hayan de comparecer con este objeto, y adjudicará 
la finca al que hiciere la proposicion mas ventajosa. 
Si el primer postor, en vista de la mejora hecha por 
el segundo, manifestare que renuncia a la finca, se 
prescindirá de la práctica de la diligencia acordada en 
el párrafo anterior. 
ARTÍCULO 1508 
Si en la tercera subasta se hiciere postura admisible 
en cuanto al precio, pero ofreciendo pagar plazos, 6 
alterando alguna otra condicion, se hará saber al acree-
dor, el cual podrá pedir en los nueve dias siguientes 
la adjudicacion de los bienes, conforme al art. 1505, y 
si no hace uso de este derecho, se aprobará el remate 
en los términos ofrecidos por el postor. 
Art. 1506 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1503 
de esta ley, sin otra variación.) 
Sobre el procedimiento á que estos artículos se refieren, sólo 
se ordenó en la ley de 1855, por su art. 986, que no habiendo pos-
tores en la primera subasta, quedará al arbitrio del actor pedir 
nueva subasta, previa retasa de los bienes, ó su adjudicación en 
pago por las dos terceras partes del avalúo. Nada se dispuso para 
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el caso, bastante frecuente, en que tampoco hubiere postor en la 
segunda subasta, dando lugar á dudas sobre si procedería otra re-
tasa para una tercera subasta, y si podría hacerse la adjudicación 
al acreedor por las dos terceras partes del último avalúo, con otras 
dificultades que hacían interminable la vía de apremio é irrealiza-
ble eu objeto de pagar al acreedor con las menos dilaciones y gas-
tos posibles. 
Para poner remedio á estos males, á que daban lugar el siste-
ma y las deficiencias de la ley anterior, se reformó radicalmente 
ese sistema por la ley de bases de 21 de Junio de 1880, como ya 
se ha dicho en la introducción de esta sección, ordenando en la 
base 12 csuprimir la retasa de bienes en las ventas judiciales, sus-
tituyéndola con la rebaja del 25 por 100 de la primera tasación 
para la segunda subasta; y si tampoco en ésta hubiere postor, ce-
lebrar la tercera sin sujeción á tipo, concediendo en este caso al 
deudor un breve plazo para mejorar la postura, y salvo siempre 
el derecho del acreedor para pedir la adjudicación de los bienes 
por las dos terceras partes del precio en que hubieren sido anun-
ciados en la segunda subasta, ó simplemente su administración, si 
prefiere destinar sus productos al pago de intereses y extinción del 
capital». 
Con sujeción estricta á esta base se han redactado los cinco 
artículos de este comentario, ordenando el procedimiento para to-
dos los casos en ella determinados, y se ha hecho con tan buen 
sentido práctico, que no creemos puedan dar lugar á dudas de nin-
guna clase, bastando, para aplicarlos rectamente, seguir al pie de 
la letra lo que en ellos se ordena, por lo cual nos remitimos á su 
texto. Sólo indicaremos, para que no se incurra en el error en que, 
A nuestro juicio, incurre un comentarista, que todo lo que en ellos 
se previene ha de practicarse á instancia del ejecutante, sin dar 
audiencia al ejecutado, aunque se haya personado en el juicio. 
Únicamente en el caso del art. 1506 ha de hacérsele saber, como 
en él se ordena, el precio ofrecido en la tercera subasta, cuando 
no llegue á las dos terceras partes del que sirvió de tipo en la se-
gunda, por si le conviene y puede evitar que se vendan los bienes 
con esa depreciación, ya pagando al acreedor, ó bien presentando 
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persona que mejore la postura, cuya persona ha de garantizar el 
cumplimiento de su compromiso con el depósito prevenido en el 
art. 1500, del 10 por 100 por lo menos del valor de los bienes qae 
sirvió de tipo para la segunda subasta. Y si el deudor no paga ni 
presenta persona que mejore la postura garantizándola con el de-
pósito previo, transcurridos los nueve días que á este fin se le con-
ceden por equidad, á instancia del acreedor se aprobará el remate, 
cualquiera que sea el precio que se hubiere ofrecido por los bienes. 
No hay en tal caso otro medio de cumplir la sentencia de remate, 
cuando no conviene al acreedor la adjudicación en pago ni la ad-
ministración de los bienes para cobrarse de sus productos. 
En cuanto á la administración de los bienes por el acree dor, 
creemos exagerados los temores de un distinguido comentarista, 
que la impugna por considerarla funesta para el deudor y un se-
millero de discusiones judiciales entre éste y el acreedor. En nues-
tra opinión, se ha establecido ese sistema en beneficio del mismo 
deudor y sin perjuicio para el acreedor, puesto que sólo á su ins-
tancia puede concedérsele. Así tendrá el deudor el tiempo que 
quiera tomarse para gestionar con ventaja la venta de sus bienes 
y pagar a su acreedor, ó para que se realice la esperanza de me-
jorar de fortuna, conservando en todo caso la propiedad de los 
bienes, que no es poco beneficio. Y el acredor que, teniendo el me-
dio legal de hacerse dueño de los bienes por su adjudicación en 
pago, opta por la administración, que ha de darle trabajo y res-
ponsabilidad, es de presumir que no lo haga sino por considera-
ciones personales á su deudor, y de acuerdo con éste, como lo pre-
sume también la ley, según se deduce del art. 1522. Cuando falte 
este acuerdo ó se rompa la buena armonía, es cierto que podrán 
suscitarse cuestiones judiciales entre ellos; pero también ha pre-
visto la ley este caso, ordenando un procedimiento breve para 
sustanciarlas y decidirlas, y que cese esa situación á voluntad de 
cualquiera de las partes, como puede verse en los artículos 1521 
al 1529, que son el complemento de esta materia. Por todo ello 
consideramos la reforma digna de aplauso, como justa y conve-
niente para ambas partes, sin que sea rechazable en el terreno 
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el acreedor tuviera interés, corno se dice, «en que el crédito no 
acabe nunca de cobrarse», para retener los bienes en su poder in-
definidamente, ¿no habría optado por el medio mess expetito y 
ventajoso para él de pedir la adjudicación de los bienes en paco 
de la deuda? 
ARTICULO 1509 
(Art. 1507 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Fuera de los casos á que se refieren los tres artícu-
los anteriores, verificado el remate en cualquiera de 
las subastas, lo aprobará el Juez en el mismo acto, 
mandando, si fueren bienes muebles 6 semovientes, 
que se entreguen al comprador, prévia la consignacion 
del precio dentro de tercero dia. 
A dicho fin, se dará la oportuna órden al deposita-
rio, y se hará constar en los autos la consignacion del 
precio y la entrega de los bienes, cuyo recibo firmará 
el comprador. 
ARTÍCULO 1510 
(Art. 1508 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando los bienes scan inmuebles, se aprobará el 
remate en el mismo acto. Si se hubiere celebrado do-
ble subasta, se adjudicarán al mejor postor luego que 
se reciban las diligencias practicadas para el remate 
en el otro Juzgado. 
Si resultaren iguales las dos posturas, se abrirá 
nueva licitacion entre los dos rematantes ante el Juez 
que conozca de los autos, á cuyo fin seAalará el dia y 
hora en que hayan de comparecer, y adjudicará los bie-
nes al que ofrezca mayor precio, devolviendo al otro el 
depósito que hubiere constituido. 
1)e la aprobación del remate tratan estos artículos: en el pri -
mero se reproduce sustancialmente la disposición del 988 de la ley 
anterior, en cuanto al remate de bienes muebles, pero fijando el. 
plazo de tres días para la consignación del precio, y ordenando la. 
forma en que han de ser entregados los bienes al rematante r sobre. 
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lo cual nada dijo dicha ley. Y respecto de los inmuebles, además 
de no hacer mención del párrafo 2.° de dicho artículo, que á ellos 
se refería, por haber sido derogada, según hemos dicho al comen-
tar el 1492, se dispone lo que ha de hacerse en los casos de doble 
subasta, todo en armonía con las reformas que se han hecho e n . 
esta materia. 
El contexto de ambos artículos es claro y sencillo, y no- se 
 presta á dudas en su aplicación: basta, pues, atenerse á su texto, 
teniendo presente que fuera de los casos á que se refieren los tres 
artículos que preceden a 
 los de este comentario, todo remate, sea 
de muebles ó inmuebles, ha de ser aprobado por el juez en el 
misma acto, esto es, acto continuo de celebrarse aquél y de publi-
carse el nombre del mejor postor, consignando, por consiguiente, 
la aprobación al final del acta que debe extenderse conforme al 
art. 1503, antes ó después de la aceptación del comprador. Si fue-
ren muebles ó semovientes los bienes rematados, mandará además 
el juez en el mismo acto, se haga saber al comprador que consigne 
el precio dentro de tercero día, y que verificado, se le entreguen 
los bienes, expidiéndose para ello la oportuna orden al depositario. 
Y si fueren inmuebles, se limitará el juez á la aprobación del re-
mate en el mismo acto, sin perjuicio de practicar después lo que 
se ordena en el art. 1510, para el caso de doble y simultánea su-
basta, y en todo caso lo que se previene en el 1511 y siguientes. 
En cuanto â los muebles y semovientes, además de lo ya dicho, 
previene el art. 1509 «se haga constar en los autos la consigna-
ción del precio y la entrega de los bienes, cuyo recibo firmará el 
comprador». Con esto bastaba conforme al derecho civil, puesto 
que, ahora lo mismo que antes, la traslación del dominio de los 
bienes muebles se verifica por medio de la tradición ó entrega, 
y como dice el art. 464 del Código civil, 
 «la posesión de los bie-
nes muebles, adquirida de buena fe, equivale al título». Sin em-
bargo, las leyes fiscales exigen otros requisitos. La de 25 de Sep-
tiembre de 1892, sobre el impuesto de derechos reales, y su regla-
mento de la misma fecha, sujetan á dicho impuesto las transmisio-
nes de bienes muebles de todas clases, que se verifiquen en virtud 
¿e autos judiciales, gravándolas con el 2 por 100 de su valor, y el 
il 
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art. 150 de dicho reglamento impone á los escribanos actuarios la 
obligación de advertir á los adjudicatarios de bienes muebles el 
deber en que están de presentar á la liquidación del impuesto las 
declaraciones correspondientes, y los plazos señalados para el pago, 
haciéndolo constar por diligencia escrita, que firmarán los intere-
sados, previniéndose además en el 143, que no se hará la entrega 
de los bienes muebles sin que se acredite previamente el pago del 
impuesto, bajo la responsabilidad subsidiaria del que la acordase_ 
Creemos, pues, que para el cumplimiento de estas disposiciones 
será preciso dar al comprador, luego que consigne el precio, tes-
timonio de la diligencia de remate para que lo presente á la liqui-
dación y pago del impuesto, y acreditado el pago, se librará la  or-
den al depositario para la entrega de los bienes. 
Cuando el rematante hubiere hecho la postura á calidad de 
ceder, en virtud de la facultad que concede el art. 1499, al coIn-
parecer, concluido el remate, para manifestar su conformidad y 
aceptación, deberá expresar la persona en cuyo nombre hubiere 
hecho la postura y á quién cede el remate, consignándolo también . 
en el acta. Aunque la ley no fija término para esa declaración, 
conviene hacerla en dicho acto, para evitar que la cesión hecha 
después sea considerada como una nueva venta para el pago del 
impuesto. En tales casos habrá de acordar el juez se haga saber 
al cesionario para su aceptación, sin la cual no quedará éste obli-
gado, y si no acepta, toda la responsabilidad será del que hizo la 
mejor postura, á no ser que pruebe haber obrado como mandatario 
del otro. 
Indicaremos, por último, que aunque la ley actual, lo mismo 
que la anterior, no permite la audiencia al ejecutante y ejecutado, 
que por la práctica antigua se les concedía antes de la aprobación 
del remate, puesto que ordena .que, verificado éste, sea aprobado 
en el mismo acto, tampoco prohibe su impugnación. Por consi-
guiente, habrá de seguirse la regla general, y contra la providen-
cia aprobando el remate, procederá el recurso de reposición den-
tro de cinco días, y en su caso el de apelación en un solo efecto 
dentro de tres, conforme á lo prevenido en los artículos 377, 380 
y 1531. 
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ARTÍCULO 1511 
FArt. 1609 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Aprobado el remate, el actuario practicará liquida-
cion de las cargas que afecten á los inmuebles vendi-
dos, rebajando del precio solamente el capital de cen-
sos y demás cargas perpétuas. 
Esta liquidacion se comunicará por tres dias á cada 
una de las partes y al comprador, y en vista de lo que 
expongan, el Juez la aprobará sin más trámites, 15 man-
dará hacer las rectificaciones que procedan. 
La liquidación de cargas, cuando las tiene la finca vendida, es 
necesaria para fijar el precio que debe pagar el comprador, y en la 
práctica se suplió el silencio de la ley anterior sobre este punto, 
adoptando generalmente el procedimiento que se establece en el 
presente artículo. Corresponde al actuario practicarla, luego que 
se apruebe el remate, y como la ley le impone esta obligación, de-
berá cumplirla sin necesidad de instancia de parte ni de mandato 
judicial; aunque lo más correcto será que el juez, al aprobar el re-
mate, mande al actuario que practique la liquidación de cargas, y 
dó cuenta. Hecho así, dictará el juez providencia, mandando que 
dicha liquidación se comunique por tres días á cada una de las 
partes y al comprador, y en vista de lo que expongan, acordará lo 
slue proceda, que será aprobar la liquidación, si no ha sido impug-
nada,ó mandar hacer en ella las rectificaciones que estime proce-
duntes. Esto es lo que ordena el presente artículo. Nótese que la 
coruunicación ha de ser á cada una de las partes: si el ejecutado 
no es parte en el juicio, claro es que no se entenderá con él ese 
trámite. El término de los tres días es prorrogable. Si hay necesi-
dad de recoger los autos, se empleará el apremio que establece el 
art. 308. Y contra la providencia aprobando ó rectificando la li-
quidación, procederán los recursos ordinarios de reposición dentro 
de cinco días y de apelación en un sólo efecto. 
La liquidación ha de ajustarse á lo que resulte de la certifica-
ción de cargas, que habrá librado el registrador de la propiedad 
eu cumplimiento de lo que previene el núm. 1.° del art. 1489, pues- 
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to que no perjudican á tercero, cual es el comprador, los graváme-
nes que no estén inscritos en el registro. Se hará mención de todas 
las cargas que afectan á los inmuebles vendidos; pero del precio en 
que hubiesen sido rematados, solamente se rebajará el capital de 
censos y demás cargas perpetuas, como se ordena en este ar-
tículo. A las hipotecas anteriores ó posteriores, si las hubiere, se 
aplicará lo que previenen el artículo 1516 y los dos siguientes; y 
si el gravamen consistiera en una servidumbre ú otra carga que 
haga desmerecer á la finca, lo habrán tomado en consideración los 
peritos al hacer el avalúo. Cuando de la certificación del registra-
dor resulte que las fincas están libres de cargas, es de sentido co-
mún que se suprima ese trámite: la ley manda que se haga la li-
quidación de cargas, en el supuesto de que las haya; si no las hay, 
sería supélfluo y hasta ridículo mandar que se haga lo que no pue-
de hacerse, y lo procedente en tal caso será acordar, después de 
aprobado el remate, lo que se ordena en el artículo siguiente so-
bre la consignación del precio. 
ARTÍCULO 1512 
(Art. 1510 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En la misma providencia en que se apruebe la liqui-
dacion de cargas, se mandará al comprador que dentro 
de un breve término, que no podrá exceder de ocho 
dias, consigne el precio que resulte de la liquidacion. 
ARTÍCULO 1513 
(Art. 1611 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el comprador no consignare el precio en el plazo 
señalado, 6 por su culpa dejare de tener efecto la ven-
ta, se procederá á nueva subasta en quiebra, quedando 
dicho postor responsable de la disminucion del precio 
que pueda haber en el segundo remate, y de las costas 
que se causaren con este motivo. 
El segundo de estos artículos concuerda sustancialmente con el 
987 de la ley anterior, y aunque en el 989 de la misma se prevenía 
que se otorgara la escritura á favor del comprador, previa la con- 
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signación del precio, no era en el estado del juicio ni con las cir-
cunstancias y detalles que ahora se determinan en el 1512. Ordé-
nase en él que en la misma providencia en que se apruebe la li-
quidación de cargas, y por consiguiente, sin necesidad de instancia 
especial del ejecutante, se mandará al comprador que dentro de un 
breve término, que fijará el juez según las circunstancias de cada 
caso, pero sin que pueda exceder de ocho días, consigne el precio 
que resulte de la liquidación; consignación que podrá hacer, aun-
que no lo dice la ley, en la mesa del juzgado ó en la Caja de De-
pósitos, á disposición del juez. Si así lo verifica, se acordará en el 
acto lo que en el artículo siguiente se previene para el otorgamien-
to de la escritura de venta, y que se entregue al deudor lo que se 
le deba por capital é intereses, ó hasta donde puedan cubrirse, sin 
perjuicio de abonarle lo demás á que tenga derecho, luego que se 
haga y apruebe la tasación de costas y la liquidación correspon - 
diente, como se ordena en et art. 1516. 
Pero «si el comprador no consignase el precio en el plazo se-
ñalado, 6 por su culpa dejase de tener efecto la venta»—dice el 
segundo de estos artículos, para comprender la ausencia ó cual-
quier otro acto voluntario del comprador que impida el otorga 
miento de la escritura, acto que siempre se convertirá en la falta 
de consignación del precio, pues consignado éste faltará el interés 
para tales obstáculos, y aunque se opongan, no habrá razón ni mo-
tivo para lo que dicho artículo dispone—«se procederá á nueva su-
basta en quiebra, quedando dicho postor responsable de de la dis-
minución del precio que pueda haber en el segundo remate», esto 
es, en el que se celebre á consecuencia de la nueva subasta en 
quiebra, «y de las costas que se causaren con este motivo». ¿Y lo 
será también de los perjuicios que hubiere causado al acreedor`? 
Sin duda alguna, puesto que le impone esta obligación el art. 1101 
del Código civil; pero como la disposición que examinamos, acaso 
para no embarazar el procedimiento, sólo se refiere á la disminu-
ción del precio y á las costae, que pueden exigirse en la misma vía 
de apremio, si el acreedor quiere reclamar los perjuicios, tendrá 
que hacerlo por separado en el juicio declarativo que corresponda 
6. la cuantía. 
DEL JUICIO EJECUTIVO 	 609 
La nueva subasta en quiebra se anunciará y celebrará bajo el 
mismo tipo y en igual forma que la anterior, que hubiere quedado 
sin efecto por culpa del comprador, de suerte que si esta éra ya se-
gunda subasta con rebaja del 25 por 100 del avalúo, con la misma 
rebaja se verificará aquélla. Si no hubiere postor, se hará lo que 
para estos casos se ordena en los artículos 1504 al 1508, siempre 
bajo la responsabilidad antedicha del comprador que no cumplió s1I 
compromiso. Se cubrirán estas responsabilidades con el depósito 
de su propiedad, que debió constituir para tomar parte en la su-
basta, como se previene en el art. 1500, y si no fuere suficiente, por 
lo que falte se procederá en la vía de apremio contra los demás 
bienes que le pertenezcan, así como se le devolverá lo que sobrare. 
ARTÍCULO 1514 
(Art. 1512 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Consignado el precio, se hará saber al deudor que, 
dentro de tercero dia, otorgue la escritura de venta á 
favor del comprador. 
Si no lo verifica, 6 no pudiera verificarlo por estar 
ausente, declarado en rebeldía, 6 por cualquiera otra 
causa, el Juez otorgará de oficio dicha escritura. 
ARTÍCULO 1515 
(Art. 1513 para Cuba y Puerto Rico.) 
Otorgada la escritura, se entregarán al comprador 
los títulos de propiedad, y se pondrán los bienes á dis-
posicion del mismo, dándose para ello las órdenes ne-
cesarias. 
Si lo solicitase el comprador, se le dará á conocer 
como dueño á las personas que él mismo designe, 6 se 
le pondrá en posesion de los bienes. 
Concuerdan con los artículos 989 y 990 de la ley anterior, pero 
con distinta redacción, determinando su objeto con más precisión 
y claridad, y modificando el precepto absoluto de aquella ley, que 
obligaba al juez en todo caso á poner al comprador en posesión 
de los bienes; diligencia innecesaria en la mayor parte de los ca- 
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sus, pór lo cual se manda ahora que sólo se verifique cuando la 
solicite el comprador. Si no la sulicita ni pide que se le dé á co 
nocer como dueño á los arrendatarios, inquilinos ó á otra perso-
na, basta poner los bienes á su disposición, dando para ello las 
órdenes necesarias, como dice el segundo de estos artículos, en 
ni monía con el art. 14G2 del Código civil, que previene que cuan-
do se haga la venta mediante escritura pública, como tiene que 
ser en el presente caso por tratarse de bienes inmuebles, el otor-
gamiento de la misma equivaldrá á la entrega de la cosa objeto 
del contrato, salvo pacto en contrario. 
Ambos artículos se refieren á la venta de bienes inmuebles y 
al caso más común y frecuente de que el mejor postor haya con-
signado el precio. flecha esta consignación, deba acordar el juez, 
sin necesidad de instancia de parte, se haga saber al deudor que 
dentro de tercero día otorgue la escritura de venta á favor del 
comprador, y si no lo verifica por no querer, ó no puede verificar-
lo ni hacérsele dicha notificación por estar ausente, declarado en 
rebeldía ó por cualquiera otra causa, el juez otorgará de oficio di-
cha escritura luego que lo solicite el acreedor transcurridos los 
tres días, produciendo los mismos efectos, incluso el de la inscrip-
ción en el registro, que si la hubiere otorgado el que era dueño 
de los bienes. Así lo dispone el art. 1514. Los gastos de dicha es-
critura, que consistirán en los derechos del notario y el papel tim-
brado, se abonarán en la forma establecida por el art. 1455 del 
Código civil; los de la matriz, ó sean lós del otorgamiento de la 
escritura, serán de cuenta del deudor, y si tiene que suplidos el 
acreedor, se incluirán en la tasación de costas para que se rein-
tegro de ellos, salvo el caso, que rara vez ocurrirá, de que en las 
condiciones de la subasta se haya impuesto al comprador la obli-
gación de pagarlos; y serán de cuenta de éste los de la primera 
copia y los demás posteriores á la venta. 
Luego que se otorgue la escritura de venta, acordará el juez 
que se entreguen al comprador los títulos de propiedad y quo se 
pongan los bienes á disposición del mismo, como se ha dicho al 
principio de este comentario, con referencia al art. 1515. ¿Y si no 
hubiere títulos de propiedad, como sucederá en el caso del articulo 
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1497? Véase en el comentario de este artículo lo que ha de hacer-
se en tales casos. 
ARTÍCULO 1516 
(Art. 1614 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la ejecucion se hubiere despachado á instancia de 
un segundo ó tercer acreedor hipotecario, el importe 
de los créditos hipotecarios preferentes, de que respon-
da la finca vendida, se consignará en el establecimien-
to destinado al efecto, y el resto se entregará sin dila-
cion al ejecutante, si notoriamente fuera inferior á su 
crédito, ó lo cubriere. 
Si excediere, se le hará entrega del capital é intere-
ses, y hecha y aprobada la tasaciou de costas y la li-
quidacion que proceda, se le abonará lo demás que 
tenga derecho á percibir. El remanente quedará á dis-
posicion del deudor, á no ser que se hallare retenido 
judicialmente para el pago de otras deudas, 6 que pe-
sen otras responsabilidades sobre el inmueble. 
ARTICULO 1517 
Cuando se hubiere despachado la ejecucion en vir-
tud de títulos al portador con hipoteca inscrita sobre 
la finca vendida, si existieren otros títulos con igual 
derecho, se prorateará entre todos el valor líquido de 
la venta, entregando al ejecutante lo que le correspon-
da, y depositándose la parte correspondiente á los de-
mas títulos hasta su cancelacion, para la cual podrá 
emplearse el procedimiento establecido en el art. 82 
de. la ley Hipotecaria. 
Art. 1616 para Cuba y Puerto Rico.—(Igual al que precede, menos la 
referencia final, que es al eprocedimiento establecido en los ar-
tículos 96 y 90 respectivamente de la ley Hipotecaria de cada una 
de las islas de Cuba y de Puerto Ricos.—Esta referencia ha de en-
tenderse hoy al art. 82 de la nueva ley Hpotecaria para las pro-
vincias de Ultramar, de 14 de Julio de 1893) 
71117,1,- 
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ARTÍCULO 1 518 
(Art. 1518 pars Cuba y Puerto Rioo.) 
En los casos a que se refieren los dos artículos ante-
riores, se cancelarán, á instancia del comprador, las 
inscripciones de las hipotecas á que estuviere afecta la 
finca vendida, expidiéndose para ello mandamiento, ea 
el que se exprese que el importe de la venta no fué su-
ficiente para cubrir el crédito del ejecutante, y en su 
caso, haberse consignado el importe del crédito del 
primer acreedor, 6 el sobrante, si lo hubiere, á disposi-
cion de los interesados. 
Luego que se consigne el precio de los bienes, debe dársele la 
aplicación correspondiente para llegar al fin de la via de apremio, 
que es el pago al acreedor. Esto debe hacerse sin dilación, y si es 
posible, ten el mismo día en que la consignación se haya verifica-
do», como se previno en el art. 991 de la ley anterior, y, por con-
siguiente, á la vez que en su caso se acuerde el otorgamiento de 
la escritura, y sin esperar á que esté otorgada, pues ya no hay ra-
zón para dilatar el pago por más tiempo. Dicho artículo de la ley 
anterior se limitó al caso más común y frecuente de que con loa 
bienes embargados sólo haya de cubrirse el crédito del ejecutante; 
pero esos mismos bienes pueden estar afectos á otras responsabili-
dades, y teniéndolo en consideración la nueva ley, como también 
lo dispuesto en la ley Hipotecaria, en armonía con ésta ha orde-
nado, en los tres artículos de este comentario, lo que ha de prac-
ticarse en cada uno de los casos que pueden ocurrir. 
Si los bienes vendidos, sean muebles ó inmuebles, no están 
afectos á otra responsabilidad, claro es que, consignado el precio, 
ha de entregarse sin dilación al ejecutante, si notoriamente fuere 
inferior á su crédito ó lo cubriese; pero si excediere, se le hará en-
trega del capital é intereses, y en seguida se practicarán la tasa-
ción de costas y la liquidación correspondientes, y aprobadas estas 
operaciones, se le abonará lo demás que tenga derecho á percibir. 
El remanente, si lo hubiere, quedará á disposición del ejecutado, 
á no ser que se hallare retenido judicialmente para el pago de 
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otras deudas, ó que pesen otras responsabilidades sobre el inmue-
ble que deban asegurarse, como luego diremos. Así lo dispone el 
art. 1516, y aunque es con referencia al caso en que exista alguna 
hipoteca anterior no cancelada, es de sentido común que se apli-
que como regla general. 
Cuando la ejecución se hubiere despachado á instancia de un 
segundo ó tercer acreedor hipotecario,—y lo mismo á instancia de 
cualquiera otro, pues no hay razón para establecer diferencia,—ss 
de justicia asegurar el crédito de los hipotecarios preferentes, de 
que responda la finca vendida. Para esto pudieran emplearse dos 
medios perfectamente legales: ó que el comprador cargase con 
la responsabilidad de la hipoteca, reteniendo en su poder del 
precio de la venta la cantidad necesaria para cubrirla, ó consig-
nar esta cantidad en el establecimiento destinado al efecto, que 
hoy es la Caja de Depósitos. La ley ha optado por este segundo 
medio, sin duda por creerlo más expedito, porque evita las contin-
gencias de otra vía de apremio, y porque así se cumple el contrato 
celebrado con el comprador, que se obligó á consignar íntegro el• 
precio del remate. Sólo en el caso del art. 1508, si el rematante 
hubiere hecho la postura con aquella condición y la hubiere apro-
bado el juez, no vemos inconveniente legal ni de otro orden para 
adoptar el primero de los medios indicados, puesto que con él no 
se lesionan en nada los derechos del acreedor preferente. 
En cumplimiento, pues, del art. 1516, que estamos exami-
nando, en el caso antedicho, del precio de la finca vendida ha de 
retenerse, en primer lugar, el importe de los créditos hipotecarios 
preferentes de que responda la misma finca, consignándolo en la 
Caja de Depósitos, y el resto se entregará sin dilación al ejecu-
tante, si notoriamente fuere inferior ó :igual á su crédito; y si ex-
cediere, se hará lo que ya se ha dicho anteriormente. Dicha con-
signación deberá ser de la cantidad de que deba responder la finca 
por razón de la hipoteca, según resultará de la certificación del 
registrador, puesto que es necesario hacerlo constar en el registro, 
conforme á lo prevenido en la ley Hipotecaria y su reglamento. 
No hay, pues, para qué entrar en investigaciones, á fin de fijar dicha 
cantidad, sobre si se han hecho pagos á cuenta ó si Be deben into-• 
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reses; estas son cuestiones que podrán ventilar los interesados en 
la forma correspondiente. La finca no responde, en perjuicio de 
tercero, de otras cargas más que las que resulten del registro de 
la propiedad, y por tanto, á la cantidad con que, según él, resulte 
gravada á favor del acreedor preferente, ha de concretarse la con-
signación. 
Esta no ha de hacerse, como dice algún comentarista, á dispo-
sición del acreedor preferente, de suerte que éste pueda acudir 
oon su título hipotecario àl establecimiento donde se halle la can-
tidad consignada y cobrarla ó retirarla cuando guste: la consigna-
ción se hace siempre á disposición del juzgado que la ordena, y 
sin que él lo mande no puede ser entregada á nadie: de otro modo 
podrían cometerse abusos é injusticias. El acreedor, á cuyo favor 
esté hecha la consignación, tendrá que acudir al juzgado para que 
mande se le entregue la cantidad: así lo acordará el juez, previa 
la conformidad del deudor; pero si éste se opone, tendrá aquél que 
entablar la acción correspondiente, en cuyo juicio se oirán las ex-
cepciones y defensa del deudor. Aunque la ley no lo ordena, cree-
mos procedente se notifique la consignación al acreedor preferente, 
por ser asunto de su interés, y así lo hemos visto en la práctica. 
El art. 1517 resuelve otro caso, que se prestaba á dudas y di-
ficultades. Sabido es que los Bancos de crédito, las compañías de 
ferrocarriles y otras sociedades anónimas, y aun también los parti-
culares, pueden emitir efectos al portador, y los emiten, bajo la 
denominación de obligaciones, cédulas hipotecarias y otras, con hi-
poteca de bienes inmuebles, inscrita en el registro de la propiedad, 
y 
 con vencimiento á plazo fijo ó por amortización. Cuando el po- 
seedor de algunos de esos títulos (no de todos, pues entonces no 
habría caso) que reunan los requisitos del núm. 5.° del art. 1429, 
entabla la ejecución contra la finca hipotecada . , y ésta se vende en 
la vía de apremio, como todos los títulos de aquella emisión, que 
no hayan sido cancelados, tienen igual derecho sobre la finca, or, 
llena dicho artículo con notoria justicia, que el valor líquido de la 
venta se prorrateará entre todos los títulos que estén en eircula-
ción, ó no resulten cancelados según la certificación del registra- 
dor, entregando al ejecutante lo que le corresponda, ;,depositén- 
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dose en la Caja do Depósitos la parte correspondiente á los demás 
títulos hasta su cancelación, y si hubiere sobrante, se liará lo dicho 
anteriormente. 
Cuando el ejecutante no hubiere cobrado por completo, tendrá . 
interés en acreditar que existen títulos cancelados, aunque no re-: 
suite del registro, ó que no pueden producir efecto por haberse. 
extraviado ó inutilizado, á fin de que so le complete el pago de su : 
crédito y costae con la parte del precio que por el prorrateo haya 
correspondido á esos títulos; y en otro caso, tendrá ese mismo in-
terés el deudor. Para conseguir la cancelación de tales títulos al 
portador, el interesado podrá emplear el procedimiento estable-
cido en el art. 82 de la ley Hipotecaria, tanto de la Península 
como de la hoy vigente en Ultramar. Así lo ordena también el ar-. 
tículo que estamos comentando, refiriéndose el verbo podr4 que. 
en él se emplea, no al procedimiento, sino á la facultad de instarlo, 
ó promoverlo. Según dicho art. 82, las inscripciones de las hipote-  
cas, constituí.das con el objeto de garantizar títulos al portador, 
podrán cancelarse por medio de escritura pública, de la cual conste 
haberse inutilizado los títulos, ó á solicitud firmada por los irte-, 
resados acompañando taladrados los referidos títulos; y cuando no 
pueda hacerse en esa forma por haberse extraviado algunos de 
ellos, será necesario presentar testimonio de la declaración judi-
cial de no tener efecto tales títulos. Para decretar esta declaración 
«deberán preceder cuatro llamamientos por edictos públicos y e n . 
los periódicos oficiales, y tiempo cada uno de ellos de seis meses, 
á los que tuvieren derecho á oponerse á la cancelación». 
Aunque el art. 1517 se concreta al caso expuesto de títulos a l . 
portador, por analogía habrá de aplicarse su disposición á los de 
más casos en que existan otros acreedores con igual derecho hipo-
tecario que el del ejecutante: si así resulta de la certificación del 
registrador, el valor líquido de la venta de la finca hipotecada se 
prorrateará entre todos, entregándose al ejecutante lo que le co- 
rresponda, y consignando en la Caja de Depósitos la parte co . rresr; 
 pendiente á los otros acreedores. , 
Todas las consignaciones que ordenan estos artículos tienen por, 
objeto, asegurar los derechos de los acreedores hipeteçários, para 
616 	 LIB. II-TIT. XV-ARTS. 1516 	 1518 
que pase la finca al dominio del comprador libre de esas cargas_ . 
Así se deduce del art. 1518, al disponer que en todos esos casos, 
«se cancelarán, á instancia del comprador, las inscripciones de las -
h ipotecas á que estuviere afecta la finca vendida, expidiéndose para. 
ello mandamiento al registrador, en el que se exprese que el im• 
porte de la venta no fué suficiente para cubrir el crédito del ejecu-
tante, y en su caso, haberse consignado el importe del crédito del 
p rimer acreedor, ó el sobrante, si lo hubiere, d disposición de los 
interesados». Estas palabras no pueden entenderse en el sentido de 
que los interesados podrán disponer libremente del dinero sobran-
te, sino conforme á lo prevenido en los artículos anteriores. Según 
el 1516, el importe de los créditos hipotecarios preferentes ha de 
consignarse en el establecimiento destinado al efecto, no á disposi-
ción de los interesados, sino á la del juzgado, el cual ordenará su 
entrega á quien y como corresponda, según ya se ha dicho; y si 
después de pagado el ejecutante hubiere algún remanente, queda-
rá á disposición del ejecutado, á quien se entregará de orden del 
juez, á no ser que se hallare retenido judicialmente para el pago de 
otras deudas, ó que pesen otras responsabilidades sobre el inmue-
ble. Estas responsabilidades no pueden ser sino por hipotecas pos-
teriores al derecho del ejecutante, y para cubrir esta responsabili-
dad hasta donde alcance, se consignará el remanente en la Caja de 
Depósitos á disposición del juzgado, el cual ordenará su entrega 
cuando proceda, como en el caso del primer hipotecario. ] si el so-
brante se hallare embargado ó retenido judicialmente, se consigna-
r á á disposición del juez que hubiere decretado el embargo, ponién-
dolo en conocimiento del mismo, si no fuere el que conozca del 
asunto, ó acreditándolo en los autos respectivos. En este sentido, y 
no puede ser en otro, quedan todas esas consignaciones á disposi-
ción de los interesados. 
Distribuido el precio de la finca en la forma expuesta, cuando 
lo solicite el comprador, debe mandar el juez que se expida el man 
damiento al registrador para la cancelación de todas las hipotecas, 
expresando en él haberse invertido todo el valor de la finca en cu 
brir las obligaciones á que estaba afecta por el orden de su prefe-
rencia, hasta donde aquel hubiere alcanzado. Así quedará la finca 
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libre de todas las hipotecas que sobre ella pesaban, como es de 
justicia, puesto que el comprador lia pagado el valor total de la 
misma, lo cual equivale á la extinción del inmueble, que lleva en si 
la extinción de la hipoteca. 
ARTfcuLO 1519 
(Art. 1517 de la, ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En el caso de haberse adjudicado la finca al ejecu-
tante en pago de su crédito, se entenderá sin perjuicio 
de las hipotecas anteriores á la suya, y tambien de las 
posteriores, si el precio de la venta fuere suficiente 
para cubrirlas. Si no bastare, podrá ser cancelada la 
inscripcion de las últimas, conforme á lo prevenido en 
el articulo anterior. 
Al caso en que se adjudique la finca al ejecutante en pago de 
su crédito, se refiere este artículo, sin concordante en la ley ante-
rior. Cuando la finca esté gravada con otras hipotecas, no se obli-
ga al ejecutante, porque no seria justo, á entregar en metálico el 
importe de las mismas, para consignarlo en la Caja de Depósitos, 
como lo previene el art. 1516 para el caso en que se venda la finca. 
La adjudicación de ésta al ejecutante «se entenderá sin perjuicio 
de las hipotecas anteriores á la suya, y . también de las posteriores, 
si el precio de la venta fuere suficiente para cubrirlas»; de suerte 
que en este caso pasará la finca al dominio del ejecutante con todas 
las cargas á que esté afecta, como lo autoriza también la ley Hipo-
tecaria. Sin embargo, si al ejecutante interesa tener la finca libr e . 
de cargas, no vemos razón ni precepto legal que se oponga á que 
haga la consignación del importe de las mismas para que se acuer-
de y verifique su cancelación, como en el caso de venta, y como lo 
permite el presente artículo respecto de las hipotecas que no ten-
gan preferencia, cuando el valor de la finca no sea suficiente para 
cubrirlas. 
En el caso, pues, de que tratamos, el precio líquido de la adju- 
dicación, después de deducidos los censos y demás cargas perpé -
tuE.s, si las hubiere, se liquidará y distribuirá del modo siguiente: 
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en primer lugar, se rebajará el importe total dé lee hipotecas .pro 
ferentes al derecho del ejecutante, con las que seguirá gravada la; . 
finca; y el remanentnse Aplicará á cubrir-el capital é intereses del 
crédito del ejecutante y las costae de que debá:ser•reintegrado. Si 
existiesen hipotecas 6 embargos posteriores, y el precio de la ven-
ta fuese suficiente para cubrirlas, también pasará la finca al ejecu-
tante con estas cargas; pero si no pueden cubrirse.én todo ni en 
parte, quedarán extinguidas y libre de ellas latines, Y .cuando 
quede algún remanente, después de cubiertas las hipotecas Prefe-
rentes y el crédito y costas del ejecutante, que no haste para cu-
brir las cargas posteriores, deberá éste consignarlo en metálico en 
el juzgado, el cual dispondrá su depósito, en la forma dicha al final, 
del. coméntario anterior, para responder á esas •cargas, hasta donde 
alcance, ó entregarlo al deudor, si no existen otras responsabilida-
des que cubrir. 
Siempre que queden extinguidas algunas hipotecas . 6 . cargas, 
por no alcanzar á cubrirlas el precio de adjudicación de la finca, 
podrá pedir el adjudicatario que se cancelen las iliseripciones á 
ellas referentes, y ad deberá acordarlo el juez, expresando • en et 
mandamiento al registrador el motivo por el que procede y se ha 
acordado la cancelación.. 
ARTICULO 1520 
iñ estar reintegrado completamente el ejecutante 
del capital é intereses de su crédito y de todas las cos-
tas de la ejècucion, nó podrán aplicarse' las aúnas rea-
lizadas 'á ningun otro Objeto que no haya Sido declara- 
do 'preferente por ejecutoria, salvo lo prevenido en' los 
artículos 1516 y 1517. ' 
•En ningun caso tendrán prelacion las costas causa-
das para la defensa del deudor en el juicio ejecutivo.. 
Art. 1t 18 de la ley para Cabe y Puerto Rico.._ (La référeiecia 'es .a 
tea'artieulos 1514 y' 1515 de esta ley, sin ót,l'a'i'driaci6n). 
• ; Se reproduce-en este; articulo lo que estableci61la:ley :de 1855 
en,sue'artículos 993 .y -99á, adicionando la sal+veded. de lo: preve. 
nido en los articules 151.6 y.151 Z, •para.ásegurarel.ípago.dé les ]sir 
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potecas preferentes y las que tengan igual dérecho que la riel eje-
cutante. Con estas dos excepciones, á las que será.p reciso agregar 
las que la ley Hipotecaria y el Cédigo civil establecen en favor 
 del 
 Estado, de la provincia y del municipio, por el importe de la últi-
ma anualidad, vencida y no pagada, de los impuestos  que graviten 
sobre los bienes, ó en favor de los aseguradores, sobre los bienes 
asegurados, por los premios del seguro de dos afios, y si este fuese 
mutuo, por los dos últimos dividendos; sin estar reintegrado com-
pletamente el ejecutante del capital é intereses de su crédito y de 
todas las costas de la ejecución, no podrán aplicarse las sumas rea-
lizadas de los bienes del ejecutado al pago de las costas causadas 
para la defensa de éste en el juicio, ni á"ningún otro objeto qu.e . na 
haya sido declarado preferente por ejecutoria. El que se crea cox 
mejor derecho que el ejecutante, deberá entablar oportunamente la 
correspondiente tercería, para que se le pague con preferencia, si 
es que recae á su favor la sentencia firme. 
ARTfCULO 1521 
En el caso de que, conforme á lo prevenido en el ar-
tículo 1505, el acreedor hubiere optado por la admi-
nistracion de las fincas embargadas, el Juez mandará 
quo se le haga entrega de ellas, bajo el correspondien-
te inventario, y que se le dé á reconocer á las personas 
qúe el mismo acreedor designe, acreditándolo todo en. 
los autos. 
Art. 1519 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1503 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 152 " 
(Art. 1520 para Cuba y Puerto Rico.) 
El acreedor y el deudor podrán establecer por medio 
de acuerdos particulares las. condiciones con que el pri-
mero ha de administrar las fincas embargadas; y la for-
ma y época en que ha de rendir cuenta de sus pro-
ductos. 
. Si no lo.hicieren así, .se; entenderá: que las fincas. han 
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de sea administradas segun la costumbre del país, de-
biendo el acreedor rendir cuenta anual de sus pro-
ductos. 
Eu este caso, si las fincas fueren rústicas, podrá el 
deudor intervenir las operaciones de la recoleccion, 
por si, á por medio de apoderado. 
ARTÍCULO 1523 
(Art. 1521 para Cuba y Puerto Rico.) 
De la cuenta presentada por el acreedor se dará vis-
ta al ejecutado por término de quince dias, y  de los 
reparos que éste hiciere, copia á aquél para que dentro 
del término de nueve dias manifieste si está 6 no con-
forme con ellos. 
ARTÍCULO 1524 
(Art. 1522 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no estuviere conforme, el Juez convocará al acree-
dor y al ejecutado á juicio verbal, para dentro de ter-
cero dia, en cuyo acto admitirá las pruebas pertinentes 
que propusieren, fijando para practicarlas el término 
que estime prudencial, siempre que no exceda de diez 
dias. 
Del resultado de las pruebas se extenderá la corres-
pondiente acta, uniéndose á los autos los documentos 
que las partes presentaren. 
ARTÍCULO 1525 
(Art. 1528 para Cuba y Puerto Rico.) 
Trascurrido el término de prueba, el Juez dictará 
sentencia dentro de quinto dia, en la cual resolverá lo 
procedente sobre la aprobacion 6 rectificacion de la 
cuenta presentada por el acreedor. 
Esta sentencia será apelable en ambos efectos. 
ARTÍCULO 1526 
(Art. 1524 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tudas las demas cuestiones que puedan surgir entre 
1 
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el acreedor y el ejecutado, con motivo de la adminis-
tracion de las fincas embargadas, se sustanciarán por 
los trámites establecidos para los incidentes. 
Ya hemos visto que por el art. 1505, en cumplimiento de la ley 
de bases, se ha introducido la novedad de conceder al ejecutante 
la facultad de hacerse cargo de la administración de los bienes 
embargados, cuando no hubiere habido postor en la segunda sa-
basta, para aplicar los productos al pago de su crédito. Esta no-
vedad exigía reglas para su ejecución y cumplimiento, y come 
complemento de aquella disposición, se determinan estas reglas en 
los seis artículos de este comentario, ordenando la forma en que 
ha de hacerse al ejecutante la entrega de los bienes, cómo han de 
ser administrados por éste, cuándo ha de rendir cuentas, y el pro-
cedimiento para aprobarlas y para ventilar las demás cuestiones 
que puedan surgir entre el acreedor y el ejecutado con motivo de 
esa administración. Todo esto se determina y ordena con tal cla-
ridad y precisión, y con tan buen sentido práctico, que basta ate -. 
 nerse al texto de los artículos, sin necesidad de más explica-
ciones. Será también aplicable el art. 1882 del Código civ il . 
ARTÍCULO 1527 
(Art. 1525 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el ejecutante se haya hecho pago de su en" ..- 
dito, intereses y costas con el producto de las fincas, 
volverán éstas á poder del ejecutado. , 
ARTICULO 1528 
(Art. 1526 para Cuba y Puerto Rico.) 
El ejecutado podrá en cualquier tiempo pagar lo que 
reste de su deuda, segun el último estado de cuenta 
presentado por el acreedor, en cuyo caso será aquél 
repuesto inmediatamente en la posesion de sus fincas 
y cesará éste en la administracion, sin perjuicio de 
rendir su cuenta general en los quince dias siguientes, 
y de las demas reclamaciones á que uno y otro se erean 
eon derecho. 
622 	 Lis. 11-7IT. Yv—,ARTa: 1527 A 1529 
ARTÍCULO 1529 
(Art. 1627 para Cuba y Puerto Rico.) 
El acreedor podrá cesar en la administracion de las 
fincas cuando lo crea conveniente, y pedir que se sa-
quen de nuevo á pública subasta por el precio que re-
sulte, rebajado el 25 por 100 del avalúo, y si no hu-
biere postor, que se le adjudiquen por las dos terceras 
partes de este valor en lo que sea necesario para com-
pletar el pago, deducido lo que hubiere percibido á 
cuenta. 
Para completar lo relativo á la administración de los bienes 
del deudor por el acreedor, cuando éste se encargue de ella con-
forme al art. 1505, se determinan en estos artículos los tres casos 
en que ha de tenerse por terminada y sus efectos. Atribuye la ley á 
esta administración su carácter natural de medida transitoria, y la 
da por terminada cuando se haya llenado su objeto, esto es, cuan-
do el ejecutante se haya hecho pago de su crédito, ó sea de la 
deuda principal, intereses y costas, con el producto de las fincas, 
b por voluntad de cualquiera de las partes. 
Al primero de estos casos se refiere el art. 1527, ordenando 
que cuando el ejecutante se haya hecho pago con el producto de 
las fincas, volverán éstas 6 poder del ejecutado, cesando aquél, por 
consiguiente, en la administración, como es natural y justo. Ese 
pago resultará de la última cuenta que rinda el ejecutante, confor-
me al art. 1522, y por esto no se hace, por ser innecesaria, la 
 pre-
vención del art. 1528 sobre rendición de cuentas. 
Como para devolver las fincas al ejecutado ha de estar pagado 
por completo el ejecutante, no sólo del capital, sino también de 
los intereses y de las costas de que deba reintegrarse, es de todo 
punto accidental que se designen los créditos por este orden, como 
se hace en al artículo que estamos examinando, ó que se apliquen 
aquellos productos al pago de intereses y extinción del capital, 
como se dice en el art. 1CO5. Todo ha de quedar pagado, y como 
el objeto de estas disposiciones no ha sido determinar la preferen-
cia de créditos, que á nada conduciría en el presente caso, no ve-  . 
n 
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mos entre ellas la contradicción que encuentran algunos compañe-
ros, y nos parece ociosa é inútil la polémica que promueven acerca 
de si el ejecutante debe aplicar los productos de la administración 
á cubrir primero los intereses, y después el capital, ó al contrario. 
Esta cuestión, si llegara á suscitarse, está resuelta clara y termi-
nantemente, de acuerdo con nuestra antigua jurisprudencia, en el 
artículo 1173 del Código civil, aplicable al caso, que dice: «Si la 
deuda produce interés, no podrá estimarse hecho el pago por 
cuenta del capital mientras no estén cubiertos los intereses.» 
A voluntad del ejecutado puede y debe cesar el ejecutante en 
la administración de los bienes embargados, pero sólo en el caso 
de que aquél pague á éste fo que reste de su deuda, ó sea por in-
terés, capital y costar, según el último estado de cuenta presenta-
do por el acreedor. En cualquier tiempo en que esto se verifique, 
ha de ser repuesto inmediatamente el deudor en la posesión de sus 
fincas, alzándose el embargo y cesando el acreedor en la adminis-
tración, con la obligación de rendir su cuenta general en los quin-
ce días siguientes, para cuyo examen y aprobación, como también 
para las reclamaciones á que uno y otro se crean con derecho, se 
observará lo prevenido en los artículos 1523 al 1526. Así lo orde-
na el 1528, segundo de este comentario. 
Y según el último, ó sea el 1529, «el acreedor podrá cesar en 
la administración de las fincas cuando lo crea conveniente», esto 
es, á su voluntad y en cualquier tiempo, sin que pueda obstar el 
que se le confirió á su instancia, puesto que hizo uso entonces y lo 
hace ahora de un derecho que le concede la ley. Un comentarista 
califica de injusta y combate esta disposición, fundándose en que 
no se respetan los derechos adquiridos por el deudor en virtud de 
la novación de contrato que, según él, se verifica por el hecho de 
hacerse cargo el acreedor de la administración de los bienes. A 
nuestro juicio, no hay tal novación ni se crean tales derechos; no 
se hace mas que variar la persona del administrador, sin modificar 
en nada el contrato, que sirvió de base á la ejecución, y mucho 
menos en favor del deudor, á quien no se oye ni se consulta para 
conferir la administración al acreedor. Solo en el caso de haberse 
¿ate hecho cargo de la administración por convenio con su deudor, 
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obligándose á cobrar en esa forma, mediante el pacto de anticresis, 
conforme á los artículos 1881 y siguientes del Código civil, po dría 
obligársele al cumplimiento de lo pactado; pero al optar por la a d-
ministración en virtud del derecho que la ley le concede, solo se 
obligó á lo que la misma ley ordena, y ésta con laudable previsión 
le permite cesar en la administración cuando lo crea conveniente. 
Lo injusto y lo inconveniente sería declarar perpetua esa ad-
ministración, como tendría que serlo cuando los rendimientos de 
la finca sean insuficientes para cubrir los intereses y extinguir el 
capital, lo que sucederá casi siempre, quedando así amortizada la 
finca puesto que nadie podría disponer de ella, y privado el acree-
dor de su perfecto derecho á realizar su crédito. ¿Quién aceptaría 
tal administración con estas condiciones? Habría sido inútil esta-
blecerla. 
Pero, aunque la ley faculta al acreedor para cesar en la admi-
nistración cuando lo crea conveniente, teniendo en consideración 
que se encargó de ella por su propia voluntad, no le permite aban-
donarla, ni pedir que se nombre otro administrador: podrá cesar á 
condición de «pedir que se saquen de nuevo los bi enes á pública 
subasta por el precio que resulte rebajado el 25 por 100 del ava-
lúo, y si no hubiere postor, que se le adjudiquen por las dos ter-
ceras partes de este valor, en lo que sea necesario para completar el 
pago, deducido lo que hubiere percibido á cuenta». De suerte que 
sin llenar estos requisitos, sin deducir estas pretensiones, no debe 
ni puede el juez permitir que el acreedor cese en la administración 
de la finca: tiene que continuar en ella, hasta que con la venta ó 
su adjudicación en pago, se ponga término á la vía de apremio. 
Cuando llegue este caso, en los quince días siguientes rendirá el 
acreedor su cuenta general, como para caso análogo lo previene el 
art. 1528. 
Salta á la vista la equidad de estas disposiciones, en cuya apli-
cación no creemos pueda ocurrir dificultad alguna, porque son 
bien claras y terminantes. Aunque antes de encargarse el acreedor 
de la administración debió preceder la segunda subasta con re-
baja del 25 por 100 de la tasación, ordena la ley que, en el caso 
de que tratamos, se celebre otra subasta bajo el mismo tipo, ó sea 
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con dicha rebaja, para favorecer el interés del deudor, por si hu-
biesen variado las circunstancias con el transcurso del tiempo y se 
presentase postor; y solo en el caso de no haberlo, se adjudicarán 
los bienes al acreedor por las dos terceras partes del valor que 
hubiere servido de tipo para esta subasta, como en el caso del ar-
tículo 1505, esto es, por las dos terceras partes á que quede redu-
cido cl valor de la finca, hecha la rebaja del 25 por 100 de su ta-
sación. Y como en la nueva ley están prohibidas las retasas, y solo 
se permite un avalúo, claro es que á él se refiere la disposición de 
que tratamos, pues no puede referirse á otro, y sería irracional la 
duda sobre si podrá referirse al valor que sirvió de tipo para la 
segunda subasta celebrada antes de constituir la administración 
del acreedor. 
Dedúcese también de dicha disposición, sin ningún género de 
duda, que cuando no haya postor en esta nueva subasta con el 
mismo tipo que la segunda, I \o cabe la tercera subasta sin sujeción 
á tipo, que permite el art. 1506, cuya disposición no es aplicable 
al presente caso: si no hay postor, es ineludible la adjudicación en 
pago al acreedor, como se ha dicho. Y nótese que, según el ar-
tículo 1529, que estamos comentando, la adjudicación ha de ha-
cerse en cuanto sea necesario para completar el pago, deducido lo 
que el acreedor hubiere percibido á cuenta: por consiguiente, 
cuando la finca sea divisible, y su valor de adjudicación exceda de 
lo que sea necesario para completar el pago, no puede obligarse 
al acreedor á que reciba toda la finca, abonando en metálico la di-
ferencia, sino que éste podrá pedir que se le adjudique solamente 
la parte necesaria para cubrir su crédito. En este caso tendrá que 
presentar la cuenta de su administración, como dato necesario 
para saber lo que se le resta debiendo por intereses, capital y 
costas. 
ARTÍCULO 1530 
Cuando la ejecucion se haya dirigido contra bienes 
especialmente hipotecados, y fuere pacto expreso del • 
contrato que el acreedor pueda encargarse de la admi- 
nistracion de los mismos, en tanto que se verifica la 
TOMO v 	 79 
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venta, el actor podrá pedir que se le ponga en posesion 
de ellos. 
El Juez accederá á esta pretension, sin audiencia del 
deudor, si resultare dicho pacto de la escritura de prés-
tamo 6 de otra adicional, sin perjuicio de continuar el 
juicio ejecutivo á instancia del acreedor. 
Serán aplicables á este caso las disposiciones de los 
artículos 1521 y siguientes. 
Art. 1528 de la ley para Cuba y Puerto Rico. —(La referencia del pd- 
rrafo último es á los arts. 1519 y siguientes de esta ley, sin otra 
variación). 
A. semejanza de lo establecido en  favor de las instituciones de 
crédito por el decreto•ley de 5 de Febrero de 1869, á que se refie-
re el art. 1560, donde podrá verse, se hace extensiva por el pre-
sente á todo acreedor hipotecario la facultad de encargarse de la 
administración de los bienes especialmente hipotecados, antes de 
verificarse la venta y en tanto que esta se celebra, destinando sus 
productos al pago de intereses y extinción del capital, siempre que 
sea pacto expreso del contrato, como se ordenó en la base 13 de 
las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1880. Por consiguiente, 
en cualquier estado del juicio ejecutivo, desde la demanda hasta 
que se vendan los bienes, podrá el acreedor hipotecario hacer uso 
de ese derecho pidiendo que á dicho fin se le ponga en posesión de 
los bienes, y el juez debe acceder ello, sin audiencia del deudor, 
si resultase dicho pacto de la escritura de préstamo ó de otra adi-
cional, y no en otro caso. No obstará para ello el que existan acree-
dores hipotecarios preferentes, ni tampoco posteriores; unos y otros 
podrán hacer uso de su derecho en la forma correspondiente. So-
bre la forma en que ha de hacerse al acreedor la entrega de los 
bienes, su administración, rendición y aprobación de cuentas, y 
cuestiones que puedan suscitarse, se estará á lo prevenido en los 
artículos 1521 al 1526. Sin perjuicio de llevarse á efecto la entrega 
y administración de los bienes, formándose para ello pieza separa-
da, se continuará el juicio ejecutivo á instancia del acreedor. 




Todas las apelaciones que sean procedentes en la 
via de apremio del juicio ejecutivo serán admitidas en 
un solo efecto. 
No se comprenderán en esta disposicion las de los 
incidentes indicados en el art. 1526, ni los demas que 
se sustancien en pieza separada 6 que no tengan rela-
cion con la venta de bienes y el pago al acreedor. 
Art. 1629 de la ley para Cuba y Puerto Rico. — (La referencia es al 
art. 1524 de esta ley, sin otra variación). 
En este artículo, sin concordante en la ley anterior, último de 
lu sección que trata del procedimiento de apremio, se dá exacto 
cumplimiento á lo ordenado en la base 3.' de las aprobadas por la 
ley de 21 de Junio de 1880 para la reforma del Enjuiciamiento 
civil. Entre otras cosas se mandó por dicha base «establecer que la 
apelación procede sólo en un efecto, en las ejecuciones de senten-
cia, en la via de apremio, y por regla general en los actos judicia-
les en que la ley no disponga lo contrario»; y esto es exactamente 
lo que se ha establecido en el presente artículo. 
Ordénase en él, de conformidad estricta con dicha base, que 
t ,las las apelaciones que sean procedentes en la vía de apremio 
del juicio ejecutivo, serán admitidas en un solo efecto»: precepto 
claro y absoluto. A. continuación se determinan los casos no com-
prendidos en dicha disposición, á fin de evitar las dudas que pudie-
ran suscitarse sobre la admisión de apelaciones en incidentes pro-
movidos en el juicio ejecutivo durante la vía de apremio, aunque 
no afecten al objeto y fin de la misma, esto es, á la venta de los 
bienes y al pago del acreedor. Por esto se declara que no se com- 
prenderán en dicha disposición las apelaciones de los incidentes in-
dicados en el art. 1526, que son los que se promuevan entre el deu-
dor y el acreedor con motivo de la administración de los bienes, 
cuando éste se encargue de ella; ni los demás que se sustancien en 
pieza separada, en razón á que tampoco impiden la continuación 
de la vía de apremio, y porque, debiendo sustanciarse por los trá- 
628 	 LIB. TI--T/T. XV-ART. 1531 
mites de los incidentes, el art. 758 declara apelable en ambos efec-
tos la sentencia que en ellos recaiga, y si les señala la ley tramita-
ción especial, como sucede en el de aprobación de las cuentas á que 
se refiere el art. 1525, en él se declara que la sentencia será ape-
lable en ambos efectos. En todos estos casos quedará en suspen-
so la jurisdicción del juez respecto de las cuestiones que se  Arco 
-tilen en el incidente, como es de justicia, para que sigan las cosas 
en el estado en que se hallen hasta que se resuelva la contienda por 
sentencia firme; pero no respecto de los autos principales, puesto 
que no ha sido admitida en ellos la apelación, y como en los autos 
principales se sustancia la vía de apremio, claro es que no quedará 
interrumpida ni en suspenso por aquellas apelaciones, realizándose 
así el propósito y fin de dicha base 3 
Y concluye el artículo que estamos comentando, declarando que 
tampoco se comprenderán en su disposición las apelaciones de Ins 
incidentes que no tengan relación con la venta de bienes y el pogn 
al acreedor. Luego los que tengan relación con estos objetos, se 
sustancien ó no en pieza separada, están comprendidos en dicha 
disposición, y por consiguiente. las apelaciones que en ellos se iI - 
terpongan serán admitidas en un solo efecto. El objeto de esta de-
claración no es ni puede ser otro que el de respetar estrictamente 
lo ordenado en la base 3.a: los incidentes que tengan relación con 
la venta de bienes y el pago al acreedor, pertenecen natural y 
esencialmente á la via de apremio, al paso que no afectan á esta los 
que no tengan aquella relación: por eso, podrá admitirse en estos 
la apelación en ambos efectos cuando lo permita la ley; pero en 
aquellos, en todo caso, ha de admitirse en un solo efecto. Esta es 1 
interpretación racional del presente artículo, y con ello queda de-
mostrado que los redactores de la ley reformada no se han separa-
do de la base 3. 9. , ajustándose á ella estrictamente en su letra y en 
su espíritu, como estaban en el deber de hacerlo. 
Es de notar, por Último, la diferencia entre el art. 1480 y el 
actual. Aquél se refiere al juicio ejecutivo en su sección I.a, gijia 
comprende el procedimiento ejecutivo, y no permite en él otros 
incidentes que los que nazcan de las cuestiones de competencia y 
de acumulación; y éste se refiere al procedimiento de apremio, or- 
APRNDICE 
Procedimiento de apremio para los créditos hipotecarios 
en las provincias de Ultramar. 
En la introducción del presente título (páginas 442 y 443 de 
este tomo) se llamó la atención sobre la importante y  radical re-
forma que por la nueva ley Hipotecaria para las provincias de Ul-
tramar, de 14 de .f ulio de 1893 y su reglamento de 18 del mismo 
mee, se había introducido en el procedimiento del juicio ejecutivo, 
que en aquellas provincias era igual al de la Península, pero sólo 
con relación á los créditos hipotecarios; reforma que consiste en 
suprimir el procedimiento ejecutivo, ordenado en la sección 1 a de 
rst.e título, comenzando las actuaciones judiciales por la vía de 
apremio, simplificada en cuanto es posible. Por alcanzar esta re-
forma á la ley de Enjuiciamiento civil de Cuba y Puerto Rico, 
comprendida en estos comentarios, y por haberlo ofrecido en el 
lugar citado, nos creemos en el deber de insertar en este apéndice 
las disposiciones que la han producido. 
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denado en la 2.a sección, para prevenir que las apelaciones que 
sean procedentes en la vía de apremio y en los incidentes que 
tengan relación con la venta de bienes y el pago al acreedor, 
cosas ambas que constituyen el procedimiento de apremio, serán 
admitidas en un sólo efecto, excluyendo de esta disposición los 
incidentes que no teniendo dicha relación se sustancien en pieza 
separada, en los cuales se observará la regla general de admitir 
las apelaciones en un sólo efecto, cuando la ley no disponga lo 
contrario; deduciéndose de estas disposiciones que no establece la 
ley limitación para los incidentes en la vía de apremio. Por consi-
guiente, podrán los interesados promover los que con justa razón 
estimen procedentes, siempre que tengan relación inmediata con 
el asunto principal ó con la validez del procedimento empleado 
en dicha vía para la ejecución de la sentencia de remate, conforme 
,á lo prevenido en los artículos 742 y siguientes. 
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Indicábamos también en dicha introducción la conveniencia y 
nuestro deseo de que se llevase la misma reforma al proocedi-
miento de la Península, y así se intenta hacerlo. El Ministro de 
Gracia y Justicia ha presentado un proyecto de ley en el Senado, 
cuya Comisión dió dictamen favorable en 29 de Mayo del corriente 
año de 1894, autorizando al Gobierno para introducir en la ley 
Hipotecaria de la Península las modificaciones que respecto de la 
misma contiene la ley para las provincias de Ultramar de 14 de 
Julio del año último. Emite su opinión sobre este punto dicha Co-
misión, diciendo que <,la reforma que organiza un nuevo y rápido 
procedimiento para hacer efectivo el derecho asegurado con hipo-
teca, es de importancia decisiva entre todas las reformas proyecta-
das con relación á la vida y desarrollo del crédito territorial». Es 
de desear que así suceda; pero aunque no fuese decisiva su impor-
tancia, mucho contribuirá á dicho fin, por ser más breve, más efi-
caz y menos dispendioso el procedimiento para hacer efectivos los 
créditos hipotecarios. Si llega á ser ley dicho proyecto, pendiente 
de la aprobación de las Cortes, antes de terminar esta obra, dare-
mos por apéndice las disposiciones que reformen la de Enjuicia 
miento civil. 
Veamos ahora las que ya rigen en las provincias de Ultramar, . 
6 sea en las islas de Cuba, Puerto Rico y Filipinas. 
Ley Hipotecaria para las provincias de Ultramar 
de 14 de Julio de 1893. 
Art. 127.. En la escritura de hipoteca se hará constar el pre-
cio en que tasan la finca los contratantes, para que sirva de tipo 
á la única subasta que se debe celebrar, en el caso de que, vencido 
el plazo del préstamo, no conste en el Registro de la propiedad el 
pago de dicho préstamo. 
Art. 128. Las diligencias judiciales previas de la subasta con-
sistirán en la presentación por el acreedor de un escrito al Juzga-
do ó Tribunal competente del lugar en que radiquen los bienes, 
acompañado de la escritura de préstamo con la nota de inscripción 
y de una certificación del Registrador de la propiedad que declare 
no constar en sus libros cancelado el gravamen hipotecario á la 
terminación del plazo. 
Se requerirá al deudor de pago si residiere en el lugar en que 
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radica la finca y se supiere su domicilio; bastará en otro caso que 
se requiera al que se halle al frente de la finca en cualquier con-
cepto legal, á fin de que ponga en conocimiento del dueño la re-
clamación. 
A los treinta días de este requerimiento se publicarán los edic-
tos en la Gaceta de la isla correspondiente, con expresión del esta-
do de los títulos de propiedad, celebrándose la subasta á los veinte 
días de la publicación. No habiendo postor, podrá el ejecutante 
pedir que se le adjudiquen los bienes, respondiendo de todas las 
cargas anteriores, si las hubiere. 
Cuando se subaste la finca á instancia de un segundo ó poste. 
rior acreedor hipotecario ó de acreedores comunes, se declarará sin 
efecto tal subasta si no se ofrece cantidad suficiente para pagar, 
con los intereses que consten en el Registro, todos los créditos 
anteriormente inscritos. Podrán celebrarse, á costa de los ejecutan-
tea que lo pidan, las subastas posteriores que convengan á sus in-
tereses, siempre que acrediten por certificación 'del Registro que 
no han sido aun pagados. 
La finca ejecutada no responde de las costas que se causen, á 
no constar inscrita en el Registro la cantidad indispensable para 
esta atención. 
En el Reglamento para la ejecución de esta ley se determina-
rán los demas pormenores á que ha de ajustarse este sumario pro-
cedimiento. 
Art. 129. Si antes de que el acreedor haga efectivo su derecho 
sobre la finca hipotecada pasare ésta á manos de un tercer posee-
dor, se entenderán directamente con éste todas las diligencias pre - 
venidas en el artículo anterior, como subrrogado' en la personali -
dad del deudor. 
	
Art. 130. Lo dispuesto en los dos artículos precedentes será 
	 s 
igualmente aplicable al caso en que deje de pagarse una parte del 
capital del crédito ó de los intereses, cuyo pago deba hacerse en 
plazos diferentes, si venciere alguno de ellos sin cumplir el deudor 
su obligación, y siempre que tal estipulación conste inscrita en el 
Registro. 
Art. 131. Si para el pago de alguno de los plazos del cIpital 
ó de los intereses fuere necesario enajenar la finca hipotecada, y 
aun quedaren por vencer otros plazos de la obligación, se verifica-
rá la venta y se transferirá la finca al comprador con la hipoteca 
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correspondiente á la parte del crédito que no estuviere satisfecha 
la cual, con los intereses, se deducirá del precio. 
Si el comprador no quisiere la finca con esta carga, se deposi-
tará su importe con los intereses que le correspondan, para que 
sea pagado el acreedor al vencimiento de los plazos pendientes. 
Art. 132. Se considerará también como tercer poseedor, para 
los efectos del art. 129, el que hubiere adquirido solamente el usu-
fructo ó el dominio útil de la finca hipotecada, ó bien la propie-
dad ó el dominio directo, quedando en el deudor el derecho corre-
lativo. 
Si hubiere más de un tercer poseedor, por hallarse en una 
persona la propiedad 6 el dominio directo, y en otra el usufructo 
ó el dominio útil, se entenderá el requerimiento con quien se ha lle 
al frente de la finca. 
Art. 133. No se suspenderá en ningun caso el procedimiento 
ejecutivo por las reclamaciones de un tercero, si no estuvieren 
fundadas en un título anteriormente inscrito, ni por la muerte del 
deudor ó del tercer poseedor, ni por la declaración de quiebra, ni 
por el concurso de acreedores de cualquiera de ellos. 
Art. 134. La acción hipotecaria prescribirá á los veinte años, 
contados desde que pueda ejercitarse con arreglo al título ins-
crito. 
Reglamento para la ejecución de la ley Hipotecaria 
de Ultramar, de 18 de Julio de 1893. 
Art. 168. Vencido, en todo ó en parte, un crédito hipotecario, 
ó sus intereses,•el procedimiento para su cobro; en cuanto se diri-
ja tan sólo contra los bienes gravados con la hipoteca, se ajustará 
á las disposiciones de los artículos 128 y siguientes de la ley y á 
las do este Reglamento, completadas en la forma que el mismo se-
ñala por las de la ley de Enjuiciamiento civil de Cuba, Puerto 
Rico ó Filipinas respectivamente. 
Art. 169. Con el escrito inicial del procedimiento se han de 
presentar: 
Primero. Los comprobantes de la personalidad, incluso los que 
acrediten el mandato del Procur'ador, cuando no gestione por sí el 
mismo acreedor ó su legal representante. 
Segundo. El título ó los títulos del crédito con nota de su 
 ins- 
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cripción y con las formalidades que la ley de Enjuiciamiento civil 
e xige para autorizar mandamiento de ejecución. 
Tercero. Certificación del Registrador de la propiedad de fe-
cha posterior á la del vencimiento de la obligación, que declare no 
co nstar cancelado el gravamen hipotecario, ni hallarse pendiente 
de cancelación, segun el Diario. También deberá contener esta cer-
t ificacíón copia literal de las inscripciones de cualesquiera otros 
censos, hipotecas y demás gravámenes á que estén afectos los bie-
nes hipotecados, así como de las de transmisión de dichos bienes á 
favor de terceros. 
Este certificado no podrá ser de fecha anterior en más de quin-
ce días á la presentación de la demanda. 
El escrito á que se refiere este articulo, autorizado siempre con 
firma de Letrado, enumerará los hechos y las razones jurídicas de-
terminantes de la certeza, la subsistencia y la exigibilidad del cré-
dito y de la competencia del Juzgado; señalará categóricamente 
las cantidades ciertas cobradas en concepto de intereses ó á cuenta 
del capital de la deuda, expresando también la cuantía líquida de 
la reclamación que por el sólo acto de iniciar eI procedimiento 
contraerá el acreedor, sujetandose á indemnizar cuantos daños y 
perjuicics irrogare al deudor ó á terceres interesados por malicia 
ó negligencia en la fiel exposición de los hechos, y las circunstan-
cias que ha de apreciar el Juez para autorizar el procedimiento y 
para continuarlo. 
Art. 170. El Juez examinará el escrito y los documentos que 
lo instruyan, y si considera cumplidos los requisitos legales, sin más 
trámites, dictará auto, mandando requerir á los que, según la cer-
tificación del Registro, estuvieren en posesión de los bienes hipote-
cados, ora los conserve el deudor, ova se hayan transmitido á ter-
cero en todo ó en parte, para que dentro de treinta días verifiquen 
el pago de la suma reclamada con las costas, si también estuviesen 
hipotecariamente garantidas, bajo apercibimiento de procederse á 
la subasta de los bienes hipotecados. 
Cuando el Juez no considere cumplidos dichos requisitos, de-
negará también por medio de auto, en este caso apelable en ambos 
efectos, el requerimiento solicitado. 
Será Juez competente el del lugar en que radiquen todos los 
bienes hipotecados, sin que se admita sumisión en contrario. Cuan-
do los bienes hipotecados radiquen en distintos distritos judiciales, 
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será competente aquel de entre ellos al cual constare h echa expresa 
sumisión en la escritura, y en defecto de tal sumisión, el del lugar 
en donde radique el inmueble de mayor valor, ó cualquiera de los 
varios inmuebles de mayor valor, si lo tuvieren igual dos ó más en 
la escritura. Si ésta fué inscrita con anterioridad á la ley y no ex-
presa el valor de las fincas, se atenderá á la cuantía de la respon-
sabilidad hihotecaria distribuida entre ellas. 
Art. 1 71. Cuando todos los bienes hipotecados estén en manos 
de un sólo poseedor, según la certificación del Registro, el reque-
rimiento de pago se entenderá con él en su domicilio si reside en 
el término municipal donde radique alguno de dichos bienes. Esto 
mismo se practicará respecto de cada cual de los poseedores de los 
distintos bienes, cuando fueren varios. Cuando alguno de los que 
hayan de ser requeridos de pago no residiere en término municipal 
donde radique alguno de los bienes, el requerimiento se entenderá 
con la persona que se halle al frente de la finca en cualquier con-
cepto legal, á fin de que lo ponga sin dilación en conocimienio del 
dueño. Si la finca estuviese abandonada, de modo que nadie la ten-
ga á su cargo, el requerimiento se entenderá con la Autoridad mu-
nicipal administrativa del pueblo, con igual encargo de comunicar-
lo al deudor. 
Cuando el dominio de algunos inmuebles hipotecados estuviese 
dividido por hallarse en una persona la propiedad ó el dominio 
directo, y en otra el usufructo ó el dominio útil, para el requeri-
miento se reputará poseedor en nombre de todos al que se hallare 
encargado de la finca, ó á quien en ella haga sus veces. 
Si alguna persona á quien se deba requerir de pago figura en 
la certificación del Registro como poseedora de varios bienes hipo 
tetados y el requerimiento se lia de evacuar con el encargado ó la 
Autoridad municipal, se atenderá tan sólo al inmueble que, entre 
los poseidos por la misma persona, conste en la escritura con ma
-
yor valor ó á cualquiera de los que, teniéndole igual, superen el 
valor de los demás. En defecto de evaluación, se atenderá á la cuan-
tía de la responsabilidad hipotecaria. 
Cuando quiera que el requerimiento de pago no se evacue en 
el domicilio de aquel á quien el pago incumba, ni tampoco se en-
tienda con apoderado ó arrendatario que tenga á su cargo la finca, 
se publicará además por medio de edictos, que se insertarán en la 
Gaceta de la isla correspondiente, y en tal caso, el término de train- 
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ta días empezará á contarse desde la publicación en dicho periódi-
co oficial. 
Cuando en las certificaciones del Registro de la propiedad conii 
ten los domicilios de las personas interesadas en las responsabili-
dades que se hubieran inscrito después del derecho del actor, el 
Juez mandará, á la vez que el requerimiento de pago, oue se in-
tente la notificación del auto á dichas personas interesadas en aque-
llos domicilios si en ellos fueren habidas. 
Art. 172. Espirado el plazo del requrimiento sin que el deudor 
haya consignado la suma ó presentado la escritura pública de can-
celación, con la nota de presentación en alguno de los R egistros, 
en donde se haya de tomar razón de ella, ó certificación del Regis 
trador de quedar cancelada la hipoteca en virtud de la cual se pro-
ceda, mandará el Juez, á instancia del actor, que se pongan en pú• 
blica subasta los bienes hipotecados por término de veinte días, fi-
jándose edictos en los sitios públicos de costumbre del Ingar en 
que se siga el procedimiento y del en que los bienes radiquen, ó 
insertándose en la Gaceta de la isla, con expresión de los títulos 
de propiedad, según la inserción que de ellos contengan los docu-
mentos anejos al primer escrito. En la Escribanía estarán de mani-
fiesto los autos y los demás títulos que el actor hubiere creído 
conveniente aportar. Se entenderá que todo licitador acepta como 
bastante la titulación. 
Estos edictos señalarán el día, hora y sitio del remate, y servi-
rán también para hacer saber la subasta á los acreedores que ten-
gan inscritos ó anotados sus derechos sobre los bienes con poste-
rioridad al del ejecutante, y con los cuales no hubiere tenido efec-
to la notificación que prescribe•el párrafo final del art. 171, defirien-
do expresarse, al efecto, los nombres de estos interesados. según 
resulten de la certificación del Registro, para que puedan concurrir 
á la subasta si les conviniere. 
Cuando el justiprecio de los bienes, convenido en el título del 
crédito en cuya virtud se proceda, supere la cuantía de las respon-
sabilidades preferentemente aseguradas con los bienes, aquél se 
expresará en los edictos como tipo para la subasta. Cuando las 
responsabilidades preferentes sean más cuantiosas, su importe total 
será el tipo mínimo de la subasta. 
Para determinar el importe de las responsabilidades preferen - 
tes, capitalizará el Juez el de los censos y las demás cargas perre,- 
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tuas que tengan prelación, las cuales quedarán á cargo del com-
prador y se rebajarán del precio, consignándose en los edictos esta 
circunstancia. 
Entre las responsabilidades de cuya liquidación trata el párra-
fo anterior, se incluirán, á instancia del actor, los descubiertos ga-
rantizados con hipoteca legal á favor de la Hacienda pública ó de 
los aseguradores y las cantidades que el actor mismo hubiere des-
embolsado para extinguir estos descubiertos. 
La subasta se verificará en la forma prevenida para el juicio 
ejecutivo; pero cuando las dos terceras partes del tipo marcado en 
ios edictos no excediere de la cuantía de las responsabilidades 
preferentes, esta cuantía señalará el minimo de las posturas ad-
misibles. 
No habiendo postor en esta primera subasta, podrá el ejecutan-
te pedir que se le adjudiquen los bienes por el menor tipo que hu-
biera podido admitir á un rematante, según el párrafo anterior, 
respondiendo de todas las cargas anteriores y debiendo consignar 
el exceso que acaso resulte, cubierto su crédito. Este exceso se 
entregará á quien corresponda, depositándolo el Juez á disposición 
del mismo en el establecimiento público destinado al efecto, si no 
quedare entregado dentro de los diez dios siguientes á la consig-
nación. 
Si el ejecutante no pidiere la adjudicación, podrá solicitar que 
se pongan de nuevo los bienes hipotecados en pública subasta con 
rebaja del 25 por 100 del tipo fijado en la primera, con tal que esta 
reducción deje cubiertos los créditos anteriores. Para ello deberá 
presentar el actor nueva certificación del Registro, expresiva de 
que su hipoteca no ha sido cancelada, si hubiese estado suspenso 
el procedimiento por más de seis meses. Esta subasta se verificará 
en la misma forma que la primera, pudiendo admitirse posturas 
que cubran los dos tercios del precio reducido, siempre que cubran 
los créditos preferentes al del actor. También podrá éste pedir la 
adjudicación en las condiciones expresadas, si la segunda subasta 
quedare desierta en todo ó en parte. 
No produciendo remate ni adjudicación la segunda subasta, po-
elrán celebrarse otras á instancia del actor, llenando éste en su ca-
so el requisito que se expresa en los párrafos precedentes, por el 
precio irreductible equivalente á los créditos preferentes. Tam-
niéu podrá pedirse en tal caso la adjudicación por este mismo pre- 
I 
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cio, con obligación de cubrir dichas cargas á su vencimiento , sub-
drogándose respecto de ellas en el lugar del deudor. 
Art. 173. Si verificada cualquier subasta en que hubieren sido 
admisibles posturas iguales á los créditos preferentes al del actor. 
no se remataren los bienes, ni se solicitare la adjudicación dentro 
de los diez días siguientes, quedará terminado y sin ulterior curso 
el expediente y á salvo el derecho del ejecutante para demandar, 
por los procedimientos declarativos ó ejecutivos comunes, el cobro 
de su crédito, con las costas del expediente sumario, contra toda 
clase de bienes de las personas responsables. 
Art. 174. Vendida ó adjudicada la finca hipotecada, y consig-
nado en su caso el precio correspondiente, se otorgará de oficio la 
escritura de traspaso ó el acta de adjudicación por el Juzgado, en 
representación del dueño de los bienes hipotecados, si éste no com - 
parece espontáneamente á otorgarla el día que se señale, que será, 
el más próximo posible, y seguidamente se pondrá en posesión ju-
dicial al nuevo dueño, si lo solicitare. 
Vendida ó adjudicada la finca y aplicado el producto en la 
forma procedente, se practicarán las cancelaciones que correspon-
dan, á tenor de lo dispuesto en las leyes Hipotecaria y de Enjui-
ciamiento civil. Esto se entenderá sin perjuicio de log demás dere-
chos y acciones que los acreedores postergados, ó no satisfechos 
totalmente, puedan ejercitar contra el deudor. 
Art. 175. Los procedimientos sumarios á que se refiere esta 
Sección no podrán suspenderse por medio de incidentes ni por otro 
alguno, á instancia del deudor, del tercer poseedor, ni de ningún 
otro que se presente como interesado, salvo en los siguientes casos: 
1.° Si se justificare documentalmente la existencia de un pro-
cedimiento criminal por falsedad del titulo hipotecario en cuya vir-
tud se proceda, en que se haya admitido querella ó dictado auto 
de procesamiento. 
2." Si se interpusiere una tercería de dominio, acompan o do 
inexcusablemente con ella título de propiedad de la finca de que se 
trate, inscrito á favor del tercerista con fecha anterior á. la inscrip-
ción del crédito del ejecutante y no cancelado en el Registro. 
3.° Si se presentare certificado del Registrador, expresivo de 
quedar cancelada la hipoteca en virtud de la cual se proceda, ó co-
pia auténtica de la escritura pública de cancelación de la misma, 
con la nota de presentación en alguno de los Regis tros en donde 
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se haya de tomar razón de ella, otorgada por, el actor ó por sus cau-
santes ó causahabientes, acreditándose también documentalmente 
el titulo de transmisión en su caso. 
En el primer caso, subsistirá la suspensión hasta que termine 
la causa criminal, pudiéndose reanudar entonces el procedimiento 
si no quedase declarada la falsedad. 
En el segundo caso, subsistirá hasta el término del juicio de 
terce ría. 
En el caso tercero, el Juez convocará á las partes á una com-
parecencia, debiendo mediar cuatro días desde la citación: oirá á 
las partes, admitirá los documentos que presenten, y acordará en 
forma de auto lo que estime procedente dentro de segundo día. 
Será apelable en ambos efectos este auto cuando ordenare la 
suspensión. 
Todas las demás reclamaciones que puedan formular, así el deu-
dor como los terceros poseedores y los demás interesados, incluso 
las que versaren sobre nulidad del título ó de las actuaciones, ó so-
bre vencimiento, certeza, extinción é cuantía de la deuda, se ven-
tilarán en el juicio plenario que corresponda, sin producir nunca 
el efecto de suspender ni entorpecer el procedimiento ejecutivo. 
la competencia para conocer de este juicio declarativo se deter-
minará por las reglas ordinarias. 
Al tiempo de interponer la demanda, según el párrafo prece-
dente, ó durante el curso del pleito, podrá solicitarse que se asegure 
la efectividad de la sentencia, con retención del todo ó una parte 
tie la cantidad que por el procedimiento ejecutivo deba entregarse 
al ejecutante. El Juez decretará esta retención en vista de los do-
cumentos que se presenten, si estima bastantes las razones que se 
aleguen. Si el ejecutante afianza á satisfacción del Juez la cantidad 
que estuviese mandada retener á las resultas del juicio declarativo, 
se alzará la retención. Si el que solicitare esta medida no tuviere 
solvencia notoria y suficiente, el Juez deberá exigirle previa y bas-
tante garantía para responder de los intereses de demora y del 
 re-
sarcimiento de cualesquiera otros daños y perjuicios que puedan 
ocasionarse al acreedor. 
Los acreedores que tengan inscrito su derecho con anterioridad 
A la ley vigente, podrán optar por este procedimiento sumario; mas 
cuando los títulos de sus créditos no expresen la conformidad del 
tieudor con un prec io determinado para la subasta, habrán de 
 acre- 
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Jitar esta conformidad, consignada en documento público, ó pedir 
el justiprecio, con arreglo á la ley de Enjuiciamiento civil, para 
preparar el anuncio de la subasta; entendiéndose siempre aplica-
bles las reglas de esta Sección, que señalan el tipo mínimo para 
salvaguardar las responsabilidades preferentes. Las diligencias 
para el nombramiento de perito se practicarán al verificarse el re-
querimiento de pago y se entenderán con las mismas personas con 
quienes aquél deba formalizarse. 
Si durante la sustanciación del expediente pasare la finca ó al-
guna de las fincas hipotecadas á manos de otro poseedor, éste, acre-
ditando la inscripción de su título, podrá pedir que se le exhiban 
los autos en la Escribanía, y el Juez lo acordará, sin paralizar el 
curso del expediente, entendiéndose con él las diligencias ulterio-
res, como subrrogado en el lugar del causante. 
Art. 176. Contra las resoluciones judiciales en estos procedi-
mientos sumarios, podrá interponer el ejecutante los recursos ordi-
narios de la ley de Enjuiciamiento, cuando no se disponga otra 
cosa en esta Sección. Los recursos de las demás personas por cual-
quier concepto interesadas, nunca suspenderán ni entorpecerán el 
curso del procedimiento ejecutivo que esta Sección regula, salvo 
los casos de suspensión, taxativamente marcados en la Sección 
misma. 
Las disposiciones de la ley de Enjuiciamiento civil vigentes en 
Cuba, Puerto Rico y Filipinas, serán aplicables á estos procedi-
mientos como supletorias, en cuanto no se opongan á lo prescrito 
en la Hipotecaria y en el presente Reglamento. 
SECCIÓN TERCERA 
DE LAS TERCERÍAS 
Se da en el foro el nombre de tercería á la oposición que hace 
ó reclamación que deduce un tercer litigante en juicio pendiente 
ya entre otros interesados, y el de tercer opositor, al que deduce 
esa reclamación. Nuestros prácticos antiguos daban el nombre de 
excluyente á la tercería y al opositor cuando éste alega en su favor 
un derecho preferente al de los otros litigantes; y de  coadyuvan- 
NM 
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te, cuando se dirige å ayudar 6 sostener la pretensión de cualquie-
ra de éstos. Pero realmente es innecesaria é impropia esta distin-
ción. Un tercero que tenga interés directo en un pleito, por ser 
igual su derecho al de una de las partes, puede acudir á él para 
coadyuvar la acción y pretensiones que le interesen, y á ese tercero 
se le ha dado y se le da con propiedad el nombre de coadyuvante; 
pero es impropio dar la denominación de tercería á la acción que 
ejercita, porque no deduce una tercera pretensión que sea contra-
ria 6 excluyente de lo que pretenden los otros dos litigantes. Por 
esto la ley procesal no reconoce directa ni indirectamente esa dis-
tinción de las tercerías, y sí la única real y positiva, que es la de 
dominio y la de mejor derecho, definidas en el art. 1532, pertene-
cientes ambas á la clase de las que antes se llamaban excluyentes; 
y esto á pesar de haber declarado en el art. 1543 que las disposi-
ciones sobre tercerías en el juicio ejecutivo son aplicables á las 
que se interpongan en cualquier otro juicio 6 incidente en que se 
proceda por embargo y venta de bienes. 
En estos incidentes del juicio ejecutivo se han introducido 
también novedades importantes, modificando algunas disposicio-
nes de laF ley anterior y ampliando ó adicionando otras para dar 
cumplimiento á lo mandado en la base 14 de las aprobadas por la 
ley de 21 de Junio de 1880. Se ordenó por dicha base, para evitar 
dudas y abusos de la práctica anterior, «fijar como principio ab-
soluto que las tercerías hayan de seguir la tramitación correspon-
diente á la entidad de la cosa demandada, sin pe ^mitir en ningún 
caso segunda tercería, ya de dominio, ya de preferencia, que se 
funde en títulos ó derechos que poseyera el tercerista al tiempo 
de formular la primera». !Al examinar los artículos de esta sec-
ción, veremos la forma en que ha sido desenvuelta esta base, y lla-
maremos la atención sobre las demás reformas introducidas en 
este procedimiento, en virtud de la autorizació n concedida por la 
base 19, que mandó introducir en la ley dentro del espíritu de 
las bases anteriores, las demás reformas y modificaciones que la 
ciencia y la experiencia aconsejaran como convenientes. 
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ARTÍCULO 1532 
(Art. 1530 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las tercerfas habrán de fundarse, 6 en el dominio 
de los bienes embargados al deudor, ó en el derecho 
del tercero á ser reintegrado de su crédito con prefe-
rencia al acreedor ejecutante. 
Aunque con diferente redacción para expresar mejor el con-
cepto, concuerda este artículo con el párrafo primero del 995 de 
la ley anterior. En Al se definen con claridad las tercerías de do-
minio y las de mejor derecho, á la vez que se da á entender que 
son las únicas que podrán utilizarse en el juicio ejecutivo. Para 
determinar si el tercero tiene derecho á ser reintegrado de su cré-
dito con preferencia al del acreedor ejecutante, se estará á lo or-
denado en el Código civil sobre la prelación de créditos, cuyas die-
posiciones hemos expuesto en las páginas 194 y siguientes de este 
tomo, al tratar de - la graduación de créditos en el concurso de 
acreedores. Pero téngase presente que, en virtud de lo que dispo-
ne el art. 1516, el acreedor con primera hipoteca no tendrá nece-
sidad de entablar la tercería de mejor derecho para que se reco-
nozca la preferencia de su crédito: se la reconoce la ley ordenando 
la forma en que ha de asegurarse su pago; y si se opone el deudor 
á que se le entregue la cantidad retenida, no tendrá que entablar 
la tercería, sino hacer uso contra éste de la acción que correspon-
da, como hemos dicho en el comentario del artículo citado. 
ARTÍCULO 1533 
(Art. 1531 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Podrán deducirse en cualquier estado del juicio eje-
cutivo. 
Si la tercerfa fuere de dominio, no se admitirá des-
pues de otorgada la escritura 6 consumada la venta de 
los bienes á que se refiera, 6 de su adjudicacion en pago 
y entrega al ejecutante, quedando á salvo el derecho 
del tercero para deducirlo contra quién, y como corres- 
ponda. 
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Si fuere de mejor derecho, no se admitirá despues 
de realizado el pago al acreedor ejecutante. 
Supliendo una omisión de la ley anterior, que daba lugar á du-
das y cuestiones, y de acuerdo con la jurisprudencia establecida, 
se declara en este articulo que las tercerías, tanto de dominio como 
de mejor derecho, «podrán deducirse en cualquier estado del juicio 
ejecutivo». Y como, según el epígrafe del presente título, el juicio 
ejecutivo comprende las dos secciones en que está dividido, claro 
es que podrá deducirse la tercería lo mismo durante el procedi-
miento ejecutivo, que es el de la primera sección, que mientras se 
halle pendiente el procedimionto de apremio, que es el de la se-
gunda (1). Pero era de notoria conveniencia fijar en éste un límite, 
determinar cuándo concluye el juicio para este efecto, ó hasta 
cuándo podrán admitirse en él las demandas de tercería, y así lo 
hace también el presente articulo, distinguiendo, como era racio-
nal que distinguiese, entre las dos clases de tercerías. 
Según él, «si la tercería fuere de dominio, no se admitirá la 
demanda después de otorgada la escritura 6 consumada la venta de 
los bienes á que se refiera, 6 de su adjudicación en pago y entrega 
al ejecutante». No huelga ni sobra ninguna de estas palabras, como 
luego veremos. Ha sido y es doctrina corriente, sancionada ahora 
por el Código civil, que el contrato de compraventa se perfecciona 
(1) El Tribunal Supremo tiene declarado en sentencia de 22 de Septiem-
bre de 1892, que las tercerías, por su naturaleza de incidentes del juicio eje-
cutivo, sólo pueden admitirse, i tenor de lo preceptuado en el art. 1533 de la 
ley de Enjuiciamiento civil, en cuanto el juicio subsista, pero no en lo que 
esté ejecutoriado, por haberse otorgado la venta (le los bienes ó su adjudi-
cación en pago en las de dominio, ó porque se haya realizado el pago al eje-
entente en las do mejor derecho. 
Y en otra sentencia de 10 de Octubre de 1889 declaró también, que la ter-
cería procede desde el momento en que se causa el embargo de la cosa cuyo 
dominio ó prelación se pretende, hóyase ó no anotado el embargo en el Re-
gistro de la propiedad, porque la anotación no tiene mas objeto que asegu-
rar el derecho del embargante contra otra anotación posterior, y la tercería 
se dirige contra la providencia de embargo, de la que sólo es una conse-
cuencia la anotación. 
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con el consentimiento de las partes sobre la cosa y el precio, y se 
consuma con el pago del precio y la entrega de la cosa. Podrá dis-
cutirse sobre cuál de esos dos actos debe ser el límite para la ter-
cería de dominio, conforme á los principios del derecho, y no fal-
tarán razones para sostener que el de la perfección del contrato, 
puesto que desde el momento en que el comprador y el vendedor 
convienen en la cosa y en el precio, es obligatorio para ambos, 
aunque ni la una ni el otro se hayan entregado, como lo declara 
el art. 1450 del Código civil. La ley, sin embargo, ha preferido 
fijar el acto de la consumación, en consideración, sin duda, á que 
mientras ésta no se realice, está la finca á disposición del juzgado, 
1 cual corresponde, por tanto, resolver la cuestión de dominio y 
entregar la finca á quien deba entregarse, y así se evitan nuevas 
complicaciones y gastos. Es verdad que se priva al comprador de 
un derecho legítimamente adquirido, pero también se le libra del 
pleito de reivindicación, y como aquel derecho lo adquirió con esa 
condición rescisoria establecida por la ley, no puede decirse que 
se le priva de él indebidamente. 
Pero, aunque haya razones para sostener una y otra tesis, la 
ley ha resuelto la cuestión en el sentido que ha creído más conve-
niente, y es ineludible su cumplimiento. Ordena que no se admitan 
tc r -erías de dominio después de otorgada la escritura ó consumada 
la venta de los bienes, ó de su adjudicación en pago y entrega al 
ejecutante, y asi debe cumplirse. Faltaría, por tanto, á este pre-
cepto expreso de la ley el juez que, siguiendo el consejo de un dis-
tiuguido comentarista, rechazara toda tercería de dominio que se 
interponga después de aprobado el remate ó de aceptada la adju-
dicación en pago, aunque no se haya verificado la entrega de la 
cosa. No: esos actos implican solamente la perfección del contrato, 
y no au cónsumación, y la ley ordena que ésta y no aquélla sirva 
de límite á la admisión de las tercerías de dominio. 
Para fijar este límite, se han empleado en el segundo párrafo 
del artículo las palabras después de otorgada la escritura 6 consu-
mada la renta, en consideración á que la ley solo exige la forma-
lidad de la escritura cuando la venta sea de bienes inmuebles, en 
cuyo caso el otorgamiento de aquella equivale á la entrega de la 
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cosa, y con él queda consumado el contrato; pero si la venta es de 
muebles, no bay necesidad de escritura, y entonces no se entiende 
consumado el contrato mientras no se ponga al comprador en 
posesión de la cosa vendida, ya materialmente, ya por la en-
trega de las llaves del local donde se guarden los muebles, ó 
por cualquiera de los otros medios ficticios que permite la ley. 
Esta doctrina ha sido sancionada por los artículos 1462 y 1463 
del Código civil, y es también conforme á lo prevenido en los ar-
tículos 1509, 1514 y 1515 de la'presente ley. Por eso, porque unas 
veces quedará consumada la venta con el otorgamiento de la escri-
tura, aunque no se baya hecho la entrega material de los bienes, 
y en otras será necesaria esta entrega para aquel efecto, con buen 
acuerdo ha mencionado la ley los dos casos para alejar dudas y 
vacilaciones. Y en el caso de adjudicación en pago, no basta que el 
juez lo haya decretado para que se tenga por terminada la vía de 
apremio; es necesario además que se haya realizadó la entrega de 
los bienes al ejecutante, y mientras esto no se verifique, debe ad-
mitirse la tercería de dominio, como lo ordena también la ley. Si 
por tratarse de inmuebles se hubiere otorgado escritura pública, 
téngase presente que esta equivale á la entrega de la cosa, como se 
ha dicho. 
Contra la doctrina expuesta se objeta como obstáculo insupera-
ble la situación anómala del comprador, que después de haber con-
signado el precio, quedará sujeto al resultado del juicio de terce-
ría, y se pregunta si podrá ser parte en este juicio. Sin género de 
duda entendemos que no, porque la acción no va dirigida contra 
él, sino contra el ejecutante y el ejecutado, con quienes ha de sus-
tanciarse, conforme al art. 1539, y porque para ostentar el derecho 
real de dominio, único que pudiera darle intervención en el pleito, 
falta el otorgamiento de la escritura ó la entrega de la cosa ven- 
dida. No estando previsto en la ley este caso especial, tiéne que re-
solverse por las reglas generales del derecho, y creemos que el com-
prador, que no quiera esperar ni sujetarse al resultado del juicio 
de tercería, podrá pedir la rescisión del remate, por referirse el 
contrato á una cosa litigiosa, de cuya circunstancia no tenía cono-
cimiento, ó por cualquier otro fundamento legal, y que se le de- 
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vuelva el precio consignado con los intereses que hubiere pro-
ducido. 
Ordena, por último, el artículo que estamos examinando que, 
si la tercería fuere de mejor derecho, no se admitirá después de 
realizado el pago al acreedor ejecutante». Este es el fin del juicio 
ejecutivo; pagar al ejecutante: realizado el pago, queda terminada 
la vía de apremio, y no cabe la tercería, porque no puede producir 
ningún efecto. Si realmente el tercer opositor tuviera mejor dere-
cho que aquel para cobrar con preferencia, lo ha perdido en pena 
de su morosidad, por no haber entablado su acción en tiempo opor-
tuno: no puede obligarse al ejecutante á que devuelva lo que hu-
biese cobrado legítimamente, como para los concursos de acreedo-
res está prevenido en los artículos 1279, núm. 3.° y 1285. Se en-
entenderá realizado el pago cuando el ejecutante haya recibido el 
importe total de su crédito con intereses y costae, ó hasta donde 
hubiese alcanzado el valor de los bienes vendidos, y en el caso de 
adjudicación de estos en pago, cuando se le haya hecho la entrega 
de los mismos (1). 
(1) El Tribunal Supremo tiene hechas sobre este punto, en sentencias de 
casación, las declaraciones siguientes: 
Que no puede prosperar la tercería de mejor derecho respecto de canti-
dades entregadas ó adjudicadas en pago al ejecutante antes de que so pre 
sentara la demanda de tercería, sin quo la admisión de Asta, consentida por 
las partes, .prejuzgue aquella cuestión.—Sent. de 1. ° de Mayo de 1889. 
Quo la regla consignada en el primor apartado del art. 1633 do la ley de 
Enjuiciamiento civil, está subordinada á las excepciones comprendidas en los 
dos párrafos siguientes, y disponiéndose en el último de éstos quo si la ter-
ccria fuere de mejor derecho, no so admitirá después de realizado el pago al 
ejecutante, es claro que siendo como es la adjudicación una forma de pago 
que la ley reconoce, no debe admitirse ni puede estimarse en definitiva una 
tercería de aquella clase, deducida cuando estaban adjudicados al ejecutante 
en pago de su crédito todos los bienes embargados al deudor ejecutado: que 
si éste tuviera otros bienes, y los persiguiere el ejecutante, podría el terco 
rista ejercitar su acción en cuanto á ellos; y que el párrafo segundo de dicho 
articulo se refiere exclusivamente á las tercerías de dominio, y no es aplica-
ble rti las de mejor derecho, que se rigen por el párrafo tercero.—Sent. de 21 
de Marzo de 1890. 
Que el convenio celebrado entre el ejecutante y ejecutado, y ratificado 
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¿Y si se hubieren entregado los bienes en administració á aI 
ejecutante para aplicar sus productos al pago de los intereses y ex-
tinción del capital, conforme á los artículos 1505 y 1530? Hay 
quien opina que en tales casos no debe admitirse la tercería, por-
que está terminado el procedimiento de apremio. Tenemos por no-
toriamente errónea esta opinión. La entrega de los bienes en ad-
ministración no es, ni puede ser una manera legal de terminar la 
vía de apremio: ésta queda pendiente hasta que cobre por comple-
to el ejecutante, el cual puede instar su continuación cuando lo 
crea conveniente, como lo declara el art. 1529 para el caso del 1505, 
y como para el otro caso lo previene también el 1530 al ordenar 
que el juez conceda la administración, «sin perjuicio de continuar 
el juicio ejecutivo á instancia del acreedor». Además de no estar 
terminada la vía de apremio, los bienes siguen siendo del dominio 
del ejecutado (1), y mientras de las cuentas anuales no resulte pa-
gado por completo el ejecutante, concurren todas las circunstancias 
que la ley exige para que sean admitidas las demandas de tercería, 
tanto de dominio como de n:ejor derecho. Ninguna confusión ni 
desorden puede introducir este procedimiento: el ejecutante admi-
nistrador retendrá como suyo lo que hubiere cobrado á cuenta de 
lo que se le deba, y sólo desde que se interponga la tercería se 
consignarán en la Caja de Depósitos los productos de la finca en 
 cuestión para entregarlos.á quien corresponda, según la sentencia 
de dicho juicio. Lo irregular y lo absurdo estaría en obligar al ter-




           
           
           
           
           
           
           
         
en autos, después de consentida la sentencia de remate, por el Dual ana 
parte de la pensión vitalicia, que disfruta el segundo, debe ser aplicada al 
pago de los intereses y capital prestado por el primero, hasta que quede óste 
totalmente satisfecho, constituye una cesión equivalente al pago, contra la 
Dual no cabe tercería de mejor derecho. Y que las disposiciones de los articu-
los 1288 de la ley de Enjuiciamiento, y 1 .291, 1293 y 1299 del Código civil, se 
refieren á la prelación de créditos que están en litigio, y no son aplicables 
en lo que baya sido destinado definitivamente á su pago, porque sobre esto 
ya no hay pleito.—Sent. de 22 de Septiembre de'1892. 
(1) Ni aun en la anticresis puede estipularse, bajo pena de nulidad, que eI 
acreedor adquiera la propiedad del inmueble por falta de pago de la denda. 
(Art. 1884 del Código óivil.) 
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Concluiremos indicando que cuando se presenta una tercería 
fuera de tiempo, 6 después del límite señalado por la ley, el juez 
debe rechazarla de plano, sin dar audiencia al ejecutante ni al eje. 
cutado: no se admitirá, dice el presente artículo, y no cabe por 
tanto tramitación alguna. Por consiguiente, cuando el estado de los 
autos no permita la tercería, el juez debe repelerla desde luego por 
medio de auto, declarando no haber lugar á su admisión. Cuando 
sea de dominio, quedará á salvo el derecho del tercero para dedu-
cirlo contra quien y como corresponda, según se declara en el pá-
rrafo segundo del presente artículo á fin de que no haya duda de 
que podrá dirigir su acción reivindicatoria contra el adquirente de 
la finca; salvedad que no es necesario consignár en el auto, puesto 
que es de ley, y que no se ordena para la tercería de preferenci a 
por no haber razón para establecerla. Contra dicho auto procede-
rá el recurso de reposición, y el de apelación en su caso, conforme 
á los arts. 377 y 380. 
ARTÍCULO 1534 
Las demandas de tercería no suspenderán el curso 
del juicio ejecutivo del que sean incidencia. 
Se sustanciarán en pieza separada por los trámites 
del juicio declarativo que corresponda á su cuantía, 
conforme á lo prevenido en el art. 488. 
Art. 1532 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al 
art. 487 de esta ley, sin otra váriación.) 
ARTÍCULO 1 . 535 
(Art. 1533 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando sea de dominio la tercería, luego que en el 
juicio ejecutivo recaiga sentencia firme de remate, se 
suspenderá el procedimiento de apremio respecto de 
los bienes á que se refiera, hasta la decision de aquélla. 
ARTÍCULO 1536 
(Art. 1531 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la tercería fuere de mejor derecho, se continuará 
1, 
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el procedimiento de apremio hasta realizar la venta 
de los bienes embargados, y su importe se depositará 
en el establecimiento destinado al efecto, para hacer 
pago á los acreedores por el órden de preferencia que 
se determine en la sentencia del juicio de tercería. 
Aunque con diferente redacción para expresar con más clari-
dad los conceptos, concuerdan sustancialmente estos tres artículos 
con el párrafo 2.° del 995 y con los 99G'y 997 de la ley de 1855. 
En el primero de ellos se establece el principio, no observado en 
la práctica antigua, de que las demandas de tercería, ya sea ésta 
de dominio ó de preferencia, no suspenden el curso del juicio eje-
cutivo del que son incidencia. Y para la ejecución de este princi-
pio se ordena, que se sustancien en pieza separada por los trámi-
tes, no del juicio ordinario, como decía la ley anterior, dando lu-
gar al abuso de que se empleara en todo caso el procedimiento de-
de mayor cuantía, sino por los del declarativo que corrresponda 
á su cuantía, conforme á lo prevenido en el art. 488, en el cual se 
declaró, de conformidad con la base 14 ya citada, que las deman-
das de tercería se sustanciarán por los trámites establecidos para 
el juicio declarativo que corresponda, según la cuantía de la cosa 
litigiosa, objeto de la tercería, y que si ésta no excediere de 250 
pesetas, decidirá el mismo juez de primera instancia la reclamación 
en juicio verbal, sin ulterior recurso. 
Pero el principio consignado en el art. 1534 ha de entenderse 
con las limitaciones establecidas en los otros dos artículos de este 
comentario, encaminadas á asegurar el cumplimiento de la senten-
cia firme que recaiga en el juicio de tercería, y que podría ser ilu-
soria si se permitiera la continuación del juicio ejecutivo hasta lle-
gar á su término. Para conseguir este fin, es indispensable que se 
suspenda en oportuno estado, según la clase de tercería que se 
ejercite, no el procedimiento ejecutivo, en el cual se resuelve sobre 
el derecho del ejecutante, sino la vía de apremio, en el estado y en 
la forma que se ordena para cada caso en dichos dos artículos. 
Cuando sea de dominio la tercería, luego que en el juicio 
ejecutivo recaiga sentencia firme de remate, se suspenderá el pro- 
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cedimiento de apremio, respecto de los bienes á que se refiera, 
hasta la decisión de aquélla.» Esto dice el art. 1535, de cuyas pa-
labras se deduce racionalmente que cuando se presente la demanda 
de tercería después de pronunciada sentencia firme de remate, en 
el acto ha de suspenderse el procedimiento de apremio, cualquiera 
que sea el estado en que se halle; y que la suspensión ha de ser 
solamente respecto de los bienes d que se refiera la tercería, conti-
nuándose, por consiguiente, la vía de apremio en cuanto á los de-
más bienes embargados, si los hubiere, hasta realizar su venta, en-
tregando su importe al ejecutante á cuenta de su crédito, como lo 
ordena también el art. 1542; y si no hubiere postor en la primera 
subasta, podrá el ejecutante hacer uso del derecho que le conceden 
los artículos 1504, 1505 y 1506. De suerte que, respecto de los 
bienes á que no se refiera la tercería, sean muebles ó inmuebles, 
ha de continuarse la vía de apremio por todos sus trámites, en la 
pieza principal de los autos, como si no existiera tal tercería, â la 
vez que ésta se sustanciará en pieza separada, conservando en de-
pósito los bienes, cuyo dominio pretenda el tercerista, hasta que 
por la sentencia firme que recaiga en este juicio incidental se de-
clare á quién pertenecen. Si gana el pleito el tercerista, se le en-
tregarán conforme á la sentencia, y si lo pierde, se continuará con-
tra ellos la vía de apremio para hacer pago al ejecutante. 
Pero téngase presente que lo dispuesto por dicho art. 1535, 
respecto á la suspensión del procedimiento ejecutivo cuando la 
tercería sea de dominio, está limitado por el art. 133 de la ley Hi-
potecaria de la Península, y por el mismo artículo de la que hoy 
rige en las provincias de Ultramar, en el caso de que la ejecución 
sea para el pago de una deuda garantizada con hipoteca, como 
tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencia de casación de 
4 de Enero de 1888. Según estos artículos, «no se suspenderá en 
ningún caso el procedimiento ejecutivo por las reclamaciones de 
un tercero, si no estuvieren fundadas en un título anteriormente 
inscrito». Por consiguiente, si el tercerista no funda su dominio 
en un título inscrito en el Registro con anterioridad á la inscrip-
ción de la hipoteca del ejecutante, no puede ni debe suspenderse 
el procedimiento de apremio respecto de los bienes á que la terce- 
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ría se refiera, lo cual constituye una excepción á lo dispuesto en di-
cho art. 1535. 
Y si la tercería es de mejor derecho, como en este caso no se 
disputa el dominio de los bienes, sino la preferencia para cobrar 
del producto de los mismos, no hay razón para suspender su ena-
jenación: ésta interesa lo mismo al ejecutante que al tercerista, á 
fin de poder cobrar sin más dilaciones por el orden de preferencia 
que se determine en la sentencia del juicio de tercería, luego que 
ésta sea firme. En esto se funda el art. 1536, último de este comen-
tario, para ordenar que cuando se interponga tercería de mejor 
derecho, no se suspenda el procedimiento de apremio, ni tampoco 
el ejecutivo en su caso, de suerte gire, no obstante la tercería, que 
ha de sustanciarse en pieza separada, conforme al art. 1534, se 
continuará el juicio ejecutivo hasta que por la vía de apremio se 
vendan los bienes embargados, y realizada la venta, su importe se 
depositará en la Caja de Depósitos para hacer pago á los acree-
dores, ó sea a] ejecutante y al tercerista, por el orden de preferen-
cia que se determine en la sentencia del juicio de tercería. Si la 
prelación reclamada por el tercerista fuese sólo con relación á de-
terminados bienes, muebles ó inmuebles, como puede suceder se-
gún los artículos 1922 y 1923 del Código civil, en tal caso sola-
mente se depositará el importe de los bienes á que la tercería se 
refiera, entregándose el de los restantes al ejecutante á cuenta de 
su crédito, como es de sentido común y conforme á lo prevenido 
en el artículo anterior para las tercerías de dominio. 
Téngase presente que el artículo que estamos examinando sólo 
permite la continuación de la vía de apremio hasta realizar la 
venta de los bienes. embargados: por consiguiente, no autoriza al 
ejecutante para pedir, cuando no haya postura admisible, que se 
le adjudiquen los bienes en pago, ni que se le entreguen eh admi-
nistración para aplicar sus productos al pago de sus intereses y á 
la extinción del capital: lo uno y lo otro son opuestos al objeto y 
fin de la tercería. En el caso, pues, de que en la primera subasta 
no pueda realizarse la venta de los bienes, que es lo único que per-
mite la ley, ni en la segunda, si ya estuviese anunciada, deberán 
conservarse los bienes en depósito ó administración hasta que re- 
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caiga sentencia firme en el juicio de tercería, y entonces el acree-
dor que sea declarado preferente podrá instar lo que le convenga 
para la terminación de la vía de apremio por cualquiera de los me-
dios que autoriza la ley. Esto es lo procedente aplicando con recto 
sentido, y conforme á su letra y á su espíritu, las disposiciones le-
gales sobre esta materia. 
Es de notar también que las disposiciones de que tratamos se 
refieren al caso de que en el juicio ejecutivo recaiga sentencia 
firme de remate, cuando la tercería se hubiere interpuesto antes 
de dicha sentencia: en tal caso, y lo mismo cuando se interponga 
después, cabe la aplicación exacta de los artículos de este comen-
tario. ¿Y si dicha sentencia fuere la segunda del art. 1473, la de 
no haber lugar d pronunciar sentencia de remate? Este fallo pon e 
término al juicio ejecutivo, y cierra la puerta á la vía de apremio; 
en su virtud ha de alzarse el embargo de los bienes dejándolos á 
disposición del ejecutado, y cesa la personalidad del ejecutante. 
Este nuevo estado de cosas no permite el juicio de tercería, pues 
la cuestión ya no puede ventilarse entre tres, sino entre los dos 
únicos interesados, que lo son el tercero y el deudor; y así como 
no podría admitirse la tercería si se presentara después de termi - 
nado el juicio ejecutivo por dicha sentencia, tampoco puede conti-
nuar la que se hubiere entablado antes de pronunciarla, porque 
falta la razón y el motivo de aquélla. Conforme á estos principios 
de derecho procesal, á los que es preciso atenerse, por no contener 
la ley disposición especial para este caso concreto, sin duda por no 
haberla creído necesaria, la terminación del juicio ejecutivo, en el 
caso de que tratamos, lleva en sí la del juicio de tercería incoado 
anteriormente. Si ésta fuere de mejor derecho, quedará expedito 
al tercerista el que tenga contra el deudor para reclamarle el pago 
en la vía ejecutiva ú ordinaria que proceda. Y si fuere de dominio, 
como no se altera la naturaleza de la acción ni la forma del proce - 
dimiento, podrá y deberá continuarse el juicio en el estado en que 
se halle, no en concepto de tercería, sino en el de juicio declarati - 
vo sobre la acción reivindicatoria ó de dominio entablada entre el 
tercerista como demandante y el deudor como único demandado, 
cesando en absoluto la intervención del ejecutante, que carece de 
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interés y de derecho para continuar siendo parte en este juicio por 
haber perdido la personalidad con que litigaba. Para evitar estas 
complicaciones, hará bien el tercer opositor en esperar á que re-
caiga sentencia firme en el juicio ejecutivo, para entablar después 
su tercería, si aquélla fuese la de remate, y en otro caso hacer uso 
de su derecho contra quien y como correspgnda. 
¿Tendrá derecho el tercerista á nombrar perito para el avalúo 
de los bienes á que su tercería se refiera? Interpretando racional-
mente la ley, entendemos que si la tercería es de mejor derecho, 
pues en la de dominio no cabe la cuestión, por el interés que tiene 
el tercerista en que los bienes se saquen á pública subasta y por su 
justo precio, deberá permitírsele que, á su costa, nombre un perito 
para el avalúo de los bienes, si así lo solicita antes de practicarse 
esta diligencia, conforme á lo prevenido por el art. 1491 para el 
caso análogo de los acreedores con segundas ó posteriores hipote-
cas, por concurrir la misma razón. Después de practicado el ava-
lúo, no cabe tal pretensión, porque sería retroceder en el procedi-
miento, lo que nunca permite la ley. En todo caso, tiene el terce-
rista el medio de concurrir á la subasta para mejorar la postura, si 
le conviene. 
Concluiremos este comentario indicando que la tercería de me-
jor derecho será procedente y hasta necesaria siempre que se refie-
ra 4 bienes determinados que hayan sido embargados, ó cuando con-
venga reclamar la preferencia por ser insuficientes todos los del 
deudor para pagar ambas deudas. Fuera de estos casos, lo más con-
veniente será para los dos acreedores, á fin de no crearse embara-
zos perjudiciales al uno y al otro, que el segundo acreedor entable 
también su demanda ejecutiva en juicio separado y ante el juez 
competente contra el deudor común, y si éste no tiene bienes li-
bres bastantes para cubrir el principal y costas de la segunda eje-
cución, pedir que se reembarguen los embargados en la primera. 
Hecho así, y pagado el crédito y costas del primer ejecutante, el 
remanente, si lo hubiere, quedará retenido á las resultas del se-
gundo juicio. Este procedimiento es el que debe emplearse, siem-
pre que no haya necesidad de disputarse la prelación en el pago, 
por ser más breve, económico y eficaz que el del juicio declarativo 
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de tercería, y en tal concepto está admitido en la práctica y reco-
nocido por la ley, como se deduce del art. 151G, al prevenir que el 
remanente, después de pagado el ejecutante, «quedará á disposición 
del deudor, d no ser que se hallare retenido judicialmente para el 
pago de otras deudas». 
ARTÍCULO 1537 
(Art. 1535 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Con la demanda de tercería deberá presentarse el 
título en que se funde, sin cuyo requisito no se le dará 
curso. 
ARTÍCULO 1538 
(Art. 1536 para Cuba y Puerto Rico.) 
No se permitirá en ningun caso segunda tercería, 
ya sea de dominio, ya de preferencia, que se funde en 
 títulos 6 derechos que poseyera el que la interponga al 
tiempo de formular la primera. 
La oposicion que por esta causa se haga á la admi-
sion de la demanda, podrá sustanciarse por los trámi-
tes establecidos para las excepciones dilatorias, y si 
se accediere á ella, será condenado en las costas el que 
hubiere deducido la tercería. 
Sin concordantes en la ley anterior, estos dos artículos respon-
den á lo ordenado en la, base 14 ya citada. Se previene en el pri-
mero de ellos que «con la demanda de tercería deberá presentarse 
el título en que se funde»; prevención que ya estaba hecha por el 
art. 504 para todos los juicios declarativos, cual es el de tercería, 
pero con diferentes efectos, y á este fin ha sido necesario reprodu- 
cirlo. En aquéllos, la falta de presentación de los documentos en 
que el actor funde su derecho no impide el curso de la demanda, y 
el efecto que produce es el de no admitirlos después, á no ser que 
se encuentren en alguno de los casos determinados en el art. 506: 
en el juicio de tercería, dicha falta produce el efecto de no dar cur-
so á la demanda, sin cuyo requisito no se le dard curso, dice el ar-
tículo 1537. Por consiguiente, no autoriza la ley para rechazar de 
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pleno la demanda, cuando no se presente con ella el título en que 
se funde, sino para no darle curso mientras no se llene ese requi-
sito, lo mismo que cuando no se presenten los demás documentos 
que conforme al art. 503 deben acompañarse á toda demanda, in-
aluso la de tercería, según hemos expuesto en su comentario (pá-
gina 515 del tomo 2.°). 
En cumplimiento, pues, de dichas disposiciones, á toda de-
manda de tercería, ya sea de dominio, ya de preferencia, además 
de los documentos relativos á la personalidad del demandante y 
de su procurador, debe acompañarse el título ó documento en que 
el tercerista funde su derecho, sin cuyo requisito el juez no puede 
dar curso á la demanda: la dejará en suspenso, acordando que 
lut go que se llene aquel requisito se le dará el curso correspon-
diente, sin declarar que no ha lugar ú su admisión. Dicho docu-
mento podrá ser público ó privado, y basta que el interesado lo 
eatime conducente á su propósito para que el juez deba admitirlo 
y alar curso á la demanda, sin que le sea lícito apreciar su validez 
y eficacia en ese estado del juicio, porque sería prejuzgar la cues-
tión que ha de resolverse en la sentencia (1). 
(t) El Tribunal Supremo tiene establecida esta doctrina en varias sen-
s. u--ias do casación; citaremos las mils importantes, que tienen relación di-
recta con esta materia: 
En sentencia de 27 de Febrero de 1883 declaró lo siguiente:—«Considerando 
que ninguna demanda, debidamente formulada, debe ser repelida de plano, 
Mora da los casos expresamente determinados por la ley, según tiene decla-
redo esto Tribunal Supremo, estimando como legal dicha doctrina: 
sConsiderando que aunque el art. 1537 de la ley de Enjuiciamiento ci-
ail ordena que 'eon la demanda do tercería deberé, presentarse el titulo 
aeu que se funde., no previene, como lo hace el 1533 para los casos que en 
id se determinan, que no so admita la demanda cuando no so llene aquel re-
quisito, sino solamente que no se le de curso, lo cual significa que ha de que-
dar en suspenso su admisión hasta que se presento el titulo ó documento en 
quo so funde: 
»Considerando que dicho articulo no confiere al juez la facultad de apre- 
ciar, para admitir ó no la demanda de tercería, si el titulo que con ella so 
 pr aent° sirve para acreditar el dominio ó el mejor derecho que alegue el 
demandante, como lo entiende la Sala sentenciadora, ni puode atribuirse tal 
facultad sin contrariar las leyes y reglas del procedimiento, porque esto se- 
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¿Y si el tercer opositor carece de título escrito? En tal caso no 
podrá entablar el juicio de tercería, por no ser posible llenar ese 
requisito legal, y sólo podrá hacer uso de su derecho fuera del jui-
cio ejecutivo en el declarativo correspondiente; pero si puede pre- 
ria prejuzgar en el primer trámite del juicio la cuestión que ha de ser objeto 
de la sentencia definitiva: 
»Considerando quo la recurrente y demandante llonó el requisito exigido 
por el artículo antes mencionado, presentando con la demanda los documen-
tos que creyó suficientes para fundar su tercería, tanto de dominio como de 
mejor derecho, y por tanto era procedente darle curso, cualquiera que sea la 
calificación quo merezcan esos títulos para el resultado del pleito: 
»Considerando, por lo expuesto, que el auto objeto del recurso, en cuan-
to declara no haber lugar á la admisión do la torcería de dominio inter-
puesta por la recurrente, fundándose en que los documentos presentados con 
la demanda, aunque sirven para acreditar el mejor' derecho, no pueden ser-
vir para la de dominio, además de interpretar erróneamente el art. 1537 de la 
ley de Enjuiciamiento civil, infringe la doctrina legal consignada en el pri-
mer considerando, y citada en el tercer motivo del recurso, como también la 
quo se invoca en el segundo.»—Se declaró haber lugar al recurso de ca-
sación. 
Igual doctrina se establece en sentencia de 15 de Diciembre de 188. 
Que es doctrina legal admitida por el Tribunal Supremo, que ninguna 
demanda debidamente formulada debo rechazarse de plano fuera de los ca-
sos expresamente determinados por la ley; y que el art. 1535 de la do Enjui-
ciamiento civil que rige on Cuba (1537 de la Peninsula), si bien exige que á 
toda demanda de tercería acompañe el titulo en que se funde, no preceptúa 
que cuando carezca de esto requisito sea repelida, sino que no se le de curso, 6 
lo que es igual, que quede en suspenso hasta la presentación del título.-
Seutencia de 6 de Mayo de 1889. 
Que el articulo antes citado requiere para que se dé curso á una de-
manda de tercería la presentación del título en que se funda; pero no exige 
ni podia exigir que por tal titulo se pruebe cumplidamente la demanda, ni 
menos aún que en ese trámite del pleito se haya do graduar su fuerza pro-
batoria, con riesgo de prejuzgar, sin bastante conocimiento de causa, el jui-
cio definitivo.—Sentencia de 4 de Diciembre de 1890. 
Que el examen de las acciones que el demandante ejercita, y el análisis 
del titulo que acompaña y su alcance legal, son la materia del juicio y de la 
sentencia definitiva, por lo quo no debe ser prejuzgado en el primer trámite 
del juicio, por cuya razón, denegándose la admisión de una demanda de ter-
cería de dominio que se ajusta á lo prevenido para las de su clase, y con la 
quo se acompañan los documentos en que el actor funda su derecho, 40 in- 
• 	
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parar y prepara la ejecución por medio de la confesión judicial del 
deudor, conforme al art. 1432, podrá utilizar este título ejecutivo 
para la demanda de tercería, aunque rara vez será suficiente para 
acreditar la preferencia, y nunca para justificar el dominio en 
perjuicio de tercero. 
Téngase presente que los juicios de tercería están exceptuados 
del acto de conciliación, según el núm. 2.° del art. 460, y que el 
tercerista no puede llenar el requisito de presentar con la deman-
da el título en que funde su derecho manifestando que no lo tiene 
á su disposición y designando el archivo en que se encuentre el 
original; ha de acompañarlo precisamente á la demanda, conforme 
á lo prevenido en el artículo que estamos examinando y en el 'pá-
rrafo último del 504. 
En el primer párrafo del art. 1538, segundo de este comenta-
rio, se reproduce casi literalmente la parte de la base 14, por la 
cual se ordenó «no permitir en ningún caso segunda tercería, ya 
de dominio, ya de preferencia, que se funde en títulos ó derechos 
que poseyera el tercerista al tiempo de formular la primera». Con 
esto y con la prohibición antes expuesta de dar curso á la demanda 
de tercería, cuando no se presente el título en que se funde, so ha 
procurado corregir el abuso, bastante frecuente, de presentarse su-
cesivamente en un mismo juicio ejecutivo dos ó más tercerías por 
fringen los arts. 1532 y 1537 de la ley de Enjuiciamiento civil. — Sentencia 
de 5 de Febrero de 1891. 
Que carece de oportunidad en la discusión de una demanda do terce-
ria de dominio el impugnar la virtualidad del titulo que sirvió de base it la 
ejecución y quedó ya apreciada en la sentencia de remate. —Sentencia de 19 
de Junio de 1891. 
Que lejos de requerirse por la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
una prueba tasada para el éxito de la demanda de tercería de mejor dere 
cho, exigese tan sólo, conforme á las reglas generales del derecho, la justifi-
cación de la demanda por los medios establecidos en la 
 ley.—,Sentencia de 1.9 
de Octubre de 1891. 
Que según tiene declarado con repetición el Tribunal Supremo, es 
obligación del demandante en las tercerías de dominio, no sólo probar el de-
recho que pretende, sino también la identidad ó certeza de las cosas ombar -
gadas que trata de reivindicar —Sentencia de 8 de Abril de 1893. 
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una misma persona, para dilatar indefinidamente el pago al acree-
dor, favoreciendo la mala fe del deudor. Está, pues, obligado el 
tercerista á proponer de una vez y en una sola demanda todas las 
reclamaciones á que se crea con derecho, ya sean de dominio, ya de 
preferencia, bajo la pena de no poder utilizarlas después en esa 
forma. Sólo en el caso de haber adquirido el derecho después de 
entablada la primera tercería, podrá promover la segunda, justifi-
cando esta circunstancia. 
«No se permitirá en ningún caso segunda tercería,, dice la ley; 
pero no ordena que se rechace de plano la demanda, y como es 
doctrina legal, sancionada por el Tribunal Supremo, que ninguna 
demanda puede repelerse á timine judicii, sino en los casos expre-
samente determinados por la ley, creemos que el juez deberá dar 
curso á la demanda, si se acompaña el título en que se funde, y 
más cuando el tercerista alegará, como es de suponer, que se halla 
en el caso de la excepción. Al ejecutante (y también al ejecutado, 
si le interesa), corresponde oponerse por esa causa á la admisión de 
la demanda, según se deduce del párrafo 2.° del artículo que esta-
mos comentando. Como el juicio ha de sustanciarse por los trámi-
tes del declarativo á que corresponda, si es de mayor cuantía, di-
cha oposición podrá formularse como cuestión previa, ó en la con-
testación á la demanda, á voluntad del interesado. Si se propone 
como cuestión previa, deberá sustanciarse por los trámites estable-
cidos para las excepciones dilatorias, siempre que se alegue dentro 
de los seis días que para éstas concede el art. 535. Podrá sustan-
ciarse, dice la ley, refiriéndose á la facultad que concede al deman-
dado para utilizar el procedimiento más breve de las excepciones 
dilatorias, alegando en concepto de tal dicha causa de su oposición; 
pero sí la reserva para la contestación á la demanda, habrá de sus-
tanciarse por todos los trámites del juicio declarativo. Si corres-
ponde el juicio de menor cuantía, no cabe dicha elección, y deberá 
observarse lo que previene el art. 687. En todo caso, si se accede 
á dicha oposición, debe ser condenado en las costas el que hubiere 
deducido la tercería, tanto de la primera como de la segunda ins-
tancia en su caso, según tiene declarado el Tribunal Supremo en 
sentencia de 1.° de Diciembre de 1890. 
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ARTÍCULO 1539 
(Art. 1537 de la ley para Cuba y Puerto Rico.)  
Las tercerías se sustanciarán con el ejecutante y  
ejecutado, sirviendo de emplazamiento para este jui-
cio la entrega de las copias de la demanda y de los do-
cumentos.  
Ambos deberán contestar á la demanda dentro del  
término correspondiente, á contar desde la entrega de  
dichas copias, y si no lo verifican ni se personan en  
autos, se tendrá aquélla por contestada respecto del  
que se halle en este caso, siguiéndose el juicio en su  
rebeldía.  
ARTÍCULO 1540 
(Art. 1538 para Cuba y Puerto Rico.)  
El ejecutado. que haya sido declarado en rebeldía  en 
el juicio ejecutivo, seguirá con el mismo carácter en el 
 
de tercería; pero si fuese conocido su domicilio, se le  
notificará el traslado de la demanda entregándole las  
copias.  
La ley anterior se limitó å decir sobre este punto en su artícu-
lo 998, que «las tercerías se sustanciarán con el ejecutante y el 
ejecutado», lo mismo que se ordena ahora en la primera parte del 
art. 1539, y como se ha practicado siempre, por tener ambos inte-
rés directo en la cuestión promovida por el tercerista. Y se han 
adicionado las reglas de procedimiento contenidas en el resto de 
dicho artículo y en el siguiente,  para r las dudas y diferen-
cias en la práctica, á que se prestaba el silencio de la ley anterior, 
 
sobre la forma en que debiera hacerse el emplazamiento de los de- 
 
mandados, y si había de concedérseles un término para compare-
caer y otro para contestar, como estaba prevenido para el juicio or-
dinario, á cuyo procedimiento tenían que sujetarse las tercerías. 
 
Por los dos artículos que vamos á examinar se han resuelto esas 
dudas de la manera más racional y conveniente, á fin de evitar di-
ligencias inútiles y dilaciones innecesarias, dado el carácter, que 
tienen las tercerías, de incidentes del juicio ejecutivo. 
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En todo juicio de tercería exige la ley la intervención, como 
partes litigantes, de tres personas jurídicas, cuales son, el tercer 
opositor, el ejecutante y el ejecutado; aquél en concepto de deman-
dante en este juicio incidental, y los otros como demandados. Y el 
Tribunal Supremo tiene declarado en repetidas sentencias de ca 
sación, una de ellas la de 27 de Octubre de 1892, que esas tres per-
sonalidades jurídicas han de ser distintas, porque si fuera admisi-
ble el supuesto de que la persona ejecutada individualmente, como 
personalmente deudora, podía á la vez ostentar el carácter de 
acreedora para ejercitar una acción de tercería, se establecería una 
evidente confusión entre la personalidad del ejecutado y la del 
tercerista, contraria á la naturaleza y condiciones de este juicio, 
que exige la perfecta distinción entre dichas personalidades, con 
las que, así como con la del ejecutante, debe sustanciarse la deman-
da. Esta doctrina no es aplicable al caso en que el ejecutado lo sea, 
no por deudas propias ó de que deba responder personalmente, 
sino en representación ajena, como sucederá si la madre viuda es 
demandada ejecutivamente en representación de sus hijos menores 
por deudas del padre de éstos; en tal caso, podrá renunciar aqué 
lla esta representación en el juicio ejecutivo, y entablar la tercería 
de dominio ó de preferencia que tenga sobre los bienes embarga-
dos. Así lo tiene declarado también el Tribunal Supremo en sen-
tencia de 28 de Junio de 1889, porque, dada á los hijos la repre-
sentación que la ley previene para estos casos, existen las tres per-
sonas jurídicas que la misma exige para la sustanciación de los 
juicios de tercería. 
La demanda de tercería ha de formularse como la del juicio 
ordinario con dirección de letrado y por medio de procurador, 
acompañando, como ya se ha dicho, el título en que se funde y los 
documentos relativos á la personalidad del tercerista y de su 
 pro-
curador, y dos copias en papel común del escrito y de los docu-
mentos, por ser dos los demandados. No hay necesidad de intentar 
la conciliación. Presentada en forma la demanda, dictará el juez 
providencia confiriendo traslado al ejecutante y al ejecutado para 
que la contesten dentro de veinte días comunes, si la tercería ee. 
de mayor cuantía, 6 de nueve días, tambien comunes, si es de me- 
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nor cuantía, mandando que al notificarles esta providencia se les 
entreguen las copias de la demanda y documentos, cuya entrega 
les servirá de emplazamiento para el juicio. Si no se acompañase 
copia de algún documento por exceder de 25 pliegos, se hará lo 
prevenido en los artículos 530 y 684 para sus respectivos casos. Et 
término para contestar se contará desde el día siguiente al de la 
notificación y entrega de las copias, y pertenece á la clase de los 
prorrogables, por no ser para comparecer en el juicio; dilación que 
se ha omitido por innecesaria, en razón á que el ejecutante y el 
ejecutado deben haber comparecido en el ejecutivo, del que es iu-
cidente el de tercería. 
La notificación de dicha providencia ha de ejecutarse en la 
forma ordinaria, entregando las copias en el mismo acto, y aunque 
esta entrega sirve de emplazamiento para el juicio de tercería, 
debe hacerse, conforme á lo prevenido en el art. 6.°, al procurador 
del ejecutante, que necesariamente ha de tenerlo en el juicio prin-
cipal, y también al del ejecutado, si en él se hubiese personado. 
Cuando el ejecutado hubiere sido declarado en rebeldía en el jui-
cio ejecutivo, seguirá con el mismo carácter en el de tercería, y per 
consiguiente, se le notificará la providencia antedicha en estrados. 
conforme al art. 281, á no ser que sea conocido su domicilio, en 
cuyo caso se le notificará personalmente el traslado de la demanda 
entregándole las copias, cono previene el art. 1540. Y decimos que 
se le notificará en estrados aquella providencia, lo mismo que las 
demás que se dicten, porque si bien el art. 1462 ordena que al 
ejecutado declarado en rebeldía no se harán otras notificaciones 
que las que determine la ley, esto es con relación al juicio ejecuti-
vo, y respecto del de tercería la misma ley previene que se sustan-
cie por los trámites del declarativo que corresponda, y en éste 
han de hacerse en estrados todas las notificaciones, emplazamien-
tos y citaciones que deban verificarse al litigante declarado en re-
beldía, según el art. '281 antes citado. 
Tanto el ejecutante como el ejecutado deben contestar la de-
manda dentro del término correspondiente antes indicado, y como 
éste es común á ambos, según se ha dicho, deben hacerlo simultá-
neamente, con vista tan sólo de las copias de la demanda y de los 
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documentos que á este fin se habrán entregado á cada uno de 
ellos. Uno y otro deben personarse en el juicio de tercería dentro 
de dicho término, pudiendo hacerlo en el mismo escrito de con-
testación ó por otro anterior, como sucederá si solicitan prórroga; 
y transcurrido dicho término y la prórroga en su caso sin haberlo 
verificado, «se tendrá por contestada la demanda respecto del que 
se halle en este caso, siguiéndose el juicio en su rebeldía». Asi lo 
ordena el art. 1539, debiendo entenderse que esto ha de acordarlo 
el juez á instancia del actor, que es el tercerista, como por regla 
general está mandado para el juicio ordinario, y también para el 
ejecutivo por el art. 1462. Cuando llegue, pues, ese caso deberá el 
tercer -opositor acusar la rebeldía al ejecutado ó ejecutante que no 
se hubiere personado en los autos de tercería, pidiendo que se 
tenga por contestada la demanda respecto de dicha parte, y se la 
declare en rebeldía para la continuación del juicio (1), llamando 
los autos á la vista, con citación de las partes para sentencia, con-
forme al artículo siguiente 1541. 
Queda expuesto el procedimiento especial que establecen los 
dos artículos de este comentario para el traslado y emplazamien-
to de la demanda de tercería y su contestación. Practicadas estas 
diligencias, se sustanciará el juicio hasta dictar sentencia, confor-
me al procedimiento ordenado para el juicio declarativo que co-
rresponda, según sea de mayor ó do menor cuantía lo que se re-
clame por el tercer opositor. Si no excediere de 250 pesetas, se 
decidirá en juicio verbal, conforme á lo prevenido en el art. 488, 
como ya se ha dicho. 
(1) El Tribunal Supremo ha declarado en sentencia de 26 de Enero de 
1889, que al ejecutante G ejecutado á quien, por no haber contestado á la 
demanda de tercería, se haya declarado rebelde, deberá notificarse esta pro-
videncia en la forma ordinaria, y las sucesivas en los estrados, con arreglo a 
los artículos 527 y 1539 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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ARTÍCULO 1541 
• 	 (Art. 1539 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.) 
Si el ejecutante y el ejecutado se allanaren á la de-
manda de tercerfa, el Juez sin más trámites llamará 
los autos á la vista, con citacion de las partes, y dio - 
tará sentencia. 
Lo mismo se practicará cuando ámbos dejaren de 
contestar la demanda. 
Dicha sentencia será apelable en ámbos efectos. 
En este artículo, que tampoco tiene concordante en la ley an-
terior, se ordena lo que ha de practicarse para poner término sin 
más dilaciones al juicio de tercería, cuando el ejecutante y ejecu-
tado se allanen á la demanda, y cuando dejen de contestarla. El 
allanamiento, en su significación y alcance jurídico, equivale á la 
conformidad de los demandados con lo solicitado y pedido por el 
actor, y el presente artículo equipara al allanamiento la no contes-
tación á la demanda de tercería (1). Aunque aquél es la conformi-
dad expresa de los demandados con lo pedido por el tercerista, y 
ésta esa misma conformidad presunta, á las dos atribuye la ley el 
mismo efecto de tener por concluso el pleito para sentencia, sin 
más trámites ni dilaciones. En ambos casos, da la ley por termi-
nada la discusión y por innecesario el período de la prueba, y 
manda al juez que sin más trámites llame los autos á la vista con 
citación de las partes para sentencia. Se dictará esta providencia 
luego que el ejecutante y el ejecutado hayan presentado sus res-
pectivos escritos allanándose á la demanda, y como ordena la ley 
que eso se haga sin más trámites, sería un abuso, contrario á la 
misma, exigir la ratificación de esos escritos con juramento, como 
solía hacerse en algunos juzgados. Y en el caso de no contestación, 
se dictará dicha providencia al tener por contestada la demanda, 
según se ha dicho en el comentario anterior. 
(1) Sentenoia tel 
 Tribunal Supremo de 18 de Junio de 1890. 
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Si uno de los demandados se allana á la demanda de tercería 
y el otro no la contesta, como la falta de contestación equivale al 
allanamiento, se dictará la misma providencia llamando los autos 
á la vista con citación de las partes para sentencia; pero siempre 
que alguno de ellos se oponga, es indispensable seguir el juicio 
por todos sus trámites, entendiéndose con los estrados respecto 
del que hubiere sido declarado en rebeldía por no haber contes-
tado á la demanda dentro del término correspondiente. 
Dice el presente artículo que, en el caso ú que se refiere, él 
juez dictará sentencia. No añade que ésta sea de conformidad con 
la pretensión del tercerista, en virtud del allanamiento expreso ó 
tácito del ejecutante y del ejecutado, y por consiguiente, el juez 
debe atenerse á lo que resulte de los autos para resolver lo que 
estime conforme á derecho. Si la  ley obligase al juez á fallar de 
conformidad con las pretensiones de las partes, no habría decla-
rado que la sentencia será apelable en ambos efectos. Esta declara-
ción del mismo artículo revela que la sentencia puede causar per-
juicio á alguno de los litigantes, y por tanto que el juez no ha de 
ajustarse á lo que ellos pretendan, sino á lo que entienda que 
procede en justicia. Cuando para ello estime necesario el esclare-
cimiento de algún hecho de influencia en la cuestión, podrá acor-
dar, para mejor proveer, la diligencia que estime procedente de 
las que permite el art. 340, una de ellas la confesión de los deman-
dados para que ratifiquen su conformidad presunta de que el ter-
cerista cobre antes que el ejecutante, si la tercería es de preferen-
cia, en cuyo caso será conforme á derecho el fallo en este sentido; 
pero si es de dominio la tercería, no puede accederse á olla si no 
resulta debidamente probado, no sólo el dominio del tercerista, 
sino también la identidad de la cosa. Tenemos, pues, por ajustada 
á la ley la doctrina de que el juez, en el caso de que se trata, debe 
dictar el fallo que estime arreglado á derecho según la resultancia 
de los autos, y que por esto se concede contra esa sentencia la ape-
lación en ambos efectos. 
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ARTÍCULO 1542 
(Art. 1540 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si se hubieren embargado 6 embargaren bienes no 
comprendidos en la tercería de dominio, podrán conti-
nuarse contra ellos los procedimientos de apremio, no 
obstante la tercería, entregándose su importe al eje-
cutante á cuenta de su crédito. 
En este articulo se ha reproducido literalmente el 1000 de la 
ley anterior, adicionándose las últimas palabras, «entregándose su 
importe al ejecutante á cuenta de su crédito», para expresar con cla-
ridad el objeto de su disposición. Se dice «si se hubieren embarga-
do ó embargaren bienes no comprendidos en la tercería», en consi- 
deración á que por el artículo anterior de dicha ley, lo mismo que 
por el párrafo segundo del 1455 de la actual, se previene que debe 
decretarse la mejora del embargo cuando la solicite el acreedor 
fundándose en haberse entablado demanda de tercería, y por esto 
el presente artículo se refiere lo mismo á los bienes embargados 
desde el principio de la ejecución que á las que se embargaren des-
pués: contra unos y otros pueden continuarse los procedimientos de 
apremio y entregarse su importe al ejecutante á cuenta de su cré-
dito, siempre que no estén comprendidos en la demanda de tercería. 
Es de notar que el presente artículo se refiere á la tercería de 
dominio, sin duda porque en ella ocurrirá con más frecuencia eI 
caso de que se trata; pero si ocurre, como puede ocurrir también, 
en nna tercería de mejor derecho, existe la misma razón para apli-
car desde luego al pago del ejecutante el importe de los bienes no 
comprendidos en esta tercería, reservándose el de los restantes, á 
que la misma se hubiere contraído, para hacer pago á los acreedo-
res por el orden de preferencia que se determine en la sentencia. 
Véase el comentario á los arts. 1535 y 1536, en el que hemos tra-
tado también de esta materia. 
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ARTÍCIILO 1543 
(Art, 1641 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las disposiciones de esta section serán aplicables á 
las tercerías que se interpongan en los procedimientos 
para la ejecucion de sentencias, y en cualquiera otro juicio ó incidente en que se proceda por embargo y 
venta de bienes. 
Se ha adicionado este artículo, último de la sección que trata 
de las tercerías, para evitar las dudas á que se prestaba la omisión 
de la ley de 1855 sobre este punto. En la introducción de la  sec-
ción anterior (pág. 572) indicamos ya los casos en que, además del 
juicio ejecutivo, debe emplearse el procedimiento de apremio: en 
todos los casos allí indicados, y en cuantos se proceda por embar-
go y venta de bienes, si se interponen tercerías de dominio 6 de 
mejor derecho, han de sustanciarse por los trámites establecidos 
en la presente sección, cuyas disposiciones son aplicables, sin ex-
cepción, å todos esos juicios incidentales. 
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Del juicio ejecutivo. 
SECCIÓN I 
PROCEDIMIENTO EJECUTIVO 
Escrito solicitando el reconocimiento de un documento privado.--Al 
Juzgado de primera instancia.—D. José A., en nombre de D. Justo B., 
 de quien presento poder bajo el núm. 4.°, ante el Juzgado parezco, y 
corno más haya lugar en derecho digo: Que D. Lope C., vecino de esta 
villa, es en deber á mi representado la cantidad de 40.000 pesetas por 
saldo de cuentas que han mediado entre ambos, según aquél lo tiene re-
conocido y confesado en el documento privado, suscrito por el mismo, 
que presento con el núm. 2.° Ilan sido inútiles las gestiones amistosas 
practicadas por mi parte para conseguir el cobro de dicha suma, por lo 
que se ve en la necesidad de demandarla judicialmente; y á fin de prepa-
rar la acción ejecutiva, en uso del derecho que le concede el art. 4430 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, y siendo este Juzgado el competente para 
despachar la ejecución conforme á la regla 4.° del art. 62 de dicha ley, 
por tratarse de una acción personal, y ser éste el lugar donde debe cum-
plirse la obligación, según resulta del mismo documento, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentados dichos documentos 
y por legitima mi representación, se sirva mandar que comparezca á la 
presencia judicial D. Lope C., y poniéndole de manifiesto el documento 
privado de que se ha hecho mérito, declare bajo juramento indecisorio 
ser suya la firma con su nombre puesta al pie del mismo documento; y he-
cho, que se rue entreguen las diligencias para en su vista solicitar lo que 
proceda en justicia, que pido con costas.—(Lugar, fecha y firma del le-
trado y procurador.) 
Providencia.—Juez Sr. N.—Por presentado con los documentos que 
se acompañan, y como se pide, citándose en forma á D. Lope C. para que 
comparezca en el Juzgado el día tantos, á tal hora. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del demandante en la forma ordinaria. 
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Citación del deudor.—Como se ha formulado en la pág. 629 de! 
Vino 4. 0 , con las modificaciones necesarias. 
Declaración del deudor.—En... (lugar y fecha), ante el Sr. Juez dr. 
primera instancia compareció D. Lope C., vecino de esta villa, de tal 
edad, á quien dicho Sr. Juez recibió juramento en debida forma, y ha-
biéndole puesto de manifiesto el documento privado que obra al folio ta-
tos de estos autos, preguntado eonforme á lo solicitado en el escrito que 
precede, dijo: Que reconoce como suya la firma de dicho documento le 
que conteste). 
Y que lo dicho es la verdad bajo del juramento prestado, leída que le 
fue (ó leida por if mismo) esta declaración, en ella se afirmó y ratificó, y 
la firma con el Sr. Juez, de que doy fe.—(Media firma del juez, y entera 
del declarante y escribano.) 
Nota.—En cumplimiento de lo mandado, entrego estas diligencias, 
compuestas de tantos folios, á D. José A., quien• firma, doy fe.—(Fecha 
,y media firma del procurador y escribano.) 
Si no comparece el deudor á la primera citación, presentará escrito 
el actor pidiendo se le cite segunda vez, bajo apercibimiento de ser decla-
rado confeso en la legitimidad de su firma para los efectos de la ejec ts - 
ción, conforme al art. 1431. Si tampoco comparece, y no ha precedido 
protesto ni requerimiento al pago, en igual forma se solicitará la tercera 
citación, todo con arreglo á lo prevenido en dicho articulo. Téngase tam-
bién presente lo que en él se ordena para el caso en que declare el  den - 
dor que no puede asegurar si es 6 no suya la firma. 
El formulario que precede podrá servir de modelo para la confesidx 
judicial, ajustándose á lo que previene al art. 4432. Y lo mismo en los 
demás casos en que, conforme al art. 1429, sea necesario practicar dili- 
gencias para preparar la ejecución. 
Demanda ejecutiva.—D. José A., en nombre de D. Justo B., etc., digo 
Que D. Lope C., vecino de esta villa, está debiendo á mi representado la 
cantidad de 20.000 pesetas que le prestó en tal fecha, obligándose á sa-
tisfacérselas en el día 24 de Junio del corriente año, con el interés anual 
del 6 por 400, como resulta de la primera copia, que solemnemente 
presento, de la escritura de obligación que en 8 de Enero del año último 
otorgó ante el notario de esta villa D. J. LI. Las reconvenciones amisto-
sas han sido ineficaces para hacer cumplir al D. Lope C. la obligación ex - 
presada, por lo que ya no queda á mi parte otro recurso que entablar . 
contra éste la acción ejecutiva que le compete, puesto que la cantidad es 
líquida, el plazo vencido y el documento antedicho tiene aparejada eje-
cución. 
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De lo expuesto se deduce que esta demanda se funda en los hechos si-
gnieates: 
° Que mi representado entregó en tal fecha á D. Lope C., la canti-
dad de 20.000 pesetas en calidad de préstamo, con el interés anual del 6 
por IOU. para atender á las necesidades de su casa y familia. 
3 ° Que el D. Lope C. se obligó por escritura pública á devolverle di-
eha suma é intereses en el día 21 de Junio del corriente año. 
Y 3.° Que dicho deudor no ha realizado el pago, á pesar de haber 
transcurrido con tanto exceso el plazo antedicho. 
Y considerando, en cuanto á los fundamentos de derecho: 
1.0 Que es líquida la cantidad de que se trata, como exige el articu-
lo 443.3 de la ley de Enjuiciamiento civil, para que pueda despacharse la 
ejecución, siendo además el deudor cierto y el plazo vencido. 
2Y Que dicha deuda consta por la escritura pública, que dejo presen-
tada, la cual, por ser primera copia, tiene aparejada ejecución, con arre-
glo al nú m . 4° del art. 4429 de la citada ley. 
Y 3 ° Que este Juzgado es el competente para conocer de esta deman-
da, conforme al núm. 1. 0 del art. 62, por ser personal la obligación, y 
esta villa el lugar donde debe cumplirse, y además el del domicilio del 
demandado; 
Por tanto, haciendo uso de la acción ejecutiva que compete á mi par-
le, y protestando abonar pagos legítimos, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada esta demanda ejecu-
tiva con los referidos documentos y las copias de aquélla y de éstos, y á 
mí por parte en el nombre que comparezco, por lo que de ellos resulta, 
se sirva despachar mandamiento de ejecución en forma contra los bienes 
del expresado D. Lape C. por la cantidad de 20.000 pesetas que está de-
biendo á mi representado, por los intereses al 6 por 400 vencidos desde 
¿alJeche y que venzan, y costas causadas y que se causen hasta su efec-
tivo pago, mandando que, hecho el embargo, se cite 
 de remate al expre-
sado deudor, pues así procede de justicia, que pido con costas.—(Fecha 
y firma del letrado y procurador.) 
Cuando la demanda ejecutiva se funde en la confesión judicial 6 en 
documento privado, cuya firma haya sido reconocida judicialmente, se 
comparecerá en las diligencias instruidas a este fin, y lo mismo en las 
practicadas en los demás casos en que sea necesario preparar la ejecución. 
Auto denegando la ejecución.—Por presentado con el poder, en cuya 
virtud se tiene por parte al procurador A. en nombre de D. Justo B., y 
ton la escritura y copias de que se hace mérito; y 
Resultando que... 
Considerando ... 
kl Sr. Juez de primera instancia, por ante mí el Escribano, dijo: No ha 
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lugar á la ejecución que se solicita. En vista de estos autos, lo mandó, etc_ 
—(Firma entera del juez y escribano.) 
Notificación al demandante solamente en la forma ordinaria. 
El demandante puede pedir reposición de este auto dentro de cinto 
dia3, y apelar dentro de tres si le fuere denegada, sin acompañar copias 
de los escritos. El juez resolverá siempre sin oirá la otra parte. La ape-
lación se admitirá en ambos efectos, y se remitirán los autos á la Audien-
cia con emplazamiento solamente del ejecutante. 
Auto despachando la ejecución. —Por presentado con los documentas 
y copias que se acompañan, teniéndose por parte á D. José A., en nom-
bre de D. Justo B.; y 
Resultando que dicho Procurador ha presentado hoy la demanda eje-
cutiva que precede solicitando... (se relatará la pretensión y el titulo e-a- 
que se funde.) 
Considerando que tiene aparejada ejecución el titulo en que se fun-
da la demanda, por ser escritura pública y primera copia, extendida 
con las formalidades legales; que la cantidad que se reclama es liquida 
en dinero efectivo, y que ha vencido el plazo de la obligación, concu-
rriendo, por tanto, todos los requisitos que para despachar la ejecución 
exigen los arts. 4429 núm. 1.0 (6 el número que corresponda), 4435, 
4439 y 4440 de la ley de Enjuiciamiento civil; 
Despáchese mandamiento de ejecución en forma contra los bienes de 
D. Lope C., vecino de esta villa, por la cantidad de 20.000 pesetas, y 
sus intereses al 6 por 400, desde tal día, que es en deber D. Justo B., 
procedente de préstamo que le hizo, según la escritura de obligación 
presentada, y por las costas causadas y que se causaren hasta su efectivo 
pago, procediéndose con arreglo a derecho; y verificado el embargo, cite-
se de remate al ejecutado, como se solicita, entregándole con la cédula de 
citación las copias de la demanda y documentos que ha presentado el 
ejecutante. En vista de estos autos lo mandó, etc.—(Firma entera dei. 
juez y escribano.) 
Notificación al procurador del ejecutante en la forma ordinaria. 
Mandamiento de ejecución.—D. José M., Juez de primera instancia 
de esta villa y su partido. 
En virtud del presente, cualquiera de los alguaciles de este Juzgado, 
por ante el presente escribano, requerirá á D. Lope C., vecino de esta 
villa, para que pague á D. Justo B. la cantidad de 20.000 pesetas, con sus 
intereses al 6 por 400, desde tal fecha, que es en deberle según escritura 
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de obligación otorgada ante D. J. LI. en 8 de Enero del año Ultimo; y no 
verificándolo en el acto, hará ejecución en los bienes de dicho D. Lope 
C. en cuanto basten á cubrir la expresada cantidad con sus intereses y las 
costas causadas y que se causaren hasta su efectivo pago, procediendo en 
ella con arreglo á derecho; lo cual ejecutado, el escribano le citará de 
remate en la forma correspondiente, pues así lo tengo mandado por auto 
de este día, á instancia de la parte del D. Justo B., en...—(Lugar, fecha 
y Erma entera del juez y escribano ) 
Diligencia de entrega del mandamiento al alguacil.—Con esta fe-
cha se ha librado en un pliego de papel timbrado de tal clase, el manda-
miento de ejecución acordado en el auto que precede, y lo he entregado 
al alguacil N., á quien ha correspondido por repartimiento y el cual 
firma su recibo, doy fe.—(Fecha, firma del alguacil y media del escri-
Jono.) 
Primera diligencia en busca del deudor.—Doy fe que siendo tal hora, 
el alguacil N. se ha constituido con mi asistencia en la casa en que 
habita D. Lope C. para requerirle al pago con el mandamiento que pre-
cede, y no ha sido habido, habiendo manifestado su criada Z. que había 
salido de casa é ignoraba dónde podría hallarse. Y para que conste á los 
efectos oportunos, se acredita por la presente, que firmo con dicho algua-
ri1, en... —(Lugar, fecha y firma de ambos,) 
Transcurridas seis horas , se practicará la segunda diligencia en 
busca del deudor; y si tampoco fuere habido, se le hará el requerimiento 
al pago por medio de cédula, conforme á lo prevenido en el art. 1413. 
Si no fuese conocido el domicilio del deudor 6 se ignorare su paradero, 
se hará lo que ordena el art. 4444. 
Segunda diligencia en busca del deudor y requerimiento por cedula.-
Fn... (lugar y fecha), siendo tal hora, el alguacil N. se constituyó otra 
Iez con mi asistencia en la casa habitación de D. Lope C., y no habién-
dole encontrado tampoco, se le hizo por medio de cédula el requerimiento 
mara el pago de la cantidad de que se trata, insertando en ella el anterior 
mandamiento, cuya cédula fué entregada á su mujer Z. (6 á quien sea), 
previniéndole que la entregue á su marido, para quien sirve de requeri-
miento en forma. Y para que conste se acredita por la presente, que firmo 
ton el alguacil y dicha Z., de que doy fe. 
Si fuere habido el deudor, se practicarán el requerimiento, y en todo 
zaso el embargo, del modo siguiente: 
Requerimiento al pago.—En... (lugar y fecha), el alguacil N. requi-
Tíó á mi presencia con el precedente mandamiento á D. Lope C., en su 
persona, para que satisfaga las 20.000 pesetas é intereses porque está 
sl spachada la ejecución, dándole copia yo el actuario de dicho manda- 
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miento, y contestó que no pagaba por tal motivo. Así lo dijo y firma 
con el alguacil, de que doy fe.—(Firma del alguacil, del deudor y media 
del escribano.) 
Diligencia de embargo.
—Acto continuo dicho alguacil N., en vista 
del resultado de la anterior diligencia, procedió con mi asistencia á 
practicar el embargo decretado y lo verificó en los bienes siguientes: 
(Se expresarán individualmente, poniéndolos por inventario, y guar-
dando el orden prevenido en el art. 1447 de la ley. Si concurre el acree-
dor, y designa los bienes, se expresará esta circunstancia al principio de 
la diligencia, la cual se concluirá del modo que siguen 
En cuyos bienes, que el ejecutado aseguró ser suyos, hizo dicho al-
guacil la traba de ejecución (en su caso se expresará), no comprendiendo 
en ella dinero, efectos públicos, etc., porque no fueron habidos, y los 
puso en depósito dé R., vecino de esta villa, quien hallándose presente 
se constituyó en depositario de ellos, obligándose á conservarlos en el 
estado en que se hallan, y á tenerlos á disposición de este Juzgado á ley 
de depositario real y bajo su pena, con obligación de sus bienes habidos 
y por haber, y sumisión al Sr. Juez que conoce de estos autos; y lo 
firma con el citado alguacil y los demás concurrentes á este acto, siendo 
testigos N., N. y N., vecinos de esta villa, de todo lo cual doy fe. 
(Si el acreedor hace la designación de depositario, bajo su respon-
sabilidad, conforme al art. 1i54, se hará constar esta circunstancia, 
como también la de ser el depositario administrador judicial en el caso 
del art. 1450.) 
Citación de remate.—En la misma villa y día, y acto continuo, yo el 
escribano notifiqué y lei íntegramente el auto último al ejecutado Don 
Lope C. en su persona, y le cité de remate para los efectos prevenidos en 
la ley, por medio de la correspondiente cédula, entregándole con la 
misma las copias de la demanda y documentos, presentadas por el eje-
cutante; y en crédito de su recibo y de quedar citado, como también 
de haberle advertido que puede oponerse á la ejecución dentro del térmi-
no improrrogable de tres días, firma esta diligencia, de todo lo cual doy 
fe.—(Firma del citado y media del escribano.) 
Si se hubiere embargado dinero ó efectos públicos, mandará el juez 
que se consignen en la Caja de Depósitos; y si bienes inmuebles, que se 
tome anotación preventiva del embargo en el Registro de la propiedad, 
expidiéndose para ello por duplicado el correspondiente mandamiento al 
registrador. 
Cuando el ejecutado no se oponga dentro de los tres días útiles si-
guientes al de la citación de remate, 6 de nueve si hubiese sido citado 
por medio de edictos, se practicará lo que sigue: 
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Escrito acusando la rebeldía al ejecutado.—D. José A., en nombre de 
D. Justo B., en los ejecutivos, etc., digo: Que en el día tantos se citó de 
remate al ejecutado D. Lope C., el cual no se ha opuesto á la ejecución 
dentro del término legal, que es ya transcurrido, por lo que le acaso la 
rebeldía. 
Suplico al Juzgado que habiéndola por acusada, se sirva declarar en 
rebeldía al D. Lope C., mandando que siga el juicio su curso, conforme 
A lo prevenido en el art. 4462 de la ley de Enjuiciamiento civil, y llamar 
los autos á la vista para sentencia, con citación sólo de mi parte, por ser 
así de justicia, que pido con costas.—(Pecha y firma del procurador.) 
Providencia.—Por las razones expuestas en el anterior escrito, se de-
clara en rebeldía al ejecutado D. Lope C., siguiendo el juicio su curso sin 
hacerle otras notificaciones que las que determine la ley, y tráiganse los 
autos A la vista para sentencia, con citación solo del ejecutante. Lo man-
dó, etc. 
Notificación y citación por cédula al procurador del ejecutante sola-
mente, en la forma ordinaria (arts. 271 y sigs.). 
Sentencia de remate.—En... (lugar y fecha). Vistos los autos ejecuti-
vos que en este Juzgado de primera instancia han pendido y penden entre 
partes, de la una D. Justo B., y en su nombre el procurador D. José A., 
actor ejecutante, defendido por el letrado 1I., y de la otra D. Lope C., 
reo ejecutado, declarado en rebeldía por no haber comparecido, sobre 
pago de 20.000 pesetas é intereses al 6 por 400. 
Resultando que por escritura de tal fecha, otorgada ante D. J. LI., No-
tario de esta villa, D. Lope C., vecino de la misma, confesó haber reci-
bido, en calidad de préstamo, de D. Justo B., la cantidad de 20.000 pe-
setas, obligándose á pagarlas en 
 tal día, con el interés anual del 6 por 400 
desde el día del otorgamiento de la escritura: 
Resultando que es vencido el plazo, y que por no haber verificado el 
pago D. Lope C., su acreedor D. Justo B. ha entablado contra él la de-
manda ejecutiva que motiva estos procedimientos: 
Resultando que despachada la ejecución en debida forma, y citado de 
remate el deudor, entregándole con la cédula de citación las copias de la 
demanda y documentos, éste no se ha opuesto en el término legal, por lo 
que le ha sido acusada la rebeldía: 
Resultando que en la sustanciación de este juicio se han observad o 
las prescripciones de la ley de Enjuiciamiento civil (ó se han cometido 
tales defectos ú omisiones): 
Considerando que con arreglo al art. 1429, ntim. 4. 0, de dicha ley, 
tiene fuerza ejecutiva la escritura antes mencionada, por ser primera co - 
pia; 
 por cuya razón, y por tratarse de cantidad liquida en dinero efectivo 
y de plazo vencido, la ejecución ha sido bien despachada: 
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Considerando que por no haberse personado en los autos el deudor 
dentro del término legal, y haberle sido acusada la rebeldía por el actor, 
procede dictar sentencia sin más trámites, según lo prevenido en el ar-
tículo 4462 de dicha ley: 
Fallo: Que debo mandar y mando seguir la ejecución adelante por las 
expresadas 20 000 pesetas é intereses al 6 por 100 anual desde tal d£a, 
condenando en todas las costas al ejecutado D. Lope C.. (0 de este otro 
modo, que es el más común en la práctica): Que debo mandar y mando 
seguir la ejecución adelante, hasta hacer trance y remate de los bienes 
embargados y demás que fueren del D. Lope C., y con su producto, entero 
y cumplido pago al D. Justo B de la expresada cantidad de 20 000 pese-
tas con sus intereses al 6 por 400 desde talfecha, y costas causadas y que 
se causaren hasta efectuarlo. Y por esta mi sentencia definitivamente juz-
gando así lo pronuncio, mando y firmo.—(Firma entera del juez.) 
Publicación.—Dada y pronunciada fué la sentencia que precede por el 
Sr. D. José M., Juez de primera instancia de esta villa y su partido, y 
publicada por el mismo en el día de hoy, estando en audiencia pública 
en... (lugar y fecha), de que yo el escribano doy fe.—(Firma entera del 
escribano.) 
Notificación al procurador del ejecutante, y al del ejecutado, en sn 
caso, en la forma ordinaria. 
Caso de oponerse el ejecutado dentro del término legal antes indicado, 
se sustanciará la oposición del modo que sigue: 
Escrito del ejecutado oponiéndose á la ejecución.—D Juan S., en nom-
bre de D. Lope C., de quien presento poder en forma, ante el Juzgado 
parezco en los ejecutivos instados contra mi principal por D. Justo B., y 
como más haya lugar en derecho, digo: Que en el día de... se citó de re-
mate á mi representado, y teniendo justas excepciones que alegar, me 
 opongo en su nombre á la ejecución despachada. 
Suplico al Juzgado que teniendo por presentado el poder, y á mi por 
parte en dicha representación, se sirva haberme por opuesto y conce-
derme el término legal para formalizar la oposición, como es de justi-
cia.—(Fecha y firma del letrado y procurador .) 
Providencia.—Por presentado con el poder, en virtud del cual se tie-
ne por parte al procurador S. en nombre del ejecutado: por opuesto, y 
hágasele saber que dentro de cuatro días improrrogables formalice su 
oposición con vista de las copias de la demanda y documentos, alegando 
las excepciones y proponiendo la prueba que estime conveniente. Lo 
mandó, etc. 
Notificación á los procuradores de ambas partes en la forma ordina- 
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ria.—Al hacer esta notificación al procurador del ejecutado que hubiere 
sido citado por edictos, se le entregarán las copias de la demanda y do-
cumentos. 
Transcurridos los cuatro días sin formalizarse la oposición, dictará el 
juez, sin necesidad de instancia del actor, la siguiente 
Providencia.—Tráiganse los autos á la vista con citación de las par-
tes para sentencia. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación por cédula á los procuradores de ambas 
partes. 
Escrito formalizando la oposición. —D. Juan S , en nombre de Don 
Lope C., en los ejecutivos, etc., y formalizando la oposición, digo: Que 
espero de la rectitud del Juzgado se ha de servir declarar no haber lugar 
á pronunciar sentencia de remate (o que es nulo todo el juicio, 6 la parte 
de cl que se expresará), mandando alzar los embargos practicados, y 
condenando en costas á la contraria (6 4 quien corresponda), pues así 
procede en justicia por las razones que voy á exponer. 
(Se alega, presentando después numerados los hechos y los fundamen-
tos de derecho, citando en éstos el aiticulo de la ley, del 1464 al 1467, en que 
se funde la oposición, y se concluye del modo siguiente:) 
Por todo lo cual, 
Suplico al Juzgado, que habiendo por formalizada la oposición y por 
presentados los documentos de que se ha hecho mérito, se sirva proveer 
y determinar como al principio lo dejo solicitado, y será justicia, que 
pido con costas. 
Otrosí. —Para la prueba que me interesa presento inlerrogatorio.-
Suplico al Juzgado se sirva haberlo por presentado con su copia, y re-
cibiendo el pleito á prueba, mandar que á su tenor, y con citación con-
iraria, sean examinados los testigos que presentaré durante dicho tér-
mino. Pido justicia como antes.
—(Fecha y firma del letrado y procu-
rador.) 
Providencia 
—En lo principal, por presentado con los documentos 
que acompaña y por formalizada la oposición; y traslado por cuatro días 
al ejecutante entregándole los autos para que conteste y proponga la 
prueba que estime; y en cuanto al otrosí, por presentado el interrogato-
rio con su copia, que quedará en la escribanía, y á su tiempo se pro-
veerá. Lo mandó, etc. 
Notificación á los procuradores de ambas partes en la forma ordi-
naria. 
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Contestación del ejecutante.—D. José A., en nombre de D. Justo B., 
rtcétera, evacuando el traslado del escrito de oposición de la parte con-
traria, por el que pretende tal cosa, digo: Que en méritos de justicia, se 
ha de servir el Juzgado no dar lugar á lo que solicita el ejecutado, y 
pronunciar sentencia de remate, mandando seguir la ejecución adelante, 
y condenándole en todas las costas; pues así procede por las razones que 
voy á exponer. 
(Se alega, numerando los hechos y los fundamentos de derecho, corno 
e r la contestación á la demanda en el juicio ordinario, y se concluye:) 
Por todo lo cual, 
Suplico al Juzgado, que habiendo por presentada la copia que acom-
paño de este escrito, se sirva resolver y providenciar como al principio 
lo dejo solicitado, y será justicia, que pido con costas. 
Olrost.—(Se propone prueba, si conviene, como en el escrito de opo-
sición.)—(Techa y firma del letrado y procurador.) 
Auto recibiendo el pleito á prueba.—Por presentado el anterior escri-
to con su copia, la que se entregará á la otra parte, y 
Resultando que ambas partes (6 una de ellas) han solicitado el reci-
bimiento á prueba de este pleito: 
Considerando que en este caso procede acceder dicha pretensión, 
conforme á lo prevenido en el art. 4469 de la ley ;de Enjuiciamiento 
civil; 
Se reciben estos autos á prueba por término de diez días comunes a 
las partes, durante los cuales practiquense las que tienen propuestas y 
las demás que propusieren, siendo procedentes: se admiten como perti-
n•.utes los interrogatorios presentados por ambas partes en los otrosíes 
de sus anteriores escritos, entregándose la copia del de una parte á la 
otra, y á su tenor, y con citación contraria, examínense lus testigos que 
respectivamente presentaren durante el término de prueba. Lo mandó, etc, 
Notificación en la forma ordinaria a los procuradores de ambas partes. 
Son admisibles todos los medios de prueba permitidos en el juicio o r-
dinario, y en la misma forma allí establecida; pero sin dividir el término 
en los dos periodos que establece el art. 553: los diez días son comunes 
para proponer y ejecutar toda la prueba, inclusa la de tachas en su caso. 
Véanse los formularios de la prueba en el juicio de mayor cuantía. 
Concluido el término de prueba, dará  ,,venla el actuario sin necesi-
dad de instancia de parte, y el juez dictará la siguiente 
Providencia.—Unanse á los autos las pruebas practicadas, y póngan-
se de manifiesto en la escribanía, para instrucción de las partes, por el 
término de cuatro días comunes á las mismas. Lo mandó, etc. 
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Notificación  á los Procuradores de ambas partes en la forma ordi-
naria. 
Transcurridos los cuatro días, también . de oficio, dictará el juez pro vi-
dencia llamando los autos á la vista con citación de las partes para sen-
tencia, y lo mismo luego que se presente el escrito contestando al de 
oposición, cuando no se haya solicitado el recibimiento á prueba, man-
dando además en este caso entregar al ejecutado la copia de dicho es-
crito. 
Si dentro del día siguiente al de la notificación de dicha providencia 
lo solicitare alguna de las partes, señalará el juez día para la vista den-
tro de los seis siguientes. Para estas actuaciones y la diligencia de vista. 
pueden verse los formularios y referencias de la pág. 576 del tomo 3." 
Dentro de los tres días siguientes al de la vista, ó de cinco si no la 
hubiere, el juez dictará la sentencia que estime procedente de los tres 
fallos que se determinan en el art. 4473 y conforme también con el 
4474. Podrá servir de modelo la formulada para el juicio ordinario de 
mayor cuantía en la pág. 443 del tomo 3.°, y también la de remate for-
mulada anteriormente. 
Todas estas sentencias son apelables en ambos efectos dentro de cin-
co días. Los formularios para la apelación véanse en las págs. 441 y si-
guientes dal tomo 2. 0 
Pero si fuere de remate la sentencia, se llevará á efecto por la vía de 
apremio, no obstante la apelación en ambos efectos, si lo solicitare el 
ejecutante dentro de los seis días siguientes, dando la fianza que pre-
viene el art. 4476: mientras tanto no se remitirán los autos al tribunal 
superior, conforme al 4477. 
Escrito del ejecutante presentando la fianza.—D. José A., en nombre 
de D. Justo B , etc., digo: Que á mi parte conviene se lleve a efecto la 
sentencia de remate, no obstante la apelación interpuesta por la contra-
ria. A este fin, en cumplimiento de lo que previene el art. 4476 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, consigno en la mesa del Juzgado, en calidad 
de lianza, la cantidad de .. (en metálico ó efectos públicos; ó presento la 
fianza que resulta de la escritura que acompaño). 
Suplico al Juzgado se sirva haber por presentada dicha fianza, y es-
timándola suficiente, mandar que se lleve á efecto por la via de apremio 
dicha sentencia, quedando en el Juzgado testimonio de los embargos y 
demás necesario para la ejecución de la misma, pues así procede en jus-
ticia, que pido con costas. 
—(Fecha y firma del letrado y procurador.) 
Nota de presentación de este escrito por ser de término perentorio. 
Providencia.—Por presentada la fianza, la que se tiene por bastante 
para el objeto que se expresa en el art. 4476 de la ley de Enjuiciamiento 
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civil (si ,fuere en metálico 6 efectos públicos, se mandará que se cons-
titaya en la Caja general de Depósitos); en su consecuencia, llévese 
A efecto por la via de apremio la sentencia de remate dictada en es-
tos autos, quedando para ello en el Juzgado testimonio en relación de lo 
necesario, con inserción literal de los embargos, de la sentencia de re-
mate y de esta providencia, y hecho, remitanse los autos originales al 
tribunal superior con emplazamiento de las partes, como está acordado. 
Lo mandó, etc. 
Notificación á los procuradores de las partes en la forma ordinaria. 
Diligencias.—Se pondrán las necesarias para acreditar haberse li-
brado el testimonio, el emplazamiento de las partes y la remesa de los 
autos al Tribunal Superior. 
SECCIÓN II 
PROCEDIMIENTO DE APREMIO 
Escrito para que se lleve á efecto la sentencia de remate.—D. José A., 
en nombre de D. Justo B., etc., digo: Que en atención á que se halla con-
sentida la sentencia de remate, por no haberse interpuesto apelación en 
tiempo oportuno (6 que ha sido confirmada por el tribunal superior, 6 
que tengo prestada la correspondiente fianza), se está en el caso de lle-
varla á efecto por la via de apremio. A este fin procede y 
Suplico al Juzgado se sirva mandar que el presente escribano practi-
quo la tasación de costas, y hecha y aprobada, que se proceda al justi-
precio, subasta y remate de los bienes embargados para verificar con su 
producto el pago á mi parte de principal y costas, dictando las providen-
cias necesarias al efecto con arreglo á la ley, sin necesidad de nueva 
gestión de roi parte, pues asi es de hacer en justicia, que pido. 
t ° Otrosl.—Presento la minuta de los honorarios devengados on 
este juicio por el letrado defensor de mi parte, firmada por el mismo.—
Suplico al Juzgado se sirva haberla por presentada, y mandar que se 
incluya en la tasación de costas la cantidad de..., á que asciende dicha 
minuta. Pido justicia como antes. 
2.° Otrosí.—Para el justiprecio de los bienes muebles embargados 
nombro por mi parte al perito N.—Suplico al Juzgado se sirva haberlo 
por nombrado, y mandar al ejecutado que en el acto de la notificación, ó 
á lo más dentro de segundo dia, nombre otro por la suya, bajo apercibi-
miento de tenerle por conforme con el nombrado por mi parte, y he-
cho, que se haga saber á los elegidos para su aceptación y juramento, 
y que procedan sin dilación á evacuar su cometido, pues asi es de justi-
cia, que pido igualmente. 
3.° Otrosí.—Como son inmuebles los bienes embargados de más im- 
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pottancia, y á su avalúo han de preceder las diligencias que previene el 
art. 4189 de !a ley de Enjuiciamiento civil.—Suplico al Juzgado se sirva 
acordar á su tiempo la práctica de dichas diligencias, reservándome ha-
cer oportunamente el nombramiento de perito para el justiprecio de los 
bienes indicados. 
4.° Otrosí.—Según resulta de autos, se embargó en metálico al eje-
tado (ó han producido hasta ahora los bienes embargados), la cantidad 
de..., que se halla depositada en la Caja de Depósitos. Dicha cantidad es • 
notoriamente inferior á la que debe percibir mi parte por principal y cos-
tas, por lo que procede, y—Suplico al Juzgado se sirva mandar que se 
le entregue á cuenta inmediatamente y ante todo, librándose las órdenes 
necesarias al efecto. Es justicia, que pido como en lo principal.—(Fecha 
y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—En lo principal, procédase por la vía de apremio, 
como se solicita, á cuyo fin el presente escribano practique la tasación 
de costas, y dé cuenta: en cuanto al primer otrosí, por presentada la mi-
nuta de honorarios, y como se pide, sin perjuicio: respecto del segundo 
y tercero, á su tiempo; y en cuanto al cuarto, como se pide, librándose 
la orden oportuna para que cl presente escribano retire de la Caja de De-
pósitos las lantas pesetas en ella depositadas, y entréguense á cuenta al 
ejecutante D. Justo B. bajo el correspondiente recibo. Lo mandó etc. 
Notificación á los procuradores de ambas partes en la forma ordi-
naria. 
Cuando el ejecutado haya comparecido en los autos por medio de 
procurador, con éste se entenderán todas las diligencias de apremio; pero 
si hubiere sido declarado en rebeldía por no haberse personado, no se le 
notificará la anterior providencia ni ninguna otra, ni tampoco en estra-
dos, fuera de aquellas en que lo ordene la ley 6 el juez. 
La,tasación de costas se practicará y aprobará conforme h lo preve-
nido en los artículos 432 y siguientes. 
Venta de bienes muebles. -Después de aprobada, ó al aprobar la ta-
sación de costas, se dictará la siguiente 
Providencia.—Procédase al justiprecio de los bienes muebles embar-
gados, para el que se tiene por nombrado como perito por parte del eje-
cutante á N.; hágase saber al ejecutado que dentro de segundo dia de-
signe otro por la suya, bajo apercibimiento de tenerle por conforme con 
aquél, admitiéndole dicho nombramiento en el acto de la notificación, si 
lo hiciere; y verificado, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
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Notificación al procurador del ejecutante, y también al del ejecutado, 
y si no lo tiene, á éste en persona, consignándose en la diligencia el 
nombramiento de perito, si lo hiciere. 
Téngase presente lo que para estos casos disponen los artículos 4 681 
y .1485, al dictar la providencia teniendo por nombrados los peritos y 
mandando se les haga saber para su aceptación y juramento y que pro-
cedan á evacuar su cometido. 
Providencia.—Por nombrados los peritos 1I. y J hágaseles saber para 
su aceptación y juramento, y que procedan á la mayor brevedad á evacuar 
su cometido. Lo mandó, etc. 
Para la notificación, aceptación y juramento de los peritos, su decla-
ración, nombramiento de tercero, y recusación en su caso, pueden servir 
de modelo los formularios de las páginas all y siguientes del torno 3.°, 
si bien con las modificaciones que exigen la diferencia de los casos, y lo 
que disponen los artículos 4486 y 4487. Luego que hayan practicado el 
 justiprecio y rendido su declaración, se dictará la siguiente: 
Providencia.—Sáquense á pública subasta los bienes muebles emb: r 
fiados, por término de ocho días (6 de veinte si fueren alhajas de valor), 
señalándose para el remate el dia tantos á tal hora en los estrados de 
este Juzgado, todo lo cual se hará saber por medio de edictos, que se 
fijarán en los sitios públicos de costumbre, é insertarán en el Diario de 
Avisos (si lo hubiese en el pueblo, y también en la Gaceta de Madrid, 
cuando el juez lo estime por tratarse de alhajas de gran valor), advir-
tiéndose que no se admitirán posturas que no cubran las dos terceras 
partes del justiprecio y sin hacer previamente la consignación del 40 
por 400, por lo menos, del valor de los bienes que sirve de tipo para la 
subasta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los procuradores de ambas partes en la forma ordi-
naria. 
Edicto anunciando la subasta.—Por providencia del Sr. D. José M , 
Juez de primera instancia de este partido, dictada con fecha de ayer en 
 los ejecutivos que por la escribania del infrascrito sigue D. Justo B. 
contra D. Lope C., sobre pago de tal cantidad, se sacan á pública subas-
ta por término de... (ocho 6 veinte días, según la clase de bienes), varios 
bienes muebles que están de manifiesto en tal parte, y han sido justipre-
ciados en tantas pesetas. (Si hubiere alhajas 6 muebles de gran valor, 6 
semovientes, se reseñarán individualmente, con su valor.) 
Cuyos bienes han sido embargados como de la propiedad del deudor 
D. Lope C., y se venden para pagar á D. Justo B. la cantidad antes ex-
presada, y las costas, debiendo celebrarse su remate el día tantos, á tal 
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hora, en los estrados de este Juzgado, silos en tal parte. Lo que se hace 
saber al público para conocimiento de los que quieran interesarse en la 
subasta, advirtiéndose que no se admitirá postura que no cubra las dos 
terceras partes del justiprecio, y sin que se consigne previamente el 10 
por 400, por lo menos, del valor de los bienes que sirve de tipo para la 
subasta, conforme á lo prevenido en el art. 4500 de la ley de Enjuicia-
miento civil.—(Lugar y fecha, V.° B. ° del juez y firma entera del es-
cribano.) 
Diligencia de fijación de edictos.—Véanse las formuladas en la pá-
gina 634 del tomo 4.° 
Acta del remate.—En... (lugar y fecha), siendo tal hora (la seilala-
da), el señor juez de primera instancia de este partido, constituido en au-
diencia pública con mi asistencia y la del pregonero N. (6 la del subal-
terno del Juzgado que ejerza esas funciones), mandó dar principio al re-
mate señalado para hoy de los bienes embargados á D. Lope C., y anun-
ciado al público por dicho pregonero en la forma acostumbrada (como 
también, en su caso, la postura hecha anteriormente), compareció X., 
vecino de esta villa, y después de haber consignado en la mesa del Juz-
gado tal cantidad, que cubre el 10 por 100 del avalúo, hizo postura (0 la. 
mejoró) A todos los indicados bienes por la cantidad de..., que le fué ad-
mitida por cubrir las dos terceras partes del avalúo. Publicada esta pos-
tura por el pregonero, se presentó Z., también de esta vecindad, y des-
pues de haber hecho igual consignación que el anterior postor, la mejoró 
en la cantidad de... (De este modo se irán acotando y publicando las pu-
jas y mejoras que se hagan.) En este estado, el Sr. Juez mandó aper-
cibir cl remate por cinco minutos, lo que verificó el pregonero, dando 
repetidamente las voces de á la una y después ei las dos, ;expresando que 
el que quiera mejorar la postura que acuda, pues se van á rematar; y 
transcurridos los cinco minutos sin haberse presentado mejor postor, de 
urden del mismo Sr. Juez dió el pregonero la voz de á las tres, que-
dando celebrado el remate por la expresada castidad de... á favor de X., 
como mejor postor, el cual, hallándose presente, manifestó que aceptaba 
este remate, obligándose á su cumplimiento y á consignar el precio 
cuando se le mande. Y en vista de todo, el Sr. Juez aprobó el remate, 
mandando que se haga entrega al comprador de los bienes rematados, 
previa la consignación de su precio, que verificará dentro de tercero dia, 
dándose orden al depositario, luego que el comprador acredite haber sa-
tisfecho el impuesto correspondiente á la hacienda, para lo cual se le 
dará testimonio del acta de remate, si lo pidiere, para que los deje á dis-
posición de dicho comprador, acreditándose en autos la entrega, y que se 
devuelvan en el acto á los demás postores las consignaciones que han 
hecho para tomar parte en la subasta, reservándose la del rematante á los 
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efectos consiguientes. Con lo cual se dió por terminada esta diligencia, 
que firma el Sr. Juez con el reratante, á quien doy fe conozco, y el 
ejecu tante y ejecutado (si hubiesen asistido), quienes quedaron entera-
dos de lo anteriormente mandado, y de todo lo referido doy fe.—(Media 
firm a del juez, y entera del rematante, de las partes, en su caso, y del es-
cribano.) 
Diligencia de haber devuelto á los postores la cantidad que, para 
tomar parte en la subasta, hubieren consignado en la mesa del Juzgado, 
6 el documento de la consignación hecha en el establecimiento destinado 
al efecto. 
Otra de la consignación del precio, en la que además de la entrega 
dcl recibo al comprador, hará constar el actuario la advertencia que 
debe hacerle, conforme al art. 450 del reglamento para el impuesto de de-
rechos reales y transmisión de bienes de 25 de Septiembre de 4892, del 
deber que tiene de presentar dentro de treinta días el correspondiente do-
cumento á la liquidación y pago de dicho impuesto, y que á este fin le 
díó, á su instancia, testimonio del acta de remate. 
Otra de haberse librado la orden al depositario para la entrega de los 
bienes al comprador, después de acreditar éste haber realizado el pago 
del impuesto. 
Y otra acreditando en los autos la entrega de los bienes, cuyo recibo 
firmará el comprador. 
Venta de bienes inmuebles.—Cuando sean inmuebles los bienes em-
bargados, antes de e procederse a su avalúo, se practicará lo siguiente: 
Providencia.—Expídase mandamiento al Registrador de la propiedad 
para que libre y remita á este Juzgado certificación en que consten las 
hipotecas, censos y demás gravámenes á que estén afectos los bienes in-
muebles embargados á D. Lope C., 6 que se hallan libres de cargas; y 
requiérase á dicho ejecutado para que dentro de seis días presente en la 
escribanía los títulos de propiedad de las fincas. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del ejecutante en la forma ordinaria. 
Requerimiento al ejecutado, 6 á su procurador, si lo tiene. (Véase el 
formulario en la pág. 633 del tomo 4. 0) 
Xota de haberse librado el mandamiento al Registrador de la propie-
dad y haberlo entregado al procurador del ejecutante para que gestione 
su cumplimiento. . 
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Luego que se reciba la certificación del Registrador de la propiedad, 
se mandará unir á los autos, y si de ella resulta que las fincas están gra-
vadas con segundas 6 posteriores hipotecas, se dictará la siguiente 
Providencia.—La certificación que precede únase á los autos.de su 
referencia, y resultando de ella que la finca embargada en estos autos 
está gravada con segunda hipoteca á favor de N., hágasele saber el esta-
do de la ejecución para que intervenga en el avalúo y subasta de dicha 
tinca, si le conviniere. Lo mando, etc. 
Nolficacihn al procurador del ejecutante, y al del ejecutado, si to 
tiene. 
01ra al acreedor 6 acreedores con segundas hipotecas en la forma or-
dinaria. 
Los acreedores que se hallen en este caso pueden personarse en los 
autos, por sí 6 por medio de procurador. Si lo verifican antes del avalúo, 
tienen derecho á nombrar, á su costa, un solo perito, aunque aquéllos 
sean dos 6 más, que, con los nombrados por el ejecutante y ejecutado, 
practique el justiprecio de la finca ó fincas hipotecadas á su favor. En 
este caso se les notificará también la providencia en que se fije el día 
para el remate; pero no lia de hacérseles ninguna otra notificación. 
Si el ejecutado presenta los títulos de propiedad de las fincas, se dic-
tará la siguiente 
Providencia.—Pon presentado el anterior escrito con los títulos de 
propiedad que se acompañan; fórmese con ellos ramo separado y comu-
níquese al ejecutante para que manifieste si los encuentra suficientes 6 
proponga la subsanación de las faltas que en ellos notase. Lo mandó, etc. 
.Notificación á ambas partes en la forma ordinaria. 
Si el ejecutante encuentra suficientes los títulos, lo manifestará así al 
Juzgado, el cual acordará que queden en la escribanía á los efectos opor-
tunos. Si los encuentra deficientes, propondrá lo que estime procedente 
para subsanar la falta. Y si no los hubiere presentado el ejecutado, se le 
apremiará 6 se suplicarán, del modo que ordena el art. 4 493 y hemos ex-
puesto en su comentario. 
Formado el ramo separado con los títulos de propiedad, 6 para suplir 
su falla, se acreditará por nota en los autos principales, en los que de-
berá pedir el ejecutante, si le interesa, que siga su curso la vía de apre- 
A  
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mio, y que mientras se practican aquellas diligencias se proceda al avalo a 
de los bienes, haciecdo en el mismo escrito el nombramiento de perito_ 
l'ara estas actuaciones podrán servir de modelo las formuladas anterior-
mente para el avalúo de Llenes muebles. 
Hecho el avalúo de los inmuebles, y terminado el ramo separadó so - 
bre los títulos de propiedad, habrá de presentar el ejecutante et si-
guiente 
Escrito para que se saquen los bines á pública subasta.—D. José A., 
en nombre de D. Justo B., en los ejecutivos contra D. Lope C., etc., digo: 
Que á juicio de mi parte, están corrientes :os títulos de propiedad de los 
inmuebles embargados en estos autos (o las !altas que manifesté en mi 
escrito de tal fecha, se kan subsanado en la forma posible; 6 fallan me-
dios á mi parte para suplir la falta de títulos antes a's la subasta, cuya 
dilación le causa perjuicios); por lo cual, y teniendo presente lo que dis-
pone para estos casos el art. 4 195 (6 el 4 i97) de la ley de Enjuici arnien-
to civil, 
Suplico al Juzgado se sirva acordar que se saquen dichos bienes á pú-
blica subasta por el término y con las prevenciones que ordena la ley, 
señalando el día, hora y sitio en que haya de celebrarse el remate, como 
es de justicia, que pido.—(Lugar, fecha y firma del letrado y procu - 
rador.) 
Providencia. —Por presentado el anterior escrito, y como en él se so-
licita, sáquense á pública subasta, por término de veinte días, los inmue-
bles embargados en estos autos, señalándose para el remate el día tantos 
á tat hora en la sala audiencia de este Juzgado, y anunciándolo por edic-
tos, que se fijarán en los sitios públicos de costumbre de esta villa y (en 
SU caso) de la de..., donde están situados los bienes, é insertarán en el 
Boletín oficial de la provincia (y Diario de Avisos, si lo hubiere en el 
pueblo, y también en la Gaceta de Madrid, cuando el juez lo estime con-
veniente por la importancia de los bienes), advirtiéndose en ellos que los 
títulos de propiedad de las tincas estarán de manifiesto en la escribanía 
para que puedan examinarlos los que quieran tornar parle en la subasta, 
teniendo que conformarse con ellos, sin derecho á exigir ningunos otros; 
ó (en su caso) que no existen títulos de propiedad, quedando A cargo del 
rematante el suplir esta falta, practicando las diligencias necesarias para 
la inscripción en el Registro de la propiedad; que no se admitirán pos - 
turas que no cubran las dos terceras partes del avalúo, y que para tocar 
parte en la subasta ha de hacerse previamente la consignación de una 
cantidad igual, por lo menos, al 40 por 400 del valor de los bienes que 
sirve de tipo para la subasta. Lo mandó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria á los procuradores de las parte 
584 	 FORMULARIOS DEL TITULO XV 
tan 	 en su caso, al acreedor ó acreedores con segunda ó posteriores 
hipoCecas que se hubieren personado en los autos antes del avalrio. 
¡sudo anunciando la subasta.—Puede servir de modelo el formulado 
anteriormente para la venta de bienes muebles, con las advertencias que 
se expresan en la providencia que precede. 
Acta del remate.—También como la formulada anteriormente para la 
renta de muebles, pero suprimiendo lo de la entrega de los bienes 
y consignación del precio, y limitándose a la aprobación del remate, 
mandando á la vez que el actuario practique la liquidación de cargas 
qne previene el art. 1511, en el caso de tenerlas las fincas, y dé cuenta. 
hecha, en su caso, la liquidación de cargas, se dictará providencia 
comunicándola por tres días a cada una de las partes y al comprador, y 
estando conformes, 6 hechas las rectificaciones que el juez estime proce-
dentes de las que propongan las partes, se dictará la siguiente 
Providencia.—Se aprueba la liquidación (le cargas que precede, y 
bágase saber al comprador que dentro del término de... (no puede exce-
der de ocko días) consigne en la mesa del Juzgado 6 en la Caja de Depó-
sitos la cantidad de... que resulta de dicha liquidación ser el precio lí-
quido de la venta. Lo mando, etc. 
otifcación en la forma ordinaria á los procuradores de las partes y 
al comprador. 
hecha la consignación del precio, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por consignado el precio: hágase saber al deudor que 
dentro de tercero dia otorgue la escritura de venta  a favor del compra-
olor, bajo apercibimiento de que transcurrido dicho termino sin haberlo 
verificado, se otorgará de oficio. (Debe acordarse (leade lueyo que se otor-
pue ríe oficio ta escritura cuando el deudor no pueda verificarlo por estar 
usente, declarado en rebeldía 6 por cualquiera otra causa): entréguese 
sin dilación al ejecutante el precio consignado, por ser notoriamente in-
ferior 
 (6 igual) á su crédito; y otorgada la escritura, entréguense al 
comprador los títulos de propiedad (si los hubiere) y pónganse los bienes 
à disposición del mismo, dando para ello la oportuna orden al deposita• 
sie, luego que acredite haber satisfecho á la hacienda el impuesto co-
rrespondiente. Lo mandó, etc. 
Cuando el precio consignado exceda del crédito del ejecutante, se 
mandará que se le haga entrega sin dilación del capital é intereses, y que 
el actuario haga tasación de las costas posteriores á la anteriormente ve-
rificada y la liquidación correspondiente; y hechas estas operaciones, se 
mandará abonarle lo demás que tenga derecho á percibir, y que se 
 en-
tregue al deudor el remanente, si lo hubiere, á no ser que esté retenido 
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judicialmente, ó que deba destinarse á cubrir otras responsabilidades, ea 
cuyo caso se consignará en la Caja de Depósitos. 
Si la ejecución se hubiere despachado á instancia de un segando 6 
tercer acreedor hipotecario, el importe de los créditos hipotecarios pre-
ferentes ha de consignarse en la Caja de Depósitos, y también la parte 
que por prorrateo corresponda a otros acreedores con igual derecho hi-
potecario que el del ejecutante, conforme á lo prevenido en los artículos 
4546 y 4547. 
Segunda y posteriores subastas.—Cuando en la primera subasta no se 
vendan los bienes por falta de postor, ó por no haberse presentado pos-
tura admisible, en el acta del remate se hará constar que éste no ha te-
nido efecto por dicha circunstancia, y acordará el juez qQe se dé co noci-
miento al ejecutante para el uso de su derecho. En tales casos puede pe. 
dir el ejecutante, ó que se le adjudiquen los bienes por las dos terceras 
partes de su avalúo, ó que se saquen de nuevo á pública subasta con re-
baja del 25 por 400 de la tasación. Esta segunda subasta se anunciará y 
celebrará en igual forma que la anterior. 
Si tampoco hubiere postor en la segunda subasta, acreditada esta cir-
cunstancia como en el caso anterior, el ejecutante podrá pedir, á su arbi-
trio: 4. 0 , la adjudicación de los bienes por las dos terceras partes del pre-
cio que hubiere servido de tipo para la segunda subasta, que será el 
 que 
 resulte rebajado el 25 por 400 del avalúo: 2.°, que se le entreguen los 
bienes en administración para aplicar sus productos al pago de los inte-
reses de su crédito y extinción del capital; y 3.°, que se celebre uua ter-
cera subasta sin sujeción á tipo. 
Si opta por la adjudicación en pago, se tendrá presente lo que dis-
pone el art. 4549, y si el valor de la finca excede del importe de las hi-
potecas y demás cargas que sobre ella pesen y de lo que deba percibir e3 
ejecutante, y tiene cómoda división, podrá pedir que se le adjudique lo 
que sea necesario para cubrir su crédito: en otro caso, tendrá que aba-
nar en metálico la diferencia. 
Si prefiere que se le entreguen los bienes en administración, se pro-
cederá del modo que ordenan los artículos 4534 y siguientes, tanto para 
la entrega como para las incidencias de la administración. 
Y si opta por la tercera subasta sin sujeción á tipo, se anunciará ésta 
y se celebrará en igual forma que las anteriores, pero observándose ad.o-
más lo que se previene en los artículos 4506, 4507 y 4508. 
No creemos necesarios formularios especiales para estas actuaciones: 
podrán servir de modelo los de otras análogas, y son tan sencillos, qué 
bastará atenerse á lo que ordena la ley. 
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SECCIÓN TERCERA 
TERCERÍAS 
Demanda de tercería de dominio.—D. M., en nombre de X., de quien 
presento poder en forma con el niim. 4.°, corno tercero interesado de 
cuyo perjuicio se trata, ó en la forma que más haya lugar en derecho, 
comparezco en los autos ejecutivos instados por D. Justo B. contra Don 
Lope C., sobre pago de 20.000 pesetas, y como mejor proceda, digo: Que 
tal finca (se expresarán su situación, linderos, etc.), en que se hizo el 
embargo, es de la propiedad exclusiva de mi representado por tales y ta-
les rezones, como se acredita con los documentos que presento en debida 
forma con los números 2.° y 3.° 
(Se alega, exponiendo después sucintamente numerados los hechos y 
les fundamentos de derecho, como en las demandas del juicio ordinario, 
y se conelvpe del modo siguiente:) 
Por tanto, interponiendo como interpongo en nombre de mi.repre-
sentado la tercería de dominio que le compete, con los requisitos que 
previene la ley, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada esta demanda con 
los referidos documentos y dos copias de aquélla y de éstos, y á mí por 
parte en el nombre que comparezco, se sirva admitir esta tercería de do-
minio, y con suspe.sión dei procedimiento de apremio, declarar que la 
tinca antes deslindada pertenece en propiedad y posesión á mi represen-
tado, mandando en su consecuencia que se alce el embargo de la misma 
y se deje á la libre disposición de mi parte, condenando en costas á los 
desmandados 6 á quien corresponda, pues para ello interpongo demanda 
eu forma contra el ejecutante y el ejecutado, que deberá sustanciarse en 
pieza separada por los trámites del juicio ordinario de mayor cuantía (ú 
el que corresponda) conforme á lo prevenido en el art. 1534 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, como es de justicia, que pido.-(Fecha y firma del 
letrado y procurador.) 
Providencia.—Por presentado con los documentos y copias que se 
seompaísan, teniéndose por parte á D. M. en nombre de D. X.: se admite 
la demanda de tercería de dominio que se interpone, y con suspensión 
fiel procedimiento de apremio respecto de, la finca á que se refiere, se 
confiere de ella traslado al ejecutante y ejecutado para que la contesten 
deudo del término de veinte días comunes (6 de nueve, si es de menor 
cuantta), entregándoles á este fin las copias de la demanda y documen-
tos, cuya entrega les servirá de emplazamiento para este juicio: sus-
tánciese esta tercería por los trámites del juicio declarativo de mayor 
(6  de menor) cuantía, en pieza separada, que se formará con el presente 
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escrito y documentos que le acompañan, poniéndose además testimonio 
de la diligencia de embargo de la finca de que se trata con la relación 
necesaria del juicio ejecutivo; y acredítese en los autos principales por 
medio de nota con inserción de esta providencia, para que tenga efecto 
la suspensión acordada del procedimiento de apremio (añadiéndose en su 
caso) luego que recaiga sentencia firme de remate. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del tercer opositor en la forma ordinaria. 
Otra al procurador del ejecutante, con la entrega de las copias y la 
prevención de que esta entrega le sirve de emplazamiento para este 
juicio. 
Otra con los mismos requisitos al procurador del ejecutado, y si no 
lo tiene, y es conocido su domicilio, al mismo ejecutado en persona. Si 
no es conocido su domicilio y está declarado en rebeldía en el juicio 
ejecutivo, se le hará esta notificación en estrados. 
Testimonio de la diligencia de embargo, conforme á lo mandado en 
la providencia que precede. 
En la pieza principal del juicio ejecutivo se pondrá la siguiente 
Nola. —Doy fe, que por D. M., en nombre y con poder de D. X., se 
ha presentado en tal fecha tercería de dominio contra la finca tal, em-
bargada en estos autos, á cuya demanda ha recaído la providencia que 
dice así: (Se copia.) Y para que obre en estos autos los efectos oportunos, 
en cumplimiento de lo mandado, pongo la presente en... —(Lugar, fecha 
y firma del escribano.) 
Demanda de tercería de mejor derecho.—D. M., en nombre de D. X., 
etcétera, digo: Que ha l legado á noticia de mi representado que á instancia 
de D. Justo B. han sido embargados a D. Lope C., en virtud de ejecución 
despachada por este Juzgado todos los bienes que le pertenecen, para el 
pago de 30.000 pesetas que aquél le demanda. Mi parte tiene también un 
crédito contra el mismo D. Lope C. de 45.000 pesetas, procedentes de tal 
obligación, según resulta de la escritura pública que presento en de-
bida forma. Este crédito es preferente al de D. Justo B. por tales ra-
zones. 
(Se alega, exponiendo después numerados los hechos y los fundamen-
tos de derecho, como en el juicio ordinario.) 
Por tanto, interponiendo como interpongo en nombre de mi repre-
sentado la oportuna tercería de mejor derecho, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada esta demanda con 
los referidos documentos y las copias correspondientes, y á mí por parte 
en el nombre que comparezco, se sirva admitirme esta tercería de mejor 
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derecho, y por sus méritos declarar que el crédito de 15.000 pesetas 
que tiene mi representado contra D. Lope C. es preferente y de mejor de-
recho al de las 20.000 pesetas que le demanda D. Justo B. y en cuya 
virtud se ha despachado la ejecución, mandando en su consecuencia que, 
luego que se vendan los bienes embargados, de su importe sea aquél pa-
gado con preferencia á éste, condenando en costas al ejecutado ó á quien 
corresponda, á cuyo fin interpongo demanda en forma, que deberá sus-
tanciarse en pieza separada, sin suspenderse los procedimientos ejecuti-
vos ni de apremio hasta realizar la venta de los bienes, conforme al ar-
tículo 4536 de la ley de Enjuiciamiento civil, como es de justicia, que 
pido.—(Fecha y flrma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Por presentado con los documentos y copias que se 
acompañan, teniéndose por parte á 
 M. en nombre de X.: se admite la de-
manda de tercería de mejor derecho que se interpone, y se confiere de 
ella traslado al ejecutante y al ejecutado, para que la contesten dentro 
de veinte días comunes, entregándoles á este fin las copias de la de-
manda y documentos, cuya entrega les servirá de emplazamiento para 
este juicio: Sustánciese esta tercería en pieza separada, que se formará 
con el presente escrito y documentos que le acompañan, poniéndose ade-
más testimonio del título en cuya virtud se despachó la ejecución, con la 
relación suficiente de los autos ejecutivos, en los que se pondrá también 
la oportuna nota con inserción de esta providencia, á fin de tenerlo pre-
sente cuando se realicen los bienes embargados, para suspender el page 
basto que se decida quién tiene mejor derecho. Lo mandó, etc. 
Se ejecuta esta providencia como en el caso anterior. 
Ambas tercerías han de sustanciarse por todos los trámites del juicio 
ordinario declarativo que corresponda á su cuantía: véanse por tanto 
los formularios de estos juicios. 
TITULO XVI 
DEL PROCEDIMIENTO DE APREMIO EN NEGOCIOS DE COMERCIO 
En la introducción del título 13, que trata del orden de proce-
der en las quiebras, y su párrafo 1. 0 , bajo el epígrafe de legislación 
rigentg sobre esta materia (pág. 305 de este tomo), hemos expuesto 
el origen del presente título, la razón de haber sido incluido, como 
aquél, en la ley actual de Enjuiciamiento civil, casi sin alteración, 
y el valor y eficacia que, después de publicado el Código de Co-
mercio de 1885, ha de darse á las disposiciones del de 1829, á que 
aquél y este título se refieren. Y en el párrafo 5.° de la misma in-
troducción (pág. 329), indicamos las razones que nos movieron á 
adoptar el sistema de notas, en la explicación de los artículos rela-
tivos á las quiebras; sistema que seguiremos también en el presente 
título por concurrir las mismas razones. Las notas servirán de co-
mentario, y para los formularios pueden servir de modelo los del 
título anterior. 
ART. (1) 1544 (1542). La vía de apremio, en los 
negocios de comercio, se ejercitará ante los Juzgados 
de primera instancia contra los deudores de las clases 
siguientes (2): 
(1) El número que sigue á la palabra Art., es el que le correspon-
de en la ley de Enjuiciamiento civil de la Península, y el que se 
pone á continuación entre paréntesis es el que tiene el mismo ar-
ticulo en la ley para Cuba y Puerto Rico. Téngase presente, para evi-
tar repeticiones en todos los artículos de este título. 
(2) Por la índole especial de los créditos á que este artículo se re-
fl3re, y de conformidad con el Código de Comercio, se suprime en 
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1.0  Los consignatarios á quienes sean entregadas 
las mercaderías, ó cualquiera otra persona que las hu-
biere recibido con título legítimo, por los fletes en los 
trasportes marítimos y los portes en las conducciones 
terrestres, con tal que no haya trascurrido un mes 
desde el dia de la entrega (1). 
ellos el procedimiento ejecutivo, y se principia por la vfa de apremio. 
Este privilegio se concede taxativamente contra las seis clases de 
deudores que se determinan. No se ha incluido el pago de costas y 
gastos judiciales (de lo cual deduce un comentarista, erróneamente á 
nuestro juicio, que no podrán exigirse por la vfa de apremio en los ne-
gocios mercantiles), por ser innecesario, en razón á que ya se hallaba 
establecida para'su exacción la vfa de apremio (art. 8. 0 y 421), tanto 
en los negocios comunes como en los mercantiles, pues todos se rigen 
ahora por la misma ley procesal. Pero téngase presente que para de. 
cretar el apremio es necesario que el acreedor justifique su derecho 
en la forma que para cada caso se previene en el art. 1645, que sea 1f-
quide la cantidad y que el titulo tenga fuerza ejecutiva, según se 
 or 
 dens. en los artículos 1646 y siguientes. La competencia del juez se 
determinará por las reglas generales de competencia. 
• (I) Un mes desde el día de la entrega. Se fijó en la ley procesal este 
plazo para reclamar por la via de apremio el pago de los fletes y por. 
tes, en razón á que lo fijaba el Código de Comercio de 1829 para que 
el porteador y el fletante conservasen el derecho de preferencia á los 
demás acreedores sobre los efectos transportados para cobrar por di-
cha via de apremio lo que se les debiera por portes 6 fletes y gastos, 
declarando que transcurrido ese plazo sin hacer la reclamación, se 
perdía el privilegio y pasaba el crédito 4 la clase de los ordinarios por 
acción personal contra el que recibió los efectos (arts. 228 al 231, 797 
y 798 de dicho Código). Pero el nuevo Código de Comercio de 1886 
ha modificado esos plazos. En su art. 376 declara que «los efectos por-
teados (en las conducciones terrestres) estarán especialmente obliga-
dos á la responsabilidad del precio del transporte y de los gastos y 
derechos causados por ellos durante su conducción 6 hasta el mo-
mento de la entrega», y que «este derecho especial prescribirá á los 
ocho días de haberse hecho la entrega, y una vez prescrito, el porteador 
no tendrá otra acción que la que le corresponda como acreedor ordina-
rio». (Véanse también los arta. 374 y 376 del mismo Código.) Y en el 
667, con relación al fletamento 6 conducciones marítimas, dice: «Los 
efectos cargados estarán obligados preferentemente á la responsabili-
dad de sus fletes y gastos durante veinte días, á contar desde su en- 
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2.0 Los aseguradores en los seguros marítimos, por 
el importe de las pérdidas 6 daños que hubiesen sobre-
venido á las cosas aseguradas en los riesgos que co-
rriesen á su cargo. 
3. 0 Los aseguradores, por los premios de los segu-
ros marítimos. 
4. 0 Los cargadores y capitanes de las naves, por las 
vituallas suministradas para el aprovisionamiento de 
éstas, y los consignatarios de las mismas cuando se 
haya hecho de su orden este suministro. 
5.0 Los mismos cargadores, por el pago de los sa-
larios vencidos en la tripulación de la nave, ajustados 
por mesadas 6 viajes, y los capitanes cuando aquéllos 
no se hallaren en el lugar donde deba hacerse el pago. 
6. ° Los que hayan contratado con intervención 
de corredor, por los corretajes devengados en la ne-
gociacion. 
ART. 1545 1543).• No podrá decretarse el apremio 
si los acreedores que lo pidieren no justifican su dere-
cho en la forma siguiente: 
Los créditos por fletes ó portes, con el conocimiento 
6 la carta de porte original, firmada por el cargador, y 
trega 6 depósito. Durante este plazo, se podrá solicitar la venta de los 
mismos, aunque haya otros acreedores, y ocurra el caso de quiebra 
del cargador 6 del consignatario.» Si, pues, transcurridos dichos pla-
zos de ocho y veinte días respectivamente, loe créditos por portes y 
fletes pierden hoy su prelación sobre los efectos transportados, y sólo 
pueden reclamarse por acción personal como créditos ordinarios mien-
tras no prescriban, cuya prescripción fija en seis meses el art. 951, es 
evidente que al modificar el nuevo Código en este punto las disposi-
ciones del antiguo, ha modificado también el plazo de un mes, sefia-
lado por la ley procesal en el nüm. 1.° del art. 1544, y por consiguien-
te, que sólo puede utilizarse actualmente la vía de apremio contra los 
consignatarios ó personae que hubieren recibido las mercancías con 
título legitimo, si se entabla dentro de ocho días por los portes en las 
conduciones terrestres, y de veinte por los fletes en los transportes 
marítimos, á contar desde el día siguiente al de la entrega de los 
efectos. 
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el recibo de las mercaderías contenidas en este docu-
mento (1). 
Los que procedan de los contratos de seguros, sea 
en favor de los aseguradores ó en el de los asegurados, 
por la escritura publica, póliza ó contrata privada, se-
gun la forma en que se hubiere celebrado el seguro (2). 
Los suministros hechos para el aprovisionamiento 
de la nave, por las facturas valoradas de los efectos 
suministrados, aprobadas por el cargador, capitan 6 
consignatario, de cuya órden los haya entregado el 
acreedor. 
Los salarios de la tripulacion, por las copias de las 
contratas extendidas en el libro de cuenta y razon de 
la nave, conforme al art. 699 del Código de Comer-
cio (3), de las cuales el capitan deberá facilitar copia a 
(1) La carta de porte en las conducciones terrestres debe contener 
los requisitos que se determinan en el art. 360 del Código de Comer-
cio de 1886, y según el 353, es el título legal del contrato entre el car 
gador y el porteador. Y el conocimiento en los transportes marítimos 
ha de contener los requisitos que se expresan en el art. 706 de dicho 
Código, previniéndose en el 716 que producirá acción sumarísima ó 
de apremio, según los casos, para la entrega del cargamento y el pago 
de los fletes y gastos que haya producido.» No se exige la presenta-
ción de la póliza de fletamento porque, según el art. 653, el conocimien• 
to es el único título, en orden á la carga, para fijar los derechos y obli-
gaciones del naviero, del capitán y del fletador. 
(2) Responde lo que se dispone en este párrafo á lo que ordenaba 
el art. 840 del Código de Comercio de 1829, según el cual, el contrato 
de seguro marítimo había de constar de escritura pública 6 privada 
para que fuese eficaz en juicio. Pero el art. 737 del nuevo Código de 
1886 previene que para ser válido dicho contrato habrá de constar 
por escrito en póliza, que firmarán los contratantes por duplicado, re-
servándose un ejemplar cada parte, cuya póliza ha de contener loe rP-
quisitos que se determinan en el art. 738. Por consiguiente, hoy no 
puede admitirse otro título que la póliza para decretar el apremio, ya 
sea en favor del asegurador, ya del asegurado, debiendo además ir 
acompafada de los documentos que previene el art. 769 del mismo 
Código. 
(3) En lugar del art. 699 del Código de Comercio de 1829, que 
aquí se cita, véase el 634 del nuevo Código de 1886. El libro á que se 
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cada interesado, con la nota de los alcances que le re-
sulten. En el caso de que aquél rehusare dar este do- 
cumento, se le obligará á exhibir el libro y se extraerá 
testimonio á su presencia de lo que resulte de sus 
asientos con respecto al crédito reclamado, equivalien-
do éste á la certificacion que el capitan hubiera debi-
do dar. 
Los corretajes, por las facturas de los contratos ó 
negociaciones de que procedan, firmadas por el deudor, 
ó por las pólizas de que que deben conservar un ejem-
plar; y en defecto de uno y otro documento, por las co-
pias de los asientos hechos en el registro, de conformi-
dad con lo dispuesto en los artículos 91, 92, 93, 94 y 
95, del Código de Comercio (1). 
 
refiere es el denominado de contabilidad, que el capitán está obligado 
A llevar, según el núm. 3. 0 del art. 612 del mismo Código. 
(1) Los cinco artículos del Código antiguo, que aquí se citan, es• 
tin refundidos en el art. 107 del nuevo de 1885. En el art. 93 del 
mismo.se declara que «los agentes colegiados• tendrán el carácter de 
notarios en cuanto se refiera á la contratación de efectos públicos, va-
lores industriales y mercantiles, mercaderías y demás actos de  comer-
do comprendidos en su oficio, en la plaza respectiva»: que «llevarán 
un libro-registro con arreglo á lo que determina el art. 36 (del mismo 
Código), asentando en él, por su orden, separada y diariamente, todas 
las operaciones en que hubieren intervenido»; y que «los libros y pó-
lizas de los agentes colegiados harán fe en juicio». A los asientos he-
chos en dicho libro-registro se refiere la disposición que estamos exa-
minando.—Por el decreto-ley del Gobierno provisional de 30 de No-
viembre de 1868, se establecieron dos clases de agentes mediadores 
del comercio, unos libres y otros colegiados,, reformando en este 
pinto el Código de Comercio y demás disposiciones entonces vigen- 
• 	 tes, que sólo permitían los colegiados, tanto de la clase de agentes de - 
B Asa como de la de corredores de -Comercio; pero declarando que 
solo tendrían la fe pública los agentes y los corredores colegiados. De 
aquí la duda de si, tanto los libres como los colegiados, podrán utili-
zar la vía de apremio para el cobro de sus corretajes. Tenemos por 
indudable que sólo á los colegiados concede la ley ese beneficio, por-
que sólo ellos están autorizados para intervenir con fe pública en los 
contratos y operaciones que son de su competencia, con la obligación 
de llevar el libro-registro: los libres prestan su servicio como particu- 
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ART. 1546 (1544). El crédito respecto al que se 
pida el apremio ha de resultar líquido del titulo que se 
presente. De lo contrario no tendrá lugar hasta que se 
haga la liquidacion, por acuerdo cornun de las partes, 
por sentepcia judicial , ó por árbitros (1). 
ART. 1547 (1545. No siendo el título del acreedor 
escritura pública ó póliza intervenida por corredor (2), 
sino contrata privada >ï otro documento que sin , prévio 
reconocimiento de los deudores no tenga fuerza ejecu- 
tiva, deberá preceder dicho reconocimiento al auto en 
que se decrete el apremio (3). Si el deudor negare la 
lame y con sujeción al derecho común. Y como los agentes de Bolsa ' 
colegiados están equiparados A los corredores para dichas operacio-
nes, y sujetos A arancel como éstos, creemos también que podrán re-
clamar sus corretajes por la vía de apremio, aunque el núm. 6. 0 del 
 art. 1544, del que es correlativa la disposición de que tratamos, hace 
mención solamente de los corredores. 
(1) Cuando se baga la liquidación por sentencia judicial 6 por 
laudo arbitral, podrá llevarse A efecto el pago por la vía de apremio 
establecida para la ejecución de las sentencias, y esto, además de sc r 
legal, se{Á lo más conveniente para el acreedor, porque así se librará 
de las dilaciones y gastos á que podría dar lugar la oposición que en 
la via de apremio de que tratamos se permite al deudor por los ar-
tículos 1660 y siguientes. Por esto creemos que en la práctica la dis-
posición del artículo A que esta nota se refiere, sólo se aplicará cuando 
se haga la liquidación por común acuerdo de las partes. Obtenida de 
este modo la liquidación del crédito que del título aparecía ilíquido, 
podrá el acreedor pedir el apremio especial de oue se trata en este tí-
tulo; pero si para liquidarlo tiene que seguir un juicio ordinario, ó de 
árbitros 6 de amigables componedores, lo procedente y lo más conve-, 
niente será pedir la ejecución de la sentencia conforme 
 A los artículçs 
919 y siguientes. 
(2) Nótese que para este caso se da fuerza ejecutiva A la póliza 
intervenida por corredor, sin necesidad de la comprobación con 
 an 
 registro que exige el núm. 6.0 del art. 1429, para que tales pólizas 
tengan aparejada ejecución. La índole especial de los negocios de co-
mercio, A 
 que se refiere el presente título, justifica esa diferencia. 
(3) En este caso el título es un documento privado, que no tiene 
por sí fuerza ejecutiva, y sólo puede adquirir este valor y eficacia con 
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legitimidad del documento, usará el acreedor de su 
derecho en el juicio que por la cuantía corresponda. 
ART. 1548 (1546). En las demandas sobre correta-
jes habrá de reconocer el deudor la firma de la factura 
6 contrata que justifique la negociacion; y si sólo se 
hubiere presentado nota del asiento del corredor, se 
comprobará la exactitud de ésta por la confesion judi-
cial del mismo deudor, 6 por sus libros de comercio. 
ART. 1549 (1547). Con presentacion del título eje-
cutivo de su crédito, pedirá el acreedor el apremio por 
medio de escrito cuya forma será la misma que la esta-
blecida para las demandas ejecutivas (1); y hallando 
el Juez que procede de derecho, se despachará manda-
miento cometido a un alguacil, para que con asistencia 
del actuario requiera al deudor al pago de la deuda, 
y no verificándolo en el acto, proceda al embargo de 
sus bienes. En el requerimiento y embargo se obser-
varán las disposiciones de los artículos 1442 y si-
guientes de esta ley (1440 y siguientes de la ley para 
Cuba y Puerto Rico (2). 
el reconocimiento de la firma 6 la confesión del deudor ante el juez 
competente, observándose para esto lo que se dispone en los artículos 
1430 y siguientes. 
(I) Esa forma es la prevenida para las demandas ordinarias en el 
art. 524, como- lo ordena el 1439 para las ejecutivas. La prevención 
que en éste se hace de que á la demanda ejecutiva «se acompafiarán 
copias de la misma y de los documentos, para entregarlas al deudor 
al citarlo de remate», la creemos aplicable también al presente caso, 
no sólo por la referencia á dicho art. 1439, sino por ser además de ne- 
cesidad y de justicia para que el deudor pueda formalizar y probar 
su oposición dentro de los tres días improrrogables que para ello se 
le conceden en los artículos 1550 y 1551, sin comunicarle los autos. 
Habrá de contener también la protesta de abonar pagos legítimos. No 
es necesario que preceda el acto de conciliación, por alcanzarle la 
excepción del núm. 8.0 del art. 460. Pero es necesaria la dirección de 
letrado y también la representación por medio de procurador, con-
forme á los artículos 3. 0 y 10. 
(2) Véanse los artículos 1442 al 1454 inclusive y sui comentarios, 
pues todos son aplicables á estos procedimientos. 
• 
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ART. 1550 (1548). Hecho el embargo, se citará al 
deudor para la venta de los bienes embargados, si 
dentro de tercero dia no propusiere excepcion legí-
tima contra el apremio (1). 
ART. 1551 (1549). En este procedimiento se ad-
mitirán solamente las excepciones siguientes (2): 
1.3 Falsedad del título. 
2.a Falta de personalidad en el portador. 
3.a Pago. 
4.a Transaccion 6 compromiso. 
Cualquiera de ellas que competa al deudor, debera 
proponerla por escrito y probarla en los tres dias pre-
fijados en la citacion. 
ART. 1552 (1550). La prueba de la excepcion se 
hará con documentos, 6 por confesion judicial del acree-
dor, y no por ningun otro medio probatorio de los que 
tienen lugar en otros juicios. 
A.RT. 1553 (1551). Si el deudor presentare su es- 
(1) La citación del deudpr para la venta de los bienes embarga-
dos, equivale á la citación de remate en el juicio ejecutivo, y deberá 
practicarlo en la forma que ordena el art. 1469, y en 
 su caso el 1460, 
con la entrega que aquél previene de las copias de la demanda y docu-
mentos. Y téngase presente que no basta oponerse dentro de los tree 
días que señala este artículo: es indispensable proponer 6 alegar, y 
probar además con documentos 6 por confesión judicial del acreedor 
(art. 1662), todo dentro de ellos, cualquiera de las excepciones que 
taxativamente permite el art. 1661, como se previene en el último 
párrafo del mismo. El 1666 da á dicho término el carácter de impro• 
rrogable al prevenir que después de transcurrido no se admita al 
deudor escrito alguno. 
(2) Las cuatro excepciones que se determinan taxativamente en 
este artículo, son las de los números 1. 0,2.0, 7 a, 9p y 10 del artículo 
146.1, en cuyo comentario las hemos explicado. Parecía justo haber 
incluido en ellas la de prescripción, omitida quizás en consideración 
á que estos procedimientos se promueven á raíz del hecho que los 
motiva. Queda siempre á salvo su derecho al deudor para promover 
después el juicio declarativo que corresponda á la cuantía, en el que 
podrá utilizar cualquiera otra excepción que le competa, y las que no 
hubiere podido alegar 6 probar en el procedimiento de apremio. 
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crito de oposicion, se unirá á los autos con los documen- 
tos que le acompañen. Tambien deberá acompañar co- 
pia del escrito para entregarla a la parte contraria (1). 
Cuando en el mismo escrito pida la confesion judi-
cial del acreedor sobre los hechos en que funde la ex-
cepcion, el Juez deferirá en el acto á la pretension y 
recibirá la declaracion en seguida, si fuere posible, y 
d e lo contrario á la mayor brevedad, sin que la dila-
pion pare perjuicio al deudor. 
ART. 1554 (1552. En el caso de que la prueba 
propuesta ',fuere documental y se pidiere el cotejo 6 
compulsa de los documentos (2), el Juez, únicamente 
para este efecto, podrá ampliar hasta diez dias el tér-
mino fijado en el art. 1551 (1549 de la ley para Cuba y 
Puerto Rico. 
ART. 1555 (1553. No presentándose oposición por 
el deudor dentro del término de la citacion, el actuario 
(1) Habrá de formularse el escrito de oposición lo mismo que la 
demanda, ó sea exponiendo sucintamente y numerados los hechos y 
los fundamentos de derecho, acompafiando los documentos en que se 
funde, y si no los tiene pidiendo la compulsa de los mismos. Tam-
bien pedirá la confesión judicial del acreedor, si le interesa este medio 
do prueba. Dicho escrito, si se presenta dentro de los tres días impro-
rrogables, pues de otro modo no puede ser admitido (art. 1555), ha de 
unirse á los autos, sin dar traslado al acreedor, á quien no se per-
mite la impugnación por escrito, sino de palabra en el acto de la vista, 
cuando la solicite conforme al art. 1666. Con este objeto ha de entre-
gársele la copia del escrito de oposición, que á di debe acompafiarse; 
pero sólo del escrito, no de los documentos. 
(2) El cotejo, si es de documentos páblicos, se hará en la forma 
que ordena el art. 699, cuando sea necesario, conforme al núm. 1. ° del 
597; y si es de documentos privados, se practicará lo que para el co-
tejo de letras se previene en los artículos 606 y siguientes, si no loe 
hubiere reconocido bajo juramento la parte á quien perjudiquen, con-
forme al 604, cuyo reconocimiento deberá pedir el deudor al tiempo 
de presentarlos. Y si se pide la compulsa de algún documento que no 
obre en poder del interesado, se expedirá mandamiento compulsorio 
al funcionario correspondiente para que libre testimonio é certifica-
ción del documento, previa citación de la parte á quien deba per-
judicar, como se previene en el núm. 2.0 de dicho art. 697. 
TOMO v 	 88 
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lo acreditará por nota y despues no se le admitirá escri-
to alguno. 
ART. 1556 (1554). Practicada la prueba (1), 6 acre-
ditado no haberse presentado escrito de oposicion, el 
actuario dará cuenta en la primera audiencia, y el Juez 
llamará los autos á la vista, con citacion de las partes 
para sentencia. 
Si alguna de éstas lo solicitare dentro del dia si-
guiente al de la notificacion, el Juez señalará dia para 
la vista dentro de los cuatro siguientes. 
Las partes en el acto de la vista podrán presentar 
cualquier documento que convenga á su defensa, en cu-
yo caso se hará relacion por el actuario de lo que de 
él resulte, y el Juez lo tendrá presente para dar su 
fallo (2). 
ART. 1557 1555). Dentro de tercero dia (3) el Juez 
dictará sentencia, mandando proceder á la venta de 
los bienes embargados si el deudor no hubiere hecho 
(1) Téngase presente qne la prueba solo puede ser de documentos 
ó de confesión judicial, según el art. 1552. 
(2) En consideración al brevísimo término de tres días improrro-
gables, que se conceden para formalizar y probar la oposición del deu-
dor, y que de esta no se dá traslado ni audiencia al acreedor, se per-
mite á una y otra parte que en el acto de la vista, si la hubiere por 
haberla solicitado alguna de ellas en el día siguiente al de la citación 
para sentencia, presente cualquier documento que convenga á su 
 de-
fensa. Esta excepción de la regla general, atribuye á ese acto el carác-
ter de un juicio verbal: en él podrá el deudor reproducir y reforzar su 
oposición presentando nuevos documentos: el acreedor podrá impug-
nar la oposición, presentando también los documentos que convengan 
á su defensa: el actuario hará relación en el acto de lo que resulte de 
los documentos presentados, y el juez los tendrá presentee para dic-
tar su fallo. Si la parte á quien perjudique un documento niega en el 
acto la autenticidad ó legitimidad del mismo, podrá el juez acordar su 
cotejo ó comprobación, en armonía con lo que ordena el art. 1554, si 
lo estima necesario para dictar su fallo con acierto. Del resultado de 
la vista se extenderá la oportuna acta á diligencia, y se unirán á los 
autos los documentos que se hubieren presentado. 
(3) A contar desde la vista, si se hubiere celebrado, yen otro caso 
desde el día siguiente al de la citación para sentencia. 
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oposicion á la demanda 6 no hubiere probado su excep-
cion; y en el caso de haberlo hecho bien y cumplida-
mente, revocará el auto por el que• acordó el procedi-
miento de apremio. 
En el primer caso impondrá las costas al deudor, p 
en el segundo al acreedor. 
ART. 1558 (1556). Contra las sentencias dictadas 
en este procedimiento no se dará recurso de apelacion, 
quedando á salvo el derecho de las partes para que en 
juicio ordinario usen del que respectivamente les com-
peta (1). 
ART. 1559 (1557). En el caso de que por la senten-
cia se mande llevar a efecto el apremio (2), estará obli-
gado el acredor, Antes de que se le haga pago de an 
crédito, si el deudor lo exigiese, á asegurar con fianza 
h astante las resultas del juicio que éste pueda inten-
tar (3). 
Esta fianza caducará de derecho si en el término de 
seis meses no se presentare la demanda. 
ART. 1560 (1558. Las compañías .6 instituciones 
de crédito, legalmente constituidas, que tengan por ob-
jeto operaciones de préstamos hipotecarios ó de crédito 
territorial, podrán exigir por la vía de apremio el pago 
de sus créditos hipotecarios, en la forma que se deter 
mina en el decreto-ley de 5 de Febrero de 1869. 
• 
• 
(1) Cualquiera que sea la resolución del juez de primera instancia 
es ejecutoria, y ha de llevarse á efecto sin ulterior recurso; pero, que 
da á las partes expedito su derecho para deducirlo en juicio ordinario, 
no siempre el de mayor cuantía, sino el que corresponda á la cuantía 
del negocio. 
(2) Se llevará á efecto el apremio con arreglo á lo prevenida en loa 
artículos 1481 y siguientes para el procedimiento de apremio en el 
juicio ejecutivo, puesto que aquí no se dan reglas para ello, y el pro-
cedimiento establecido viene á ser un juicio ejecutivo abreviado. 
(3) Corresponderá al juez, bajo su responsabilidad, la apreciación 
de esta fianza, que podrá ser de cualquiera de las clases permitidas 
por derecho. No puede prescindirse de ella cuando el deudor lo exija, y 
en este caso no debe hacerse pago al acreedor mientras no la predtr. 
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Procedimiento de apremio contra los deudores á las 
Compañías de crédito territorial. 
El decreto ley á que se refiere el artículo que precede, último 
del presente título 16, es el decreto del Gobierno provisional de 5 
de Febrero de 1869, elevado á ley por la de las Córtes Constitu-
yentes de 20 de Junio siguiente, estableciendo las bases generales 
á que deberán sujetarse las instituciones de crédito que tengan 
por objeto operaciones de préstamos hipotecarios ó de crédito te-
rritorial, y el procedimiento de apremio contra los deudores á las 
mismas. Las disposiciones de dicho decreto, que se refieren al pro-
cedimiento de apremio, publicadas por apéndice en las ediciones 
oficiales de la presente ley de Enjuiciamiento civil, son las si-
guientes: 
eArtículo 1.° Las instituciones de credito que se propongan, 
sea como objeto especial y exclusivo, sea como una de sus opera-
ciones, las de préstamos hipotecarios ó de crédito territorial, se 
ajustarán á las bases generales • que se consignan en los siguientes 
artículos. 
Art. 16. Vencido y no pagado un préstamo hipotecario ó cual-
quiera fracción de él, la institución de crédito territorial requeri-
rá por escrito al deudor á que lo satisfaga. 
Si el deudor no pagare en los dos días siguientes al del reque
-
rimiento, el acreedor podrá pedir al juez de primera instancia 
competente el secuestro y la posesión interina de la finca. Cercio-
rado el juez con la presentación del título de la legitimidad del cré-
dito y de la falta de pago, dictará providencia accediendo á la de-
manda, y ordenando la entrega interina de la finca si no so verifi-
rare el pago dentro de quince días, contados desde la presentación 
de la misma demanda. De esta providencia se tomará anotación 
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preventiva en el Registro de la propiedad en el mismo dia de su 
notificación. 
La institución de crédito percibirá las rentas vencidas y no sa-
tisfechas del inmueble, aplicándolas al pago de su crédito, y reco-
gerá asimismo los frutos y rentas posteriores, cubriendo con ellos 
primero los gastos de conservación y explotación que la misma 
finca exija, y después su propio crédito. 
Podrá asimismo, de acuerdo con el deudor, continuar cobrando 
su crédito con el producto del inmueble secuestrado, ô promover, 
aunque sea sin dicho acuerdo, su enajenación y la rescisión del 
 préstamo en la forma establecida en el artículo siguiente. 
Cuando la institución de crédito tenga en su poder valores ô 
efectos del deudor, podrá aplicarlos al pago de su crédito y enta-
blar su reclamación por la diferencia. 
El título que en todo caso habrá de presentarse por el acreedor 
para reclamar su crédito, será la minuta especial de la escritura 
de préstamo que tenga en su poder, sin necesidad de ninguna otra 
copia del registro. 
Art. 17. Si la institución de crédito no creyese suficientemen-
te asegurados sus intereses con la posesión y los productos de la 
finca hipotecada, podrá, después de requerir por escrito al deudor 
ó después de estar en posesión de la misma finca, pedir al juez com-
petente su enajenación en subasta pública y la rescisión del prés-
tamo. Cerciorado el juez con la presentación del título de la legi-
timidad del crédito y de la falta de pago, mandará verificarlo ea 
el término de tres días, contados desde la notificación, y que en 
caso contrario se anuncie con citación del deudor la subasta pedida 
por edictos, que se fijarán en los parajes públicos y se insertarán 
tres veces en el Boletín. oficial y en algún otro periódico de la res-
pectiva provincia, donde lo hubiere. De esta providencia Be toma-
rá anotación preventiva en el Registro de la propiedad. La subas-
ta se celebrará veinte días después de la fecha de dicha providen-
cia, en cuyo plazo y con el intervalo correspondiente se publicarán 
los edictos; será autorizada por uno de los escribanos del Juzgado, 
y se verificará en la forma establecida para las subastas volunta-
rias; pero con sujeción á lo que dispone la sección 2.', tít. 2,par 
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te 1.° de la ley de Enjuiciamiento civil (1) respecto al justiprecio, 
retasa y adjudicación de los bienes embargados, posturas admisi-
bles en el remate, aprobación judicial de éste, entrega de títulos, 
otorgamiento de escritura y liquidación del precio abonado por el 
' comprador. 
Si el deudor verificase el pago Antes de la celebración del re-
mate, se suspenderán los procedimientos; sino lo verificase en dicho 
término, el juez dictará providencia aprobando la subasta y decla-
rando rescindido el préstamo. 
Con el precio del remate se pagarán, én primer lugar, los rédi-
tos devengados por la institución de crédito hasta el día del pago, 
y los gastos de la subasta y enajenación. 
Art. 18. El secuestro, y en su caso la enajenación de las fincas 
hipotecadas, según lo dispuesto en los dos artículos anteriores, no 
se suspenderá por demanda que no se funde en algún título ante-
riormente inscrito, por la muerte del deudor, ni por la declaración 
en quiebra ó concurso del mismo 6 del dueño de la finca.hipote-
cada. Vendida la finca, el comprador pagará á la institución de 
crédito,' dentro de ocho días, todo lo que se le deba por razón de 
su préstamo, y el sobrante que resulte del precio quedará á dispo-
sición de los Tribunales para que lo distribuyan con arreglo á de-
:echo. Este pago se entenderá sin perjuicio de la acción que pueda 
corresponder al deudor 6 al tercer perjudicado, si lo hubiere, la 
cual podrá ejercitarse en el juicio correspondiente. 
Art. 19. Toda providencia en que se ordene el secuestro ó la 
venta de una finca hipotecada á la institución de crédito, se noti-
ficará personalmente á los que después de ésta hayan adquirido 6 
inscrito algún derecho sobre ella, si fuere conocido su domici-
lio; y si no lo fuere, se les hará saber por medio de edictos, que 
se insertarán en los periódicos oficiales y se fijarán en los parajes 
públicos. 
De las providencias que dicten los jueces para el secuestro 6 
(1) Bata referencia debe entenderse hoy á la sección 2.e, tit. 15, libro 2.° 
de la vigente ley de Enjuiciamiento civil de 1881, cuya sección es la que trata 
del procedimiento de apremio en el juicio ejecutivo. 
enajenación de los bienes hipotecados, no se dará apelación ni re. 
curso alguno. 
Art. 20. Si la finca hipotecada fuese embargada por otros cré-
ditos del deudor y llegare á anunciarse su remate, la institución 
de crédito pedirá la rescisión del préstamo y su reembolso del 
modo establecido en el art. 17. La providencia que en tal caso or-
dene la subasta á favor de dicha institución, suspenderá de dere-
cho el remate anunciado á instancia del otro acreedor, para cuyo 
efecto se comunicará al juez que lo hubiere decretado, si fuere 
distinto. 
Art. 21. También podrá rescindirse el contrato de préstamo 
y se exigirá el reintegro del capital, cuando la finca hipotecada se 
deteriore ó disminuya de valor hasta el punto de no ser garantía 
suficiente del crédito. 
Las cuestiones á que pueda dar lugar el secuestro de la finca 
hipotecada ó la rescisión del préstamo por insuficiencia de la hi-
poteca, se ventilarán por el procedimiento establecido para los in-
cidentes en los artículos 342 y siguientes de la ley de Enjuicia-
miento civil (1). 
Art. 22. Cuando la finca hipotecada cambie de dueño, que-
dará de derecho subrrogado el adquirente en todas las. obligacio-
nes que por razón de ella hubiere contraído su causante con la 
institución de crédito. El adquirente dará conocimiento á ésta de 
su adquisición dentro de los quince días siguientes al en que se 
consume; y si no lo hiciere, le perjudicarán los procedimientos que 
aquél dirija contra su causante para el cobro de sus réditos.: 
FIN DEL TOMO V. 
(1) Esta referencia ha de entenderse hoy á los artículos 749 y siguientes 
de la ley de Enjuiciamiento oivil de 1881, que es la vigente. 
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